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¿ES LA COSTUI\,TBRE UNA FUENTB DE DERECHO
INTERNACIONAL?

Jur.ro A. B¡nsnnrs

La costumbre es un fenómeno que ya existía en la sociedad humana
cuando el hombre hizo su primera reflexión sobre el Derecho. El jurista
se ha enfrentado así con una situación ya consolidada que ha tratado
de analizar, comprender, hallar su razón o "fundamento" o, dicho en otros
términos, ha tratado de incorporar la costumbre a su modo de ver el
Derecho. Quizás por ello los análisis que cada autor dedica a la costum-
bre están estrechamente vinculados con su concepción del Derecho en
general.

El sabio jurista en cuyo homenaje se publican estas líneas escribió
alguna vez que "la costumbre ha causado siempre escándalo a los autores
positivistas" y gue, "no pudiendo dar una explicación satisfactoria, mu-
chos se han resignado a ignorarla sistemáticamente" 1. Esta nota no tiene
la pretensión de dar una explicación "satisfactoria" del fenómeno con-

suetudinario, sino que constituye sólo una reflexión acerca de la forma
cómo se ha de concebir la costumbre en el orden jurídico. Si a veces no

se ha podido dar una respuesta a los interrogantes que ella plantea, se debe

a que se ha querido buscar la respuesta en una teoría. A nuestro modo de

ver, para determinar la función que cumple la costumbre en el orden ju-

rídico es necesario examinar la realidad, la práctica internacional.
Antes de recurrir a esa práctica, resultaría interesante analizar bre-

vemente cómo los juristas han expuesto el tema cle la costumbre 2. En

* Este artículo es la versión castellana de la contribución hecha por el autor
en el libro de homenaie al Profesor Michel Virally, recientemente fallecido'

1 VIRALLY, La pensée irnidique. París, 1960, p. 163.
2 Para un análisis detallado de este tema, ver CÜNTHER, Zu Entstehtmg oorr

VóIkergewohnheitsrecht. Berlín, 1970, p. 15 ss.
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ANUANIO ARGENTINO DE DERECIIO INTERNA.CIONAL

este sentido, se pueden distinguir tres concepciones fundamentales que

consideran respectivamente a la costumbre i) como la manifestación de

un derecho ya existente, ii) como un modo de creación de derecho, o

sea, como una fuente de derecho, y iii) como un derecho no creado

por un procedimiento jurídico, pero cuya existencia es comprobable.

t, La costumbre como marti,festución de un derecho ga existente

Según esta concepción, la costumbre aparecería como una forma o

un modo de comprobar la existencia de normas iurídicas 3. Estas se ma-

nifestarían a través de la costumbre.

Esta noción de la costumbre presupone la existencia de dos cate-

gorías de normas jurídicas: una constituida por el derecho consuetudi-

nario y otra formada por las normas cuya existencia es comprobada

por la costumbre. El derecho consuetudinario tendría, pu€s, la función de

hacer cognoscible a los hombres ese derecho anterior' Este último es

denominado de diversas formas según los autores. Así, para la escuela

historicista será el Volksgeista, la doctrina francesa lo llamará "droit

objetif", "solidarité sociale" o la "concience sociale du groupe".5'

Esta tesis ejerció su influencia en el Comité consultivo de iuristas
quc tuvo a su cargo la redacción del Estatuto de la Corte permanente

de Justicia internacional. En efecto, su artículo 38, inciso 2, define la
costumbre como la "preuve d'une pratique générale, acceptée comme

étant le droit". Después de la Conferencia de San Francisco, este mismo

texto pasó a ser eI artículo 38, inciso l, b), del Estatuto de la actual

Corte Internacional de justicia. Pese a esta disposición del Estatuto, la
jurisprudencia de los dos Tribunales de La Haya no considera a la cos-

3 "La coutume. la législation (il s'agit ici de la législation conventionnelle ou
des traités), ont exactement Ia méme fonction juridique, et par conséquent la méme
nature intrinséque: ce sont des modes de constatatian et d"expressbr¿ du droit ob-
jectif préexistanl, et non des modes de création du droit" (SCELLE, "Régles généa

iales áu droit de la paix", Recueil des Cours de l'Académie de Droit Intemtttiotwl,
1933-IV, p.428). "La coutume, la jurisprudence et la loi ne sont pas des sourc€s
du d¡oit. mais des modes de constatatiol de la régle du droit" (DUGUIT, Traité
de Droii cottstitutiomnel,3éme. éi1., París, 1927, t. I, p. 154.

4 Sobre la costumbre en la escuela historicista, ver MOKRE, "Zur Theorie des
Gewohnheitsrechts", Zeitscloift tlir ófferúIiclrcs Recht. 1932, p. 273 ss.

5 DUGUIT, oi. cit., t. Í, p. 127 ss. GOUET, La coutume e¡t droit cn¡tstitutionnel
iviterne et en droiü. constitutiontpl international, Paris, 1923, pp, 46 y 58. LE FUR,
L'récis de droit international public 3 éme,, éd., París, 1937, p. 190.
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ANUARIO ARGENTINO DE DERECHO INTEIINACIONAL

tumbre conro una mera forma de comprobar la existencia de normas
jurídicas. En Ia práctica internacional actual, esta concepción ha perdido
toda importancia.

2. La coshunbre como Íuente de derecho

A diferencia de la concepción anterior que ve en la costumbre sóIo

un modo de comprobación de normas jurídicas ya existentes, esta tesis

pone el acento en el carácter creador que aquélla posee. La costumbre

es considerada como un procedimiento o un modo de formación de las

normas iurídicas internacionales. Bntre los representantes de esta co-

rriente del pensamiento jurídico es posible distinguir entre quienes asi-

nilan el procedimiento consuetudinario a un tratado tácito y aquéllos
que ven en la costumbre un método autónomo de creación de normas

iurídicas.

a) La equ.iparución de la costumbre rt, utt' trutado tácito . .

Esta concepción parte de la idea de que el derecho de gentes es

creado exclusivamente por la voluntad de los Estados. Esta voluntad se

manifestaría de manera expresa a través de los tratados internacionales

o tácitamente por medio de la costumbre, Esta última sería entonces

una forma cómo los Estados expresan su consentimiento para ser parte

en un tratado 6.

Esta tesis, que había peldido importancia en la doctrina del dere-

cho internacional, ha adquirido de nuevo actualidad debido a la adhe'

sión que ha encontrado entre los jurístas de los países socialistas. La
costumbre aparece definida de esta manera en eI tratado de derecho

internacional publicado por la Academia de Ciencias de la Unión So-

viética t y en las obras de los autores socialistas 8' Tunkin, uno de los

6 Conf.. ANZILOTTI, Corso ili Diritto internazionale, 3a. ed., Roma, 1928, P.
64. STRUPP, Crundzüge des poxtioenVóLkenechts, Sa. ed., Bonn-Kóh, 1932' p. f6.

? Akademie der Úissenschaften der UdSSR (Rechtsinstitut), Yókenechú, Berlín,
1960, p. 5.

á MOC¡, "La notion et I'importance de la coutume intemationale dans le pro-
cessus d'instauration de nouvelles lelations entre les Etuts", Reute roumnine Üétu'd'es
intemaÍiarutles, 1975, p. 238, KOLASA, "On the Sources of International Law -
Towards a Conception of Adopted Law", Polish Yearbook of International Lau.
19T7-1978, p. lo6.
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ANUARIO ARGENTINO DE DERECHO INTERNACIONAL

autores más represeutativos de la escuela soviética, considera que la
costumbre se basa en una aceptación o en un reconocimiento tácito cle

los Estados e.

La teorí¿r cle la costumbre como tratado tácito ha ejercido ciertir
influencia en cl desarrollo del derecho consuetudinario actual. En efecto,
Ia tendencia según la cual un Estado que adopta sistemáticamente una
conducta contr¿lria a una práctica general y constante de los miembros
de la comunicl¿rd internacional no está obligado por ella, reconoce indu-
dablemente su origen en una idea contractualista. Se trata, en cierta
medida, de la aplicación al derecho consuetudinario del concepto de
"reserva", propio del derecho de los tratados. Sin embargo, hay otros as-

pectos de la realidad actual que muestran que no es posible describir
la costumbre intemacional como un mero tratado. Así, por ejemplo, si

se tratara de un convenio tácito, los actos que constituyen la práctica
consuetudinaria sólo podrían ser realizados por los órganos que tienen
capacidad suficiente para obligar al Estado en el plano internacional.
Sin embargo, la realidad muestra que existen normas consuetudinarias
creadas mediante Ia práctica ininterrumpida y constante de órganos ju-

diciales, legislativos y administrativos de los Estados que carecen del

treatg making pouerla.

b) La costumbre como un método autónonto de creación
de derecho

Esta forma de concebir la costumbre está vinculada con las tesis fun-
damentales de la teoría pura del derecho. Esta presenta al orden jurídico

como un conjunto jerárquico de normas en el cual algunas de ellas re-

gulan la creación de las demás. Así, en el orden jurídico hay determina-

das normas que otorgan a ciertos hechos o acontecir¡ientos la facultacl

de engendrar derecho. Por ejemplo, la Constitución de un Estado ins-

tituye a Ia legislación en un hecho creador de normas (las leyes). A su

e T'UNKIN, "Remarks on the Jtiridical Nature of Customary Norms of Interna-
tional Law", California Lao Reaiew, vol. 49, 1961, p. 423; "Co-existence and In-
ternational Law", Recu,eil des Cours de I'Aca.démia de Droit lrúernational. 1958-III,
p. 13 ss.,.Viilkerrechtsth,eoríe, Berlin, 1972, p. 153 ss.; "Intemational Láw in the
Intemational System", Recueil d.es Cours de liAca.démie de Droit Internatíonal, 197É-
IV-p. 124 ss.

10 C.P.J.L, Série B, No 6, p. 36; Série 4, ffo 10, p. 23. Séríe A Na 20,/21,,
p. 41 . Conf.: VERDROSS-SIMMA, Uniaersel[es Vólkerrecht,3a. ed., Berün, 1g84,
p. 369.
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ANUARIO ARGENTINO DE DERECIIO INTERNACIONAL

vez, la ley otorga a los jueces la competencia para dictar sentencias. Las
personas privadas tienen la facultad de celebrar contratos, que son nor-

rnas particulares que regulan su conducta. Estos hechos (legislación, iu-
risdicción, contrato ) que han rccibido de una norma jurídica la facultad
de engendrar derecho son denominados gencralmente "fuentes de derecho".

Bn principio, la norma jurídica que otorga a un hecho o a un acon-

tecimiento la facultad de crear derechq determina quién tiene esa fa-

cultad, cómo debe proceder para crear nuevas nornas jurídicas y qué

contenido han de tener estas últimas. Así, cn el ejemplo ya mencionado

de Ia Constitución de un Estado, ésta indica el órgano que tiene la fa-
cultad de crear las leyes (el Parlamento), pero precisa también el pro-
cedimiento que estc órgano ha de seguir para ello y, en alguna medida,
el contenido que pueden tener las nuevas leyes. Lo mismo ocurre res-

pecto de las sentencias judiciales. Una ley confiere a los jueces la com-

petencia para dictar sentencia, otra ley (el Código de procedimientos)

indica el procedimiento que el juez debe seguir para ello y, finalmentd,

otra ley (el Código civil, penal o de comercio) señala el contenido que

habrá de tener la sentencia. En el caso de los contratos, e} Código civil
facultad a las personas físicas o jurídicas a celebrarlos, y otros artículos del
mismo Código reglamentan cómo se han de concluir los contratos y cuál
es el contenido que podrán tener.

La norma o las normas iurídicas que regulan Ia creación de otras
normas se encuentran, por esta circunstancia, en un plano jerárquico su-
perior respecto de las normas creadas. Bn algunos casos, puede ocurrir
que la norma superior indique solamente el órgano competente para crear
la norma inferior, o que determine el órgano competente y el procedi-
miento a seguir para la creación de la norma inferior, pero no el conte-
nido que esta última habrá de tener. De todos modos, se da siempre que
una norma iurídica encuentra su fuente de validez en otra norma de orden

superior que regula su creación 11

Bn 1936 Hans Kelsen publicó un estudio en el que aplicó estas ideas

a los tratados internacionales tt. fuí, explica que en el derecho interna-

11 KELSEN, General TheortJ of Law and State, Cambridge (Mass.), 1945, p.
110 ss.. Reine Rechtslehre,2a. ed., Wien, 1960, p. 228 ss.

12 "Contribution i la théorie du traité interrational", Reaue intemationale cle
Ia Théorie d.ú Droit, 1936, p. 253 ss. Ver también, Principles of lntemational Laa,
Nerv York, f952, p. 317 ss.

15



ANUARIO ARGENTINO DE DERECIIO INTERNACIONAL

cional existe una norma consuetudinaria, conocida generalmente bajo la
fórmula pacta sunt seraanda, que faculta a los Estados a concertar trata-
dos e indica el procedimiento a seguir para ello. De esta manera, Kelsen
nuestra que la fuente de validez de los tratados internacionales es el
dcrecho consuetudinario y que la costumbre regula la creación del derecho
convencional. En cste análisis, Kelsen realiza una distinción entre el pro-
ceso de elaboración del derecho convencional y la norma creada, o sea,

entre el método de creación del tratado y la norma convencional que es

producto de este proceso de creación jurídica.

Tres años más tarde, Kelsen publicó un estudio sobre la costumbre
internacional a la que trató de aplicar un razonamiento análogo al seguido
para el análisis de los tratados interrracionales 13. Así como en el derecho
convencional se puecle distinguir entre el proceso de creación del tratado

)'la norma creada, Kelsen indica que en la costumbre es posible distin-
guir también entre el procedimiento consuetudinario de creación de las

normas y las normas consuetudinarias creadas. Siguiendo este paralelo,
Kelsen expresa que así como el proceso de elaboración de los tratados
es regulado por las normas de costumbrc, el procedimiento consuetudi-

uario de creación de normas es regulado por una norrna fundamental
(Grundnorm). Esta no seúa una norma de derecho positivo, sino que se

trataría sólo de una norma presupuesta, que tendría precisamente por

función instituir a la costumbre en un método creador de derecho tn. La
costumbre, pues, sería una fuente de derecho internacional porque exis-

tiría una norma anterior, la Grundnornl,, qlre erige al método consuetu-

dinario en un modo de creación de normas jurídicas, Kelsen considera

que el proceso consuetudinario de creación de derecho es un método

distinto del de creación de los tratados, o sea, que se trataría de un

método autónomo de creación jurídica. Bxpresado en otros términos,
podría decirse que la costumbre es una fuente autónoma de derecho.

3. La costumbre conrc un derecho espontáneo

La idea de que toda norma jurídica internacional es creada mediante
un procedimiento regulado jurídicamente y el paralelismo que en c'jte

13 "Théorie du droit international coutumier", Revue intefirutionale d,e la Théorie
d,u Droit, 1939, p. 253 ss.

14 op, cit., Reaue internationale ile la Théorie du Droit, 1939, p. 259.

16



ANUARIO ARGENTINO DE DERECI

sentido habría entre eI derecho convencional y consuetudinario ha sido
objeto de algunas críticas por parte de la doctrina. Así, Roberto Ago con-
sidera que en el orden jurídico interracional habría que distinguir entre
el derecho de los tratados y el derecho no escrito. EI derecho convencio-
nal sería creado mediante un procedimiento indicado por normas de la
costumbre y su fundamento de validez se hallaría en la regla WCta $mt
seroanda. Por el contrario, el derecho no escrito, en el cual estaría com-

prendido e,l derecho consuetudinario, no sóría creado mediante un pro-
cedimiento regulado jurídicamente, sino que se presentaría de manera

espontánea. Según el criterio de Ago, la teoría de la Gruttdnorm, qu'e

tiene por objeto dar a la costumbre eI carácter de fuente de derecho, es

una ficción que ha sido elaborada para justificar uno de los postulados

básicos del positivismo juridico según el cual, toda norma deriva su vali-
dez de una norma anterior, que regula su creación. De acuerdo con esta
concepción, el derecho consuetudinario no tendría una fuente, sino que
se preseñtaría espontáneamente en el orderr jurídico, no sería creado por
un método determinado. Al no haber una forma específica de creación,

se plantea e] problema acerca de cómo se reconocé la existencia do estas

normas en una comunidad detérminada. Ago estima que habría que
actuar de manera empírica y comprobar si esas normas tienen efectiü-
dad en el seno de la comunidad en cuestión 15.

Crítica

i) Una vez expuestas las diversas formas cómo la doctrina considera

a Ia costumbre, conviene ver en quá medida estas teorías constituyen ver-
daderamente una descripción de la realidad.

Uno de los méritos de la teoríá pura del derecho consiste en haber
puesto de relieve la distinción entre el proceso de creación de la norma
y la norma creada. Es'ta distinción puede hacerse claramente en el de-

recho convencional, en el cual se puede distinguir entre el proceso con-
vencional de creación de normas )¡ el tratado internacional, producto do
ese proceso. El proceso de creación de normas convencionales encuentr¿
su fue.nte de validez en la norma consuetudinaia pacta, sunt seruanda y
en otras normas de costumbre que lo regulan.

15 AGO, "Diritto positivo e diritto internazionale", Scrítti, ü dititto interna-
zíonale ,i¡t onore d.i Tontaso Perussi, Milano, 1957, r'ol. f, p. 44.
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Kelsen pretendié aplicar la misma teoría a la costumbre intelnacional

), es allí cuando recun'e a la Grundnorm para otorgat' juridicidad al pro-

ceso creador de la c<¡stumbre. En su razonamiento, Kelsen se preguntó

primeramente por Ia fuente de validez del tratado, internacional y halló

la respuesta en la norma consuetudinaria pacta sunt seruand\al. Luego, se

planteó la misma pregunta acerca de la costumbre y, como no encontré

ninguna respuesta en el derecho positivo, recurrió a una norma presu-

puesta, a una hipótesis científica que es la Gtundnol'm.

Si se parte de la idea de que "fuente de delecho:' es aquel hecho

que ha recibido Ia f¿rcultad o el poder de engendrar derecho de una

norma jurídica anterior, so llega necesariamente a un punto de origen y

nos encontraremos, ya sea con un¿l norma que no ha sido creada me-

diante un procedimiento jurídicamente regulado o ya sea un procedimiento

de creación de derecho que no ha recibido la facultad de engendrar

derecho de una norma anterior. En cl orclen int?rnácional, las normas

que aparecen corrlo no creadas mecliante un procedimiento iurídicamente
regulado son las nornlas dé costumbre.

Ante la pregunta "¿quién otorga a Ia costumbre el carácter de fuente

de der-echo?", la teoria pura intentó dal una respuesta.

Existen, a veces, preguntas que carecen de sentido y que, pol lo
tanto, no tienen respuesta.

Este género dc preguntas se plantea en muchos ámbitos de la vida.

Tomemos un ejemplo ccrcano al derecho. En un pueblo de provincitr,

una señora desea comprar 4 metros de tela para hacerse un vestído.

Una vez efectuada la compra en una tienda del pueblo, la señora con-

sidera que la vendedola le ha vendido menos de 4 metros de tela y va

nuevamente a la tienda a reclamar. La vendedora le demuestra entonces

que Ie ha vendido exactamente 4 metros de tela. Como la comprador{r

no queda satisf:echa, recurre a la policía del pueblo, pues afirrna que

en esa tíenda utilizan un metto que no "rnide' ex¿rctamernte un nretro,

sino algo rnenos. Al no obtener de la policía una respuesta favorable, la

señora de nuestro ejemplo recurre a la Oficina dq pesas y medidas de la

Provincia y afirma que el "metro' utilizado en la tienda de su pueblo

y por la policía local no "mide" realmente un metro' La Oficina provin-

cial de pesas y medidas lecibirá la queja de l¿r señora y, ¿r su vcz, podrir

verificar si ésta tiene o no razón. Lo que plantea la señol¿r es perfccttr-
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mcntc complensiblc y Ia respuesta a dar dependerá de la coincidencia
o no del metro utilizado por la tionda del pueblo con el ptrón de me-
dida existente en la oficina de la Proüncia. Es posible plantear Ia misma
cuestión ante instancias superióres y la señora podrá afirmar entonces
clue eI "metro" depositado en Ia Dirección nacional de pesas y medidas
no es exacto y no mide realmente un metro. Si la señora insiste, habrá
una última instancia que consistirá en comparar la medida impugnada
con el metro patrón de Sévres 16. Pe,ro, preguntarse después si el metro
de Sévres realmente mide un metro es una pregunta carente de sentido.

En e,l pensamiento jurídico, ¿lgunos juristas no advierten esta dife-
rencia esencial que existe entre aquellos casos en que se plantean pre-
guntas con sentido, esto es, que tienen respuesta y aquellos otros en que
las preguntas carecen de scntido. Un breve libro de un autor argentino
analiza las particularidades del podár constituyente y de los "poderes cons-
tituídos" en el derecho constitucional y demuesira, con cierta ironía, que
algunas preguntas que se pueden plantear respecto de estos últimos, ca-
recen de sentido si se las plantea respecto del primero 1?.

Vayamos ahora al ámbito del derecho internacional. Si bien es, pre-
ciso afirmar que el tratado es una fuente de derecho porque las normas
convencionales son creadas mediante un procedimiento regulado por Ia
costumbre, es preciso comprobtrr también que las normas consuetudina-
rias no son creadas mediante ningún procedimiento regulado iurídica-
mente porque éstas son las primems normas del derecho interna-
cional positivo.

Por ello, estimamos que la r.espuesta adecuada a la pregunta acerca
de la validez juríclica de Ia costumbre internacional es que se trata de
una pregunta carente de sentido. Preguntarse por la fuente de validez
de Ia cos'tumbre es como preguntarse si el metro de Sévres mide verda-
deramente un metro. En este sentido, es preciso concluir que si por
fuente de derecho se entiende un modo jurídicamente determinado de
crear noimas jurídicas, el procedimiento consuetudinario no es una fuente
de derecho precisamente porque no está jurídicamente regulado. Se
puede afirmar entonces que las normas consue,tudinarias no son nornas

16 se hace referencia aquí al metro patrón de sévres pues resulta más claro
para nuestro ejemplo. Pero, en rigor de verdad, el metro eJ definido desde lg83
co.1no la !"Yrg¡t"4 del camino recorrido por la luz en el vacío durante el lapso de
1/299.752.458 de segundo.77 CARRIO, Sobre los límites (Iel lengrnje nt>nnutiüo, Buenos Aires, 1g73.
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creadas por una fuente de derecho. La cornprobación cie esta circunstan-

cia en el orden internacional es lo que ha llevado a Ago a afirmar que

en el derecho de gentes, al lado del dcrecho positivo (convencional).

existe un derecho espontáneo. La expresión "espontáneo" sugier"e la icle¿l

de algo que aparece de golpe, como por ¿rrte de magia, y esto quizírs hrr

dado lugar a algunos malos entendiilos. El adjetivo "espontáned' signi-

fica aquí que algo se fór:ma, pero sin que existan norlllas que regulen

esa formación. En este sentido, se habl:i, por ejemplo, de una "manifes-

tación espontánea", o sea, de uua m¿rnifestación no organiznda anti.cipa-

damente. Compréndida en ese sentido, la expresión "derecho espontá-

neo" elaborada por Roberto Ago parece ser adecuada para designar al

derecho consuetudinario interrracional. El derecho consuetudinario es

creado, pero su creación no está reglada jurídicamente.

ii) una ve2 precisada la iclea de quc la costumbrc no es una fuentc

de derecho porque su facultad de crear derecho no deriva de ninguna

norma jurídica anterior, cabe ahora preguntarse cómo es posible l'econo'

cer en el orden internacional las norm¿rs consuetudinalias. Bn la prácti-

ca, los jueces, los árbitros, los órganos de los Estados y de las organiza-

ciones internacionales siguen ciertos critelios para comprobar la existenciii

cle normas de costumbre, entre los cuales indicarernos los dos pl'incipalcs.

En primer término, hay prácticas que han adquirido un gr':do tal

de vigencia en la comunidad internacional qlre su existencia es algo eü

dente para cualquier observador median¿rmente calificado. Por ejen,plo,

Ja regla cle la buena fe en las negociacioncs internacionales, la protección

diplomática, la libertad de la alta mar, la responsabilidad del Estadc

por los perjiicios ocasionados por sus órganos ¿1 otros Estados, son nor-

mas consuetudinarias cuya existencia no requiere ser clemostrada, es Un

hecho de conocimiento general. En estos casos, rlo eS necesario prObar-

su existencia, sino que la jurisprudencia y la práctica diplomática se limi-

tan a constatarla y para designarlas reculren a expresiones tales como
..defecho inteinacional común" 1'8, "derecho internacional general" le 

<>

1q C.P.J.I., Série A, N'] 7, pp. 22,32v 42. Série A, Nq g, p' 27' Serie A/R'
Ne 42, p. ll4; Série ,q/1,'Nq +¿^p. Zl.'O.Ñ.U, Recueil des sentence,s atbitrales.
vol- II, p. 1L24. C.I.I., Recueil 1953, p. 119.

t'r' i. t. J ., Recueii 
"t'gOg, pp. 24, 28, 38 v 4l: Recueil , 197Q pp ' 32 y 38;

Rectreil 1971, pp. 47 y 55; necuéil 1972, pp. 63 v 66;.Recueil 1a279, p' 21; Recueil

i980, pp. sí,^3^¡, 41,'43,44 y 95; Recrreil 1982, p. 74. O.N.U., Recuei'l des sen'

tence,s arbitrales, vol . XV[I, p. 172.
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"principios gc,ner¿rles del derecho internacional" 20.

En segundo lugar, hay otras prácticas en la comunidad internecion¿l
que no presentan ese grado de evidencia de las mencionadas antericr-
mente y que los jueces o los órganos de los Estados necesitan precisar si
se trata o no de normas consuetuclinali¿ls. Para ello recurren al auxilio' de
ciertas reglas técnicas. Pero, antes de enunci:rrlas, conviene c.xplicar brc-
vemente qué es una regla técnica.

En cualquicr actividad humana e,n la que sQ desea obtener un resu|--

tado, la persona que la rcaliza ha de seguir un r¡étodo o un plocedi-
miento determinaclo. Esto se aplica tanto para ei cocinero que quiere
prepal'ar una bouillabaisse, como para el agricultor que cultiva espárragos,
corrro para el físico que está programando una reacción atómica. En fin,
en cada oficio existe.n ciertas reglas técnicas o reglas del arte quc pernri-
tcn obtener, por lo general, el resultado (¡rc'r'ido. Antiguamente, al{r-rnas
de estas técnicas eran secretos colosamente guardados por ciertas cot'po
raciones o pequeños grupos. Piénsese, por ejenrplo, en la técnica utilizada
pol los sopladores de vidrio en l\{ur¿rno o la aplicada por Stradivarius
pirla la fabricación de violines.

Las reglas técnicas son las rlue el hombre trplica para obtener el

resultado deseado. Estas sé diferencian de las norrlas jurídicas y de las
reglas morales. No son obligatorias 1 su viol¿rción lto tiene como conse-

cuencia ninguna sanción. Su no observancia tl'ae sólo como consecuencia
que la liersona interesada, por lo general, verá frustrado su esfuerzo, lo
obtendrá el resultado querido o éste no será de la calidad deseada. En
rruestros ejemplos, ocurrirá, por lo general, que el cocinero no preparará
una buena bouillabaisse, el agricultor no cosechiirá e,spárragos o óstos

ser¿in de mala calidad, y el físico no logrará la reacción ¿rtómica busc¿¡cli-r.

La aplicación de las reglas técnicas no asegura siempre la obtención clel

resultado deseado, sino que constituye generalmentc el camino lnás seguro
para lograrlo.

Pasemos ahora al mundo jurídico y podr:ernos comprobar que ir<1uí

también se aplican reglas técnicas. Por ejemplo, la jurisprudencia y la
práctica cliplomática aplican reglas de este tipo para identificar normas
consuetudinarias. Hemos indicado ya que estas normas no han sido crea-
das mediante Lln plocedimiento jurídicamente reglado. Por esta razón,

r0 C. P. J .I., Série A, N,r 10, pp. 16 - 17.
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no poseen características o pautas cleterminadas que permitan r,econocer-

Ias como tales. Entonces, pa{a su identificación, la jurisprudencia y la
práctica diplomática recurren ciert¿rs reglas técnicas.

La principal es aquélla que ide'ntifica las normas consuetudinarias
averiguando si en s'u formación haq intewenido dos elementos: la opinio

iuris y un elemento material que reúna ciertas características e.n el espa-

cio y en el tiempo2l. La presencia de estos dos elementos para la forma.-
ción de la costumbre no ha sido' establecida por ninguna norm¿l jurídica,

se trata sólo de un recurso técnico de que se vale la práctica internacion¡rl
para precisar si en un caso determinado hay una norma consuetudinaria.
Los juecés y los árbitros suelen aplicar esta técnica de los dos elementor:
(opinío iu'is y elemento material) para averiguar si están en presenciir

de una norrna consuetudinaria del mismo modo que un químico utiiiza
un reactivo para saber si está en presencia de cierta sustancia.

Lo importante en este análisis consiste en subrayar que la opinio iuris
y el elemento material no forman parte de un procedimiento jurírJica-

mente establecido para crear normas consuetudinarias, sino que se trirtrr
sólo de una técnica que permite reconocer su existencia.

5. Conclusiones

Esta breve reflexión nos permite dCducir dos conclusiones:

a) que las normas consuetudinarias no son creadas mediante ningún
procedimiento jurídicamente establecido o, dicho en otros tér'n;t-

nos, que la costumbre no es una fuente de derecho;

b) que la existencia de nonnas consuetudinarias internacionales ptre-

de ser comprobada por los jueces o por los órganos de los Esta-
dos mediante ciertas, reglas técnicas, una de las cuales es la prc-
sencia del elemento material y dc la opinio iuri,s en la formación
de una práctica determinada.

Quizás el desarrollo de estas ideas pueda contribuir a dar la expli-
cación "satisfactoria" a las preguntas planteadas por el derecho consue-

tudinario y que Michel Virally reclamaba.

91 E'sta regla ha sido regularmente aplicada por la jurisprudencia y es reco-
nocida por la doctrina. Pero, el error que se comete generalmente es considerar que
se trata de una norma jurídica, cuando en realidad es sólo una regla técnica.
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OPINIOI{ES DISIDENTES Y SEPARADAS
EI.: LA CORTE INTERAil4ERICANA DE DERECHOS HUIVIANOS

I'IÉcron Gnos Espro¡-r, r

I

1) Leyendo hace pocos díes un magnífico y sugestivo estudio de
Nlanjred Lach (Le juge international a visage decouvert, les opinions
et le vote), pensé que podría ser útil e interesante realizar algunas refle-
xiones preliminares sobre las opiniones disidentes y separadas en la
juris¡rrudencia de l¿r Cofte Interamericana de Derechos Humanos.

2) Es sabido quc sobre los votos y opiniones disidentes, respecto
de las opiniones individuales o separadas y las declaraciones en lir
Colte Intern¿rcional de Justicia hay una abundantísima bibliografíut y
quc también existen algunos estudios sobre el tema con referencia a la
Corlc Europea de Derechos flumanos. En cambio creo, muy pocas se

han escrito sobre e.l tema en lo relativo a l¿r Corte Interamericana cle

I)e.echos Flum¿rnos 2.

* Vice Presidente de la Corte Interamericana de De¡echos Il¡l¡nanos.
1 Hans-Jürgen Schlochauer, International Court o{ Justice, en Bernhardt (ed),

Encyclopedia of Public Inter¡ational Larv, Instalment 1 (1981), págs. 84-ci5; E
Hambro, Dissentíng and Individual Opinion in the International Cou¡t of Justice,
Ziro RV, Vol. 17 (L956/57); F. Jhabvala, Declarations by Judges of the Interna-
tional Court of Justice, LIIL,I\, f978, F. Jhabvala, Individual Opinions under new
rules of the Cou¡t AIIL, 73, 1979; Jhabvala, The socope of individual opinions in
thg World Court, Netherlands Yea¡book of International Law, Vol. 13, 1982;
Dissenting and Separate Opinions at the World Court, Martrnius Nijhoff, 1984;
H, Isiaia, Les opinions dissidents des juges socialis'cc's dans la jurisprudence de la
Cour International de Justice, R.G.D.I.P., Vol. 79, 1975; Kazimierz Grzybowski,
Socialist Judges in the International Cot¡¡t of Justice, Duke Lan, Journal, Vol. 1964,
pp. 536-549.

e Véase, Héctor Gros Espiell, El Procedimiento Contencioso ante la Corte I¡-
terarneric¿na de Derechos Humanos, en l¿ Corte lDteramerican¡. de Derechos Hu-
¡ler.os, Estudios y Doctrlrnentos, IIDI{, San José, ,pág. 89, párrafo 33.
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3) Todo comentario soble' las opiniones c'lisidentes )' los votos indi-

viduales o separados en los tribunales in'¡elnacionales clebe comenz¿ll'

-pese a que hay importantes antecedentcrs en aigunos tribun¿rles arbi

trales y en la Corte Permanente de Arbitraje-, con el estudio de l¿r

cuestión en Ia Corte Permanerlte de Justicia Intcrnacjonal y su sucesor¿l)

la actual Corte Internacional de Justícia'

No es ocioso, sin embargo, r'ecoldar, como latinoamericano, el his-

tórjco voto disidente de Drago, que tant¿l influcncia ha tenido en el

Del.echo Internacional posterior, quc,, fijó el concepto de bahías histó-

ricas, en Ia Corte Permanente de Arbitraje Inter¡r¿rcional, en 1909 en r:l

asu.ato cle las Pesquerías del Atlántico Norte, en base a la facultad

que daba a los árbitros el artículo IX del Tratodo cntre Gran Bretaña

), los Estados Unidos del 4 de abril dc 1908'

4) El primer Estatuto de la Cortc Permarrente de Jtrsticia Inter-

nacional (i922) previó la posibiliciad de opiniones disidentes (arts. 56-

57). pero rro de opiniones se¡jaradas o individuales. Pero la interpreta-

ciór¡ de ó,stas non¡as y el debate por o conti'a tal posibilidad de las

disidencias y fundamentaciones <jc ios jueces, dio lugar a criterios

opuestos en muchas ocasiones, cn especial en 1926 y 1929'

5) El debate sobre estas cuestiones se renovó al crearse la Coltc

Internacional de Justicia. Triunfó nuevanlente el criterio de afirmar l¿l

po.itilidad de la existencia de opiniones disidentes y de opiniones sepa-

radas o individuales, ]o que se incluyó en el Regiamento de 1946 (art.

76), en la iefornra de 1972 (art.72) y c,n el Reglamento cle 1978 (art. 95).

En esos Rr:glanentos de la Corte Intcrnacional' de tal modo, sc previó

la pcsibiliriad de exponer opiniones separadas o individuales, además

de las disidentes Io que no se había aceptado -como recordamos antes-

en ri Reglamento de la Corte Permancnte (pese a las excepciones dc

las observaciones de Schiicking y Wang en el JCaso de Groenl:rndia Orien'

tal" cle De Visscher y Erich en c'l de la Cornprrñía de Electricidad cle

Sofia). El último Reglamento adrnitió tarnbién 1o que había sido objeto

de anterior discusión, que estas opiriiones pudícran cxistir no sólo en

el caso de laq sentencias y dc las opiniopes consultivas, sino también dc:

las -'rdenar¡zas.
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6) Urra opinión disidente c's la expresión o el fundamento dc las

lazones pol las cuales uño o varios jueces han votado en contr¿ dc lir

decisión adoptacla por la Corte en rnayorín.

Una opinrón individual o separada es la manifestación de las razo-

nes pol las cuales, estando dc acuercio en la clecisión de la Corte, stl

discrepa con las consideraciones, se sostiene una fundamentación dis-

tinta, se piensa que ciertos criterios deberían haber sido más extensa-

mente desarrollados o se cree quc detelminados raZonamientos no debí¿rn

habe" sido hechos o deberían haber sido expuestos en diferente form¿r.

Aunque la distinción entre opinión disidente y opinión individual

es relativamente clara, ha planteado serios problemas, ya que, por ejem-

plo, ha habido casos c,n que una opinión individual puede contener'

eleruentos dc una opinión disidente. Sin cspacio para entrar aI putito,

muy clelicado en cuanto toca la relaciÓn entre el dispositivo de l¿l

decisión de la Corte y su fundamentación y al carácter mixto o híbrido

que una .rpinión pudiera tener, cabe rc'mitir al existente análisis dcl

tema que hace Lach en su antes citado estudio.

En la práctica de la Corte Internacional de Justicia existen tam-

bién las "declaraciones", que pese a su naturaleza difícil de precisar'.

poseen el carácter de ser más breves que las opiniones individuales v
preceden a éstas en el Recueil, inmediatamente después de la sentencia.

Sin embargo su importancia es la misma que la de las opiniones indi-

viduales y solo se dir.tinguen de éstas c-n (lue explesan una opinión o

un criterio sobre todo o parte de la decisión de la Corte, sin desart'tlllar',

en genelal, los rnotivos y los razonatnientos cn que se fundan.

7) El proceso histórico seguido en la Corte Permanente de ]usticia
hrternaciot,al y cn la Corte Internacional de Justici¿r ha sido constante

en el sentid-ó dc ampliar cada vez más el ámbito de la posibilidad de

las opiniones disidentes de las opinioncs separadas o individuales y de

Ias declaraciones. Se ha qr.rerido que se conozca cada vez más a {ondo

el pensamiento de los jue<res y los fundamcntos y lazones en que se

bas¿ Ia decisión o en que se funda la discrepancia.

La utilidad de ésto ha sido evidente. No quita autoridad ni fuerz¿r

a la decisión, sino que, al contrario, la rcfuerza y muchas veccs> como
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la experiencia lo demuestra, la riquc-za jurídica de los razonamientos
y el conocilniento de los ilesacueldos rlue lógicarnentc han dc. existir.
en un Ti'ibun¿rl Internacional, abren el camino del progreso del Derecho
Intelnacional y del positivo cambio cvolutivo,r. No ha impedido l¿r

nc'('csari¿l L.úsqued¿r del consenso en las deliberaciones clc la Corte a. No
debe ser, la opinión individual o disidente, una rranifestación de singu-
lar¡,Crd dirigida a la satisf¿lcción o ¿rl lucimiento personal. La práctica
de hacer constar estas opiniones ha contribuíclo a Ia eficacia de la labor
cr.c la Corte y al desarrollo del Derecho Internacional. Múltiples ejemplos
podrían darse de ésto, tanto en la Corte Permanente de Justicia Inter-
nacioual como en la Corte Intern¿rcional de Justicia. Si ello es así res-
pectr dc las opiniones discordes o disiclentes, lo nrismo puede decirsc
de 1:,s separadas o individt¡ales.

III

8 ) Eu la Corte Europea de Derechos Humanos, tanto la Conven-
ción para ia Salvaguardia de los Derechos del Hombre y de las Liber-
tades Fundamentales ( art. 51 . 2 ) , como el nlrevo Reglamento de la
Corte, adoptado en 1982, (art. 52.2), plcvén Ia posibilidad de opinio-

3 Al respecto cabe recordar la opinión disidente del juez jessup en el caso del
Sucl Oeste Africano (1966), en que dice: "En lo que se refiere a l¿r natrualez¿r
y el vnlor de las opinioles disidentes, suscribo enteramente el punto de vista de
rrn gran juez, antiguo mier¡bro de Ia Corte, Sir Ifersch Lnuterpacht, que tanto y de
r-rt¿ner..¿l tan brillante sirvil¡ ¿r 1¿r caus¿r del derecl-ro y de h justicia inter'lr-racionales
gracias a las opiniones individuales o disidentes clrre emitió. trfe refiero ¿ l¿ sec-
ción 23 de su obra "The Development cf Internacional Law by the International
Corut", 1958. En ella cita, aprobándola totalmente (nota lO, pág. 66), Lr "clara
definición", dada por cha¡les Evans Hugles rlue fue miembro de la corte perma-
nente de ]usticia Internacional y, úrltimamente, chief Justice, de los Estados unidos:
"Una opinión disidente expresada en un tribun¿rl de última instanci¿r es un llamado
al espíritu siempre presente del derecho, tr l¿ inteligencia, a lzr esiperanza de que
en un día f'uturo una decisíón ulterior podrh rectificar el error en el que el juez
qrre enite esa opinión cree qlre cayó el Ttibr¡¡ral. No es una falt¿r de respeto a la
colte, sino por el contrario, por respeto hacia urra cle sus grandes y preciosris tra-
rliciorres, que expr.rso ¿rhora mi desircncrclo corf sus conclusiornes".

+ André Gros, Obsewations stu le rnocle de déliber¿r.tion de Ia Cour fntemati<l-
nal de Justice, studi in onore di caetano lvlorelli, lgzS; Anclré Gros, La recherche
clu consens.u5 dans les décisions de l¿r Cour Inte¡national de Jtrstice, Nt[snschenrechte
Irestsc,hi¡ift für' Hernrann trf osler, Berlin, tleilCelbcrg, 19U3.
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nes i;rdividuales. La Convención sc rcfierc solo ¿r éstas ;, pero el Regla-

rnento precisd. que tales opiniones pueden ser separadas, concordantes

o disidentcs y que todo Juez tiene también derecho a exponer la sirnple

con:l-atación de su disentimiento(j.

La frecuenc'ia e irnportancia de cstas opiniones separadas o disi-

dentes ha hecho decir a lúarc-André Eissen: "La gran mayoría de t¡is

senteucias van acompañadas, efectiVamente, dc semejante's opinitlncs,

unas veces individuales, otras colectivls y nrás raramente de maniles-

taciones de disentimiento. . ." r.

Al igual que en la Corte Internacional de Justicia muchas de las

opiniorres disidentes o sep;rradas han tenido en la Corte Europ'¡¿1 1¡¡'1

singurrr trascendenci¿r.

9) En los Tribunales Administrativos Internacionales (en especial

de las Nacíones Unidas y en el de la OIT y demás organismos especiali-

zados) la práctica es de admitir cada vez más las opiniones dicidentes

y separadas.

10) Por el contrario en la corte de Justicia de las comunidades

Europeas no se prevé la posibilidacl de opiniones discoldes o indi¿i-

duales de los jueces (art' 63).

5 "Si la setencia no expresa en todo o en parte la opinión-- unánime de los

jueces. to.lo iuez tiene el deiecho de agregar su opinión individual". Il Reglamento

i-i"","f iÑ. Ju., q"" haya tomado puri" á cl extmen de un cnso terrdrá el derec]'u

áe .rrir a la .sentencia, bíen h eXpreiíón de su opiniírn septrrada, concordante o disi-
dente, bien la simple manifestación de su disentiniento".

6 Ya en la primera sentencia de la Corte (Affaire Lawless, _sentencia del 14

de novi,embre d;1g60), el Juez Nlaridakis agregó .na opinión disidente y en el

¡nismo asunto, soble el'Íondo, en la sentencia del I de julio de 1961 el Juez lvlari-
á"[ir og."g¿ rn opirlión indiüduat. En las posteriores sentcncias la práctica normal
ha sido"la"inclusiSn de opiniones separadas o indivicluales. Han existido casos dtr

opiniones individuales en párte disidentes (sobre, un punto específico del dispositivoj,
pir ejenplo en el caso ling¡ístico cle Ia enseíranzer en Bélgica (sentencia del 23

de julio de 1968).
? Marc André Eissen, El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Civitas,, N{a-

drid, 1985, pág. 7q véase también José NI. Bandles Sánchez-Cruzat, EI Tribunal
Europeo de loJ D'erechos del Hombre, Bosch, Barcelona, 1983, págs. 5E-59. Sobre
la tráscendente opínión separadn de los jueces BindschedJer-Robert, Gólcüklü, Mats-
cher, Pettiti, Ruso y Spielmarn en el caso Jairnes y otros del 21 de febreror de 1986,
véase: Ca¡lo Ruso, L'applicabilité aux nationaux des "principes géneraux du droit
international" visés á l'a¡ticle I du Protocolo Nq l, en Protection des droits de I'ham-
rne: la dime¡rsión eurropéenne, CarI I{eynrarrns Verlag KG, 1988, p.547.
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11) Put:de, por tirnto, concluirsc rlue cl del¡¿rte <1ue sobre la cucs-
tión contirrír¿r d¡vidicndo t los juristas, en cspccial a los proccsalistas,

-cor1 r'oslipcto ¿' tenla en el Derecho Interno en el sentido de si es

trtii o convenientc quc cn los tribunal<:s coicgitrdos se expresen los fun-
d'rmentos de los votos disidentes y las opiniones separradas,-, ha sido en
gcucral superado en el Derecho ,Internacional. Incluso en los paísc.s

cutopeos c()n larga tradición cn sus tribun¿rles colegiados contralia a l¿1

crislencia pública de votos indivjdualcs o disidentes, 'esta tendenci¿ se

debilit.. en lo interno (caso por ejemplo de España en lo que respect¿r

a los votos separadod o d:screpantes en el Tribunal Constitucional) y
ios jueces internacionaies provcnicntes de estos paíse! han usado y usan

amplianrentc cl derecho que tienen de ciar publicidad a sus opinioncs
clisiclcntes o separadirs cn los tribunalcs quc integlan.

IV

12'¡ nn Anérica Latina Ia Convención parrr el Establecimiento de

urra Corte Centroamericana de Justicia (1907), no preveía expresa-

in':nte las opiniones disidentes o separadas (artículo XXIV), pero el
Reglamento de la Corte (altículo 45) reconocía el derecho de los jueces

de "h.rcer constar los motivos de sus mociónes y votos", de donde
lesult¿r que podian exponer e incluir a las razones de sus opiniones
divelgcntes o separadas. Estas opiniones divergentes o estas opiniones
sepirra<ias constituyen un aspecto muy importante del legaclo jurídico de

tr¿rscende talor, que dejó la Corte Centroamericana.

v

13) Veanios ¿rhora la cuestjón eir l¿r Corte Intcrar.ncrican¿1 de De-
¡echos Hur¡¿ttto..

14) El altículo 66.2 cle la Convcnción Anericana sobrc Derechos
I{unlanos clispone: "Si el fallo no cxpres¿tre en todo o en parte la
opinión unánime de los jueces, cualquiera de éstos tendr¿i dcrecho a

que se agyegue al fallo su opinión disidente o individual".
No hey duda de que esta norma está redactada con loable preci-

sión v prcpicdad ya que, corlectamentc, distingue entrc opinioncs disi-
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dentes y opiniones individtrales. No hay sin e:mbargo referencia ¿r las

c.ieclaracioncs, qlle se aceptan en la Corte Internacional de Justicia.

L;) El Estaiuto de la Corte, después de sentar el principio de que

la Cor-.e tieliberará en privado (artículo 24.1), establece: "Las deci-

siones, juicios y opiniones de la Corte se comunicarán en sesiones pú-
bl.cas y se notificarán por escrito a las partes. Además, se publicarán
corrjfinlamente con los votos y opinioncs scparados de los, jueces y corl
cr.¡alesr-iuiera otros datos o antecedentes que la Corte considere con-

vcniente",
El texto es, lamentablemente ulenos preciso que la Convención,

ya quc no dist;ngue entre opinicnes disidentes e individuales, pero de

cualquier manern no limita la posibilidad de existencia de estos dos

tipos c1c opiniones, como e:presión de un derecho de los jueces, ya que

se refiere a "los votos y opiniones separadas de los jueces",

16 ) Bl Reglamento de la Corte reitera el prinóipio de que la Corte
delibera en privado (art. 14.2). En este articulo el Regiamelto sólo se

llfíerr: a los "votos salvados" (art. 14.4), sin usar la terminología de
Ja Conr¿eii.ción r:i siquiéra lr- del Estatuto. Agrega que la sentencia debe
contener ia indicación del número de jueces que hayan constituído la
mayoría (art.45.m) y que los fallos deben ser firmados por todos los
jueces que participan en la votación "y los votos salvados y razonados
serán firmados por los jueces qt'e los sustentan" (art. 46.4).

En cuanto a las opiniones consultivas, el artículo 54.3 al Regla-
mento dice: "Un Juez puede, si así 1o decide, hacer constar su opinión
intlir,idrral ,unto con la opinión consulfiva de la Corte, bien sea que

disienta de la mayoría o no y puede registrar su concurrencia o disi-
den:ia".

i7) Pesq a la {alta de armonía terminológica entre la Convención,
el Estatuto y el Reglamento -lo que sería útil corregir con una reforma
futnra de éstos- debe concluirse que si bien las deliberaciones de la
Cbrie son priva'--las, los jueces tiéiien siempre el derecho de hacer cons-

ta¡ srrs votc's disidentes y sus opiniones <iiscordes o individuales. La uti-
li:ación de las elpresiones 'votos salvados" y "votos razonados", que no

están e¡r la Convención y que no c<;ncucrd¿r óon l¿rs expresionc.s ya
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acu,ñados por la práctica cle la Corte Internacional de Justicia, no es

feliz, pese a que han sido utilizados a veces en la tCorte Interamericana,
pero nr) r-,rean problemas interpretativos. Por lo demás sería necesario

a;r¡onizar .¡a telminología de los arts. 45 y 54 del Reglamento.

1.9) I.a exigencia de que la Corte delibere en privado y que sus

discusiones perrnanezcan secretas, es una solución correcta y plaüsible,
qtre oermite la progresiva, flexible y libre formación de la decisión,

armonizanio voluntades y aplorimando criterios. La experiencia de-

mlcstra la utilidad rie la deliberación privada, que háce posible el

cr¡nve lcirniento recíproco y el cambio de posiciones inicialmente incom-

patibie-s. En cu¿rnto a la posibilidad de opiniones disidentes o indivi-
duales, l'¡ fórmr'la que resulta de la Convención Americana sigue la
adoptadá, en principio, pol la Corte Internacional de justicia y la
Corte Europea de Delechos Humaños y permite una grañ flexibilidad
para la g:rposición ilei las opiniones Ce los jueces, en todos sus posibles

matices, desde la. disidehcia. que implica haber votado contra, total o

parcialmente, del dispositivo de la sentencia, hasta la opinión individual
o sen¿r'rda que agrega razonamientos a los utilizados pol la Corte o

ciiscrr:Flt er. todo o en parte con los empleados por la rnayoría para

lurrdar- la decisión.

19) Ni la Convención, ni el Reglamento ni el Estatuto prevén lo
relativo a las "declaraciones". Sin embargo nada obstaría su admisión,
dado que en definitiva una declaración no es más que una opinión di-
sidcnte o separada resumida y muy concreta, que expresa un criterio
sin desarrollar sus fundamentos.

20) Veamos ahora como ha funcionado todo esto en la práctica
seguida por la Corte Interamerícana.

21 ) Para hacer este recuerdo de la historia del tema en la Corte Inte-
ramericana, nos referiremos primero a las opiniones consultivas y luego
a las sentencias o decisiones en casos contenciosos,

22) Se ha aceptado que en ambos tipos de decisiones de la Corte,
cxpresión de las dos competencias que puede ejercer (artículos 62 y 64),
c¿ben las opiniones disidentes y las opiniones individuales. Es la cori-
clusión corecta, va que el art. 66.2 de la Convención es de aplicación
g<.neral yqueel Reglamcnto ha adoptaclo est¿r solución (arts.45,m y íaS).
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23) Hasta hoy no habían existido opiniones disidentes o individua-
les en ordenanzas de tr'ámite (expresión que no se encuentra utilizada
en la Convención, Estatuto ni en el Reglamento). Sin embargo, re-
cientemente, en una de ellas, referente a una audiencia de prueba, en
enero de 1988, se dejó constancia de que se adoptó por nayoría, con
el voto discorde del Juez Nieto. Aunque no se acompañó el fundamen-
to de la disidencia, los razonamientos en que se basó se hicieron cons-
tar en ei Acta de la Sesión, En la misma acta dejé una constancia sobr.e
el :;entido de mi voto afirmativo.

El artículo 25 a) del Estatuto de la Corte se refiere a las "sent'en-

cias definitivas", a las "opiniones consultivas" y a "los autos o resolu-
ciones que no sean de mero trámite" y el art. 44 del Reglamento a "las
opiniones consultivas" y a "las resoluciones interlocutorias que pongan
término al probeso". Es por tanto evidente que en cualquier decisión
de la Corte (Sentencia, opinión consultiva, ordenanza, etc.), debe en-
tenderse que son admisibles las opiniones disidentes e individuales.

24) N'Ii experiencia personal en la Corte me ha confirmado en la
convicción de la utilidad de que se recojan con la máxima amplituc;
posible, -en cuanto sea compatible con la privacidad y el secreto clc
deliberación de la Corte, también esencial para que en libertad se
forme la decisión del órgano y haya un proceso de intercambio de opi-
niones, cle búsqueda de consenso y de recíproca influencia de los cri-
tcrios iniciales de cada juez- Ios fundamentos de las opiniones disi-
clentes y/o separadas. Esto rnuestra la verdad de cual es y de córno sc
integra la decisión de la corte, de los criterios diversos, tanto en cuanto
al derecho como en lo referente a los hechos, con todo lo positivo que
de ésto resulta pnra valorar la decisión, En un Tribunal Internacional,
como es la corte Interamericana, con jueces provenientes de diferentes
países, cuyos criterios jurídicos no concuerdan necesariamente y con dis-
tintas formaciones, el conocimicnto de las consideraciones de la disiden-
cia y de las variantes cle opinión y de los diversos razonamientos jurí-
dicos, es n-ruy importante. L:r experiencia demuestra que ésto no debi-
lit¿ la fuerza cie la decisión, sino todo lo contrario. Le da prestigio y
pone de manifiesto la riqueza de las culturas, la complejidad de ios
asuntos y los distintos criterios para encar.arlos dent¡o de una común .¡

ur.rírnimc convicción clc' que c.l Dcrecho y ltr justicia son el rncclio para
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resolver los problemas plar"rteados y p¿lra trsegurat eI respeto de ios

derechos humanos,

Mi propia exper-iencia en Ia Corte Interaulerican¿l mc dcmuestr¿r

como esta honesta búsqueda de acuerdo V de consenso no es incompa-

tible con la posibiliclacl de hacer constar opiniones separadas o indivi-

cluales. Es más, recuerdo que en dos ocasiones el ¿rnuncio mío durante

la deliberación en privado, en una opinión consultiva y en una senten-

ci¿r, sobre la presentación de una opinión individual si no se acogí¿l

una propuesta que yo había hecho sobre la redacción de unos párrafos

considerativos, hizo que la mayoría catnbi¿rse y se aceptasen esos pir-

rrafos sugeridos por mí. Y a la inversa, r-nuchísimas veces los puni<-rs

cle vista cie algunos de mis colegas, discrepantes con los míos, que po-

ctí¿rn traducirse en una eventual opinión individual, me hicieron rcrle-

xionar neces¿rriamente ¡z curnbi¿rl o flexibiliz¿rr nri posición inicial'

25) Naturalmentc las opiniones disidcntes no deben constituir uila

contra sentencia, respecto clel fallo u opinión consultiva con el que sc

discrepe, ni una crítica directa a estos s. Tienen quc limitarse ¿r la ex-

posición de l¿rs razones de la cliscrepancia y estar en estrecha relaciór¡

"nr, "l contenido dc la sentenci¿r o de la opinión coDsultivaft.

En cuanto a las opiniones individuales la conclusión es la misma'

Este ha siclo el criterio correcto, a que se ha llegado en la colte Perna-

nente cle Justicia Internacional y en la rcorte Internacional de Justicia'

s En I¿r opinión individu¿rl clel J,uez Anzilotti eu el ¿rsunto "La Viller Libre de

Dantzig et l'Organisatio""fttt"*"lionol .1., Travail", Opinión-Consu-ltiva, 1930' Serie

ñ,'ñ;;-tt' "l- s;nn i,,ririll 
-ii"ri^* 

dijo: "...las opiniones disidentes no deben ser

rrnr cr.itic¿i de lo que f""CuJ" ha dicÉol si.o nr¿is liien. una exposición de la ¡ra'era
cle pensirr del autor..."' p4S. 18'-

r) En la Declaración dil ?residente Spender en el caso del Sud Oeste A'fricano

(rSAAll'."""1pr=rátt 
-ü. 'i;,ñ;tias 

"o'tsider¿ciones 
permiten, me parece, llegar

¿ l¡s conclusiones siguientes:- ,.i S";i;¿, ¿""""áá se 
"labotó 

el Estat¡to de 1a Corte, que las opiniones disi-

a"'rt"r' n 
-riáplerlrente 

individuales debeu estar clirectarnente ligadas y sriüordinadas

,.--J.- r."t.""ii. d" la Cort" -o e,'t "l 
caso de una opinión cpnsultiva a la -opinión

cle la Corte- 
"r., "t 

,"rriiáo dL q". ellas deben ap.oba. o desaprobar la decisión,

srrs motivos o el carácter sufíciente de estos'

b) La senten"iu o-lu-ofitrión de la Corte debe estat en el centro mismo ,je

los cr.iterios expresados rpor íbs jueces,, porque el carácter judicial de las opiniones

ó;;;;;-q..;--.il"r "*iü" 
clepende de-la óxistencir-y cle la naturaleza de la sen-

t"ii";,, ,, cle lzr opinión y de 
-las relaciones tlue ellas tieneu con esa sentencia o

estr opiniót.t.
c) Err pri¡cipio no se tleberia, en tales r¡riniones ¿isidentes o sep*radas, tratar

crrcstigric¡; elet-r", ., extrañas ¿r los inotivos <¡ futtcl¿nrt'ntos expuestos en ella.
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26) Reseñarcmos brevemente la historia de l¿ cuestión en la Corte
inte¡americana distinguiendo entre las opiniones consultivas y las sen-
tr:ncias.

27) Veamos primero la cuestión en las opinir:nes consultivas, que
constitrryeron hasta hoy la principal expresión clc la jurisprudencia de
la Corte, pala pasar luego a examinar cl tema en las sentencias, expre-
sión de la competencia contenciosa del Tribunal.

28) La opinión consultiva OC-L/82 del 24 de setiembre de 1982
("Otros tratados" objeto de la función consultiv¿l de la Corte (art.64
cc ia conveución American¿r soble nerechos Humanos), fue dictada
por unanimidad. No se hizo constar ninguna opinión separada o indi-
vidual ni se agregó ninguna declaración.

29) La opinión consultiva OC-2/82 del 24 de setiembre de 1g82
( El Efecto de las reservas sobre l¿r entr¿rcla en vigencia de la Conven-
ción Americana (arts. 7a y 75) ), se adoptó tambión por unanimidad.
No se hizo constar ninguna opinión separada o individual ni se agregó
ninguna declaración.

30) La opinión cor¡sultiva OC-3/83 del 8 de setiembre de 1983
(Restricciones a la pena de muerte (arts. 4.2 y 4.4 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos) ), se tomó por unanimidad. Pero
sc ¿rncxó una breve opinión separada del Juez Carlos Roberto Reina
soble lo qlre a su juicio hubiera sido una respuesta más clara a la se-
gunda pregunta y otra del Juez Rodolfo E. Piza Escalante, relativa a lo
que según su opinión hubeira sido una mejor formulación de ias res-
puestas.

El Juez Reina consideró que el texto de respuesta a la pregunta 2
debió haberse reclactado citando a Guatemala, Estado Parte en Ia Con..
vención Americana que tuvo una controvelsia con la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos sobre la interpretación del artículo 4
cle la misma. la que originó la solicitud de opinión consultiva a la Corte.

d) Debe haber rura relación dirccta y estrech¿r entre las cpiniones separadas y
la sentencia de la Corte" (pág. 5a-55).

- Esta opinión separada del juez Spender contiene uno de los más completos
¿ur¿ilisis cle lrr cuestión cle l:rs opiniones disidentesr y sepaladas en la Corte Permanente
clc'Justicia Intelnacional y en ]a Corte Internacional de justicia (pár-rafo 3 - 35).
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El Juez Piza Escalantc precisó que su voto debía entenderse eu ei

sentido de que la Cortc tenía competencia para erritir la opinión con-

sultiva, tanto si ésta se hubicra referido a los efectos hipotéticos de urr¿l

reserva aI artículo 4.4 de la Convenciór'r Amcrican¿1, como si se hubiera
refcrido en concreto ¿r la reserva formulada sobre tal norma por Gua-

temala. Precisó, además, que el artículo 4.2 de la Convención Amelica-

na prohibe la aplicación de la pena de muerte pirra los delitos que no

estuviesen previamente previstos pol la legislación clel Est¿rdo en cues-

tión; que el artículo 4.4. prohibe la aplicación de la pcna de mueLte ¿t

los delitos políticos y a los comunes conexos con ellos, incluso en l¿r

cventualidad de quc la tuvieron prevista con anterioridad; clue una rcr-

serva al artículo 4.4 de la citada Convención no tiene el efecto de ex-

cluir la prohibición a que se refierc cl artículo 4.2 de extendel la apii-

cación de la pena de mucrte a nuevos delitos cn el futuro y clue' la

leserva que formuló el Gobierno de Guatem¿rla no puedc ser invocad¿r

por él para extender la aplicación de Ia pcna cle muertc a nuevos de-

litos, independientemente de su naturaleza.

31 )'La opinión consultiva OC-4 del 19 de enero de 1984 (Propucstzr

de modificación a la Constitución Polític¿r de Costa Rica relacionada ct¡n

la naturalización), sc adoptó pol mayoría. La pregunta sobre el artículo

20 de la Convención sc contestó por cinco votos contla uncl. Las prc-

guntas sobre los arts.24 y I7.4 de la Convención, se adoptaron: Ia 2a.

por unanimidad, la 3a. por cinco votos contla uno, la 4a. pol cinco

votos contra uno y la 5a. por unanimidad. El Juez Buergenthal hizo cons-

tar.su opinión disidente sobre la conclusión N'l 3 y el Juez Piza hizo io

plopio con las conclusioncs 1 y 4, agregando clue debió haber habido un¿r

6a. conclusión.

El Juez Buergenthtrl no aceptó la r'nterltretación dc la Corte cotl-

tenida en el párrafo 3 de sus conclusioncs porque Jue de opinióu cte

que el proyecto de reforma a la Constitución Política de Costa Rica,

objeto de la soiicitud de opinióu consultiva, do llegar a adoptarse, víola-

ría cl artículo 24 de la rConvcnción Amcricana y¿r quc, de acuerdo con

su texto, sc discriminaría cntre los centroamcricanos, españoles e ibercl-

american<¡s por nacimiento y acluellos quc han acltluirido esas naciotl¿t-

lidades por natur:rliz¿rción.
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El Juez Piza Escalante disintió parcialmente de las conclusiones 1 y
4 de la Corte porque consideró en el primcr. caso, que aunque el dere-
cho a la nacionalidad no estaba involucr.ado, en general, en el proyecto
de reforma constitucional objeto de la consulta, sí estaba implicado a
casos a que so refiere su opinión separacla; y en el segundo caso porque
sostuvo que sí constituye discriminación contraria a la convención, aun-
que no resulte del tenor literal dc la norma pero sí de su aplicación
prensible, el exigir para naturalizarsc costarricense el conocimiento del
idioma español en condiciones de leerlo y escribirlo y, el tener que so-
rneterse a un examen compr.ensivo sobre la historia de Costa Rica y
sus valores. Agregó, además, una conclusión 6 para hacerse cargo de
cuestiones no consideradas por la principal.

32) La opinión consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1g8b
(La colegialización obligatoria de pcriodistas (arts. 13 y 2g de la con-
vención Americana sobre Derechos Humanos), se adoptó por unani.
midad, en sus dos párrafos. Pero se adjuntó, en este orden, una "opi
nión sepalada" del Juez Rafael Nieto Navia r0, una "declaración" del
Juez N.{áximo Cisneros, una "opinión separada" del Juez Rodolfo E.
Piza Escalante y una "declaración' del Jucz pedro Nikken.

EI Juez Rafael Nieto Navia concluyó que la Ley Orgánica del
colegio de Periodistas de costa Rica (No 4420) establece restricciones
no autorizadas y, por tanto, es incompatible con él en cuanto dispone
que los periodistas, para ejercer su profesión, deben pertenecer al cole"
gio de Periodistas de costa Rica, que es una corporación pública cuyos
fines pudieran ser cumplidos por asociaciones creadas al amparo de ia
libertad de asociación.

El Juez Máximo Cisneros expresó que Ia Corte fuera de opinión
de que "la colegiación obligatoria de periodistas, en cuanto impida el
acceso de cualquier persona al uso pleno de los medios de comunica.
ción social como vehículo para expresarse o pam transmitir información,
es incompatible con el artículo 13 de la tConvención Americana...". no
quiere decir que \a colegiación obligatoria de periodistas como tal deba
tjcsaparecer, como requisito para que se pueda dar la libertad de ex-

_ , 10 sobre la -opinión separada del. Juez Nieto Navia en Ia opinión consultiva
oc-S, véase: Rafael Nieto Navia, La Jurisprudencia de la corte Interamericana de
Derechos Humanos, en La corte Interamericana de Derechos Humanos, cit., págs.
142-743.
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presión; declaró, adenrás, clue la Corte opinara que la Lcy N'r 4'12()

"en cuanto impide a ciertas personas el pcrtenecer al Colegio de Pcrio-

distas y... el uso pleno de los medios de comunjcación social ... p¿u'r

expresarse y transmitir información, es incompatible con cl artículo llJ
de la Convención Americana...", tto conlle.¡a nccesariar¡entc que deba

derogarse la mencionacla Ley Orgánica dtl Colegio dc Perioclistas clc

Costa Rica, sino que debe modificarse par:t clue desaparezca la incor¡-
patibilidad señalada por la Corte.

El Juez Piza Escalante agregó, ¿r las cotrclusiones dc Ia Corte, dos

ruiis como Opinión Separada. Un¿r tercera quc cstablece que la colc-

giación de los periodistas es también incompatible con el altículo 13 dc

la Convención Americaua, y¿¡ que al exigir una licencia o ¿rutorización

prcvia para podcr ejel.ccr la profesión, impcnc una lestricción preven

tiva al ejercicio de la libertad de expresión, restricción no autorizad¡

por cl artículo 13.2 de la Convención. Y una cu¿lrta quc señ¿la que ia
colegiación obligatoria de los periodistas y la Ley Ns 4420 implican

otras violaciones a la libertacl dc expresión, por lo lnenos en dos aspec-

tos esenciales: uno, en cuanto se dan al Colegio dc Periodistas potes-

ttrdes pala establecer sanciones y restricciones en contla de lo dispuesto

por el artículo 13.2 de la Convención; y dos, el de imponer restricciones

derivadas cle la obligación de colegiarse, tampoco contempladas ptll el

artículo 13.2 antes citado. Aclemás, el ]uez Piza se adhirió a la Opiñión

Separada clel Juez Nieto, con una aclal'ación'

El Juez Pcdro Nikken estimó que la opinión consultiva de l¿r Cortcr

puede clar lugar a que los Estados Partes en los que existan leyes dc

colegiación obligatoria de periodistas, adecuen la normativa quc reguia

la profesión del periodismo ¿r la Convención, clc' ta,l lll¿lnera r¡rt: mante-

niendo o reforzando normas destinadas ¿1 preser\/¿lr in libertad e inde-

pendencia de los periodistas, no se restrinjn erl clerecho que tiene todo

ser humano de buscar, recibir y difundir información e ideas por cual-

quier rnedio de su elección, ni e¡l dc la sr.'cicc¿d dc recibil dicha infor'-

mación de cualquier parte.

Fue la primera vez que en l¿ histolia cle la Corte aparccieron lirs

declaraciones, comunes en la jurisprudencia cle la Cor.tc Interr.racional dc

justicia, y a las que nos hemos referido yir en el párra{o 7. En realidaci

son rnuy análogits, aunquc más brcves, clue las opiniones separaclas' En

]¿r Cortr: de L¿r llaya sc publican inmecliirt¿rmcrrtc dcspués clo l¿r st'n-
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telci¿r y antcs de las opiniones separadas, jncliviclu¿rles y disidentes. En
c¿lmbio, en cste caso de la Cortc Inter¿rmcl'ic¿rna, se intercalan, sin ra-

z<in alguna, erntre las opiniones sepaladas.

33) La opinión consultiva OC-6/86 del 9 cle mayo de 1986 (La
expresión "leyes" en el artículo 30 de la Convención Americana sobre
f)erechos Human<ls), se adoptó por unanimiciad, sin opinioncs sepára-
das ni declaraciones.

34) La opinión consultiva AC-7/86 del 29 dcr agosto de 1986 (Exi-
gibilidad del Derecho de Rectificación o Rc.spuesta (aits. 14.1, 1.1 y
2) cle la Convención Americana sobre Derechos Hurnanos) se dictó
cn cuanto a su admisibilidad, por cuatro votos contra tres; por unani-
nidad en cuanto a los párrafos A y B ,v por seis votos contra uno el

párrafo C (págs.18-f9). Se hizo constar un* opinión separada del Juez
Héctor Glos Espiell 11. Hubo una opinión disidente conjunta de los

Jucces Ralael Nieto Navia y Pedro Nikken sobre la admisibilidad; una

opinión clisidente y concurrente del Juez Thonras Buergenthal tambrén
sobre la admjsibilidad y una opinión septuadrr del Juez Rodolfo Piza

.úscal¿nte.

El Juez Gros Espiell opinó que Ia Corie debió considerar, al furi-
cj¿imentar su opinión consultiva, otros critclios esencialcs para ententlcr

cabalmente tanto la naturaleza como el ámbito clcl clerecho de rectifi-
cación o respuesta, a que se rcfiere el articulo 14.1 de la Convcncií¡r'.

Americana. Estos cliterios son: que Cebe existir un procedirniento jucli-

cial que determine, con las garantías que le son inherentes, la existencia

o no de los extrenros exigibles para que se reconozca en un caso con-

creto el derechcl de lectific¿rción o respuesttr; que debe entenderse quo

la información inexacta o trgraviante, que dé motivo para el ejercicio del

<lerecho de rectificación o respuesta, debe haberse emitido a través de

cualquier medio de difusión r1ue, cle Lrna u otra formtr, esté regulado

por unir lcy el el clerrecho interno cle los Estac'los Pi-iltes; qtlc el derecho

11 Sobre mi opinión separacla en este asunto, véase: Bernadette Minvielle, La
Convención Americana de Derechos Hum¿rnos y su aplicnción en el Proceso Penal,
IV Jornadas N¿cionales cle Derecho Procesal, ]vlaldonado, Uruguay, 1987; Ramón
Valdés Costa, Protección de los derechos del contribuyente ¡ nivel intemacional
Revista Tributaria, 'fomo XV, Nq 84, N{ontevicleo 1988, págs. 210 y 211; Bduardo
jiménez de Aréchaga, La Convención Anrericana sol¡re Derechos Flumanos en cuan-
to De¡echo Interno, Moltevideo. 1988.
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cle rectificación o respuesta írnicamente sc cornprendc y cxplica en función
de la libert¿rd de pensamiento, expresión e información, que constituycn
uno de los elementos esenciales de una sociedad clemocrática y que, la
obligación de los Estados Partes, de tomar las n'redidas legislativas o de
otro caracter que fuesen necesarias par¿r hacer efectivos los derechos
y libertades reconocidos en la Convención Americana (A't. 2), es un¿
obligación adicional a la que impone el artículo I de la Convención,
que hace más determinante y cierto el respeto dc los derechos y liber-
tades reconocidos por la Convención.

Los ]ueces Nieto Navia y Nikken disintieron de la mayoría de la
Corte acerca de la admisibilidad de la consulta, ya que expresaron quc
la función de la Corte es Ia de interpletar el derecho internacional y no
el derecho interno y, en el caso concreto, la primera pregunta formu-
lada por el Gobierno de Costa Rica, de cuya respuesta dependía que
se respondieran la segunda y la tercera, no podía ser respondida a través
de una interpretación de la Convención sino del derecho interno de Costa
Rica, por lo que la solicitud en su opinión era inadmisible.

El Juez Buergenthal disintió de Ia opinión de la Corte que declaró
la consulta admisible y, en ese sentido, hizo suyos los argumentos ex-
puestos por los jueces Nieto y Nikken en su opinión disidente para fun-
damentar esa conclusión. Además, agregó que, como consecuencia de
dicha conclusión, consideró que era inapropiado abordar el fondo de ia
consulta y hubiera preferido abstenerse de votar sobre ella. Pero como
el Reglamento de la Corte no se 1o perrritió, decidió votar con la mayo-
ría por considerar jurídicamente bien fundadas sus conclusiones.

El luez Piza Escalante concurrió en la votación mayoritaria de La
Corte sobre la admisibilidad de la solicitud de opinión consultiva formu-
lada por el Gobierno de Costa Rica, así como la respuesta dada por
el Tribunal a las, dos primeras preguntas, aunque no sobre la tercera.

En cuanto a la admisibiliclad estimó que la solicitud debió ser consi-
derada por la Corte como consulta general (art. 64.1 de la Convención
Americana) y como consulta particular (art. 64.2 de la Convención
Americana), ya que planteaba la interpretación del artículo 14.1 en

relación con los artículos l.l y 2 de la Convención y, además Ia com-
patibilidad del ordenamiento jurídico costarricense con dichas normas
internacionales. Sobre la respuesta a Ia tercera pregunta, manifestó que

disintió de ella en cuanto supone que, la regulación del dcrecho de rec-
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tificación o lespuesta, pueda hacerse mecliante nedidas diversas de la
It';'Iolnral.

35) La opinión consultiva OC-B/87 del 20 de enero de 1987 (EI
Habeas Corpus bajo suspensión de garantías (arts. 27 .2 y 25.L y 7 .6
Convención Americana sobre Derechos Humanos), se adoptó por una-

nimidad, sin declaraciones ni opiniones separadas o Índivíduales.

36) La opinión consultiva OC-9/87 dei 6 de octubre de 1987 (Ga-
rantías judiciales en estados de ernergencia, arts. 27 .2, 25 y 8 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos) se adoptó también
por unanimidad sin declaraciones ni opiniones separadas o individuales,

37) En el cjercicio de su competencia contenciosa, también se h¿r

hccho cn Ia Co¡te consta¡ opiniones disidentes y sepaladas.

38) Asunto Viviana Gallardo y Otros Nc G 101/81: a) la Re,solu-

ción de la Corte del22 de julio de 1981 se adoptó por unanimidad sin

opiniones individuales; b) la Decisión de la Corte ciel 13 de noviernbre
de 1981 ie adoptó, en sus tres párrafos resolutivos, por unanimidad,
pelo se acompañó de un voto razonado dcl Juez Rodolfo Pila. La
cxpresión "voto razonado" no se encuentra ni en la Convención, ni en
el Estatuto ni en el Reglamento. Es, en realidad, una opinión individual
o separada. A esta cuestión nos hemos leferido en los, párrafos í4, 15

y 16; c) la Resolución de la Corte del B de setiembre de 1983, en
cuanto a la supresión de Ia lista de asuntos pendientes el "Asunto Vi-
viana Gallardo", se adoptó por seis votos contra uno. Se acompañó de
un voto saivado, es decir, de una opinión disidente, del Juez Piz,r
Escalante.

El Juez Piza Escalante, en la decisión del 13 de noviembre de
1981, razonó su concurrencia en el voto unánime de la resolución en
los siguientes términosl que la acción que interpuso ante la Corte eI

Gobierno de Costa Rica en el caso de Viviana Gallardo y otras, no era

admisible porque tarnpoco lo era la renuncia de dicho Gobierno a los

plocedimientos previos ante la Comisión Interamericana cle Derechos

Humanos, ya que no es posible dispensallos en su totalidad dentro del
sistema establecido por la Convención Americana; que por no ser admi-
.sible Ia pe.tición principal pala que la, Co¡te conociera el caso de un¿r

vez, c)r'a dable acoger la subsidiaria y remitir el asunto a la considera-
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ción de la Comisión Interamerican¿r de Derechos Humanos y quc, er'¿

también procedente que la Corte retuviera la peticiórr eri su lista d<;

asuntos pendientes en espera del trámite antc la Comisión.
El Voto Salvado del Juez Piza, en la resolución del B Ce setiembre

de 1983, fue para que la Corte declarara que debido a los términos dc
la resolución de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos del
30 de junio de 1983 (NO/I3/83), mediante la cual no admitió la de-
manda int¡oducida por el Gobierno de Costa Rica para el c¿so de Vi-
viana Gallardo y otras, debían tenerse por agotados los procedimientos
a que se reTieren los artículos 48 a 50 de Ia Convención Americana y,
en consecuencia, de acuerdo con la decisiór¡ de I¿r Corte del 13 de
noviembre de 1981, ésta debía reasumir el conocimiento de. la oeticiórr
presentada por el Gobielno de Costa Rica.

39) Las tres sentencias interlocutorias, sobre las excepciones preli-
minares en los casos contra Honduras (Velázquez Rodríguez, Godínez
Cruz; Fairen Ga¡bi y SoIís Corrales, de fecha 26 de junio de 1g87, so
dictaron por unanimidad, sin opiniones separada.s ni declaraciones.

40) La sentencia fechada el 29 de julio de 1988 en el caso YeIáz-
quez Rodríguez, se dictó por unanimidad en s-r'ete de los ocho piírralbs
resolutivos. Un párrafo, el Nc 6, se tomó por mayoría de seis contra
uno y se agregó una opinión disidente, sobre estc punto, del Juez Pizn
Escalante.

Bl Juez Piza Escalante salvó su voto porque considera que en un
proceso ante la Corte la única parte activa, en sentido sustancial, son
la vícüma o sus causahabientes, quienes de acuerdo con el artículo 63.1
de la Convención, son los titulares de los derechos reclamados y acreedo-
res de las prestaciones que en la sentencia se dóclaren; mientras. que
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, parte imparcial e

instrumental, al modo de un Ministerio Público del sisterna interame-
ricano de proteccióñ de los derechos humanos, lo es únicamente en
senti<io procesal, como actora en el juicio y, no cn el sustancial o ma-
terial, como acreedora de una sentencia,

41) En cuanto a los votos disidentcs y separados en las ordenanzas
de procedimiento, especialmente en materia de prueba, ya nos hernos

referido a ellas en el párrafo 23.
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42) Hemos hc¡cho una lecapitui:rción de l¿rs opiniones clisidentes y

scparadas y declaraciones en las opiniones consultivas, sentencias y or<ic-

nirnzas t n lrL Corte hrtcramericana dc Dt'r't'chos Humanos cn los prirnt'-

ros ¿rños de su funcion¿rrniento.

No hemos intentado refelirnos ni ¿rnaliz¿rr el fon<io de estas opinio-

nes, es decir, las tesis y los razonamientos en ellas sustentados. Sólo

hemos cluerido mostrar Ia importancia que han tenido y cómo han est¿t-

do unidas, desde el comieñzo, al desarrollo cle Ia actividad jurispruden-

cial cje i¿r Corte. Es evidente que su existencia no ha debilitaclo la fuerz¿t

ni el prestigio de las opiniones o las sentencias ya que, más bien, puede

decirse que han fortalecido esta fuerza v este prestigio. Por lo demás

es evidente que nunca ha provocado el peligroso resultado de que la

sentencia o Ia opinión consultiva sea solo unt sumA de votos u opinio-

nes individuáles r2.

43) -La experiencia, pues, ha sido positiva. Superadas ya las dudas

terminológicas iniciales (votos salvados o votos razonados), se ha afir-

mado la forma de hacer constar las opiniones clisidentes, las declara-

ciones 1. las opiniones separadas o individurilcs. Quizá hu,vir aún c1uc,

12 Jessup en su opinión disidente a la sentenci¿r cle l¿r Corte Internacional cle

Ju"sticia de 1966, not¿r l. clice:
"In my vis1v, lvhenever the Court rendels iudgment in accorclance rvith

its Statute, the iudgment is the judg¡nent of the Court and not mere!1'

a bundle of opinions of individual judges. This is equally true when,

in accordance with Arlicle 55 of the Statute, the judgment results liom

the castting vote of the President. I do no consider it justifiable or

proper to disparage opinions or judgments of the Court by stressing the

size of the maiority. If tbe Court followed ¡|¡s lplev¿iling European

system, the size of the majority would not be known. Throughout this

opinion I shall refer to the iudgment af the Court', and not to the o$inion

of seven of its mer¡bers. Of course this is not to say that there is any

impropriety in conrments by a member of the Cotrrt on üews expresescl

in the separate concurring or clissenting opirtions of present or pasi

nrembers of the Court". ( .I.C.J., Affailes du Sud-Oest African (Ethiopie

c. Afriquedu Sud; Liberia c. Afrique du Sud). Diru.rieme phace, Arret.
18 juillet 1960. Dissenting opinion of Acuxiéme Jurlge Jessup. not 1,

(Sectión I. Introductorv).
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íornr¿rhnentc, clcfinil l¿r cuestión scc'turclitri¿¡ dcl ordcn cn que cstas

diversas exprcsiones dc criterio u opinión deben publicarsc lucgo de l:r
sentencia. Pero en cuanto a su pertinencia o utilidad no cabe ya duda,
y puede concluirse reiterando todo lo dicho en el párrafo.

44) Ya hemos expresado nuestra opinión ampliamentc favorabie ¡
]¿r existencia de opiniones disidentes e individu¿rles o seplradas y como
csta pr'áctica -predomiñante en todos los tribunales internacionales y
us¿¡d¿r también en l¿r Coltc Interamerican¿r dc Derechos Humanos, cuando
sc' ejerce con cordura y rnedida, deirtro cle línite:; razon¿lbles, no sólo

no ciebilita la sentencia o la opinión consultiva, sino que, por el con-
tralio, la fortalece ,v lrr enriquece, al mismo tienrpo que prestigia al
Tribunal.

En los tribunales internacionalcs, con jueces provenientes de dife-
rentes sisternas jurídicos, con formacioncs distintas, llc¡gados de diversos
países, la búsqueda del consenso y el esf:rerzo para arribar a un texto
común, no puecle impedir que se ¿lnú'xen l:rs opinioncs inclividuales, sean

ciisidentes o no, que puedan existir.

El ser juez de' un tribunal intemacional impone una peculiar form¿r

dc actuar y de trabajar, que incluye necesariamente la posibilidad dc:

cxjstenci¿r. de este tipo de opiniones separadas.

N,Ianfred Lachs' en su opinión individual cn el caso Nicaragta c/
Estados Unidos, en la sentencia del 27 dc junio de 1986, dijo algunas
palabras sobre la pclsonalidad de estos jueccs clue creo que deben ser:

rcproduciclas aquí:

"Un juge -est-il besoin de le soulignerP- se doit d'étre im-
partial, objectif, neutre, désintéressé et sans parti pris. Lors-
t1u'ils s'adressent á la Cour ou en acceptent sa compétence,
les Etats doivent avoir la certitude que les faits de la cause
seront düment élucidés, que le,urs rapports juridiques seront
clüment définis et qu'ils ne subiront pas d'injustice pour cause
de partialité. Certes, les juges peuvent représenter diverses
écoles de droit, avoir des idées différentes sur Ie droit et Ia
justice, et s'inspirer d,idéologies opposées ou emprunter des
voies divergcntes, conime cela est d'ai]leurs souvent le cas des
Etats parties i une instance. C'est en ré¡lité Ia diversité
imposée par le Statu qui fait qu'ils se distinguent tellement
les uns des autrés de pal leur personnalité, leurs conceptions
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et leul fornation. N{is, quelle (luc soit l'idéologic c1u'ils plo-
fcssent, les juges doivent dominer lcs faits puis leur appli<1ucr'
Ir, <lloit ¿tvec la plus grand -honndteté.

Les juges sont des étres humains qui ont leurs faiblesses ct
lc'urs limites mais ils doivent s'efforcer de Ies surmonter pour
se montret á la hauteur de leur táche. Aussi doivent-ils crtrc

considérés comme des individus, tant pour ce qu'ils on fait
quc pour ce qu'síl n'ont pas fait. C'est leur personnalité qr-ri

compte. Comme James Brorvn Scott I'a déclaré á juste titrc:

"La Cour est un organe admirable <1ui représente les
différentes formes de civilisation et les diffqrents sys-
témes juridiques; elle a été concue pour rendre la justicc
entre les nations, non seulement sans crainte ni partialité
mais encore á leur satisfaction. fln réve séculaire est
devenu aujould'hui réalité. . ." ( 15 AJIL, Ig2l, p. 557-
558).

C'est cette diversité d'origine des juges qui fait certainement
la force de la Cour. Elle cst un élément essentiel de l¿r

confiance que tous les Etats peuvent éprouver devant l'equi-
libre des décisions rendues par la Cour et lr,i grande variétér
d'opinions juridiques qu'elles représentcnt.
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EVOLUQÁO DO DIREITO INTERNACIONAL HUN4AI.{ITARIO
E AS POSIQÓES DO BRASIL "

AmróNro Aucusro CeNgeoo Tn¡Npenr
Ph.D. (Cambridge), Consultor Jurídico do N'Iinisterio das Relagóes
Extenores, Professor- de Direito I¡ternacional Pírblico do Instituto
Rio-Branco (Itamaraty), Professor Titular da Universidade cle

Bmsílin.

Suu¡nro: L Ol;sen'agóes Preliminares. IL Os Primeiros Pasos: o "Direito de Haia"'
III . A Proscrigáo da Grrerr:a como Instrumento de Politica Nacional. IV. A
Consolidacáo: o "Direito de Genebra". V. A Revisáo e Atualizagáo: os

Protocolos Adicionais de 1977. VI. Outros Instrumentos. l. ProibiQóes ou
Restrigócs de Armas Convecionais. 2. Proibigáo de Armas Bacteriológicas.
3. Proibiqáo de lt{odificaqáo Anrl-¡iental para Fins N{ilitares ou Hostis. 4.
Protegáo dos Bens Culturais. VII. Pronunciamentos Recentes do Brasil.
VIII. Diteito Consuetudinár'io. IX. Observacóes Fin¿ris .

l. ObseraaEóes Prelinúnares.

A conflagracáo de múltiplos e sucessivos conflitos armados, em dis-

tintas regióes do mundo, nas últimas décadas tem realqado a releváncia d¿r

aplicagáo dos preceitos do dircito internacional humanitário, a consagrarent
ol requisitos mínimos da protegáo devida ás vítimas de tais conflitos. Estcr

domínio do dereito, voltado aos métodos e rneios de combate pelmissíveis,

ao respeito e á proteqáo das vítimas da guerra (em máos inimigas), e ti
protegáo internacional dos direitos humanos nos conflitos armados, ten-r

* Texto tle conferéncia proferida pelo Autor n¿r sessáo dc abertur¿r, enr 17 de
orrtubro de 1988. do Simpósio Internacional sobre Direito Internacional Hu,manitório,
co-patrocinado pelo Ministério das Relagóes Exteriores, pelo Instituto de Pesquisi'Ls

cle Relací¡es Intérnacionais (IPRI) e pelo Cornité Internacional d¿r Cmz Velmelhu
(CfCV), e realiz¿rdo no Palhcio clo ltanrarat¡', em Rlasília, em 17-19 dc outrrbro
cle t988.
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cxpelimelttado considerável evoluqáo e atualizagáo nos últimos anos. Sctt

corpus normativo vem Se expandindo continuanletnc e slra aplicagito ct'esc'l

c)rn complexidade. E escassa a bibliografia brasileira sobre a matéria r, o
que nos convida a um levantamento geral da evolugáo do direito interna-

cional humanitário com atengáo especial is posiqócs assumidas pelo Brasil

a respeito ao longo dos anos.

Neste propósito, percorreremos os selrs desenvolvimentos no ámbito

t¿rnto do direito convencional quanto do direito consuetudinario. A pe-

riodiza$o se atém ás etapas marcadas pelos seus prirnórdios (o chamado

"dircito de Haia"), seguidos da proscrigño da guerra como instrumento dt:

política nacional, por sua consolidagáo (pelo chamado "direito de Ge¡ro-

bra'), e por sua revisáo e rrtualizagáo (pelos dois Protocolos de 1977).

O presente exame ná pocleria descuidar de outros instrumentos, voltados a

proibigóes ou restrigóes dc ¿rrrtas corlvc'ncionais, a proibigóes de arnras

bacteriológicas assim como de modifiqÉo ambiental para fins rnilitares eu

hostis, e ir protegáo de bens culturais. Ao final da exposigáo, serlpre atenle

ás posiqóes do Brasil, estará o campo aberto ás nossas consideraE6es cle-

rradeiras, e á identificagáo, a p'tr Cos proglessos e rctr)izaqiles alcangadcs,

do caminho que aindtr lesta ¿l percorrer.

II . os Printeiros Passos: o "Direito cle Huki'.

A partir da publica$o, ern 1862 (trés anos após a battalha de solfe-

rino, no norte da Itália), do livro inspirador de Henry Dunant, Un Sou'-

t¡enir d.e Solfer,,.no, cedo germinariam as, idéias que Jevariam ao advent()

co direito internacional humanitário (tal como hoje o concebemos) e sua

pronta infiltraEáo no direito internacional convencional, mediante a con-

c,lusáo, em 22 de agosto de 1864, cla Convengño Relativa aos Militares

Feridos nos Campos de B¿rtalha (a primeira e pioneira Conve$o de Ge-

nebra). A esta seguir-se-iam, em um lapso de tempo relativamente curto,

sucessivos atos internacíonais voltados á regulamentagilo dos métodos e

neios de combate permissíveis e á protegáo de ferídos e enfermos cm

campanha: ainda no século passado, a Declara$o para Proscrever, em

Tempo de Guerra, o Uso de Projéteis Explosivos ou Inflamáveis (conhe-

1 Cf. r.eferénci¿s in A.A. c¿ncado Trir-rdade, "P[efácio", in christophe $lyinarski,
Itttrotlueiio uo Direito lntentacioniitl Hununittirio, Rrasílil, Comité Intelnacional dl
Cr."rrz Vernrelha/Instituto lntcr-lmericut¡o clt Derechos HumanoS, 1988, pn' 7-12'
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cida como Declaragáo dc Sáo Petersburgo), de 29 de novembro de 1868;

e as Convegóes resultantes da I Conferéncia de Paz de Haia de 1899, a

saber, a Convengáo sobre Leis e Costumes de Gucrra, e a Convenqáo para
Adaptar a. Guerra lvlar'ítima á Convengáo dc Gc¡nebra de 1864, amb¿rs dcr

29 de julho de 1899,

O Brasil acompanhou de perto os passos iniciais desse movimento
dc formagáo do cor1tus do direito internacional humanitário, e náo tardou
em aderir a todos os atos internacionais suplacitados do século XIX: dos
legistros dos arquirros da Dirrisáo de Atos Internacionais do Itamaraty
constam as adesóes do Brasil á Convengáo de Genebra de 1864, efectuad¿r
em 26 de janeiro de 1907; r\ Declaraqño de Sho Petersburgo de 1868, em
23 Ce ouiubro de 1869; a Convenqáo de Haia sobre Leis e Costumes de
Guerra de 1899; e á Convengáo de Haia para Adaptar a Guerra lvlarítima
á Convengáo de Genebra (de f864) de 1899, ambas em 25 de feveleiro dt'
1907. O mesmo ocorreria im relagáo ás convenqócs cle direito hum¿rnitlu-io
concluídos no linriar de nosso século (infro).

Assim, da Conferéncia cle Genebra de 1906 de Revisáo da Conveneáo
de Genebla de 1864 resultou nova convengáo, que aperfeiqoou o conteúcio
clas norrnas referentes ao tratamento de feridos c enfermos em campanha
da convengáo antericlr: a Convenqáo para Melhorar a Sorte dos Feridos
e Enfermos nos Exércitos em Campanh¿r. de 6 de julho de 1g06, ) qutrl
aderiu o Brasil em 18 de junho de 1907. Tal Convengáo deixou de vigorar.
cm 15 de abril de 1970, data em rlue tcldas as partcs contratantes passar.arl
a vinctrlar-se pelas Convengóes de Genebra de 1949 (infra).

Na II Conferéncia de Paz de Haia, de Ig07, formar-se-ia a primeira
glande vertente do clireito internacional hurnanitário, cognominada "o di-
reito de Haia", voltado i regrrlamentagáo da condugáo da guerra propria-
mente dita e dos 'inétodos e meios"' cle colrbate permissíveis. rcompuse-

r¿lm-no os atos internacionais ¿rdotados em Fl¿r.ia, todos em 18 de outubro
de 1907, a saber, c.g.: a Convengáo sobre ¿rs Leis e Usos c]a Guerra Te-
rrestre, contendo cm anexo o Rcgulamcnto sobre as Leis e Usos da Guerr¿r

Terrestre, que estabeleceu as c:rtegorias cle combatentes clcsfrutando -em
caso de captura- do direito ¿to status cle pr.isioncilcls de guer.ra que lhes
assegurava um tratamento humanitário (rrrtigo 4); a Convengáo parir

Adaptagáo i Guerra N,Iarítima clos Princípios da Convengáo de Genebra,

It Convcngáo conccl:ncntc ao Bornb¿rrclr'¿rrncnto pol F orq:irs N¿rvais c'lrr Tenr-
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¡lo cle Glerra, a Co¡vengácl relativa ao Ronrpimcnto de Hostjlidades, e r¡

beclaraqño relativa á Proibigáo de Langamento de Projéteis e Explosivcs

de Balóes ?. O Brasil náo tardou em vincular-se integralmente pelo cha-

mado "direito de Haia", ao proceder, quase sete anos após a festejada II
Conferéncia de Paz dc H¿ria, I ¿rdesáo a todos os atos internacionais su-

pr¿rcit¿ldos clela resultantes, em 2 de janeilo de 1914'

Novos clescnvolvimentos se desencadeariam na década de vinte. Em

17 r1e junho de 1925 aclotou-se o Protocolo de Genebra sobre a Proibigáo

c]e Uso na Guerra de Gases Asfixiantes, Tóxicos ou Similares e de Meicls

Bacteriológicos, pelo qual os Estados partes se auto-lin-litaram ¿'o emprego

dos métodos tradicionais de cor¡bate entáo conhecidos. Muitos anos de-

correram, no entanto, até a adesáo do Brasil ao relferido Protocolo de Gr'-

ncbra, clue só se efetivou ¿r¡rs 28 de agosto de 1970. Ao final dos anos

vintc, tcve lugar a atualizi'rqiro do conteúdo do direito internacional hu-

n-ranitário consubstanciado nas Convengóes de Haia de 1899 e 1970 e de

Gc.nebra de 1906 (supra) 
" 

em 21 cle julho de 1929, sáo concluídas, em

Gcnebra, Lrma nova convengáo para lV'felhoria da sorte dos Feridos e En-

fcrmos nos Exércitos em Campanha, além da Convengáo relativa ao Tra-

tamento dos Prisioneiros de Guerra; o B¡asil aderiu a ambas em 23 cle

lnarco cle 1932. Ambas as Convengóes seriam posetriormente substituíd¿rs

pclas Convenqóes de Genebra cle 1949 dos mesmos titulos (infra - exceto

r-ratur¿rhnente em relaQiro aos Estados que náo aderiram ás'Convengóes de

1949).

Significativamente. com ¿r Convengáo de Gcrnebra dc 1929 relativrl o¿r

Tr¿rti¡rnento dos Prisioneiros de Guerra se estrutlllou o estatuto dos pri-

si<lneiros de guerra, com nítidos avangos, quais sejam: o estabelecimcnto

de um controle exercido pelas chanradas potéucias protetor¿rs (e conrplc-

r¡entaclo pela atuaqáo do Comité Internacional da Cruz Vermelha), a

f¡roibigáo dc lepresálias contra as pessoas protcgidas, a regulamentagáo

clrrs condigóes tle trabalho o das sangóes pcrnais. A matéria evoluiria ainda

lr¿ris com a revisño, operada duas décadas após, pelo regime das celebra-

:Jpara o texto dest¿rs, e clas demais, convenQóes cle Hai¿t de 1907, cf.,-e.g., A.
Roberts " it. cuetff (ed,.í, Documents an tlte Laws of war, oxford, c'arendon Pletsj,

1'982, ;p. 43-ifg. Ci. também, para unl clenco d¿¡s Convengóes de Haia de 1907,

".g., iri"e*¿ra Singh, Enforcdnint of Human Rights in Peace an¿ \\'ur and, the

|rrLic of-t{umanity. Dor<litcht/Calcr¡tta./Nerv Delhi, \I. Nijhoff/Eastem Law House

I'rív¡te Lrd.. 1986. r58.
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das Convengóes de Genebra de 1!49 (em particular a III Convengáo -
infra). Ainda no período do entre-guerras, no entanto, um importante
desenvolvimento rlo campo do direito internacional público repercutiria
nos rfumos da evolugáo do direito internacional humanitário.

III . A Proscriqdo da Guerra corno lnstrumetúo de Política Naci,uutl.

Trata-se da proscri$o da guerra como instrunento de'política nacio-
nal. Muito embora contivesse o Pacto da antiga Liga das Nagóes (artigo
10) referéncia á náo-agressio, ius qd bellum náo estava totalmente
proibido; semente pelo Pacto Briand-Kellogg de 19283 se procedeu á con-
denagáo da guerra como meio de solugáo de disputas e da renúncia á

guerra como instrurnento de política exterior. Consequentemente, deixou
a guena de ser uma nogáo estritamente jurídica, persistindo apenas como
fato social (objeto de estudo da sociologia). A proibigáo da amcagá a

uso da forga nas relagóes internacionais cristalizar-se-ia mais tarde no
celebrado artigo 2(4) da Carta das Naqóes Unidas, ainda mais refor-
gada pclo entendimonto prevalecente em nossos dias de considerar tal
proibiqáo como ilustragáo de uma norma imperativa do direito interna-
cional (ius cogens - no sentido do artigo 53 da Convengáo de Viena sobre
o Direito dos Tratados de 1969). Com a proscrigáo da guerra, transfor-
ürou-se e ampliou-se a fungáo do direito internacional; passou a caber
a este a regulamentagáo de todas as questóes atinentes á seguranga inter-
nacional (inclusive algumas que, no passado, eram monopólio dos gran-
des podcres ). Tal transformagáo acarretou consequéncias importantes pa-
ra celtas nogóes tradicionais - e,g., de tratamento de beligerantes, de
neutralidade, de clebellatio, - tendo algumas sofrido modificagóes funda-
nrentais e outras sido mesmo suprimidas 1.

Já náo mais se tratava de um iw ad bellum, mas antes de um direito
aplicável aos "conflitos armados'i, porquanto, r-ealisticamente, estes últi-
mos continuariam a ocorrer, até mesmo ante a legitimagáo do uso da for-
gá em determinadas situagóes (e.g., legítima defesa, luta pela autodetermi-

;r Sobre o seu impacto na prática dos Estados, cf. I¿rn Brorvnlie. lnternatio¡tal Law
and the Use of Force by States, Oxfo¡d, Clarendon press. 1g65 (reprint 1g8l),
pp. 74-92.

+ Jarosrav Zourek, L'intercliction de lemytloi tle Ia force en tJroít Internatimwl,
Leiden,/G_enéve, Siithoff/lnstitut Henry Dunant. 1g74, pp. l-155. esp. pp. 42 44-
46 e 56-57.
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nagáo dos povos manuteng¿o ou restauragáo da paz em virtude de resolu-

$o o Conselho de Seguran@ da ONU) 5. A expressáo "conflito armado",

ao substituir a palavra "guerra"; pasou a aplicar-se a situa@es bem rnais

I'ariadas 6. Náo deixou, porém, a proscriqáo da guerra pelo Pacto Briand-
Kellogg, aliada ao subsequente impacto dos avangós tecnológicos nos

"métodos e meios" de combate, de contribuir para o desenvolvimento re-

{reado ou reduzido, se náo para a gradual superagáo, da vertente do cha-

mado "direito de Haia" (remontando is rcalizagóes da ,II Conferéncia de

Paz de Haia, de 1907 supra). Já as Convengóes de Genebra de 1949 (irr-

lra), distintamente, se valeriam, a seu turno, da dura experiéncia deri-

vada da II guerra mundial, acentuando-se, assim, com o passar do tempo,

um certo desequilíbrio entre o "direito de Haia" e o chamado "direito

Ce Genebra". Isto levaria, em período mais recente, a novos desenvolvi-

mentos no direito internacional humanitário, que tém, no entanto, como

um dos pilares básicos, as conquistas das quatro Convengóes de Gene-

bra cle 1949 (infra).

IV A Cansolidagdo: o ( Direito de Cenebra" '

As duras experiéncias da II guerra mundial teráo certamente contri-

buido para a adoqáo, pela Assembléia Geral das Nagóes Unidas, em 9
cle dezembro de 1948, da Convengáo sobre a Prevenqáo e Punigáo do

Crime da Genocídio. A Convenqáo, que entrou em vigor em 12 de Janei-

ro de 1951, tipificou o genocídio como "crime sob o direito internacional',

-seja cometido "em tempo de paz ou em tempo de guerra" (artigo I). O

Brasil ratificou a presente Convenqáo em 15 de abril de 1952. No ano se-

guintc ao da adocáo da convencáo contra o Genocídio, procedeu-se em

Genebra a uma revisáo e atualizagáo do corpus nolmativo do direito itl-
ternacional humanitário, de que resultaram quatro Convengóes, a saber:

a Conven$o (I) para a Melhoria da Sorte dos Feridos e Enfermos dos

Exércitos em Campanha; a Convenqáo (II) para a Melhoria da Sorte dos

Feridos, Enfermos e Náufragos das Forgas Armadas no NIar; a conven-

qáo (III) relativa ao Tratamento dos Prisioneiros de Guerra; e a Con-

5 S.E. Nahlik, "A Brief outline of International Humanitarian Law", lnternu-
tional ReDieu of the Red CrosS (extract) ( julho-agosto de 1984) p. 15.

6 Cn. Swinarski, Introducción ul Derecho Internacitmal Humanitário, Genebr:r/
Sirl José, CICV/IIDH, 1984, p. 24.
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vengáo (IV) relativa á Pr.otecio dos Civis em Tempo de Guerra.
As quatro convengóes de Genebra, concluídas em 12 de agosto de

1949, náo tardaram a entrar em vigor, no ano seguinte, em 21 de outubro
de 1950. o Brasil tornou-se parte rs quatro convengóes em 2g de julho
de 1957. Atualmente, 166 Estados sáo partes ás supracitadas convengóes
de Genebra, que tém, assim, assegurada aplicagáo universal. As quatro
convengóes se dedicam á protegáo de categorias de vítimas em conflitos
armados internacionais. Ademais, no artigo 3 comum ás quatro Conven-
góes, estipula-se uma protegáo básica para todas as pessoas que náo par-
ticipam diretamente nas hostilidades durante os conflitos armados nácl.
internacionais. um dos principais objetivos da conferéncia Diplomática
cle 1949 foi o de ampliar o círculo de pessoas que, em caso de captura,
teriari'direito ao estatuto de prisioneiros de goerr" (donde a disposicáo-
chave do artigo 4 da rII convengáo), mas a principal conquista da con-
feréncia residiu na IV Convengáo, com a incorporagáo dos civis como
categoria protegida pelo "direito de Genebra' e o enunciado de grandes
princípios a assegurarem. em quaisquer circunstáncias, o respeito da pessoa

humana 7.

Com efeito, já bem se lessaltou que os textos da vertente do chamado
"direito de Genebra" em particular foram elaborados "an seul profit des

victimes", consagrando a primazia dos direitos do indivíduo e dos prin-
cípios. de humanidade 8. Os Estados se véem na obriga$o de respeitar
os padróes estabelecidos pelas Convengóes de Genebra (e Protocolos
Adicionaise) e de náo criarem obstáculos ou.dificultades á a@o humani-
tária em favor das vitimas 10. Cad auma das Convengóes de 1949 enu-
mera em um primeiro capítulo disposigóes gerais comuns ás quatro, tais
como, e.g,, as atinentes ao ámbito dc aplicagáo das Convengóes (artigo
comum 2) e ao mecanismo de supervisiro (poténcias protetoras, artigo
cornum 8/8/8/9,, e Comité Internacional da Cruz Vermelha. artiqo co-

z Jean Pictet, Déoeloppem.en-t_et principes du Droit interne,tiorral hunanitabe,
Genéve/Paris, Inst, H. Dunant/ Ed. Pédone, 1983, pp. 47 e 53.

a J. Pictet, op. cü. suqa n. (7), pp. 8 e lI2.
e Sobre a atitude dos Estados em relagáo aos desenvolvimentos recentes no di-

reito internacional humanitário (dois Protocolos is Convengóes de Genebra), of. Arr-
torrio cassese, The New Humanita¡ian Lau of Arm.ed canflicú (Proceedings of the
1976 and 1977 Conterence5), Napoli, Ed. Scientjfica, 1g80, pp. 2ZI-278.
_ 10 Rosemary Abi-Saab, Droit Humanitabe et Conflits Internes, Cenéve/paris,
Irts¡i1u¡ Flenry Dunant,/Ed. Pédone, 1986, p. 81 .
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rnurng/g/g/10). E de sc observar qlre a próplia definigtro clo imbito dc

aplicagáo das ConvencÓes c'!e Gc-rnebra (artigo comum 2) em um conflito

arJmado internacional "náo rcsulta da qualificaqr=ro jurídic''r que as pai:tcs

atribuam a essc conflito" 1r.

Enquanto o chamado "ciileito de l-iai¿" foi formulado em base llrr-

r.ilrnente inter-estatal, consagranclo regr&s ¿l requererem em sua aplicaqirr

lr recíprocidade. as rconvenqócs de 1949 inaugurarn a esse respeíto umlt

nova era, e uma nova filcsofia transprrrecc já clo artigo crltnum 1, pelrr

clual as partes Contratantes Se colnpronctelll ¿l "i'espeitar e assegular res-

peito" ás presentes Convengóes "cn todas as circunstánciils", i.e., inde-

¡"*derte*"nte de consicleragÓc.s dc reciprocicla<lc. As quatro Convcngóc:l

le também os dois protocolos cle 1977 - tu$t'a) transcc'dcn o plano

puramente jnter-estatal na busca de um m¿ris alto gratr dc proteqáo dos

direitos da pessoa humana, e cacla Estaclo parte tem o direito' o locug

standí, de fazer valer a salvaguardas dos interesses comuns supc'tioles

¡r'otegidos pelas Convt'ttqÓes r:'

Em persper:tiv¿r histórica' para cstir supcrtlgáo da rcciprocidade con-

tribuiu decisiva[lente o sistema de supervisño pelas poténcias protetoras

e pclo comité Internacíonal da cruz vclmellia. Enquanto o "direito dc

Ilaia" confiava a impletncntagiro das primeiras tconvengóes (suprn) in-

teiramentc )s próprias paI:tes, com base na reciprocidade' a pra-xc dc

cL,,signrrgáo cle poténcias protetoras e a gradr-rirl ;rsserqáo, t¿urbém na prá-

trca, c]as faculclades do Comité Internacion¿rl cfa Cruz Vermelha' vicranr

¿r modificar o velho enfoque, no recebercm reconhecimento na conveu'

gáo cle Genebr¡r de 1929 sobrc ltrisioneiros de Guerra, e ao serem cl.i'

gidos posterjormente em órgáos c1e supcrvisáo das Convencór:s clc Gc-

ncbra de 9949 e gu¿rr'rliáes dos interessers cornuns superiores rir'

o direito corlvencional de iniciativa humanitário d<l comité Intern¿r-

cional da cruz vcrmelha (cÍ. infra), dc l-929 aos nossos dias, conso-

liclou-sc cle modo ¿r cstencler protegiio a nrn círculo cad¿r vcz In¿riot clt:

pcssoas. Jir o ínstitutit ci¿rs poténcias plotctolr¡s, ainclir que r-iiro tcrhrr

rr Ch. Srvin¿¡rski, op. cit, supru tr' (6)' p' 21 '

1j Georges ,t¡l-srJb, 
"4fr"'sp""ifi"iti"u -ol 

Lltrm¿urit¿rrian L¿ru"', Studtes und

Essags on lnternationrú liumru¿¿tarian Law a'td lled Crosg Princi¡tles in Honour t¡f

liii" p¿"¡"t (ed. Cn. Swinarski), Geneva/T¡e Ilag'e, ICRC/M' Nijhoff' 1984, pp'

266-2Cí e 269-270.
13 lbid., pp. 277-278.
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!,or'r'L,riponcliclo i\s c.rpectativas ¿1 prutir cle i949 11, viu-se nais recente-
mcnte reforqaclo pelo Protocolo Adicional I cle 1977, ao dispor (arti-
go 5 (5) ) que a designagáo das poténcias protctoras para a aplicagáo
cl¿rs Convengóes e do Protocolo náo há dc' ¿rfetar o status jurídiss das

partes em conflito on de qualquier território (inclusive território ocupado).
O zrrtigo cornlrrn I das cluatro Convengócs de 1949 (supra) reapa-

rece no Protocolo I de 1977 (artigo i (I), reiterando assim a caráter
univcr.s¿rl do sistelna da protegáo do iiircito humanitário, que clia pa.ra

os Estados obrigagóes erga omnes; a proibigño da invocagáo da reci-

lrlocid:rCe corno subterfirgio para o náo-cumprimernto daquelas obriga-
góes é corroborada em teimos inequivocos pela Convengáo de Vicna so-

bre o Direito dos Tratados cle 1969, qlre, ¿1o dispor sobre as condiqóes
(.m que um¿r violagáo de um Tratado pode acirrretar sua susllensáo ou

t'xtinqáo, excetua cixpressa c especificamentc os "tratados de caráter hu-
rnanitário" (artigo 60 (5) ) tt. A combinagiio dcste dispositivo com o

rlr'tigo 53 da Convengiro de Viena de 1969 tcm lcvaclo á interpretagáo
cl<' que as nol'nras do di¡eito internacional hunlanitário clesfrutarn hoj'.r

de caráter imperativo (jus cogens) e náo dispositivrlr(i,
A superagáo da .ffiffi tem-se aqui feito acompanhar wri

posw da constante busca de aperfeiqoamento da proteqao devida. Assim,

o artigo comum 6/6/6/7 clas Convenqóes de Genebr'¿r de 1949 proibe a

r'onclrrsáo de acordos intcr se que possam afetar ¿r situagáo clas pessoas

plotegidas e lestringir ou rebaixar o grau cle protegáo. Ademais, o artigo
comun 7 /7 /7 /B da"s Convengóes de 1949 estatui sobre a inalienabilidade
dc todos os clireitos consagrados, ao dispor quc as pessoas protegidas náo

podem, em caso algum, renunciar, parcial ou tot¿rhnente, aos direitos
t'utorg¿rdos pelas referid¿rs Convengóes. Os desenvolvimentos em prol de

urn m:lis alto grau de protegáo. c'le expansio clc seu ámbito e do gradual

{t.:r'talecimento cios mecanismos de supervisáo, tern-sc dado "cm resposti}

ri cvolu-ciro c1u tccnologia da guerra por unr i¿rcio, c ás exigéncias scmprc

cl'csccutes dn civilizaciro DoL outrrt" 17.

1a D¡do o receio de aparente reconhecimento cle estat¡rto juridico lto adversário
r.lreclirrnte a intervengáo das poténcias protetoi?s designtrdas.

ti [Bruno Zimmernrann] , f.Commentan¿1, in CommenturlJ on tIrc Additionu'
I'rotacols of 8 ltme 1977 to,the Ceneta Canp¿n¿¡snt of 72 Aug,ttst 1949 (ed Y San-
rloz et olii\, Geneva, ICRC/M. Nijho{f, 1987. pp. 36-38.

1ú Jean Picteb, op. cít..sttpra n. (?). p. 105, e cf. pp. l0B-109.
17 G. Abi-Saab, op. cit. supru \. (19), pp. 276 e 268-269.
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O artigo comum 3 das quatro Convengóes cle Genebra de 1949, ao

assegul?r urn tratamentO humano mínimo com enumeragáo de garantias

ás vítimas de conflitos armados náo-internacionais, abre uma br-echa no

velho modelo puramente inter-estatal (próprio do "direito de Haia" mais

antigo), e, ao estender pela primeira vez o ámbito do direito humanitário

mais além de seus limites tradicionais 18, torna ainda mais claro e mar-

cante (do que nos conflitos internacionais) o fato de que os direitos sáo

atribuídos aos próprios indivíduos te. O artigo comum 3 das quatro Con-

yengóes de 1949, seguido mais recentemente do Protocolo Adicional II
de L977, refletem a tendéncia á penetragáo do direito internacional nos

conflitos internos ou náo-internacionais no propósito de humanizálos e

aesegurar maior protegáo )rs vítimas m.

A par das convengóes I (Feridos e Enfermos dos Exércitos em cam-

panha) e II (Feridos, Enfermos e Náufragos das Forgas Armadas no Mar)

cle 1949, regidas pelos mesmos princípios e normas (a segunda tendrl

se inspirado na primeira ), cabe destaque especial a sensíveis ploglessos

logrados em particular pelas Convengóes III (Tratamento dos Prisioneiros

cle Guerra) e IV (Proieqáo dos Civis) de 1949. O dispositivo-chave da

Convengáo III reside no artigo 4, que regulamenta o estatuto do prisio-

neiro de guerra para fins de tratamento e protegáo; o principio básico í:

o de que os membros das forgas armadas de uma palte em conflito sáo

combatentes e, so caírem em poder da parte adversária, seráo tidos como

prisioneiros de guerra, protegidos pelas disposigóes da conven@es III.

]á os prisioneiros, que participaram das hostilidades, aos quais náo se

reconhece o direito ao estatuto de prisioneiro de guerra, beneficiar-se-ác'

náo obstante das disposigóes pertinentes da Conven@o 1y s das garan-

tias fundamentais consagradas no artigo 75 do Protocolo Adicional I de

L9772r (cf. í,nfra).

A Conven$o IV, como todo o direito dos conflitos ramados' ba-

seiam-so no principio fundamental segundo o qual en qualquier con-

flito armado, o direíto das partes ém conflito de escolher os métodos on

18 S.E. Nahlik, op. cit. supru n. (5), p' 17'
ro J. Pictet, op. ci.t. snpra n. (7), p. 113.
20 belso A.'M;Io, Guer"a lnterná'e'Direito Intertwcional, 1+ ed., Rio cle Janeiro,

Livr. Eüt. Renovar, 1985, PP. 1-189.
zt Cjf. e.g.C"i"itá-ii,t-"iiacional de la Cruz _Roja. -lúom'nas Funilamentales ile

c:os conaenios" ile Ginsbta E do sus Protocolos Nicianal,es, Genebra, CICR, 1983,

pp. 23 e 26.
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rneios de combate niro é ilimitádo. Sáo proibidos alrnas e métodos que

c¿rusem sofrimento supérfluo, e exige-se das partes em conflito que dis-

tingam sempre entre populagáo civil e combatentes (assim como entre

bens civis e objetivos militares), de modo a garantir o respeito e a pro-
tegáo da populagáo civil (e bens civis) e dirigir as opertrgóes táo somente

contra objetivos militares, O artigo 27 da Convengáo ,IV, que enuncia
o principio básico do "direito de Genebra" do respeito aos direit65 ina-

lienáveis da pessoa humana, veio a ser complernentado em 1977 pekl
artigo 75 do Protocolo Adicional I, que dispóe sobrl as garantías funda.
mentais (cf. infra). A Convengáo IV estende sua ploteqáo em particular
ás pessoas civis que se encontrem em podel do inirnigo (artigo 4); o

Protocolo Adicional f, como se verá mais adiante, veio a ampliar o ámbito
da protegáo dos civis (cf.. infra).

Conforme já indicado, o Brasil tornou-se parte ás Convengóes de
Genebra de 1949, hoje de aplicaqáo universal, em 29 de junho de 1957.

Em Exposiqáo de Motivos de 30 de dezembro de 1954 á Presidéncia d¿

I1,epública, o entáo Chanceler brasileiro (Raul Fernandes) ponderou que
ls quatro Convcngóes de Genebra de 1949 r¡ereciam a aprovagáo d,-r

Congresso N¿rcional, porquanto visavam assegurar "o respeito á dignidade
e ¿ro valor da pessoa humana". Após sintetizar a evolugáo histórica que

culminou na adpqáo das Convengóes I e II de 1949 (ferídos e enfermos

clos exércitos em campanha, e feridos, enfermos e náufragos das forgas

almadas no mar), a Exposigío de N,Iotivos do Itamaraty destacou em

particular os ¿lvanqos logrrtdos pelas Convenqóes III e.IV de 1949. Sobre

a Convengáo I,II, observou (lue se irrpusertr enfim á "consciéncia do mund.-r

civilizado" a concepgáo de que o prisioneiro de guerla náo era um cri-
minoso, mas apcnas urn inimigo impedido de retomar parte na luta c
clue devia ser "tratado com humanidade" enquanto fosse prisioneiro. Re-

cordou que, muito embora a Convengáo de 1929 contribuíra de modo

cficaz para a protegáo de "milhóes de prisioneiros de guerra" que a ela

recorreram "no'último conflito", cedo pareceu que devia ela ser revista

enr rnuitos pontos, a saber: ampliar o círculo de pessoas ern condigóes de

valer'-se da qualidade de prisioneiro de guerr¿r em caso de captura;

nssegurá-la aos membros dos exércitos; establecel con mais precisáo o

rcgime do cativpiro; cvitar qlrc os prisionciros de guerra se vissem ¿rrbi-
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trariamente privados cle tal condigño.. Donde a iniciativa da revisáo em-
preendida em 1949:e.

Sobre o significado da Convengiro IV da 1949, a Exposigáo de Mo-
tivos do MRE comentou que "a omissáo dos civis nas disposiqóes relativas
ás leis e costumes de guerra cada vez menos se justificava, porque o

desenvolvimento dos armamentcs e a extensáo consideravel do raio dt¡

agáo dos exércitos mostraram que, efetiva¡nente, os civis participam cla

guerr?, sujeitos aos mesmos perigos -ás vezes a perigos mais graves-
que os militares" s. Donde a importáncia -conclui a Exposigáo do lta-
maraty- da proibigáo dos atentados á vida, á integridade e á dignidade
dos seres humanos, e das garantias aos direitos reconhecidos dos civis:a.
Em nossos dias, em que testemunhamos o advento e a cristalizagáo do

novo dir'eito internacional humanitário a partir da adoqá dos Protocolos

Adicionais de 19_77, é alentador constatar quc, pouco após a revisiio ante-

rior, a de 194Q soube o Brasil precisar-lhe o alcance e reconhecer-lhe

os méritos e significado histórico.

V. A Reoísáo e Atualizaed.o: os Protocolos Adicíonais de 7f)77.

O desencadear de certos acontecimentos nas últimas décadas veio a

evidenciar a necessidade de revisáo e atualizagáo do "direito de Gene-

b¡a". A iniciativa das refotmas contidas no"s dois Protocolos Adicionais

de IW7 is Convengóes de Genebra de 1949 deveu-se a fatores claramente

identificáveis. Com a muitiplicagáo do número de atores (novos Estados)

no cenário internacional acarretada pelo rnovimento histórico da desco-

lonizaqáo emergiu o fendmeno -a requerer tratameirto adequado- das

chamadas "lutas de libertagáo (nacional)". E da codificagáo ou sistema-

tizagáo da maté¡ia deveriam participar todos os Estados, inclusive natu-

ralmente os recém-e,mancipados politicamente.

Ademais, conforme já indicado, a proscrigáo da guerra, aliada i gra-

dual superagáo das Convengóes do início do século (1907) pelo impacto

22 M.R.E., Expogigño de Motiaos d Presid,éncia sobre as Conoc¡tcóes de Gene-
bra de 1949, doc. DAI/DPO/227/615.1 (00). de 30.12.1954, pp. 2-4 e 6 (dati-lo-
grafado, circrrlagáo interna).

2it lbid., p. 5.
2+ lbid., prp. 5-6.
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dos avangos tccnoiógicos nos 'irétodos e r"r.lci<ls" clc combate, contribuí-
r¿rrn p¿rra o desenvolvimcnto ref}eado ou reduzido clo "clireit<¡ dc lllia",
acentu¿rndo Lrm celto desequilibrio entre este. úitinro c o "clireito cle Ce-
nebra". Cabia lepensar a l'ormt:laqáo dos postulados básicos do dircito
humanitário riplicável aos "conflítos armados". A Conferéncia Diplonrá-
tica sobre a Rcafirmaqáo e o Desenvolvimento cio Direito Internacional
Ilumauitário Apiicável em Conflitos Armados, reunicla em Genebra cic

1974 a 1977, plr:pds-se lazer face Is novas rleccssidades er des¿rfios.

De 1974 a" 1977, ¿r Couferéncia Diplomática clt: Gc'nebra reuniu-se :t

cada ano por uma sessáo: 124 Estados participaram da líL sessáo, 120

Estados da 2?, 107 Es,tados da 3¡, e 109 Estados da 4n sessño 2;. Dos tla-
balhos da Conferincia, de que participoll ¿r Delegagáo do Brasil, resul-

taram os dois Protocolos Adicionais dc 1977 is Convengóes de Gcnebr¿r

de 1949 (relativos aos conflitos arrnados internacionais e náo-internacio-
nais, respectivan-rente). A Conferéncia Diplomhtica de Genebra, ainda

que seu regulamento niro o tivesse previsto, tr¿ib¡rlhou quase sempre pot

consenso: dos quase 150 artigos que compóem os dois Protocolos, só sr:

procedeu forrnalmente á votagáo em relagáo a 15 deles :r(i. Em 8 cle junhrl

de 1977 os dois Protocolos Adicionrris foram adotados como unr todo por

consenso 27, e dois dias após foi assinada, pot qn"t" todas as Delegaqóes,

inclusive pela do Brasil 2'*, a Ata Final d¿r Conferéncia, trazendo eur

anexo o texto dos dois Protocolos adotados. O Brasil, no entanto, náo foi
signatirrio dos dois Protocolos, e até o prese'nte (oütubro de 1f)88) náo

chegou a uma decisáo quanto a possível adesáo aos nesnlos.

O Protocolo Adicional I (relativo aos conflitos amados internacio-

nais ) logrou nitidos progressos em relagáo tros instrumentos anteritl-

res, a comegar pelo alcance da pr.oteqáo ás pessoas civis. Eram estas, solr

a Convengáo IV de 1949, protegidas somente quando em poder do ini-

migo, uma vez que as Convengóes de Genctjia nito previam tr proteq'ño

2ó Cf. N{. Bothe, K.J. Partsch e w,A. solf, Nero Rtrles for victints of Arntetl
Ctmflicts. The Hague, \'I. Nijhoff, 1982, p. 4.

20 C. Pilloud, "Historique et Motifs de l¿ Conférence", in Institut International
des D¡oits de l'Homme, Rénmtés cles Cours - YIII Sessian d'Enseigneme,?l' Stras-
lrourg, IIDH, 1977, p. 7 .

27 Ct. Of-ficial Ílecords of the Diplomatic Conference on tl,e Reaffbmation and
Deoelo1sment of International Humanitarian Lau; Applicable in Armed Conflicts
(Geneva, 7974-1977), vol. VII r'loc. CDDH/SR. 56, pp. l9'1 e 205.

2s Ct. ibi({., vol. I, [p. 18] .
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gcr¿ll cla populagño civil contra os et'eítos das hostilidadcs (no que se

clependia do "direito de Haia"). N{ediantc o Protocolo I a populaqáo civil
e as.pessoas civi.s passaram ¿r beneficiar-se dc uma protecáo geral contra
os plóprios c'feitos das hostilidades. Passou a ser tida como 'pessoa civil
qualquier pessoa que tnáo pertencesse ás forgás armadas, inclusive enr
casos de dúvid¿r, estando a populagáo civil integrada por todos os civis
(artigo 50); c consideraram-se como sc'ndo bens civis todos os que náo
eram objetivos milit¿rres (artigo 52). Para o propósito do exercíció cl¿r

plotegáo geral contra os efeitos das hostilidacles, o Protocolo I determi-
nou a distinqirb, sempre, entre populagáo civil e combatentes, e entre
objetos civis e objetivos militares (artigo 48), reafirrirando, inter alia, a

proibiqáo dos ataques contra a populagáo civil ou ataques com efeitos
indiscrirninados e a proibigáo de represálias contra determinadas pessoas.

De certo modo, o próprio desenvolvimento de novas formas de combate
ievou os Estados a precisarem na Conltcrüncia Diplomática de Genebra
¿rs regrÍrs de protegáo aos civis rr'.

Além da extensáo da protegáo de_pessoas civis (supr'a) , o Protocolo

I ampliou, em relagáo i Convengáo III de 1949, a definigáo de prisioneiro

de guerra, a abranger doravante todos os rnembros das forgas armadas,

grupos e unidades sob um comando responsável e todas as pessoas que

participaram das histilidades e foram capturadas pelo adversário (artigos
43-45). O Protocolo I aprimorou tanto a proteÉo de pessoal das unidades

sanitárias civis, quanto o sistema de designaqáo das poténcias protetoras;

¿rlén'r disso, previu regras a facilitarem a procura dos desaparecidos, re-
gras de protegáo cspecificarnente voltada ás muiheres e crirngas (artigos

76-78), e estendeu a protegáo aos refugiados e apátridas (artigo 73). Sig-

nificativamentc,'introduziram-se no Protocolo I as garantias fundamen-

tais de respeito á pessoa humana, no celebi'ado artigo 75, um dos mais

longos de todo o Plotocolo. O referido artigo, e. g., no parágrafo !9, proíbe,

em rluaisquer circunstáncias, atos dd violénci¿r á vida, saúde,ou bem-estar

físico ou mental das pessoas ( em particular, assassinato, tol'tura física ou

nental, punigáo corporal e mutilagáo), ofensas i dignidade pessoal, toma-

cla de reféns, puniqóes coletivál, e ameaqas de cometer quaisquer desses

?t Eric David, "I-a protection des personnes civiles penclant les conflits annés".
in Institnt Inter:ratíonal des Droiis de l'Homme, Résttmés des Cutrs - YIll Session
d'Enseignentenf, Strasbourg, I{DH, 1977, p. 3.
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atos; os parágrafos seguintes dispóem det¿rlhaclanrentc sribre o "duc' pro-
cess of lau". certas passagens ou regras deste irnportante artigo T5 siro
também encontradas em outros instrumentos sobre protegáo de direitos
humanos, aclui resídindo outra das afinidades, olr ponto de confluéncia,
entre o direito internacional humanitário c ¿r protegáo internacion¿rl clos
direitos humanos.

O Protocolo Adici<¡nal II, bem mais sucinto quc o protocolo I, co'-
tém igualmente um dispositivo detalhado sobre garantias fundarnentais,
o artigo 4, retoma'do e,m suas grandes linhas, as do p¡otocolo L Tambénl
sob o Protocolo II a populagáo civil se beneficia de uma p'otegáo geral
contra os cfeitos d¿rs hostilidades (artigos 18-18), e sáo introduzidas novas
norm¿rs cle protecáo aos feridos, enfermos e náuf lagos ( artigos 7-12 ) ,

o Protocolo II veio completar, mediante nornas mais precisas, o artigo
comunr 3 das conven$es de 1949, que até entáo era o único dispositivo
convencional (por vezes cognominado "convengáo dentro da convengáo",
r¡u "mini-convenqáo" ou 'lconvengáo em miniatura") a estipular pr-ote-
qiro is vítimas de conflitos armados náo-internacionais. o protocolo II
desenvolve e suplementa o artigo comum 3 das convengóes de Genebra,
sem modificar suas condigóes existentes de aplicagáo (artigo l). o pro-
tocolo II volta-se em particular aos conflitos arnrados náo-internacionais
de uma certa intensidade e duraSo, porquanto náo abrange as situaqóes
cle distúrbios cu tensóes internos (artigo L (2)); náo comporta catego-

'ias 
especiais de pessoas protegidas (tais como os prisioneiros de guerra),

rnas volta-se a todas as pessoas que náo participam, ou já náo participam,
cias hostilidades, beneficiárias das garantias previstas.

No tocante á solugáo de controvérsias, ou repressáo de abusos e in-
lragóes dos dispositivos convencionais, na linha das convengóes de Ge-
nebra de 1949 que instituíram um procedimento de investigaqáo ("enqui-
y"), o Protocolo Adicional I dispós sobre o estabelecimento cle uma Co-
missáo Internacional de Estabelecimento dos Fatos (a ser composta de
15 membros (artigo g4). Ademais,, nas regras básicas sobre os r¡étodos
e meios de combate, o Plotocolo I proíbe o uso dos que possan caus¿¡
clano grave, amplo e durável ao meio-ambiente (artigo g5 (3)).

Cabe destacar, como um dos reais progrcssos alcangaclos pela Con-
{er€nci¿r Diplomática de 7974-1977, a inclusiro, no catálogo de confliros
internacionais - artigo 1 (4) do Protocolo Adicional I, - das lutas clos
povos contra a donrinagáo colonial, a ocupaqáo estrangeira e os regimes
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flrcistls. Quirncl<l <14 antcri<tr Confcrrinci:r Diplornática cle 1949, uurl

rrroqáo (luc visava assimilar as guerras coloniais aos conflitos intel:nacionais

niio obtc'vc-. nprovagáo dos Estados, e, em consequéncia, nas décadas qutl

s;e' scguiram inírnreras vítimas niio ¡lucleranl ser socorridas. A fórmul:¡

enfim consagracla no ¿rrtigo 1 ( ) do Frotocolo I c'le 1977 vejo a leple-

sentar, pois, notável av¿rnco estendenckl ¿'t ¿plic¡lgáo do direito iuteruii-

cional humanitárjo em sua totalidade is guerras de libertaqáo nacional .

Durante a Confer.éncin Diplomática de I974-7977, certos p¿rises. prin-

cipalmentc do chamado Terceiro Nlundo, m¿lnifcstaram, etn relagáo aos

conflitos ou diliculdades intelnos, apreensilo ou receio de minar su¿r

estabilidade, c invocaram o princípio da nf,.o-intervenqtlro, cnquanto

ou¡ros países ( industrializados e socialistas ) favolecianr uma posiqiro

humanitária mais purist¿} . Ante a percepqáo de u¡n lisco dc n¡ro-aprova'

gio do projeto do Protocolo II, as gue.rras cle libertagáo nacional foram

erigiclas em conflitos internacionais e deslocadas para o ámbito de apii-

cagáo do pr.ojeto do Protocoio I; or-a, a esta extensáo do ámbito de Pro-

tocolo ,I corresponcleu concomitantemente urna sensível i'eduqáo do escopo

de aplicagáo cio projeto clo Protocolo II no decoirer dos trabalhos da

Conferc\rcia Diplomática de Genebra de 1974-1977 r0. Experirnentou, uo

e¡ntanto, consiclerável evolu@o, c atualizagiro, o direito intcrnacioual

hum¿rnitário con"ro um todo, corn a solugáo alcangada.

A iniciativ¿r cle elevar as lutas de libertaqio nacional r\ categoriir de

conflitos irrternacionais foi tomacla já nrr l'] sessáo d¿i Conferéncia Diplo-

in¿itic¿ de Genebra, em 1974, entáo com n oposigáo dos países ocidentais

![ue náo as collsid€r.Í¡vam clistintas de guerfas civis. No tr¿rnscorrer dir

Confcréncia, no entanto, tai oposiqáo graduahl-lente se desvaneccu, fac''

lo clesmoronamento clos impérios coloniilis e ao convcncilrlento dos Esta-

dos ociclentais de que a norma cmergente prcservava os princípios bási-

cos {o direito humanitário; os elementos básicos cla ngva norma estavam

objetivamente clefinidos, tr saber', regin-res coloniais, governos ocupando

o territór.io cle outro Estaclo, e governos racistas, sittragÓes que -esperava-
se- ten{ialn ¿r clesaparecel' no futuro previsír'ei' Tuclo ist¡ contribuiu

3o Nf. llothe, K. J, Partsch e W.A. Solf, op' cít' supra n' (25), p' 9:.S'
Srrckow, "Confer-ence on Humanitari¿rn L¿w - Phase II", 14 Raat'eta of tlrc lnter-

n",.ion"í ConrrnissioD of Jurists (iunho de 1975) p. 50; S.E. Nahlik, op. cit. stqj,tu

rr. (5), pp, 1.44, csp. pp. 18 e 42.
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par¿r qlue quando da vottrgáo linal da nov¿l r.gril cn 1977, erllcrgissc uitl

entendimento geral e,nr favor dc su¿r adogño31 .

Se, por um lado. poderin parecor difícil e um Estado trrltirr insur-

gentes se batendo pela autodeterminaqáo como cmobatentes legais, por

outro lado tal trat¿rmento propiciari¿l maior proteqáo humanitária á po-

pulagáo civil, e mesmo aos cnvolvidos nils hostilidade's, mediante maiorcs

restrigóes aos métodos c mcios de combate :):. A iniciativa c:onducente á

consagragáo, no Protocolo I, das lutas de libertagño nacional como con-

flitos internacionais se cleveu, em perspectir'¿r histói:ica, a trés motiva-

góes principais: plimeirAmcnte, tendo os; novimentos de libertagáo na-

cional conquistado status internacional (c' claí urna espécie de legitima-

gáo), passaram a leivindicar para seus combatentes a condiqáo de beli-
gerantes legais; em segundo lugar, os movi'rnentos dc lib:rtagáo nacional,

detentores de status internacional, exerci¿rnt un-r direito internacional de

autodctermingáo e de legítima defesa (contrtr a ¿1gi'essáo constituíCa

pelo colonialismo, ocupagáo estrangeira ou rzrcismo); em terceiro lugar,

uma série de resolugóes da Assembléia Ger¿rl das Nagóes Unidas (da

resolugáo 2383 (XXIII) de novembro de 1968 ) resolugáo 3fm (XXVIII)
de deze.mbro de 1973) proclamaram que as guerras de libertagio iracional

haviam de ser tratadas como conflitos intcrrnacionais propriamente ditos 3:r.

Na Conferéncia Diplomática de Genebra. a adogáo do artigo 1 dtr

Protocolo I, contendo o dispositivo cra em exame (paráglafo 4), deu-sc

por votaqáo e nño consenso, em 23 cle maio de 1977: após uma tentativ¿r

malograda da Delegagáo de Israel de que o plenário procc'desse ¿1 um¿r

votaqño em separado do parágrafo 4 de artigo 1, foi o nrtigo f como un-t

todo adotado por 87 votos' a favor (ínclusivc o do Brasil), apenas um

contra (Israel), e onze abstenqóes3a. Ademais clo disposto no artigo I (4),

3l Antonio Casscse, "Wars of Natlon¿rl Liber¿rtion and llunlnit¿riuu Litrv",
Studies und Essa.gs of lnternational Ilumanitariart Law and Red Cross Princíyiles irr'

Honour of Jean Pictet (ecl. Cl.r. Srvin¿rrski), Genevl/The \{ague, ICRC/\{4 Niihr¡lf.
1984, pp. 317-323.

'32 lbid., p. 320.
3:t lbid., pp. 313-314. Parir nr¡ estudo det¡ihaclo clrt matéria, cf . Georges Abi-

Saab, "Wars of Nationel Liber¿rtic¡n in the Gener,¿r Conventions aI¡d Protocols", 165
Becueil des Cows de I'Académie cle Droít Internationol (1979) pp. 363-445.

3a Ct. Offici¿tl l7ecor¿l.s of the Diplotnatic Conference on the Reaffirmatiott. antl
Deaelopntent ol Internati,onal Huntanituriart, Luto Applict,ble ,:ín. Armed, ContliÍts
(Genebrtr, L974-1977), vol. VI. doc. CDDH./SR.36, pp. 40-41 . - Par¿r um estrrdo
clet¿lhado clo histórico legislativo do artigo I (a) rio Protocolo I, cf. Jean I. A.
Srlrnorr, "Les guer'-cs cle lilrcration nationrrle.", Tlrc Ne:n llumattitariun Luo t$ Arnrcd
Corflicl (ed. A. Cirsscsc), (vol . I), Ntrpoli, Ecl . Scierrtific¿, 1979, pp. 55-112.
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o Protocolo I tambén prevé (artigo 96 (3)) quc unra autoridade reple-
sentando um povo em luta segundo os critérios indicados no artigo 1 (4)
pode comprometer-se a aplicar as Convengóes o Protocolo mediantc
uma declaraqáo unilateral de intenq¿o cnviacia ao depositario (i.e., ao
Governo suígo) das Conven$es e dos Protocolos.

Com a adogáo dos dois Protocolos Adicionais em 1977, ao final da
Conferéncia Diplomática de Genebra, cbn-rpletava-se o processo de revi-
sáo e atualizagáo do direito internacional humanitário. Quando da ela-
boraqáo das Convengóes de 1949, numerosos Estados (de hoje) ainda
nño haviain alcangado sua independéncia política, e náo participaram
uol conseguínte daquela condificagáo. Já por ocasiáo da Conferéncia
Diple¡¡¿i¡i"* de 1974-1977, esses Estados, recém-emancipados, puderam
enfim avangar seus pontos de vista, o que contribuiu decisivamente para
o desenvolvimento da universalidade do direito internacion¿rl humani-
tário contemporáneo.

VI . Outros ln.rtrtnnentos

As duas celebradas vertentcs do "direito de Genebra" (voltado em

particular ao respeito c protegáo das vítimas de guerra em máos inimigas )
c do "direito de Haia" (atinente á conduqáo da guerra propliamente
dita c aos "métodos c meios" de guerra ou de combate permissíveis 35 -

tem,perttrnenta i,n bello), há hoje ([uem acrcscente uma terceira vertente
mais recente, a do "direito de Nova York", a abranger os esforgos e reali-
zagóes das Nagóes Unidas nesta área. O ponto de partida desta corrente
residiria na Conferéncia de Teerá sobre Direitos Humanos de 1968 (reso-

lugáo XXIII), seguida de uma série de resolugóes da Assembléia Geral
das Nagóes Unidas e outros órgáos principais (sobre os te.mas dos movi-

mentos de libertagáo nacional e das possíveis proibiSes ou restrigóes ao

uso de determinadas armas convencionais), com destaque para a resolu-

qáo da A.G.2444 (XXIII) de 1968 (que marcou um novo interesse, no

ámbito da ONU, pela matéria). Kalshoven identifica, com efeito, ar partir
de adogáo da resolugáo 24M, a aceleragáo de um movimento de con-

;ó Cf., palr um exane rel¿rtivamente recc'nte, e.g., Ph. Bretton, "Le probléme
des 'méthodes et moyens de guelle ou de combat' dans les Protocoies Additionnels
¿rrrx Conventions de Genebre rlrr 12 aoüt 1949", 82 lTeure générule rle <lr<¡it intern&-
tioruú púilic (1978) pp. 32-81.
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fluéncia entre as trés correntes (Cenebra, Hai¿r, Nova York), a formarem
um movimento único, englobando as preocupagóes com a protegáo das

vítimas de guerra, as regras de combate, e a proteqiro internacional dos

direitos humanos nos conflitos armados'i6.
Tal movimento te.ria como pontos culminantes os clois Protocolos

Adicionais resultantes da Conferéncia Diplomiltica sobre a Reafirmagáo
e o Desenvolvimento do Di¡eito Intern¿lcional Hunranitário Aplicável em
Conflitos Armados (Genebra, IS74-L977) (supra) t tambén -dado o

siléncio dos Protocolos de 1977 sobre a questiro das possíveis proibigóes
ou restrigóes ao uso de certas armas convencionais- a Convenqáo das

Nagóes Unidas sobre Proibigóes ou Restrigóes ao Uso de Certas Armas

Convencionais de 1980 (inlro). Como, no entanto, o direito internacional
humanitário contemporáneo, de base convencional, náo se exaure nos

instrumentos supracitildos há que se f¿rzer refcréncia, igualmente aos

avangos representados pela conclusño de outros tratados significativos, a

saber: a Convengáo sobre a Proibiqáo do Dcsenvolvinrento, Produgáo e
Estocagem de Armas Bacteriológicas (Biológicas) e á Base de Toxinas
e Sua Destruigáo (1972), a Convengáo sobre a Proibigáo do Uso dc
Técnicas de Modificagáo Ambiental pala Fins Nlilit¿rres olr Qunisquer
Outros Fins, Hostis (1977), c a Conveng:áo ¡rara a Proteqiro de Bens

Culturais em Caso de Conflito Armado (1954), Passemos sncintamente
em revista cada uma dessas Convengóes, n comcgar pela dc 1980.

1. Proibigóes ou Restrigóes de Arntas Cotwencionois.

Um dos desenvolvir.lrentos mais recentes do ciireito intelnacion¿rl

humanitário reside na conclusáo, em 1980, da Conveugiro sobre Proibigóes
ou Restrigóes ao Uso de Certas Armas Convencionais. Os antecedentes
podem ser tidos como remontando aos traaoux, préparatoires qlre pr.ece-

deram a Conferéncia Diplomática de Dileito Hum¿,rnitário de Genebrr
(I974-L977): no ocasiáo decidiu-se, nas reunióes de peritos governamen-

tais que antecederam a Conferéncia, que niro sc abordari¿ o estudo de

armas de destruigáo em massa (armas :rtdmicas, biológicas e químicas).
Como os dois Prot<¡colos Adicionais de 1977, r'esult¿rntes d.r Conferéncia,
silenciaram outrossfin sobre a questáo clc possíveis proibigócs ou lr:stri-
góes ao uso de determinadas armas convencionais, a própria Confc-

30 F. Kalshovett. Constraints on tlte \\'oging of \Yur, Ger¡t'v¿r, ICRC, 1987. pp.
7-23, e cf. pp. 42-43.
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r'éncia Diplomática, por uma resolngáo, rcmcteu ii ruatéria i\s Nagóes Uni-
clas. Estas convocaram um¿r Conferéncitr especial pala o estuclo da qtrestáo,

tendo se realiza duas sessóes, uma em 1979 e clutra enl 1980.

Ao final da segunda sessáo, em outubro de 1980, a Conferé\ncia cspc-

cial adotou ulr novo tratado de direito humanitário, a supracitada Con-

vengáo sobre Proibigáo ou Restrigóes ao Uso de Certas Armas Conven-
cionais. Distintamente de várias outras con\¡enqóes de direito hunranitário,
inclusive os Protocolos Adicionais de 1977, a Convengáo cle 1980 fbi ela-

borada c adotada sob os auspícios dns Naq6es Unidas. Enquanto os Pro-
tocolos de L977 encontram-se abertos ¿lpc.nas ¡os Estaclos Fartes ás Con-
vengóes de Genebra de 1949, a Convenr;ño dc 1980 está ¿rberrt¿ á rati-
ficaqáo ou adesáo de todos os Estados.

Ainda que o campo dc. aplica.gño dest:r- nor'¿r Convengáo peunanegt
bem reduzido (cf. infro), ein ncnhunr nlollrento se vclltancio ás arnras
(nucleares, químicas e bacieríológicas) cle c,estruigáo cm rnassa, nem
por isso sua adogiro deixou de constituir, no desabafo de Pictet, "um

sucesso malcante e quasc inesperado";r?. A Convengáo de 1980 e seus trés

Protocolos anexos, aplicáveis em conflitos annaCos intelnacionais nris
náo internos, proíbe ou limit¿r o uso das seguintes ¿rrlnas clássicas: a)
fragmentos náo-detectávéis (no corpo humano), que impedem assim rr

cura dos ferimentos; b) minas, armsdilhas e outros dispositivos (capazes
de causar vítirnas na populagáo civil, por vezes, bem após a cessaqáo clas

hostilidades); c) armas incendiárias (capazes de causar grande sofri-
mento, tambén á populagáo civil, além de consideráveis danos ao meio-
¿+mbiente 38,

Cedo divelsos Estados se tornaram signatários d¿r nor'¿ Convengáo,

que, com os seus tre\s Pi'otocolos anexos, entrou em vigor em fins de

1983 3e. O Brasil :náo fez cxceqáo, tendo assinado ¿r leferida Convengáo

em 10 de abril de 1981; até o presente, no entanto, a.ind:r- náo procedeu
ir sua ratificagáo.

2. Proibiqdo de Arnas Bcr.cteriológicns.

C) fato de o peligo c1:r prolif'eragáo cle arrnas J:r:rcteriológicas pairar

ir7 J. Pictet. op. cit. suprt D. (7), p. 70.
rj8 Ir. Kalshoven, op. cit. supra n. (36), pp. L47-I57, e cf . p. 23.
:ie Nlais prccisrrmente. em 2 de clezembro de 1983, seis meses trpós o depósito

rlo 20S irstrurnento cle r:rtificaguo com o Secrc¡t¿\r'io-Geral clas Nagóe5 Unicltrs (como
rlepr;sitár'io da Convencño).
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tanto sobre os países descnv<llvidos cluanto soble os países em desenvol-
vimento terá certamente contribuído para a conclusáo da Convengáo
sobre a Proibigáo do Desenvolvimento, Produgáo e Estocagem de Armas
Bacteriológicas (Biológicas) e á Base de Toxinas e Sua Destruigáo, de
1972. Ao comentar em lg76 a proibigío nela consagrada (artigo 1), o
'Stockholm Internacional Peace Research Institute' (SIPRI) referiu-se a
esta Convengáo como "o único ve.rdadeiro tratado de desarmamento
concluído até o presente" -é a estar en vigor também em tempo de
guerra- ao passo que os demais tratados apenas "congelam o status qud'
ou "estabelecem um teto para outros armamentos" a0. Reclamagóes quanto
a possíveis violagóes da presente Convengáo podern ser encaminhadas
diretamente ao Conselho de Seguranga das Nagóes Unidas (artigo 6).
A Convengáo sobre a Ploibigáo de Armas Bacteriológicas (Biológicas)
entrou em vigor em 26 de margo de 1975. No mesmo dia de sua con-
clusáo (em Londres, Washington e N{oscou) e em que foi aberta a
assinatura, aos 10 de abñl de L972, o Brasil firmou-a, apra pouco após
ratificála, em 27 de fevereiro de 1973.

Caberia, aqui, ademais, registrar que, no ámbito das Nagóes Unidas,
encontram-se presentemente em curso, em estágio avangado, os trabalhos
de elaboragáo de um projeto de Convengáo sobre a Proibigáo do Desen-
volvimento, Produgáo e Estocagem de Armas Químicas e, Sua Destruigáo.
Nesse sentido, em 9 de fevereiro de 19BB a Conferéncia sobre l)esarma-
mento decidiu restabelecer o Comité Ad Hoc sobre Armas Químicas,
para, durante sua sessáo de 1988, proceder i¡ continuaáo das negociagóes
conducentes i elaboragáo do referido projeto de Convengáo sobre a

Proibigáo de Armas Químicas, para tal levando em conta todas as inicia-
tivas e propostas já existentes a1.

3. ProibiEdo de Modi.ficagáo '\mbientol Txtra Fins Mili.tures ou Hos'tis.

A amarga experiéncia da guera de Vietná em que os Estados Unidos
fizeram vasto uso de distintos métodos de destruigáo de florestas e plan-
tagóes no Vietná, com consequéncias devastadoras para o equilibrio eco-
lógico, levou á iniciativa das Nagóes Unidas de elaboragáo da Conrren.

ao Stockholm International Peace Research h¡stitute (SIPRI). The Law of Wa¡
ond Dubious Weapons, Stockholm, Almqüst & Wilaell, 1976, pp: 60-61 .

4r Conference on Disarmament, clocumento CD/874, de 12.09.1988, pp. 1-2,
c cf. pp. 2-9, e Apéndice5.
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qáo sobre a Proibigáo do Uso de Técnicas de N'Iodificagáo Ambiental

para Fins Militares ou Quaisquer Outros Fins Hostis, aberta á assinatura

em Genebrá em 18 do maio de I9!7, e em vigor desde 5 de outubro dc'

1978. Por este instrumento) a responsabilidade pela protegao do meio-

ambiente, reconhecida e assegurada pelo direito internacional contem-

poraneo em tempos de paz, passou a sé-l també:m em tempos de conflito

ar*odo. A Convengiro das Na@es Unida's de 1977 aplica-se a técnicas cle

modificagáo ambiental que tenham efeitos "amplos, duráveis ou gravcs"

(artigo i¡ . U* dispositivo do género encontra-se no Protocolo Adícional I

de 1977 ás Convengóes dá Genebra de 1949 (artigo 53 (3) do Proto-

colo I), mas enquanto este último se volta ao dano ao meio-ambiente

causado por qualquer tipo de alma, a Convengáo de 1977 tem em

mente em particular as armas de manipulagáo ou modificagáo ambien-

tal a2. O Brasil náo hesitau em ernprestar seu apoio á Convengáo das

Nagóes Unidas de 1977: assinou-a naquele mesmo ano, aos 9 de novern-

bro, e ratificou-a em 12 de outubro de 1984'

4. ProteEáo d'os Bens Culturais.

os protocolos Adicionais (de 1977) ns convengóes de Genebra de

1g49 contém duas disposigóes voltadas diretamente á protegáo dos bens

culturais em caso de conflito armado: o artigo 53 do Protocolo I e o

ártigo 16 do Protocolo IL No entanto, o instrumento mais importante

paxa a protegáo dos bens culturais (tida esta como de interesse inter-

nacional, transcendendo as fronteiras dos Estados) é u Convengáo dc

Haiadelg54paraaProtegáodeBensCulturaisenrCasodeConflito
Armado (contendo um Regulamento de Execugáo.como parte integrante'

assirn como um Protocolo em anexo) 4:r. Pela plesente convengáo, as

partes contratantes se comprornetem a salvaguardar', por providéncias

que considerem apropriadas, os bens culturais contra os efeitos previsí-

veis de um cónflito armado, assim como respeitar e ploteger os llens

{2 A Roberts e R. Cuelff (ed.), op. cit. supra n. (2), pp. 377-378; Stockholm

International P"a"" R.seur.h Instiiute'(SIPRI), op' cit' supra í' (40)' pp' 40-41

e 62-63.- -- 4a Cabe também uma referéncia a outro instrumento, a- Convengáo concernente

á frotefao .1" p"tri-¿"io Mundial, Cultnral 
- 
e, Natur:ü, adotada pela Conferéncia

Geral dá UNESCO em 16 de novembro de 1972'
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culturais situados em seu próprio território e no de outras partes con-
tratantes.

A supervisáo da implementagáo da Conv'engáo é confiada i UNESCO
(dado o mandato a esta atribuído por sua própria Constituigáo)" e tal
mandato tem sido desenvolvido e precisado pela própria prática sob a
Convengáo. A Convengáo de Haia de 1954, inspirada 'nas Conveng6es
de Genebra de 1949, apresenta características e terminologia similares ás

destas últimas, e retoma solugóes nestas consagradas (".g., o sistema de
poténcias protetoras - artigo 2I. O sistema de controle da presente
Convengáo compreende trés elementos (agentes): um comissário geral
para os bens culturais (exercendo missáo essencialrnente imparcial e in-
ternacional), representantes para os bens culturais, e delegados das po-
téncias protetoras (estes dois últimos representando as partes em conflito
e assegurando a defesa de seus interesses respectivos) aa.

A presente Convengáo (:e Regulamento de Execugáo), que entrou
em vigor em 7 de agosto de 1956, teve ampla aplicagáo, a partir de
junho de 1967 e no decorrer de 1968, no conflito árabe-israelense4b.
O Brasil aderiu á Convenqáo de Haia de 1g54 em 12 de setembro de 1g58.

VII . Pronunoiamentos Recentes do Brasil

Dados os avangos consideráveis, nos irltimos anos, do direito inter-
nacional humanitário, caberia aqui passar em revista os pronunciamentos
recentes do B¡asil sobre a matéria. Com efeito, podem-se detectar e des-
tacar alguns, pontos de üsta sustentados pela Delegagáo do Brasil em
matéria de direito internacional humanitário tanto no decorrer da con-
feréncia Diplomática de Genebld de 1974-1977 quanto hos debates perti-
nentes no ámbito da VI Comissáo da Assembléia-Geral das Nagóes Uni-
das. Comecemos pela Conferéncia Diplomática sobre Direito Humani-
tário (Genebra, 1974-1977): ponderou ali a Delegagáo do Brasil que
os projetos dos dois Protocolos Adicionais, ao se ilestinarem a tornar o

aa H. Saba, "L'UNESCO et les droits de I'homme", Les dimensiuts intefltntio-
Mrles d.es ilroits de I'homme (ed. K. Vasak), paris, UNESCO, 1978, pp. ü9-4gg; !.
Toman, "La protection des biens culturels dans ies conflits ut-'éj -it-rt"tttuüonaux:

cadre juridique et institutionnel", i)tudes et essais sar l¿ Drodt intemational huma-
nüatue et .s1t't 19! principes tle la croir-Rouge -on l'honneur ile leon ',pictet (ed ch,
Swinarski), Cenüve/La Haye, CICR/Ir{. Nijhoff, 1984, pp. 559-5g0.a5 Cf., e.g., o relato de H. Saba, op. cit. *¡tro i) (44), pp. 4g5-4gg.
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tratamento de vítimas de conflitos ¿rrmados m¿ris hunl¿no, haveriarn de

"corresponder a princípios univers,almente aceiiáveis" na medida e¡r que

"refletissem a consciéncia da comunidade intelnacional". Haveria, assin-r,

que evitar a insergáo de dispositivos contlovertidos, de modo a lacilitar

o maiol- número possivel de adesóes dos Estados aos Protocolos e su¿

plena e eficaz aplicagáo nu.

No decorrer da Conferéncia, insistiu tr Delegagiro do Brasil na ne-

cessidade de convocagáo de uma Conferéncir especial (de especialistas

governarnentais) pala o estudo prioritár'io de armas inccncliár'ias com

.lrirtu, u sua proibiqáo ou restrigóes de seu uso 47, -o que veio a scr objeto

de regulamentaqáo, como já visto, pela Convenqáo de 1980 sobre a ma-

téria. Ademais, ao ressaltar a necessidade de "clarificar cluestóes de subs-

táncia" inerentes ao problema das reprosálias, a Delegagáo do Brasil

invocou o princípio consagrado Iro artigo 60 (5) da Convengáo de Viena

sobre o Direito dos Trataclos de 1969, segundo o clual ti possibilidade de

uma parte a um tratado tomar ccrtas medidas em caso de violagáo do

tratado por outra parte náo sc' aplicava aos "dispositivos re,lativos á pro-

tegáo da pessoa humana contidos em trat.ldos dc caráte¡: humanitário'

em particular aos dispositivos que proíbrrm qualquer forma de represáIias

contra pessoas protegidas por tais tratados" a*.

No transcorrer da, Conferéncia Diplomática explessou a Delegaqáo

clo Brasil, igualmentc, suas preocupagóes' Em seu modo de ver' o projeto

clo protocolo LI só poderia vir a ser aplicáve1 se a parte contlatante

estivesse satisfeita que ¿rs condigóes' nelc-: mencionadas tivessem sido

cumpridas, e se sua aplicabilidacle fosse leconhecida tarnto pela paltc

contratante em cujo territói'io se consiclefava oxistir o conflito al'mado

quanto pela parte advc,rsa ]fi. Ademais, a ccrta altura clos debates sobre

o protocolo I. a, Delegagáo do Brasil, reiterando scu "apoio ¿ros povos em

Iuta co¡tra a dorninaqáo c'olonial, lr ocupilqáo estrangei¡a e regimcs

racistas, no exercício do direito legítimo á autodeterminagáo", externou,

no entanto, sua preocupaqño de que "os clispositivos relativos á identifi-

cagáo de combatentes náo eram suficientemente claros p¿ira assegular

40 cit. in A.A. Canqaclo Trindacle, Repertório du Ptó.tica Brasileiru tlo Direito

fntemo"ionol, iúlrlt"o tp"ri.¿" 196l-198í), drasíli¡. FUNAG, 1984, p. 331 .

+i In ibid., p. 332.
a$ Cit. in íbid,., pp..332-333.
1s In ibid., pp. j3j 3:i4.
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que a populagño civil seria protegida dos riscos inevitáveis quando náo

fosse possível identificar sem margem de erro os er-rgajaclos e'rn ativid¿r-

des militares" 50.

Também no ámbito da VI Comissiro da Assembléia Gelal das Nagócs

Unidas encontramos pontos de vista esposados pela Delegagáo do Brasil.
Assim, após ref'erir-se, nos debates de 1976 da VI Comissáo aos pro-
gressos alcangados na Conferéncia Diplomática de Genebra entáo em

curso 51, a Delegagáo do Brasil, nos debates Ce 1977 da VI Comissáo,

fez pronunciamento em que recordou os desi:nvolvimentos históricos do

direito internacional humanitário e expressou votos de "pronta aceitagáo'
pelos Estados dos documentos aprovados n¿r Conferéncia Diplomática
de Genebra 52. Dois anos após, ao relata¡ os debates d¿ VI Comissáo

sobre o item 110 -"Situagáo dos Protocolos de Genebra sobre Direitos
Humanos em Conflitos Armados"-, em qlue náo pronunciou intervengáo,

a Delegagáo do Brasil náo obstante registrou "a impressáo de que, muito
possivelmente, o número limitado de ratificagóes ldos dois Protocolos]

até agora depositadas é mais consequéncia da lentidáo de processos in-

ternos do que de uma dclberagñ,o de náo se tornar parte dos Protocolos" ss.

Nos írltimos anos, ¿L Delegaqáo do Brasil novamente voltou sua aten-

gáo ao tema ocasiáo dos debates da, VI Comissáo sobre o Projeto de Có-

digo de Ofensas contra a Paz e a Segulanga da Humanidade. Já em 1980

r Delegagáo do Brasil defendeu ¿r necessidadc de tornar o Projeto mais

preciso, inclusive mediante a indicagáo de criiérios para determinar que

atos deveriam ser considerados '"uma ofensa nos tertnos do futuro Có-

digo" t''' cinco anos dcpois, náo hesitou em expressar a "esperanga" de

qtre "os conceitos de ci'imes contra a paz, crir-nes contra a humanidade e

;" Cil. 'tr iÜi¿l.. p. 333.tl NItlE, Relatárío da Delegagáo do Brasil ¿ XXIJ Sessúo ¿Ja Assembleia Gerul-
Trabull¡a,s cla Vl Conntsao (1976). N.Y., 1977, pp. -1-6 (itenr lll: "Respeito pelos
l)ileitos llum¿rnos enr Conflitos Arnrados") (mimeografado, cilculagáo interna).

5:r LIRE, Ilelalórío cla De.ega,g(to do Brasil A XXXU Sessdo da Assembléia Ceral -
'frabalhos d.a VI Con¿issuo (1977), N. Y., 1977, pp. 10-11 (item 115. "Respeito pelos
Dircltr¡s Ifurr-irnos en Conflitos Arnaclos") (mirreografado, circulaqáo interna).

;:r N{RE, Relntórío d,o Delegagr.lo do Brasil d XXXIV Sessüo de Assembléia, Geral -
'Irabalh.os da YI Contissno (1979), N. Y., 1979, p. 40' (mimeografado, circula-
t:¡1o interna).

;1 I\{RE. Ilelctórit> rla Dele¡pgrio do Brasil d XXXV Sessdo da Assembléia Ge-
rul - Tralnll¿c¡s clo VI Contiss,id (1980), N. Y., 1980, pp. 34-35 (iten 102) (mi-
rrreografarlo, circulaqáo it¡terna ).
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crimes de guerra fossem levados em conta na prepar'agáo do Códigd'¡¡.
Em 1986 foi mais além: afirmou a Delegagáo do Brasil, nos debates da
VI Comissáo, que, "rstione mate'riae, o Código deveria cobrir apenas
crimes de naturaleza bastante séria recaindo sob uma das trés categorias:
crimes contra a paz, cri'mes contra a humanidade e crimes de guerra" 5c.

Acrescentou a Delegagáo brasileira inter alía que a excegáo ora contem-
plada das represálias (á responsabilidadc criminal) estava felizmente
sujeita a condigóes estritas 57.

Tambépr no plano regional pronunciou-se o Brasil recentemente sobre
a matéria. Por ocasiáo da XVI sessáo ordinária da Assembléia Geral da

Organizagáo dos Estados Americanos (OEA), figurou o Brasil dentre os

países que defenderam a inclusáo do tema "Apoio ás Atividades do Co-
mité Internacional da Cruz Vermelha" (CICV) n aag;enda derAssembléia

Geral 5e e co-patrocinou mogáo que resultou na resolugáo AG/RES. 825

(XVI-0/86), aprovada em sessáo plenária da Assembléia Geral em 15 de

novembro de 1986, intitulada 'Apoio ás Atividades do Comité Interna-
cional da Cruz Vermelha". A referida resolugáo, apos recordar que hoje
"todos os Estados membrós" da OEA sáo partes ás Convengóes de Ge-

nebra de 1949, reiterou o reconhecimento daqueles Estados ao "trabalho

humanitário" do CICV e instou os Estados membros da OEA a que

continuassem apoiando e facilitando o labor humanitário do CICV 6e.

Enfim, €m recente nota divulgada pelo Itamaraty sobre a assinatura,

pelo Brasil, em Washington, em 24 de janeiro de 1986, da Convengáo

Interamericana para Prevenir e Punir a Tortura, destacou-se o fato de

esta Convengáo obrigar os Estados, partes a prevenir e sancionar a tor-

tura em qualquer de suas formas, "náo se admitindo como justificagáo

circunstáncias tais corno estado de guerra, est'ado de sítio ou de comogáo

55 U.N./G.A., Summarg Records of the Síxth Comnnittee (1985), doc. A/C.
6/40/5R.35, de 18.11 .1985, p. 3, $ 7.

56 U.N./C.A., Summarg Records of the Sixth Committee (fS86). doc. L/C.
6/41lSR.39, de 17.11.1986, p. I, s 31.

57 lbid,, p. ll, s 38.
58 Cf. OEA, doc. OEA/Ser. P-AG,/doc. 2029/86, de 01 .10.1986, pn. III-N

e l-2; doc. OEA,/Ser P-AG/doc. 2024/86' de 10.11.1986. p. 15.
69 Cf. texto in: OEA, XVI Período Ordintirio de Sesióes da Assembléüt' Geral

(Guatemala, 1986) - Atas e Doaumentos, vol. I, doc. OEA/Ser. P/XVI. ) . 2, de
17.12.1986,9p. 51-52. - cf. também, sobre a matéria, resolugáo de margo de 1987
do Parlamento Andino, e resolugáo de agosto de 1988 do Parlamento Latino-Ame-
ricano (de apoio Is atividades do CICV) .
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intestina, suspensáo de garantias constitucionais, instabilidade política
interna ou situagóes de emergéncia ou calamidade Pública" 

0o

[/III. Direito Consuetudinári,o

O elenco das convengóes acima revistas (tanto as que compóem as

vertentes dos chamados "direitos de Haia" e "direito de Genebra" quanto

as concluídas, nos últimos anos - srrya) náo há de obscurecer o fato de

que a evolugáo do direito interrracional humanitárío tem transcendido o

ámbito do direito inte.rnacional convencional. Tem aqui ocorrido tambén

uma evolugio consuetudinária, apontando no sentido da expansáo da

protegáo devida ás vítimas de conflitos armados e de outras situaqóes

equiparáveis provocadas pelo homem. Trata-se de um ramo do direito
especificamente oolta.d,o ás aítimas e á extens,áo ou ampliagáo dos prin-
cípios básicos norteadores da protegíio que lhes é devida.

Recorde-se que, no julgamento de 1946, coube ao próprio Tribunal
de Nuremberg ponderal significativamente que "o direito de guerra há
de ser encontr.ado náo apenas em tratados, mas nos costumes e práticas
dos Estados que gradualmente obtiveram reconhecimento universal, e

nos princípios gerais de justiga aplicados por juristas e praticados por
tribunais militares. Este direito niro é estático, üras por adaptagáo con-
tínua segue a.s necessidades de um mundo em mutagáo. Na verdade, ern
rnuitos casos os tratados nada mais fazem do que expressar e definir
para referéncia mais precisa os princípios de direito já existentes" 6r.

Observou ainda o Tribunal de Nuremberg que, cluando da eclosáo da II
guerra mundial em 1939, as regras (de combate terrestre) contidas na
(IV) Convengáo de Haia de 1907 eram "reconhecidas como sendo decla-
latórias das leis e costumes da guerra" 6e. Por conseguinte, os princípios
e regras consagrados no Plotocolo Adicional I de 1977 (ás Convengóes
de Genebra de 1949) idénticos aos daquela Convengáo de 1907 e a
outras regras do direito internacional consuetudinário "teráo ipso facto
o efeito de direito internacional costumeiro" 6:r.

00 Cit. in MRE, Posicd¿s Brasileira.s
Brasília, 1986, doc. ARQ: I{260 - pág. I

81 Cit. in L.C. Green. International
N.Y., Stevens/Oceana, 1970, p. 722.

62 Cút. tn ibid., p. 726.

em Política Erterna - Repertório, MRE,
( mimeografado. circulaqáo interna ).
Lau througll the Cases, 3a ed., London,'

c:t L.R. Penna, op. cit, infra n. (71 ), p. 210.
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Poder-se-iam invocal aqui algunas ilustragóes desta cvoluqáo con-
suetudinária. O sistema das poténcia.s protetora.s, por exemplo, surgiu do
costume e desenvolveu-se pela prática, para só depois ser incorporado ás

Convengdes de Genebra de 1929 e 1949 6a. A competéncia dos Estado.;

de punir índivíduos por crimes de guerra, a despeito do siléncio das

Conveng6es de Haia de 1899 e 1907 sobr€ guerra terrestre accrca da
responsabilidade individual criminal (por violagóes dos regulamentos
anexos) foi reconhecida e aceita pelo costume, sem que se considerasse

necessária confirmagáo por meio de tratado 45. Há uma interagáo entre
costume e tratados (esfes dando precisáo áquele, de modo geral) nas

regras de combate (e.g., poupar inimigos capturados e populagáo civil
inimiga); com efeito, os princípios e regras sobre a proteqño geral da

populagáo civil fazem parte do direito internacional tanto convencional

quanto consuetudinário 66.

Tem-se argumentado que, com a conclusáo do Protocolo de Gene-

bra de 1925, a proibigáo do uso de meios de combate químicos e bacte-

riológicos infiltrou-se também no corryS do direito internacional consue-

tudinario 6?. Na mesma linha, tem-se também argumentado que com ¿1

conclusáo da Convengáo de Haia de 1954 seus dispositivos substantivos

atinentes á protegáo da propiedade cultural passaram a integrar igual-

rnente o direito internacional costumeilo q¡r. Náo há de passar desperce-

bido que o propósito da celebrada "cláusula Martens" -constante do

preámbulo da (Iv) convengáo de Haia de 1907 sobre guerra terrestre,

e repetida no preámbulo da Convengáo sobre Proibigóes ou Restrig6es

ao Uso de Certas Armas Convencionais de 1980, e reiterada, em versáo

modíficada, no artigo comun 63/62/L42/L58 sobre denúncia ($ a) das

Conven$es de Genebra de 1949- é precisamente o de salvaguardar a

observáncia de obrigagóes derivadas do direito consuetudinário, dos prin-

cípios de humanidade e ditames da consciéncia pirblica, e a aplicagáo

continuada -o concomitante com a das Convengóes em questáo- de todo

o corpus do direito costumeiro (pré-existente); seu propósito é, em suma

6a F. Kalshoven, op, cit. sltpra n. (36), p. 62.
ao Iüd., p. 67.
6B lbid' pp. 7 e 104.
s7 lbid., p. 30.
88 IUd' p. 37.
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e em ílltima ftnálisc, o dc estender ¿\s rc'gr¿-- costunleir¿rs pré-existentes
pleno reconhecinento e salvaguardai' sua aplicaqáot*,.

com c{eito, grande parte dos dispositivos dos protocoros Adicionilis
de 1977 ás convengóes de Genebra de 194g, e notadamente clo pro{ocolo
I, "é simpiesmentc uma codificagño de regi.as pré-cxistentes do clireito
internacional costumeiro"?o. Assirn, e.s., ¿r norma fundamental consa-
graca no artigo 35 do Protocolo I, pela qual o direito de escolher métodos
ou meios cle combate náo é ilimitaclo e ficam prohibidas armas (|re causern
sofrimento supérfluo ou desnecessário, é incubítavelmente uma reafir-
magáo do direito internacional consuetudinário, tal como sustentado na
co'feréncia Diplomática de Genebra quando da adogáo por consenso
do artigo ?1. Tambérn o artigo 45, relativo ao {l.atamento de pcssoas que
caem ern poder da parte adversária, codifica o direito internacional cos-
tumeiro sobre a matéria ?:. o mesl'o se aplicl ao desenvolvimento (con-
vencional) de regras relativas ü protegáo da populagáo civil: na confe-
réncia Diplomática de Genebra houve Delegagóes que sustentar.arn ex-
pressamente que, e.g., os dispositivos do artigo 51 constituem uma reafir-
magáo ou codificagáo do dü'eito internacional costumeiro a respeito ?ir.

Da mesma forma, o artigo 59 (1), adotado por consenso, reflete as regras
costumeiras relativas á proibigáo de ataqucs a cidades ou áreas inde-
fensas 7a. Outros exemplos, de dispositivos Co mesmo género do proto-
colo f, poderiam ser citados, tais como, inter a\ia, os artigos 38, 39, 40,
4I, 54, 73 e 76-781i.

Ainda outra ilustragáo é fornecida pela assergáo do direito de inrl-
ciativa humanitária ?tJ do Comité Internacional da Cruz Vermelha: muito
antes da aprovagáo dos Estatutos da Cmz Vermelha Internacional pela
Conferéncia rnternacional reunida em Flaia em 1g28, nos quais t¿rl direito

6e G. AbiSaab, o'p. cit. supru, 17. (12), pp. 274-275.
70 F. Kalshoven, op. cit. \apra n. (3€), p. 7i.
71 L. R. P-enna,'Customary l*temational Law and protocol I: An A'alysis of

so¡ne Provisíons", studies and, Essays on Internatiottal Hunwnitarian Law and RecL
cross Principles in Honanr of Jean Pictet (ed. ch. srvinarski), Geneva,/The Hague,
ICRC/NÍ. Nijhof{, 1984, pp. 210-2}1.

¡¿ lbid., p.; 216.
7'¿ Cf. ibid., pp. 2t8-Q20.

74 lbid., p. 222.
75 lbíd., pp. 2Il-2L2 e 2ZL-224.
76-Hoie consagrado náo só nos Estatutos da Crvz Verrnelha Internacional (ar-

tigo VI, especialmente S Sg) como também no artigo 3 comum is Convengóes de
Genebra de 1949.
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foi consagrado, o Comité Intern¿rcion¿rl da Cruz Verrnclha já havia, na
prática, exercido o direito de iniciativa humanitária que, "em nunerosas
situagóes, foi reconhecido pelos Estados, n¿ auséncia de qualquer dispo-
sigáo de um tratado internacional TT. A constante busca de mais ampla
proteqáo ás vítimas tem na prática inspirado e motivado o desenvolvi-
mento das distintas modalidades de aplicagáo do direito internacional

humanitário, nño raro transcendendo os limites formais deste.

Em nossos dias, vem o Comité Internacional da Cruz Vermelha anr-

pliando ainda mais o ámbito de sua atividade protetora, com base e'nt

princípios do direito internaci;onal humani,tário e nd,a nas ContsenEóesi dt;

Cenebra, estendendc¡-a a prisioneiros ou detidos políticos, mesnro quando

náo estejam estes aprisionados em decorréncia de um conflito armado

rnas de outra situaqáo gerada pelo homem (repressáo política, distúrbios

e tensóes internos) 78. Ainda que, no sentido formal, as Convengóes cle

Genebra e seus Protocolos Adicionais náo se apliquem diretamente a

situagóes que náo sejam de conflitos arnrados, a evolugáo do direito

internacional humanitário como um todo teñr se caracterizado por sua

adaptagáo ás necessi.dod,es d¿ protegdo, pela concepgáo de novas regras

e procedimentos de protegáo posteriormente cristalizados em instrumen-

tos internacionais. A evolugáo do exercício da protegáo humanitária, di-

tada em última análise pelas necessidades reais das vítimas, tem se orien-

tado nq sentido da ampliagáo do ámbito de aplicagáo, "se náo das regras,

ao menos, dos princípios de direito internacional humanitário", de modo

a abranger situagóes -como as acima referidas, de repressáo política, ou

distúrbios e tensóes internos- que ainda náo figurarn formalmente neste

ramo do direito 7e.

Trata-se, em sllma, de um domínio do direito clara e diretamente

voltado á situaqáo e protegáo das vítimas, -residindo aqui uma das

afinidades entre o direito internacional humanitário e a protecáo inter-

77 Ch. Srvinarski, o1.r. cit. supra n. (6), p. 62, e cf. Fp. 60-62.
78 lL Gros Espiell, "Derechos Hurnanos, Derecho Internacional Humanitário

y Derecho Internacional de los Refugiados", Etud.es et essais sur le Droü intenta-
tíonal humanitaire et sur les princi.pes d,e la Crua-Rouge en l'honneur de lean Piaet
(ed. Ch. Sr.vinarski), Genéve/La Haye, CICR/M. Nijhoff, 1984, p.707.

?e Ch. Swinarski, op. cit. supra n. (6), p. 58.

i4



A:.IUARIO ÁIiGENTINO l)E DERECHO INTERNACIONAL

nacional dos direitos humanos Fo. Nño raro os plogressos na iniciativ¿
humanitária tém sido alcangados pela própria prátíca, pelos usos e cos-

tumes de aceitagáo internacional, estendendo a protegáo humanitári¿
mais além dos limites formais de seu ámbito de aplicngáo 81. Nos casos

acima aludidos de distúrbios e tensóes internos, assume particular impor-
táncia a simultaneidade de aplicagáo do direito internacional humanitá-

rio -em seus mais recentes desenvolvimentos- e dos instrumentos de

protegáo internacional dos direitos humanos p2; nos casos de conflitos
armados (internacionais e náo-internacionais ), a aplicaqáo do direito inter-
nacional humanitário náo exclui necessariamente a dos instrumentos dc:

protegáo internacional dos direitos humanos; e os seres humanos podem

aqui considerar-se protegidos for ambos os sistem¿rs de normas, mesmo

porque é a garantia e protegáo de seus direitos básicos que fundamentam
em última análise a existéncia de ambos os sistemas s':],

IX. Obseroagóes Finais

A génese, formagáo e -nos últímos anos- marcante evoluqáo do

direito internacional humanitário, em que se tem sempre feito presentc

o Brasil, náo háo, porém, de obscurecer a ¡ealidade de que ainda resta

um longo caminho a percorrer: bastaria, por exemplo, aqui lembrar que

nenhum dos tratados de direito humanitário srn yigor (nem tampouco

as supracitadas Convengáo sobre Proibigóes ou Restrig6es de Armas Con-

vencionais de 1980, como o própio nome sugere, Convengño sobre Proibi-
gáo de Armas Bacteriológicas de 1972, Convengño sobre Proibigáo de

80 Sobre os pontos de contato entre o direito humanitário e a proteE'áo inter-
nacional dos direitos hu.rnanos, cf . A.S. Calogeropoulos - Stratis, Droit hu"manitaire
et druts d.e I'honme - La protection d,e la personne en période ile conflit armé,
Genéve,/Leiden, IUHEI/Sijthoff, 1980, pp. 21-239; Eric David, "Droits de I'homme
et droit humanitaire", Mélanges Fernand Dehousse, vol. I, Paris/Bruxeües, F. Na-
than/Ed. Labor, 1979, pp. 169-181. A questáo é também abordada no presente livro
de Christophe Swinarski (parte I, segáo 8). - Sobre a evoluqáo da nogáo de vítima
na protegáo inte¡nacional dos direitos humanos, cf. A.A. Cangado Ti'indade, "Co-
Existence and Co-ordination of Mechanisms of International Protection of Human
Rights (At Global and Regional Levels)", 2o2 Recueil des Cours d.e I'Académie de
Drolt lnternati.wral (1987) pp. 214L2, esp. pp. 2.13-299.

81 Ch. Swinarski, op. cit, supra n. (6), p. 58.
82 lbid., p. 67. - E ct. infra.
E3 I{. G¡os Espiell, op. cit. &tpra n. (78), pp. 706 e 7I7.
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\lodificagio Ambierrtal palr] Fins Nlilit¿u'es ou Hostis cle 1977) tlata

cspecificarncnte dir questáo das irrmas nuclcar-es !r'

A esse respeito, uáo é outl¿r a realiclade também no plano do dircittr

internacional consuetudinário. Como bcm obscrvado pelo Juiz Petrén, em

sua explicagáo de voto no caso dos T¿sfes Nucleares (opondo a Austrália

)r Franga) per¿ute a Corte Intet'nacional dc'Justiga em 1974, embora náo

se putiesse constatar a existéncia de uma regra de direito internacional

costumeilo que proibisse os Estados de re¿rlizar n¿r atmosfera experiéncias

com armas nucleares capazes de provocar contaminaqiro radioativa no

território de outros Estados, se um E'stado se abstivesse de realizar taís

experiéncias baseando na "convicgáo de que tais experiéncias sáo proibi-

clls pelo direito internacional costumeiro, a atitude daquele Estado cons-

tituiri¿r unt elemento n¿r formaqáo de tal costume" ¡'5. A Corte Interna-

cion:rl clc Justiga perc]eu, no cxso, ulna oportunidade histórica de pronun

c.iar-se sobre a matér.ja (ao cvitar uma decisáo cluanto ao mérito), dei-

xando lamentavelmente a cargo dos próprios Est¿rclos decidir no futulo

sobre cle que modo resolvel questóes atinentes ao desenvolvimento de

arrn¿ls nucleares rti. É esta hoje uma grave omissiro ou deficiéncia que

cabe ao direito internacional humanitário, como ao próprio direito inter-

nacional público, sanar,

Ter-sc-á igualmcrnte logrado considerhvel progresso no dia em que

se tiver conseguido a elaboragáo, no dirc-'ito internacional hurnanitário

coüto no próprio direito internacional público, fls ¡6:$ras pl'ecisas e con-

sagradas no direito internacional convencional soble a Iespol]sabilidade

dos Estados (e de pessoas privadas). No tocante ao direito internacional

hunanitário (responsabilidade por violagóes das lcis c costumes <'la gut-

rra), tal elaboragáo poderia desenvoiver-se a paftir', €.g., de elementos

conticlos na Convengito sobrle a ,Imprescritibilidade dos Crimes de Guerra

ni4 Cf., e.g., H.N{cyrowitz, "La stratégie nucléaire et Ie Protocole Additionnel

I n.,r Cnn.,"otlnns de Cuí¿u" ,le t94g", 8i' Rextte générale de D¡oit intemational

lrrii1" (tS1e) pp. 905-961; Stockholm Internrtionrrl Peace Research Institute (S[-

IrRI ) , op. cit. supra n . ( 40 ), Frr. l-75 .

rJ5 Explic¿rqáo de voto do Juiz Petr'én, C.LI., caso dos T'estes Nuclearas (Aus-

trália v. Franca), ICI Reporfs (1974) pp' 305-1306'

86 p. I.cllouche, "The Nuclear T¿sf,e Cases: Judicial Silence v. Atomic Blasts",

18 llan;aral International Lat Journol (1975) 'p. 634, e cf. pp' 614-637.
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e dos Crimes contra ¿ Hum¿rnidade dc 1968'li (c1uc entrou cnr vigor enr
11 de novembro de 1970, e até o presente náo foi ratificada pelo Brasil).

Poder-se-ir, ademais, nos próximos :r.nos> intcnsificar tr intci.agáo ri
complementaridade entrc oi direito internacion¿rl humanitário e a pro-
tegáo internacional dos direitos humanos, já realgadas por algumas das
disposigóes dos dois P¡otocolos de rg77 (".rg., as atinentes ás garantias
fundamentais). verifica-se, a propósito, umtr estreit¿r correlagiro entre os
problemas resultantes dos. chamados "distúrbios ou tensóes internos" em
relagáo ao ámbito de aplicaqáo do direito intcrnacional humanitário, e a

questáo dos chamados estados de excegáo ou de emergéncia dentro do
ámbito de aplicagáo da protegáo internacicxral dos direitos humanos'r8.
Náo só esta última, como também o direito intemacional humanitár'ir,r
háo de lirnitar e condicionar as possibiliclades cle utilizagáo de tais insii-
tutos de excegáo previstos pelo-direito constitucional interno $r'.

Já nio pode haver dúvida quanto á aplicabilidade das nolmas sobre
a protegáo internacional clos direitos hunrirnos errl casos dc con{litos ¿rrrn¿r-

dos, tal como explessamente reconhecido por resolugócs da Assembléir
Geral das Nagóes Unidas (e.g., resolugito A/2675 (XXV) de 1970 e reso-

iuqóes subsequentes); como maior razáo impor-se-ia sua aplicagño, jun-

tamente com as das normas de direito internacional humanitário, nos

casos de "distúrbios ou tensóes internos" (e. g., ao garantirem, umas e

outras, a protegáo míni,ma a ser estendida ás llessoas privadas d'e sua

Iiberdade) eo. Configurad¿r ¿ aplicabilidadó de ¿rmbos os conjuntos dc.

¡j7 A esse plopósito, Blisl-rchcnko desiaca, além cl¿r cit¿id¿r Cc¡nvenqño de 196E,
os dispositivos pertinentes das quatro Convengóes de Genebra de 1949, e dos dois
P¡otocolos Adicionais de 1977, a Conveng:io sobre ¿r Plevengáo e Punigáo do Crime
de Genocídio de 1948, e a resolugáo 95 (I), de 11 de dezembro de 1946, da Assem-
bléia-Geral das Nagóes Unidas (confirm¿ndo o reconhecimento pela maioria clos Es-
tados dos princípios do clireito intemircion¿rl ci¡ntidos n¿r Cart¿r do Tribunirl de Nu-
remberg); cf. LP. Blishchenko, "Responsabiliti: en c¿rs de violations clu Droit in-

ternational humanitaire", Les ditnensíons ónter¡tationales du Droit humanitaire, P*
ris/Genéve, Pédone,/UitJESQQ/Inst. H. Dunant, 1986, pp. 327-343.

88 H. Gros Espiell, 11. Piza e D. Zovatto, "Los Est¿¡dos de Excepción en Ameri-
ca Latina y Su Incidencia en la Cuestión de los Derechos Humanos en Casos de
Djsturbios Internos", Seminurio sobre 'Problenta.g Humuni.tarios A de Derechos Hunto-
nos en Casos de Disturbios lnternos', Ruenos Aires, 1985, pp. 6 e 30.

8e lbid., p. 6, e cf. p. 33.
1)o A. Eide, "Trotrüles et tensions iuté¡ieurs", I'es tlünensions internutionales du

tlroit humanitaire, P¡tís/Genr)r'e, Péclone/UNESCO,/Inst. H. Dunant, 1986, pp. 283.
291 e 295.
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normas em situagóes dt: "dis.túrbios ou tensóes internos" acarretaria ela
cm consequéncia uma tendénóia á expansáo da protegáo devida.

Embora, no tocante ao direito intemacional humanitário, náo tenha

o Brasil, como iá indicado, até o presente chegado a uma decisáo quanto
a possível adesáo aos dois Protocolos de 1977 (supra), em relagáo á pro-
tegáo internacional dos direitos humanos tomou s'ignificativamente a de-

cisáo, em outubro-novembro de 1985, de aderir aos dois Pactos das Nagóes

Unidas de Direitos Civis e Políticos, e de Direitos Económicos, Sociais

e Culturais (de 1966), ass.im como, i Convengáo Americana sobre Direitos
Humanos (de f969); desde entáo e até o presente (outubro de 1988)
encontram-se aqueles trés tratados gerais sobre direitos humanos no Con-
gresso Nacional para aprovagáo, e postcrior ratificagáo pelo Governo bra-
sileiro. Tal decisáo já se impunha h¿i muito tempo, por náo haver qualquer
argumento de cunho verdadeiramente jurídico que justifique a náo-adesár.¡

do Brasil áqueles tratados sobre a protegáo internacion:rl dos direitos hu-
manos e1. Um r€exame da atual indefinigáo do Brasil, com vistas a sua

possivel adesáo aos Protocolos Adicionais de 1977, estaria em linha de

coeréncia com posicóes anteriores em matéria de direito internacional

numanitário (supra) ¿ssim conro conl ¿l lecente clecisáo de adesáo aos

trés tratados gerais supracitados sobre protegáo internacional dos direitos

humanos.

A interagáo e a complementaridade entre o direito internacional hu-

m¿nitário e a protegáo internacional dos direitos humanos -mormentc
nos chamados "disturbios ou tensóes internos" constituem um processo

dinámico, que tenderáo ainda mais á expansáo da protegáo devida na

medida em que um e outro se aperfeigoarem. Assim, por exemplo, no

que tange aos mecanismos de protegáo internacional dos direitos huma-

nos, voltam-se hoje as atengóes clos especialistas parzr, e.9., o fortaleci-

mento e a eventual ampliagáo do núcleo dos direitos inderrogáveis e o

e1 Em defesa da pronta adesáo do Brasil á<¡ueles trés tratados, cf. A.A. Can-
gado Trindade, "Direitos e Garantias Individuais no Plano Internacional", Didrio da
Assembléia Nacional Constítuinte - Atas das Comissóes, Brasilia, vol. I, supl. No 66,
1987, p. 111, e cf. pp. 109-115. Para os argumentos que serviram de base á inicia-
tiv¿r decisáo do Brasil de ¿¡desáo iqueles trés tratados, cf.: Parecer do Consultor Ju-
rídico do M.R.E., Professor A.A. Cangado Trindade, "O Brasil e a Protecáo Inter-
nacional dos Direitos Humanos: Fundamentos Jurídicos para o Reexame da Posiqáo
clo Brasil", Parecer CJl01, de 16 agosto de 1985, pp 1-62, cif. in Ministério das
Relirsóes Exteriores, Relatórío - f985, pp. 133-134.
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tevantamento das reserv¿rs de coo¡den¿(:áorr:: conlo vias dc se logral o
s€u aperfeigoamento.

]á no tocante ao direito internacional hum¿rnilário, as atenqóes dos

especialistas voltadas hoje para, e.8., a questáo dos dis.túrbios ou ten-
sóes internos tem uma explicagáo: a aplicagáo dos princípios do direito
internacional humanitário em tais situa@es de distúrbios ou tensóes in-
ternos transcende o ámbito de aplicagáo das normes das ConvenSes do

Genebra de 1949 e dos Protocolos de 1977. O CICV tem aqui atuado,
por analogia com sua agiro de base conaencíonal em protegáo aos civis
e prisioneiros de guelra, baséado enl sLto própia prática (resultante de
.seu direito de iniciativa), nos Estatuto.s da Cruz Vernrelha Inte¡nacional
(de f92B er 1952, especificamente o artigo VI (5) " (6), e em sucessivas

resolugóes de Conferéncias Internacionais da Cruz Vermelha e3; tem,
assim, estendido protegáo a pessoas privadas de sua liberdade em razáo
de detengáo ou outras medidas tomadas c¡m virtude de estado ou leis
de excegáo. Ocorre que, neste ¡iarticular, náo h), que p¿¡ssar despercebido
que as convengóes sobre direitos humanos voltam-se á proteqáo dos

direitos consagrados em situagóes, de "normalidade", e tanto é assim que

contém cláusulas de derrogagáo (exceto e,m relaqáo ¿r um núcleo míniuro
de direitos inderrogáveis) em momentos de crise institucional; donde a

questáo que hoje sc. levanta da conveniéncia ou propriedade de um ins-

trumento específico a reger as situagóes dc distúrbios ou tensóes internosl)4.

Cabe, enfim, ponderar, no plano propriamente do direito conven-

cional, que, enquanto as Convengóes de Genebra de 1949 alcangararn it

virtual universalidade de aplicagáo, obrigancio hoje 166 Estados Partes,

busca-se hoje -como parte do trajeto a percorrer- sensibilizar o maíor

número possível de Estados para tornar os Protocolos de 1977 (que hoje

ee Cf., para um estuclo detalhaclo e etu¿lizldo, A.A. Crrngado Tlirdade, "Co.
Bxistence and Co-ordination of N{echanisr¡s of International Protection of Humar¡
Rights (At Global and Regiorral Levels)", 2O2 Recueil d,es Cours de I'Académie tle
Droit International (}1aia) (1987) pp. 2I-412, esp. pp. 75-90 and 169-189.

eB Cf. International Committee of the lled Cioss, T/r,e lnternatiorutl Comnittee
of the Red Cross and, Internul Disturbonces and Ten,sions, Genevn, ICRC, 1986, pp.
3-36; Rosemary Abi-Saab, oyt. cit. su,pro n. (10), pp.75-89, 97-99 e 114-f16.

9a A questáo foi recente.mente objeto central de atenqáo do "Seminário Interir.
mericano sobre Problemas Humanitários y de Derechos Hrrmanos en Casos de Dis-
tu¡bios Inte¡nos", realizado em Buenos Aires, de 1l a 15 de novembro cle 1g85, co-
patrocinado pelo Conrité Intern¿rc'ional d¿r Cnrz Vermelha e pelo Instituto Interame"
ric'ano de Direitos Hnma¡ros.



ANUARIO ARGE¡{TINO DE DBRECI]O INTERNACIONAL

contam com ¿s ratificaEóes ou ¿rdesócs de cc,rcl clc 70 Estados ) um co'tljns

normativo táo próximo quanto possí\'el cla lrniversalidade colllo o' sáo

as: Convengóes de 1949 e5. tr{esmo assim, persiste a brecha cnti'e a adogáo

c accitaqáo de instrunc.ntos convencionais, e sua real aplicagáo nl prática.

Dcpr.eende-se, dessas observagóes dcrradeiras, qllc, a par dos consi-

deráveis desenvolvimentos do direito intcrnacional humanitário nos últi'

mos anos, ainda resta um longo e neccssário caminho a percorrcr. A busca

clo aperfeigoamento e fortalecimentc, do direito internacion¿rl humanitár'io

impóe-se como uma rrecessidader, em sc tratando de um donlínio do

clireito fortemente impregnado do sentimento de humanidade. Subjacente

ao mesmo se encontra, como já bem se ressaltou, o problema fundamental

da procura de um equilíbrio entre o¡j, imperativos humanitários e as

chamadas "necessidades militares" e6, ou -corl-ro já em 1868 proclamado

pelos parágrafos inicial e final cta Declaragáo de Sño Petelsbulgo- da

busca de uma conciliagág entr-e as "necessidades da guerra" e as exigén-

cias da humanidade, em que aquelas devem ceder a estas. sobre este

propósito humanitário paira um obietivo último e predominante: o cl¿

próiriu WeDenQAo dos conflitos al'rnados' cm benefício do género humano

e dos avangos da civilizaqáo.

e; Cf. dados jn: Comité International de la Cloix-Rotge. Ceneoa Conaentiotts of

lz t"irnt-llil ÁA-Ar¡I¡t¡onat Protocols of 8 -lune L977: Signatures,,4atificatians'
Accesúons and Successio;;' ir,ié 30.1. i,rt-túo c1e 1988), doc. INFo/DIF/l/6/Rev'
17, pp. l-12. lvlais precisamente, o Protocolo I conta com 76 Estados Partes' e o

l¡tótoáolo II conr 67 Est¿rdos Partcs; ilrid.. pp. 10-ll- 
r'o p. Kalshoven, oyt. t'it. rupr,, tt. (36), pp. f59-160. e cf ' pp ' 23 c L47 '
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AUTORIDAD VINCULANTE PAIiA LAS NACIONES UNIDAS Y
OTRAS ORGANIZACIONES INTERNACIONALES EN

DETERMINADOS CAMPOS DE LO
F'UNCIONAI, Y TERRITORIAL

FrNN SuysnsrED o

I - Los poderes octuales cle las Nociones (Jnidos y sus limitaciones

La mejor garantía para la pnz lo constituye una organización inter-
n¿rcional con poderes de decísión vinculante y de compulsión militar con-
tril Ia agresión. si sobrevivimos. probablernente, un día tendremos eso.

Las Naciones Unidas son un comienzo, Bajo el sistema de la Carta,
cI Con.seio de Segut'idorl posee ambos dichos poderes v puede ejercerlos
mediante un voto de mayoría calificada (nuevc de sus quince miembros).
Pero el podcl de veto, que le confiere la Carta a las cinco grandes po-
tcnciirs ha impedido al consejo. en nuchos casos, utilizar sus poderes.
NIás aírn, las disposiciones sobre acción militar dcl art. 42 y ssgtes. de la
Carta, no han sido nunca irnpiementadas o rrs¿rdas, A causa del veto.

La Asamblea General puede ton'¡ar decisiones por una mayoría sim-
ple o de dos tercios, ¡, allí no hay poder de veto. Pcro la A.G. sólo puede
r.doptar reconiendaciones no vinculantes para los estados miembros.

¿Cómo podemos conseguir que los estados acuerden abandonar esas

limit¿rciones? N4ás es¡tecíficarnente: ¿Cómo podemos lograr que las gran-
des potencias acepten un poder de decisión vinculante sin veto?.

II - Voto Valorizado

La prirnerra condición para una organización internacional fuerte es

un sistcr¡a de votación más realista.

+ Pl'o{:^sor, Dr. en Derecho, Ulivcrsiclad de Oslo.
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El sistema actual en las Naciones Unidas y en la mayoría de la-.

<rrganizaciones internacionales es: "una nación, un voto", lo cual implica
que un estado de 100.000 habitantes tiene el mismo peso, a través del voto,
(lue un estado de 1.000,000.000 de habitantes. Esto puede resultar aceptablt:

para las recomendacíones, a las que los estados pueden ignorar y a las

que, desafortunadamente, a menudo desconocen. Pero para las decisio-

nes vinculantes, las grandes potencias no admitirían ser sobrepasadas por

el nírmero de votos, es decir por una mayoría cle dos terceras partes de

pequeños estados, como ha ocurrido muchas veccs. El poder de vcto es

un recurso muy arbitrario para evitar ello, ya que, cualquiera de las cinco
grandes potencias, que tomaron parte en Ia fundación de las Naciones

Unidas, posee un clerecho absoluto de impedir la adopción de decisiones

vinculantes, mientras todos los otros grandes estados no poseen mayor
poder a través del voto clue los muy pequeños.

La solución debe ser buscada en el sistema de voto valorizado, eu

<:l que a cada estado se le conceda un poder de voto de acuerdo a su

población, su contribución al presupuesto de la Organización y/o com'
forme a otros criterios de relevanci¿r. No debiera haber más: "un estado.

Lrn voto", sino un sistema de voto vigoroso, en proporción a la población
(u otros criterios), pero a su vez, un comprorniso en este paso: mayor
poder a través del voto para los grandes estados, pero no más derecht¡

cle veto para nadie.

Ya podemos observar este sistema en alguna organizaciones que po-

seen el poder de adoptar decisiones vinculantes.
Así, en dos organisrnos especializados de Naciones Utticlas: el Banctr

Mundial y el Fondo Monetario Internacion¿rl, en los que cada miembro
posee 250 votos, más un nírmero adicional de votos en proporción a srr

cuota-parte en el capital comercial (con algunos ajustes adicionales ert

el caso del Fondo), véase el art. XII, sección 5, relativo a la constituciór'r

del Fondo y el art. V, sección 3 sobre constitución del Banco. Ello otorga,

dentro del Banco, a los Estados Unidos un 19,29 c/o, a los Países Nórdi-
cos un 3,48 % y a Buthan un 0,03 /r.

En las orgatrizociones internacionales que proDeen satélites pu'o la

comunicación húertwcional, tales como INTELSAT, INIvIARSAT y BU-
TELSAT, el voto de los miembros, en cuestiones de importancia, es en

proporción a su parte en el capital de inversión la que, a su vez, es

aiustada regularmente en relación a su utilización del sistcrma (véanse por'
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ej.: la co.vención sobrc INNÍARSAT, del 3 dc setiembre de 1g7g, art.
)4 y el Acuerdo Operativo, de la misma fecha, art, V, los que dispone',
en principio, un límite máxirno del 25 /o para cualquier miembro). EI
tirt. IX, inc. (j) e (i) del Acta Constitutiva de INTELSAT, del 20 d<:

agosto de 1971, establece que, las decisiones de importancia de la Junta
ce ,A,dministradores, deben ser adoptadas por el voto afirmativo de por
lo rnenos 4 administradores (representantes nacionales), teniendo como
lnínimo las dos terceras partes clel total de participación por voto (con-
formc los capitales cle i'versión), o bien, por todos los miembros de la
Junta menos tres, sin tomar en consideración qué participación representan.

Como otro ejemplo, se pueden mencionar numerosos acuerdos co-
merciales internacionales. Así, el acta constitutiva de la Asociación de
Productores de Cacao, del 24 de marzo de 1g70, dispone en el art. 8
¡-írrr. 1, que 200 de los 1000 votos se distribuirán por partes iguales entre
los estados miembros y que los restantes 800 votos se dividirán en pro-
porción a "la mayor producción anual de cacao de cada miembro", du-
rante los primeros seis años.

En el Consejo dc las Cotnunidctdes Europeas Las decisiones que r.e-
quieren una mayoría calificada, son adoptadas mediante voto valorizado,
cleterminado por una escala convencional. Así, el art. 148 del Tratado
¡elativo a Ia comunidad Económica Europea confiere 10 votos a los países
grandes y de2 a 8 a los demás.

En la mayoría de los casos, las decisiones adoptadas mediante voto
valorizado, no implican el ejercicio de poderes sobrd o dentro de los Esta.
dos rniembros, sino simplemente, el eiercicio de poderes sobre importan-
tes sumas, con las que han contribuido los Estados miembros al capital
v presupuesto de la organización. De todos modos, en las comunidades
Europeas las disposiciones sobre voto valorizado, resultan una herramien-
ta necesaria en orden a lograr que Ios grandes estados acuerden confe-
rir a la comunidad el poder de adoptar decisiones vinculantes sobre g
dentro de distintos Estados miembros.

Si el sisterta de voto valorizado fuera introducido en el consejo de
scguridad, sería posible mitigar o eliminar el poder de veto de ciertos
rniembros, ello, a su vez, permitiría al consejo de seguridad hacer mayor
uso de los poderes de decisión vinculantes que, conforme la, carta, posee.

si se introdujera en la Asamblea General o en otras organizaciones
internacionales, el sistema de voto valorizado tornaría posible que las
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grancles potencias acuerclen conceder a tal órgauo qr a tales organizacio-

,,", "t 
pocler de a{optar clecisiones vinculautes para todos los estados

miembros.
una cuestión básica es que tales poderes pucden y dcbcn conferil'sc

a l¿rs Naciones Uniclas o a otras organizacioles intern¿lcionales especitlli-

zadas. Mientras el obietivo írltimo debiera scl' LrnA fcderación mundial,

obviamente, podemos corlenzar, con realismo, en algunas áreas limit¿r'

clas, dondc la necesidad y las posíbilidades sorl m¿lyores. Esos campos

p¡cden ser el funcional y cl geográfico. D¿re¡ltrs a contilluación rrlgunos

brevcs eicmplos de cada trno de ellos.

'III - Detertninados podetes en lo futcional

con eI rápido crecirniento cn población, ir-rdustrialización, comulli-

ci-iciones y contaminación, que el nurrdo ha visto en esta centuria, es

obvio que resulta necesario un crecinriento, en Varios calnpos' para las

a¡rtoridades internacion¿rlcs (quc puedan a<Joptar clecisioues vinculantcs

clentro cle cleterminaclos campos funcionales ), no meramente con los me-

dios que los estados rnienbros han puesto a disposición de la organiza-

ción -como los cle varias de las organizaciones ya mencionadas- sino,

incluso, sobre los mismos estados miembros, stls tellitorios y sus nacionales'

Esto es p¿rrticularmente cierto dent¡o del ctrmpo de la protección del

rircdio ambiente en sentido amplio. si las r'¿cofi¿endociones de las Nacio-

nes Uniclas y de otras organizaciones de carácter universal o regional

no tesultan suficie¡tes, seIá necesafio conferir a tales olganizaciones ei

poder de adoptar clecisiones vinculantes dentro de cieftos límites, por

una rnayoría calificada de votos.

Desde hace varias décadas tenemos a la Comisión Internacional dc

l¿r Ballcna y comisiones regionales cle pesca, cuyo propósito' segirn su:

cartas constitutivas, es establecer limitaciones sobre la captura de peces

y otr.os animales nrarinos para presel'var su existencia. Pero, en alto grado,

l¿is decisiones de estas comisiont's han sido objeto de reservas, lo que

implica el derecho dc. cada rniemblo de declararse no obligado por las

tlecisiones, rnientr¿rs esas decisiones entlan en vigor para los demás. Esttl

es un el.rof cle estas cr-¡misiones -precisamcntc a causa del derecho de

Iescrva- que peilrritió real justificación pali} la vasta cxpansión de ltrs

i).guas tcüjtoriales y zon'¿s econórricas exclusivirs en las últimas .1{s¿clas,

84



A\U,-\I{]o ]\ItGIi^\.fI\O DE DI,NECIIO I\TEitNA.CIONAL

c<.¡nfi.iendo así a los csta<lr>s costc'os er dcrecho cle regular con efecto
r'incul*nte partr todos. No obst¿rnte, con cstas crxp¿r'siones, hay aún partcs
rlel alt¿ mar que no cst¿in sujetas a jur.isdicción unilateral del estado cos-
tero, por otra parte, cl clerecho de regultrción unilater.al cle un estado en
su zon¿l eco'ómica puedc ser invalidado por la falta de reguiación po'
trrirrte clc otros c'stados sobrc- Ios misnros reclusos en sus zonas. plobable-
rrente, ¿rún sea ncces¿u'io para conselvar las existencias ictícolas, un podel
inte'nacion¿¡l basad<¡ e' delcisi.ncs vi'culantes sin derecho a reservas uni_
i¿teralc¡s. Pero 'o pal'ece que los esta<ios vayan a ¿rbandonar s* derecho
r'le rese.va frentc a es¿ls decisione.s ¿l rnenos r1u. los paíscs pesquer.os más
ir.'portantes obtengan un derecho cle voto rnayor que los estados pesque-
I os de ntcnol' envt rgirdura.

Tarnbién para ltr protccción del nredio ¿rmbiente contra la contami-
¡,oción industrial o de otr¿rs fuentes, el mundo está llegando a un graclo
en el crral se torna necesari¿r nna acción más r¿rdical rlue la que pucde
logrnrse por la cooperación voluntaria clc estaclos con clerecho de vcto
o dc rescrva.

lv Determinttdes 1n'eas geogrúficu.t

1 - Conúsionas fluoiales internacianales

En l¿ actualidad poseemos algunos ejemplos de organizacíones inter.-
l.¡acionales, que ejercen cleternrinado poder funcional en árras geográ-
iicas específicas, . saber: las comisiones fluviales inter.nacionales. Sin
lugar a dudas, la más antig'a organizaciórr internacional en el mundo es
la co'risión central para la Navegación clel Rhin, l¿r cual fue establecicla
cn 1f107 y aírn pern-ranece activa. otro ejer'plo ampliarnente conocido f'c
cl de I¿r cor.r.risión Europe. del l)anubio, la cual fue establecida en 1956
y conti'uó opc'ra'do hasta la segunda Guc,rra N,lundial. varias de estas
comisiones fluviale.s internacionales han cjer-ciclo poderes vinculantes en
lo legislativo, administrativo, juclicial y fiscal, en lo clue hace a la nave-
gación de los ríos, frente a los buquc-s, tanto de los estados mjembros
ctlmo cle los no rnicr¡bros. Los estados ribereños efectivarrrente cedieron
ii la organización su autoridad soberana dcntr.o de determinaclos camnus
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teritoliales y funcionales concernientes. Además la mayoría de estas co-

misiones ejerce esa autoridad por decisión adoptada por aoto oalorízsdo

(en forma directa o indirecta).
Puede su{gir la necesidad de una similar delegación de autoridad.

[. organizaciones internacionales especializadas, en otros campos funcio-

nales relacionados a los ríos internacionales -por ejemplo: contamina-

ción- o para otras áreas geográficas, tales como las zonas malítimas bajo

jurisdicción nacional (en conexión con el alta mar).

En territorios que no están baio soberanía nacional se podría incluso

establecer una autoridad general para las Naciones Unidas o para orga-

nizaciones internacionales especiales. 1 El más importante eiemplo sería:

2 - El alta rnar

En tanto el fondo del alta mar es afectado, tenemos ahora un régi-

men internacional a través de la Convención sobre Derecho del Mar de

1982. Ella establece normas en la Parte XI, para los fondos marinos más

allá de la jurisdicción nacional -denominad o Zona- y una Autoridad

Internacional de Fondos Marinos para administrar esa área. La Conven-

ción establece para la Zona, inter alia' los siguientes principios:

Art. 136. - Patrimonio cornún de la humanidad.
La Zona y sus rccursos son patrimonio común de la hu-
manid¿rd.

Art. 137. - Condición jurídica cle la Zona y sus recursos'

1 - Ningún Estado podrá reivindicar o eiercer soberanía o
deréchos soberanos sobre parte alguna de la Zona o sus

recursos, y ningún Estado o persona natural o jurídica
podrá apropiarse de parte alguna de la Zona o sus recursos'

Ño se riconocerán tal reivindicación o ejercicio de sobe-

lanía o de derechos soberanos, ni tal npropiación'

2 - Todos los dercchos sobre los recursos tle la Zona perte-

necen a toda la humanidad, en cuyo nombre actuará la
Autoridad. Estos recursos son inalienables. No obstantr:.

losmineralesextraídosdelaZonasólopodránenajenarsr''

1 Rüdiger Wolfrum, Profesor de Derecho Internacional en 1¿ Universidad de Kiel,

h" p"ili;i;^ "" 
-".i"ái"-"rJpteto. 

sobre el tema, titulado "Die internationalisierunq

Staatsfreiel Ráume" (Berlin, 1983).
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colt arleglo a esta Parte y a las normas, reglamentos y
plocedimientos de la Autoridad.

3 - Ningún Estado o pelsona natural o jurídica reivindicará,
erciquirirá o ejerccrá derechos respecto de los minerales
cxtraídos de la Zona, salvo de conformidad con esta Par
te. I)e otro modo, no se reconocerá tal leivindicación, ad
quisición o ejercicio dc dercchos.

La Convención ha llegado a ser ratificada por 33 estados y entra-

r'á en vigor un año después de que haya sido ratificada por 60 estados.

A partir de esa fecha, la Autoridad Internaciclnal de los Fondos Marinos

tendrá ¿rutoridad legislativa con relación a la prospección, exploración y

explotación de los recursos minerales en la Zona. Realmente la Autoridad,
actuará como sobelano territorial con respecto a los recursos minerales de

los fondos marinos y oceánicos y su subsuelo.

No hay en la Convención disposiciones directas sobre voto valorizado,
pero de manera indirecta está implícito en las reglas que rigcn la com-
posición del Consejo en el art. 161,, párr. l.

La Autoridacl, las Naciones Unidas o bien otra organización especia-

lizada, podr'ían también asumir poderes sobre los fondos marinos en otros
carnpos funcionales, o aún un poder general sobre los fondos marinos
(como lo propusiera Malta), o bien pocleres sobre el alta mar supray¿r-

ccnte. Esto, ellas podrían hacerlo nediante convenciones adicionales o por
ocupación unilateral. La ocupación haría extender el efecto de l¿rs deci-
siones de la Autoridad haciéndolas aplicables frente a estados que no
hubieran accedido a la Convención sobre Derecho del Mar. Una ocupa-

ción general por parte de la Autoridad, las Naciones Unidas u otra or-
ganización internacional especial podría otorgar a esa organización po-
deres legislativos, administrativos y judícialcs sobre el fondo del mar c

incluso sobre el alta mar suprayacente, aírn en otros campos funcionales.

3 - Espacio eicterior

Tarnbién con respecto al espacio exterior, ya tenernos varios tratados
intelnacionales. De todos modos, ellos aún no establecen una autoridacl
internacional, sólo principios y normas. El tratado del 25 de enero de
1967 sobrc los Principios que Deben Regir las Actividades de los Estados
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cn la E:<ploración y Utilización del Espacio Ultraterrestre, dispone en cl

¡trtículo 2:

El espacio ultr¿rterrestre. incluso la Luna y otros cueri)os
ceiestes, uo po<Jrán ser objclo c1c apropiacióu n¿cional por rei-
vindicación cle sober¿rnírr, uso u ocupació1, ni de ninguna otra
lllan('l'll.

Ilsta clisp<.rsición impide la ocupación "n¿rcioual", pero no inrpiclc lrr

ccupación por las Naciones Unidas o una organización internacional es-

pecializada. Tal ocupación habihtaría a la Organización para estableccr

llornas adicionales con efecto para todos los Estados, sean ellos o ntr

parte en eI tratado de 1967. Politicamc:nte, por supucsto: sería nccesarii¡

ruegociar primero los términos dc un régirnen internacional para el espa-

cio extcrrior. Pero una ocupación f<¡rmal impediría quc tal régimen fuera

flenado o desobedecido por una minoría de estados, en tanto daría al

régimen c'fecto legal lircnte a tados los estados.

t\ntú.rtidu

La posición de la Antártida difiere de la situación del alta mar v

cl espacio ultraterrestle en dos aspectos:

I - Siete estados han reclamado sectores en la Antártida. Hay sólo

un sector quc no ha sido reclamado (el Pacífico Occidental). Esas re-

clamaciones, de todos modos, no han sido reconocidas por los estados

no leclamantes partes en el Tratado Antártico. IvIás aún, hay no menos

de tres estados que reclar-nan el mismo ¡t más importante sector (La Pe-

nínsula de Glaham al sur de América del Sur).

2 - ¡\ sernejanza de los tr"atados sobre r'íos internacionalizados, el

Trat¿rdo Antártico ha establecido una organización internacional corn-

pucsta por estados reclamantes y por otros estados contratantes que son

¿rctivos en el área,

Si sc llega a un acueldo entre las partes en el tlatado, la Organiza-
ción dcl Trai¿rclo Antártico podría ocupar' la Antártida y con ello asumii-

¿iutr.¡ridad tc.rriioriai lc'gislativa, adrninistrativa y judicial sobre la zona

continental y marítina con efecto frente a todos los cstados. Este régi-

n.ren potJría en consecuencia, incluir aírn el sector no reclamado. De estc

modo sc. poclría cstablecel' ur-r régimen común para todas las partes de la
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r'lnthrtidrr. Scrí¿¡ nrás probiiblc rlutr Ios cstados lcclirmantes quieran ceder'

cil) sus recirun¿rcioncs ilntc la Orgtrniz:rción del Tr¿rtado Atrtártico qlrc antc
l¿rs N¿rcicncs Urrld¿s Aclen.rhs, ésta scría también l¿rs sr¡lución más práctica.

Tiene ut'ttt oi'¿!o,1i7,oci(itt internucíonal "poder" legal paro acupar utv

territoria))

Los juristirs intel'nacionalcs ¿iutonr¿iticamentc cuestionarían si las Ntr-
r.:iones tlniclas, l:r Organizaci<ln clcl Tratado Antártico o cuzrlquier otr.l
organización internacional posee "poder" legrrl piira ocupar terrjtorios.
N{uclios an¿rhzarían cn las c{trtos cot't,tlittttit:os cle la organización lo cott-

cernientc a la ¡rutoridad confericla para ello, y no encontrarían nada, salvrt

que se recurriera a rlna n'ru1' caprichosa illtcrpretación.
De todos modos. cllo no es cr-r absoluto nccesario.

En prin.rer lugar, debe señalarse que el recurrir al documento cons-

titutivo de la olganización, se basa, en parte, en una falsa analogía cort

cl derecho intelrro de algunos paíscs, los que no reconocen a las asocia-

c.iones y compañías como personas legales por sí misrras, a exccpción dc

lc,s casos en que ello ha sido establecido por estatuto. Esta analogí¿r des-

cuida una diferencia básica: ouc en Derecho Intcrnacional no hav auto-

ridad legislativa.
En segunclo lugar, ha habldo un¿r falla nl distinguir entre capacidcd

legnl de lrrs organizaciones intern¿rciónales y otlas comunidades con autcl-

gobierno para l'ealizar actos de derecho internacion¿rl (sobre la base dc

Ja igualclad) y su pocler (autoridad) para adoptar clecisiones vinculantes
frente a otros sujetos del derecho intern¿rcional. (Ambos son confundi-
clos en la doctrina iurídica bajo el aún popular término de " poderes ün-
plícitos", significando "poderes", que se intelpreta están dentro de lii
constitucilln, sin que se ha¡ra intcntado dcfinir o delimittrr la cnpacidacl

lcgal internacional).
Este úItimo requierc claras bases legzrles, lo quc implica el con-

sentimiento de todos los estados concernidos (poderes delegados), t's

tlecir, que una interpretación libre de la constitución de Ia respectiva or-

ganizrrciiln, normalmente, no sería suficientc ¿ri efecto. Por otr¿r parte, el

consentimiento no necesit¿r estar incorporado cn su constitución, pr.rede

c:star funclado en cualquicr otro trataclo o cn un acto unilateral del cst¿rcl<r

o estados rcspectivos o bien cn un dcrccho basr¡do cu la costumbrc.

89



ANUARIO ARGT'NTiiio DE DE}TECIIO INTER\.\CIONAL

Así, cl pt.i)ncto uo rcrluicrc cle l¡¿rse legal cspecífica, por cuanto estit

lundado ctn el dct'echo itrtern¿rcional general. Las organizaciones inter-

nacionales, al iguai quc: 1os clstados y otras comunidades con autogobierno'

po-sc.en únLt inltcre,Tte t:a1tAcidud lc¡4ul p¿ua realiz¿rr actos internacionales,

(lue no imporrglrn ¡ucvos obligaciones ¿r los c'stados u otros sujetos iurí-
chcos. Esto está afirrnado cn la costllmbrc intern¿cional y también reco-

nocido por lir Corte Internacional clc justicia on su opinión consultivir

ciel 20 de julio de 1962 sobre Dcterminados Gastos de las Naciones Uni-

das (ICJ, Reports, 1962, pág. 168), La condición es, simplemente' quc

Do esté uedctdo por disposiciones constitucionales, por otros tratados o

rormas dc derechos internacional . Así, la ocupación no requiere disposi-

ciones periincntcs en 1¿] constjtucjón de la respectiva olganización (o en

otro trataclo) cn cuanto cac dentlo de los lír¡jtes que establecen los ?rfo-

pósítos de 1¿r constitución (tal como sucede cn el caso de Naciones Uni-

cias y la Organiznción del Trat¿rclo Antártico), siempre que la constitu-

ción no contenga otra disposición que lo impida (genelalmente no l¿r tie-

ne) y que no viokr cl derecho internaciotral general.

En consecuencia, desde cl punto de vista legal, no se requieren re-

formas a la Cart¿r o disposiciones de otros tratados para facultar a las

correspondientes organizaciones pala una ocupación unilateral de tales

territorios, cuando ellos no son objeto de soberanía nacional. Ello cubre

el alta mar, los fondos marinos y ttceánicos inte¡nacionales, el espacio

ultraterrestle, los cuelpos cclc.stes y el scctol no leclamado de la Antár-

tida. Aquí la ocupaci<in €rs una cuestión de capacidad legtrl, que las orga-

nizaciones internacionaies, noltualmente, tienen.

De todos rrodos, esta citpacidad lro es suficiente para dal a la orga-

nización el delecho ¿r ocullar un territorio que ,va está sujeto a jurisdic-

ción nacional, t¿l el c¿rso de los r'íos iuternacionales y de los sectores re-

clamados de la Antártidlr, siemple que las reclanaciones sean consi-

deradas válid¿rs, Ni l¿rs Naciones Unidas ni ninguna otra organización in-

ternacional (no más quc un estado), puede adquirir poderes en un terti-
tor.io n¿rcional siu el consentimiento dcl estado afectado. Tampoco pueden

las Naciones Unidas. una comisión internacional sobre pesca u otra orga-

nización, unilateralmente, asumir el poder de adoptar decisiones oincu-

Iontes pu'u los estodos en campos l'ulrcionales. Pelo tampoco esto requiel'cr

rina revisión de la Carta de Naciones Unidas o de las cartas conatitutioas

clc' c¡tras org¿nizaciones. Es s¡ficiente que el estado respectiVo acuerdc'
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por tr¿rt¿rclo scpalado o por acto unilateral, c<ufelir c'l poder a la orgtr.

nízación.

Por otr¿r parte, se requiere una revisión de h Carta o del tratado co1ls-

titutivo de otra organización par':r introducir el aoto aalorízad,o, porqllc
las actualcs constituciones cle las Naciones Unidas (art,8 y 27) y de las

ctras organizacioncs, por ahora, disponen rlue cada miembro contarli

con un voto.

Y - Una federación mundial.?

Si logramos establecer algunos de estos poderes u otros para las Nacio-
nes Unidas y determinadas organizaciones especializadas, y vemos que ellos
funcionan, los estados podrían mostrarse contestes en continuar este ca-

mino y establecer genuinos poderes para las Naciones Unid¿is y otlas
organizaciones en campos más amplios, más apropiados para malttener lü
paz y scguridad. Un desarrollo gradual hacia una federación mundial
rlemocrática, con sus propias {uerzas armadas, podría dar garantía pala
la paz mundial, que necesitamos. Este debe ser nuestro objetivo a largo
plazo. Las constituciones modernas de algunos estados ya preveen estrr

posibilidad. Así el art,24 de la Constitución (Glundgesetz) de la Repir-
blica Federal de Alemania dispone inter alia que "Der Bund kann durch
Gesetz Hoheitsrechte auf zwischenstaatliche Einrichtungen iibertragcn".
Una disposicíón más complicada, incorporada a la Constitución Norucga
(Grunnlov) en 1962 como dispositivo 93.2, fue y continúa siendo un fiasc<1,

porque en ella lalta reconocer que una estmctura fedcral - dentro de sus

partiaúures campos de competencia - no puede ser objeto dc rnodific¿r-
ción en sus disposiciones constitucionales por parte de los estados miem-
trros, en lo que hace a los principios generales de talcs constituciones.
incluyendo los relativos a los derechos hur¡anos. El dispositivo 20 de 1¡

Constitución Danesa no cometc ese error.

9l





ALC]UNOS ASPECTOS DEL CONCEPTO DE NECESID\D
EI.I DERtrCHO INTERNACIONAL

r)oR JULIo B.cnnoz,\.

I. La noción clc n-ecesidad cs, que sep¿ln1os) univclsal cn dcrccho. Er.l

el ot'den Jurídico interno, ha sido adoptada por ia m¿ryot parte de los

sistemas, y en el plano internacional sc hrr aplicado nuchas veces.

Estc concepto contribuye ¿ evitar (luc sc procluzc:l el "suntnrun jus.

summa injuria" cn ciertos casos exticmos dc. aplicación del derecho, y

otolga un¿l excusa de carácter nruy q¡¡s¿'t.iorral para cluc no sucedan ¿r

ciertos actos l¿rs consecuencias que legalmente suelen terner lugar.
Por razoncs que se considelarán rnás tarcle, algunos 2rutoles niegan

la oxistenci¿r de un¿r norma del derecho de gcntes qlle establezca l¿r excusa

de necesidad para las conductas cstat¿rles contr¿u'irls ti ur-rn oblig.ición inter-
uacion¿rl.

La Colrrisión dc l)e,recho Inlern¿r.cional tropozó justanrentc con cstc

problen-rir al examinar erl Pro,vt:cto dc Artículos sobre Responsabilidad de

los Estados por Hechos llícitos. Tr¿rs un importantc debatc. sc accptal'ort
Ias líneas generales del Informe dcl .f tiez l{cl;crto Ago. En él se incluírt

el "cstado cie necesid¿rd" junto con oti'as calls¿1s de exclusión do 1¿r ilici-
tud por conductas no conformes con r.rnr obiigación l'ntcrnacional (,Art.

33, vcr Anexo). Por nuestra pirrte, crcemos rluc situaciones dc ncccsidad

esencialmente similares a las que ins¡rir:rn l¿r norm¿ del Art. 33 subyacen
¿¿ varias liguras normatir,'as t¿rnto en cl derech¡r intern¿rciorr¿ll como en el

proyecto de la CDI. En otras palabras, clue existe rina familia de figuras
cuyo rasgo esencial cs ol inperativo inrpuesto por la necesid¿cl. Tales
serían las hipótesis de los Arts. 32 (peligro cxtrenro),33 (Estado de Nc-
ccsidad), M (legítima defensa) y 30 (contlamedidas). (Ver toclas cn

ol Ancxo). Esa es la t<¡sis dc cste trabaio.
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2. La ncccsidad tiene una duclosa reputación en el delecho de gentes.

Bajo guisas tales como Ia "doctrina de la necesidad", o cI "derecho dc

necesiclad", fue invocada abusivamente por los Estados poderosos para
justifrlcar ataques contra los más débiles. jiménez de Aréchaga escribe:
"La enurneración de las situaciones en que la doctrina de la necesidacl

ha sido invocada folma un catálogo, o bien de serias violaciones del

derecho internacional, o bien de casos susceptibles de ser explicados sin

irpclar a la mencionada doctrina" l.

En la mayor parte de las publicaciones clásicas, la necesidad era

erluivalente a Ia "autoconservación", considerada en la doctrina del de-

recho natural como un derecho fundamental de los Estados y con prece-

dencia sobre el derecho de ciíalquier otro Estado. Para colmo, las cot-t-

ductas estatales en consecuencia del derecho de autoconservación no se

consideraban sujertas a revisión legal,

Como el recurso a Ia guerra, antes del Pacto Briand-Kellogg, no se

consideraba ilícito, fácil es imaginar las posibilidades abiertas por aque-

lla doctrjna, así como las reacciones subsiguientes al período durante el

cual se Ia invocó coÍ mayor o menor éxito.

La doctrina más autorizada se tornó escéptica respecto a la auto-
conserv¿rción. Así, Lauterpacht decía: "Sin embargo, si cada Estado tu-
viera realmente un derecho de autoconsen'ación, todos los Estados ten-
drí¿n el deber de admitir, sopoftar y sufrir todas las vio aciones come-

tidas enire ellos en autoconservación, Tal deber no existe" 2. Y Schwarzen-

berger; "Si la autoconservación fuera un derecho absoluto y supremo, el

resto del derecho internacional se tor:naría opcional, y su observancia
depende.ría de una autolimita,ción -revocable a voluntad por los Esta-

dos- en sentido de no apelar a este formidable sup,erderecho"s.

En su informe, e\ l:uez Ago, tanibién rechaza la noción de que el

estado de necesidad (con el alcance del Art.33) pueda-fundarse en la
autoconservación. Expresa su convicción de que ciertas concepciones re-

cibidas han distorsionado la correcta comprensión de esta materia. en

palticular la noción jusnaturalita de que el problema inherente a la:

1 Sorensen, Mirnual of Inter¡tutional Law', Londres lg68
r ruestr¿1.

e Oppenheil'r's Interrrational Law, Lonclres, 1955, p. 2O7.
s Thc Frrndainental Principles of International Law, 87,

I'r\t,lrler'uic de Dloit International, 1955, p. 195. 'Iratlucciírn
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necesid¿rd cs cl dc surgir dc un conflicto entrc dos dereclios subjctivos,
uno de los cuales es el de autoconservación.

Obviamente, el otro derccho subjetivo le clebe ser sacrificado. La idea
¿rnterior sc basa, según el Relator Espc'cial, cn la cr"eenci¿r en ciertos
derechos fundament'alcs de los Estados, entre los cuales se contaría, pre-

cisamente, el dc autoconservación a.

3. Es claro que el llamado "derccho clc necesidad" resultab¿r tan sosprl-

choso como su predecesor, el derecho de autoconservación.?ero también
lo es que la noción de necesidad, purgada cle los defectos conceptuales
con que cargaba, es útil. Más aún, representa cierto límite en la aplica-
ción del derecho. Anzilotti, quien tlató este asunto con su habitual auto-
ridad, expresó que: "La obligatoriedad de la norma se detiene aquí, no
en virtud de une supuesta sabiduría y prudencia en la voluntad de los
Estndos. sino en la fuerza de la voluntad del ordenamiento: sólo en tal
caráctel debe entenderse lo que en alguna ocasión anterior designamos,
m€nos exactamente, como un límite lógico de la obligatoriedad del de-
recho internacional" 5.

IJn orden jurídico debc detenerse ilnte la e-.xigenci¿r cic..ga de cunr-
plinriento de una obligación que puede resultar en el sacrificio de uno
de sus sujetos en beneficio de ot¡o. Eso mal podría funcionar en u¡t:l
comunidad como la internacional carente de lnccanismos compulsivos dc
aplicación del derecho. Ivfás aún, el orden jurídico, tanto interno como
internacional, no debe tratar de imponer conductas propias de héroes o
de santos. La decisión de la Comisión dc Derercho Internacional de in-
cluir el estado de necesidad en cl proyecto pareco, entonces, r'azonable y
bien fundada. El párrafo corr:espondiente de su Inlorme a la Asamblea
General merece ser citado entero: ''La noción de estado de nccc'sidad

está arraigada demasiado profundamente e.n l¿r teoría general del dere-
cho para que el silencio que se guarclara respecto de clla pudiera, por sí

solo, interpretalse como una exclusión absoluta de la ¿rplicabilidad de

esa noción al derecho internacional, cxclusión que, por otra parte, si ver-
dade¡amente fuera total no esta¡ía justificad;r. El tentor ¿r los abusos

-abusos que pueden evitarse mediante ln ac'lopción de disposiciones pru-

I Véiise ei Octavo Informe dei Juez Ago, punto 7, (Doc A/N,r 4/318/Acld 5).; Anzi'otti, Corso di Diritto Internaziorirrle, P.r<lrr¿r 1964, p. 4lB. Tr¿drr<.ci<il
| [restf¿t .
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dcutes y ci1'cuns;tanciaclas- no c,s razón suficicntc parir suprimir el fuu-
cionamiento legítirno de un¿r causa de exclusión de ltr ilicitucl del com-
portamicnto clel Estado cn los casos en que la utilidaci de csta caus¿r

c)stá gonor¿llmcntc-- r:econocida. En otlas palabras, la gran n'l¿I)'orí'l de la
Comisión adoptó cl punto de visl'a <1c c¡rr: sc había cle elir.ninar c'ierta-

nrente toda a-plicabilicl.rd dc l¿r noción del est¿rclo cle ncccsicl¿rcl ¡rllí dondc
{ucra ¡calmente pcligrosa, pero no donde había sido y seguía sienclo útil
como "váh'ula de cscape" que permite aliviar l¿rs consecuencias inevita-
blemente enojosrrs del deseo de ajustarse ¿l toda costa a las plescripciones
cli: l¿rs normas de derccho" rr.

3.1. Un rencv¿rdo análisis clc las antigu¿rs ur¡ciones de r.rccesíd:rd cs iur-

prcscindible si se quiere lescat¿rr lo rralioso del naufragio de los concoptos

<icl derecho natural.
En esta nueva apreciación, el concepto dc un conflicto como fuente

cle las situaciones cle necesidad debe forzosamentc permanecer. Sobre

ésto no parece haber discusión. Ago objeta l¿r idea de urr conflicto entlc
delechcs subjetivos, y en eso lo sigue la CDI, sobr-e I¿r sólida base dc

que un dcre:cho subjetivo tiene como contrapartida una obligación, y no

t:xiste irtluí ninguna. "Pcro, p:rra la lnayor:ia dc los autores, es inexacto

hablar c'ir: un "derecho sub,etivo" del Esiado clue invoca cl estado de

nccesidad. La expresión "clerecho sub;ctivo" denota Ia posibilidad dc

cxirlir en dr:recho de otro sujeto una prestación o un comport¿rmiento

cleterminados, Ahora bicn, c,l cluc invoca conro justific¿lción del hccho
rluc' ha realizado una situación de necesiclad no aduce r€rspccto de otro
riirquna "pretensión" ¿l una prestación o a un comportamiento" T.

Pero cl conflicto existe, y el informe de la CDI continíra cliciendo
"Así, pues, I¿r situación debe describirse más bien como la de un con-

llicto enti'e un interés (tan esencial corno se cluiera) por un lado, y un

dcrecho subjeiivo pol otro" 8.

Es debido precisarnente ¿l ese básico conflicttl que surge la necosi-

clad de (lue uno de los Eitados enfrentados adoptc una conducta con-

trari¿l ¿r una obligación internacional.

3.2. Pero cuáles son los elemcntos dc oposición cn el conflicto?

6 Arruiirio r1c l:r Collisirin cle Derecho Irrterl¿roioual, 1988, r'ol, II, P¡rte segunda
p. .19. l)t;c. AiCN. 4 Ser i\/t980, Adcl 1 (P.rrte 2).

i kl . p. ll5.
s lbitl.
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No son, pol lo que vimos, derechos subjetivos (con lo que se des-

carta también la autoconservación, así concebida).
También vimos que la CDI describe el conflicto como ph.ets¿fls

entre un interés y un derecho subjetivo. En el curso del debate, sin

embargo, se objetó que ". . . cómo podia tal conflicto ser resueltq bajo
ninguna circunstancia, otorgando precedencia legal a un mero interés

de un Estado sobre el derecho subjetivo de otib Estado" e.

He aquí un argumento que, por cierto, merece examen. Un interés,

cualquiera sea su importancia, seguirá no siendo sino un interés y consi-

guientemente debe ser ubicado en un nivel inferior al de un derecho

subjetivo, Es claro que las magnitudes en cuestión deben tener la misma
cualidad para que pueda decidirse en favor de una de ellas.

Acaso el siguiente razonamiento pueda guiarnos a una conclusión

válida:

l. Hay por una parte, ciertos bienes de los Estados A y B, y por
otra palte ciertas normas jurídicas que los protegen.

2. EI hecho que el Estado A tenga una obligación hacia el Estado
B, significa que B tiene como contrapartida un derecho respecto de A.
Ese derecho protege un cierto ljien del Estado B.

3. Ese bien protegido del Estado B puede ser, por ejemplo, p¿1e
de su propiedad (por ejemplo, si la obligación de A es financiera). El
derecho protege la propiedad de lós Estados, ent abstracto. El incumpli-
miento de su obligación por parte de A causaría un perjuicio a B en
su plopiedad.

4. Pero, a su vez, cumpliendo con su obligación, A pone en peligro
uno de sus propios bienes, que configura un interés esencial (hipóte-
sis del Art. 33).

5. Supongamos que el "interés esencial" de A, que sería perjudicado,

1)Anuario cit. v<¡l . I, p. 160. Irrtervención del Profesor Riphagen. Doc. A/CN
 /Sen/ 1980. La intervención fue como sigue: "Si ello es así, cabe preguntarse cómo
se puede resolver el conflicto cualesquiera sean las circunstancias, haciendo prevale-
cer el simple jnte¡és de un Estado sobre el derecho juridicamcnte protegido del
otro. Sólo puede llegarse lógicarnente a ese resultado reconociendo que el derecho
internacional_ otorga un cierto grado de protección a ese "simple interés" lo que
6'quivale a decir que Ia comisión se encuentra ante un conflicto entre dos normas
de derecho internacional abstractas y diferentes, que en tm conjunto fortuito de
circunstanci¿rs no pueden respetarse simultáneamente".
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se rélaciona con su existencia, Cualquiera sea nuestra posición respecto
a la autoconservación, parece irrefutable que el derecho internacional
protege la existencia de los Estados y por ende, ésta es un bien jurídi-
camente protegido ro.

6. Hay entonces un conflicto entre la propiedad de B y la existen-
cia de A, siendo que ambos bienes están protegidos por el derecho de

gentes. Estas normas jurídicas no son en sí mismas incompatibles. No
existe entre ellas un conflicto, si se las toma "in abstracto".

7 . Sin embargo, en ciertos casos específicos, la anterior oposición

de intereses tiene lugar y surge una situación de necesidad para uno de

los Estados en cuestión. El derecho resue.lve el conflicto decidiendo en

favor de uno de los bienes en oposición, esto es, en el caso del Art. 33,

en favor del "interés esencial" del Estado. O como lo quiera Anzilotti, se

deja en libertad a uno de los Estados para no cumplir con su obliga-

ción 11.

El Estado B, entonces, no tenía un derecho absoluto contr¿ el

Estado A; éste estaba ab initio sujeto a una condición legal resolutoria

que, como una excepción, es común a todas las obligaciones intern¿rcio-

nales del mismo tipo. Es como si la norma que establece la obligación

de A se expresara en los siguientes o parecidos términos:

10 En nuestra opinión, debiera ¡einstalarse la existencia de un Bstado, como bien

iuLí,lica*e"ie-p."t.üiár, en el papel irnportante que- debe luqar gn e1. terreno dc

i¿ necesidad. Li coÑrario no sería ñalista. Pero desde luego, el derecho a la existencia

;ü ;; ii;"á;o puede ser equivalente al antiguo "derecho de autoconservación".
para formular un i.oncepto .""it"bl" de necesidad en el derecho internacional mo-

demo, la autoconservaci¿" ¿"b" despojarse de sus dos rasgos más molestos: el de

ser uí derecho supremo que barre con eualquier obstác.lo que se le presente, y el

de no ser sujeto a revisión en derecho.
11 En esta perspectiva. los bienes de los Estados A y B están. jurídicamente

protegidos en abitrac-to. En'el elemplo de la obligación financiera, serían la, propie-
ilrcl á"1 Estado A en general isiendo A e.l acreedor) y el bien que configura el
"interés esencial" del de"udor B'(por ejemplo, su existencia) también en general,

Normalrnente, ni los t¡ienes tti lot'ttot*us que los prot€gen son íncoru-patibles.

Ijelo en caso de la necesidad una específica parte de la propiedad de A (la sumir

áe dinero prestada a B) se encuentra en oposición con un específico bien de B

tlue configura su interés esencial. Esta oposición sólo lo es en alpariencia ent¡e un
cl'erecho tib¡"tiuo y un interés, porque lá emergencia del derecho subjetivo puede

decirse condicionada a no afectar un "interés esencial" del Estado B.
Desde luego, éste es un análisis esquemático de la situación. La realidad es)más

compleja. En óaso de obligaciones financie¡as, el pago solamente se- suspende y ler

obligación original no se éxting.e, o si se prefiere, el derecho subjetivo no nace
,rr.r"ito. Pero él análisis anterioi sirve para meior cómprender la naturaleza de los
eler¡entos jurídicos ¡nxnejados.
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"El Estado A debe cumplir con su obligación hacia el Estado B, a
menos que algún interés esencial del dicho Estado A sea serianrente
afectado (y todas las otras condiciones del Art. 33 se cumplen)''.

Desde que el onus probandi corresponde a A, concordamo; con la
CDI y con su Relator Especial en que estamos frente a una excusa para
una conducta contraria a una obligación internacional 12.

4 ' como surge de lo anterior, entonces, un conflicto subyacente entre
bienes jurídicamente protegidos de dos Estados es el rasgo priruero y
esencial de la necesidad.

A él debe agregarse otro: que la necesidad emergente del confricto
dicta también los límites de la conducta que hace lícita, o si se prefiere,
que el hecho del Estado en respuesta a esa necesidad no debe, en ma-
¡s¡¿ ¿lguna, exceder 1o estrictamente necesario para alcanzar la finalidad
permitida por la ley.

una tercera característica es que el derecho decide en [avor de
uno de los dos bienes en oposición. veremos que el bien de más alta
jerarquía, o el que fue dañado ilegalmente por el hecho del otro Estado,
son los que finalmente se protege.

Trataremos de aplicar estos criterios de prueba a las diferentes figu-
ras de Ia "familia de la necesidad", cuya existencia ya anticipamos.

Con tal propósito, consideraremos el proyecto de Responsabilidad
de los Estados de la cDI. Las causas de preclusión de la ilicitud son ma-
teria del capítulo v. Ellas son: a) consentimiento (Art.2g); b) contra-
medidas (Art.30); c) fuerza mayor y caso fortuito (Art.3l); d) peli-
gro extremo (Art.32); e) estado de necesidad (Art.33), y f) legítirrra
defensa (Art. 34).

Sostenemos que las tres últimas figuras, así como la de las contra-
medidas, pertenecen a la familia de la neqesidad, desde que corresponden
esencialmente a casos donde una situación de necesidad constituvc- la
ruzón fundamental de Ia norma.

4.I. Sobre ello nos extenderemos, pero primero conviene despechar
las otras causales de exclusión de la ilicitud. Tienen una razón de scr
totalmente distinta, y por ende no pertenecen a la familia.

-12 schwarzenLerger comparte esn posición; véase "The, fundamental principles..."
citado, p, 343.
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El consentimiento es una figura autónoma, por tratarse de una excep-

ción casi universal y válida en todas las situaciones, menos naturalmente,

aquellas en que rige una norma imperativa del derecho de gentes (ius

cogens ).
Lafuerzamayol.yelvaso{ortuitodebe.nserdistinguidosdel¿rrrece-

sidad. La comisión redactó el Art. 3l de manera de excluir en tales casos

toda participación de la voluntad estatal, o aún de la voluntad de l¿

p"rrori" que actúa como órgano del Estado' Son hipótesis' ya de un:r

fuerza irresistible, o de un evento exterior al Estado e imprevisto qtle

hacen materialmente imposible que, el Estado en cuestión pueda seguir

la conducta requerida por su obligación, o percatarse de Ia ilicitud de Ia

conducta efectivamente seguida.

4.2. El caso del peligro extremo está en el límite. Se incluyó conjunttr-

mente con la, fuerza mayor y el casus en el Aft' 31 del proyecto origintrl

clel Re]ator Especial. La razón de tratarlas en un solo artículo fue qut:,

aírn cuando hubiera por parte del órgano del Estado la consciencia dc

estar violando una obligación internacional, su voluntad no ela l:ealmetrte

libre. El Relator Especial consideraba qlre, en una situacíón semejante

cle extremo peligro, en la que la vida de esa persona o de aquellas a su

cuidado estaban amenazadas, no había sn ¡-salidad libertad de elección'

pero la comisión se pronunció contra Ia inclusión mencionada, e hizo del

peligro extremo una causal distinta.

5. En el caso del "peligro extremo", todos los elementos mencionados al

principio del párrafo 4 están presentes.

No se trata realmente de un caso de nccesidad del Estado, desder

que sus intereses esenciales no están en jue$o, sino un estado de neee-

sidad de la persona que actúa como órgauo del Estado. Es generalmente

la voluntad psicológica de esa pefsona Ia que debe decidir en favou de

uña conducta contraria a una obligación internacional. sin embargo, tal

conducta sería atribuida al Estado en virtud de los Arts. 5 y 6 del Plo-

yecto 13'

1:r Creemos, sin enrbargo, qlre otra-interptetacióI1 juridira puede llevarnos a un;l

conclusión diferente: 1" ;;'A;; ii 
^Á" 

¿a ór'-geno no sé atribuye-realmente al Estado'

Como dijimos 
"rt"r, 

,ro1]"]-á' tigo. rur estádo de necesidacl del Estado, sino sólo

d* lu p"rrorro qo" a.túo 
-"á*á 

,il"órguno. Erdplean<lo un mecaltistno similar al clel
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Si debido a una emergencia, un avión del Estado A vuela sin auto-

rizacióu sobre el teritorio del Estado B, el conflicto se produce entre la

integridad territorial del Estado B y las vidas de Ios miembros de la tri-
pulación del avión. El comandante no tiene tiempo de requerir el perrniso

de las autoridades territoriales v decide penetrar en el territorio clel otro
Estado.

Es también la necesidad la que determina los límites exteriores de

la conducta referida arriba; el avión no puede desarrollar tarea alguna

que no esté en relación con las necesidades impuestas por la emergencia.

5.1. El caso de estado de necesidad del Art. 33 no ofrece dificultades

al análisis, como que ha servido de modelo, y es fácil de ver el corrflicto

al origen de la situación de necesidad, así como el límite impuesto ¡;or la

necesidad misma. No hay duda de que esta figura pertenece a la faniilia.

Tanto en caso de peligro extremo, corno de estaclo de necesidad pro-

piamente dicho, el derecho decide en favor del bien de rnayor jerarquía

de los dos en conflicto: en el primero, por la vida de la persona que actúa

como órgano del Estado o de sus acompañantes, frente a una violación

menor de la integridad territorial, en el segundo, el bien que configura

un interés esencial de un Estado contra otro interés secundario.

5.2. Los mismos rasgos pueden advertirse si sc toma la legítima de-

fensa 1a. Supongamos la invasión det Estado A por las fuerzas armadas

del Estado B. El conflicto entre bienes jurídicamente protegidos de anrbos

Art. 5l de la Convención de Viena de Derecho de los Tratados (coacción sobre el

representante de un Estado el derecho de considerarla aquí el acto, del órgano
es re,almente un acto del Estado. Así, no nacería un¿ relación interestatal y sólo que-

daría la violación por el particul"ar de una dis¡rosición del derecho interno tertitori¿l
(por eiemplo, de las leyes de inmigración locales. El ex-órgnno quedaría asi simple-
r".,-tt" "tr 

ia más tirodesia condición de un simple inmigrante ilegal.
Pero en cambio configuraria tal vez un c¿lso interesante de Ia personüdad

del individuo en el derecho de gentes, porque sería a través de la acción de este

írltimo que aquél quedaría exento de responsabilidacl -individual- frente al derecho
intemo del Estado territorial. Porque obviamente el antiguo órgano del Estado no
tendría respónsabilidad, cualesquiera fueren las penas que el ordenamiento jurídico
interno tuviera reservadas para las personas que entraran ilegalmente en su territorio.
Quedaría, ciertamente, rma responsabilidad indirecta estatal por los daños causados
a ias personas o bienes del Estailo territorial.

14 Ver Buza, "The State of Necessity in International Larv", Acta Jurídica
Acldemiee Scientialum Hungaricae, 1959. vol. I, p. 216.
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Estados es visible: por una parte, la integridad territorial del Estado B,

y de la otra, cualesquiera bienes -jurídicamente protegidos, si se consi-

deran fuera del contexto de la de{ensa- del Estado A que puedan verse

afectados por la acción clefensiva. Es concebible, en efecto, que ert el

curso de repeler la agresión, las fuerzas del Estado B penetren a sll vcz

en el territorio de A, incurriendo así en una conductá que sería ilícita de

no mediar la previa agresión de aquél. Aúq si tal contrainvasión no ticne

lugar, y por ende no se perjudica la integridad territorial de A, queclan

las consecuencias normalmente graves del uso de la fuerza por B, ctr

perjuicio de las personas o de la propiedad del invasorn que estarían pro'

tegidos por el derecho en otras condiciones.

Los bienes on ge¡flicto en el caso de la legítima defensa' son, eu cl

anterior ejemplo la integridad territorial del Estado A de una palte' la

del Estado B de la otra, y en todo caso la "integridad de las personas y

la propiedad de ambos Estados.

EI derecho decids aquí entre bienes aproximadamente equivalentes,

y lo hace en contra del Estado que está en falta, o sea el que utilizó

primero la fuerza.

Asimismo, la necesidad fi;a los limites de la conducta defensiva, co-

mo en las anteriores figuras. La regla de la proporcionalidad es la que

expresa precisamente tal significación: en último análisis, Ia proporcio-

n*lid*d no significa otra cosa que limitar la acción defensiva a lo estric-

tamente necesarib para derrotar los propó5¡1s5 del ataque r5'

Hay, sin embargo, dos caracteristicas importantes que distinguen la

legítima defensa de los otros miembros de la familia. Una es la circuns-

tancia de que sólo un ilicito anterior del otro Estado puede justificar la

reacción, y el otro que tal conducta previa toma la forma del uso de

la fuerza.
En el Informe de Ago, así como en el de Ia cDI a la Asamblea Ge-

neral, se pone un particular énfasis en señalar la primera de las carac-

1ó "...E1 uso de la fuerza sólo se lustifica por ser necesario. Al tratar de auto-

p.otrg".rl,'J-Artá¿o ¿"fre guiarse pot ior principios de_la buena fe y- los dictados

irrr-o-niturior. En particular," tro d"bi.rr inóurrir en nada que_ fUera irrazonable o

;;;i;;;á; J;a á" los requerimientos del caso o fuera de toda Broporoióh con el

á;á;- q;-;i Étt-á; origio.-lme"te intentó evitar o reparar' "Bin Cheng,. "General

PrincipLs of Law "r opf,li"d bg International Courts and Tribunals, 1953, p. 99.

Traducción nuestra.
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terísticas recién apuntadas. Se dice, correctamente, que en caso del estado

de necesidad del Art. 33, la conducta opuesta a una obligación interna-

cional puede ir en contra de un Estado perfectamente inocente, o sea

de uno que nada ha hecho para mer€cer una consecuencia perjudicial.

En contraste con lo anterior, la legítima defensa está siempre precedida

por una de las rnás graves violaciones del derecho de gentes.

Ello es indisolublernente cierto. Pero aún aceptándolo, quisiéramos

señalar que la anterior es una diferencia específica, que separa dos espe-

cies del mismo género, y nada más. En n-rodo alguno es suficiente para

excluir a la legítima defensa de la familia de la necesidad, ya que las

similitudes que hemos señalado entre aquella figura y las otras de la

farnilia son esenciales, y por tanto de muchá mayor importancia que una

me¡a dife¡encia estrrecífica.

Tocante el uso de la fuerza, compartimos la convicción del Relator

Especial y de la Comisión misma en sentido que la legítima defensa sólo

tiene lugar como reacción contra el uso de la fuerza de un Estado contra

otro, y no contra otro acto ilícito que no implique ese uso 1?.

En favor de esta tesitura milita la circunstancia de que sólo des'

pués que la guerra fue desterrada del derecho de gentes, adquirió la

legítima defensa una significación jurídica. Antes de ello, el derecho no

distinguía, entre los participantes en una gu€rfa, al agresol del agredido.

En tales circunstancias, la legítima defensa como se entiende hoy en día,

16 La existencia de los Estados está protegida en los casos y bajo las condiciones
que fija el derecho, y lo está de diferentes maneras. Si se utiliza la duerza contrl
Itr integridad territorial o la ind@endencia política de un Estado erqtonces se permite
el uso de la fuerza por el atacado. Si un Estado se encuentra en situación de nece-
sidad que afecta uno de sus intereses esenciales, entonces puedd adoptar una' conduct¿r
que no esté en confoi-midad con ia obligación intenmcional relacionada con esa

srtuacióu de necesidad. Pero no puede utilizar la fuerza de ninglin modo, ni puede
incurrir en agresión invocando aquel Estado de necesidad. La integridad territorial
y la independencia política de otros Estados están protegidos por el derecho, así
como sus intereses esenciales,

El anterior análisis puede ser írtil cuando examinemos otros aspectos de la
necesidad.

77 Para una amplia discusión y bibliografía sobre este tema, véase el Octavo
lnfcrme del Juez Ago, punto5 L a 27 (Doc. A,/CH. 4/3f8, Add. 6 y 7) .
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carecía cle sentido, y era por cnde un conccpto ¡6¡¿l¡¡cntc inuccesario

para el derecho 1*.

5.3. Algunas consideraciones parecen pertinentes antes de abordar el

tema de las contramedidas.
Tradicionalmente, sidmpre ha existido cierto matiz de castigo en las

contramedidas, llamadas antes represalias. Pero cualquiera haya sido su

pristino car'ácter, no pueden en el derecho interrracional de nuestros días

jugar el papel de venganza "privada" ni de vindicta pública.

A los ojos del derecho, las únicas finalidades admis,ibles de las me-

didas que consideramos deben ser, en primer lugar Ia de eiercer presión

para obtener reparación del Estado delincuente por el hecho ilícito co-

metido y segundo, la de operar como disuasivo contra actos posteriores

de la misma naturaleza.

La primera es, de lejos, la más importante y equivale a una restau-

ración clel bien dañado, desde que la situ¿rción se retlotae el "statu quo

ante'. o, si ello no fuera posible, se obtiene uua I'eparación en su lugar.

La segunda tiende a desalent¿r al Estado que cometió el ilicito de

repetir su conclucta, ya sea en perjuicio del Estado que toma la repre-

salia o <Je cualquiel otro Estado le,

5.4. Si aceptamos lo anterior, debemos reconocer que al origen de las

contramedidas hay :lrn s6¡flicto de la mism¿ ¡1¿¡¡¡¿leza que en las otras

figuras. La conducta antedor, Ia que autoriza la represalia' es por defi-

nición ilícita. Es precisamente por dañar un bíen jurídicamente protegido

de otro Estado que aquella conducta previa es ilícita'

18 A nuestro modo de ver. resulta claro que la Carta debe ser completada-con

tr-,. ,-ror-ur 
-"ori"rpo*¿i"r1i.. 

d,él d,erecho internacional general,- desde que la Cart¿

sólo hace una referencia al "derecho innr¿nente-de legít-ma défensa",y menciona el
..'"'¡lü!,'].;;;. ili;;r'l;J;t""i; p"ia p",firo' ,'ni fig*" como la que conside-

ramos. No hay menciOri ;É;; ; oi.á, ,"1"-"ttto. "o*ó 
la proporcionalidad, por

"i.*nl", 
y la'referencia al nataque ggado.' es insatisfactoria'-' 

i.l-"báos, por tanto, referirn'os al derecho internacional general si quetemos en-

contrar una respuesta "";;i"h-; 
este asunto. Eso no significa que sean aclmisibles

"i."r1^*"f* i"" a ,.rá i" la fuerza por \rn Estado contra ot'ro Estado. Desechr-

;;;'r;i[¡;.i.;"i¿" a""lo. ;;"i"";ür'en el exterior oomo antecedente del uso de

ili";;;-";-üitñ; defensa, desde rlue no creemos que así lo considere tampoco

el derecho internacional general.
1e Entendemos qrre híy ün aspecto "privado" (concerniente al Estado p-articular)

tanto comá uno "púúlico;'(que a-tañe a Ia Comunidad Internacional)- en las repre-

salías. A este resfecto, podriu rr"ts" al Estado _que ,actúa en represalia como -ejer-

"ierrdo 
,rna cierta- represántación de la Comunüad Internacional, -o si- se- prefiere,

actuando como ufr órga[o de esa comunidad en el cumplimiento del derecho de gentes.
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A su vez, la represalia envuelve una conclucta quc scría ilicita dc
no haber mediado la primera, y cs fácil advertir que lo es porquc
ataca un bien jurídicamente protegido del Estado quc toma la represalia.

Los bienes en oposición son aquí aproxirnadamente cquivalentes, co-

mo lo son en el caso de la legítima defensa, y también aquí el derecho

decide en contra del Estado que ha incurrido primero en conducta ilícita,
al levantar la protección del bien perjudicado por la represalia.

En el origen de las contiamedidas hay, entonces, un conflicto y una
situación de necesidad. Si se considera al laudo del Naulilaa como decla-

rativo de lo que es el derecho en este puntd -y la doctrina no lo niega-
entonces el Estado que aplica la contramedida debe haber intentado
previamente una forma de reparación por otros medios de distinta natu-
raleza que una represalia'0. Lo cual es otra manera de decir que sólo le
quedaba a ese Estado la represalia como única forma de obtener repa-
ración, o si se prefiere, que tal acción era necesaria para la protección
de su bien.

La necesidad, fija también aqui los lírnites de la reácción? Natural-
rnente que una represalia que exceda los límites de lo necesario parrr

conseguir la protección del bien del Estado que la motiva scría clara-

mente ilegal. Lo difícil aquí es determinar que c's lo necesario para cso

fin, qué tipo de acción se necesita.

La respuesta no es simple, desde que el efecto det la presión ejercida
por medio de la represalia dependerá grandemente de ciertas condicio-
nes del Estado que la soporta: de su voluntad de resistencia, de la inten-
sidad con que la población sienta el asunto de que se trate, etc. Es difí-
cil fijar límites obietivos a }a necesiclad, ya quc una acción <1ue i:n un

caso podría ser mirada como más que suficiente, en otros podría no dar

resultado alguno.

Es por ello que se emplea otro criterio: cl de la proporcionalidad,

que es más fácil de aplicar a situaciones cspecíficas que Ia necesiclad.

Innecesario es agregar que aunque se considere a las contramedidas

como parte de la familia de las figuras de necesidad, no se debe admitir
en ellas el uso de la'fuerza. La gran mayoría cle la doctrina rechaza las

represalias armadas, y la Declaración de Principios de Derecho Interna-
cional contenida en la Resolrción 2625 (XXV) de la Asamblea General

20 U, N. Report of Arbitral Awards, vol. II, p, 1025 (Primera Decisión, Julio
31 de 1928).
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dc las N¿rcioncs Unicl¿¡s cst¿rblecrr r1uc, los Estaclos tienrrn el deber dc

abstenerse de los ¿rctos tlc repre'strlia rluc impliquen el uso de la fuerza :r.

Telminaremos con el tema de las contramedidas con una nota de

precaución: hay ciertos aspectos de "interés público" en ellas, en tanto
contribuyan al logro do una finalidad como cl cumplimiento del derecho,
que la comunidad intc¡rnacional también tiene como propio. Es claro
que ese elemento de interés público debiera requerir en los Estados que

aplican la represalia o la sanción, una circunspección mucho mayor quo
la mostrada en casos recientes, en que se adoptaron sin fundamento jurí-
dico y a veces por Estados que no fueron víctimas de hecho ilícito alguno.

6. Si nuestro análisis es, entonces, correcto, la necesidad es un concepto
único que cornparten las cuatro ltiguras rnencion¿rdas. Este conocimientc
indica de innrediato la conveniencia de una mhs precisa definición de

su alcanóe y elementos.
Habría clue comcnzar por "purificar" la noción de necesidad de los

cuerpos extraños que introducen confusión, ya que la necesidad es un
concepto autosuficiente. Así, el criterio de una conducta estatal en nece-

sidad debiera simplemente ser que el objetivo perseguido no hubiera sidtr

logrado de otra Íranera. Ello incluye la noción de que no existía dispo-

nible otro medio que no ¿rlectara el bien jurídicamente protegido del otro

Estado. Creemos que toda tentativa de introduccir nociones ajenas' 
-a la

necesidad en busca de mayor precisión sólo complica inútilmente las cosas.

La famosa frase de Wabstel en el caso del Caroline logra, a nuestro

criterio, precisamente e.l indeseable'' efecto anterior, al exigir para la nece-

sidad que ést¿r sea "inmediata, abrumador¿r, que no deie clección de me-

dios ni tiempo para deliberar" ze.

Como ya lo hace notar Jessup, la definición de lVebster es ". . . ob-

üamente derivada de consideraciones de la legítima defensa en de¡echo

interno; son raros los casos en qlle una situación internacional se adecúe

a ellas" e3.

?1 Fitzmaurice, sin embargo, I)arece ¿ceptar las repr-esalias armadas en algunas
circturst¿ncias: "En generitl, (y puede lraber casos especiales o excepcionales) los
actos de fuerza, a menos que se justifiquen por la vía de la legítima defensa indi-
vidua! o colectiva, de las represalías por actos ,sinúLates ga cometidos, o como acción
colectiva aui.trrizada, son cl¿rramente ilegales". Op. cit., p. 171 . Traducciónl nuestra.

2: Moore, "Digest of Intemational Law", p. 422. Tiaducción mrestra.
!:r Jessup, A. Nloclerr-r Larv of "Nations", Nueva York, 1968, p. 164.
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Aparte del hecho de <1ue una caucillcría . x,finistcrio cle Defens¡
no se encontrarían rnuy seguido en las condiciones apocalípticas que c]es-
cribe webster al considerar una situación de legítima defensa -como lo
hace notar también Jessup* el criterio del caroline, como en cualquier
otro caso de necesidad, debiera ser que la acción dirigida a proteger cl
bien jurídico atacado sea realmente necesaria.

EI criterio de Webster en esta materia es perturbador, ya que en
casos de legítima defensa, o bien ha habido uso dc la fue¡za o bien no
lo ha habido. si el uso de la fuerza ha realmente existido, entonces no
debiéramos poner al Bstado que se defiende en la necesidad de probar.
la existencia de las exigentes condiciones requericlas por webster. si la
integridad territorial o la independencia política de un Estado es,tán ame-
nazadas por el uso de la fuerza, que más puede exigirse al Estado agre-
dido para que repela la agresión con todos sus medios? En talse casos,
eI criterio del Caroline parece algo fuera de lugar.

Por otra parte, si no se ha hecho uso de la fuerza, la única aplica-
ción posible del criterio de Webs,ter sería en la legítima defensa preven-
tiva. La discusión respecto a esta defensa preventiva nos llevaría muy
lejos, pero a primera vista parecería el único ejemplo posible de su
aplicación.

Aún en este caso hay un punto más importante que el saber si el
ataque armado inminente cumple con aquellos requisitbs, y ese punto
es el de establecer si la utilización preventiva de la fuerza es realmentc
necesaria para desbaratar los propósitos del ataque, y no meramentc par.¿r

obtener una ventaja militar. si bien se mira, la regla del caroline sólo
sirve para distraer nuestra atención del criterio realmente importante.

Otro requisito de Ia regla que comentamos se relaciona con la "in-
mediatez" de la reacción ofensiva en relación coú el uso de la fuerz¡r.
Es cierto que no habría legítima defensa si el atacante ha terminado con
su acción y ha retirbdo las tropas del territorio invadido, pero casos tan
claros como ése habrá pocos, y la inmediatez no debiera ser erigida cr-r

requisito 2a.

, , 
:ta 

_conf, Buzr, "Qué significa exactamente el carl¡cter directo del peligro? ¿euéel desastre debe advenir ensgeuida? o- el peligro es directo también cuanáo, ili-no
cometerse el acto en necesidad,.aquella cónseiuencia seguiría en todo caso aunque
no fuera a continuación? El peligrb es directo también "en 

esta hipotesis.
. El derecho no requiere espeñr al último momento. esto se¡ía 

-una 
maldad, Bslmportante que el peligro sea real y que no exista solimente en la imaginación tle
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Est¿ noción clc l¿r jnmccliatcz llarec(r típicamente sc.r' ruta dé esas

idcas cxtraid¿rs de conrparaciones con el clerecho intelno, c1uc. resultan
peligrosas de aplicar al derecho de gentes sin mayor examen. En las
comunidades dcl derecho inte.rno, el uso de la fuelza está prohibido a

los ciudadanos, así como en el intcl'nacion¿rl lo está para los Estados.
Pero hay una diferencia sustancial entre ¡mbas situaciones: en las comu-
nidades nacionales, la fuerza es utiliz¿rd¿.r por ei Estado no sóio para

rnantener la paz, sino también para haccr cumplir el derecho, cosa que
no sucede en el derecho intcrn¿rcion¿rl.

No sólo se prohibe utiiiz¿rr la fucrza ¿r los ciudadanos privados, sino

que además tampoco pueden crllos portar arrnas, ni aún tenerlas en su

casa. En taies sociedades, la clelens¿r propia debe intel'pretarse muy res-

trictivamente, y el uso de la fuerza sólo puede permitirse cuando no

hay tiempo para que la poJicía intcrvenga. Por ende, el concepto de

neccsidad es diferenter en aquel contexto.

Apenas necesitainos decir quc tal estado de cosas dista rnucho de

plevalecer en la comunidad internacional. Tampoco hay órganos con

competencia ni poder para hacel curnplir compulsivamente el derecho

internacional, ni maquinaria efectiva para el mantenimiento de la paz!í.

En circunstancias tales, cs menester adoptar una actitud flexible en

cuanto a la apreciación de ia legítima defensa, y a menos que inter-

vengan otros, factores que den a la reacción defensiva tardía un signifi-

cado especial, el mero transcurso de un cierto tiempo no selía decisivo

para excluirla de la legítin"ra defensa. Si el Estado A es invadido por el

Estado B, y en lugar de lanzar un contlaataque prefiere recurrir plimero

a negociacioñes para persuadil al inv¿sor a retirai slrs tropas, una acción

l¿¡ oer-sona amenazad¿r. Si el clesastle sólo puede ser evitado por ia conrisióIl de un
actó de necesidaci, el estaclo cle necesidacl existe en rni opinión".

Continíra clicienclo: "...Dentlo del Estado, el peligro puede eviLlrse por la in-
tervención del Poder estatll I' esto puede hacer innecesario el recurso a un acto
de necesidad, pero en el derecho de gerrtes no hay poder público en cuy¿r ínterven-
ción confiar". Buzti, op. cít. p. 214/215. 'fraducción nuestra.

25 Es sabído que el Consejo de Segr,rridad de las Naciones Unidas no tiene me-
dios a s¿ disposición pzrra ernprencler un¿r acción de policía efectiva, desde que los
ricuerdos del ¡\rt. 43 nunc¿r fueron srtscriptos y las posicioneg opuestas en práctica-
mente toclo, c¡re existen entre el bloiiue del Pacto de V¿rrsovia y la OTAN hacen
rine la segulid:rcl cclectiva sea inrpracticable en ese sister¡a.

Las posibilidades disponibles pilr¿r la ONU son marginales, y hay escasísimo
prcc:.dento ¡el*tivo a operacioues par¡r cumplimenta¡ lo relatívo a la paz y seguridad.
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de fuerza 1:or A tr¿rs cl fracaso clc la negoci¿r.ci1¡n só}o poclría scr cousi-
derada como legítima defensa.' Aurrrlue las consideraciones anteriorcs se aplic:n ¿r l¿r defcns¿r, el rc.-

quisitos que comentamos de la regla dc \\/ebstcr ers inaplícable ta¡mbién
a los casos de estado de necesidad propiamente dichos, no obstante la
cualidad de "inminente" que requiere cl Art. 33 de la CDI en caso dc
"grave peligro" que amenaz¿r el inter'és esc¡ncial en cuestión. Basta decir
que la mayor parte de [os casos que con\/encieron a.l Relator Especial y
a la Comisión de que había una regla consuetudinaria de estado de
necesidad tratan de obligaciones financieras, donde la "inminencia" del
colapso resultante no es siempre evidentc.

Por tales razones, hubiéramos preferido la omisión dc: "peligro inmi-
ncnte" del Parágrafo 1 del Aft. 33.

7 . Las siguientes pueden servir corno conclusiones de lo ¿rnteriormentc
expuesto:

1. La necesidad es una causal adn'ritida en derecho inteln¿rcion¿ri
para la exclusión de la ilicitud de conductas estatales opuestas a unir
obligación internacional, bajo ciertas condiciones est¿lblecidas por eI de-
recho.

2. La necesidad surge de un conflicto entre los bienes, jurídica-
nrente protegidos, de dos Estados.

3. El derecho decide contra el bien de menor jeralrluía, o sin son
equivalentes, contra el del Estado clue ha incurrido en un¿ conducta
ilícita. Así sucede en el estado de necesidad propiamente dicho del Art.
33, donde prevalece el bien que constituye un "interes esenci¿ll" dr:l Es-
tado sobre un interés menor del otro. Si ambos inteleses son "esenciales",

entonces no hay exclusión de la ilicitud. (Parágrafo 1.b). El mismo prin-
cipio se aplica en la legítima defensa y en las contramedidas, donde los
bienes en cuestión tienden a ser de igunl magnitud, y el derecho entonces,
decide contra el clue ha violado su obligación.

4. La necesidad es el género. Las figurns rlue hcnros ex¿rminado
(peligro extremo, estado de necesidad, lcgítima det-cns¿r y contr:rn-redidas),
son casos de necesidad. Todos ellos ticncn los mismos r¿rsgos básicos, y
las diferencias que median son cspecíficas.

6. La necesidad es un conccpto autosuficicntc, r1uc. no plccisar t'lc-
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mentos extraños para ganar en precisión. En particular, los criterios de

Webster en el caso del Caroline son perturbadores e inaplicables la ma-

yor parte de las veces.

Nos hemos detenido con particularidad en ei trabajo de la comisión

de Derecho Internacional y del J:uez Ago, su Relator Especial, ya quo

son lo más moderno y completo en la materia. Incluyen una reüsión

exhaustiva y al día de la doctrina.

Una eonclusión particularmente útil del examen hecho por el Rela-

tor Especial de los casos de estado de necesidad es que la norma del

1'i.it. 22 era básicamente una norma del derecho internacional general.

Esta conclusión fue adoptada implícitamente por la Comisión y asl, tiene

el aval que Ie da la autoridad jurídica de ese importante órgano auxiliar

de la Asamblea General.

Debo terminar con una aclaración de carácter personal: la mayor

parte de las reflexiones que venimos de consignar nacieron con poste-

riorida.d aI tratamiento del tema por la Comisión, y es por, esa razón que

el autor de este alticulo no las incluyó en ninguna de sus intervenciones

durante el debate,
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ANEXO

Texto de los artículos 29 a 34, aprotrados cn primera lectura por la
CDI como parte del Capítulo V, "Circunstancias que excluyen la ilici-
tud", en Ia Parte I del Proyecto de Responsabiiidad de los Estados por
hechos ilícitos.

Art. 29. Consentimiento.

1. El consentimiento válidamente prestado por un Estado a Ia comisión
por otro Estado de un hecho determinado que no esté en conformidad
con una obligación internacional del segundo Es,tado para con el primero
excluirá la ilicitud de tal hecho en relación con ese Estado siempre que
el hecho permanezca dentro del ámbito de dicho consentimiento.
2. El párrafo 1 no se aplicará si ln obligación dimana de una norrn!-r

imperativa de derecho internacional general. P¿rra los efectos del presente
proyecto de artículos, una norma impcrativa de derecho internácional
general es una norma aceptada y reconocida por lrr comunidad interna-
cional de Estados en su conjunto como norma que no admite ¿cuerdo
en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior dc
derecho internacional general que tenga el mismo carácter.

Art. 30. Contramedidas, respecto a un hecho internacionalmente ilícito,

La ilicitud de un hecho de un Estado (Iue no esté en conformjdad
con una obligación de ese Estado para con otro Estado,quedará excluída
si el hecho constituye una medid:r legítima según el derecho internacional
contra ese ot¡o Estado, a consecuencia de un hecho interriacionalmonte
ilícito de ese otro Estado,

Art. 31 . Fuerza mayor y caso fortuito.

1. La ilicitud de un hecho de un Estado (lue no eslé en conformidad
con una obligación internacional de ese Estado quedará excluída sí el
hecho se debió a una fuerza irresistible o a un ¿rcontecimiento exterior
imprevisible ajenos a su co'trol que hiciero' materiahnente imposible
que ese Estado procediera en conformidad c<ln ttrl obligación o que so
percatara de que su comportamiento no era conforme a esa obligación.
2. El párrafo 1 no será aplicable si el Estacto dc que se trata ha con-
tribuido a que se produzca l¿r situación de irrrposibilidad m¿terr.ial.
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Art. 32. Peligro extremc¡.

1. La ilicitud de un hecho de un Estado que no esté en conformidad
con una obligación internacional de ese Bstado quedará excluída s,i el
autor del comportamiento que constituya el hecho de ese Bstado no tenía
otro medio en una situación de peligro extremo de salvar su vida o la
de las personas confiadas a su cuidado.
2 El párrafo I no será aplicable si el Estado de que se trata ha con-

tribuído a que se produzca la situación de peligro extremo o si era pro-
bable que el comportamiento de que se trata origanara un peligro com-

parable o mayor.

Art. 33 Estado de necesidad.

1 Ningún Estado podi'á invocar un estado de nocesidad como causa de

exclusión de la ilicitud de un hecho'de ese Estado que no esté en confor-

midad con una obligación internacional del Estado a menos que:

a) ese hecho haya sido el único medi<¡ de salvaguardar un interés

esencial del Estado contra un peligro grave e inminente; y

b) ese hecho no haya afectado gravemente un interés esencial del

Estado para con el que existía la obligación.

2 En todo caso, ningún Estado podrá invocar un estado de necesidad

como causa de exclusión de la ilicitud:

a) si la obligación internacional con la que el hccho del Estado no

esté ein conformidad dimana de una norna imperativa de dere-

cho internacional general; o

b) si la obligación internacional con la que el hecho del Estado no

esté en conformidad ha sido establecida por un tratado que, ex-

plícita o implícitamente, excluya la posibilídad de invocar el es-

tado de.necesidad con respecto a esa obligación; o

c) si el Estado de que se trata ha contribuído a que se produzca el

estado de necesidad.

Art. 34 Legítima defensa.

La ilicitud dc un hecho de un Estadr¡ que no esté en conformidad

con una obligación intelnacional de ese Estado quedará excluída si ese

hecho constituye una medida lícita de legítima defensa tomada en con-

formidacl ct¡n lir Cafta dc las Naciones Unidas.
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LA CONVENCION DE NACIONES UNIDAS SOBRE DERECHO
DEL MAR DE 1982 Y LOS MODOS DE PRODUCCION DBL

DERECHO INTERNACIONAL DEL MAR

FrnN¡xno M. N{¡nrño MaNúrvopz

r. como se sabe Ia conve'ción de Naciones unidas sobre el Derecho
del Mar fue adoptada finalmente en Montego Bay el 10 dg diciembre de
1982, como culminación de un proceso de nuerre años durante los' cuales
se fueron celebrando las sucesivas reuniones de la III conferencia de
Naciones Unídas sobre el Derecho del Mar.

Por su duración sus métodos de trabajo, la cuasi universalidad de sus
participantes y la altura no ya de sus ambiciones sino de sus resultados,
la actividad de Ia indicada conferencja ha cluedado como un hito, difí-
cilmente repetible, en la adaptación de todo un fundamental y amplio
sector del Derecho Internacional a Ias nuevas, exigencias planteadas por
el desarrollo tecnológico contemporáneo y muy especialmente por el
accesol a Ia independencia, durante, las décad¿rs de 1g60 y 1g70, de dece-
nas de nuevos Estados surgidos del proceso dc descolonización, Ia mayor
palte de éllos subdesarrollados.

En este trabajo, el punto de atención principal se coloca en el ins-
trumento finalmente adoptado y, respecto a é1, se tratará de determinar
con base en qué líneas directrices se han organizado dentro de, su'"espa-
cio normativo" las relaciones entre sus disposiciones y los diferentes mo-
dos de creación del Derecho Internacional clel lvlar. En tal contextol se le
van a ahorrar al lector réferencias bibliográficas y jurisprudenciales.

Es posible desarrollar este análisis debido a la ambícíón de globa-
Iid"ad. que presenta el instrumento, la cual se ha expresado de modo muy
claro en su propio Preámbulo.
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En efecto, en dicho Preámbulo se afirma clue los Estados Partes

están inspirados por el deseo de solucionar "... todas lus cuestiones reln'

tioas al Derecho d.el Mar...", y gue son conscientes dc que los proble-

mas de los espacios marinos " . . . está¡t e,rtrechamente relocíorutdos entre

sí y han d.e considerarse en su cc)niunto". Y, todavía, rnás significativo es

su 
"cuarto 

párrafo en el que se afirma expresamente que lr¡s Estados Par-

tes reconocen la conveniencia ".. . cle cstcbl,ecer por merlicide esia con'

oención, con eI d.ebido respeto clc la sobercntín. de todos los Esfados, tt'tt

crden iurídico paftr los mares g océanos. ' 
""Esta perspectiva intencionade de totalidad abre, pues, paso a una

reflexión sobre el sistema que ha servido para organizar las relaciones de

la convención con los diferentes moclos de producción del Derecho In-

ternacional del Mar.
Al respecto interesa ante toclo (I) explicitar dos rasgos fundamen'

tales de la Convención como tal y de las diferentes partes en que se

articula: su prevalencia y su pretcnsión de plenitud'

Posteriormente de modo más concreto, (LI), determinar qué lugar

reserva la Convención (eñ sus diferentes partes): i) Al procedimiento

convencionál de creación de normas, incluyendo su reenvío a las normas

contenidas en convenios específicos en vigor. ii) A los procedimientos de

elaboración utilizados y a las resoluciones adoptadas por Organizaciones

fnternacionales. iii) A las reglas generalmente aceptadas' Y, iv) AI modo

consuetudinario de producción y a su resultado: Ia costumbre interna-

cional.
Este último punto permitirá dar paso a una breve alusión a ]as

referencias de la Convención al Derecho Internacional general (III)'

L Preoalencía g pretensión de plenitud de la Contención'

2. El criterio de 7a preaalencia yiene estableciclo con carácter general

por las normas sobre el régimen de las relaciones de la Convención con

OtroS trataclOs internacionales, de una parte y, de otra, con carácter espe-

cíficq en diferentes partes del texto analizado, en cuanto "exigencia de

compatibilidad" con las norrnas de la plopia Convención de otras nor-

mas estimadas aplicables en una materia concreta'

La pretensión de plenitud se muestra, de una plrte, en la reiteración

de un criterio de autosuficiencia de Ias normas cle la Convención con
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relación a las establecidas por otros modos internacionales de producción
normativa; de otra parte, en Ia protección de la integridad del texto.

A) La Preoaloncía.

a) Por Io que se refiere al régimen general de Ia Convención la nor-
ma principal es la constituída por su artículo 311, que se inspira en un
princiytio de preoalencia general g m.odulable de las normas de ésta sobre
Ias contenidas en otros tratados internacionales, también vinculantes para
los Estados Partcs, que no estén bxprosamente autorizados o salvaguar-
clados por otros artículos de la Convención misma.

La prevalencia alcanza su grado más elevado en el caso del principio
contenido en el artículo 136, que establece: "La Zona y sus recu.rsos son
patrimonio común de Ia Humanid,aü'. Esta norma no sólo no puede ser
enmendada, sino que los Estados Partes sc oblignn a no ser parte en
ningún acuerdo contrario a élla. Se trata pues de una nolrna imperativa.

En segundo lugar, se establece expresamente que la Convención pre-
valecerá, en lás relaciones entre los Estados Partes. sobre las Convencío-
nes de Ginebra sobre el Derecho del N{ar det 29 de abril de 1958. Todas
estas sigueñ formalmente en vrgor. e incluso a afuuna de éllas se siguen
produciendo nuevas adhesioncs.

En tercer lugar, r'especto a otros tratados en vigor '"se admite- que
no sean modificados por la Convención los derechos y obligaciones que
de éllos se deriven para los Estados partes en ésta, si son compatíbles
con élla y si su persistencia no afecta a los derechos y obligaciones de
Ios demás Eitados partes en Ia misma.

En cuarto lugar, respecto a tratados sucesivos a la Convención, cele-
brados para modificar o suspender sólo entre algunos Estados Partes dis-
posiciones de élla, se admite tal celebración si se cun-rplen tres condicio-
nes acumnlativas: Que tales acueidos no se refieran a ninguna disposÍ-
eión cuya modificación sea incornTxttible con la consecución efectiva del
ob¡eto y fin de la Convención. Que no afectcn a la, aplicación de los
principios básicos enunciados en la convención. y que las disposiciones
de tales acuerdos no afecten a los derechos y obligaciones que a los de-
más Estados Partes les correspondan según la Convención misma.

3. b) Por otra parte difelentes disposiciones de h Convención exigen
reiteradamente la compatibilidad. con éllas (o con la propia convención
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en general, o con sus principios u objetivos genc'rales) de otras normas

jurídicas tomadas en consideración como susceptibles de aplic:rción.

Así, en la Parte V, en lo quc se refiere a clercchos y deberes de tcr-

cerOs Estados en una zona económica cxclusiva, sc establece dc un lado

que los artículos 88 a 116 (sobre el Alta lr,Iar) "y atft$ normos pertinen-

tes de Derecho internacional se aplicartin a la zor1'a econónica exclusioa

en ln med,ida en qu¿ no seün incmrytatibles con esta Paúe" (art. 58-2)'

El propio art. 58 protege el gocc por Estados no ribereños, en Ia zona

económica exclusiva de otros, de "los usos clel mar internacionalmente

legítimos" relacionados con las libertades del clta mar, sie¡rpre que seau

cotnptibles con las demás disposi,ciones de ld Convención. Y, al ejercitar

sus derechos en Ia Zona económica, los otros Estados cumplir:án las nor-

mas dictadas por el ribereño "de conforntidad, cott Iu presente Conoen-

a,6n g otros nornTfls d.e Derecho i'nternacional' en la nedidu' en que no

sean.incompatibles con esta parte" (art, 5B-3). En rclaciórr con esta norma'

el art. 297-l-b, incluído en la Parte XV, prevé el sometimielnto ¿ proce-

dimientos obligatorios conducentes ¿ soluciones obligatorias, de las con-

troversias surgidas cuando se alegue que un Estado (no ribcreño) al

eiercer sus libertades y derechos cn la Zona económica exclusiva de otro

haya actuado en contravención dc la convención "o tle las leyes o'regla-

fnentos üAailos por el Estado ribereño de conformidatl con esta Cut-

oención o de otrats rprmas de Dcrecho intetnaciot'¿ttl que no sean incom-

patibLes con éllal'.
Asimismó, en la Parte XII, las 'disposiciones generales' cn materia de

protección y preservación del modio marino se fundan tanto en la obli-

gación general de los Estados de proteger y preservar eI medio marino

(art. 192), cúanto en la exigencia de que todas las medidas que los Es-

tados adopten al respecto sean compüibles con la Conaencidn (arts. 194-

1-3 y 4 y 196), incluyendo las derivadas de la cooperación en eI plano

mundial o régional (art. 197). Y, según el art. 23'7,las dis¡rosiciones de

dicha Parte no afectarán a las "oblígaaiones especificas contraídas por

los Estad.os en t;iúud, d,e conaenciones E (rcuerd.os especialei' celebra-

dos anteriormente o que se puedan concluir para promover los principios

generales de la Convención. con tal que se cumplan de modo compaüble

con los principios y objetivos generales cle la misma.

Por último, en la Parte XV además de lo ya indicado, es fundamen-
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tal remarca¡ que para la solución pacífica de una controversia de la que
llegue ¿ conocer la corte o tribunal (cornpetente sobre la base do la
sección II de l¿ pafte XV), éste aplicará la Convención "y las demós
nwrnns d9 Derecho lnternacional que no sean incom.patibla,s con éüoi'
sin perjuicio de que las partes convengan en que la solución se dé er
aequo et bono (art. 293) 1.

B) Pretensión de pl,enitud.

a) C omo "ut"ttoxtficiencirí',

4. Este rasgo se muestra con gran claridad en l¿rs diferentes ,Jisposicio-

nes en las que, por así decirlo, la Convenc ón "se autorremite'i.
Las fórmulas, utilizadas para ello son muy variadas. En ocasiones

esa 'autorremisión' va acompañada de una referencia a "otras normas de

Derecho Internacional". Pero en otros casos la ¿rutosuficiencia es casi
completa. Ocasionalmente se salvaguarda la 'libertad' de ejercicio de su
jurisdicción por un Bstado, pero al mismo tiempo se establece algún
límite general o se prevé de,algún modo que las leyes y reglanentos que

dicho Estado dicte deberán scl conformcs con la Convención.
Así en la Parte II se establece (art. 2-3)_ que "la soberanía sobre el

mar territorial se ejerce con arreglo & es'ta ,Conoenci6n, A otras nsnnes
de Derecho Internacional"; fór'mula que sc repitc eir cuanto al ejercicio
del derecho de paso inoccnte (art. 19-1" in, fine); en cuanto aI derecho

del ribereño de dictar leyes y reglamentos lelativos a dicho paso (art.
21-1); y en lo reiativo a responsabilidad del Estado del pabellón por
daños causados por un buque de Estado (err cl art. 31).

De otra parte, en materia de límites del mar territorial, el estableci-
rniento y modificación de las líneas de base clebe realizarse de "confor-

mid.ad con la Conuención' (arts. 3, 5 y 7-Z),la cual aütoriza expresa-

1 Paralelamente, para el Tribun'¿il Infernacional del Derecho del mar, ver el
art, 13 del Anexo VI. La prevalencia de la Convención, en este contexto, sq refuerz¿¡
por el hecho de que los órganos jurisdiccionales competentes para la solución de
controversias entre los Estados Partes serán también competentes para conocer de
Ias controversias "relativas q la interpretación o a la aplicación de un acuerdo inter-
nacional concerniente ¿ los fines de (la) Convención que se le sometan conforme
a ese acuerdo",

Cfr. tambiér-r el art. 21 del anexo III, el cual establece por su parte que el con-
trato de explotación de un área de la Zona, celebrado entre la Autoridad y el solici-
tante o solicitantes "se regirá por sus disposiciones, por las normas, reglamentos y
procedimientos de la Auto¡idad, por la parte XI y por otras normas de Derecho Inter-
nacional que no sean ¡ncompatibles con la Convención".

7r7



ANUANIO ARGENT'INO 1)I' DERECIIO INTERNA.CIONAL

mente a los Esiailos a trazar ciertas líneas y no otras (arts' 7-1 y 2, 10-4,

13-1 y 14) y les impone Ia publicación de cartas a gmn escala recono-

cidas oficialmente o, en otro caso, listas de coordenades gc,ográficas de

puntos donde aquellas consten (arts. 5, 6 y 16)'?.

Por últimq en cuanto al régimen del paso inocente por el mar terri'
torial, el goce de tal derecho corresponde a los butlues de toclos los Esta-

dos "cor¿ suiección a esta Cortuenciótt" (arts. B-2, 17), quo autoliz¿ ¿l li-
bereño a dictar al respecto leyes y reglamentos (art' 21) y le impone

ciertos deberes y atribuye determinados derechos (arts' 22-l y 2,24y 25).

5). En la Parte III, se establece (art. 34-2) qtue "Ia sobemníq o iuris-
d,icción d.e los Estados ribereños del estrecho (utilizado para la navega-

ción internacional) se eierceró con arreglo a esltt, Parte y a otrtts nornuts

de Derecho Internnaonal'. Y en materia de régimen de paso por los

estrechos utilizados, para la navegación internacional la "autorremisión"

a\ régimen de la parte III o de su sección 2q o a otras ptrrte's de la Corr-

vención es reiteradísima (arts. 34-I, 35, 36, 3B-2 y 3, 39-1-d, 4I'I y 42 1").
En la Parte IV, se establece que la soberanía de un Estado archi-

pelágico sobre las aguas archipelágicas, incluyendo su espacio aéreo,

suelo, subsuelo y recursos,"se eierce con suiección a |as di,sTtosiciones de

esta psrte" (art. 49-3), que regula de modo'autosuficiente'también el

régimen del paso por las vías marítimas archipelágicas (art. 49-4 y 53'3

v t1).
En la parte V, (por si no fuera suficiente el yn señalado régimen

de prevalencia casi absoluta), la búsqueda de Ia'¿rutosuficiencia'es pa-

tente en lo que el artículo 55 denomina "r'égimen jurídico específico" de

la zona econónica exclusiva, "estoblecido en esta Pofte, d'e aarcrdo con

eI cua.l los derechos g lo iurisd,icción del Estado ribereño y los derechos

y libertades de los demós Estados se rigen por los disposiciones peúi'
nerúes de esta Conoención". La reíteración de la 'autorreferencia' está

en los arts. 56-l (b v ") 
y 2,58-7, 62-4,63-I, 64-2, 67'2,69-2-b y 73-l'

2 En este punto, únicamente, hay dos remisiones ad extra, por un lado ¿

ciertas líneas de base que "hayan sido objeto de u,n reconocimiento intemacional gene-

ral' (art' 7'4) v, por otro, a Lr posibiliclad de tener en cuenta para el trazado los
intereses económicós de una región, cuya realidad e importancia estén claramente
demostradas "por u,n uso prolongado' (a*. 7-5).

3 En este caso del art. 42-L se establece la facultad de los Estados ribereños
de dictar leyes y reglamentos relativos al paso en transito, "con suiección a las d.is-

disposiciones de esta sección".
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Por lo que se refiere a la Parte VI, la regulación allí contenida sobre
Plataforma Continental, solamente se remite a ot¡as normas de la Con-
vención (arts.78 y 83); o alude a ciertos derechos "de soberanía" del
Estado ribereño, cuyo ejercicio se regula (arts. 79 y 81).

En la Parte VII, en lo referente¡ a la libertad del Aita Mar se esta-

blece que ésta se ejercerá "en las condiciones fiiadas por esta Conoen-

,ción y I"tor las otras normas de Dereclto inter¡tociotml* (art.87-1). Y en
cuanto al régimen del Alta mar, las remisiones que diferentes disposi-
ciones hacen a la propia Conv'ención y a partes de ésta, (incluso para
e'xigir que el Derecho interno se adecíre a éllas), son contínuas y ex-

clusivas (arts. 87, 92-1, 111-2 y 116) a.

En la Parte X, se establece como regla fuuclamental que los dere-

chos de acceso al mar y desde el mar de los Estados sin litoral son
"los que se estipulan et't esta Conaenció¡'t" (art. 125).

6. En la Parte XI lsobre "La Zona"\ destaca ante todo eI artículo
)38 según eI cual: "eL comportumiento general de los Estsdos en rela-

ción con, lo Zona se aiustará. a lo di.spuesto en esta Parte, a los píncípíos
incorporados ert la Cctrta de las Naciones Unidqs g a otras normas de

Derecho lnternaciona¿...". Y junto a é1, la disposición del art. 139-2

que establece la responsabilidad de un Estado u Organización por daños

causados por incumplimiento de sus obligaciones conforme a esa parte
"sin, periuicio de las norms de Derecho internacional y del artículo 22

tlel Anexo III" (anexo éste que contiene las disposiciones básicas sobre

lir prospecciín, la exploración y la cxplotación de "la Zona").
Por lo demás, lógicamente. el régimeir que l:r Parte Xl establece

para la "Zona" (de acuerdo con slr completa novedad y la función esen-

cial quc en lrr gestión cle la misma se atribu,ve a una Olganización In-
ternacional denor.ninad¿1. "La Autoriclad"), tiende a una casi completa
"autosuficiencia" (cfr. en especial los arts. f34-1 y 2, 137-2.v 3, 139-1, 140-

1, 141, I44-I, I47-2-a, 153-4, 160-1 ) y r:llo incluso corno parte sepa-

rada dentro del marco cle la propia Convención, si clejamos aparte ciertas

e inevitables remisiones a otras disposiciories o partes de la misma (cfr.
ad ex arts. 136-3 1' 1, L42-3,143-1, 150-d... ).

4 Para el régimen de las islas ver el art. I2l-2 y lpara rrrares cerrados o semi-
cerrados, el art. 123.
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Finalmente, la "autosuficiencia" del régimen de la investigación cien-
tífica marina (Parte XIII) es asímismo evidente (cfr. los arts. 238-239

y fulO), incluyendo la continuada remisión a otras fartes de la Conven-
ción (arts. 242-2, 244-I, 246-L y 8, 254-2 y 3, 255, 257, 258, 260 y 263-L y 2) u.

b) Como protección de la integridad del texto.

7. Bn esta perspectiva destacan dos tipos de disposiciones de la Con-
vención. En primer lugar los artículos 309 y 310 que regulan eI régi-
men de las declaraciones unilaterales interpuestas, frente al texto de

la Convención, por los Estados firmantes, contratantes o Partes. Se esta-

blece al respecto que no se podrán formular reservas ni exccpciones a

la Convención salvo que estén expresamente autorizadas por artículos
de la misma y, simultáneamente, se admite la regularidad de "declara-

ciones y manifestaciones" que no constituyan reservas en sentido técnico,
entre las que se cita, en particular, las destinadas a "úrntonizar el Dere-
cho interno" con las disposiciones de la Convención.

En segundo lugar, se encuentran las normas que regulan tanto el
proceso de adopción y aceptación de enmiendas, bien a la Convención
en general (arts. 312, 313 y 315), bien a disposiciones relativas a acti-
vidades en "la Zont' (arts. 314, 315), cuanto su correspondiente entrada
en vigor en ambos supuestos (art, 316). Por otro lado, el artículo 155

impone específicamente la selebración de una "Conferencia de revisión"
de las disposiciones que regulan el sistema de exploración y explotación
de los recursos de "la Zona".

lI. Relaciones específicos con modos deterrninados de producción o
con lss nornws establecidus por éllos.

A) Relación cotl. rTormas t1 procedimientos conuencionales.

8. a) La referencia directa a la regulacíón contenida en. otros tratados
internacionales se encuentra recogida en determinadas disposiciones de la
Convención, pero este fenómeno tiene alcance diferente.

i) En algunos casos la Convención obliga a cumplir o a tener en

5 En cuanto al desarrollo y transmisión de tecnología marina, las normas de la
Parte XIV se orientan esenciajmente a promover ), a fomentar la codperación irrter-
nacional, sin haberse serrtido la nec.esidad de dar otros pormenores (arts. 206-278).
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cuenta lo establecido en determinados convenios internacionales en vigor.
cn materias determinadas. Este fenómeno es desde Iuego muy limitad<_l
debido sin duda a la pretensión de totalidad del texto.

Así, en la Parte II se establece la obligación de los barcos ext¡an-
jeros de propulsión nuclear, o que transporten sustancias intrínsecamente
peligrosas o nocivas, de cumplir las medidas especiales de precaución
-'que se hayan establecido en ocuerdos internacirtnales", cuando ejezau
eI derecho de paso inocente (art. 23).

El art. 47-6, incluido en la Pa*e IV se establece que se "fiwnten-
drán y respetarán" los "derechos estipulados en acuerdos" entre un
Estado Archipelágico y un Estado vecino inmediatamente adyacente,
Y, asímismo (art. 51-1), se prevé que los Estados archipelágicos respe-
tarón "los acuerdos exi,stentes con otros Estados", en cuanto a derechos
de pesca tradicionales y otras actividades legítimas de terceros, (si¡r
perjuicio de obligar a la celebración de acuerdos de fijación de moda-
lidades de ejercicio oid, infra).

Por otro lado, el art. 108-l de la Parte YII, obli,ga a los Estados a

cooperar para reprimir eI tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias
sicotrópicas realizado por "buques en Nta mor en oiolación de las cott-
xenciónes internacionales".

En ei art. 146 (Parte XI) se establece que la Autoridaq, en ma-
teria de protección de la vida humana con respecto a actividades en
\a Zona, establecerá las normas, reglamentos y procedimientos apro-
piados "que complementen el Derecho lnternacional existente, tal como
estó. contenido en los trataá,os en. la materi.ti'.

Y en materia de protección y preservación del medio marino (Parte
XII ) se establece expresamente en ciertos irrtículos que los Estados al
dictar normas internas habrd.n de tener en cuenta las reglas y están-
dares, así como las prácticas y procedimientos recomendados "cotwe-
nidos internacíonalmentd' (art. 207-7; 212-I).

Finalmente, el art. 262 de la Parte XIV, establece que las insta-
laciones o equipo de investigación científica en el medio marino serán
provistos de las "señales de adoertencia adeandas conoenidas i¡úerna-
cionalmente",

f. ii) Más frecuentemente se trata de "salxagtnrdar" la aplicabili-
dad de las normas contenidas en los convenios que se indican. Este
fenómeno también es de alcance limitado.
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Así, en la Parte III el art. 35-c, prevé que las disposiciones de

dicha Parte no afectarón al régimen jurídico establecido por las "con-

oenciones de larga d.ata" que estén vigentes y que se refieran especí'

Iicamente a estrechos utilizados para la navegación internacional.

En 1o referente al régimen de AIta mar (Parte vII), el artículo

92-t salvaguarda la posibiliclad de excepciones ir la jurisdicción exclu-

siva del Estado del pabelló n "en lo's c(tsos excepcionales preaistos de

mod.o expreso en los tratados internaciona'les o e¡t esta Conxencütt" '

Y el art. 116-a, establece el derecho de los Estados a que sus nacio-

nales se decliquen a la pesca en alta mar con sujección, inter alia' a

sus ,,obligociones conoerrcionales", a otr¿rs normas de la convención

y a las "disposiciones de esta sección'.

En cuanto al régimen de "La Zona" (Partc XI) el art. 151-8 esta'

blece la aplicabilidaá o lu exploración y explotación de los minerales

dc élla, de los derechos y obligaciones en materia de prácticas econó-

micas desleales previstos en "los aCuerd.os cotnerci,rtles multilateraleí"

En tal contexto, lógicamente, se salvaguarda asímismo la aplicabilidad

de las disposiciones de tales convenios, relativas a solución de con-

troversias.
En la Parte XII el artículo 221 establece que "ninguna de las dis'

posiciones de esta Parte menoscabará el derecho de los Estados con

irreglo al Derecho Internaciomal, tanto consuetudinario como conaen'

cion-al a tomar U hacer cumplir mrís attó' del mar territorinl . . . " medidas

para cvitar la contaminación resultante de accidentes marítimos.

I'or último, en la Parte XVI (Disposiciones generales), el artículo

303-4 prevé que 1o establecido respecto a la recuperación y protección de

objetos de carácter arqueológico o histórico hallados en el mat se enten-

.{"rá .."¡r, peritúcio de otros acuerdos internociot"tales g d'emós normcs d¿

Derecho Internacional relativos a la protección de dichos objetos".

10. b) Por otro lado, la convenci'n, sahsagutu'da, recomieula o auto-

riza lrt celebración de determinados acuerdos internacionales. En los su-

puestos más constriñentes ablíga a dicha celebración.

i) Así, en crutnto ala obligación, enla Parte IV (art. 51-1), se prevé

ctue las modalidades y condiciones de ejercicio por terceros de derechos

. rJe pesca tradicionales y otras actividades legítimas (derivadas de acuer'

dos entre el Estado archipelágico y dichos terceros), "serón regulad.as por
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acuerd,os bilaterales e¡úre los Estad,os interesados a petición rle crnlquiera
de ólloí'.

En la Parte V, se establece que el Estado ribereño de la zona econó-
mica exclusiva que no tenga capacidad para explotar toda la captura per-
misible darú acceso a otros Estados al excedente "meciiante acuerdos y
otros arreglos" (art. 62-2) ".

De otra parte, con fundamento en el derecho de los Estados sin lito-
ral (art. 69-1), y de los "Esta<ios en situación geográfica desventajosa"
(artt. 70-1) "a participar sobre urw base equitath:a, en la explotanión de
una parteaproytfutda del ercedente d.e recursos oít¿os" de las zonas econó-
micas exclusivas de los ribereños de la misma región o subregión, se ha
estableciclo en uno y otro caso que las modalidades y condiciones de esa
participación se establecerán por los Estados interesados "mecliante acu,er-
dos bilaterales, ntbregionales o regiorwles" (arts, sg-Z y 70-3, respecti-
vamente).

En ambos casos se tendrán en cuenta los acuerdos que ya permitan
tal participación (arts. 69-2 y 70-3-b); y, asirnismo, se prevé que cuando
la capacidad de captura del ribereño se aproxime a la totalidad de lo
capturable, éste y otros Estados interesados "cooperarán en el estableci-
miento d.e arreglos equi,tatiooí' para permitir Ia participación en la explo-
tación, de los Estados en desarrollo de Ia misma región o subregión arts.
68-3 y 70-ü 7.

De otra parte, el acuerdo internacional celebrado *a 
fin ile llegar t

w'ta solución equitati,oa" g "sobre la base del Derecho internacional a que
se hace referencia en el artículo 38 de\ Estatuto de Ia Corte lntemacional
de lusticia", será el instrumento que los Estados con costas adyacentes o
enfrentadas utilizarán para delimitar sus zonas económicas exclusivas
(art.74-l) y sus plataformas continentales (art. B3-1) 8.

6 Sobre referencias a acuerdos en cuanto a administrtción y explotación de
poblaci,ones anáclromas y catádromas ver los arts. 66 y 67.

7 Cfr. el art. 297-3. De acuerdo con é1, el conlunto de las oontroversias interna-
cionales relaüvas a la aplicación e interpretación de estos artículos (69 y 70 princi-
palmente) escapa a la obligación de sometimiento a "proceclimientos obligatorios
conducentes a decisiones obligatorias"; de ahí la "recomendación" del inciso e) del
indicado art. 297-3

La-import-ancia que la Convención concede a este procedimiento se desprencle
del resto de las disposiciones de los propios artículos 74 i BB, puesto que, en-ambos
supuestos, se recomienda vivamente la concertación de "arreglos provisionales', que
no perjudiquen la celebración de los acuerdos definiüvos de áelirujtación; y se esta-
llece que, si no se llega a un acuerdo "denbo de un plazo razonafle", se recurrirá
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En cuanto al derecho de acceso al mar y desde el mar de los Esta-

dos sin litoral y su libertad de tránsito, que regula la Parte X, se esta-

blece que las condiciones y modalidades para el ejercicio de esa libertad

serán convenidas entre tales Estados y los de tránsito interesados "rn¿-

rliante ücuerdos bilate,rales, subreg\uwles o regionales" (art. 725-2); ade-

más, los "acuerdos especiales" relativos al ejercicio de aquel derecho

quedan excluídos de la cláusula de la nación más favorecida (art. 126).

11. ii) En cuanto a la saluaguardit4 autorizttciótt o reconrcrtdación de la

celebración de tratados, hay lo siguiente, si dejamos de lado las disposicio-

nes que recomiendan y airn obligan a cooperar. en cierta materia, pero lo

establecen en términos tle abstracción generalizada que eluden la refe-

rencia inmediata a la indicada celebración (aunque, por cierto, no la ex-

cluyan y puedan incluirla implícitamente) e'

En la Parte II (art. 15) se saloagu,at'da el acuerdo como instrumento

de clelimitación del mar territorial entre Estados con costas adyacentes o

enfrentadas.

Por otro lado, en la Parte llÍ se recomiendala celebraciórr de acuerdos

entre los Estados rtsuarios y ribereños de estrechos internacionales en ma-

teria cle ayudas para la navegación y Ia seguridacl y otras mejoras y pI0-

tección frente a la contaminación (art. 43)'

De otro lado, en la Parte V se prevé que las noÍmas de la Conven-

ción no afectarán a la "arreglos concertados" en subregiones o regiones

donde los Estados ribereños Wed.ML conceder a Estados sin litoral o en

situación geográfica desventajosa, de la misma región o subregión, dere-

chos iguales o preferenciales para la explotación de los leculsos vivos en

las zonas económicas exclusivas (arts' 69-5 y 70-6)'
y asimismo, se contempl a la conaeniencia de celebrarse acuerdos en-

tre los ribcreños y otros Bstaclos interesados, para coordinar y asegurar la

" 
G pr*"¿rmientos de solución de controversias establecidos p-or la parte XV; y'

{inalmente- oue una t"r ltuvu 
-ac'erdo 

en vigor entre los Estados interesados"'las

";ii;;;;;'t"il;"* 
- f" ¿"ti-itación . . . se reólverán de conformidad con las dispo-

;;;;;;il" ;;. "ir.taá". 
üái ¡r-¡i¿" et art. 134-4 se,gún el c-ual. la validez de estos

^."iá.áár-¿" 
¿elimitación <le plataformas no es afectada por el régimen de La Zonr

( oartc XI).''*'i: firto técnic¿ cobra especial importancia en las dísqosiciones -que establecen

.n debei áe codperar pata lJ represióñ de ciertos hechos ilicitos realizados en Alt¡r

mar: piratería (a.t. fOÓ), tráfico illcito de estupefacientes^ y sustancias sicotrópicas
(art. iOg) y hansmisionÁ no autorizadas (art. i09-l). Cfr. también los arts IL7'
228-2 y 229,
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conservación y/o eI desarrollo de poblaciones de pesca que se encuentren
dentro de más de una Zona económica exclusiva o repartidas entre una
Zana y otra área advacente, (art. 63).

En cuanto al régimen del Alta Mar (Parte VII) se prevé (art. gB-2)

que Estados ribereños y Estados vecinos, cunnclo las circunstancins lo
ertian, cooperzrán "mediante acuerdos mutuos regionales" en la organi-
zación de servicios de búsqueda y salvamento y en general garantía de
Ia seguridad marítima y aérea. Por su parte, el art. 110 admite que se

confieran por tratado a buques de guerra facultades de injerencia en alta
mar frente a buques extranjeros, más allá de las quc él mismo establece.

En cuanto a la Parte X se establece que "mediante acuerdo" entre los
Estados de tránsito y los Estados sin litoral, podrdn estsblecerse zonas
fi¿ncas u otras facilidades en los puertos de entrada y salida de los Esta-
dos de tránsito. asinlismo el art. 132 salvaguarda siempre los acuerdos
entre Estados Partes para la concesión de facilidades de tránsito mayores
que las que concede la Convención.

A su vez, en la Parte XI se establece que la celebración por la Auto-
ridad de nnueDos acuerdos o conoenir¡i' Ttucde ser e\ medio procedente
para proteger los mercados de productos básicos obtenidos de los mine-
rales extraídos de la Zona (art. 151-1-a¡ to.

En materia de protección y preservación del medio marino (Parte
XII), aparte de que el cumplimiento del deber general de cooperación
(art. 197) se realice por medio de acuerdos internacionales (aplicables
en general a cualquier aspectott), lo cierto es que las disposiciones de la
Convención están dirigidas ante todo al establecimíento obligatorio y a

la garantía del cumplimiento de reglas de Derecho interno armonizadas
con los estándares y normas internacionales pertinentemente aplicables,
antes que a la celebración de acuerdos internacionales entre Estados,
específicamente considerados.

Por otrd lado, (Parte XIII, art. 243) Ias Estados y las Organizaciones
Internacionales compete ntes " cooper ar dn mediant e la c elebración de anuer -

10 En todo caso la Autoridad "tend.ró derecho a ser parte en walquier acuerd,o
o conoeüo" que- sea resultado de una conferencia sobre productos básicos que se
ocupe de aquellos productos y en las que participen todas las partes inteiesadas
(art. 151-1-b). La incidencia de estos acuerdos en el llamado "período provisional"
se regula en el art. 151-3.

, 1l ver un ejemplo expreso en el art. 211-3 en materia de contaminacíón cau-
sada por buques.
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dos bilaterales g nrultilateroles" en la creación do las condiciones favora-

bles para la realización de la investigación científica marina.

Y, asimismo (Parte XIV), la cooperación internacional para el esta-

blecimiento de clirectrices, criterios y estándares cn materia de transfe-

rencia de tecnología marina, alude ímplícitamente, aI plocedimiento con-

vencional (art. 271).
Por último, en el ámbito de la Parte XV, r.elativa a la "solución de

controversias", difcrentes disposiciones generales contemplan Ia aplicación

preferente frente a Ias normas de Ia Convención, de las disposiciones de

acuerdos internacionales sobre solución pacífrica, que permitan a las partes

en Ia controversia llegar efectivamente a una solución (cfr. los arts. 280'

!81, 282 y 28{. Asimismo, sc da preferencia al acuerdo entre las partes

en la controversia para la elección de procedímientos concretos de solu-

ción, dentro de los marcos de la sección II de dicha parte XV (art.287-4,

5 y 7) y de su sección III (arts. 298-1-a-i, ii y iii; 298-2, 3 y 5; 299) 1i2'

B) La remísíón a modos de eluboración utilizados lJ d. resoluciones

odopta&ts dentro del marco de Organizucionos Internacionales.

12. Estas referencias son múltiples, pero se concentran en determinadas

Partes de la Convención y su signifícado es variable'

i) En muy escasas ocasiones se reerusía al contenido de resoluciones

determinadas.

Así, se establece que el paso en tránsito por los estrechos internacio-

nales (Parte III) deberán realizarlo las aeronaves civiles cumpliendo el

Reglamento del Aire establecido por la O.A.C.I. y manteniendo todas

las aeronaves sintonizada la radiofrecuencia irsignacla por lir imtoridad

clesignada internacionalmente o la radiofrecuencia de socorro intcrn¿cion¿rl

(art. 39-3).

En cuanto a las disposiciones geñerales relativas al régimen del Alt.r

\{ar (Parte VII) cabe citar la definición (a los efectos represores oportu-

nos ) de las "tr¿rnsmísiones no autorizadas" corno aquellas reAli2adas c¡l

"oiolación de los reglamentos internacionales" (art. 109-2)'

En tercer lugar cabe destacar que diferentes disposiciones de la Con-

12 Sobre el valor del acuerdo entre las partes $ara est¿rblecer el procedimiento
aplicable ver también el art. 10 del anexo V.).
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vención remiten a principios o rlormas incorporados en dos resoluciones
de la Asamblea General de Naciones Unidas: la resolución n4g (XXV)
de 17-12-1970 de la Asamblea General, que declar.aba solemnemente que
'la Zona' y sus recursos son patrimonio común de Ia Humanidad y la reso-
lución 15f4 (XV). Más adelante se volverá sobre tal remisión que hay
que entender como hecha a principios o normas de Derccho Internacio-
nal general 13.

13. ii) En otros supuestos se obliga ¿r los Estados a uplicar o, corl menor
intensidad, a'tener en cuenta' tales resoluciones.

Así, (Parte II) el Estado ribereño deberá tener en cuenta las reco-
ntendaciones de l& Organización Internacional competenta, al establecer
vías marítimas y clispositivos de paso por el mar territorial (art. 22-3-a).

Y en cuanto a las vías marítimas y dispositivos de separación de trá-
fico en estrechos internacionales (Parte III), los ribereños debertín aius-
tarse a las reglamentaciones internacionales generalmente aceptadas (art.
4l-3). Un régimen análogo se establece en Io relativo al establecimiento
por los Estados archipelágicos de vías marítimas y disposiciones de sepa-
ración del tráfico para el p(,so por las agua.s archiTteldgicas (Parte IV,
art. 53-8) .

En lo que se refiere al régimen de la Zotm Ecanónúca Exclusi,xa (Parte
V), como ya se señaló, se contempltr la acción de las Organizaciones fn-
ternacionales en planos específicos.

Así, en lo que se refiere a la retirada de islas artificiales, instalacio-
nes y estructuras en desuso, ésta se harít teniendo en cuenta los narmtts
intet'nacionales generalmente aceptadas que haga establecid,o a este res-

pecto Ia Organización Internacional competente" (art. 60-3 y 5) 1a.

De otra parte, al establecer medidas de conservación para los recursos
vivos en el alta mar (Parte VII) los Estados tendrárt, en cuenta, intor alia,
"cualesquiera norrns rnínimas internaci,onales, sean subregíonales, regio-
nales o mundiales, generalmente recomendadas" (art. 119-1-a).

rB En cu¿nto a la aplicabilidad del Reglamento de arbitraje de la U . . CITRAL
a determinados procedimientos de solución pacífica de controversias sobre el régimen
cle'laZol¡¡a', ver arts. I88-2-c de la Convención n 5-4 del Anexo III. Cfr. asimismo
art. 13-9-b de este Anexo.

_ 14 Por otr¡r Iado (art. 6l-3), un Estado al establecer las medídas aclecuadas para
la preservación de los recursos vivos de su zona económica exclusiva tendrá en cuenta
"los estándares mínimos 

_ 
internacionales generalmente recomendados, sean subregio-

nales, regionales o mundiales".

r27



ANUAITIO ARGENTI\O DI' DERECHO INTERN.,\.CIONAL

Asimismo, toda la actividad normativa de l<ls Estados impuesta por la
Convención con vistas a la protección del medio marino en diferentes su-

puestos, (Parte XII ), debe desarrollarse no ya tcniendo simplemente en

cuenta las indicadas leglas y estándares, así como las prácticas y procedi-
mientos recomendados internacionalmente (arts. 297-1 y 2L2-l), sino de-
biendo tonrarlos, en diferentes casos, como un mínimo obligatorio de

referencia ineludible (arts. 208-3, 209-2, 210-6, 211-2),
Por ejemplo, específicamente, en cuanto a legislación nacional dicta-

da para prevenir reducir y controlar la contaminación del medio marino
(Parte XII) causada por barcos de su pabellón o matrícula, los Estados
que la adopten le otorgarón por lo menos el mismo efecto que "lcs reglus
q estándares internaci.onales generalmente aceptados que sa hagan esta-

l¡lecid.o por conducto de la orgcnúzación intertwcíonal competente o d.e

urut con"ferencia di.plomática generolr' (art. 2f 1-1). Asimismq Ios ribereños
d,eberán dar efecto a esos mismos estándares y reglas respecto a conta-
rninación por barcos en sus zonas económicas exclusivas (art. 2U-5).

También, en el supuesto concreto de contaminación causada por bu-
ques en una zona económica exclusiva, se exige que las leyes y reglamen-
tos que los ribereños puedan dictar "s¿an conformes g den efecto a las
regl.as y estándares internacionales generalmente aceptados g establecidos
pot conducto de la organizacíón únterrwcianal com"petente o de una con-

ferenci,a diplomátba generul (art. 211-4) 15

Y en 1o que se refiere a la ejecución de las disposiciones aplicatües
en esta materia se establece reiteradamente la obligación de los Estados
de adoptar medidas para poner en práctica las reglas y estándares esta-

blecidos por conducto de Organizaciones Internacionales competentes o de
una conferencia diplomática (art. 2I3,214,2I7-I, 222). En dos supuestos
se establece Ia realización de ciertas actividades específicas de ejecución.
bien por el Estado del pabellón, bien por el Estado del pucrto, cuando
haya habido violación o infracción de'reglas y estfut&tres internacionales
establecüas por cond.uc'td de Organizecíones lnternn¿í.onales competentes"
( arts. 217-4 y 2I8- f y 3).

Finalmente, en lo que se refiere a solución de controversias ( Parte
XV) una disposición debe retener de nuevo nuestra atención: siempre se

1'5 En cuanto a dictar disposiciones especiales para la protección de áreas marinas
particulares y claramente definidas, ello es posible si así lo determina la Organización
internacional competente, (art, 211-6-a y c),
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someterán a "procedimientos obligatorios conducentes a decisiones obliga-
torias' las controversias surgidas cuando se alegue que "un Estad,o ribere-
ño lta a.ctuado en contraaención d.e reglus g estándnres internaci.onales
cspecíficos relatioos a la protección g preseroación del medio m,arino que
sean aplicables al Estail.o ribereño t1 que h,ayan sido establecidos por esta
conaención o por conducto do una organizaci,ón lnternaci.onal competen-
te o en una conferencia üplomótica de conformídad con esta Conoencí,óni'
(art.297-1-c).

14. iii). En otras ocasiones, se impone a los Estados la obligación
Ce cooperar por conducto de la Organización para la adopción de las re-
soluciones normativas o bien simplemente se les recomienda que asi lo
hagan. En algún supuesto, se contempla una cooperación tan genérica que
no hay referencia alguna a la adopción de resoluciones.

Así, en cuanto a las vías marítimas y dispositivos de separación de
tráfico en estrechos internacionales (Parte III), los ribereños deberán
someter propuestas al respecto "a la organización internacional compe-
tente para su adopción", amén de consultar a ésta si se trata de dos o
más Estados ribereños, que deberán cooperar al respecto (art, 4L-4 y 5),
Un régimen análogo se establece en lo relativo al establecimiento por
los Estados archipelágicos de vías marítimas y disposiciones de separa-
ción del tráfico para el pe.so por las agtuts archipelá.gicas (Parte IV, art.
53-9).

En lo que se refiere al régimen de la Zona Económica Exclusioa
(Parte V), como ya se señaló se contempla la acción de las Organizrcir.r-
nes Internacionales en planos específicos.

Así, en cuanto a la adopción de medidas para conservación de los
recursos vivos so prevé de una pafte que el Estado ribereño y Ias organi-
zaciones internacionales competentes " . . .cooperardn, según procedn, con

este fi"ni'; y, por otro lado, que eI intercambio de informaciónr científica
clisponible al respecto se realizará "por' conducto de lqs orgartizaciones in-
tenracionsles competentei' (art. 6L-2 y ú).

Por otro lado, se prevé que los Estados afectados o interesados pro-
curarán, en su caso "por conducto de las organi,zaciones internacionales
apropindas'., acordar medidas para Ia conservación y el desarrollo de po-

blaciones de pesca compartidas entre una Zona económica exclusiva v
cltra zona cr área más allá dle ésta (art.63). Que cooperartín, en su caso,
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por tal conclucto para asegurar la conservación y la utilización óptima

de especies altemente migratorias, incluyendo el misrío cstablecimiento clc

una nueva Organización con ese fin (art' 64-1). E igualmente para la

protección de poblaciones anádromas (art. 66-5).

NIás intensa es la salvaguarda de la accióú de lag Organizaciones In-

ternacionales en materia de protección de mamíferos marinos: se reselva

,'Io competencia de uno Organizacíón ltttentacional" para adoptar tales

medidas y se establece que los Estados cooperorán, en el caso especial cle

los cetáceos "\tor cond.uc'to de las O"rganizociones lnternocionales opropia-

clas" (art. 65). ao

Por otrolado, (Parte VII), se prevé que los Estados coopetorán er'lzt

conservación y administración de los recursos vivos del Alta mar. En par-

ticular los Estados cuyos nacionales exploten idénticos o diferentes recur-

sos vivos situados en Ia misma zona celebrarán negociaciones con miras

a tomar la medidas necesarias para su conservación, incluso, según pro-

ceda, estableciendo organizaciones regionales o subregionales de pesca

(art. 118). Y, asimismo, eh lo que se refiere a la consc'rvación de los

r.ecursos vivos del Alta mar, los Estados interesados se aportarán e inter-

cambiarán periódicamente la información y datos pertinentes pof cond,uc'to

d.e Las orgoni,zaciones internacíonales contpeteües (art' 119-2)'

También en lo referente a cooperación entre Estados ribereños dc

mares cerrados o semicerrados (Parte IX) se les recomienda quc lo hagan

en su caso por conducto de una organización regional apropiada y que

inviten a ello a organizaciones internacionales (art' 123)'

En materia de protección v preservación del medio marino (partc XII)

se obliga a los Estad.os a cooperer directarnente o "pot' conducto de las

Oiganízaoiones Internacionales com.petentei' para formular reglas y están-

dares, prácticas y procedimientos recomendados de carácter internacional

(compatibles con la Convención), y criterios científicos relativos a éllos,

y para promover estudios, programas cle investigación e intercambio de

16 EI art. 729 salvaguarda dentro de ciertos límites, el delecho de los Estados

sin litoral y de los colocádos en situación geográfica desventajosa a obtener en srt

ceSO asistencia técnica o financiera de OrganizaciOneS internacionales con vlstas a

poder participar, según la Convención, 
",t 

1" exploteción de recursos pesqueros de

zonits económicas exclusivas.
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información y datos (arts. lg7, 200 y 201).1?
De otra parte, en diversas disposiciones cspecíficas se establece que

Ttrourarón su elaboración (arts. 207-4, 210-4, 272-3) o que las elaborarin
"especialmente por condacto de las Organizaciones Internacionnles com-
petentes o de unn conferencia diplomática" (arts. 208-5, 211-1,).18

15. En materia de investigación científica marina (Parte XIII), el ar-
ticulo 25I simplemente recomienda a Ios Estados que fomenten"por con-
ducto de las Orgo.nizaci.ones lnternacionales, el establecimierúo de críte-
rios y directrices generales para ayuclat a los Estados d düernxinar la índo-
le y las consecucncias de Ia inaestigación científica *or¡r*'z.tt's

En materia de desar¡ollo y transmisión de iecnología marina (Parte
XIV) se establece el uso alternatiDo por los Estados del "conducto de \as
Org&nizaciones lntentacionqles competentes" para cocper&r en todo lo rela-
tivo al fomento del desarrollo y do la transmisión de tecnología marina
(arts. 266-268 y 269) incluyenCo el establecimiento de directrices, criterios
y estándares generalmente aceptados (art. 271), asi como el estableci-
míento y fortalecimiento de centros nacionales de investigación científica

¡'tecnología marina (art.275-1). En este último caso es el indicado "con-

ducto" (y el de la'Autoridad') eI que se deberá utilizar para proporcio-
nar ayuda a los Estados que Ia necesiten (art. 275-2).

Po¡ ot¡o laclo, se recom,ienda a los Estados que recurran a la coordi-
nación de sus programas internacionales por las Organizaciones Interna-
cionales conpetentes (art. 272) y que fomenten la creación de centros

l7 Asímismo para elaborar lplanes de emergencia contra la contaminación se
prevé que los Estados deJ área afectada y las Organizaciones Internacíonales com-
petentes cooperarán en la medida de lo posible (art. 199). La cooperación por con-
<Iucto de Ias Organizaciones se establece iambién con vistas a prestar asistencia eien-
tífica y técnica en la materia a los Estados en desarrollo (a¡t. 202) y tomar medida¡
para vigilar los riesgos de cont¿rminación o sus efectos (art. 204-r). ciertas obli-
gaciones se le imponen directamente a l¿rs Organizaciones Internacionales (cfr. art.
I99, 203 v 2A5).

18 Un¿r disposición reiterada es l¿ que establece que las reglas. estándares y
prácticas y procedimientos recomendados serán reexaminados con lá periodicidad
necesaria (arts. 207-4, 208-5, 210-4, 211-l).

19 En esta materia, las disposiciones de Ja Convención se orientan sobre todo
¿r establecer el derecho de las Organizaciones Internacionales competentes a reali-
z.a,-la (att. 238), V su deber de facilita¡la y promoverla (art. 2¡g), en particu)ar
por rnedio de la coopelación intemacional (art. 242-L), que incluye la celebración
de tratados internacionales (art. 243) y la publicación t difusión de informacióu
v conocimientos (art. 244); todo ello de acuerdo con el régimen establecido por
la propia C¡rnvenciírn (trrts. 24.5-3 y- 5,247,248-249, ZSZ a i.54 y 265).
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regionales en coordinación con clichos entes (y 'la Autoridad') (art. 276).20

16. Co¡ro ya se ha inclicado la Convención est¿rblece la creación de de-

terminados organismos internacionales. Destac¿r esencialmentc'l¿ Autorid:'d

fnternacional de los Fonclos Nfarinos' (que actúa en nombre de la Hu'

maniclad) y que es la "Organización Inlernttcionol por cond'ucto de lu

cual los Estad.os Partes organizarán A controlarú)t. las actiaidades en la

zana" de conformidad con la Parte XI particularmertte con miras a la ad-

ministración de los recursos de Ia Zontr (arts' 137-2 y 157-1)'

Sin perjuicio de que las pertinentes clisposiciones de la Parte XI le-

llitan también, como ya se ha señalado, a <ltras nolmas de Derecho In-

ternacional, lo cierto es clue le corresponde a la Autorid¿rd dictar las

rrormas leglamentos y procedimientos quc: den aplicación a los principios

que rigen \a Zona (arts. 137-2 v 3, 144-1, 145, L46, I47-2'a' 209' 256 v

273) 21 , y n-rás en general adoptar las medidas para aplicar el régimen

previsto para eI períoclo provisional y el'sistema de exploración y explo'

tación' (arts. 151 Y 153).

Y,asímismo,laAsambleadelaAutoridadpuedeiniciarestudiosy
lracer recomendaciones paje- "fom.entar el desut'ollo progresiüo del Dere'

cho Internnciornl sobt'e la m'ateria 11 su codificoción" (at' 160-2 j)'

Por otro lado. cn los casos en que la Sala cle controversias de los

ForrdosNlarinosdelTribunallnternacionaldelDerechodelN'I¿rrconozca
cle controversias en que sea parte la Autoridad con atreglo al artículo

187, nunca ." pror.rlr.liará respecto de l¿r cuestión de Ia conformidad de

cualesquieranormas,reglamentosoprocedirnientosdelaAutoridadcon
las disposiciones de erta convención, ni cleclarará su nulidad (art' 189) '21

g0Porsuparteelartictrlo2?SobligaalasOrganizacioneslnterrracionales0om.
petentes l*"ii*¿u, "r, "rto 

parte xIV y-en ra xIII, sobre protección y preserva-

i.ró""ü;ái;-*"ii"", -'?,I*"t iá"r'l** rnedidas apr.opiadas para gtrrantizar'

direcr¡mente o "n .rrrJ.lio ";";;";iót"'""ii. -ti, "l cunlplimiento efectivt¡ de s.s

il;"il;.;-; responsabilidades cón arreglo a esta Plrte ' 
"'2lLosEstadosPartesseoblíganagarantizal.elcumplimiento'de]asdisposi-

cio'es de lo Con.*r"r"iánl"m"fulit-¿á "i iégi',.t"n cle responsabilidad por daúos' y'

si son ¡niembro, a. orl-ür"ün., intcrnrclonal*s. 'itdopiarán lts^medidrts rpropiiL-

drs' par'.r quc éstas cumplln irsínrismo ."tt. "'l;Lli|l"OJil'r,ri""r" je la plar¿form,r:1 Se prevé también la creación de una C

Continenial'qur hnr¡. *oo-",r,1"..i,rt"t e los Est¿rdos 'ibereños 
sobre las cuestiones

rel¿rcionaclas co' los lttJi;.; .*turior.. cle srr Plataform. (Cfr' a'ts ' 76-8, 82-4

y Anexo II).
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C) Aplócabilidad de las regtas, norntas, reglamentos, procedimientos,
práüicas .t¡ r e glarnentacione s " gener alnt erú e uc eptadas" .

71. La expresión 'generalmente aceptadas' se utiliza por diferentes dis-
posiciones de la Convención para referirse a una variedad de pautas de
conducta cuya obligatoriedad se impone a los Estados. La diferente ter-
minología utilizada para referirse a éllas no impide apreciar lo siguiente:
que se trata de reglas que afectan prácticamente en todos los supuestos
a la plotección de la seguridad de la navegación, sea en alguno o sea en
todos los espacios marinos; y que, en Ia rnayoría de los casos, se tratará
de pautas de conducta adoptadas en el seno de Organizaciones Interna-
cionales compe.tentes. En todo caso la expresión "aceptación general" con-
tiene una referencia implícita a un mecanismo consensual que puede apro-
ximarse bien al procedimiento convencional, bien al consuetudinario.

Así, (Parte II), las leyes y reglamentos que c.l ribereño dicte en ma-
teria de paso inocente por su mal territorial no sc aplicarán al diseño,
construcción, dotación o equipo de buques extran¡'eros, a menos que pon-
gan en efecto "reglas o norm{$ ínternacionales generolmente aceyhad.as";

I, por otro lado, los buques extranjeros que ejerzan tal derecho, cumplúrtín
también "todas las normas i.nternacionales generaLmente aceptadas relati-
orrc a la prersenci.ón, d,e abordaies en el núr" (aft, 2l-2 y 4).

Asimismo, (Parte III), Ios buques durante sru paso en tránsito por
estrechos internacionales cumplirón tanto los reglamentos, procedimientos
g prácticas internacionales de seguridad en el mar (incluído eI Reglamento
Internacional para prevenir los abordajes), cuanto los relativos a la pre-
vención, ¡educción y control de Ia contaminación causada por barcos (art.
39-2-1 y b), que sean en ambos casos"generalmente aceptados".

De otra parte, las vías marítimas y dispositivos de separación dcl trá-
fico que en los estrechos indicados podrán establecer los ribereños, o e.n

sus aguas archipelágicas los Estados archipelágicos, ",se aiustará.n a Lus

reglamentaciones internacíonoles generalmente aceptaclas" (arts. 4I-3 y
53-B).

En materia de'zonas de seguridad' de Iaé islas artificiales, instalacio-
nes y estnrctur:a,s en la zona económica exclusiva, (Parte Y), obliga la
Convención a los ribereños a tener en cuenta "Ia.s normas internaci.onales
generalmente aceptadas" (art. 60-323 y 4) "r.

23 En este caso se trata de nornas inte¡nacionales generainrente acep'fadas "que
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En cuanto al régimen del Alta Mar (Palte VII) y c'n materiir de
"deberes del Estado del pabellón" éste se afend.rd a las "reglamentactones

internacionales generalmente aceptadas" pa,ra excluir a buques del regis-

tro obligatorio (art. 94-2-atu); y, asimismo, al tomar las medidas de

seguridad en el mar "deberá. actuar de confo'nnid,ttd con los regLamentos,

proceümientos y próaicas internacionales generalntente a.ceptad'os" (irrt.

e4-5).
De otra parte, la exigencia específica por eI ribereño a barcos ex-

tr:anjeros de cumplir ciertos requisitos de diseño, construcción, dotación
o 'equipo, para luchar contra la contaminación, no obligartí si es distint¿r
"ile las regkts g estándares internacionales generalmente aceptados" (art.
211-5-c ).

Igualmente la, inspección física de un buque extranjero se limitará
en principio a examinar los documentos tlue esté obligado a llevar "cott

arreglo,a lns reglas g estándarcs internacionoles generalmente aceptados"
(art. 226-l-a) %

D) Costumbres ínternatcionol'es especiales,

18. En disposiciones dispersas se hace referencia a normas de natura-
leza que podemos calificar de consuetudinaria.

Así, corno ya se indicó, (Parte II), en el art. 7-4 se admite la rele-

vancia de un tr,azado específico de líneas de base que"haga sido obieto

de un'recotTocinxiento intentacional generdl", y, asimismo en el artículo
7-5 se prevé que al trazar determinadas líneas de base rectas podrán

haga establecüo a este respecto la organización internacional comTrctente' .

21 En el art. 60-5 se establece que el Esibdo ribereño determinará la anchura
de l.¿rs zonas de seguridad teniendo en cuenta "las normas internacionalmente aplica-
bles". Para su creación establece asimismo ciertas reglas, que he aplicarán "scZoo

excepción autorizada por normas internacíonales generalmente aceptadas o saltso reco-
mendación de Iu organización interrutcional competente". ^fodos los buques deberhn
respetar tales zonas y observar las normas internrcion¿rles generalmente aceptadas
con respecto a la navegación en la vecindad de tales islas artificiales, instalaciones,
estructulas y zonas de seguridad (art. 60-6).

2t' Ver la referencia a los "reglamentos internacionales aplicables" en el a¡t. 94-4 c.
26 EI art. l3-9-b del anexo III (disposiciones básic¿s relativas a la prospección,

la exploración y la explotación de los recursos de la Zona) cuando regula el ejercicio
por la Autoridad de poderes en materia de determinación de precios y valores esta-
blece la adopción de "normas reglontentos y procedimíentos que fiien norntac lJ pro-
cedím,i,entos contables uniformes e ínternacionalmente aceptables. . ."

Por ot¡a parte, los Estados vigilarán y evaluarán los riesgos de contami¡ración del
medio marino y sus efectos "metliante métodos científicos reconocidos" (art. 204-1.).
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tcnerse en cuenta los inteleses económicos propios de la región de que
se trate "cuya realidad e importancia eüén claromente demostradas por
un uso prolongún".

En materia de "Estados archipelágicos", (parte IV), el art. 47-6
establece que si una parte de las aguas a'chiperágicas de u'Estado archi-
pelágico estuvier:a situad¿ enire dos partes de un Estado vecino inme-
diatamente adyaccnte, "se mantendrtfut u respet&rón los d.ereclrcs exis-
tentes v cualesquiera otro,s intereses legítimos que este último E,stodo
ltaga e¡ercfulo tradicíonalmente en tules uguas...-. y asimismo que los
Estados archipelágicos reconocerán "los elerecho,s d.e pescet trad,icionalé,g
y otras actiaidndes legítimas de los Estados oecino.s inmeüatamente ad-
yocentes en cieúas óreas sítwdns en agras drclúpelúgicas'l (art. sl-r).
Fi'al'rente, se establece que si u'Estado archiperágico no designare vías
rna¡ítimas o rutas aérea,s, el derecho ce paso por vías nrarítjmas archipe-
lágicas "poú'á ser eiercido a traoés de las rutas utiliz.ad.as norntalm,ente
para lo narsegaci,ón internaciortnl" (art. 58-12). por su parte el art. 60-Z
prohibe establecer islas artificialcs, instalaciones y estructuras, y zonas
de seguridad en torno a éllas, cuanclo puedan interferir la utilización de"las aías morítimos reconocitlas que 

'eon 
esencíales ptu.a Ia narngación

internacionriles" ,

De otro lado, ya se aludió a la refere'cia que hace el art. 2zL (parte
XII) al derecho consuertudinario de los Estados a adoptar 

'redidas, 
más

allir de su mar territori¿I, para protegerse de la contaminación resultante
de accidentes marinos.

Nfás anecdótica es la refercncia heclu por el artículo 303-4, según
el cual lo dispuesto en materia de protección y recuperación de ob¡etos
arqueológicos e históricos hallados en el mar no afectará "a las Leyes y
prácticas en mqteria de intercantbios culhu.ales,,.

III . Det'echo ltúernacional genercl.

19. Sin perjuicio de que algunas de las reglas "generalmente aceptadas',,
o alguna de las costumbres especiales ya aludidas, constituyan Derecho
Internacional general, nos referimos en este apartaclo a Ias normas de
De¡echo Internacional general "común". pues bien, la co¡rvención de
N{ontego Bay contiene diferentes referencias a dichas normas.

A) De una parte referencias abstractas y generales al Derecho Intor-
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nacional, que no presentan singularidad alguna respecto a las contenida.s

en otros Convenios internacionales de codificación y desarrollo progresivo.
Así, en el último párrafo del propio Preámbulo se encuentra la

'clásica' disposición de 'estilo' (a mi juicio, especialmente irrelevante en

este caso) según la cual ". ..las nrnmas y pr,incipios del Derecho lnter-
rwcional general segwrán rigiendo las mctteriss no reguladas por es'ta

Cotwencíón.
De otra parte" la disposición del art. 317-3, también 'clásica', según

la cual la denuncia de la Convención "no afec'taró en nad& al deber del
Estado Palrte d,e cumplir ioda obligación enunciqda en es-ta Conuención
a. ln que esté som.eti.d,a en. oi,rtud, del Derecho lnternaciotwl indepenüen-
tenuente.. ." de Ia propia Convención. Disposición no especialmente rele-
vante pero que alude a un fenómeno que sí puede darse con mayor fre-
cuencia en las materias regidas por la Convención, si se considera su

previsible interacción con el Derecho'fnternacional general 27.

20. B) En segundo lugar encontramos la exigencia establecida por dife-
rentes normas de la Convención sobre Derecho del mar de que determi-
nad.as actividades realizadas en los espacios marinos sean conformes con

los "principios de Derecho lrúernacional incorporsd,os en Ia Ca,rta d.e Na-

ciones Uni aí' 2s. Tal referencia está siempre en relación con el logro

del objetivo de mantener la paz y la seguridad internacionales y, por lo
ta,nto, ante todo con dos principios fundamentales del orden internacional:
el que prohibe recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza armada y el

que obliga a solucionar las controversias internacionales por medios pací-

ficos.
Así, la, violación de dichos Principios 'incorporados' en la Carta per-

mite negar la cualidad de 'inocente' al paso de barcos extranjeros por el

mar territorial (art. 19-2-a), así como la de'paso en tránsitol al realizado

27 No hay que descartar que implícitamente la Convención se remita de algún
modo al Derecho Intemacional general en todas aquéllas de sus disposiciones, ya
reproducidas, en las que se recoge la ügencia de "otraq normas de Derecho Interna-
cional" .Por ejemplo en los a¡ts. 2-3,34-2,8711, 138*y 303-4. Ap-arte de que la
remisión es en todo caso demasiado general, cuando esas "ottas normaí' se4n apli-
cables en la medida en que sean compatibles corl la Convención, queda clara la pri-
macía de esta última (arts. 58-2 y 58-3) .

28 En el mismo Preámbulo existe ya rura referencía al convencimiento de los
Estados Partes de la conformidad del "desarrollo progresivo y la coüficación edl
Derecho del mar logrados en esta Convención", con "los propógitos y principios de
las Naciones Unidas, enunciados en su Carta". Se ha eludido, como se ve, cualquier
referencia a la resolución 2625 (XXV),
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por los estrechos internacionales (art.39-1-b). Y, asimismo, segírn el ar-
tículo 138 ya señalado, el comportamiento general de los Estados en
relación con 'la Zona' se aiustará. .. *a los prhrcípíos tncorporados en lct

Carta d.e Naciottes Unidas... en interés dal mrxntentmiento de la paz y
la segñdod, y del fomento de la caoperación internacional t1 la com-
prensión mútua",

Igualmente, por lo que se refiere al deber de los Estados Partc's de

utilizar el ma¡ con fines pacíficos, el a¡tículo 301 recuerda su obligación
de abstenerse de recurrir a la.amenaza o al uso de la fuerza en cualquier
forma incompatible ". ..con los prinaipios de Derecho lnternacional in'
corpmod.os en la Carto de lns Naciones f|nidas".

Más genérica es Ia remisión que el artículo 279 realíza, en lo relativo
a la obligación de los Estados partes de resolver sus controvdrsias por
medios trncificos, al artículo 2-3 y al párrafo I del artículo 33 de la
Carta. En este contexto, el artículo 298-l-c permite a los Estados Partes

excluir del sometimiento a procedimientos de tipo jurisdiccional las con-

troversias "respecto de las cuales el Consejo de Segulidad de las Nacio-

nes Unidas ejerza las funciones que le confiere la Carta.. ." a menos quc

el propio Conseio "...decida retirar el asunto de su orden del día o

pida a la$ partes que los solucion€n por los medios previstos en la Con-

veneión' 20,

2I. C) Por lo que se refiere al respeto de otros principios fundamen-

tales en concreto, es evidente la preocupación de la Convención por la
protección de la igualdad soberana de los Estados, como se traduce en

el Preámbulo mismo, y en el art. 157-3 30.

Por otro lado, el artícuio 300 obliga a los Estados Partes a cumplir
"de buena,fé [as obligaciones contraídos de conformid,ad. con la Conoen-

29 Es interesante señalar que determinadas drsposiciones de la Convención prevén
la atnbución a la Secretaría General, más alli de las de un "depositario tradicional"
de tratados, de importantes competencias ejercitables en contextos específicos de
fíiación de límÍibs de jurisüc.ción estatal sobre espacios maríümos, de desarrollo de
los procedimieptos en mate¡ia de solución pacífica de controversias y de ¡ealización
del procedimiénto de enmiendá a la Convención misma. Cfr. art. 75-2,78-5,84-2,
287-8 y 8, 998-6 y 305 a 319. Referencias a relacionies con otros órganos de Naciones
Urridas se encuentran ad ex. en arts. 163-13 y 169-1.30 Cf¡. en tal sentido de respeto al núcleo territorjal de la soberanía la dispo-
sición del art, 298-1, a), i). que establece la exclusión del sometimiento a un proce-
dimiento obligatorio de solución de controversias de las que entrañen "nacesarlamente
el examcn concu¡¡ertte d.e tma co¡ttrooersia no resuelta respecto de la soberanía u
ot¡os derechos sobre un teúitorio cuttinental o insulsr".
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cióri' y a cjercer "Ios d.erechos, canrpetetTúas y iibet'tod.es reconocid.os en

éLItt de núurera que no cons'ti.tuyan un qbuso de derecho". Dc este modo pa-

rece introducirse en el Derecho del mar, con eficacia, general, un están-

dar determinado de la buena fé generalmente exigible: el de no actuar
en abuso del propio delecholr.

D) Por otxo lado, como ya se ha señalado, diferentes disposiciones
de la Convención remiten a principios o normas incorporados en dos
resúuciones de ta Asamblea Ceneral de Naciones Unidas. Así, en el
Preámbulo los Estados Partes afirman su deseo de desarrollar mediante
la Convención los principios incorporados en la resolución 2749 (XXV)
de 17-12-1970 de la Asamblea General, que declaraba solemnemente que
'la Zon{ y sus recursos son patrimonio común'de la Humanidad. Esta
última normá, cuya deelaración solemne se recoge, es reiterada en tér-
minos tan rotundos por el artículo' 136 de la Convención y su eficacia
se refuerza de tal modo al atribuirle carácter de imperativa (art. 311-6),
que caben pocas dudas que dentro del sistema de la Convención es con-

cebida como de Derecho Internacional general imperativo $2.

De otra parte, los artículos 140'I y 301-1-c y -e aluden a, la resolu-

ción 1514 (XV) det 14-12-1960. En ambas disposiciones la referencia no

deia a mi juicio dudas del valor de Derecho Internacion¿l general (ante

todo 'materiaf o sustantivo) que se presta a las disposiciones de la indi-

cada resolución, protectora, paradigmática del derecho de los territorios y

pueblos sometidos a dominación colonial a su libre determinación 33.

31 Además, pues, de esa exigencia general de no causar intencionadamente daño
a tercefos o de no discrirninar, ciértas disposiciones de la Convención impgnen están-
dares específicos de razonabilidad" (arts. . ll0, 226'lb, 242-2...) u obligaciones
de no discriminar (arts. 26-2, lfg$, l4I, 227,234...).

32 Las referenciai normativas a la Humanidad en el texto de la ConVención són,
bien a "intereses y necesidades de toda Ia Humanidad" (Preámbulo, párrafo 5), bien
al "beneficio de la Humanidad" (Preámbulo, párrafo 6c; arts. 140 y 149)' Por su
parte el art, 59 se refiere a l¿ inü¡ortancia de deter¡ninad¡s intereses lpara "la Comulni-
dad internacional en su conjunto".

33 En el primer articulo, se establece que las actividades en la Zona se reali-
zarán prestando consideración especial a los intereses y necesidades de ", , . los
pueblos que no hagan lograd.o ln pleru ind.ependencia u otro régimen de autanomía
¡ecotwci.d,o por lns Nacíones Unidas, d.e conformidnd, con la resolución 1514 (XV) a
otras resoluciones pertinentes d¿ In Asamblea General". En el segundo, la referencia
sirve para deterrrd¡ar los miembros de dos eategorías de posibles firmantes de la
Convención, siempre que tengan en su caso competencias para celebrar tratados err
Ias materias regidas por la Convención: ."los Estados asociados autónomos: que hayan
optado por es.r condición en un acto de libre deternúnación supervisado y aprobado
por Naciones Unidas de conformidad ..con la resolución f5f4 (XV)., ,t'; y i'los
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22. E) En materia dcl régimen de rcsponsabiliclad internacion'¡I, dos

disposiciones: dc la Convención son, a mi juicio, las fundamentales. De
una parte, el art, 304, incluído entre las Disposiciones generales (Partc
XVI), eI cual establece que las disposiciones de aquella relat'vas a lir
responsabilidad por daños se entenderán "si,'L periuicio de la aplicaciótt
de las nonnas aigentes g del desarrallo de rTueaos ,tormos relatiass a Iu
responsabílidad en Derecho internacionsl" ]a.

Por otro lado, en lo relativo al régimen de la responsabilidad inter-
nacional en materia de protección del n'reclio marino, el artículo 235

establece que los Estados son responsables "de conforrnidad con el De-
reclrc Internaaional del cumplimiento cle sus obligaciones internacionales
relativas a la protección y prescrvación del medio marino (pár. 1); y
clue, en este terreno, los Estados cooperarán en la "aplicación del Dere-
cho Internacional existente" (pár. 3).

Así pues, e,n términos generales, como he sostenido en otro lugar
(Ver nri colaboración en los "Esf¿rdic.s ett hanor del Pfr. D. Antonio Tru-
r¿ol t1 Serrá". Vol. II Nladrid 1986, pgs. 773-789), puedo afirmarse que en

cuanto al "régirnen genc'ral" de la responsabilidad internacional aplica-
ble en el contexto normativo de la Convención, ésta lo único significativo
que hace es remitirse a las normas del Derecho Internacional ( general

o particular) 'qrr" scan aplicables'3i'.
F) Conviene, por último, recordar las disposicione,s de los artículos

74-I y 83-1, relativas lespectivamente a delinlitación de la zona e.conó-

mica exclusiva y dc la plataforma continental, entre Estados con costas

adyacentes o s,ituadas frente :r frente.. Como se indicó, los Estados efec-
tuarán tal Celimitación por ¿rcuerdo "sobre la l¡ase del Derecho Interna-
cíutal a que se hace referencio en el ottícu.üo 38 del Estatuto d,e Ia Corte
Internacionol de lus-ticia a fin, cle llegqr a ttno solución equitatiaal'.

te¡ritorios que gocen de plena ¿rutonomí¿ internir reconocid¿r comr¡ tal por Naciones
Unidas, pelo que no hiryan ¿lcanzado la plena ildependencia..." de conformidad
con dich¿ resolución. Ver también el artículo L62-2, ó) i), que contiene una dispo-
sición protectora de los intereses y necesidades de "los pueblos qrrc no lngan alcan-
zad.o la plerut indeperulencia u otro régimen de au,tonoma".

3'{ Por su parte, el art. 295 "recuerda" Ia exigenclr de agotar los ¡ecursos intemos
"de conformidad con eI Derecho,inter¡utciorwl" antes de que puednn someterse s los
y:rocedimientos de solución preois'tos, Ias controaersias- éntre Estados partes reloitaos
a la interpretación o aplicación d,e la Conaención".

35 De otra parte, las disposiciones específicas que en la materia se encuenttan
no parecen ofrecer singularidtrd alguna resp€cto al régimen vigente del Derecho
Intemacional general, con la excepción (menos relevante de 1o que se supone) del
réqimen del artículo 139.
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Ciertamentc hay arluí una remisión, cntrc otras, a las norm¿rs aplica-
bles del Derecho internacional gcneral y, c'n todo caso, una de éllas
viene ya precisada, expresamente: "que la solución scra equitativa". Sin
embargo, la solución de controversias rlue puedan sur'gir en torno a la
interpretación o aplicación de esos artículos cn materia de delimitación,
son sustraíbles a procedimientos jurisdiccionales (atr. 298-1, a), i) 38.

CONCLUSIONES

23. El instrumento convencional de 1982 responde, en términos gene-

lales y como su propio Preámbtilo indictr, ¿r la necesidad de una nueva
Convención sobre Dereclio del mar quc sea "generolntente aceptable";
y ello aunque el texto final fuera aprobado por votación mayoritaria (y
no por unanimidad o, conserlso) y aunquc sea lento el ritmo de su acep-
tación definitiva pol los Estados, que a finales de 1987 sólo en núrrero
de 38 (de los 60 exigidos para la cntr¿rda en vigor) l¿r habían ratificado
o se habían adherido.

En todo caso> no puede caber dud¿ algun:r d¡: que la Convención
ha logrado est¿blecer critelios y procedinrientos para almonizar muchos
sino la mayor parte de los intereses de los difelentes Estados y grupos

de Estados que, en lo que se refiere al acceso y a iar utilización de los
espacios rnarinos, se encuentran enormemente diversificados y aún en
ocasiones se enfrentan agudamente entre sí.

Quizá las divergencias rnayoles, que siguen impidiendo a diferentes
Estados desarrollados manifestar definitiv¿mente su voluntad de vincu-
larse por Ia Convención, se encuentren er1 torno al r'égimen de la Zona.
No por azar, salvo el principio abstracto del "P¿rtrimon'io Conrún de la
Humanidad", nada establecía al respecto el Derc'cho consuetudinario.
Visto desde esa perspectiva materrial, el instrumento de N4ontego Bay

constituye en verdad un caso atípico dentro de los 'codificadores' del
Derecho Internacional, puesto que regula cx, nouo prácticamentc toda
esa materia, de un modo estrechar¡ente vinculado con 'el ob¡eto y fin
del tratado'.

36 Las referencias en la Convención a la equidad o a estándares de equidad,
como contenido sustantivo de normas, son divers¿s (cfr. Preámbulo, párrafos 4 y 5.
Arts.59,69-3,70-1y4,82-4,AnexoIII,ap.5...).Deottaparte,cualquiertribunal
competente para decidir un-a controversia con base en la Convención de Jamaica
podrá dirimir el litigio elc aequo et bono si las partes convienen en ella (art. 293-9).
Ver también el art. 23 del Anexo VI.
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24. Como cluiera quc se¿r la novcdad más raclic¿l de la Convención se

encuentra pr€cisamente en su intento de cstablecer' 'convencionalmente'

los principios y reglas de un orden globrl de krs m¿lres.

De por sí, este intento de l¿l Comunid¿rd Intem¿lcional en su conjunto
es ya enormemente significativo, aún sin entrar aquí en análisis, en cierto
nodo ya tradicionales, sobre las intel:accioncs entrc.., l¿rs norrnas consuc-
tudinarias generales del 'Derecho Internacional del mar' y las disposicio-
nes dc esta Convención, trátese de eferctos "codificadores", "cristalizado-

rcs" o "generales", clue desde luego se han daclo y se seguirán dando a

cscala arnpliada en comparación con otras Convenciones "codificadoras".

En todo caso, respecto a lo que aquí rnás nos itrteresa, es decir las

líneas directrices que sigue la Convención par:a olganiz?r el sistema de
Ios n.rodos de producción del Derecho Intem¿rcional del mar, hay lo si-

guientc.
En prirner lugar, destaca en verdad la novedad (en cierto modo ra-

dical) del propuesto régimen de'la Zona', pucsto qúe se prevé que las

normas aplicables a las actividades allí realizadas sean establecidas, en

gran medida, por una Organización Internacional determinada, (la Auto-
ridad), dot¿rda además de importantes poderes dc ejecución y control.

En cuanto a la regulación de los demás moilos dc producción y parii-
cul¿rrmente a sus relaciones recíprocas lo cierto es que la Convención no

contiene grandes novedades frente al sistema general de creación del
Derecho de.ntro del ordenamiento jurídico internacional.

Podemos así conside¡ar como secunclarias las ¡efe¡encias hechas por
las diferentes disposiciones Ce la Convencíón lo mismo a'costumbres espe-

ciales', que a normas de de.terrminados convenios internacionales cn vigor
o contenidas en lesoluciones determinadas de Organizaciones Internacio-
nales, que a 'reglas generalmente aceptadas'. Tampoco pueden conside-
t'arse especialmente significrtivas ni la 'salvaguardia' de la aplicabilidad
de normas contenidas en cleterminados tratados internacionales, ni la
salvaguardia, recomendación o autorización dc l¿r celebración dc detcr-
ninados acuerdos intern¿rcionales. \,iucho menos las refcrencias inespe-
cíficas al Derecho Internacional gcneral.

25. A mi juicio lo r¡ás eserncial reside cn el 'csfuerzo normativo' que sL\

ha hecho en la Convención para 'orientar las pr:lcticas' de los Estados por

una de estas vías: ltr de obligarles a celebrar ciertos tr¿rtados internacio-
nales; la de obligarlc's i¡ '¿rplic¿u" o 'tt¡rl¿rL cn cr¡nsiclcrirción' cletc'rrlrirr¿¡d¿rs
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resoluciones de Organizaciones Internacionales; y fintrlmente l.r cle obli-
garles a cooperar, directamente pero sobre tódo por conducto de las Or-
ganizaciones Internacionales, para la adopción dc reglas de conducta apli-
cables en ciertas materias.

Se ha pretendido de cse rloclo 'ccrc¿rr norrn¿ttivamentc' la práctica
cstatal en materia de reivindicaciones cle sobcr'¿inía o jurisdicción sobre

espacios marinos, de explotación y conservación de recursos marinos vivos
y de protección y preservación del medio marino; y lograr :rsí una cre-
ciente armonización de ]os Dcrechos intcrnos, de tal manera que el'pro-
ceso contínuo de creación del Derecho del n,ar' adquiera racionalidad v
clirección propias en ftrnción dc ciertos principios y objetivos comunes.

Ahora bien, hay que tener en cucnta también quc son dos partes
especlficas de la Convernción, la V sobre Zona económica exclusiva y la
XII sobre protección y prescrvación Ccl medio marino, las que se ven
favorecidas frente a las demás (a excepción de la ya citada sobre el régi-
men de Ia Zona) con un régimen de'prevalenci¿r'reforzada y cuasi abso-

luta sobre cualesquiera otras normas. Y ¿rirn de estas dos partes es, la
segunda la que ha sido dotada dc rnayor eficaci¿r obligatoria por medio
de diferentes técnicas, particularmente las consistentes en el estableci-
miento de procedimientos obligatolios de solución de controversias (rela-
tivas a su interpretación y aplicación), conducentcs a soluciones obliga-
torias.

Pues en cuanto al régimen de 'exple¡¿sión en comírn' de recursos
vivos de las zonas económicas exclusivas ( en especial en el contexto de
protección de intereses dr: los países cn vías de desarrollo) el sistema
establece obligaciones de negociar y con'cluir n"o"idos (cuyo cumplimiento
siempre es dífícilmente exigible) 1', cn definitiv¿r, se orienta a'conciliar'
intereses y no a'ajustallos'.

26. De modo que de los trcs principios fund¿rment¿rles de naturaleza
programática, que obligan a los Estados a cooperar, respectivarnente, pa-
ra proteger el medio humano, para eliminar progresivamente el subde-

sarrollo y par¿l realizat'c,l dcsarme (ante todo el nuclear) y gue, de ese

nrodo, presiden Ia lenta cmergenci¿r de un orden internacional de coope-
r¡ción, sólo el primcro de éllos ha recibido cn la Convención un impulso
verdaderamente eficaz, r.nientrrs quc el segundo c¡ucda inst¿r]ado cn téc-
nicas de 'soft law' (cfr. ad er las partes XII y XIV cn toda su extensión)
y cl tercero no es nlencionado sino por las vías irl'elcvantcs e indirectas
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del deber de los Estados de utilizar los espacios marinos con fines pací-
ficos. De tal situación no puede sino surgir la oscuridad en torno a la
determinación de los 'principios básicos' de la Convención, en particular
¿r los efectos del artículo 311-3.

En todo caso la pretensión de plenitud de la Convención no llega
desde luego al establecimiento de un régimen de normas "secundarias"
sobre responsabilidad internacional y mucho menos apunta a establecer
un régimen "autocontenido" en el sentido de limitar a ciertas categorías
cspecíficas las contramedidas lícitamente aplicables frente a uno o varios
rcsponsables de violar sus obligacioners conforme a ll Convención.

Progresivamente, podrá la Convención intensificar su influencia en
cl oldenamiento intern¿rcional, en especial si llega a estar en vigor para
un número elevado de Estados entre los que se encuentren la,s principales
Potencias marítimas. Entonces, si bien el tempo de creación del Derecho
Internacional es muy diferente de.l ritmo de creación de los Derechos
cstatales, podría comenzar un procéso dc sincronización entre ambos, en
un sector tan esencial de las relaciones v del Derecho Intern'¡cional.
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LA GUERRA FRIA A TRAVES DE LOS TRATADOS Y
DB OTROS DOCUMENTOS INTERNACIONALES

Ar,¡snro j. Lr-noNenr AlrsÉr,Bu

Planteamiento g metodología.

Las guerras, generalmente, no terminan con el silencio de los
cañones, ni incluso en ocasiones con los tratados de paz. Síguese un pe-
ríodo que técnicamente llamamos tregua, armisticio, cese el fuego, con-
quista o debellatio, rendición o capitulación sin condiciones, preliminares
de paz, tratados de paz, etc., cuyas situaciones jurídicas y políticas muy
distintas ponen ténnino total o parcial a un status de faAo y dc iue.
Pero el estado de guerra desde el punt<l de vista psicológico, incluso
político y sociológico, no termina pura y simplemente con el cese legal
de las hostilidades. Naturalmente esto ocurre tanto en las guerras inter-
nacionales cdmo en las llamadas guerras civiles. Tanto esto es así, diríase
al respecto, que este período subsiguiente no ha podido prescindir para
su denominación cle la palabra "guerra". Nos referimos, en efecto, a la
expres,ión 'post-guerra", significativa en su contenido con el que califi-
camos este tiempo inmediato. El nexo gucrra-postguerra se revela obvio
en el sentido de que cuanto más largas y crueles son las guerras tanto
más largas y enconadas, son las postguerras. Esto fue así en la I? N{un-
dial y sobre todo en la II? Mundial que fue mucho más bárbara y pro-
longada hasta el extremo de que muchos autores (el historiador Toyn-
bee entre otros) hayan calificado de III Guerra Mundial a toda la se-

riada lista de conflictos regionalizados sobrevenidos en el curso de esta
larguisima tercer postguerra mundial. Importa por consiguiente enfati-
zar dichr¡ nexo entre la guerra y el período a Ttos.teríui inmediato.
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Adviértase además, descendiendo al plano de los hechos, que des-

pués de 1945 los soviéticos no desmovilizaron a sus aproxim¿damente

linco millones de soldados y cuando hubieron de retirarse (casos de Irán,

Mongolia) no lo hicieron de buen grailo sino por presiones internas e

internacionales. El tema del Irán fue el primero que figur-ó en lrr agenda

del entonces recién creado Consejo de'Seguridad y que enfrentó en la

mesa a los ex-Aliados, de la guerra' Los Estados Unidos tampoco des-

mantelaron muchas de sus bases de guerra (Alaska' Japón, Islarrdia, Eri-

trea). El conflicto se había replegado solo a sus cuarteles de invierno.

Ahora bien, las pos,tguerras se caracterizan ta¡rbién porque exhaustos los

Estados combátientes, no digamos stls hombl'es, un retorno a otras hosti-

lidades se hace, afortunadamente, problemático. Cuando los Estados Uni-

doS, desmovilizaror"- sus ejércitos y el temo't- a ull lluevo conflicto arnenazÓ

en esos años, se sabía que el número de combatientes de la II+ Guerra

Mundial que volvería a alistarse en tal supuesto ela muy escllso, lo cual

pre*,rpaba a la Administración Truman. El temor a una nueva confla-

gración resulta así conjurado por esta laxitud y agotnmiento lógico.

Proponemos en estas breves páginas, presentar un esquenltl (puesto

que una exposición más amplia reclamaría otra extensión) sobre la inme-

diata postguerra que siguió a Ia victoria de las' Na<'iones Undi¿rs y que

comúnmente llamamos ''gtr"rr" fría". Hcchos históricos y pasados, son'

sin embargo, a nuestro juicio, toclavía vivos en las relaciones internacio-

nales y en el derecho. Es decir, el impacto de acluellos sucesos sigue

marcando, en gran medida, las grañdes líneas del mapa político' del mun-

do, así como el equilibrio del poder tal, y como quedó configurclao no en

1945 sino en los años subsiguientes a este punto de partida. La IIa post-

guerra mundial fue así rnanifestándose durante un largo periodo de alta

tensión, dominado por el miedo, la desconfianza e incomprensión mutuas

(.tensión de hegemonía", como diiera charles de visscher) 1, que desde

1946 abarca distintas décadas no siempre fácilmente clas'ificables. Noso'

tros consideramos en especial un períoclo c¡¡e poclríamos denominar la

primera guerra fría que va gro,tso mado de 1946 ¿r 1956 Fue una décacla

muy tensa y pródiga en conflictos que cstuvo al borde dc generar en

algún momento un conflicto armado generalizado, aunque no fuera tal

vez la década más Peligrosa.

1 Ch. de Visscher: Théoúes et réalités en Droit Inter¡tatiotrui Public, 3+ ed.

Paris, 1960, p. 108.
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Aplicaremos como método de trabajo la selección y el análisis de
algunos documentos jurídicos y lroiiticos muy representativos de este, con-
texto a fin de verificar al través de su letra y espíritu, lenguaje e inten-
ción interrelacionados,, el verdadero estaclo de la cuestión. Aunque el
documento no sieripre expresa Ia verclacl o el fondo o el corazón del
problema, o todo el cornplejo fáctico der mismo, no hay ducra de que está
ahí como una prueba, con sus concesiones, reservas, ambigüédades y
ocultos e inconfesables equívocos. Será así un procer]imiento positivista
y aproximativo, de resultados relativamente r'álidos y objetivos. por con-
siguiente, evitaremos al máximo las consideraciones de orden doctrinal.

lntroducción: Ia "Doctri.na Trumatl' g eI "plan LIarslull',

¿Comienza la guerra fría en Ig47? z. No es posible seguramente aislar
una fecha y un dato en una gt*rro atí\tica como fue ésta, aiena a las
normas y costumbres convencionales clásicas. Ocurle sin embargo que
en 1947 se manifiestan unos hechos. significativos: los planes Truman y
Marshall, declarad¿rmente el primero, vcladamentc el segundo, son evi-
dentes en estos sentidos. Meses después, el Konrinform (Buró de infor-
mación y coordinación de los, partidos comunisras, incluso de los p.c.
francés e italiano, desde Moscú), complementará Ia réplica a aquellos
Planes y la división de Europa. En occidente, se suscriben los primeros

? una cronología no es.fácil de fiiar. Las palabras "telón de acerd' (iron cwtain),
;expresivas- en aquella sazón de la división de luropa-, fueron pronr..rciadas poí
churchill el 5 de marzo d_e rg46, un terón que habia caido Iroi,-sütti'i., tt"Baltic, to Trieste, in the Adriatii'. para churcúiil, I".-";pii;b, d; ilJp" oriental ycentral estaban siendo "sojuzgadas bajo alguna forma no sólo a Ia ínfluencia sovíética
:]::_l"Tb1":,.en n]la y reciente medida al co,rtr.ol O" fr.lor".i'l- f".frno, añadió, eirururo oe ltalra est¿ en juego, para el entonces ex-premier urgía una núeva alianzaanglo-americana, El discursá levantó, 

"orno ",,"bid",-;u-;?;;;;i;* eue elp|esidente Tntman acomlrairara al conferencist¿r ante el estrado confería al acto(teóricamente académico) ur mayor 
"ndoro 

poüii"o. El propio rn-"rr, po, cornüasgentium. hubo de invitar a stalin para tener en Fuho; ü *ir*, Jport"nidad deexposición que Ia q_ue habia tenido-churchilt. (Hacía un mes, el s ái f"¡r"rr, i"iresonante discurso de Stalin en el Bolshoi -oráo"it., de tesis'fiiu, V ¿irtu"tes res-pecto a sus antiguos aliados de la II+ Guerra Nlundial). V. textos i análisis de laconferencia de churchill .9u _Hugh Thomas: Atmid. iruce. l:íri"'i"á¡ñings of tha
":l{:f.:"r2!!,^f:^(cap. "Fu,lton-and churchiri.'). Lo"d,",, tr8¿,, ;?;.';00 y sigs.roDre ros per¡odos v srr. mr-¡tivaciones jurídico-poiíticas, v. nuest¡o^ aiícrlo; 'lozii
Ilamad. "su*rÍu frít"': el cuincro y ;i;;; árá, n..'rirtu "Ar.bor,, (\fadrid, cslc),oct'. 1986 págs. II3 y sigs.-Tam-bién nuestro ipigr^fe "Crerra-fría i uJ.".to Iot"r-nacional" en España v oNU, oor. ril (1948-49),'M"¿¡J,-ó-sii,lgás]iigs, ro_ro.
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tratados regionales de defensa ( Dunquerque y Río ) rr, precedentes de los

grandes tratados de Bruselas (f948) y Washington (1949). En el Este,

se suceden las alianzas bilaterales entre la URSS y las llarnadas Repú-

blicas Democráticas. Y en el campo diplomático a nivel de los Cuatro
grandes, las conferencías de Ministros de Relaciones Exteriores de Moscú

y de Londres, esta última inacabada el 15 de diciembre, son un fracaso,

Los temas más sens,ibles a la consolidación de Ia paz (Alen,ania, Austria)

perrnanecen vivaces en la dinámica amenazant-e del período.

La llamada "Doctrina Truman" (Mensaje al Congreso el 12 db marzo

de L947 ) a, plantea sin circunloquios en el pri¡rer párrafo, una afirmación

que resume la filosofía (política) de sus objetivos:

"The gravity of the situation which confronts the r'vorld today ne-

cessitates my appearance before a joint session- of the Cortgress.

The foreign'pol1óy and the national security of this counthry are

involved" s.

Adviértase la relación que ya de entrada sc patentiza entre la polí-

tica exterior de los Estados Unidos y su seguridad internu. ¿Te¡ían pues

estas ayudas económicas una naturaleza alti'uista o desinieres¿¡da o €ran

ante todo un programa de auto'ayuda a fin dc cvitar la expausiÓn comu'

nista y por ello la libertad de los propios Estados Unidos?

AI explicár las implicaciones que la ayuda (dirigida a Grecia y a

Turquía) tendrá no sólo para estos países tau próximus a Rusia, sino

tamüién para los Estados Unidos, Truman al¡und¿rrá en esta misma idea.

EI texto no puede ser más claro:

"This is no more than a frank recognition that totalitarian regimes

imposecl on free peoples, by direct br indirect aggression, undeter-

miie the foundations" of international peace and hence the secu-

rity of the United Statesl'8.

3 Véanse notas 9 y 10.
4 Doctrina política y Plan de ayuda econórnica para Grecia )'- Turquía, país

este último de sir¡ación L"tro" e.nlr" al no haber en 
-él guerra cir'ú -como ocurría

en Grecia, La crisis ecOnómica 
'en 

Turquia s¡¿ ¡¿rnlién menos profunda que en

órecia. La Cámar¿ de Representantes aprobó los 400 millones de dólares propuestos.

p.r iáZ "ot* " faror rÑrn 10? y el Senatlo p-o: 6? votos contra 23. Truman firmó

ia I*V el 22 de marzo. (Por otra parte, las 
-firmas de los Protocolos de ac6sión

J" -Cl"i" I Trrrq.ría al tratado Nord-Attantico (OTAN) tendrán lugar en l-on-

dres el 17-X-1951).
6 V., por ej., textos en The Record of American Diplomacg, Edited by Ruhl J.

Bartlett, 3a ed.,'New York (Knoff), 1954'tp. 723.
e lbídem' p. 725.
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De lo que no hay duda es de la conciencin que ya a la época tenía

este país de lider mundial, o mejor aún, de la responsabilidad de dicho

lideraz.go con respecto a los países demócratas, una asunción o vocación

con sus inevitables partes de autoproteccionismo por un lado, y de pater-

nalismo, por otro. Vuelve así a surgir la ducla, di¡ autoconservación o bien

de entrega generosa a los demás. Posiblemente, ambas direcciones en

contra estaba en juego y se complementaben. Y ¿rsí, finalizando la alocu-

ción (hay algo de ar'onga en eI discurso), cl presidente afirma, casi

como anenazador:

"If we falter in our leadership we may endager the peace of the
rvorld, and rve shall surely endager the welfare of o'ur own Nation'7.

Como puede verse, esta segunda parte de la flase es expresiva de Ia

relación entre la paz eL el mundo y la, pttz y el bic'nestar de los Estados

Unidos. Pasarnos ahora al llamado "Plan Nl¿rlshall", -verdadero guión de

e¡rlace de la Doctrina Truman.

Haciendo irnplícita la invitación a la URSS y Estados del Este euro-

peo, es lógico que el documento inicial del Plan, leído como es sabido

en la más antigua Univers'idad norteamericana el 5 de junio de 1947, no

hiciera ninguna referencia a los totalitarismos ni al expansionismo sovié-

tico, -a diferencia todo ello de la Doctrina Truman., Marshall, a la sazón

Secretario de Estado (sucediendo a Byrnes el 21 de enero de ese año),
no estab¿r en Washington cuando Trumau pronunció su plan para Grecia

y Turquía, ya referido plecedentemente, sino en Moscú donde presidía

la delegación americana de ministros de Relaciones Exteriores. A su

vuelta de la capital soviética, declaró encontrarse impresionado por el

estado de devastación y ruina de Europa bajo Ia sombra del gigante ruso.

Como puedo verse, la proxirnidad temporal eritre un Plan y otro
hace que podamos relacionar dentro de urr mismo objetivo sendos men-

saies, De todos modos, N{arshall cuidó en el suyo, como ya hemos apun-
tado, el evitar toda connotación política o ideológica. Y así, por ej., dijor

"Our policy is direted not against any country or doctrine but
against hunger, poverty, desperation and chaos, Its purpose should
be the revival of a working econoiny in the rvorld so as to permit

7 IMem, p. 727,
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the emergence of political and social conditions in which free insti-
tutions can exist" s.

El Plan, -Programa para la Recuperación Bulopea-, perseguía al
mismo tiempo agrupar a los beneficiarios, lo que además de aunar esfuer-

zos en vista a una mayor eficacia de su puesta en acción, contribuiría ir
hacer del Occidente europeo un bloque más compacto. La retirada de

Molotov, brazo derecho de Stalin, de la conferencia dc París, y después

la de otros países del Este, ahondaiía en la escisión y en las respectivas

esferas de influencia. Este objetivo a reagrupar a los europeos era evi-

dente cuando afirmaba:

"This is the bus,iness of the Europeans. The iniciative, I think'
must come from Europe. The program should be a joint one. agreed

to by a number of, if not all, Buropean nations".

Los grandes tratados político-militares de asístencia muhn

La guerra fría fue desde una primera perspectiva una guelra de pac-

tos regionales do asistencia mutua, una guerra sobre el "papel", en los

debates internacionales, en las conferencías diplomáticas y en suma en

el derecho convencional, esto es, una guerra de gabirrete, por decirlo así,

pero capaz de trascender y potenciarse (como ocurriría en ocasiones)

L.r cualq.,ier momento. Quebradas las bases de la seguridad colectiva

preconizada por la Carta de las Naciones Unidas, irrealizable el método

de los """.r"ido, especiales" previstos por el Art' 43, e1 Conseio de Se-

guridad, piedra angular del sistema' escindido y desunido, los acuerdos

I a.reglo, regionales pasarán a ocupar el primer término como procede

mientos a llenar esta laguna en el marco del Capítulo VIII. Se multipli-

can los tratados y los organismos aliancistas por palte de Occidente f
de los países comunistas, y ambos bloques definirán sus posicionamientos

a través de {os principales, respectivos, grandcs pactos. Exactamente

construidos diez años después de la ya Ieiana "Batalla de Berlín", fin dc

la II? Guerra de Europl, estos bloques aparccen como la expresiór-r más

clara de una guerra, o de una pre-guer¡a, que iamás, por fortuna, lOgró

estallar directamente. Estos tratados, algunos de cuyos textos-clave,, sucin-

tamente sistematizaremos, son prueba fehrrciente y telós de fondo de' esta

perspectiva.

8 Los restos en Leonard Mosley, Marshall. Hero for our tintes' Hcarts Books,

New Yort, 1982, p. 404.
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Existcn, en nuestra opinión, seis momentos decisivos que jalonan
este primer tiernpo de la guerra fría que va desde el llamado Tratado
de Río (Ie47), hasta los tratados y protocolos de 1954 (UEO y SEATO)
y por consiguiente hasta el Tratado de Varsovi¿r de 1955. Son las líneas
que siguen un csquema de estos momentos con el objeto de transcribir,
sin otra glosa, acluellos Artículos más, denunciativos y explícitos de la
latente hostilidad Este-Oeste.

al Tratados multilaterales occidentalcs.

a') 1947 Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (suscrito

en el árnbito de la Conferencia Interamericana para el Mantenimientc
de la Paz y la Seguridad de Continente el 2 de septiembre). Con antece-

dentes en el curso de la II+ Guerra Mundial (Acta de Chapultepec), y
aunque tempranamente elaborado con lespecto al rigor de la guerra fría,
el Art. 3 de c'ste tratado sería un modelo para otros de la mismo o afín
naturaleza en que los Estados Unidos son palte principal. Dice así (Art.
3, te) r

"Las Altas Partes Co¡rtratantes convienen en que un ataque armado
por parte cle cualquier Estado contra, un Estado Americano será

considerado como un ataque contra todos los Estados Americanos
y en consecuencia cada una de dichas Partes Contratantes se com-
promete a ayudar a hacer frente al ataque en ejercicio del derecho
inmanente de legítima defensa individual o coiectiva que reco-
noce el Art. 51 de la Carta de las Naciones Unidas" e.

Por otra parte, el tratado contempla asimismo la "agresión indirecta"
u otraq formas de ataque no-armado (léase, temor a la subversión comu-
nista). En el contexto de este esquema, el Art.6 del tratado también me-
recería a ta{ propósito una transcripción err Ia línea de estas ideas. Reco-
gemos del rnismo la parte ad hoc del texto:

"Si la inviolabilidad o la integridad del territorio o la soberanía o
la independencia política del cualquier Estado Americano fuesen
afectadas por una agresión que no sca ataque armado o por un
conflicto extracontinental o intracontinental o por cualquier otro
hecho o situación que pueda poner en peligro la paz de América,
el Organo de Consulta se reunirá..., etc.".

s El Sistenta lntcra;mericano. Instituto de Cultura Hispánica. Madrid, L968, p. 474.
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b') f948: Unión Occidental o Tratado de Bruselas de 17 de matzo

por el que Francia y eI Reino Unido amplían el tratado de Dunquerque

del 4 de marzo de 1947 y establecen cc¡n los miembros, del Benelux una

pentaunión. suscrito en plena guerra fría (al mes siguiente del Golpe de

Praga), el tratado, sin embargo, deja correr un velo soble sus verdadelos

motivos, señalando como objetivos (aparentes) los de orden económico,

social y cultural. Dos textos del preámbulo y el Art. 4 son más sinceros

en relación con el animu.s de los firmantes. Rezrt así el primer texto' Cel

preámbulo referido:

("Las Altas Partes Contratantes.. ', Resueltas)'

"A se piéter mutuellement assistance, conformément d la Charte
des Nations Unies, po{rr assurer la paix et Ia sécurité internatio-
nales et faire obstacle i toute politique d'agression"10.

El párrafo siguiente abre un paréntesis sorpresivo, significativo no

obstante, aunque fuera de contexto relativo a Ia II+ Guerra N4undial:

'? prendre les mesures jugées nécessaires en cas de reprise d'une

poliiique d'agression de la part d'Allemagne",

Con respecto a la parte dispositiva del tratado, el Art. 4 establece:

..Au cas oü l'une des Hautes Parties contratantes serait l'objet

d'une agression armée en Éurope, les autres lui porteront, confor-

mém"nt-a,rx dispositions de l'Art. 5t de la Charte des Nations Unies,

aide et assisten'ce par tous les moyens enieur pouvoir, militaires

et autres".

i) 1949: Tratado de Washington del 4 de abril (OTAN)' Rompiendo

el mito definitivamente de la Doctrina Monroe y precedido a tal propó-

sito de la Resolución Vandenberg del ll de junio de 19481r, este tratado,

negociado en plena crisis, europea (bloqueo deBerlín-Oeste por la URSS),

es no sólo un símbolo sino también una batalla diplomática do este pe-

ríodo. El Art. 5 formando parte del derecho a la legítima defensa indivi-

dual y/o colectiva como un eximente legal y una válvula de escape, la

70 Droit internatiotwl et histoire dlpl.omntíque. Dautments choisis, C. A' Co-

lliard, A. Manin, T'. II, Europe, Eds' Montchrestien, 1970' p' 242',
i't Resolución 239, bo"gr"-uo'80e, 2? Sesión. Señalaba el Punto 2Q en cuyos tér-

minos el Senado reafirma deirtro de los objetivos de la Carta de las Naciones Unidas,
:.i;;;;;ú; áevelopmetrt of regional and- ather collective arrangements for indi-
viduil and collective selfdefensJ in accordance with purposes, principles, and pro-
visions of the Charter". The Recotil of American Diplomacu',., cit.' p. 72u'
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disposición es bien conocida como standard en este tipo cle acuerdos.
Dice así su primer párrafo:

"The Parties agree that an armed attack against one or more of
them in Europe or North America shall be considered an attak
against them all; and consequently they agree that, if such an ar-
med attak occurs, each of them in exercise of the rigth of indivi
dual or collective self-defence recognized by Article 51 of the
Charter of the United Nations, will assist the party or parties so
attacked by taking forthwith, individually and in concert with
the other parties, such action as it deems necessaly, including the
use of armed force, to restore and maintaín the sectrrity of the
North Atlantic, area"l2.

d') 1951: Tratado de Seguridad entre Australia, Nueva Zelanda y
Estados Unidos (ANZUS), suscrito en San Francisco el I de scptiembre.
Precedió por unos días al tratadci de paz con Japón y al tratado de segu-
ridad entre Estados, Unidos y Japón. Este instrumento fue firmado en
plena guerra de Corea, cuyas hostilidades eran susceptibles de extenderse

a otras regiones e incluso a Europa, cuyo cnclave berlinés seguía siendo

una encrucijada crítica. Un párafo del preámbulo c.s explícito de este

peligro in genere:

"Desiring to declare publicly and formally their sense of unity, so

that no potential agressor could be under the illusion that any of
them stand alone in the Facific area"l3,

e') 1954: Conferencia de Londres del 3 de octubrc y Acuerdos de

París clel fut de octubre, modificando y complementando el tratado de

Bruselas llamado ahora lJnión de Europa Occiclental (UEO) 14. En los

términos del Protocolo I la República Federal'de Alemania e Italia, son

invitadas a adherirse al tratado, cuyo nuevo Art. 4 establece:

"Les Hautes Parties Contractantes et tous organismes créés par
Elles dans le cadre da Traité coopéreront étroitement avec I'Orga-
nisation du Traité de I'Atlantique Nord" 16.

rz United Nativis - Treaty Series - (UNTS) T34. p.244.
rs The maior interrratiotwl treaties 1914-1973, J.A.S. Grenville, Ed. Methuen,

1974, b. 338.
la Integrado actualmente por 9 Estados üas los recientísimos ingresos de Espa-

íia y Portugal en noviembre de 1988.
16 Droü inteflotional... Documents choisis, cit., p. 523. Bien entendido, el

nuevo tratado ba excluido los párrafos refe¡idos más arriba en el punto H) (V. A¡t.
2, lq del Protocolo I).
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El trait duni,on con la OTAN es fuerte. En virtud del Protocolo II
Ias fuerzas de la UEO quedarán fijadas conforme a las necesidades y

recomendaciones militares de aquélla. Los Protocolos III y Iv, sobre con-

trol de armamentos en la R. F. de Alemania, ésta queda bajo la prohibi-

ción de fabricar armas atómicas, biológicas y c1uímicas' Y el régimes de

ocupación por los Tres grancles occidentales se declara terminado. El

impacto de estos Acuerdos sobre el bloque soviético generará una nueva

y ádi"ul crisis, lo cual ya veremos en el siguiente epígrafe'

e") 1954: Tratado de Defensa colectiv¿r dcl sud-Este Asiático (sEA

TO), Manila, S de septiembre. Signatarios: los tres del ANZUS' además

de Francia, Gran Bretaña y tres asiáticos, Filipinas, Paquistán y Tailanclia

La relación entre ambasiofganizaciones es clara. Se [eproduce un párrafo

clel preámbulo del ANZUS ya citado, y los Arts' 2 y 4 conftgan el dere-

"ho 
I lu legítima defensa y el rechazo al peligro común. Dice así el Art' 4r

"Each party recognizes that, an armed nttack in the Pacific area

*-"rry'or in" p"?i"t woulcl be, dangelous to jts own peac-e and

,ui."ty'u"a declires that it would act to meet the common danger

in aácordance with its constitutional processes" 1B'

Región, precisamente, de sino trágico y de las más agitadas

clesdelg45,laorganizacióncorriódesigualsuerteyluepocoefectiva
(inter alia, el desacuerdo interno). Los embatcs comunistas desde china

yutrosfocoshubieransidomáspotentescletodasformassinestetratado.

b) El Pacto de Varsovia'

El gran tratádo multilateral de asistencia Iecíproca entre la URSS

y la Erropa del Bste no se produce-hasta 1955' Hasta entonce's las rela-

ciones en esta área fueron i""li'á"dot" a través de una tupida red de

¿rcuerdos bilaterales del tipo de 
"A,mistad, 

cooperación y asistencia"lT.

Con el año 1953, tras la mueite de Stalin, se llega aI "fin de una

época,'1s. No conviene sin embargo dar demasiada in-rportancía al espe-,

lri TI|e maior internatiúnal treaties...' cit., p' 342'
tt É;;;;i.r de alianzas soviéticas con.países áel Este, tratados con Polonia (21-

rv-1945t;-Í;goeslavia fii-Iv-rs¿Sl, Rtrrninia (4-II-1948), .Hungría (18'II-I948)'
i"llá¡l'(iS-iII-fS¿S), etc., Textos en The ma.ior interna.tional treaties..., págs.

361 y sigs.it Fr"r" atribuida nl presidente Einsenhower. Algunos- gestos y signos externos

mostrarqn en efecto ese final de época, incluso el final de un primer periodo 
-de

g";tt" frí". Tales como. intercamfiios de prisioneros y heridos en Pan-Murn-Jon
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jismo, pues las tensiones permanecieron críticas (con matizaciones más

suaves) entre los Tres grandes occidentales y la URSS. El tema central
residía en los llamados "Acuerdos de París" y concretamente en su en-

trada en vigor, lo que lal Unión Soviética estaba dispucsta ¿r evitar a toda
costa. En tal sentido, el Gobierno soviético reunirá una confc'rencia en

Moscú (ausente la participación occidental) entre el 29 y el 2 de di-

ciembre de 1954, en cuyo comunicado finai er¿r de destacar el siguiente
párrafo:

"Los Estados participantes en Ia presente confelencia proclaman
su determinación de adoptar, en el caso de que los acuerdos cle

Paris fuesen ratificados, aquellas medidas comunes en el dominio
de la organizaciín de las fuerzas armadas y de su cor¡ando unifi'
cado"1e.

Poco después el mismo Gobierno emitirá una Declaración sobre la
cuestión alemana con fecha del 16 de enero de 1955. Este texto, que es

uno de los documentos, precedentes de lo que será el Pacto de Varsovia,
dice así, en su primer párrafo:

"Los gobiernos de los Estados Unidos cle América, de Inglaterra
y Francia, así como el de la República Federal Alemana, están
poniendo todos los médios para obtener la ratificación de los
Acuerdos de París. Haciendo esto. hacen caso omiso de las con-
secuoncias desfavorables que resultarían de esta latificación para
todos los púeblos de Europa y para la p:rz universal" x0.

Pero el 5 de mayo se producen las ratificnciones y la protesta del

Gobierno soviético no se hace esperat, Primero, con la denuncia y ter-
minación de los tratados celebrados con el Reino Unido y Francia en

plena II? Guerra N{undlal (L942 y 1944, respectivamente) y cn fin con

la conferencia de Varsovia, reunida días después. El párrfao segundo del
preámbulo del Pacto a que dará lugnr dichir conft:rencia es explícito,

el cual reproducimos in ertensot

fCo*¡, ,-"istías en la URSS, etc. En la ONU, la URSS levantará su veto y
Dag Hammarsiold pasará a ocufiar el cargo de Trigve Lie. Significativo sería la
vuelta de embajadores a Belgrado, Tel Aviv y Ankara, y las internrmpidas confe-
rencias de los Cuatro se reabren en el Berlín-Oeste el 25-l-1954. Ver, por ei., André
Iiontaine: Histoire de la guerre froiile, Yol. II,, Fayard, 1983, págs. 75 y sigs.

r0 N.E.D. Docummtatíon frangotse, Np 2.450, p. 5.
m La politique étrangére sotíétique. Textes officiels (19f7-1967). Ed. de Moscú,

1987, p. I48.
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"Teniendo en cuenta la situación creada en Europa por la ratifi-
cación de los Acuerdos de Paris que prevén la lormación de un
nuevo grupo militar bajo la forma de la "Unión de la Europa

Occideñtaf, con participación de una Alemania occidental mili-
tarizada y su integiación en el bloque nord-atlántico lo cual aumenta
el peligrá de una nueva guerra y, crea una amenaza a la seguridad

nacionál de los Estados amantes de la paz"21'

El llamado "Pacto dt¡ Varsovia" (Tratado de Amistad, cooperación

y asistencia mutua", firmado el 14 de mavo), es casi simétrico en su

csquema formal con el P¿rcto Atlántico y el Art. 5l de la Carta de cuya

manipulación y utiliznción sus autores, no sospechalon, resulta así invo-

cado tanto por los atlantistas como por los varsovistas. IIna nueva frontera,

de alambradas y armas, se yuxtapone ahora a las ya fuerted barreras polí-

ticas y económjcas' cutre las dos Errropas.

La ONLI: la diplomucio de la guerra fría

La ONU se convirtió muy pronto en un centro planetario polé-

mico y propagandístico donde la autoalabanza, las frases hechas, la retó-

rica vacía por un lado, y el ataque, la injuria casi, por otro, formaron

parte fundamental de una suerte de diplomaci:a sui genens que asimismo

cabe denominar de guelra fría. El desacuerdo latente se manifestó de

modo prematuro cuando en enero de 1946 las grandes potencias (institu-

cíonalizadas como "miembros permanentes" en cl Consejo de Seguridad)

proceclieron a la elección de altos cargos (Secretario General, presidente

áe la Asamblea General, ctc. ). En cuanto a las contradicciones de tesis

políticas y jurídicas, éstas vinieron al mismo tiempo. Paradóiicamente,

il 
"ont,,",o 

i.egular de estos representantes en estas tribunas multilaterales,

lejos dc beneficiar, perjudic¡abba en repetidas ocasiones tales contactos. El

mundO. rliriase, se ha achicado pero, contrariamente, al estar todos más

juntoS o más próxinros, los recelos o los temores, las susceptibilidades, la

envídia o el orgullo, ya instintivo, ya idiosincrásico, se han avivado y

hecho más grandcs. El efCcto muchas veces ha sido contrario al deseado,

Son muchísimos los te'xtos producidos' por las Naciones Unidas en el

ánibito de esta diplomacia que podrían traerse y discutirse en este lugar'

Del enlistado de {ocumentos hemos seleccionado dos grupos, eI primero

:¿r El texto, por e¡,, en I., Garcia Arias: cotpus luris Gentium, Tatagoza, 1988,

p.233, Ver Unítü Nai¡ns Treatv Sérres (UNTS), t' 219' p' 3'
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de la Secretaría General de la Organización y el segundo del Debate Ge-

neral de la Asamblea plenaria durante el VI período or:din¿rrio de sesiones.

Podríanse aportar otros grupos de docurnentos, mírs éstos que siguen,

brevemente expuestos, son suficientemente orientativos.

a) N'Iemorias Anuales dcl Secrctario Gcncral.

Conro es sabido, son las "Introducciones" de l¿rs Nlemorias Anuales

del Secretario General una fuente subjetiva e íntíma pero erperimental
y vívida de quien ejerce el oficio -según dicen-, el más difícil del mundo.

Hay un pasaie en la Introducción de Ia Memoria firmada el 4 de julio

de 1947 (ya hemos aludido a esta fecha como dcterminante), donde en

párrafo aparte escribe así Trigve Lie:

"Se dice a nenudo, demasiado a menudo, que nos encaminamos

a un nuevo desastre. Con mucha menos flecuencia se dice que la
situación contiene en potencia alentadores perspectiva..."22.

Agregaba el Se'cretario General en el siguientc: párrafo:

"No creo que Ia presente situación del n¡undo sea tan amenazadora

como se asegura con frecuencia. Estoy convencido de que ningún
estadista responsable de ningirn país del mundo abriga o puede

abrigar la idea de uua guerra"'

Son líneas, ciertamente, demasiado breves para someterlas a un exa-

men, mas cabe preguntarse: ¿optimismo fingido, nec'esario, sinceroP Le-

vantan la duda, tanto por Io que afirman como por lo que dejan de

afirmar.

En la Memoria Anual del año siguiente (con fecha <iel 5 de julio

de t94tl) encontramos en dicha parte introductoria general algunos co-

mentarios más o menos breves, sugeridores de uu estado de áninro alen-

tador hacia las Naciones Unidas, pero con un fondo crítico de la diná-

mica del momento. Así, por ej., cuando dice :

"Su creciente influencia /la de Naciones Unidas/ se ejerce sin cesar

en favor de la paz y en contra de la guerra'2'1.

22 Mennria Amnl del Secretario Gencral sobre Ia Labor de la OrganimciÁtt.
Segundo peúodo de sesiones de la Asamblea General, (A,/315), Nueva Yo¡k,
1947, p. YU.

2:t Mempña Antnl del Seuetario General, T'ercer periodo de sesiones (A/565),
Nueva York, 1948, p. IX.
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Y en el párrafo siguiente, en relación a un panorama mundial que
a s,u juicio "no hay que simplificau excesivamente", afirma así:

"La actual, tirantez entre las dos naciones más poderosas, los Estados
Unidos de Anlérica y la URSS, no es el íinico factor capaz de cjercer una
influencia poderosa en la historia".

Y mírs adelante, refiriénclose a los dos grándes sistemas en pugna,
en el contexto de un mundo en evolución en cl que las Naciones Unidas
han sido concebidas, establec.e un punto de equilibrio;

"Es igualmente inconcebible que en un rnundo semejante, cualquier
nación o grupo de naciones pueda establecer y mantener un nuevo
imperio fundado en eI poderío económico o militar" 2".

b) El Debate General en la VI Asamblca Generai (Intervenciones
de Vishinski y Schuman).

En segundo lugar, veamos la iutervención de A. \¡, Vishinski, entonccr;
ministro de Relaciones Exteriores de la URSS, pronunciada en el D;batcl
General de la Asamblea General en su sexto períodc¡ de sesiones ( 16 dc
noviembre de 1951, sesión 348?) 25. Rcspuesta o réplica a las precedentes
intervenciones de los ministros Dean Acheson, Anthony Eden y Robert
Schumau, este discurso (segundo que pronunciaba en el mismo Debate)
era importante por el tema en juego: la reducción de armas atómicas y
de todos los armamentos en los términos de un plan tripartito de desarmc
o de "s,istema de etapas", presentado por el Secretario de Estado Acheson.

El discurso de Vishinski estaba en lr base del lenguaje agresivo de
la diplomacia staliniana (un lenguaje poco "diplomático") y dentro de la
crisis de las relaciones con Washington. Extractamos del mismo, arluellas
referencias relativas a una nueva, futura guerr'¿r contra la Unión Soviética,
fruto imaginario, estratégico o hipócrita y también prueba del temor,
ficticio o real, de Rusia frente al mundo occidental.

Así, para Vishinski "las bases militirres, navales y aéreas ( de los Es-
tados Unidos) en territorio extranjero -dice-, constituye una de las me-
didas importantes del programa de preparación para una nueva guerra".
Y añade: "No es preciso subrayar el hecho innegable de que el propósito
dd las bases norteamericanas cs cercAr a l¿ URSS v a los naíses de demo-

t+ lbid,o¡tt, p. X.
2ó Asarnblea Gene¡al Sesiones plenarfui.s (Act¿rs 6 do nov. - 5 de febrero) . Sexto

periodo de sesiones, Paris, 1951-1952, págs. 223-232.
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cracia popular, al Norte, con Ia ayuda de los países escandinavos, al Sur,

con la ayuda de Turquía y Grecia, en el Oeste, la ayuda de los países

de la Europa occidental, y al Es,te con la ayuda del Japón que se con-

vierte ahora en trampolín de agresión, arsenal y fortaleza del bloque
atlántico, cuya punta está dirigida contra la URSS y la República de

China":6. El ministro soviético insistirá en estas proposiciones en cone-

xión con el "bloque atlántico de agresión", expresión que repetirá en dis-

tíntos pasajeszT, y de cuya necesidad dc desmantelamiento, añade, nada

se dice en la propuesta. N,Iás adelante (el discurso cs desusadamente

largo en relación a los demás), aI referirse a la contradicción entre las

palabras y los actos, vuelve a la mis,ma idea Ia preparación de una futura
guerra:

"Esta contradicción es la que permite desenmarcarar íntegramente
el carácter hipócrit:r y falso de la proposición de los Estados Uni-
dos, del Reino Unido y de Franci¿r sobre la reducción de los arma-
mentos, y comprueba que no se trata sino de un biombo destinado
a encubrir los objetivos reales, la continu¿rción de la carrera arma-
mentista y la preparación de una nuel)o guerrcr, ainculado a estot
obiotioss" ts.

Ahora bien, cabe preguntarse, ia qué nueva guerla se estaba ¡efi-
riendo? ¿A la III+ Mundial? ¿A otra en relacióh con la guerra de Corea?
Pues aludiendo a esta última, dice, simplemente:

"Los Estados Unidos son los que han comenzado la guerra en Corea.
Por lo tanto a ellos les corresponclcr poner fin a esa guerra dc agre-
sión contra el pueblo coreano" jo.

Párrafos más abajo, Vishinski vuelve a invocaL, agoreramente, "una

nueva guerra". A este respecto, este delegado manifies,ta ante los Estados
miembros reunidos en el plenario, que la URSS,

"ha presentado ya a la Asamblea General su programa constructivo
de medidas destinadas a alejar la amenaza de una nueDo guerra
y a consolidar \a paz y la seguridad de los pueblos":ro,

Por otro lado, veamos también algunos textos del discurso del repre-
sentante de Francia, el primer ministro Robert Schuman, -discurso que

\6 Asomblea Ceneru[, lbidem, B, 227.
27 Asaml¡Iea GeneruX, Ibidem, cit. por clos veces en la p. 227 y también en

las págs. 228,229 y 232.
28 lbidem, p. 229. El subrayado es nuestro.
zs lbidem, p. 229.
30 Ibidem p. 231 . El subrayado es nuestro.

159



ANUANIO ANGENTINO DE DERECTIO INTERNACIONAI-

forma parte del anterior por ser contestación del referido de Vishinski.

Schman, juntamente con el Secretario General 31, ceraba así el Debate,

derecho que ejercía como representante del país anfitrión, en cuya capi-

tal la Asamblea General se reunía por segunda vez en tres años. Es un

texto sereno 1' lógico, que no excluye un cierto realismo,/pesimismo. Con-

tiene naturalmente una referencia a esa supuesta amenaza a la paz. EI

párrafo merece transcribirse:

"Mayor gravedad reviste el hecho de que la atmósfera ell que

trabá¡amós cstá cada día más envenenada. Las cúticas, muchas

veces'llena de odio, predominan sobre el espíritu de cooperación;
una desconfianza t"clp.oca nos otiéesiona, paraliza las iniciativas
y deforma las intenciones ' Aparentemente, por lo me-nos, no existe

entre nosotros desacuerdo sobre el ob¡etivo esencial que nos es

común: la defensa de la paz. A pesar de ello, todos abrigamos

cierta inquietud por esta paz que todos deseamos ' '[ememos

que estalti la gueira 
"o*o 

uro descarga eléctríca s.obre dos polos

ápuestos, g toío la imped.iremos si logramos disminuir Ia tensión

fatal" sz'

Este texto y las frases subrayadas por nosotfos, son vivísimas del

estado de la cuestión hacia finales del año 1951 y síntesis de los debates

en la ONU iniciados en septiembre, cuando la apertura del período or-

dinario.
Del discurso de Schuman, hay un punto muy concreto en que el

ministro francés se dirige vis-á-vis al soviético y sin acritud, mas noble-

mente, le reprocha por acusar a los occidentales'

..NosacusaUd'(dice,porVishinski)depreparar.yquererlaguerra.

Es una acusación monstruosa e insensata. Estoy dispuesto a creer

que Uds. no desean la guerra y trato de ser con Ud ' n'rás equi-

taiivo d" lo que es Ud. con nos'tros. La guer'a, como todas l¿s

malas acciones, se prepara en secreto' ' .'"''

91 Trigve Lie expresó asímismo el tenor de la comtmidad internacional ante

los peligros um"no"arrt", á" lr ápo"u. "Nadie que haya escuchado. el debate general

o hiy"-"*aminado las cuestiones que figuran s¡ sl programa, dejará de sentir que

;"-áí; .. t"n"¡"" Ias lnqorct"det y lot i"mot"t de la humanidad enteral"' Abundaba

;f S;;t"ri" dá"".^f ." "...e1 sénflmiento universal de insegwidad' -U temot a ln
grnno qu. caracterizan esta hora de la historia, todo esto 

-nos 
asedia en la más

áesoladoia medida". (El subrayado es nuestro)' Ibidem, p' 237'
32 Ibidem, p. 23a (El subrayado es nuestro).
33 Ibidem, 'p. 235.
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Siempre sobre el mismo tema, en el marco del tono conciliador y de

equilibrio, más adelante, proseguía así:

"Bien sé que nuestro regímenes se oponen y son inconciliables.
Pero pueden yuxtaponerse sin hacerse la guerra, pueden hasta
ponerse de acuerdo para tareas comunes y la victoria de 1945 ha

sido la demostración brillante de lo que afirmo. ¿Por qué habría
de ser imposible tal cooperación al servicio de las obras de paz?"s*.

Hay todavía otra alusión. Schuman abundará en estos tópicos a pro-
pósito de Alemania y de la unidad económica y politica de Europa. Era
sabido que el tratado de París instituyente de la Comunidad Europea del
Carbón y Acero (CECA) habíase firmado hacía poco tiempo (el 18 de
abril) y que a su vez éste era un punto de partida para otras comunída-
des económicas de conjunto como ocurriría en 1956. Schuman era pre-
cisamente uno de los principales prometores de esta idea y de esta em-
presa, de cuya primera, sorpresiva manifestación hizo gala en el Quai
d'Orsey el celebrado 5 de mayo del año anterior. Ahora, el ministro galo
expresa su preocupación por la actitud antioccidental de los soviéticos
frente a la cuestión alemana y la creación de la CECA. Entresacamos
del párrafo las frases más fundamentales:

"El problema alemán es el problema de Eriropa. . . Solo una Euro-
pa unida, organizada en la libertad, será garantía tanto contre
la guerra como contra la miseria. . . Por ello, Francia propuso
la creación de una comunidad europea. . . Esperábamos que el
carácter pacífico de esta iniciativa no fuera puesto en duda por
nadie, y que se consideraría como un esfuerzo por hacer a Europa
más fuerte e independiente, económica y políticamente... Y
he aquí que una oez. más se nos reptocha haber tenido fines be-
licosos, prewar la guena anndo querí,amos cotsolüar la ry.z...""

Y en párrafo aparte, casi en dramático llamamiento, agregaba:

"¡Cómo nos gustaría convencer a Uds. ! No quiero creer que no
desean ser convencidos. Con demasiada frecuencia, desgacia-
damente, dan Uds. la impresión contraria"35,

Otros com,etúarios g refleri.ones.

Las líneas que anteceden permiten ya llegar a unos resultados breves
y concretos desde un punto de oista iuñdito-intarnaciutaJ. En primer

:ra Ibidem,
35 lbidem,

p.235.
p. 237,
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lugar, desde este ángulo, la guerra fría podemos definirla como una guerra
de troirtd,os bilaterales U en especi{rl, multilatera,les de asistencia recíproca
celebrados en el período baio consideración y aus,piciados respectivanlente
por los Estados Unidos y por la Unión Soviética.

Los tratados bilaterales fueron múltiples. En el lado Oeste, Iueron
principales los signados en Washington entre Estados Unidos y Francia
y entre Estados Unidos y Gran Bretaña (ambos suscriptos, el 27 de enero
de 1950) 36. En cuanto a los tratados entre la URSS y Estados s,ujetos a
su obediencia a la sazón, importa scñalar el celebrado en Moscú con la
R. P. de China el 14 de febrero de 1950. Instrumento del tipo clásico de
los firmados por la Unión Soviética con sus vecinos del Este ("Amistad,
Alianza y Asistencia mutua"), contempla írnicamente la asistencia en el
supuesto de una vuelta a Ia agresión y violaciór¡ de la paz por parte del

]apón o de cualquier otro Estado colaborador con el Japón (Art. 1, ls) 37.

Pero donde esta guerra de tratados fue evidentemente más allá cle

las palabras textuales e intenciones, es en los grandes tratados o pactos

multilaterales de asistencia nrutua, Principalmente, el tratado de Atlán-
tico-Norte, el tratado del Sud-Oeste asiático y el llamado pacto de Var-

soüa (que en rigor debería llamarse de Nloscú), documentos de cuyas

disposiciones rnás significativas ya hicimos ref'erencia. Washington-Manila-
Varsovia fueron así tres ciudades-símbolo de la guerra de tratados, guerra

sorda, psicológica, de nelvios, también latente en la letr¿ y en el espíritu

de estos textos como fiel reflejo de la atmósfera política en le derecho

convencional.
La guerra fría (siempre desde este puntd de vista jurídico) se ma-

nifestó con todo lujo de detalles a través de estos marcos, legales en los

términos de los Arts. 5t y 52-54 dc la Carta de las Naciones Unidas

sobre el derecho a la legítima defensa colectiva (Art.5 del tratado de

Washington. Art. 4 del tratado de Varsovia, ;\rts. 2 y 4 del tratado de

N{anila). Es,tos pactos político-militares suscriptos en el contexto de los

J6 Apuntarmos aqui que ambos tratados no son stricto sensu de "asistencia mu'
tua" si no como su nombre indica de "ayuda para la defelsa mutua". La diferencie
sería tan solo de matiz político. Por lo demás, estos tratados forman parte de los
esqnemas logísticos del Pacto de Atlántico-Norte. Textos en Droif mternaiiotwl . . .

Docum¿nts choisis, cit., págs. 298 y sigs.
li? "...In the event of one of the Contr¿icting Parties being attaked by Japan

or any State allied with her and thus being involved in a state of war, the other
Contracting Party shall inmediately render military and other assistance by all means
at its disposal". The maior intemational treaties, cit., p. 370.
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"Acuerdos regionales", aunque subsidiarios en cl mantenimiento de la paz
y seguriilad internacionales con respecto al Consejo de Seguridad, desem-
peñaron un papel primerísimo en el tenso escenario de la vida en aquel
desgraciado período. Precisamente, estos tratados fueron el cauce por
donde discurrieron las no disimuladas relaciones de inamistad y odio
entre ambos bloques. Puede que así tal canalización legal atempemse
una acción y unas energías prebélicas que de otro modo, menos regulari-
zadas o controladas, hubiera podido poner al rnundo al borde de una
crisis más grave. Pero esto es una hipótesis difícil de comprobar. Al propio
tiempo, ambos bloques eran conscientes de que es,tos instrumentos jurí-
dicos se alzaban entre ellos comd un escudo disuasorio frente a una posi-

ble acción que de desarrollarse convertiría la guerra latente en patente o
como gustaba decirse entonces de guerra fría en guerra caliente' Feliz-
mente, esto nunca se produjo pues los grandes conflictos armados como

los producidos en Corea (1950-3), o en Suez (f956), por ej., fueron libra-
dos al margen de estos contextos convencionales 38, y en cuanto a los

endémicos e interminables en el Sud-Este asiático, los mecanismos de la
SEATO no fueron eficaces, como ya di¡imos, habida cuenta, entre otras

causas, la división y las contradicciones en el seno de la alianza. Fue

acaso la guerra coreana (guerra civil y mundial al mismo tiempo) ya

que tocó todo techo por decirlo así, o por decirlo de otra manera, la que

llegó a alcanzar totas más altas de peligrosidad ya que justamente la
URSS y la R. P. de China acababan de firmar el ya referido tratado de

Moscú sobre asistencia mutua. La intervención de los "voluntarios" chinos,

verificada en el otoño de 1950, y Ia condena por la Asarnblea General de

las Naciones Unidas a dicha acción (Resoluciones 498 (V) V 500 (V),

38 Tras la guerra de Suez los Estados Unídos trataron de Ilenar el espacio de
influencia abandonado por la Gran Bretaña, habida cuenta, además, de incremento
del poder naval soviético en el Medite¡ráneo y apoyo de este poder a Egipto y Siria,
El 5-1-1957 el Presidente Eisenhower pidió al Congreso le fuesen autorizadas r¡nos
programas de asistencia militar para la zona (Doctrina Eisenhower). La misma
tesis, ya referida eu los Planes Truman y Marsha[ reaparece aquí: la yuxtapo¡ición
y la interrelación de la ayuda exterior y la seguridad USA ("The US regards as
vitae to the national interest and world peace the preservation of the independence
and integrity of the naüons of the Middle Easü'). Doctrina de guerra fría, los Esta-
dos Unidos (Punto 29), "is prepared to use armed forces to assist any srrch nation
or group os such nations requesüng assistance against armed aggression from any
country co-ntrolled by international communisrn". La Doctrina pasó a ser Ley el g
de marzo de ese año. Basi.c Documqrts im Ilníteil states Fa¡eig¡n potlcy. Reüsá Ed.
Thomas P. Brockway, Nueva York, 1968, 154-5.
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eran factores a añadir al complejo, durísimo conflicto, -preámbulo dcl
que sería más Iargo y cruel del Met-Nam.

En otro orden de cosas, las Naciones Unidas nos han surninistrado
una fuente de información y documentación inapreciable. Intentar el cono-
cimiento de estos períodos sin esta ayuda instrumental sería vano esfuerzo.
No vamos a entrar aquí en el valor extrajurídico y publicitario de un gran
número de estos discursos y debates pronunciados más para la galeria
que para convencer. Como lugar relativamente abierto a todos los Esta-
dos (el acceso a la Organización era a la época complejo y cerrado), en
donde había bastante libertad de pálabra (aparte los naturales grupos

de presión y satelismos al uso), la ONU fue un centro donde convergian
las descargas contenidas de los delegados soviéticos y demás países somc-

tidos a su formidable disciplina, las dos Repúblicas de Ucrania y Bielo-
rrusia (ficci6n de faao y de iure negociada por Stalin en Yalta), además

de Polonia, Checoslovaquia y Yugoeslavia, país este último que en 1948

se "autodeterminó" del grupo. Por el contrario, el grupo occidental gozaba

entonces de una confortable y segura mayoría de votos en Ia Asamblea

General y en otros órganos. Puede por ello que sus intervenciones fuesen

más blandas y desde luego menos polémicas.

A través de los documentos de ONU examinados, hemos abundado
en nuestras citas en las perspectivas pesimistas en expresiones tales como
"nuevo desastre", "s'ituación amenazadora", "nuevo im¡rerio fundado en

el poderío militar", "trampolín de agresión", "bloquc atlántico de agre-

sión", "preparación de una nueva guerra", "amenaz<1 de una nueva gue-

rra", "tememos que estalle la guerra", etc., etc. Premeclitadamente hemos

elegido estos pasajes de estos textos, (también podíamos haber clegido

otros), para conprobar y enfatizar es,te estado tensional o de quasi-pre-

beligeranqia, En estos sentidos, por consíguiente, podemos afirmar que

la guerra fría fue vna guerra de d.ebates y de palabras en los foros de las

Nacíones (Jnid,as entre los Dos Crandas y sus t'espeo-tixas esferas de in-

fluencia.
Un equilibrio de potenciirs permitió estabilizar relativa y plagmáti-

camento este st&ttus mirtus, como suelen denominarlo los juristas, dada la
indefínición dol mismo en tér'min<¡s concretos -v jurídicos. La Unión So-

viética se detuvo en su "larga nrarcha" hacia el Oeste europeo. La vieja

politica de la balance of power, como si la historia parecier.r repetilse,

favore¡ció dentlo de cic'r'tos límites este equilibrio precario e inmoral a
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veces por l¿rs muchas actitudes cóncesivas y sacrificios que para otros
pueblos ello llevó consígo. En cualquier caso, por fortuna, la ruptura o
lo que hubiera sido una nueva guerra tal vé2 mundial no estalló entonces.
La disuasión mutua, atómic¿r y lucgo nuclear, j.gó un rol en estas rela-
ciones, sobre todo a partir de 1949 cuando los Estados unidos perdieron
el nronopolio del arnra atónrica. Todavía en la hora ¿rctual la disuasión
armamentíst'ica e.s un "argurnento" de peso y estratégico. Nuestra paz
por tanto no es jurídica, no clescans¿r en el derecho sino que continúa
apoyada en las armas. Es una mala paz sin duda, perq paz al fin y al
cabo. H¿r querido la casu¿¡lidad que este breve trabajo haya coincidido
con el cuadragésimo anivelsario de la Alianza Atlántica, lo que nos ha
dado una amplia perspectiva de una larga guerra fría que pese- a intermi-
tencias de disiensión aírn no ha terminado. Dan fe da ello muchos signos
visibles y vivos en Europa (Berlín, Varsovia, praga, etc.) y en el nundo
(aquí la relación sería mucho más prolija).
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LA CONTISION PERI\IANtrNTE DEL PACIFICO SUR *CPPS-,

COIIÍO VEHICULO DE COOPERACION PAN.PACIFICA

o Huco Lr.¡uos MeNsrr.r.e

La CPPS, Organismo Intergubernamental creado en 1952 e integra-
do por los Gobiernos de Colombia, Chile, Ecuador y Perú y que fue
establecido para velar por el cumplimiento de la Declaración de Santia-
go sobre Zona Marítima, de 1952, que consagró la soberanía y jurisdic-
ción exclusivas del Estado ribereño sobre una zona adyacente a las
costas de 200 millas marinas, orienta su acción, entre otros, a los siguien-
tes obietivos específicos:

- Protección, conservación y aprovechamiento cle los recursos con-
tenidos en la zona de las 200 millas marinas:

- Reglamentación, exploración, explotación y adminístración de ios
recursos vivost

- Protección y conservación del medio ambiente marino;

- Promoción de la investigación científica;

- Promoción y transferencia de tecnología cn relación con los re-
cnrsos del mar;

- Formación y capacitación de personal científico y técnico;

- Intercambio de científicos, tecnólogos y otros expertos;

- Difusión de conocimientos y de información sobre las ciencias del
mar y actividades conexas, etc.

La CPPS tiene actualmente su sede en Bogotá, Colombia 1

( o ) Actual Secretario Cleneral Ad¡unto de la CPPS. Las opiniones manifestadas
en este artículo son de ca¡ácter personal y no comprometen a la CPPS.
(l ) Su secle es rotativa y cada 4 años su Secretaría General se cambia a la Capital

de cada uno de sus países miembros. Desde 1986, su sede está en Bo¡¡otá.
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En 1984, los Ministros cle Relaciones Extcriores dc los cual.ro ¡laiscs
miembros de la CPPS. r'eunidos en Viña del Mar, Chile, le señalaron ir

aquella conlo uno de sus principales objetivos, "el de ampli¿u progresi-

vamerrte el ámbito de sus actividircles en tocla la Cuenca del Pacífico"

Los lv{inistros, conscientes de la irnportanci¿r creciente del área del

Pacífico y de los esfuerzos que ya re¿¡liz¿rn los países ribereños e insula-

res par.a enfrentar en mejor forma los desafíos que plesenta tan vasta

región, resaltaron la conveniencia de vincular estrechamente a los países

de esta región del Pacífico con el resto de la Cuenca. Uno de los vehícu-

los que consideraron como esencial para esta virlculación son los Comi-

tés de Cooperación Bconómica en el Pacífico, que permiten a nuestros

países una más efectiva participación regional en l¿rs actividades que se

desarrollan en otras zonas de la Cuenca.

Además, los Ministros consideraron que los clemás países latinoanrc-

ricanos participan de los mismos intereses fundamentales que los países

rniembros del Sistema N{aritinto del Pacífico Sudeste, por lo c¡ue decla-

r.aron deseable sumar esfuerzos para desarrollar políticas comunes en lo

que se refiere a la cuenca del Pacífico, en los temas relativos al mar.

A la fech¿r cle la "Declaración ce viña ciel Mar", sólo chile y Perú

tenían constituídos y cn funcionamiento, sus Comités de Cooperación

Económica"

A impulso de dicha Dc.claración, la CPPS promovió en coloml¡ia

y Ecuador, la constitución de dichos Comités e, recomendando que los

Gobiernos adoptaran las medidas administrativas pertinentes, a fin <ie

que las respcctivas Secciones Nacionales coordinaran los trabajos )' accio-

nes qne realizan en cad¿r país los lespectivos Comités'

Chile constituyó eI respectivo Comité de Cooperación en eI Pacífico,

en diciembre de 1984, impulsado por su participación, desde 1980, en

las reuni<¡nes de la conferencia sobre cooperación Económica en el

Pacífico. Co¡no esta rConferencia está cstructurada sobrc la base de una

participación tripartita de los países miembros, que incluye represen-

tación de los sectores gubernarnental, académico y empresai-ial, y la nüs-

ma Conferencia reconendó a los países mienbros la formación de los

2 Ver Resolución Np 2 de la XVIII Reunión Ordinaria de la CPPS, de Agos-

to de 1985.
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Comités Nacionales clc Cooperirción cn el Pacífico 3, al igual que lo hizo
la II Rcunión cle \,linistros de Relaciones Exteriores de los países clel

Sistema c'lcl Pacífico Sur, Chile creó el Comité Chilcno de Cooperación
en el Pacilico, como organismo asesor del }finistclio de Relaciones Exte-
rioles a, ct¡n Ia {unción dc asesorar al Nlinistro de Relaciones Exteriores
en todas aqucll:rs materias relativas a la participación de Chile en los
csquem¿ls de cooperación quc se desarrollan en la Cuenca del Pacífico,
coordinandci l¿ acción dc los estamentos gubernamental, acadérnico y
cmpresaritrl. De nquí que este Contité cstá integrado por representantes
clel scctor gubernamental: el Director cle Política Bilate¡al del lvliniste-
rio cle Relaciones Exteriorcs; uno del académico: la Directora del Insti-
tuto de Estudios Internacionalcs; y uno dcl sector empresarial 5.

El Perú, por su parte, en septiembre de 1983 6, constituyó la Comi-
sión Nacional para Asuntos de la Cuenca del Pacífico, teniendo en cuenta
la necesidad cle diseñar una política adecuada para aumentar la presen-
cia de ese país r:n ios diferentes programas de cooperación de los países

pertenecic'ntes a l¿ Cuenca y considerando que Perú deberá desarrollar
acciones que incluyen aspectos económicos, culturales y de seguridad
por lo que se requiere la participación, en dicha Comisión, de diversos

sectores e instituciones nacionales.

En la Comisión referida se incluyen representantes del Ministerio
de Relaciones Exteriores, quicn la prcsidirá, del Ministerio de N'Iarina,

del Ministerio de Energía y lvlinas, del N{inisterio de Transportes y
Comunicaciones, del trIinisterio de Pesquería I' del N{inisterio de Co-
mercio, Turismo e integración.

El Comité Ecuatoriano para la Cuenca del Pacífico, creado con

techa 14 de mayo del año en curso ?, está fundamentado en Ia Declara-
ción de Viña del Mar de los, Ministros de Relaciones Bxteriores de los

países miembros de Ia CPPS, así como en la XVIII Reunión Ordinaria
de este Organismo, de agosto de 1985.

3 La Conferencia, en su III Reunión celebrada en B:rli. Indonesi¡, en 1983,
recomendó a los países miembros Ia formación de Comités Nacionales de Coope-
ración en el Pacífico.

a Mediante Decreto Ne 1197 de Dic. 26/84, del Ilfinisterio Relaciones Ext.
5 Al presente, de la Sociedad Nacional de Agricultura,
6 Res. Suprema Ne 433-83-RE, Sept. 74/83, complementada por Res. Supremas

de fechas I de abril y 7 de noviernbre de 1985.
7 Decrcto Ejecutivo No 2889, cle 14 cle mayo cle 1987.
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Dicho Cor¡ité, dependiente del Ministerio de Relacioues Bxteriores,
tiene como propósitos principales estudiar los asuntos lelacionados con
la participación del Ecuador en los diversos esquem¿ls de cooperación
internapional entre los países de la Cuenca del Pacífico y evaluar .v

coordinar las acciones correspondientes al desarrollo de las políticas
quo se adopten para tal propósito. Está integrado por representantes
de los siguientes Ministerios: Relaciones Exteriores, Defensa Nacional,
Industria, Comercio, Integración y Pesca; Energía y Minas, en cuanto
al sector gubernamental, por representantes de las Bscuelas Politécnicas
de Quito y del Litoral, por el sector académico y por r-epresentantes de

las Federacíones de las Cámaras de ,Industria y Comercio, en 1o que

concierne ai sector empresarial.
El Coris'ejo Colornbiano de Cooperación en el Pacífico, creado el

28 de julio de 1987 s, y que encuentra su findamento en Io establecid<r

en la XVIII Reunión Ordinaria de la CPPS, de 1985, tiend por objetivos
y funciones, los siguientes: orientar la capacidad nacional hacia el cono-

cimiento de los paíscs de la Cuenca del Pacífico, de sus recursos, tanto
en el plano académico como en el económico y empresarial, técnico
cientifico y gube6amentaü; identificar y promover la ejecución de pro'
gramas comerciales con los países ribereños de la Cuenca del Pacífico;
proponer mecanismos de cooperación técnica y científica que tiendan

a desarrollar eI litoral Pacífico colombiano, asesorar al Gobierno en ia
donación de los planes y programas pan-pacíficos, etc.

Está integrado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, quien
lo presidirá, el Instituto Nacional de los Recursos Naturales y Renova-

bles y del Ambiente (INDERENA); ta Dirección General \,{arítima y
Portuaria (DIMAR); el Instituto Colombiano de Come¡cio Exterior
(INCOMEX); la Comisión Colombiana de Oceanografía (CCO) y el
Fondo de Plornoción de Exportaclones (PROEXPO). Otras entidades
públicas o privadas o personas naturales o jurídicas podrán ser invita-
das para que asistan al Congreso,

La CPPS convocará, en Chile, en junio de 19B9 a una mesa redonda
de lps cuatro Comités de Cooperación Económica en el Pacífico, con el
fin de promover un intercambio de experiencias y determinar áreas de
acción comunes en Ia Cuenca. Posteriormente, convocará a una amplia

170

I Decreto Nq 1410, de 28 de julio de 1987.



AI\UAIiIo ARGIINTI};O Du DERECHO ixrlirrNIcIo¡¡L

Conferencia de Cooperación Pan-pacífica, a la que serían invitados todt¡s
los países ribereños de la Cuenca, con el fin de crear efecüvos mecani.s-
nos de cooperación entre ellos, en las tres líneas de acción representadas
en los referidos Comités nacionaües de los países de la CPPS: guberrra-
mental, acadénrico y empiiesarial.

La CPPS, con el fin de desarrollar una presencia efectiva en cl
ámbito dc la Cuenca, ha procedido a designar a diplomáticos de los
países que la, integran, como sus representantes ante los Gobiernos de
Ia región. Es así que actualmente está representada ante los Gobiernos
de Japón, China, Corea del Sur, Filipinas, Australia, Nueva Zelandia,
Indonesia, Fiji, Samoar Occidental, Tuvalír, Tonga, Kiribati, Naurú y
Papúa Nuev¿r Guinea. Sé ha acreditado tanrbién un replesentante ante
l¿r ASEAN y se está cons,iderando también la posibilidad de designar
represent.antes de lar CPPS en Singapur, Tailandia, Malasia y Hong Kong.

La CPPS ha propuesto a la ASEAN Ia suscripción de un Convenio
de cooperación, como consecuencia de la visita efectuacla por el secre.
tario General de dicha organización a nuestra sede.

sin embarrgo, la suscripción de convenios de esta natu¡aleza, con
organis'-ros como la ASEAN o la south pacific commission por ejemplo,
no ha estado exenta de dificultades.

se tropieza, en primer lugar, con una falta de conocimiento, agre-
gado a una mezcla de recelos, con respecto a Latinoanrérica, en general.
Atlemás, se prefiere una relación más flexible, lrue no conlleve demasia-
dos debercs y obligaciones pa'a las partes, co.ro los que implicarían sus-
cribir un convc'nio nrediante el intercambio de Notas Reversales. se pre-
fiere así, mantenel intercambio de documentos, dc informaciones, pre-
sencia de observadoles a las respectivas reuniones, sin que esto signifi-
que mayores exigencias para dichas organizaciones.

Por otra parte, Ia CPPS ha iniciado vinculaciones con distintas en-
tidades de Ia cuenca, tales cor¡o la Pacific Economic cooperation con-
ference -PECC-, la south Pacific Forum, l¿r Forum Fisheries Agency

-FFA-; el South Pacific Regional Environment programme -SpREp-;
la office de Ia Rccherche scientifique et Technique -oRSToIvI-; el ES-
cAP Pacific operation center -EPoc-; el South pacific Bureau for
Economic cooperetion -SPEC-; cl East \vcst center, Ia university of
the South Pacific, etc.
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Así couro la CPPS se ha curpeñado en inici¿rr estos cont¿lctos, es

nccesari<l <1uc tarnbién los paíscs que la conforrnan, robustezcan estos
vínculos con las entidades mencionad¿rs.

Si bien, Cliilc y Perír sc han mantenido, en e.,;tc sentido a la vanguar-
dia, Cololnbia y Ecuador recien inici¿¡n una ctapa míis dini¡mica de acer-
caniento a la Cuenc¿..

La Conlerencia de Cooperación Econórrica del Pacífico -PECC-.
por ejemplo lepresenta una gran oportunidad de vinculación a los pníses
de la Cuenca. En su V Reunión de Vancouver, celebrada en noviembrt-'
de 1986, sólo Chile y Perú estaban presentes en ella, y con lvféxico lc)-

presentabaD ¿r Latinoamérica, en quizás la más importante rcunión qrre
se celebra periódicamente en la Cuenca.

La importancia de la PECC para los países pesqueros latinoameri-
canos se revela en la siguiente recomendación emanada del Grupo de

Trabajo sobrer Desarrollo y N,{anejo de Pesquería, que fue aceptada por
las entidades de 1¿r PECC y quc significa la primera gran oportunidad
de vincul¿rción -en cl sector pesquero- entrc nuestros países y los del
otro lado de Ia Cuenca: "La V PECC debe respaldar y estimular la orga-

nización de Talleres de Trabajo con participación de los países isleños

riel Pacífico y los países latinoamericanos ribereños del Pacifico, en el

clue palticipen adminístradores de alto nivel, gerentes y científicos de las

pesquerías, con el fin de desarrollar cooperación cn el área de pesquc-

rí¿rs entre los dos grupos de países ribereños.

La V PECC debe dar instrucciones al Grupo de Tlabajo pala que

provea la asistencia tlue le sea posible ofrecel pirra el establecimierrt<;

cle los Talleres mencionados anteriormente.

La V PECC debe re'spaldar y estimular la organización de Talleres
de Trabajo con participación de todos los micmbros interesados de ASEAN
y los países latinoamericanos libereños clel Pacífico latinoamericano, en

que participen administradores, gerentes y científicos de alto nivel dc

las pesquerías, con cl fin de desarrollar cooperación c.n las áreas de pcs-

querías entre los dos grupos de paises..."
Las ventajas y experiencias que ha alcanzado el sector- pesquero en

los paises de la CPPS -en especial err Chile, Perú y Ecuador- coloca

a este organismo en muy buen pie para iniciar una estrecha vinculación
con los países isleños de la Cucnca,
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El dcsarollo de la tecnologia de extracción y procesamiento, así como

la investigación cientílica y administración pesquera ha tenido en nues-

tra región un desarollo ¿rcelelado que la habilita para iniciar un prove-

choso intercambio de tecnología con los países cle la Cuenca menos avan-

zados en este sector,

Considerando estos factores, con fecha 26 de septiembre al 19 de

octubre dc 1988, se realizó en Lima la tConferencia Internacional Pes-

quera Latinoamericana y de las Naciones Isleñas del Pacífico copatroci-
nada por la Comisión Permanente del Pacífico Sur y por la Organización
Latinoamcricana de Desarrollo Pesquero y financiada por la Agencia
Canadiense para el Desarrollo Internacional. Su organización estuvo a

cargo del il,{inisterio de Pesquería del Perír, con el apoyo de la Task
Force de la Pacific Economic Cooperation Conference (PECC).

El objetivo de esta Conferencia fue establecer vínculos de coopera-
ción en el área pesquera entre los países rilrereños del Pacífico Latino-
anrelic¿rno y las Naciones Isleñas del Pacífico (PIN's). Asímismo la Con-
{erencia tuvo por objeto explorar las posibilidades de cooperación con los
países del grupo ASEAN. Se buscó, igualmente informar tanto a los países

Latinoamericanos v a los PIN's sobre los problen'ras de rnanejo pesquero
cle la otra región y de sus organizaciones regiouales, así como identificar
las oportuuidades específicas para una cooperación práctica entre ellos,
ostableciendo un mecanismo para llevar a cabo dicha cooperación de
nlanera efectiva.

Aparte de la presencia de los representantes de la CPPS y OLDE-
l']ESCA. la Conferencia contó con la participación de delegados prove-
nientes de Colombiar, Chile, Ecuador, Perír, Nféxico, además de las si-
guientes Nacjones Isleñas del Pacífico: Ficlji, Islas Cook, Islas Marshal,
Isl¿rs Salomón, Kjribati, Palau, Papúa Nuev¿r Guínea y Samoa Occidental;
y observadores de Filipinas, Indonesia, Malasia y Tailandia.

Particíparon también, representantes de las siguientes organizaciones
lcgionales del Pacífico: Forunr Fisheries Ageno' (FEA); South Pacific
Conrmissjon y PECC.

Dtuante el desalrollo de l¿r Reunión se tlataron. cntre otros temas. los
siguientes:

Las pesqucrías de los países latinoan-¡ericanos: problenras de mtrnejo
y actividacles de otganisnros rcgionales, Las Pesquerí:rs de las Nacioncs
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Isleñas del Pacífico: generalidades de la pesqueria, problemas de manejo
y rcvisión dr: las actividades clc los orgrrnismos regionales; experiencia
de los países latinoamericanos eu Ia coordinación del manejo de los túni-
dos y negociaciones con naciones pesqueras de aguas distantes o de altu-
ra; experiencia de las Naciones Isleñas del Pacífico en el manejo y negocia-
ciones con naciones pesqueras de aguas distantes, o de altura; oportunidades
de Cooperación en el nanejo y desarrollo de Ia pesquería de atún, entre
América Latina y los PIN's; problemas del lvlanejo de Pesquerías del
?acífico Latinoamericano; Legislación Nacional de Pesquerías y Coope-
ración Internacional; Manejo Ce ltr Pesquería de las Naciones Isleñas del
Pacífico; problemas de desarrollo y marco para la cooperacíón en Amé-
rica Latina; acuicultura cn América Latina, en las Naciones Isleñas del
I'acífico y ASEAN y Perspectivas Llara una Futura Cooperación de Amé-
rica Latina con los PIN's v ASE¡\N,

La Conferencia aprobó entre otras propuestas, Ia siguiente reco-

mendacién:

Recom.entlación, de lu Conferencüt

La Conferencia Internacional Pesquera Latinoamericana y de las

Naciones Isleñas del Pacífico.

Considerando:

Que la Agencia l'esquera clel Pacífico Sur (FFA) ha presentado
ante la Conferenci¿r la "Propuesta para una Cooperación en el Manejo
y Dcsarrollo de la pesca de Atún entre América Latina y las Naciones
Isleñas del Pacífico" (Doc. LATIN PIN/030).

Que, así mismo, se han considelado posibilidades de cooperación en

otros ámbitos del desarrollo pesquero y se ha acordado que deben des-

plegarse mayores esfuerzos para explorar las oportunidades de coopera-
ción entre las Naciones Isleñas del Pacífico y los países ribereños del Pací-
fico de América Latina tenienclo en cuenta los derechos de soberanía que

tienen sobrela totalidad de los recursos existentes en sus "aguas juris-
diccionales, inclusive las especies altan.¡ente migratorias"
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Reccmiendal

1. Que la CPPS y OI-DEI'ESCA eleven la propuesta dc los PIN a sus

rcspectivos gobiernos para estudios y consulta;

Que la CPPS y OLDEPESCA consulten asimismo, con sus respecti-
vos gobiernos, la conveniencia de celebrar una reunión relativa a los
prqblcmas que comparten los PIN y los países ribereños del P¿rcífico

de América Latina cn el manejo pesquero y materias propias de dicho
sector, la misma quc sería auspiciada conjuntamcnte por Ia CPPS,

OLDEPIISCA, FFA y SPC;

Que los Bstados N,Iieinbros analicen las perspectivas de establecer un
mecanismo de carácter cousultivo relacionado por un lado con los
organismos de las Naciones Isleñas del Pacífico y de otro lado los
países ribereños del Pací{ico de América Latina en lo relativo a tales
r¡aterias para ser tratado en Ia mencionada rcunión;

Que de prosperar dicha iniciativ¿r, se invite a tal reunión a observa-
dores provenientes cle los Estados lvliembros de la ASEAN a fin de que
palticipr.n ('n ese nrccanismo.

Efectuar la mencionada reunión un¿t vez que las Organizaciones ¿us-

piciadoras'hayan consultado a sus respectivos Estados Miembros la
conveniencia tle realizarla, así como la fecha y sede que acuerden

mutuarnente.

Posteríormente en la reuníón en Linra, esta cooperación tri-regional
de países latinoameric¿rnos ribereños del Pacíficcl, las Naciones Islas del
P¿rcífico y los países de la ASEAN, se ha reaiirmado. En efecto, al cre¿rrse

recientemente eu Manila, el Western Pacific Fisheries Committee

-WPFC- organización iuternacional no gubernamental cuyo propósito
os promover la cooperación en el área pesquera entre el Sudeste Asiático
y el Pacífico Sur -los países latinoarnerícanos costeros del Pacífico y sus

organizaciones regionales, -la CPPS entre otras- adquirieron el estatuto
de obserrradores especiales ante la \\¡PFC.

Con Io anterior, se produce urla mayor vinculación entre Anréric¿r
Latina, los países isleños dc la Cuenca del Pacífico y los países de la
,\SEAN.

t75



ARGENTII\O DE DERECHO INTERNA€IONAL

Ya Chilc se h¿r ofrecido rr sel sedc cle ia próximii reunión internacio-
nal que se cclebrará para lornralizarse rrn rnec¿rnismo consultivo perrlra.
nente entre los países latinoamericanos del Pacífico, hs nacjones isleil¿s
de la Cuenca, con la presencia de los países cle la ASEAN, como obser-
vadores.

En otra ítrea donde los paíscs de ambas libcr¿rs del Pacífico cn-
frentamos experiencias similares, que puede dar origcn a una estreclla
vinculación con los países de la Cuenca, es cn la pesca dcl atún.

La pesca de esta especie altamente migr:atoria que ha enfrentudo
ir los países de la CPPS con las enrbarcacioncs pesquer¿rs cie los paíscs

desarrollados, que han desconocido los derechos dc los Estados ribereiios
consaglados cn l¿r Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho
del tr{ar, de 1982, ha impulsado a nlrestros países a concluir recientementc

en Guatemala, un Proyecto dc Couvenio rlue regula la conservación, pro-

tección y óptima utilización del atirn en el árca dc su desplazamiento,

tanto dentro del mar adyacentc a nuestlas costas hasta 200 millas, como

cn las correspondientcs áreas dc altir mar adyacentes il ellas. Se ha citado

a una reunión que se celebrará en Lima, en abril de 1989, a una Reunión

de Plenipotenciarios que considerará la suscripción de estc Convenio y

quc Crea la Organización Atunera clel Pacífico Oriental.
Esta legulación lcgal dcl atún electuad¿r por los Estados ribereños

del Pacífico Oriental, puede setvir como medio para el intercambio de

experíencias e informaciones con Estados ribereños del Pacífico Occidental,

que enfrentan similares situaciones con las grandes flotas de países pcs-

queros que atentan contra la conservación del recurso.

Otro campo de cooperación con los países cle la Cuenca se encuentra

en el aprovechamiento de los lecursos rn¿rrinos en los fondos marinos

v oceánicos.

La Convención de las Naciones Unidas, de 1982, al declarar la Zona

y sus recursos como patrimonio común de la humanidad, ha desafiado

la capacidad tecnológica de los países en dcsarrollo, los clue deben capa-

citarsc para el pronto y útil aprovechamiento de estos leclrrsos. La reciente

inscripción de la India, Francia, Japón y la Unión Soviética, como pri-

nteros inveLsionistas, acelerará el interés de la comunidad internacional

para realizar trabajos de exploración y cxplotación de la Zt¡nt't.

La CPPS esth consciente de la necesidad de avanza¡' cn los aspectos

tccnológicos, jurídicos y cconónricos que ttfrece dicl¡¿r irreil, De aquí quc
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haya celebrado en rCartagena, Colornbia, en el mes de septiembre de
1987, un semina¡it¡-Taller sob¡e el aprovech¿rmiento de los recursos si-
tuados en los fondos marinos y occánicos, con el fin de realizat un diag,
nóstico e increnentar Ia capacidad y conocilniento de las técnicas de
nuestra región eu la utilización de dichos recursos.

Como consecuencia de este seminaúo la CPPS ha convocado a una
Reunión de los Grupos de cooperación en Minería oceánica en eI pací-
fico Sudeste, en Quito, en el mes de junio de 1g8g. Estos Grupos son los
siguientes:

Grupo de cooperación en la pla'ificación de los usos del Mar;
Grupo de cooperación en Investigación científica, Grupo de coopera-
ción en Prevención y control de Ia contaminación Marina, Grupo de coo-
peración en Tecnología y Grupo de cooperación en Aspectos Legales.

Este evento contará con la participación de 5 expertos de cada pais
y cucnta co' c,l copatrocinio del PNUN{A, col, cEpAL y la oficina de
Ias Naciones unidas para Asuntos oceánicos y del Derecho del Mar,

son objetivos a largo plazo de esta Reunión: promover la coopera-
ción entre los países de la CPPS en el campo de la minería oceánica y
en el de la planificación de los usos del mar y armanizar las actividacles
de los países de la CPPS en materia de investigación científica, adquisi-
ción de tecnología marina, prevención y control ambiental y formulación
de legislación en el campo de Ia minería oceánica.

Son objetivos a corto plazo los siguientes:

1' Identificar áreas y mecanismos de cooperación para el desarroilo
de los recursos minerales marinos ,en las áreas marítimas de los
Estados y rnás allá de éstas;

2. IdentiÍicar áreas y mecanismos de cooperación en los aspectos
regionales de lar planificación de los usos del mar en las áreas
marítimas de los Estados:

3. Realizar cursos de capacitación en minería oceánica, en sus aspec-
tos científicos, técnicos, an-rbientales y jurídicos, cor¡ er fin de
pfeparar expertos en este campo; y

4. Realizar cursos de capacitación en la planificación de los usos del
mar' con el fin de famiriarizar a ros pranificadores gubernamen-
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tales y funcionarios responsables con el concepto de planifica-
ción integrada de los usos y recursos del rnar, t¿rnto en los aspec-

tos regionales como dentro del marco de la planificación nacional.
Es' este campo el quc requiere, muy especialmernte, la acción man-

comunada de los países dc ]a Cuenca, en sus aspectos legales, tecnoló-
gicos y de administración.

Una acción separada y duplicada, nos dejaría inermcs ante el arro-
llador avance de los pa,íses desarroilados. Un trabajo conjunto posibilitará
el funcionamiento efectivo de la Empresa creada por la Convención
sobre el Derecho del Mar.

Se requiere asi un trabajo coopcrativo en el cÍrmpo de l¿ investiga-
ción científica y un intercambio de tecnología, y experiencias en el
área de la Minería Oceánica.

El acercamiento de la CPPS a los países y organiz¿rciones de la
Cuenca del Pacífico se ha visto facilitado últim:i,nente, por la posición
asurnida en toda Ia región ante los ensayos nucleare.s franceses en

Mururoa.
Las reiteradas protestas de la CPPS respecto a estos ensayos, han

sido acogidas favorablemente por los paises de la Cuenca, principal-
mente Australia y Nueva Zelandia. Igualmente, cl Foro del P.icífico, en

una de sus recientes reuniones recomendó que se mantuüera una estrecha
coordinación con la CPPS en esta rnateria. Asimismo, cI gobierno de

Nueva Zelandia se ha mantenido en esti'echo contacto con nuestro orga-
nismo, y se han estudiaclo acciones cornul]es que piu:clerl emprendcrse
sobrc el particülar.

EI reciente Tratado de Ralotonga, que crea un;l zonr clcsnucleari-
zada en el Pacífico Sur, de 1985, actualncntc vigente. y la Convencción
SPREP para Ia Protección 1' Desarrollo dcr los Recursos Naturales y del
Medio Ambiente en el Pacífico Sur, de 1986, abren interesantes perspec-

tivas de cooperación en el árer en lo tocante al vertimiento de desechos

radioactivos u otros mafteriales radio¿rctiv<-rs.

El Seminario-Taller sobre Ia Contaminación lladio¿lctiva cn el Pací-

fico Sudeste, celebrado en Santiago, los días 17 al 20 de junio de 1987,

bajo los auspicios de la CPPS/PNUMA y CEPAL, constató que la Con-

taminación Radioactiva en el mar puede tener slr origen cn diversas

fuentes, tales como explosiones nucleares, vcrtimicrntos y descargas a

través de Ia atmósfera. Ios ríos. los estuanos, v colectores de diversos
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usos y otras fomras que tengan efecto cn el mar. Con el fin de prevenir,
controlal y reducir estos problemas, los países de la región deberían
adherir a los postulados de diversos convenios celcbrados sobre el parti
cular, e instar a lal potencias nuclcares a que conformen sus acciones a

las, disposiciones y principios contenidos cn dichos instrumentos.
Manifestó, asimismo, la importancia del Tratado del Tlatelolco, €n

mantener América Latina, en su área de aplicación, como zona libre de
armas nucleares y formuló un llamado para que todas las potencias nu-
cleares tomen palte en este instrumento.

Asimismo, analjzó la recomendación adoptada en la X conferencia
General de OPANAL (organismo para Ia proscripción de las Armas
Nucloa,res en Ia América Latina y el caríbe), tr4ontevideo, abril de
1987, con el fin de examinar un posible protocolo comprementario al
Tratr¡do de Tlatelc¡lco, que prohiba r:l cbpósito (ya sea por vertimiento,
entellamiento y cualquier otro nredio) dc desechos radioactivos y otros
materiales en los mares adyacentes a los espacios continentales e insu-
lares de América Latina y el Caribe.

Destacó asimisrno, la importancia de que la conrisión permanente
del Pacífico sur conti'úe f'ormulanclo protcstirs automáticas ante las
explosio'es nucleares qué se realicen en el Arc¿r clel pacífico, teniendo
en consideración sus efectos dañinos en el N,Iedio Nlarino.

En cuanto a los vertimientos, depósitos o enterramientos de dese-
cho-c ¡adioactivos, expresó el rechazo a su práctica en los espacios marí-
timos del Area del Pncifico, por sus gr¿rves consecuencias y efectos
clañirros en el medio marino.

A este respecto se recomendó a la Autoridad Gcneral del plan de
Acción Region*l PNUNIA/cpps. que aclopto medidas para que los países
paries en el mismo sc ¿rbstengan dc acciones clírectas o indírectas tcn-
dientes a, re¿rlizar, asistir o estimur¿rr ltr ck:searga cle desechos ¡adioacti-
vos u otras materias en el mar.

Adernás, te¡riendo en consideración Ia existencia del convenio sobre
la Prevención de la contaminación del lvfar por vertimientos de Dese-
chos y otras Materias, 1972 (convenio cle vertin-rie'to de Londres),
recorendó r¡ue los Estados del pacífico sudeste adopten las medida,s
para llegai' a scr partes de éste, dtdo que contienc mecanismos jurídicos
apropiados para la regulación de est¿r actividad.
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Recomendó asimismo a las partes contratantes del Convenio que

apoyen la iniciativa presentada por Kiribati y Naulu tcndientc ¿l que LI

referencia contenida en el Anexo Segundo, respecto de los desechos de

nivel radioactivo bajo sea incorporaclo al Anexo Primero del Convenio,

de manera que su vertimiento esté totalmente prohibido' Reiteró el prin-

cipio de que eI término "vertimiento" implicir cualquier forma de depó'

sito en el suelo y subsuelo ma¡:ino. A fin de que los países paltes en el

Plan de Acción adopten prontas mediclas en esta materria, se recomendó

la celebración de un Protocolo complementario cle Ia Convención de

Lima de 1981, <¡ue contemple estos principios'

En este ámbito recon-rendó que los países miemblos del Plan de

Acción adoptén como normas obligatorias para los buques de bandera

nacional y otros que recalen en Puertos de su iurisdicción, l¡rs conteni'

das en el Código Marítimo fnternacional cle Transporte de Mercancías

Peligrosas, de la OMI.
En cuanto al seguimiento de los aspectos jurídicos involucrados

en la contaminación radioactiva, der.stacó que la celebración clc-. convenios

y la adopción de nonnas nacionales cn mirteiía nucleirr y do proteccíón

contra lar contaminación radioactiva requiere de un t'sfuerzo especial de

información y entrenamiento dc personal que opere en distirltos nivelcs,

para facilitar una correcta apiicación. Se recomendó sobre este punto

realizar un curso de divulgación, entrenamiento y cnpacitación con este

objetivo, en el ma,rco del PIan de Acción. La IJGR r0 debería procurar

la ripe.ración de un centro de document¿rción tluc sirvtr cle apoyo a esta

actividad. A este respecto el Senrinario-T¿rller recomendó clue uno de

los cstudios incorporados por la As¿rmblea Gener¿rl de Naciones unidas

al Subprograma de Recursos Marinos a ser ejecutado por Ia Comisión

Económica para América Latina y el ca,ribe, y gue se refiere a temas

de interés para ]a Comisión Per.manente del Pacífico Sur, tenga por

objeto recomendaciones sobre esta instancia.

Al mismo tiempo, la ucR, debería estimular su vinculación dentro

de la Cuenca del Pacífico, con los Oi'ganismos competentes en asuntos

maritimOs, y aquéllos cOmpetentes on asuntos nuclearcs, a fin de conoccr

10 unidacl coordinadora Regional del Plan de Acción PNUMA-CPPs, La se-

cretaría General de la CPPS actúa como UCR'
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y arnovechar su experiencia en la aplicación de nuevos instrumentos
jurídicos, ta,les como el Acuerdo de Rarotonga, de lg8b, que establece
una zona Desnuclearizada en el Pacífico Sur, r la convención para la
Protección y Desarrollo dé los Recursos Naturales y del Medio Am-
biente en la Región deJ Pacífico Sur (SpREp), <ic Ig86.

Fara este efecto la UCR deberá organiza,r una reunión de expertos
legales con los países de la Cuenca del Pacífico que participan en esos
convenios¡ con el fin de analizarlos y e.studiar sus alcances en la protec-
ción del ambiente ma,rino contra la contaminación radioactiva.

Para el cumplimiento de esta última recornendación, la CPPS ha
contemplado en su calendario de actividades esta reunión de expertos
legales, a Iá que se invitarán también a aquellos pertenecientes a países
de la Cuenca.

En efecto, esta Reunión tendrá lugar en Cali en marzo de 1989, y
cuenta con el patrocinio del PNIJITIA. Se estudiará un Protocolo Regio-
nal preparado por la Secre.taría General de la CPPS para la Protección
del Pacífico sudeste contra la contaminación Radioactiva y se prepa-
rará un Plan Regional de vigilancia de la contarrninación Radioactiva
en la Regíón.

Una especial oportunidad de vinculación con los países de la Cuen-
ca, plantea la petición efectuada recientemente por lar Cancillería del
Perú a la GPPS, de enviar una Misión científica al Atolón de Mururoa,
y a las áreas aledañas, con cl objeto de verifica¡: "el carácter inocuo de
esas explosiones nucleares y, por endo, garantizar que los níveles de
radioactividad están por debajo de los límites internacionales tolerables
y que no constituyen peligro alguno paa.a la preservación del ecosistema
en esa parte del orbe".

como lo anotó el Perú, en su petición, en la ejecución de esta inicia-
tiva, Ia cPPS podría solicitar el apoyo de los Estados Miembros clel
Foro del Pacíl'ico Sur.

Esta iniciativa busca reeditar la lvlisión científica encabezada por
el científico neozelandés, H. Axkinson, quien viajó al Atolón de Mururo¿
del 25 al 29 de octubre de 198J.

En 1987, el Profesor O'sullivan de la Universidad
puso en duda las conclusiones de la Misión efectuada

de Auckland,

en 1983, cuyo
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informe expresaba sólo pequcñas dudas soblc la scguridird dc los expe-

rimentos franceses y sus conclusiones aprobabart la defensa del gobierno

francés. Expresó O'sullivan la posibilidad de t¡rc Ir filtración de mate-

rial radioactivo en el Atolón puede ser mayor y ocurrír antes que lo

previsto por Francia y la N{isión de 1983.

La anterior divergencia, ha llevado a Nueva Zelandia a promover

la integración de un nuevo grupo dc investigadores, que resuelva defi-

nitivamente los efectos, de las explosiones nuclearc's fi'aucesas en el ár'ea.

U¡ra forma de vinculación de la CPPS en este canpo, sería consti-

tuir un grupo de investigadores de los piríses miemblos del Sistema del

Pacífico Sur que en unión con aquellos países cle la Cuenca, estudieü

conjuntamente los efectos de las referidas expiosiones en el medio

m¿riuo.

En las reuniones sobre la Cuenca a que ha asistido la CPPS, uno

de los tópicos más generalizados y debatidos es el alto grado de desco-

nocimiento rnutuo existeute entre los países, Jatinoamericanos y los del

Este Asiático y Pacífico Insula,r. Particularmente para estos irltimos, los

países latinoamericanos son completamente desconocidos.

Por su parte, los países del Este Asiático milan a Latinoamérica

como un todo de relatíva homogeneidad, desconociendo la díversidacl

cultural y económica' existenté en ella.

Con el objeto de superal este desconocimiento, la XVII Reunión

Ordinaria de la CPPS, celebrada en 1983, señaló programas concretos de

vinculación con países, entidades y organismos existentes en la Cuenca,

en las siguientes áreas: "Derecho y Cienci"u del Mar"' Se desea vincular

a todos los centros del Pacífico que se ocupan de estas disciplinas, bus-

cándose una coordinación institucionalizada e intercambiándoso expe-

riéncias e inforrnaciones de utilidad;

T'ecnología en Actitsidqd,es Maritras' Se pretende iniciar programas

en los siguientes ámbitos:

i. Captación de Tecnología n'rarina de aquellos países que poseen un

mayor grado de desarrollo tecnológico, así como de los rlrganismos

y entidades internacionales que sirven estos propósitos,
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ii. Intercambio dc tecnologíai y experiencia con aquellos países de si-

milar nivcl tecnolégico a los que integran la CPPS.

iii. Transferencia de tecnologías y experiencias de los países de la
CPPS hacia aquellos países de la Cuenca que la requieran en
razón a su merlor grado de desarrollo tecnológico.

Co{oboración g Coordinación Económica con países y organisrnos,
con el objeto de lograr esquemas de vinculación transpacífica con miras
a la utilización óptima de los recursos marinos de toda la Cuenca.

Polítícas camunes entre regíones susceptibles de ser aplicadas a toda
la Cuenca del Pacífico, en materia de conservación del medio marino
y preserva,ción de las especies que alli habitan.

Un ¿rcto reciente, de especial trascendencia para la vinculación de
Ia CPPS con los países de Ia Cuenca ha sido Ia reciente visita efectuada
a china, por el secleta¡io General de nuestra organización, correspon-
diendo a nna invitación extendida por el Gobierno de dicho país.

como consecuencia de esta invitación, se suscribió un Acuerdo de
cooperación entre la Administ¡ación del lvlar de Ia República popular
china y la GPPS, mediante el cuai se reconoce que ambas partes tienen
los nrismos deseos de llevar a cabo programas de cooperación en el
campo oceánico y sus aspectos conexos y se reafirma sus intereses inci-
dentes cn el desarrollo de los vínculos de coope'ación de los países ribe-
reños de la Cuenca del Pacífico.

Con tal fitt, las Partes consideran conveniente institucionalizar las
relaciones de cooperación con el iin de promover una mejor coordina-
ción en las diferentes actividades lealizadas en las áreas de sus respec-
tivos intereses,

En c'nsecuencia, sc establece una *decuada coordinación en los
programas que tanto la Administ¡ación Estatai del lvlar de China y la
CPPS reaiizan en el campo oceánico y sus aspectos caps¡s5, realizándose
al efecto consultas mutuas y promoviéndose una amplia cooperación
oceánica e ilrtercambio de info¡maciones. se prestarán, asimismo la ase,
soría técnica necesaria a los diferentes programas en las áreas objeto
del Convenio,
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En este Convenio se hace ulla expres¿ referc'ncia al hccho de quc
'Ambas Paftes se prestarán una estrecha cooperación con las activida-

des oceánicas quo desarroll¿rn en le' Cuenca del Pacífico".

Este es el primer Convenio celebrado pol la' CPPS con un órgano

estatal de un pais determinado, y abre nuev&s posibilidadcs dc' coope-

ración en el campo científico y sus áreas: - Protección, conservación y

aprovechamiento de los recursos del mar, ordenación y desarrollo de las

pesluerías, protección, conservación y preservación dc'l medio marino,

investigación científica marína, désarrollo y trans¡risión de tecnologíl

mar:lna, formación de personal científico y técnico, producción de ener-

gía rierivada de las aguas, minería oceánica5 etc.

Recientemente, una Misión China visitó los cuatro países de la

CPSS y dentro del marco legal del mencionado Converrio, estudió la

posiLilidad de suscribir Convenios bilaterales ctln la,s entidades compc-

tentes de la región.

Con Corea y Japón se estudian Convenios similares, lo que iría

crelndo para la GPPS un amplio campo de cooperación con los países

de la Cuenca'.

Asimismo, eI programa científico del estuclio del Fenómeno de "EI

Niñr:" (ERFEN), catalogado por la COI como el me1'or programa cle

de,c:.rrollo de investigación científica de carácter regional, representa un

medio para vincular a toda, la comunidad científica de la región, ya que

es un fenómeno que afecta a grandes zonas del área y produce un

impacto directo y profundo en las pesquerías del océano Pacífico'

A ruiz de la firma del Acuerdo dc Cooperación entrc CPPS y la

Ad¡¡inistración Estatal del Mar de la República Popular china, se ex-

presó en Memorandum explicativo del Acuerdo rlue las partes promo-

verán la cootrreración, principalmente' en la Investigación del Fenómencr

'El NiñoT. Se Comprometen a elaborar, próximan,ente, un Plan de Eje-

cución del Acuerdo suscripto, con el fin de concretar, progresivamcnte,

los ¡;rogramas de cooperación que se derivan de él'

En relación a la cuenca del Pacífico la CPPS ha servido como cata-

tizador para despertar el interés de los gobiernos que la integran en

considerar, como uno de los puntos prirrcipales de su política interna-

cion,rl, el acercamiento a los países ribereños de la Cuenca. En e,ste
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sentido, la Declaración dé Viña del Nfar, suscrita por los N4inistros de

Relaciones Exteriores de los Paises del Sistema del Pacífico Sur, en

1984.. marca un hito al despertar el interés de nuestros países en !a

región bañada por el Océano Pácífico.

Este esfuerzo cooperativo que impulsa l¿r CPPS ct¡n los Estados qrre

la integran, hacia la Cuenca del Pacífico, podría aumentarsc incorpo-
ranclo a más Estados Latinoamericanos,

Los Ministros de llelaciones E¡.teriores de los paíscs de la CPPS

en la Declaración de Viña de 1984" -Secciín VI- consideran que "los

demás países latinoanrericanos del Pacífico participan de los mismos
intereses fundamcntales para los paíscs miembros dcl Sisterna N{arítimo
del Pací{ico Sudeste y declaran que es deseable aun¿rr esflcrzos para
desarrollal políticas comunes en lo que se refiere a l¿r Cucnca del Océanr¡

Pacífico".

Panamá está ya ünculado a la CPPS a través del Plan de Acción
Regional PNUMA-CPPS y ha acreditado un observador permanente
ante nuestra organización, Io que significa que cstá ya cooperando con

las actividades del Sistcma del Pacilico Sur.

Asimismo, se ha invitado ¿r Costa Rica nombrAr un Coordinador
pemranente ante la CPPS.

Nuestra Organizaciín, por otrá parte, ha propuesto un Convenio dc
Cooperación a la Universiclad para \a Paz de las Naciones Unidas con

sede en Costa Rica y se está proyectando realizar actividades en con-

junto con dicha entidad, lo que iría facilitando la posibilidad dc desa-

rrollar futuros proyectos con los países centrclamericanos, entre ellos,

algunos relativos a la Cuenca.

La CPPS se encuentra adecuando su estructura orgánicn y funcional,

con el fin dq asumir las nuevas tareas que se le ha encomendado, princi-
paln'entc las relativas a su proyección hacia la Cuenca del Pacífico.

Es así, que se ha propuesta la creación de una Secretaría de Desa--

rrollo Económico y Tecnológico, cuyas líncas de ircción prioritarias serían

las siguientes;

- Proyectos específicos.

- Estudios Económicos y Sociales.

- Asuntos empresariales y comerciales.
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- Tecnología.

- Estadísticas aplicadas.

La CPPS asumiría así, a través de est¿ nueva Secretaría, nuevas
tareas; conocer y aprovechar las oportunidades económicas que ofrece
Ia Cuenca del Pacífico para los países que la integrrrn y pai-a aquellos
que se encuentran ya asociados a sus actividades.

Se iniciaría asi, una rlueva etap¿l en las actividades del Sistema
del Pacífico Sur, al aprobal'se l¿r recstructuración orgánictr y funcional
de 1'r CPPS.
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LUCHA CONTRA LAS DROGAS SIN DESTRUIR EL SISTEMA
INTERAMERICANO

por JAvIEn Irr,¡.Nns F.

El problema de la producción, tráfico y consumo ilícitos de drogas
y estupefacientes es una de las preocupaciones más serias en nuestro

I{emisferio y no obstante informaciones recientes esperanzadoras en e]

sentido de que se cstaría estabilizando el consumo, es más prudente prc.
vel que la magnitud de este flagelo seguirá siendo muy grave si es que
no aumenta en los próximos años.

Es interesante citar la apreciación que sobrc la materia nos da un
reciente informe del "Diálogo Interamericano":

"El uso ilícito de drogas no es un problema sólo de los Estados
Unidos. A través de gran parte de Arnérica Latina y del Ca-
ribe el uso de narcóticos ha estado cleciendo rapidamente en
los últimos años. Colombia, por ejemplo, puede tener un nú-
mero mayor de adicttls ¿r la coc¿rina per capita que los Estados
Unidos.
EI problema de los narcóticos es, en realidad, dos grupos de
problernas. El primero es cl daño social causado por el abuso
de las drogas, el cual está mezclado con los males que aquejan
a todos los países en las Amérícas -pobreza, crimen, rnalas
escuelas y la erosión de la autoridad. El segundo, es el crimen
y la corrupción <1ue resultan de quc las c'lrogas sean ilegales. y
así se generan elrormes provcchos de su tráfico ilícito. La Co-
misión Presidenci¿rl de los Estados Unidos sobre Crimen Orga-
nizad,o estima que las ventas de narcóticos totalizaron más de
100 mil millones de dólares en los Estados Unidos. o sea el
doble de lo que este país gastó en petróleo.

* Embajador de Chile ante la O.E.A. Miembro correspondiente de la AADI.
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Cuando los narco-dólares compran a policías, tribunales o re-
presentantes elegidos, se desmoronan los cimientos del régimen
democrático. En las tambaleantes democracias de América La-
tina, cuando los policías reciben ofertas de muchas veces su
salario anual para ignorar negocios de drogas. o cuando jueces
honestos arriesgan la muerte por juzgar casos de narcotarfico,
la 'amenaz¿r contr¿ el sistema cle goltierno represcntativo es

particularmente seria.
Ninguno de estos grupos de problemirs pucde sel resuelto má-
gicamente, Ninguna "guerra contra las drogas" producirá gran-
des victorias muy pronto y debenros sospechirr cuando se nos
hacen declaraciones cn este sentido.
Sin embargo, una mejor conrprensión del problema cle los nar-
cóticos puecle ayudar a los Estados Unidos y a América Latina
a lograr una aproximación más reali,strr y coopc'rativa para en-
foc¿rr este problema tlue comparten" r.

Por su propia naturaleza este es un problema interramericano. En.es-

te hemisferio encoutran.ros algunos países latinoamericanos que se en-

cuentran entre los principales procluctores nundiales de drogas así como

el consumidor número uno. Otros, en la región son países de tránsito para

las drogas y sus prccursores químicos o bien centros de lavado de los

capitales que se generan con el tráfico ilícito.
Esta situación nos indica muy claranrente que la lucha contra este

mal debe tener también una dimensión hemisférica.

Son bien conocidos los esfuerzos hechos por las naciones del Conti-
nente en su lucha intern¿r contra las drogas, a menudo al precio de vidas
de dedicados servidores públicos así cono con elevado costo financiero.

Se han dado pasos valiosos hacia la internacionalización y la mayor eli-
cacia en la lucha contra la droga dentro del Sistema Interamericano con

la adopción del "Programa de Acción de Río de Janeiro" y la creación

de la CICAD ( Comisión Intcramericana parir cl Control del Abuso de

Drogas).
A mediados de 1988, el entonces N,{inistro cle Relaciones Exteriores

de Chile, Sr. Ricardo García, en una carta dirigida a sus colegas los Can-

cilleres de los países miembros de la OEA, expresaba su convicción cle

r¡re trabajando juntos, con espíritu de cooperación y solidaridad para

1 "The Americans in 1988. a üme for choices"' Un informe del Inter-Ametican
Dialogue, The Aspen Institute for Humanistic Shrdíes. University P¡ess of America
Inc. pp. 4I, 42 (traducción del autor).
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derrotar y erradicar el tráfíco de narcóticos y la clrogadicción, los países

de la región podrían loglar, al mismo tiempo, el foltalecimiento de las

bases jurídicas y polític¿rs de la armonía hemis{értca.

Al mismo tiempo, expresaba preocupación por algunas scrias dificul-

tades c¡re surgen de diferencias de enfoque respecto del problema por

parte de los Estados Unidos, por una parte, y de las otras naciones mienl-

bros del Sistema fnteramericano, por Ia otra. Así, señalaba que mientras

es cierto que todos nosotros estamos firmemente compromctidos ir luchar

contra el narcotráfico con t<ldos los medios de que disponemos, hay dis-

crepancias entle nuestros sistemas judiciales, nucstros procedimientos de

extradición y en otras áreas que causan que tengarnos evaluaciones dis-

tintas cualrdo llcgamos a casos específicos.

A este respecto, en un reciente artículo publicado en la prcstigiosa

revista "Foreign Affairs", el experto norteamericano Sr. Bruce Bagley se

refiere a estc delic¿rdo aspecto del problema:

"\\¡ashillgton ve el problem¿ dc l¿ droga con el enfoque
de c¡re hav quc eliminarla en l¿r fuente dr: proclucci<in v lefi-
namiento o capturarla antes cle clue llcgue a las costas norte-
americanas. Las políticas internacionales que ha promovido en
Colombia, como en el resto de América Latina y del Tercer
Nfundo, incluyen programas de erradicación, sustitución de
cosechas, interdicción y fortalecimiento de la acción policial
y judicial

Dada la intensidacl actual cle los sentimientos antidrogas
cn los Estados Unidos y la presión política para "hacer algo"
contra esta plaga, las soluciones eu la fuente de producción
que Washington preconiza en Colombi¿l v otros piríses parecen
lógicas desde la perspectiva norteamcric¿rna. Sin embargo, a

rnenudo falta en los Estados Unidos la comprensión de que
Colombia, como otros países latinoamericanos, confrontan eilos
mismos problemas relacionados con las drogas igualmcnte te-
rribles. Estos países ven la necesiclad de equilibrar los esfucr-
zos del lado del aprovisionamiento con un énfasis rnayor del
Iado de la demanda-consumo en los Estados Unidos si cs que
se ha dc avanzar cn esta lucha contra el tráfico de drogas" e.

2 Bruce lvl. Bagley, "Colombia and the War on Dlugs". Foreign Affairs, fall
1988, p. 71.
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En los últimos años se h¿rn ido h¿ciendo rnás graves y frecuentes
los casos de c<¡nfrontación entre los Estados unidos y países latinoame-
ricanos con motivo clc la lucha contra la droga. Sería estéril entrar a un
rccuento cletallado de esas discrepancias. Bástenos decir que cuanclo se

suscitan estas disputas entre los Gobiernos, generalmente, se produccn
también reecciones emocionales en las opiniones públicas clue complican
la búsqueda de soluciones de entendimiento. Por un lado, surgen acusa-
ciones dc falt¿ dc decisión, efectividad y hasta corrupción en la repre-
sióir de la producción o tráfico por autoriclades en los países latinoame-
ricanos. Por el otro, dichos países ven estas acusaciones, en muchos casos

con razdln, como manifestaciones de un intervencionismo norteamericano
que se creía históricamente superado. Los, debates y mútuas recrimina-
ciones pueden llevar a serios enfrentamientos que perjudiquen de maner¿l
grave la convivencia de nuestros países y el funcionamiento del Sistema
Interamericano.

Aptrrece,-pues, evidente que deberenros h¿rcel mayor.es esfuerzos para
evitar esta preocupante situación. Deberíamos examinar la manera err

que nuestras energías y la legítima indignación que despierta el drama
de la droga puedan ser encauzadas a través de ianales legales y ojalá téc-
nicos, desprovistos de carga política, de manera de conseguir el apropiado
juzgamiento y castigo de aquellos rresponsables y no una confrontación
entre Estados y Gobiernos,

Lo que sc requiere es hacer la lucha contra los narcóticos más efi-
ciente, por una pafte, y crear mec¿tnismos diseñados para prevenir quc
tal lucha, al final, termine por destruir el principio de la no-intervención
y socavar las relaciones hcmisféricas.

Existen tratados en vigor, tales como lrr Convención Unica sobre
Narcóticos de 1961, enmendada en 1972, la Convención sobre Sustancias

Sicotrópicas de 1971 y el Acuerdo Sudamericano sobre Narcóticos y Sico-

trópicos de 1973. El 20 de diciembre de 1988 se aprobó en Viena una
"Convención dc las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estu-
pefacientes y Sustancias Sicotrópicas". Parece relevante armonizar todas
estas normas y mecanismos con las nuevas instituciones creadas por el

Sistema fnteramericano a fin de!- hacer la guerra contra las drogas más
efectiva y promover su realización sin detrimento de la soberanía e inde-
pendencia de los Estados.

Probablemente hav varios caminos, Dara buscar este obietivo. Hemos
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sugerido, concretamente, dos propuestas que pareccn factibles en el
corto y mediano plazo.

La primera de estas propuestas consiste cn pl'ep¿ral una Conveu-
ción Interamerican¿r contra la Producción, Tráfico y Consumo Ilícito de

Drogas. El hecho de pactnrse en un ámbito regional, en el que existe

una mucho mayor uniformidad y afinidad cultural y jurídica clue el

ámbito mundial, ieguramente permitiría que csta Convención Interame-
ricana fuese considerablemente más concreta y específica que la apro-
bada por Naciones Unidas en Viena. Específicamente, tal instrumento
podría, por ejemplo, contener una definición uniforme del crimen del
narcotráfico en todas sus variables, definición aplicable "ipso facto'
en todos los países ratificantes sin necesidad de una tipificación especial
en sus códigos penales. EIlo rcsolvería una serie de dificultades que se

presentan actualmentc. Asimismo, la referida convención podría enfren-
tar el problema de la extradición para crear un régimer-r eficiente des-

tinado a solucionar Ios serios conflictos internacionales que se producen
en esta área. Seguramente, esto podría lograrse mediante la creación de
una jurisdicción universal para fingar estos delitos, y el deber de enjui-
ciar y castigar al delincuente que el pais requerido no desea entregar.

La segunda propuesta ampliaría, considerablemente, los poderes y
mecanismos de la CICAD a fin de dar a este órgano un rol fundamental
en Ia lucha heniiférica contra las drogas, En este esfuerzo, ya se logró
en la Asamblea General de la O.E.A,, celebrada en noüembre último
en El Salvador, Ia ampliación del número de miembros de la CICAD,
a fin de comprometer a todos en esta lucha e impartirle, asl, una dimen-
sión política que permita trascender el actual nivel técnico que tiene
Ia Comisión.

Las facultades de la CICAD deberian también ser reüsadas y forta-
lecidas para hacer de ella un órgano realmente importante y, eventual-
mente, capat de evaluar los avances, imperfecciones o fracasos de los
esfuerzos individuales o colectivos contra las drogas. Esta capacidad de
evaluación, si se utiliza de una maméra seria, justa y equitativa, deberia
ayudar poderosa'mente a superar el problema que suscitan hoy los juicios
unilaterales del Senado norteamericano, con serias y contraproducentes
consecuencias pata la cooperación y el entendimiento hemisféripos.

El Sr. Bagley, en su artículo mencionado en laS páginas precedentes,
propone varias opciones para aumentar la eficacia de la Iucha contra
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las droga,s en el Flemisferio. El pone énfasis ell un aumento sustancial

de fondos por los Estacios Unidos, tanto para ayudar en acciones de

cumplimiento de la ley por los países latinoamericanos, como para ofrecer

alternativas económicas viables ¿ll comercio de drogas (sustitución de

cosechas y subsidio e,n clinero Dara los agricultores productores de dro-

gas). Al mismq tiempo, está conciente, como 1o está el "Diálogo Inter-

americano", de las dimensiones políticas del problema en el Hemisferio

e insiste err que:
..no hay ducla clue los Es'tados unidos necesitan controlar más

efectivamente iu demanda si es que desean obtener éxito

real en la lucha contra l,as drogas. IMientras las ganancias sigan

siendotangrandes,lasclrogasilícitascontinuaránsiendocon-
trabandeadás en los Estados Unidos desde los países empo-

brecidos del tercer mundo.
Pretendér vincular la reducción de Ia demanda a progresos

en la aplicación de la ley (represión de producción y tráfi-
co), cdmo lo plantea actualrnente Estados llñidos, €s una

estiategia llena'de peligros para los 
-Plíse-s 

productores' Con

e.ta políti"a, Estadols Unidoí se pondría duro no sólo dentro

de sr-is frontáras para reprimir la-droqa sino también con 1os

Gobiernos latinoalmericnnor y caribeños que no satisfacen ple-

namente sus expcctativas.
Se necesita, poi .l contrario, menos retórica y más diploma-
cia que p"r-itirí*n una mayor cooperación norteameficana

"on 
io, iaít"t latinoamericanos cuyo apoyo activo es indis-

pensable-. 3

En conclusión, debemos poner énfasis en que si queremos ganar la

guerra contra las drogas en nuestro Continente debemOs esforzarnos no

solamente "r, 
plurre", y financiar adecuadamente el gigantesco esfuerzo

requerido -lo q,re es esencial- sino también evitar Ia confror-rtación

enire nrrestros ¡raíses, y gobiernos y, en cambio' promover la cooperación

hemisférica, el respeto f Iu 
"o-ptensión' 

que son los elementos funda-

mentales para el éxito de €sta empresa histórica'
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.EL DERECHO DE LIBRE DETERMINACION DE LOS PUEBLOS:
COLONIALISMO FORMAL. NEOCOLONIALISMO.

COLONIALISMO INTERNO"

Zt tu Dnrv¡s on Cr.Érvmrirr

PARTE I

UBICACION DEL FRINCIPIO DE LIBRE DETERMINACION DE LOS PUEBLOS
EN EL MARCO DEL DERECHO INTERNACIONAL PUBLICO

| - Concepto de libre d.etermitució¡t

Los vocablos "libre determinaciót" y "autodeterminación" suelen
emplearse como sinónimos. El término "autodeterminacióni' reapareció du-
rante la Primer Guerra Mundial cuando los movimientos nacionalis,tas
desempolvaron la expresión alemana "Selbstbestimmungsrecht", que había
sido empleada por los filósofos alemanes radicales a partir de 1848.

El principio, nacido formalmente en la Revolución F¡ancesa, se con-
formó durante la Primer Guerra Mundial bajo una faceta particular:
como principio de las nacionalidades. Este principio si bien emparentado
con ol de la libre determinación es disünto; no hay oposición entre ambos
pero sí un enfoque diferente.

El principio de las nacionalidades propugnaba otorgar a cada "pue-
blo" un Estado propio e independiente. Se partía de la necesaria identi-
ficación entre Estado v Nación.

El principio de lilre determinación, en cambio, no exige necesaria-
mente la creación de un Estado indepenAiente para cada pueblo, sino
que pone su acento en que sea él pueblo mismo quien decida su propio
destino. En la autodeterminación el derecho de separarse del Estado para
formar uno nuevo o para unirse a otro, se ha ido dando sólo a modo de
excepción y baio ciertas circunstancias.
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Este principio ha sido interpretado restrictivamente, cspecialmente
por el riesgo que pudiese ser entendido por las diferentes poblaciones y
etnias como la consagración de un derecho ilimitado de secesión, lo que
se ha querido conjurar mediante distintas resoluciones de las Naciones
Unidas 1. Es obvio que si el principio ha nacido por Ia voluntad de los

Estadoss no lo ha sido con eI propósito de autodestruirse sino como con)-
promiso de cumplir con ciertos deberes ya imposibles de desconocer,
cuyo respeto, a su ve4 les asegura su propia soberanía e integridad tcrti-
torial.

El principio de igualdad de derechos y libre determinacién, enun-

ciado en los arts. I (2) V 5f de la Carta de Naciones, Unidas, consiste en

la facultad de elegir sin condicionamientos el status politico y conducir

el propio desarrollo económico, social y cultural.

La Resolución 1514 (XV) - "Declaración sobre Ia Concesión de I'r
Independencia a los Países y Pueblos Coloniales" expres'a:

"2-Todos los pueblos tienen eI derecho de libre determinación, en

virtud de este derecho, determinan libremente su condición
política y persiguen libremente su desarorllo económico, social
y culturali'.

En igual sentido la Resoluciín 2625 (XXV), párrafo plimero del

principio referente a la igualdad de derechos y libre determinaciÓn de

los pueblosn dispone:

"En virtud del ptincipio de la igualdad de derechos y de la libre
determinación dé los pueblos, consagrado en la Carta de las Na-
ciones unidasr todos los pueblos tienen el derecho de determinar
libremente, sin ingerencia externa, su condición política y de pro-
seguir su 

'desarroJlo 
económico, social y cultural, y todo Estado

r Vg. la Resolución 2625 (XXV) - "Declaración sobre los Principios de Delecho
InternaJional Referentes a las Relsciones de Amistad y * la Cooperación entre los

Estados de Conformidad con la Carta de las Naciones Unidas", que en el párrafo

séptimo, referente al principio de la igualdad de derechos y a la libre cleterminacií¡n
rle los pueblos, establece:

"Ninguna de las disposiciones de los párrrrfos ptecedentes ,se entenderh en el

senti{o dó que autoriza o fomenta cualquier ¿rcción encaminada a quebrantar o

rnenoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial de Estados soberanos e

independientes qn. se conduzcan de conformidad con el principio de la igual'
dad de derechos y de la libre determinación de los pueblos antes descrilpto y estén,
por tanto, dotados de un gobierno que represente a la totalidad del ptreblo perte-
neciente al territorio, sin distinció¡r por rnotivos tle raza, cred<¡ o color".
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tiene el deber de respetar este derecho de conformidad con las
disposiciones de la Carta".

Cuando se hace referencia al' derecho de determinar libremente el
status político, el principio abarca dos aspectos: a) el internq qrre im-
plica el derecho a elegir el propio régimen político; b) el aspecto inter-
nacional: el derecho a elegir la propia estructura estatal del punto de
vista intemacional.

Los aspectos económicos incluyen no sólo la selección sin interferen-
cias del propio s,istema sino también el derecho a la permanente sobera-
nía sobre las riquezas y los recursos naturales.

Los aspectos sociales implican la posibilidad de elegir el propio sis-
tema social conformo las tradiciones y las características particulares, co-
mo así también la promoción de la justicia social, la instauración de un
régimen sin disc¡iminaciones.

La determinación del régimen cultural significa el respeto, disfrute
y enriquecimiento de la herencia cultural y la afirmación del derecho de
todos los miembros a la educación y a la cultura 2.

Este último aspecto, el cultural, ha sido criticado por entenderse que
establece barre,ras entre loq pueblos en lugar de enriquecerlos con el mu-
tuo contacto. Pero este aspecto y los otros no deben interpretarse en sen-
tido aislacionista, fos,ilizante, antievolucionista, sino como modo de ma-
nifestar la preeminencia de la voluntad popular sobre las presiones de
dominación que pudieran darse en los sutiles campos de la economía, Ia
cultura y la vida social.

2 - Natwaleza iuríd,ica de ln. Iibre detarmi.nqción

con anterioridad a la carta de Naciones unidas el derecho de los
pueblos a la libre determinaciórf se manifestó como un 'principio pclítico
vago", observado en circunstancias extrajurídicas en beneficio cle ltr paz
del mundo. Encontró aplicación en los casos de formación, transfornra-
ción o desmembración de Estados a causa de revoluciones o guerras, es
decir de situaciones de hecho que escapaban a las reglas nornales del

2 GROS ESPIELL, H. - "The right to self determination. Implementaüon of
U._N. resolutions. Study prepared by H. GROS ESPIELL, Special Rappou¡ter of
sub-comission on Prevention of Discriminatiorr and protection of Minorit¡es- - N.u.,
Nueva York, 198O, pág. 22 y ssgtes.
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derecho positivo. Jamas pudo invocarse cuando la soberanía sobrc un
territorio estaba claramente ilefinida, ya que de 1o contrario hubiera ido
contra el concepto mismo de Estado y su soberanía, piedra angular del
ordenamiento internacional clásico. Así lo entendieron las dos comisiones

que actuaron en el caso de las Islas Aaland 3, el Consejo de Socie.lad de

Naciones y la mayoría de las delegaciones que opinaron en la cuestión.

EI Pacto de la Sociedad de Naciories ni siquiera contempló la eiis'
tencia del principio, en tanto la Carta de Naciones Unidas lo insett'a en

los arts. L (2) y 55.

En Derecho Internacional resulta especialmente difícil den¿rcar con

precisión un principio político internacional, establecer cuantlc un prin-

cipio político se transforma en norma jurídica.

Algunas doctrinas, principalmente las sustentadas por les potencias

coloniales afirmaban que se trataba de un principio político de la 'i¡a-
yor significación" pero de ning¡rna, manera de una norma jurídica. Enten-

dían que no se trataba de un principio llamado derecho a la libre cleter-

minación sino de un mero postulado de las relaciones interna¡"ionales que

no podía ser reducido a un concepto o artículo. Afirmaban que la Carta

reconocía a la libre determinación de los pueblos como un principio con-

ductor de las relaciones internacionales y no como un derecho, qLre los

arts. I y 55 de la Carta no representan una codificación del derecho a la

libre determinación. Invocaban argumentos de indole semántica tales co-

mo que la Carta habla de "principio" de igualdad de derechos v libre

determinación de los pueblos y no de 'principios", lo cual significa que

la Carta se lefiere a Ia observación de ese principio en las relaciones en-

tre Estados, ya que en el plano internacional sólo pueden ser iguales los

Estados soberanos. Esta interpretación tan limitada conduciría a reco-

nocer gue la Carta redundantemente reitera el mismo principio en dos

artículos diferentes: f (2) V 2 (1). Aún hoy se esgrime que los derechos

deben ser claramente definidos en el sentido de determinar los derechos

ir L¿r Conrsión Internacional de juristas en un informe presentado _al Consejo de

la Sociedad de Naciones el 5 cle setrembre de 1920, estimó que el principio de

libre determinación ocrlpaba un lugar importante en el pensarniento político, espe-

"iám"trt" 
a partir de ia Guerra Mundial, pero no se enconfraba inscripto en el

Pacto y q,r" ir inserción en algunos tfatados internacionales no bastaba para consi-

derarlo co-o ,ttta de las reglas del Derecho de Gentes.

-La Comisión de Ponentes se declaró conforme con la opinión de la Comisión
de Juristas consider.ando a la libre determinación como r¡n principio de justicia y
libertad expresado por una fórmula vaga y general.
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y las obligaciones que engendran y que los conceptos pueblo, neción no

están lo suficientemente definidos como para saber indubitablc'mente a

quién se refieren como sujetos de derecho; claro que esta critica podría
hacerse a la mayoría de los dere chos y deberes en el plano jurídico
internacional. Se arguyó asimismo que si se admitiera a este ¡rrincipio
como "derecho de los pueblos" se permitiría la intervención en asultos
internos de los Estados en evidente contradicción con el art, 2 í7) de
la Carta misma.

Estas afirmaciones olvidan que en un mundo cada vez más intelde-
pendiente hay asuntos quc preocupan a todos los Estados, err tanto pro-
tegen a la humanidad misma y no hay límites internos que sirvan de ba-
rrera a las arbitrariedades que atentan contra el hombre y sus derechos
individuales y colectivos" ya que ello no es asunto ínterno del Estado,
sino un bien que la comunidad en su totalidad se ve llamada ¿r proteger.
Un verdadero derEcho de orden público internacional.

Los negadores del valor jurídico del principio de libre determinación
desconocen la fuerza vinculatoria de las resoluciones de los crganos de'

las Naciones Unidas en el sentido que puedan transformar un principio
en regla juridica. No obstante, se opone a tal solución el carácter consti-
tucional de la Carta y el hecho que los principios de igualda<l de dere-
chos y libre determinación de los pueblos y cooperación son prurcipios
funcionales sustantivos que imponen a los Estados obligaciones.

Toda discusión sobre la transformación en regla jurídica de la auto-
determinación de los pueblos se torna innecesaria tras la entrada en

vigor de los Pactos sobre derechos humanos, ratificados por un gran nú-
rnero de Estados y adoptados mediante numéricamente significatiy¿5 1'e-

taciones. Así el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales por 105 votos sin oposición y el Pacto de Derechos Civiles y
Políticos por 106 votos sin oposición.

El artículo primero de ambos Pactos a modo de reforzaurientr¡ de la
uorma, reitera eI mismo texto y consagra al principio de libre determina-
ción de los pueblos como regla iurídica indiscutible;

"1 . Tados los pueblos tienen el derecho de libre determinación.
En virtud de este dere,cho, establecen libremente su condición po-
lítica y proveen asimisr¡o a su desarrollo económico, social y cultural.
2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer
libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicío de las
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obligaciones que derivan de la cooperación económica internacio-
nal basada en el principio de beneficio recíproco, así como del de-
recho internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo
de sus propios medios de subsistencia.
3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen
la responsabilidad de administrar territorios no autónomos y terri-
torios en fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre
determinación y respetarán este derecho de conformidad con las
disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas".

3 - Unioersalid.ad, del, principio

El principio de igualdad de derechos y libre determinación de los
pueblos se formula siempre en términos de univelsalidad: para toclos los
pueblos, ya sea que estén constituidos en Estados o no. Ello es conse-

cuencia directa de la igualdad sociológica y ética de todos los pueblos.

En ei art. f (2) de la Carta de Naciones Unidas expres¿:

art. l. "Los propósitos de las Naciones Unidas son:
1...
2. Fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas
en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al
de la libre determinación, y tomar otras medidas adecua-
das para favorecer la paz universal".

El art. 55 perteneciente al Capítulo IX sotrre Cooperación interna-
cional económica y social establece:

"Con eI propósito de crear las condiciones de estabilidad y bienes-
tar necesarias para las relaciones pacíficas y amistosas entre las
naciones, basadas en el respeto al principio de la igualdad de dere-
chos y al de la libre determinación de los pueblos, la Organización
promoverá:

La Resolución de la Asamblea General 2625 (XXV) confinna al prin-
cipio como un derecho de todos los pueblos refo¡zando de ese moclo los

enunciados de la Carta y la práctica de Ia Organización, la cual a Pesar
de haberse preocupado eminentemente de la aplicación del principio a

los pueblos coloniales, nunca lo redujo expresamente sólo -a ellos.

Los Pactos sobre Derechos Humanos, aprobados por la Asarnblea

General en la Resolución 2200 (XXII), reafirman esta condición, espe-
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cialmente al reiterar en ambos Pactos el mismo conceptrr"'ttldos los
pueblos".

La universalidad del principio no permite deducir que su aplicación
debe reducirse a los pueblos de los territorios dependientes o bajo admi-
nistración de un Estado del que no forman parte integrante, tal como

lo interpretaron las propuestas elevadas al Comité Especial de Principios
pol parte del Reino Unido y los Estados Uniclos. Estas propues'tas formu-
laban al principio como un deber de los Estados y al determinar los casos

de aplicación, los reducían a supuestos coloniales, territorios en fidei-
comiso, territorios dístintos en orden geográfico y diversos étnica y cultu-
ralmente del territorio del Estado que los administraba a. Tal posición
no concordaba ni con la Carta de N.U. ni con importantes antecedentes

conro los enunciados de IVILSONr o como el punto tercero cic la Carta
del Atlántico Norte, en la que por declaración conjunta, el Presidente
cle los Estados Unidos y el Primer Ministro, representante de su i4a¡estad
Británica establecieron:. . . .

3. "They respect the right of alü peoples to choose the form of
government under which they will live; and they wish to see

sovereign rights and self-government restored t<l those who
have been forcibly deprived of them:

Ese mismo día, 14 de agosto de 1941, el Secretario de Est¿rclo de los

Bstados Unidos, Cordell HULL, aclaraba que la Carta era cxpresión de

principios básicos, ideas fundamentales y políticas universales en su apli-

';ación práctica 6.

Pero, por otra parte, mientras el Vicepresidente del Gobierno de

Coalición de Gran Bretaña, Clement ATTLEE, expresaba a estudiantes

a Ante el Comité de Principios se entalrló una verdadera pugna entre los par-
tidarios de la formulación universal del principio y los que deseaban reduci¡lo
a un dereciho exclusivo de los pueblos coloniales. La prdpuesta de los EE.UU.,
presentada al Comité en 1966, y la presentada por el Reino Unido en 1967 especi-
ficaban que: "A.1) El principio es aplicable al caso de: a) una colonia u otro
territorio no autónomo; b) u¡a zona de ocupación subsiguiente a Ia terminación
cle hostilidades militares; c) r¡n territorio en fideicomiso'. (Doc A/6230 parr. 459
LA/AC. 125/L.321; Doc. A/6799r parr. 174 ['A/AC. 125/L.321 y Doc. L/67W,
rparr. 176 t"A/ AC.I25/I.44, parte VII ) .

5 3- "Respetan el derecho de todos los pueblos a elegir la forma de gobierno
bajo la cual desean üvir, y anhelan ver restablecidos los derechos soberano5 y el
propio gobierno a aquellos, que mediante la fuerza han sido privados de los mismos. . ."

6 HULL, Cordell - "The Memoirs of Cordell HULL" - New York 1948, Vot.
lI, pág. L27.
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del Africa Occidental: "la Carta del Atlántico será aplicada a todos los
pueblos del mundo", "la libertad por la que luchamos será reconocida ¿l

todas las razas humanas", NEHRU relataba que CHURCHILL, inmedia-
tamente tras la suscripción de la Carta del Atlántico Norte, le había co-

municado que los principios de la Carta no se referían a la India r.

CHURCHILL en su discurso del 9 de Setiembre de 1941 afirmaba
que Gran Bretaña estaba obligada al desarrollo progresivo de las facul-
tades de auto gobierno hacia los pueblos que debían fidelidad a la Coro-

na Británica en base a sus propios compromisos y no en base a la
Carta del Atlántico Norte. Según fuentes americanas, el embajador de

Estados Unidos en Londres, WINANT, intentó persuadir a CHURCHILL
para que elimina¡a esa parte del discurso, ya que la posición de lo.s

EEUU era que la Carta era aplicable a todos los pueblos.

Esa misma posición universalista ya había sido proclamada por LE-
NIN, quien lo concebía no sólo como un principio para la afirmación

de Europa, sino que entendia que en primer lugar debía ser aplicado

a Asia, Africa y otros lugares del mundo donde recién se conformaban

los nuevos Estados. Recomendaba la modificación del punto 1903 del

programa del partido referente al derecho de autodeterminación por una

formulación nueva: "derecho de autodeterminación que incluya el dere-

cho a la secesión y constitución del propio Estado para todas las naciones

que conforman el Estado".

La universalidad del principio hace que no sólo sea aplicable a te-

¡ritorios dependientes o bajo administración de un Estado del que no

forman parte integrante, sino que tiene un importante papel a desem-

peñar como conferidor de derechos para los pueblos de Estados soberanos

en ciertas circunstancias, aunque el perfil que deba adoptar para su apli-

cación en cada caso sea diferente8. La Resolución 2734 (XXV) de la

7 NEHRU, J. - "Discovery of India" - New York 1941 - traduc. "Otkrice Indije",
RAD, Belg¡ado 1952, páe. 4t¡9.

a John P. HUMPREY, Director de Ia Diüsión de Derechos Humanos de la
Secretaría de la O.N.U., expresó: "si todos los pueblos tienen derecho a la übre
determinación y por otro Lado se hace tal derecho exclusivo de los pueblos cclonia-
les, habría que admiür que sólo las colonias son pueblos" - "The Intemational Law
of Human nights in the Middle Twentieth Crntury - Vol. Centenario 1873-1973 -
lLA, pág. 103.
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Asamblea General "Dcclaración sobre el Fortalecimiento de la seeuridacl
Jnternacional",

"Reafirma solemnemente la validez universal e incondicional de los
propósitos y principios de la carta de Naciones unidas como base
de Ias relaciorres entre los Estados, cualquiera sea su extensión, ubi-
cación geográfica, nivel de desarrollo o iistema porítico, económico
o social..."

El principio de igualdad de derechos y de libre determinación de
los pueblos no actúa como destructor de otros principios básicos del
orden jurídico internacional, como es la soberanía estatal, sino que los
complementa. El derecho de los pueblos de los Estados soberanos res-
pecto de la estructura jurídico-política que los encuadra se halla pro-
tegido al igual que los derechos de esos pueblos frente a los otros suje-
tos de la comunidad internacional.

4 - Alcance d.el princípio

La libre determinación es un derecho de los pueblos pero ha nacido
como tal en una sociedad de Estados y por la voluntad de ellos, Tal
como aparece configurado en la carta de las Naciones unidas, en docu-
mentos posteriores y la práctica de la Organización, es un principio
universal en eI tiempo y en el espacio:'"todos los puebros", "siempre"o.

Aplicado el principro a distintos supuestos adquiere dimensión e
implicancias dife¡entes. Entrelazado a otros principios del o¡denamien-
to jurídico internacional aparece como:

a) un derecho de los pueblos de los Estdaos soberanos "ad-extra",
o sea los derechos que a consecuencia de él tienen estos pueblos frente
a todos los sujetos de la comunidad internacional;

b) un derecho de los pueblos de los Estados soteranos.'ad-intra,, o
sea los derechos que a consecuencia de él tienen estos pueblos resp€cto
de la estructura jurídico-política que los encuadra, los derechos que
tienen respecto de su propio Estado 10;

e Acta Final de la,conferencia de seguridad y cooperacióo en Europa (Hel-
sinki 1973 - Helsinki 1975) - Secc. VIII.ro MoRENo LoPEz, A. - "Igualdad de Derechos y Libre Determinación de
los-fueblos - _Principio Eje del Derecho rnternacional cánternpoJneo" - universi-
dad de Granada - 1977. - pág. lB9.
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La autodeten¡inación ap¿uece como el derecho que tiene el pueblc,

a elegir su propio gobierno, consecuencia de la concepción democrática
de la vida social, aún cuando el pueblo opte por un régimen político
no democ¡ático.

El párrafo tercero del art. I del
Sociales y Culturales y del Pacto de

tablece:

Pacto de Derechos Económicos,

Delechos Civiles y Políticos es-

"Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la
responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territo-
rios en fideicomiso, promoverán el :ejercicio del derecho de librc
determinación y respetarán este derecho de conformidad con las
disposiciones de la Carta de Naciones Unidas".

Sólo un Estado independiente y soberano que pose¿l un gobierno

representativo de la totalidad de su pueblo podrá considerarse salva-

guardado en su unidad nacional e integridad territo¡ial. Pero un Estado,

cuyo gobierno establezca distinciones por motivos, de raza, credo o
color queda expuesto a que el pueblo invocando el derecho de libre
determinación rompa total o parcialmente la unidad nacional y la inte'
gridad territorial. ll

La Resolución de la Asamblea General 2625 (XXV) dispone:

*Todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a cualquier
medida de fuerza que prive a los pueblos antes aludidos en la
formulación del presente principio de s,u derecho a la libre deter-
minación y a la libertad y a la inilependencia. En los actos que se

realicen y en la resistencia que opongan contra esas medidas de
fuerza. con el fin de ejercer su derecho a Ia libre determinación,
tales pueblos podrán pedir y recibir apoyo de conformidad con los
propósitos y principios de la Carta".lz

11 parr. T, del principio de la igualdad de derechos y de Ia li,bre determinación
de los l¡rrcblos de la Resolución 2625 ()üV) de la A.G.

1'2 Prr¡. 5 de la Res. 2625 (XXV) de L1 A.G. de N.U.
-Sudáfrica al votar la Declaraclón hizo una reserva respecto de las disposicio-

nes que "implican que la regla de que un Estado no puede violar la integridad
territolial de otros Estados no se aplicara cuando un Estado pretenda que otros
Hstados no poseen un gobierno representativo de todo el pueblo". (Reunión 1184
de Ia Sext¿ Comisión de la A.G, 'párr, 15).
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5 - U bi,cación sintética del principio dc líbre determüteción en el marco
del ordenamiento iwtrlico intemqcional.

Partimos de la base que ninguno de los principios cle Derecho In-
ternacional se opone a la apiicación de otro u otros, ya que todos deben
ser jnterprctados en el contexto del ordenamiento jurídico internacion¿rl
como integridad. Tampoco aceptamos que haya relación jerárquica entre
principios fundamentales del Derecho Internacional como son igualdad
de derechos y libre determinación de los pueblos, soberanía estatal,
integridad territorial, no intervención, legítima defensa. Todos estos prin-
cipios son perfectibles en su concepción, tal como la sociedad interna-
cional misma, pero son inalienables, irrenunciables, irnprescriptibles.

5-1-SoberaníaEstatal

La soberanía estatal es eI poder supremo que un Estado ejerce
en el territorio bajo su jurisdicción y conlleva el derecho a velar por
su conservación y por su unidad.

No se trata de un derecho del Estado por ser Estado sino en tanto
él es la organización que representa y expresa la voluntad del pueblo.

La Asamblea General de las N. U. declara que "todos los pueblos
poseen un derecho inalienable a la plena libertad, al ejercicio de su so-

bcranía y a la integridad de su teüitorio nacional" "y quc cn virtud
de esos derechos ellos determir¡an libremente su estatuto político y per-
siguen libremente su desarrollo económico, social y cultural". 1r|

5 - 2 lntegridad, territorial

Este principio utilizado por primera vez en las declaraciones del
Congreso de Viena de 1815, aparece a nenudo confundido con el prin-
cipio de inviolabilidad de las fronteras. En la Carta de las Naciones
Unidas es enunciado en forma amplia en el art. 2 (4):

"Los miembros de la Organización, en sus relaciones internaciona-
les, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza
contra la integridad territorial o la independencia política de cual-
quier Istado, o en cualquier forma incompatible con los Propósi-
tos de las Naciones Unidas".

' 13 Resolución 15f4 (XV). En igual sentido, Resolución 2625 (XXV) . . ,
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El pánafo 6 de la Resolución 1514 (XV) de la A. G. dispone:

"Todo intento encaminado a quebrantar total o parcialmerrte la
unidad nacional y la integridad territorial de un país es incompa-
tible con los propósitos y principios de la Carta de las Naciones
Unidas".

Estas expresiones aparecen como verdaderas cláusulas de salva-
guarda de la unidad nacional y la integridad de los Estados, soberanos. ra

Asimismo el párrafo séptimo, referente al principio de igualdacl de

derechos y libre determinación de los pueblos de la Resolución 2625

(XXV) de la A. G. expresa:

"Ninguna de las disposicioner ¿s los párrafos procedentes se en-
tenderá en el sentido de que autoriza o {omenta cualquier acción
encaminada a quebrantar o menoscabar, total o parcialmente, la
integridacl territorial de Estados soberanos e independientes que .se

conduzcan de conformidad con el principio de igualdad de dere-
chos y o'e la libre determinación de los pueblos antes descripto y
ostén, por tantq dotados de un gobierno que represente a la tota-
lidad del pueblo perteneciente al territorio, sin distinción por mo-
üvos de raza, credo o cóió¡".

En consecuencia la integridad territorial de los Estados soberanos

e independientes está a salvo síempre que su gobierno sea representati-
vo de la totalidad de los pueblos sin discriminaciones. La distinción por
motivos de raza credo o color, la imposibilidad de determinarse libre-
mente 'ad intra" por no estar representados en el gobierno, r'ompe la
protección a mo?o de excepción y permite la secesión.

5 - 3 No interuención - Legítímn defensa

El principio de no intervención prohibe la ingerencia no sólo en

los asuntos, internos sino también en los asuntos externos de los Estados.

Pero estos aspectos son sólo aquellos en los que el orden jurídico inter-
nacional no impone un deber concreto a los Estados.

la La Organización de Naciones Unidas se ha manilestado contraria a los mo-
vimientos separaüstas inte¡iores especialmente en las tentativas de secesión de pue-
blos ba¡o dominación colonial. Generalmente ha sido en protección de la situa-
ción de los nuevos Estados y frente a las dudas sobre la autenticidad de la con-
ciencia nacional de los movimientos separaüstas. Así a la tentativa de Katanga de
escináirse del Congo o Biafra de Nigeria bpuso el principio de integridad territorial. . .
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El principio de no intervención y el de libre determinación no se

hallan en contraposición puesto que los pueblos organizados en Estados

han decidido, por sí mismos, sus asuntos internos y externos, como asi

también sus deberes internacionales. De ahi que cuando surge una

conducta lesiva de los deberes internacionales, como por ejemplo, el uso

de la fuerza para impedir el ejercicio del derecho de libre determina-

ción, aparece la obligación de la Organización y de los terceros Esta-

dos de no asisúr impasibles a la violación.
Así el párrafo 5 sobre el principio de igualdad de derechos y libre

determinación de los pueblos de la Resolución 2625 (XXV) enfoca el

tema desde una doble faz:

"Todo Estado tiene el debei de abstenerse de recurrir a cualquier
medida de fuerza que prive a los pueblos antes aludidos en la
formulación del presente principio de su derecho a la libre deter-
minación y a Ia libertad y a la iidependencia. Bn los actos que
se realicen y en la resistencia que opongan contra esas medidas de
fuerza. cori el fin ilg eiercer su derecho a ia libre determinación,
tales pueblos podrán pedir y recibir apoyo de conformidad con los
propósitdc y principios de la Carta".

Por una parte aparece el deber de los Estados de no privar por la
fuerza a los pueblos de su dere-cho a la libre determinación, por la
otra, surge la, facultad de los pueblos de pedir ayuda, recibir apoyo,r ef¡s-
cer resistencia. ls

1ó La tendencia dominante de la doctrina y la práctica internacional ccinsa-
gran la ayuda indirecta, ya que la intervención armada ürecta o{rece el riesgo de
ifectar el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales o aprovechar la cir-
cunstaneia para instalar en el nuevo Estado un gobiemo títere. No obstante en el
caso de Bangladesh la inte¡vención armada por parte de la India no fue condena-
da por la A.G. de N.U.
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PARTE II

TITULAR DEL DERECHO A LA LIBRE DETERMINACION

La determinación del titulal del derecho a la libre determinación,
ha sido en la práctica, una de las cuestiones más delicadas y controver-
tidas. No deseamos entrar en la ya desgastada discusión en torno a
quienes son sujetos de Der,echo Internacional. Conforme ia amplitud que
se dé al vocablo "sujeto", los pueblos podrán o no ser consider¿rdos
como tales.

CHARPENTIER entiende por "sujetos", a las "entidades jnvesti-

das por el derecho internacional general de una capacidad de iniciativ¿
susceptible de modificar el ordenamiento jurídico internacional" 16. Re-
sulta eüdente que los pueblos no modifican el ordenamiento jurídico
internacional, sino que, como titulares de un derecho clue la Comunidad
Internacional les confiere, lo hacen efectivo por las vías que el ordena-
miento internacional les señala. El hecho que a la pers,ona privada indi-
vidual o colectiva puedan corresponderle derechos u obligaciones en el
campo internacional o el hecho que pueda poseer capacidad para obrar
por sí mismo en determinados casos ante organismos de carácter inter-
nacional, no basta para que se transforme en s,ujeto de derecho interna-
cional general en el sentido estricto y pleno que CHARPENTIER señala.

La Resolución 2625 de la A.G. de N.Il. entre otras, establece que:

"En virtud del principio de la igualdad de derechos y de la libre
determinación de los pueblos consagrada en la Carta de las Nacio-
nes Unidas, todos los pueblos tienen el derecho de determinar li-
bremente, sin injerencia externa, su condición política, do proseguir
su desarrollo económico, social y cultural, y todo Estado tiene el
deber de respetar este derecho de conformidad con las disposi-
ciones d-e la Carta".

Apareciendo los pueblos como ''titulales" de derecho y los Estados
como sujetos, a un deber. Precisamente el derccho que poseen los pue-

.1'6 CHARPENTIER, J. - "Autodetermination et Décoloniasati<.¡n" - Pedone, Pa-
ris, 1984, pág. 130.

206



ANUANIO ANGENTINO DE DENECIIO INTENNACIONAL

blos es a alcanzar subjetividad internacional plena o limitada conforme
el status político que adopten en .ejercicio de la libre determinación. Por
otra pate no podríamos decir que el pueblo una vez constituido en

Estado deje de ser pueblo ni que haya perdido dereeho a la libre deter-
mínación, lo que no significa que posea una subjetividad distinta a la
del Estado. El Estado es manifestaeión organizada del pueblo.

Cuando un Estado no es representativo del pueblo, en el Derecha
Internacional contemporáneo, el pueblo en lucha es llevado al plauo la
plano internacional a t¡avés de los movimientós de liberación nacional,
a quienes se considera representantes de la voluntad popular. Ello sólo
ha sido así en los casos de Estados que mantienen ilícitamente una deno-
minación colonial o racista. Así Ia resolución 2918 (XXVIII) de la A.G.
afirmaba que los movimientos de liberación nacional de Angola, Guinetr-
Bissau, Cabo Verde y Mozambique eran los auténticos representantes de
Ias verdaderas aspiraciones de los pueblos de dichos territorios.. Asimismo
la Re,solución 3111 (XXVIII) de Ia A.G. reconocía que el movimiento
de liberación nacional de Namibia, SWAPO, era el "auténtico represen-

tante del pueblo de Namibia" l?.

Asimismo se han dado casos especiales corno el dc la '"Conferenci¿t

Diplomática sobre Reafirmación y Desarrollo del Derecho Internacional
Humanitario Aplicable en Conflictos Armados." que adoptó por aclama-
ción, el 28 de febre¡o de IW4, un anteproyecto de resolución invitando
a Guinea-Bissau a participar como Estado cuando aún no había comple-
tado el proceso de independencia, ni había llegado en collsecuencia a ser

nriembro de N. U. El I de marzo la misma Conferencia adoptó por con-
senso una resolución invitando a los movimientos de liberación nacional
reconocidos por las organizaciones intergubernamentales regional corres-
pondientes.

La 40 reunión plenaria de la Tercera Conferencia de las Naciones
Unidas sobre el Derecho del Mar, celebrada el 12 de julio de 1974,

había decidido que los movimientos de liberación nacional reconocidos
por la Organización de la Unidad Africana o por la Liga de Estados
Arabes podían designar representantes para participar como observado-
res sin derecho a voto 1€. Asímismo la Resolución III de la Convención so-

17 Eh idéntico sentido: Resoluciones 25o8 (XXry), 2625 (XXV), 2945 (XXVII),
3210 (XXIX) relativa a la OLP, 3236 (XXIX), 3375 (XXX)...

r8 Official Records of the Third U.N. Conference on the l;rrv of the Se¿r,

\i)l . I. pún'. 7I .
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bre Derecho del \{ar del 10 de diciembre de 1982, declara que "en el caso
de un territorio cuyo pueblo no haya alcanzado la plena independencia u
otro régimen de autonomía reconocido por las N . U., o de un territorio
bajo dominación colonial, Ias disposiciones concernientes, a derechos e in-
tereses con arreglo a la Convención se aplicarán en beneficio del pueblo
del territorio con miras a promovor su bienestar y desarrollo...". A su
vez la Resolución IV de la misma Convención expresa que "teniendo, en
cuenta que se ha invitado a movimientos de liberación nacional a parti-
cipar en la Confe¡encia como observadores, de conformidad con eI art.
62 de su reglamento, decide que los movimientos de liberación nacional
que hayan participado en la Tercera Conferehcia de las Naciones Unidas
sobre el De¡echo del Mar, estarán autorizados a firmar el Acta Final de
la Conferencia en calidad de observadores".

Si bien cada vez se da más participación a los pueblos a través de
los movimientos de liberación a modo de cuestionamiento de la repre-
sentatividad y legitimídad de los gobiernos colonialistas y racistas, la
participación es acordada considerando a tales movimientos como titu-
lares, temporarioi, hasta tanto se ejerza eI derecho a la libre determinación.

Se ha hecho difícil precisar el significado de "pueblo" ya que la.

Carta de Naciones Unidas ha utilizado este vocablo con muy diferentes

acepciones. En algunas expresiones ha equiparado el término a Esta-

dos, por ej. "Nosólros los pueblos de las \1 .U."lre' en otras utilizó la
palabra para señalar nación, población, grupo étnico...

Al enunciar la Carta entre sus propósitos el principio de la igualdad
de derechos y de la libre determinación de los pueblos, no da pautas

para distinguir con precisión a qué grupos humanos se refiere.
Para discernir quién es el titular del derecho a la libre determinación

conviene precisar conceptos afines, como nación, etnia, grupo étnico. . .

La doctrina no es uniformel en relación a Ia significación de "nacíóri'.

Para la escuela alemana Ia nación se asienta sobre criterios, objetivos tales

eomo la raza, lengua, territorio, religión, en consecuencia rechaza el

1e Si bien se refiere a Bstados abarca situaciones anómalas corno la de India y
Filipinas que no siendo Estados ingresaron como miembros originarios en la N.U.
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valor de la voluntad de los individuos o el pueblo a autodeterminarse.
En cambio la concepción subjetiva, que sustenta la escuela francesa,
pone su acento en el devenir histórico, en la comunidad de tradiciones y
costumbres y sobre todo en los elementos de orden ideal, espiritual,
como la conciencia común de conformar una unidad. la voluntad de üvir
todos bajo una misma autoridad.

Algunos autores anglosajones expresan que para que un grupo étnico
constituya una nación, debe ha'ber una dimensión politica y ;exceder Io
puramente local.

Para RENAN la nación es un alina, un espíritu, una familia espiri-
tual resultante del pasadq de los recuerdos, los sacrificios, las glorias,
del deseo de vivir o de continuar viviendo juntos, "es un plebiscito de
todos los días" 20.

Para MANCINI la nación "es una sociedad natural de hombres a
la que la unidad territorial, de-origen, de costumbres y de lengua, lleva
a la comunidad de vida y de conciencia social" 2r.

Para STALIN la nación es una "comunidad humana estable, consti-
tuida históricamente, pero sobre la base de la comunidad de lengua, de
territoriq de vida económica, de solidaridad econdmica y conformación
psíquica" 22.

Indudablemente la mera voluntad de,vivir juntos carecería de esta-

bilidad sin la existencia de vínculos materiales qué le dan su origen y
fundamento.

No debemos identificar los térrminos 'nnaci6n" y fuueblo". 'Na-
ción" es más genérico, El pteblo está comprendido en la nación en
tanto no todo pueblo constituye una nación. Más aún, un pueblo podría
no constituir un grupo homogéneo étnicamente o bien podría pertenecer

so RENAN, E. - ¿"Qué es una Nación?" - Instituto de Estudnos Políticos - Ma-
drid, 1957, pág. tO7.

21 Discurso pronunciado el 22 d,e enero de 1887 en la Cátedra de Derecho
Internacional de la Universidad de Turín; cit. por CALOGEROPOULOS STRA-
TIS, Op. Cit., pág. 22.

22 
-STALIN, l. V. - "Marksizam y Nacionalno-Kolonijalno Pitanie", Kultura,

Beograd, 1947, pág. 290.
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e la misma raza que aquél del que se desea separar u obtener auto-

nomía.
Hay distintos grados de perfeccionamiento entre los conceptos dc

"etnia", "pueblo", "nación".

La etnia es, el conjunto de caracteristicas que distinguen a un grupo

humano de otro. A menudo se ha vinculado la etnia con la lengua por

ser la manifestación cultural más importante del grupo, ya que no sólo

es el medio de comunicación del grupo que recopila todo lo que el

pueblo fue, es y aspira ser. A menudo a las etnias se las ha llamadc

"grupos étnicos", "minorías étnicas", "minorías nacionales", pero no son

sinónimos ya que no toda etnia es minoría. cuando se habla de minoría

es en relación con otro grupo étnico dentro de un Estado y no una esetlcia

de Ia etnia. Por otra parte no todas las etnias son. nacionales'

Cuando un gn¡po étnico habita en un territorio determinado en el

que üve la mayoría de s,us miembros, suele hablarse de '"pueblo". Aún

en los casos en que el territorio transitorianrente se pierde, el pueblr-l

subsiste mientras pervive la voluntad aglutinante que busca la recupe-

ración del temrño.
La diferencia entre "nación' y "Pueblo'l suele hacerse recaer en el

distinto grado de conciencia étnica. En la nación la conciencia étnica

es sentid; vivamente por la rnayoría de los miembros, los que aspiran a

conservar su individualidad y procurar su desarrollo 23. Afirma OBIETA

CHALBAUD que un pueblo es una nación en potencia y una nación es

un pueblo mayoritarianrente conciente. Son graduaciones de una misma

realidad 24.

A veces los pueblos se sumen en ull proceso de pórdida de coucieu-

cia como sucede con los surtiroleses en Italia, los bretones y cbrsos en

Francia, escocoses y galeses en Gran Bretaña, grupos indígenas en Amé-

rica, . . otras veces se produce un re'surgir de la conciencia étnica como

es el caso de los catalanes, vascos' armenios, palestinos ' ' '

Generalmente cuando se habl:l de nación se hace referencia ¿l puc'-

blos que han estado en la historia jurídicamente organizados y que abar-

can la totalidad o mayoría de un núcleo étnico, religioso, cultural. . ., así

23 OBIETA CHALBAUD, J. A.. - "El Derecho de Autodeterminación de los

Pueblos" 'Un Estudio fnterdisciplina¡ cle Derechos Humanos". Universidad de Deusto,

Bilbao, 1980, pág. 42,
24 lbidem, pág. 43,
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nos referimos a nación croata, eslovena, montenegrina, s€rvia, lituana. . .

Incluso los mismos estados a que es,tos pueblos pertenecen distinguen la
pertenencia a un Estado de la nacionalidad (Staatsangehórigkeit de Na-
tionalitát, Staatsvolk de Volkstum, Drzav-Ijanstvo de Narodnost.. . ). Asi
a quienes habitan en la República de Yogoeslaüa se denomina yugoes-

lavos pero poi su nacionalidad croatas, servios, eslovenos. . . Por ejemplo,
hablamos de un pueblo aalandés pero nunc¿ de una nación Aaland. Si

bien étnicamente pueden conformar un grupo homogéneo, frente a la
descolonizaóión jamás hablamos de naciones ya que la nación representa
una continuidad histórica permanente, en tanto la noción de pueblo es

dinámica.
El Comité I/1 de la Conferencia de San Francisco de 1945 expresó

que el principio de libre determinación "correspondía muy de cerca a la
voluntad y a Ios deseos de los pueblos en todas las partes del mundo- 25 y
que el "principio de igualdad de derechos y libre determinación de los
pueblos constituye dos partes complementarias de una única norma de
conducta" 26.

Cuando se expresa "igualdad de derechos" surge una clara reminis-
cencia de Ios ideales de Ia Revolución Francesa, por los cuales todos los
hombres son iguales, todos los pueblos son iguales y en virtud de esa

igualdad todos poseen el mismo derecho a elegir su propio destino.

En torno al significado mismo del término 'pueblo", la Secretaría de
la Conferencia, en un memorandum, a solicitud del Comité, expresó que
el derecho de los pueblos a disponer de sí mismos era una frase de
entendimiento común y que no parecía habe{ otra expresión apropiada m.

Luego agrega que pol "pueblos" se entiende a grupos humanos que pue-
den o no comprender a estados o naciones. Esta amplitud del término y
sus alcances responde aI sentido lógico del principio, pero desde los
inicios mismos de su formulación apareció teñido del egoísmo mezquino
de los que por sus propios intereses pretendieron limitarlo. Así los paises

colonialistas expresaron sus reservas a la aplicaeión del principio a las
colonias y territorios no autónomos (cuando hoy se debe hacer un es-

fuerzo para demostrar que debe ser aplicado el principio a situaciones
distintas de las coloniales o de territorios no autónomos). Los Estados

2t UNCIO, vol, 6, pág. 296.
26 lbidem, pág. 396.
ii Ibidem, pá9. 681 .
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que contaban con minorías étnicas o nacionales erl sus territorios comen-
zaton a inquietarse y hasta los que poseían inmigración no asimilada a
la población nacional, temieron por las, consecuencias de la aplicación
del principio.

Pueblo es tanto el coionial formal, que pretende sacudirse al domi-
nador extranjero, como el que se opone al sojuzgamiento discriminatorio
dentro de su propio Estado cuando ese pueblo no posee representación
en el gobierno y se lo trata en forma desigual en relación a otros puc-
blos transformándose el gobernante en verdadero extranjero colonialis.ta.

La ambigüedad del titular del derecho en realidad no existe, sólo
está en Ia mente de quienes desean limitar el significado de "pueblo" y
el de 'libre deterrlinacióir" para sreguir sustrayéndose a netas obligacio-
nes de derecho, con conciencia de la ilegitimidad de sus actos, pero for-
malmente arnparados en una iuridicidad que no es tal.

Aún cuando se ha querido identificar en los últimos veinticirrco años

la libre determinación con la situación de los pueblos coloniales, en los
nuevos Estados, ex colonias, no siempre se ha aplícado el principio de
libre determinfción al disponer la independencia. Generalmente se man-
tuvieron los límites territoriales del tiempo de Ia colonia y numerosos
pueblos debieion continuar divididos sin poder conformar una unidad
juridico-politica como anhelaban.

Resulta comprensible que, por estrictas razones de seguridad inter-
nacional, las colonias o territorioi no autónomos que se constituyeron en

Estados, no puedan echar por tieiia las divisiones territoriales entre Es-

tados5 pero tal situación no puede ser rígida, iu'eversible, ciega a las dis-

tintas realidades, so pena de convertirse en el mayor desconocimiento

del derecho de los pueblos a la libré determinación.
Es impresaind.ible que todos los pueblos 'pasean las aíos de accíút

Wa obtener por m.edios pacífí,cos la concreción de su derecho a la auto'
detemthwc6n.

Resulta grotesco afirmar -como se ha hecho- que la lucha armada

confiere a un grupo étnico la entidad suficiente para hacer trascender

sus reclamaciones al plano internacional.
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La población !8 de los territorios no autónunos. o coloninl¿s no suele
ser un conjunto homogéneo en nuestro tiempo. Junto a la población
autóctona se halla la de aluvión, en su mayoría blanca, que se radica en
el territorio con fines de índole generalmente económica. A veces la po-
blación blanca y su asentamiento es anterior a la colonización como em-
presa del Estado, actuando como empresa privada favorecida por la me-
trópoli (así por ej. India, Congo Belga, Rhodesia...). Estas empres¿rs
se volvían con facilidad económicamente redituables debido a que la po-
blación indígena era despojada de sus riquezas y convertida en mano
de obra barata. La situación que Ia minoría blanca goz-a, de privilegio,
hace que sus intereses sobre el futuro político del territorio sean anta-
gónicos a los de la población autóbtona. si la aplicación del principio de
libre determinación de los pueblos permitiera la consolidación de tales
privilegios de la minoría significaría una burla al principio mismo. Aún
cuando la carta de las Naciones unidas al hablar en los capítulos XI
y XII de los pueblos dependientes no agrega a población o pueblo ra
expresión "indígena o autóctono", no obstante no cabe duda gue es a
esos pueblos a quienes va dirigida la protección, en tanto los blancos
poseen el gobíerno o sus favores.

La Asamblea General de las N. u. ha condenado la política d. los
Estados que continúa favoreciendo la inn-rigración y el asentamiento dc.
colonos extranjeros en los territorios que administran, trasvasando a la
población indígena a otras zonas de esos territorios ee.

La Asamblea General ha precisado que la libre determinación es
básicamente un derecho de Ia población autóctona 30. En Ie caso reciente
de Nueva Caledonia, MITTERRAND reconoció derechos al "primer po-
blador" en lo que hace a la relación entre población autóctona y eC
aluvión 31.

Es cierto que la población blanca, transcurridas generaciones descle
el asentamiento de sus antepasados, no puede dejar de ser consideracla
integrante de la geografía del territorio y no puede ser excluída de parti-

?8 Población es el conjunto de los ciudadanos activos que ejercen sus derechos
politicos, c.onfiguren o no- un pueblo y sean o no étnicaminte Í¡o¡nogéneos.

20 Así la A.G. condenó a Portugal en sus Resolusiones 22?0 
"(XXII),2gg5

(xxllr), 2707 (xxv). . .
so Resoluciones 2138 (xXI),2151 (xXI) en relación a Rhodesia del Sur; 222g(XXI) sobre Somalia Francesa; 2229- (XXI), 2?U (XXV) sobre Sahara Oé;i.iert*L

2795^ (XXVI) sobre los territorios administrados poi portugal...
31 "Le Fisaro", Zt de enero de lgBE (Ne 1Z.SAZ¡ i¿e. Z.
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cipar en el futuro destino de esos tcrritorios, 1o que en modo alguno
puede ser preferencial. En la mayoría de los casos la población indígentl
prácticamente c¿rece del derecho de voto o lo ejerce en forma limitada.
La A.G. ha condenado esta discriminación racial en numerosas resolu-

ciones 32.

No se suelen negar derechos a la pobláción autóctona por el hecho

de ser tal, sino en raz6n de ciertas exigencias generales -aparentemente
no discriminatorias- como por eiemplo un cierto nivel económico o edu-

cacional. Los resultados son los mismos que si la tazón formal hubiera

sido la discriminación racial, ya que la población autóctona legislada por

blancos y aprovechada por ellos, rara vez alcanza el nivel económico o

de instrucción requerido. Por ello, la O. N. U. ha reafirmado el sufragio

universal directo de los adultoS como único procedimiento adecuado para

eI eiercicio del derecho de libre determinación, especialmsnte en los actos

básicos iniciales como son la determinación del status político y del terri-

torio. No se niega derecho a la población blanca pero se le quita la posi-

bilidad de imponer su decisión minoritaria a la población autóitona ma'

yoritaria 33.

Se han dado casos en que la A.C. para el ejercicio del derecho a la

libre determinación restringió el derecho sólo a la población indígena,

tal es el caso del Sahara Occidental caracterizado por escasa población

autóctona, nómade y por relativamente numerosas guarniciones militares

y adminis,trativas de la potencia administradora. Si no se hubiera adop-

tado tal decisión los votos de los administradores hubieran fácilmente

superado a los de la población autóitona.

En las sítuadones rpocoloniales eI pueblo de un Estadó aparente-

mente ha disfrutado y disfruta de la libre determinación, no obstante su

32 Resoluciones 1536 (XV), 1698 (XVI), Resolución 38/11 de la A'G"'
(Si bien la Resolución f51¿ (XV) no habla expresamente de la extensión del voto

" todo lu, poblac!ón surge del'cvrriexto mismo ya qud de oh'o modo.no podrían cum-
plirse sus prescripciones).- 33 Reioluciones 156S (XV), sobre el Sahara Ocrcidental, 1579 (XV) sobre

Ruanda-U¡undi; 2189 (XXI) sobre las Islas Yiti; 2227 (XXI) sobre Papira y Nueva
Guinea. 2230 (XXI) sobre Guinea Ecuatorial . '.
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status político r-eal y su libre desarrollo económico social y cultural se

hallan trabados.
Se ha identificado el término neocolonialismo con situaciones de de-

pendencia económica en antiguos territorios coloniales por parte de las

clue fueron sus potencias colonialistas. Dc ahí que se haya llamado neo-

colonialistas a las potencias europeas y a EE.UU. tras la II Guerra
Nfundial. Ese sistema de control y dependencia se basa en inversiones

de capital en países subdesarrollados (generalmente en el sector prima-
rio, vg. petróleo, minerales, productos agricolo-ganaderos. . . ) ". el ma-

nejo de los mecanismos del comercio internacional (ug. aumento de los

precios de los productos manufacturados y disminución relativa de los
precios de las materias primas), ayuda económica condicionada a los
países subdesarrollados. . .

Si tenemos en cuenta que la independencia de los pueblos bajo do-
minación extranjera no es en realidad un fin en sí mismo sino un comienzo

en el cumplimiento del principio de libre determinación, toda domina-
ción, sea económica, cultural o ideológica configura un imperialismo neo-

colonial.
ARDANT sostiene que la política neocolonialista consiste en "apro-

vecharse de la debilidad de los Estados descolonizados para obtener ven-

tajas económicas, políticai y culturales" sa.

La Asamblea General en su Resolución 1514 (XV) en forma amplia
expresa que "la sujeción de los pueblos a una subyugación, dominación
y explotación extranjera" constituye una violación de los derechos de los,

pueblos a disponer de sí mismos.

La Resolución 2131 (XX) de la A.G. declara que "la violación del
principio de no intervención constituye una amenaza para la indepen-
dencia, la libertad y el desarrollo económico, social y cultural libre y
normal de los países, en particular cle aquellos que se han liberado del
colonialis'mo. . .".

Tras la accesión a la independencia, eI derecho de los pueblos a su

autodeterminación implica un derecho a la conservación de su soberaní&

plena, no se identifica con ella, sino que esta última es consecuencia de
la primera. El delecho lo posee el pueblo organizado.

34 ARDANT, C., "Le Néocolonialisme, Mythe et Réalité" - Revue Francais des
Sciencies Politics (R.F.S.C.) - 1965, pág.837.
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Distinta es la situación de los pueblos en, el colonfuilis¡¡ct interno yr
que están dotados de un gobierno pero ése no representa a la totalidad
del pueblo perteneciente al territorio en tanto hace distinciones en {un-
ción de la raza, del credo o del color. Ya no se trata de un pueblo err

lucha contra una potencia colonialista sino contra aquellos que poseen el
control del Estado. En estos casos el pueblo carece de protección por
parte del derecho interno y en virtud del principio de no intervención,

está huérfano de ptotección directa por parte del Derecho Internacional.

El titular del derecho es el pueblo frente al Estado que por su acción de

gobierno discriminatoria ha perdido la protección que el Derecho Inter-

nacional acuerda a los Estados soberanos en relación a su integridad terri-
torial e independencia política.

La tesis belga, sos,tenida ante la Comisión ad hoc de Estudio de los

Factores en 1952 y ante la Asarriblea General el 10 de diciembre de 1952

-si bien era una contraofensiva lanzada contrE las potencias favorables a
la descolonización- sostenía que la palabra "colonia" no aparecía men-

cionada en el Capítulo XI y que no era correcto aplicar ese capítulo úni-
camente a los territorios de ultramar ya que hay colonización no sólo

por expans,ión marítima..., eu€ tal carácter colonial no desaparecía por-
que esos territorios estuvieran incorporados al área metropoltiana. Recal-

caba que existían muchas poblaciones en Asia, Africa y América que for-
rnaban grupos étnicos completamente diferenciados, distintos en raza, len-

gua, religión.. . que no tenían nada en común con los grupos sobre los

que se apoyaban los gobiernos. Entendía que el Capítulo XI debía apli-
carse a las poblaciones retrasadas de cualquier parte del mundo y criti-
caba a los Estados que contenían grupos de ese tipo en sus territorios.
Todos ellos Estados que no "enviaban información sobre esos grupos y
además atacaban a quienes cumplían las disposiciones de la Carta".

A esta tesis se le opuso que la Carta no hace referencia a "pueblos

retrasados" sino a 'tenitorios no autónomos- y que eI artículo 74 deia

en claro que los territorios a los que se refiere el Capítulo son distintos

del territorio metropolitano.

No obstante los pueblos retrasados también están protegidos" ya que

el atraso, la escasa población o el reducido ter¡itorio no son obstáculos

para que el pueblo ejerza su derecho a la libre determinación. Si ello

es así en los territorios coloniales, iguales argumentos son válidos cuando

un pueblo es oprimido por otro u otros desde el gobierno,
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En la Sociedad de Naciones cualquicr nriembro poseía el derecl¡o

de llamar la atención del Consejo sobre la violación de los derechos dc

Ias minorías protegidas y los mismos interesados poseían un derecho de

petición. En cambio en el marco de la ONU desaparece esa protección

específica y separada para ias minorías y es sustituída por el campo

más amplio, pero más desdibujado de la protección de los derechos del

hombre.
La protección del hombre se basa más bien en la no discriminación,

concepción diferente, más reducida y hasta regresiva frente al sistema

de la sociedad de Naciones' Baste recordar Ia opinión consultiva edl

Tribunal Permanente de justicia Internacional del 6 de abril de 1935

en el Asunto de las Escuelas Minoritarias en Albania. Tal opinión con-

sultiva interpretaba los conceptos de igualdad de derechos y de hecho,

y entendía que los Tratados de Protección de Minorías comprendian a

ambos conceptos de igualdad. La Sociedad de Naciones no protegió a

todas las minorías, pero aquellas que por tratado fueron convenidas fue-
ron objeto de la preocupación de la Sociedad -exitosa o no- para quc
pudieran gozar de una igualdad efectiva y real.

A pesar que la Carta de N.U. contiene en su Preámbulo referencia
a los derechos humanos, en el art. I (3) enuncia como propósito de la
Carta Ia realizacián de Ia cooperación internacional" en el desarrollo y
estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades funda-

mentales de todos, sin hacer distinciones por motivos de raza, sexo, idio-
ma o religión" (propósito que reitera en el art. 55),la Carta no contiene

disposición alguna que otorgue al individuo un derecho tal que éste

pueda hacer valer contra s'u opresdr accionando ante la Organización eu

forma directa.

Hay una serie de disposiciones que protegen a grupos minoritarios
en los tratados de paz de 1947, por ej. con Bulgaria (art. 2), Finlandia
(art. 6), Hungria (art. 2), Italia (art. 15)...; en convenciones bilate-
rales como el a'cuerdo Gruber-De Gasperi del 6 de setiembre de 1946

referente a las minorías del Tirol del Sur y AIto Adigis, el Tratado de

Amistad del 10 de marzo de 1947 entre Polonia y Checoslovaquia, el
acuerdo entre India y Paquistán de 1950; en Ias garantías internacionales
aI Estado austríaco de 1955, las Convenciones Tripartitas de Zurich y de

Londres de 1959 referentes a Chipre; en la Resolución 2106 (XX) de la
A.G. del 21 de diciembre de 1965 que adopta la "Convención Interna-
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cional sobre la elinrinación de tod¿rs las frlrmas de discrimin¿ción racial".
en vigor desde el 4 de ene.ro de 1969, por la cual se instrumenta el me-
canis,mo internacional indispensable para poner fin a la discriminación
racial, que abarca la idea de raza,, color, linaje u origen nacional o étnico.

En Consejo de Europa promovió el estudio de la situación de las
minorías en los Estados Güropeos y la Comisión Jurídica elevó conclu-
siones sobre las minorías de Austria, Dinamarca, Alemania e ltalia, leco-
nrendando la Asamblea Consultiva negociaciones bilaterales entre Esta-
dos directamente interesados y Iá firma de un protocolo adicional a la
Convencíón sobre derechos de las r¡inorías étnicas.

La preocupación por proteger a los grupos étnicos, especialmente,
como conjunto y no como suma de individuos adquiere importancia en
tanto el pueblo no es una realidad física con características idénticas ¿r

las del individuo.
Su ser, su homogeneidad, depende de lo que produce: idioma, folklore,

costumbres, cultura, de ahí Ia magnitud del valor de su protecciórr.

El proyecto de la "Declaración soble la inadmisibilidad de la inter-
vención y cle la ingerencia en los asuntos internos de los Estados", Reso-

lución 36/103 del 9 de diciembre de 1981, disponía que los esfuerzos de

la comunidad internacional en los casos reconocidos por la A.G. como

violaciones masivas y flagrantes de los derechos fundamentales del hom-
bre y de los puéblos, no serían considerados como intervención en los

asuntos internos de los Estados. El texto adoptado por la resolución resultó
debilitado ya que se limitó a hablar de deber del Es,tado de respetar los

derechos humanos, sin incorporar novedad alguna al tema.

Aún cuando el sistema de la Carta no provee a los pueblos de vías

de acción directa contra el gobierno infractor de normas internacionales,
el derecho del pueblo a la consecución del restablecimiento de la plenr,i

disposición sobre su destino es innegable.
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PARTE III

SISTEMA DE PROTECCION

1. Pñtección en eI srstema de la S. de N.

La protección se llevó a cabo mediante los Tratados de Paz y otros

acuerdos ya que el Pacto de la S. de N., no hacía mención al derecho

de las minorías ni a la libre determinación de los pueblos. No obstantc
el sis,tema de Ia S. de N., incorporó disposiciones especiales relativas a la
igualdad ante la ley y la protección de lengua, raza, religión... de las

minorías.
Si bien no fue un derecho reconocido a todos los pueblos, representó

un intento de quebrar la infranqueable balrera que representaban los

asuntos internos de los Estados cuando se trataba de obligaciones inter-
nacionales, (previo órgano competente y un derecho de petición a los
interesados). A pesar de ello los Estados minoritarios hicieron cuanto
estuvo a su alcance para desalentar e intimidar a quienes se considerabart

potenciales candidatos a presentar quejas o protestas.

Algunos Estados intentaron imponer procedimientos que obliagrían
a que las peticiones se presentaran por intermedio del Estado afectado 3i.

Polonia y Hungría cuestionaron el carácter representativo de los voceros

de las minorías y negaron el derecho de los organismos internacionales,
no estatales, para intervenir en cuestiones de protección de minorías.

Polonia y Lituanía persiguieron a los ciudadanos que comparecieron
ante la Liga; Yugoeslavia se negó a otorgar pasaportes a quienes querían
ir a tal fin a Giúebra. En general, casi todos los Estados obstaculizaron
la presentación de quejas y su publicación.

Algunos Estados, con aparentes medidas de carácter general, burla-
ror¡ cláusulas protectoras de las minorías, o bien emplearon tácticas agre-

sivas. Por ej. la minoría checa en Austria se vio privada de enseñanza

en idioma alemán en las escuelas. EI gobierno alegó que el art. 68 del
Tratado de Saint Germain lo 'Tacultaba'¡ pero no lo "obligaba" a im-
plantar el idioma alemán en las escuelas minoritarias.

35 Postura que luego prevaleció etr el sistema de la Carta de N.U.
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Los Estados minoritarios intcntaron inducir a la Liga a adoptar una
convención general sobre minorías que obligara ¿r "todos" Ios Estados.
El tratamiento se fue postergando y en la Cuarta Sesión de Iq Asamblea,
en setiembre de 1934, el representante polaco, Coronel BECK, anunció
que, mientras no se estableciera un sistema general, su gobiernó negaría
toda cooperación a las organizaciones internacionales para la supervisión
del sistema. ItIás tarde Polonia rectificó su postura exigiendo rlue el ré-
gimen sólo se aplicara en Europa 36.

La actitud de las potencias signatarias, frente a las quejas de las
que se les corría traslado, era generalmente evasiva y tendiente a eludir
responsabilidades,

Todos los tratados sobre minorías consignaban que el Estado inte-
resado admitía que las estipulaciones contenidas deliían ser reconocidas
como leyes fundamentales y que ninguna disposición interna podía pre-
valecer sobre ellas, lo que nb significaba que por su sola existencia los

tratados tuviesen validez interna. En Polonia la Suprema Corte decidió
en 1923, que el Tiatado de Minorías no acordaba derechos, que pudieran

ser reclamados por individuos ante los tribunales polacos ni podía ser

considerado como parte de la legislación nacional. Esta afirmación estabr
en evidente contradicción con otro fallo de la misma Corte que atribuía
efecto interno a tratados internacionales como el Concordato del Vati-
cano, tratado de Versalles, tratado de Riga...

Quienes más vehementemente intentaron defender el sistema de nri-
norías fueron precisamente las llamadas "minorías débiles", las que no
abusaron del recurso ante la Liga sino que agotaron las vías interna,i
para defender sus derechos. Así la minoría judía iólo acudió a la Lig:r
en los casos de "numerus clausus" en Hungría, con relación a la aplica-

ción de la legislación racista en la Silesia Superior; en ocasión de la con-
vención gélmano-polaca y con motivo del decreto del gobierno rumano
de Goga sobre ciudadanía. Todas esas quejas prosperaron.

'En cambio las llamadas "minorías fuertes'l más que defender estc
sistema añoraban la independencia y abrigaban sentimientos separatist:rs.

36 Actitud apoyada por Turquía, Irak y Jugoeslavia.
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El debilitamiento del sistema se tornó evidente a través del númerc,
decreciento de minorías que presentaron peticiones ante la Liga:

1920-1930
1930-1931
r93l*1932
1932-1933
1934-1935
1935-1936
1936-1937
I937-1938
1938-1939

Df

204
l0l
dt

46

l9
I5
t4

Los tratados dc. minorlas establecían obligaciones que eran garan-
tizadas por la Liga. Así el art. 12 del Tratado con polonia disponía:

"Polonia acepta que las estipulaciones de los articulos precedentes,,
en tanto afecten a persona pertenecientes a minorías ráciales, reli-
giosas o idiomáticas, constituyen obligaciones de interés .internacio-
nal y deben ser colocadas bap garintla de la Liga¡de las Naciones.
No serán modificadas sin el consentimiento de una mayoría del
Conseio de la Liga de Naciones. . . Polonia acepta que toáo miem-
bro de la Liga de Naciones tendrá derecho de llevar a la atención
del Consejo cualquier infracción o cualquier peligro de infracción
. , .,97,

Cuando se firmaron los tratados de minorias, Ia Liga aún no existía,
de ahí que se hizo necesario organizar la Institución para que pudiera
forrnalmente asumir la garantía.

Las Potencias signatarias del Tratado con Polonias8 eran práctica-
mente las mismas que ingres,aron al Conseio de la Liga. El informe pre-
sentado ante eI Consejo sobre tratados de minorías, conocido como Infor-
me TITTONI fue aprobado y el Consejo aceptó garantizar los tratados

37 Similares disposiciones aparecen en otros tratados de minorías, así en el
art. 14 del Tratado con Checoeslovaquia; art. ll del Tratado con Jugoeslavia; ar-
ticulo 12 del Tratado con Rumania; artículo 16 del Tiatado con Grecia. También
cparecen en los tratados de paz con Turquía (art. 44), con Austria (art. 6g);
con Hungr"ía (art. 60; con Bulgaria (art. 57); en la D:cla¡ación de Albania del
2 de Octubre de 1921 (art. 7); Declaración de Lituania del 12 de mayo de lg32
(art. 10). En otros casos se evitó señalar el procedimiento en la protección de
lLrs minorías. Así sucedió en Lituania y Estonia, ln convenciói girmano-polac,r
sobre la Silesia Superior y en la garantía para la población de Aaland.

:18 Bst¿rdos Unidos, Impelio Brití¡nico, Francia, Italia y Japón.
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sobre minorías, de tal modo que las disposiciones sobre n"rinorías no po-
dían ser modificadas, sino por el consentimicnto del Consejo por mayoría
de votos, (a diferencia del requisito de unanimidad previsto por el art. 5
del Pacto de la Liga). Ni las mismas minorías podían renunciar a sus

derechos. Bjemplo en tal sentido, lo presenta Turquía, que intentó indu-
cir a las minorías a, renunciar a los derechos quc les acordaba el tratado
de Lausana. Lás minorías armenia, griega y judía se éxpres-aron dispues-

tas a renunciar mediante la promesa de que el nuevo Código Civil pro-

yectado por el gobierno se aplicaría a tbdos los ciudadanos turcos, sin

distinción de raza, nacionalidad o religión. No obstante, la Liga consi-

deró nula fa renuncia y decidió que ella no derogaba el derecho de cual-
quiera de formular una queja por violación de delechos ante la Liga.

El hecho que la Lig:r {uera la garante de estos derechos no signifi-
caba que los Estados signatarios de los tratados perdieran su derecho ¿r

la ejecución de los mismos, aún cuando nunca hubieran hec;lio uso dc

tales derechos,.

El informe TITTONI, del 22 de octubre de 1920, señalaba que las

peticiones, Ias comunicaciones y los informes podían eulanar de tres

fuentes:

- miembros del Consejo,

- miembros de la Liga no representadbs en el Consejo,

- miembros de las minorías.

En los últimos casos las acciones careclan de efectos legales salvo

que fueran "endosadas"i por el Consejo.
El informe TITTONI establecía que cuando se dirigiera a Ta Liga

una petición, el Secretario General debía comunicarla sin comentario :¡

los miembros del Consejo, a título informativo, ya que sólo cuando uno
de Ios rniembros de Consejo }lamala la atención sobre la infracción o

peligro de infracción, surgía la competencia.

Si el Estado interesado era miembro de la Liga debía ser inforrna-

dodo al mismo tiempo que el rConsejo sobre el objeto de la petición.

El informe expresamente establecía que las minorías no eran reco-

nocidas como sujetos del derecho internacional a pesar del derecho a

apelar directamente ante un organismo internacional.
Tres días después de la presentación del infolme TITTONI, cl Con-

sejo adoptó una resolución expresando erl deseo de que el presidente
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)' dos miembros nrás designados por aquél cn cada caso, procedieran
¿r considerar cualquier petición o comunicación. La resolución del 25 de
octubre de 1929, que creó la Comisión de los Tres, fue discutida y
cbjeto de impugnaciones cn lo que hace a su legalidad por derogar el
derecho exclusivo de los miembros del Consejo a denunciar infracciones.
La CPJI, que tuvo oportunidad de expedirse al respecto en ¡elación a
una queja de la minoría alemana en Polonia, se pronunció a favor de la
Iegalidad del organismo, cuya existencia significaba un progreso pr-oce-
sal, ¡'a que eliminaba las posibles vacilaciones de los miembros indi-
viduales del Consejo.

El 3 de junio de 1921, el representante polaco propuso que todas
Ias peticiones fueran primero examinadas por el Secretario GeneráI, el
que elevaría al Estado interesado las quejas dignas de consideración.
En base a esta propuesta y una enmienda propuesta por Checoslovaquia,
el Consejo resolvió el 27 de iunio de 1921. que las peticiones presenta-
das por recurrentes no miembros de la Liga se comunicarían inmedia-
ta¡¡ente al Estado interesado. Este debía informar al Secretario Gene-
lal dentro de tres semanas de recibido el texto. Para tal comentario se le
concedían dos meses. Recibidos éstos, el secretano General comunicaba
de la petición, acompañando los comentarios, a los miembros de la Liga.

Polonia en varias oportunidades hizo propuestas para limitar el
procedimiento ante la Liga, así sugirió que no se comunicara a los
Miembro.s de Ia Liga de ninguna petición, salvo resolución expresa
adoptada por el Consejo a pedido de uno de sus miembros (enero
de 1923), más tarde propuso que las peticiones fueran introducidas
sólo por intermedio de los Estados afectados (agosto de 1g23). Como
consecuencia de ello y el apoyo de otros miembros a la posiciór'r
polaca el Consejo adoptó el 5 de setiembre de lg23 una resolución
que establecía condiciones para la recepción de queias. Así las quejas
debían ajustarse a los tratados, r1o debía solicitar la separación entre
la minoría y el Es'tado, no .debían ser anónimas, debían abstenerse de
lenguaje violento, debían contener informaciones sobre hechos que
no hubieran sido objeto de otra petición. se autorizaba al Estado
afectado a solicitar una arnpliación del período de dos meses par-a
presentar el cémentario. I-¿r comunicación de las peticiones y obser-
vaciones quedaba restringida a los n-riembros del Consejo (salvo re-
solución del Consejo o petición dcil Estaclo afectado) .
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En 1925 se introdujeron reformas al procedimiento y en 1929 vol-
vió a ventilarse la cuestión procesal. El canciller SEIPEL de Austria
sostuvo que el hecho que una minoría luche cohtra su absorción por
la mayoría'no incure en acto.destreal hacia el Estado. Afirmó quc

los derechos minoritarios eran simplemerrte parte del derecho de auto-
determinación.

La resolución de Madrid del 13 de junio de 1925 <iisponía que

el Secretario General debía informar al peticionanté cuando su pre-

sentación fuera inaceptable y señalar las condibiones bajo las cuales

podía ser admitida. Se autorizaba la creación de uua Comisión dc

Cinco en casos excepcionales. Se subrayaba la conveniencia de celebrar

sesiones de los Comités de Minorías en los inte'rvalos entre las sesiones

del Conseio. La Comisión de los Tres debía informar a todos los miem-

bros del Consejo los resultados de sus conclusiones en relación a l¿rs

peticiones sin necesidad de previa inclusión en el temario del Consejo.

Si bien se conocen los pronunciarnientos oficiales de las Comisioncs

de Tres,, Lettres de Clóture, no se han dado a pubiicidad los materiales

de archivo de modo que no se conocen los términos reales de las quejas'

El Secretario de la Liga creó una Sección de Minorías la que cumplió

una ingente tarea en Ios compleios fenómenos socialeS, políticos, econó-

micos y cultu¡ales de las minorías, grupos que a menudo visitó ' De

hecho desapareció esta Sección ya en 1935 aunque, recién en 1939 el

Consejo expiesó formalmente su desaparición.
Según el informe TITTONI el Conseio era el encargado de la ejecución

práctica de Ia garantía minoritaria pero ello no signifícaba que la Asam-

blea careci'era de derechos en la materia, especialmente a través de sus

comisiones y en particular Ia Sexta. Así la Asamblea el 21 de setiembre

de 1922 exhortó a los Estados no vinculados por obligaciones ínterna-

cionales, a observar, sin em-bargo, las mismas garantías en el trátó a
sus minorías.

En 1920 la Asamblea había recomendado que los tres Estados Bál-

ticos y Albania sólo fueran reconocidos después de formular declara-

ciones sobre trato de minorías.

Los mayores defectos del procedimieuto adoptado por la Liga Io

constituía la falta de límite temporal, la falta de reglas para la ejecu-

ción de las resoiuciones, y el desaprovechamiento del arma que pudo

haber representado la opinión pública.
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EI interés de la Liga por la protección de las minorías declinó
especialmente a partir de 1934.

La competencia de la C.P.J.I. en cuestiones de minorías derivaba
del art. 12 de! tratado con Polonia y cláusulas similares en otros tratados.
En el citado art. 12, Polonia aceptaba que toda diferencia de opinión
relativa a cualcluiera de los artículos del tratado sería considerada como
una disputa internacional dentro del art. 14 del Pacto de la Liga, artículo
que sometía Ias disputas a la Corte.

Cualquier miembro del Consejo tenía acceso a la Corte sin necesidad
del consentimiento del Estado afectado'ni de acuerdo entre los miembros
del Consejo y el Estado minoritario. El Estado recurrente podía actuai
en defensa de derechos de un tercero: la minoría afectada. Tal circuns-
tancia anómala encontraba justificación cn el hecho que el miembro del
Consejo no actuaba en interés propio sino clue desempeñaba una especie
de función pública con miras al interés común de asegurar la paz.

Los Estados que tenían derecho de recurrir a la Corte Permanente
en cuestiones de minorías eran los aliados principales, las potencias aso-
ciadas y loi miembros del Consejo. El Tratado de Lausana suscripto por
Gran Bretaña, Francia, Italia, Japón, Crecia, Rumania, Yugoeslavia y Tur.
quía, acordaba, por excepción, ese derecho a sus firmantes. El Consejo
de Ia Liga como tal no tenía facultad de recurrir a Ia Corte, tampoco
podían hacerlo los Estados minoritarios ni las minorías 3e. El Conseio
podía recurrir a Ia Corte sólo para pedir opinióri consultiva y era el único
(;rganismo a excepción de la Asamblea que podía recabarlo 40.

Pronto surgieron dos cuestiones a) si para requerir la opinión
consultiva de la C.P.J.I. era necesario el voto unánime del Conseio y
b) si el Estado acusado de violar los derechos de una minoría poclía votar
en tal caso. La mayoría de los autores se inclinaron por una respuesta
negativa a las dos cuestiones, no obstantc no hubo pronunciamiento al
respecto por parte de ningún organisrno de la Liga.

En el único fallo que la C.P.J.I. dictó sobre minarías, sui compe-
tencia fue discutida por el Estado afectado. La Corte no obstante ¡e-
chazó toda interpretación de sus disposiciones tendientes a ceicenar su

30 En junio de l9lg se presentó un proyecto para acordar a los individuos y
minorias interesados el derecho de recu¡¡ir directamente a la corte, criterio que
rro prosperó.

_ ao La Corte, en toda su existencia, pronunció 25 fallos y 2Z opiniones con-
suitivas, Cuatro casos concernían a minorÍas.
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aplicación en Ia práctica. Así rechazó la interpretaciS¡ ds que las
cláusulas de minorías contenían exhaustivamente las obligaciones máxi-
mas de los Estados ante las minorías, declarando que sólo enunciabarr
las obligaciones mínimas, de modo que la enunciación no era limitativa.
(Así en los casos de las escuelas minoritarias de Albania, en la negativa
polaca a reconocer contratos de preguerra celebrados por. colonos del
territorio antes ocupado por Alemania, en medidas adoptadas contra
Ia población de habla polaca en Danzig. En todos es,tos casos Ia Corte
buscó la igualdad, en los hechos y no sólo en la ley).

2. - Protección en el sistema de las Na.ciones Unidas

Tras la II? Guerra lr{undial el problema cle protección cle los dere-
chos minoritarios se planteó en forma díferente. Se colocó erl acento
en la protección de los derechos del hombre como tal .

En los tratados de paz que se celebraron con Bulgaria, F inlarrdia,
Hungría, Italia y Rumania (art, 2, 6, 2, LS y 3 respectivarnente) se

establecieron garantías para la vigencia de los derechos humalos, re-

servándose los vencedores Ia facultad de proteger los que fueran desco'

noeidos, la evolución política tras la II+ Guerra N'Iundial y la implanta-

ción de dictaduras en buena parte de los países signatarios tle esos tra-

tados, Iúzo que las cláusulas fueran metamente declarativas y sin vi-
gencia práctica.

En relación a los tratados de minorías el Secretario General de las

N.U. sostuvo que entre 1937 y L947 las circunstancías rel¿cionadas con

la materia habían variado totalmente y que en líneas generales, el sis'

tema creado por la Liga debía considerarse inexistentc ar.

La Comisión de Derechos del Flombre es una de las principales comi-

siones del C.E.y S. y actúa desde 19t[6 de conformidad con el art' 64

de la C. de N. U., con la misión de {omentar los derechos fundamentales

del hombre y procurar su codificación {¿. Esta Comisión elaboró la De-

claración General de Derechos Humanos de 1948 y los Pactos Interna'
cionales de los Derechos del Hombre de 1966, ha preparado la Conven-

cién sobre supresión de toda forma de discriminación racial, la Conven-

41 Austria considera subsistentes les disposiciones contenidas en el t¡atado
de paz que siguió a la I Guerra Mundial.

42 A pa¡tir de 1953 comenzó a frmcionar la subcomisión par¿r la 'prevención
de Discriminación y la Protección de Minorías.
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ción sobre el castigo de los crímenes de genocidio, la Convención sobre
la lucha contra la esclavitud, la Cónvención soblre derechos políticos de
la mujer, la Declaración sobré la Concesión de la Independencia a los
países y pueblos coloniales, inició estudios sobre la defensa de los dere-
chos fundamentales del hombre ante las consecuencias del desalrollo rá-
pido de la técnica. .. a3.

La Declaración Unioer.sal de los Derechos dol Hombre, Resolución
217 (III) del 10 de diciembre de 1948 {, no contiene referencia expresa
al principio de libre determinación.

Esta Rcsolución contiene el siguientc texto:

"Considerando que es difícil adoptar una solución uniforme de esta
cuestión compleja y delicada, que tiene aspectos especiales en cácla
Estado en que surge,
Considerando el carácter universal de Ia Declaración de los dere-
chos del Hombre,
Decide no ocuparse en una medida especial ile la cuestión de las
minorías en el texto de esta Declaración,
. .. insta al Consejo a que solicite a la Comisión de Derechos Hú-
manos y a Ia Subcomisíón para la Prevención de Ia Díscriminación
y Protec-ción de las lr,{inorías efectúen un cstudio cabal del proble-
ma de las minorías..."

Las N. U. se han preoc,upado por las minorías. pero no como titu-
lares del derecho de libre determinación. Pueden ejercer ese de¡echo
pero siempre que no atenten contra la integridad territorial del Estado,
es decir, entrar'ían en la expresión 'bualquier otra condición política"
enunciada por Io Resolución 2625 (XXV) ("g. la autonomía).

El principal amparo io encuentran los pueblos en los aft. 2, 7, L8,
2A y 27 de esta Declaración Universal de los Der.echos del Hombre, a
pesar que esos derechos forman parte de los atributos generales de la
persona hum¿rna y no lc son propios.

La "Conoención lnternacional sobre Ia eliminación de todqs .las for-
mqs d,e rliscrím,íneción raciqtrl', Resolución 2106 (XX), en vigor desde el

4¡ La principal dificultad de la Comisión se halla en la falta de una defini-
ción concreta de derechos del hombre.

- la {nrobada por 48 votos a favor, ninguno en conua y 8 abstenciones (Ara-
bia_saudita, Bielo.rsia, checoslovaquia, Polonia, ucrania, unión sudafri...r", ú. R,
S. S. y Yugoeslavia).
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4 de enero de 1969 establece en el art. 1 que la expresión "discrimina-

ción racial" abarca

'toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en mo-
tivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por
objeto o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o
ejercicio en condiciones de igualdad de los derechos humanos y
übertades fundamentales en las esferai política, económica, social,
cultural o en cualquier otra esfera de Ia vida pública".

Al hablar de distinciones por razones de color, raza... origen na-

cional, está sugiriendo un concepto coléctivo que responde a la idea de

grupo étnico, pueblq nación.
El artículo I señala el compromiso do los Estados de presentar infor-

mes al Secretario General para su examen por el Comité de informes

sobre las medidas adoptadas para hacer cfectiva la Convenctón'

El primer informe correspondía fuera presentado en el pli zc de un

año y en lo s,ucesivo cada dos años o cuando el Comité lo solicitara.

La Convención no reconoce a los oplimidos ó discriminados dere-

cho alguno en contra del Estado,

EI art. 14 (1) expresa:

"Todo Estado parte podrá declarar en cualquier momento que reco-

noce la competencia del Comité para recibir y examinar comttni-
caciOnes de personas o grupos de personas comprendidas dentro
de su iurisdicción, que alegaren ser víttimas' de violaciones por
parte d-e un Estado te cualquiera de los derechos estipulados en

la prrsente Convención. El Comité no reóibirá _ninguna cornunica-
cióir referente a un Estado que no hubiera hecho tal declaración'.

El Estado que hubiere heóhb tal declaración podrá designar un

órgano dentro de su ordenamiento jurídico nacional, el que será conpe-

tente para recibir y examinar las peticionesas. Asi en última jnstaneia

depende de la buena voluntad de lrjs Estados el que la Convención pueda

cumplirse. No podemos, no obstante, decir que se trata de Lrna mera

obligación moral. El Comité se compone de 18 "expertos de gran pres'

tigio moral y reconocida imparcialidad", elegidos por los Estados partes

entre sus nacionales (art. 8.1. ).

a5 El nombre del órgano será depositado en poder del Secretario General, el
que remitirá copia a los demás Estados partes. Asimismo el órgano anua'lmente

e'ievará al Secr.elario General las copias certificadas del regístro de peticiones.
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Tanto en la Convención Europea de Derechos Humanos como en
esta Convención prevalece el carádter facultativo del reconocimiento por
parte de los Estados miembros. del derecho de petición individual a6.

La declaración de aceptación del derecho de comunicar:ión que un
Estado hace puede retirarse en cualquier momento, pero obviamente tal
notificación no puede tener efectos retroactivos y afectar las comunica-
ciones que el Comité tenga pendientes.

El procedimiento básicamente consiste en:

- el señalamiento por parte del Comité, en fbrma confidencial, de
la comunicación al Estado afectado, el que dentro de los tres
meses elevará al Comité explicación o declaración escrita acla-
ratoria de la cuestión, conteniendo las medidas correctivas adop-
tadas, si las hubiere;

- tras el estudio de la declaración del Estado y la comunicación
del peticionario por parte del Comité, presentación a ambos de
sus sugerencias y iecomendaciones.

El Pacto de Derechos Ci,oiles g Políticos, en vigor desde el 23 de
marzo de 1976, comprende el derecho de presentar peticiones individuales
en un marco constitucional dentro del cual pueden desarrollarse proce-
dimientos para el tratamiento de violaciones de ios derechos hurr¡anos
y las libertades fundamentales.

En los trabajos preparatorios chocaron los partidarios de otorgar a
los individuos, grupos y organizaciones der"echo a plantear demanda con-
tra los que entendían que debía deiarse, la iniciativa al Comité y/o a los
Estados partes. El Uruguay presentó un memorandum propcniendo el
nombramiento de un Alto Cornisionado para los Derechos Humanos (Fis-
cal General) encargado de receptar las reclamaciones de cualquier ori-
gen y facultado para iniciar una causa ante el Comité a7.

Las experiencias del Consejo de Administración Fiduciaria y la Or-
ganización fnternacional del Trabajo alejaban ios temores que el dere-
cho de petición pueda desencadenar una ola de quejas maliciosas e in-

aB Se habla de "comunicación" refiriéndose a la petición individual y se
llama "peticionario" a la persona que eleva la comunicación.

4? Doc. OIic. de a A.G., Sexto Período de Sesiones, dnexos, Tema 2g del
Programa, doc. A/C. 3/564 v Doc. Ofic. del C.E. y S., 18 Período de Sesiones,
Suplenr. N9 7, anexo III "Propuesta de creació¡ de una Oficina del Alto Comi-
sionado (Fiscal General) de las N.U. para Ios Derechos Hr¡manos.
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-f.undadas que abrumara al órgano permanente paralizando su ¿rcción. Aún
cuando tales efectos pudieran llegar a observarse bastaría, como s¡tJva-

guarda, que se determinara un número de admisibilirJades y se seleccio-
naran las demandas. Por otra parte el hecho que tales dernanql¿rs debe-

Iían haber agotado los recursos internos limitaría su ¡rúrnero,

, Jin 1966 se suscribieron los dos Pactos Internacionak:s y 
"1 

Protocolo
Facultativo del Pact<-¡ Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Con-
forme a este último, el Estado Parte que llegue a su vez a ser parte en

el Protocolo Facultativo, reconoce la competencia del Ccmité'rB para reci-
bir y considerar corr¡unicaciones de individuos qlre se h¿rllan bajo la ju-

rjsdicción y aleguen ser víctimas de violación cle los d,¡iechos del I'acto
por un Estado parte.

sideración por parte del Comité de las comunicaciones irrclivicluales. De
acuerdo al art. 4 del Protocolo Facultativo, en un plazo de seis meses, el

Estado parte interesado debe presentar por escrito explicación o de:la-
ración en las que se aclare la cuestión y se señalen las meclid¡s adoptadas.

El Comité en base a la información escrita del individuo y del Estado

palte examina el asunto en reuniones celebradas a puerta cerrada, des-

pués, de haberse ceiciorado:

- que el asunto no ha sido sometido ya a otro procedimiento in-
. ternacional y

- que el individuo ha agotado todos los recursos de la justicia
interna (salvo que el tratamiento de los recursos se prolongue
injustificadamente ) .

De conformidad con el art, 89 del reglanrento provisional, el Comité
creó un grupo de trabajo encargado de hacer recomendaciones al Co-

mité sobre el cumplimiento de las condiciones de admisjbilidad cle las

comunica.ciones establecicios en los art. 1, 4 ,3 y párr. 2 clel art. 5 del

Frotocolo. Este Grupo de trabajo, confonne al art. 9l <iel rnismo regla-

mento está facultado para pedir a los Estados partes interesados y a los

autores de las comunicaciones qüe presenten información u "observacio-

nes" relacionadas con la cuestión de su admisibilidad y conforme al párr'

¿i8 El Comité se compone de 18 miembros de los Estados partes que ejercen
sus funciones a título,personal y son elegidos de una lista de personas propuestas
por los Estados Partes {art. 28 a 45 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos)..
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I del art. 94, hasta puede examinar la sustancia de las comunicaciones
con el fin de a1'udar al Comité en la formulación de observaciones fináles,

Todos los documentos relativos a las ocmunicaciones hechas de con-
formidad con el Protocolo Facultativo son confidenciales v sólo los miem-
bros del Comité tienen acceso a ellos.

La Resolución 1503 (XLVllI) del Conseio Económico g S:ocíal del
27 de mayo de 1970, significa una innovación en el sistema rie las N'.U.
en relación a las violaciones persistentes, fehacientemente probadas de
los derechos humanos y las libertades fundamentales en el ámbito de las
atribuciones de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones v Pro-
tección de las Minorías.

Bajo la iniciativa clcl Comité Especial encargado de examinar la si-
tuación con respecto a la aplicación de la Declaración sobre la concesión
de la independencia a Ios países y pueblos coloniales y tras una serie de
debates en varios órganos competentes de la ONU, el C.E. y S. decidió
en 1967, por Resolución 1235 (XLII), que la Comisión de Derechos Hu-
manos podía efectuar un estudio a fondo de las situaciones que revelaran
un cuadro persistente de violaciones de derechos humanos (con miras
especialmente puestas en Rhodesia del Sur).

El procedimiento se estableció en 1970 por Resolución 1503 (XLIII)
del consejo y las reglas provisionales relativas, a la admisibilidad de las
comunicaciones se adoptaron por la Subcomisión de Prevención de Dis-
criminaciones y Protección de las Minorías cn su Resolución I (XXIV)
del 13 de agosto de 1971.

El procedimicnto es de alcance universal y está des'tinado sólo a
casos persistentes de violaciones y no a infracciones aisladas. El objetivo
de Ia comisión de Derechos Frumanos no es condenar a los Estados, ni
¿rctuar como tribunal, más bien es investigar y actuar como órgano de
conciliación. La investigación sólo puede llevarse a cabo agotados los
reculsos en el plano internacional y con el asentimiento del gobierno inte-
resado y su colnboración.

3. El Consejo de Europa, creado en 194Q con el objeto de lograr la
unidad europea c¡n todas las áreas a excepcióu de la militar, era una aso-
ciación pacífica de Estados democráticos que debían asegurar el respeto
del derecho y Ia protección dc los derechos humanos. La conoención
Europea de Derechos Humanos (convención de salvaguardia de ros de-
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rechos del hombre y de las libertades fundam-entales ), del 4 de noviem-
bre de 1950, entró en ügor el 3 de setiembre de 1953 y posee fuerza
obligatoria en una veintena de Estados de Europa Occidental.

MC BRIDE. Ministro de Relaciones Exteroires de lrlanda, había
expresado el 4 de noviembre de 1950 en el Sexto Período de Sesiones del

Comité de Ministros:

'la lucha actual tiene lugar, en gran parte{ en la mente y la con-
ciencia de la humanidad. Siempre he pensado que ell esta luch:,r
nos faltaba una carta claraménte definida en Ia que se enunciararl
sin ambigüedad los derechos que los gobiernos democráticos garan-
tizamos a nuestros pueblos. Esta Convención es un paso en ese

sentido'.

La Convención Europea, a difurencia del Pacto Internacional de De-

rechos Civiles y Políticos, prevee ur¡ órgano judicíal y confiere el derecfro

de presentar demandas "p'articulares" aunque en forma indirecta ae.

Las disposiciones del Título IV de la Convención tratan de las facul-

tades y procedimientos del Tribunal Europeo de Derechos Humanos pero

todas las demandas, sean de un Estado, conforme al art, 24, o de una

persona física, organización no gubernamental o grupo de individuos, con-

forme al aft. 25, deben presentarse antes a Ia Comisión Europea de De-

rechos Humános, que decide su admisibilidad de acuerdo a los art' 26 y

27.La Comisión efectúa una encuesta para ayudar a las "partes" a arribar

a una solución amistosa, redacta un informe con exposición de hechos y

solución adoptada en caso de resolución amistosa o bien exposición de

hechos y dictamen. sólo el comité de Minis'tros o el Tribunal adoptan

una decición obligatoria sobre el fondo de la cuestión.

Sólo los Estados Partes y la Comisión pueden presentar un caso ante

el Tribunal Europeo y con la condición que el Estado Parte interesado

haya aceptado la jurisdicción obligatoria del Tribunal. Un particular no

puede ser parte en los procedimientos entablados ante el Tribunal'

4. La Novena Conferencia Internacional Americana de 1949 resolvió que

el Consejo fnteramericano de Jurisconsultos y su comisión permanente,

así como el comité Jurídico Interamericano procedieran a elaborar un

as Este último derecho aparece en e| Procotolo Facultativo del Pacto.
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proyecto de convencjón sobre la creación de una Comisión Interamerica-
na de Protección de los Derechos Humanos. s0

En la Quinta Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Ex-
teriores Americanos, en 1959, la protección de los derechos humanos en
el continente llevó a la cre¿ción de una Comisión Interamericana de

l)erechos Humanos, compuesta de siete miembros elegidos, a título per-

sonal por el Consejo de la OEA. Tenía por objeto promover el desarrollo
de los derechos humanos mediante la preparación de estudios y recomen-

daciones y servir de órgano consultivo de la OEA.
Conforme a lu Conaención. Americans de Derechos Hu,m,ctttos del 22

de noviembre de 1969,51 la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos es un órgano competente (al igual que la Corte Interamericana
,.le Derechos Humanos ) para conocer en los asuntos relacionados con el
cumplimiento de los compromisos contraídos en virtud de Ia Convención.
Conforme al art. 44 de la Convención "cualquier persona o grupo de
personas puede presentar a la Comisión peticiones que contengan de-
nuncias o quejas de violaciones a la Convención por parte de un Es-
tado parte".

Los requisitos de admisión para una petición o comunicación son:

a) que hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción
interna;

b ) que se presente en el plazo de seis meses de notificado el le-
sionado de decisión definitivar

c ) que la petición o comunicación no esté pendiente de otro proce-
dimiento de arreglo internacional;

d) que la petición (en el caso del aft. 44) contenga el nombre,
nacionalidad, profesión, domicilio y firma de la persona o per-
sonas o del representante legal de la entidad que somete la
petición.

Los incisos a) y b) no son aplicables cuando:

- no existe en la legislación interna el debido proceso legal para la
protección del derecho o derechos que se alegan violados;

50 A falta de derechos sustantívos, el Comité Jurídico Interamericano entendió
que no era factible tal proyecto de convención.

51 Suscripta por Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salvador, Gua-
temala, Honduras, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Uruguay y Venezuela. En vigor
desde el 18 de julio de 1978.
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-no se haya permitido al lesionado acceso a la iurisdicción interna
o se le impidió agotarla;

-haya retardo iniustificado en la decisión sobre los mencionados
recursos (párr 2 del art. 46).

Si la Comisión Interamericana de Derechos Humanos no logra una
solución amistosa, se colc'ca la cuestión bajo la jurisdicción de un orga-
nismo judicial independiente. Los aft. 52 al 69 de la Convención tratan
de la organización, competencia, funciones y procedimientos de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos.

La Corte posee también furrciones consultivas para todos los órganos
cle la OEA como para todos los Estados miembros de la Organización
(no sólo los que suscribieron la Convención).

La sumisión a Ia Corte por parte de los Estados es voluntaria y
sólo ellos y la Comisión pueden ser "parte" en los procedimientos (art.61)

5. Parte de la doctrina entiende que es un principio fundamental del
Derecho Internacional que las normas internacionales no se pueden
utilizar como pretexto para ingerir en los asuntos internos de un país,
en tanto otros afirman la legitimidad de la inquietud de la comunidad
internacional por la violación de los derechos humanos en dete¡minados
Estados.

Los mecanismos internacionales utilizaclos para controlar la aplióa-
ción de los derechos humanos como el Conité de Derechos I:lumanos
(Pacto de Derechos Civiles y Políticos), el Glupo de Trabajo de Exper-
tos Gubernamentales (Pacto de Derechos Económicos, Sociales y CuI-
turales), el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial
(Convención sobre la Eliminación de Discriminación Racial), el Comité
Consultivo de Expertos sobre la aplicación de convenios y recomenda-
ciones de la OIT, responden más a la idea de plomoción de los derechos
humanos que a su protección.

Muchos Estados han entendido que l¿r existencia de estos órganos
implica injerencia en asuntos internos y violación de soberanía alegando
que cada Estado posee legislación interna protectora de los dere-
chos humanos.
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Otros Estados, por el contrario, han incorporado a su dcrecho inter-
no órganos de control de cumplimiento de las normas relativas a dere-

chos hunranos Así en Suecia, la que posee fuertt' dcscentralización adrni-
nistrativa, se ha creado el cargo de "ombudsman", corno comisionado
parlamentario para fiscalizar y controlar a la administración. Bs inde-
pendiente en sus funciones del gobierno e incluso clel Parlamento mis-

mo,52 Aparece como un "tribuno de la plebe" al que acude un individuo
cuando no está satisfecho por alguna decisión de autoridacl administra-

tiva ó3. En Suecia existen dos tipos Ce "ombudsman", uno para super-

visar ¿r la administración civil y a la administración cle justicia, el otro

a las autoridades militares. Realiza invcstigaciones. tiene acceso a la
documentacón de las autoridades; si comprueba el abuso, error o negli-
gencia, puede iniciar proceso contra el funcionario o proponer al gobiernrr

se remedie la injusticia si no fuese posible subsanarla por proceso judi-
cial 6a. El "ombudsman" más que instrumento del Parlamento es protector
de los <lerechos humanos individuales y colectivos. i5

La Comisión Canadiense de Derechos Humanos 5B tiene a su carqo

la protección de los derechos humanos y libertades fundamentales.

Cuando se presenta una queja ante la Comisión, ésta puede establecer

un tribunal de derechos humanos para examinarla o designar una persona

que investigue Ia reclamación. Toda persona o agrupación de personas

que tenga motivos para reclamar por prácticas discriminatorias podrá

acudir a la Comisión, más aún, la propia Comisión puede iniciar recla-

maciones cuando conociera de prácticas discri¡ninatorias.

6. Orden üúermtcional y derecho interno

La Resolución 3314 "Definición de la Agresión", del 14 de diciem-

bre de 1974 en su artículo 7 disponc:

52 El Pallamento sólo establece las normas generales del "ombudsman".
53 En Dinamarca y l'inlandia incluso los ministros caen baio la supervisión

del "ombudsman". En Suecia y Finlandía el "ombudsman" se encarga de super-
visar los actos judiciales (no así en Dinamarca).

saEn la mayoría de los casos se ha amonestado al frmcionario sin que se haya
instruído proceso.

55 En otros Estados se han cleado instituciones análogas, así en la Inclia existe
la "office lokpal" ("protectora del pueblo").

66 Creada por ley del 14 de ¡rlio de 1977.
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"Nada de Jo establecido en esta difinición, en particular, en el ar-
tículo 3 podrá perjudicar en forma alguna eI derecho a la libre
determinación, la libertad y la independencia, tal como surge de la
Carta, de pueblos privados por la fierza de ese derechq a los que
se refiere la Declaración sobre los principios de derecho interna-
cional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación
entre los Estados, de conformidad con la Carta de las Naciones
unidas, en par_ticular los pueblos que están bajo dominación ex-
tranjera; ni el derecho de esos pueblos a luchar con tal fin y pedir
apoyo, de acuerdo con los principios de la Carta, / €n conformidad
con la declaración antes mencionada".

Cuando un Estado, en vírtud del orden internacional posee un
deber concreto, el derecho de no intervención no puede significar que
la cor¡runidad internacional deba permanecer impasible ante lesiones
que afectan a la humanidad como tal.

El hecho que los Estados actuales sean en su mayoría multina-
cionales hace que los Estados teman a la aplicación del principio de
libre determinación a Ios grupos étnicos o nacionales en sus territorios
y opongan el principio de integridad territorial como freno a las recla-
maciones de los pueblos. No debe confundirse esta situación con el
"centralismo", mal que aqueja a muchos Estados, aún a los que po-
seen homogeneidad poblacional, ya que no es esa la "discriminación"

a que se refiere la Resolución 262ú (XXV). Esta última es la domina-
ción que un pueblo ejerce sobre otro por razones de raza, credo, color. . .

que se torna evidente a través de la imposición forzosa de una cultula
cxtraña, la persecución sistemática a la lengua, cultura y unidad dei
pueblo sojuzgado con ánimo desnacionalizador. Generalmente deriva
r:n emigraciones masivas a otros Estados y en el asentamiento del do-
minador en el territorio -antaño poblacionahnente homogéneo- de
los pueblos oprimidos

Si para que pueda considerarse que un pueblo colonial ha ejercido
su derecho a la libre determinación (en caso que no se haya optado
por la independencia sino por la asociación o integración con otro
Estado independiente) se exige que se respeten las caracteristicas cul-
tulales, las condiciones igualitarias con otros pueblos del territorio,
qué razón puede llevar a pensar que los pueblos que no son conside-
rados igualitariamente con otros pueblos dentro de un Estado, han

ejercido su derecho a Ia libre determinación y constituyen en Estado
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cuyas fronteras e integridad territorial son intangibles? El territorio

debe seguir el destino que el pueblo elija ya que el pueblo no es un

accesorio del territorio que debe seguir el dcstino impuesto por otros

seres que disponen tóbt" tn propio territorio y el ajeno.

Generalmente el principal punto de ataque es la lengua de un

pueblo. NAERT acertadamente expresa:

"El mundo no habní de ganar nada por el hecho de quc' mr¡eran

las lenguas de los pequeños pueblos. '. Reemplazar la diversidad
lingüística actual por un reducido número de lenguas. . . Ilevaría a
una fosilización del pensamiento, sería una organización de la es-

tupidez. El progreso del pensamiento humano no señala ningún
avance cada vez que un vasco abandona su lengua en favor del
español o del francés. . ." 67.

A menudo se pretende justificar la estructura desigual del Estado

en la aprobación libre de Ia mayoría de los ciudadanos en elecciones

generales. Tales elecciones precisamente se llevan a cabo sobre la base

de la desigualdad. ya que, si se busca mayoría, jamás las minorías

podrían decidir sobre su propio destino, en tanto Ia mayora poseería

todos Ios resortes para conducir, por el número, a los pueblos mino-

ritarios conforme a sus intereses. Una constitución deiidida poi la
mayoría solo convendrá al pueblo mayoritario. MACARTNEY escribió'

"La regla de la mayoría, ejercida generalmente baio el nombre
de clemocracia, es una verdadera tiranía" 68.

A la mayoría, en virtud de principios democráticos, le correspoffle
decidir en los asuntos comunes, pero no puede, válidamente, hacer pre-

valecer su número en los asuntos que son propios y exclusivos de una

región y un pueblo y que no pueden ser considerados coriunes (vg.

uso de la lengua, desarrollo económico, cultural, social, aprovecha-

miento de Ios recursos naturales. . . ) un.

57 NAERT. P. filósofo y profesor de la Universidad de Lund (Suecia), cit.
por OBIETA CHALBAUD f. A. en op. cit., pás,. Ll4.

ñ8 N{ACARTNEY, C.A. cit. por OBIETA CHALBAUD, J.A. en op. cit.
pág. 717.

59 La Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera
de la enseñanza, adoptada por h UNESCO, el 14 de diciembre de 1960 se refiere
a las minorías y expresa:

"1. Los Estados partes en la presente Convención acuerdan:... c) En que
debe reconocerse a los mieml¡ros de las minorías nacionales el derecho a eiercer
l¡s actividades que les sean pro...
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En un Estado multinacional suelen darse movimientos pobtacionales
de una región a otra, pero si tal "migración" adquiere er carácter de
sistemática desjntegración de la hornogeneidad cle un pueblo o nación,
orquestado por el poder dominante, induclablemente se está violando el
principio de libre determinación de los pueblos. si €n determinadas
regiones, en tiempo breve, la población ha perdido su homogeneidad
en porcentajes altos, sin precedentes en la historia del pueblo y sin jus-
tificación aparente en el presente, ello generalmente evidencia la desi-
gualdad de hecho existente entre los distintos pueblos. Similar situación
se da en Ios casos de fomento de la inmigración en zonas anteriormente
homogéneas en Io que hace a su población. Baste recordar la minoría
clel Tirol del Sur en tiempos de MUSSOLINL PaTa italianizarla cambió
los nombres de Iugares geográficos, fomentó la inmigración masiva de
población italiana y unió administrativamente esta provincia (a la que
denominó Alto Adigio) o Trento con el objeto que la población quedara
sumergicla en la populosa provincia italíana. Estas situaciones de sojuz-
gamiento se ven agravadas por el sofocamiento por la fuerza de todas
las manifestaciones patrióticas de los grupos nacionales por considerarlas
lesivas de la democracia y la unidad del Estado.

La autodeterminación no significa independencia. Solo las minorfas
fuertemente oprimidas terminan haciéndose separatistas comprendiendo
rlue toda igualdad anunciada es sólo nominal.

Las N.U., si bien no han apoyado dírectamente hasta la fecha
movimientos secesionistas, en los casos de opresión de un pueblo, viola-
ción de los derechos humanos colectivos, admitieron la ruptura dé Ia
integridad territorial de un Bstado soberano. Tal el caso de Banqladesh.

La protección que las N.U. brindan a los pueblos es insuficiente
no sólo por la falta de resortes para su efectividad, sino por su concep-

ción genérica. Al estar concebida en el mundo de los derechos humanos
y no de los pueblos -los que son fruto de lo que como conjunto reali-
zan: lengua, religión, cultura, tradiciones. ..- éstos se ven obligados
a Ia autodefensa.
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La ausencia de jurisdicción internacional deja a los pueblos domi-
nados librados a su suerte, abriendo sólo dos resquicios: eI recurso a

la opinión pública y a los medios violentos. Cuanto mayor es la carencia

de actividad por parte de los órganos de las N. U., tanto más se refuerza,
para el titular, la carga de su propia protección. Esta defensa casi siem-

pre va acompañada de intervenciones militares que apoyan a las partes

en conflicto, generando acciones de consecuencias impredecibles para

el mundo y sü paz.

La libre determinacíón de los pueblos dentro dc un Estado no

significa derecho a la secesión sino un derecho a su existencia nacional,

a la no discriminación. Como corolario de la negación de esos derechos

surge el derecho a la secesión, La minoría como pueblo, como nación

sometida posee derecho a la secesión; la minoria como minoría ca-

rece de é1.
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Oonclusiones

El principio de libre determinación, que naciera con visión uni-
versalista pero con los ojos puestos en Europa, üo reducida su aplica-
ción en las úItimas décadas sólo al campo del colonialismo formal. Esta
estrecha interpretación no condice con el objeto ni con el fin del prin-
cipio: el pueblo v su derecho a determinar libremente su condición
política y perseguir su desarrollo económico, social y cultural.

Todo pueblo sometido posee el derecho, posee el deber de sacudirse
el yugo de dominación que obstaculiza su existencia en libertad, ya sea

que se trate de colonialismo formal, de situaciones neocoloniales o de
colonialismo interno. Eadem ratio, idem jus.

La integridad territorial y la intangibilidad de las fronteras no cons-

tituyen un fin en sí mismas. A través de ellas se pretende respetar la
voluntad de unidad de uno o varios pueblos que libremente eligiefdn
una estructura jurídico-política interna y un status internaeional. Pre-

tender que los Estados deben permanecer inmutables de aquí a la eter-

nidad, aún contra Ia voluntad de sus pueblos, sería transfonnar sus

fronteras en prisión, sus leyes en maldiciones y al mundo en un hervi-
dero de violencia.

Los distintos casos exigen procedimientos adecuados y soluciones

diferentes correspondiendo a la O. N. U. -cuyo propósito fundamental
es mantener la paz y la seguridad internacionales- formular una teoría
y una técnica relativas a la aplicación del derecho de los pueblos a Ia
libre determínación. Ello es una verdadera necesidad de nuestro tiempo,
que exige el ingreso del derecho de libre determinación de los pueblos

en una nueva fase histórica de su aplicación.
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..LA PROTECCION Y PRESERVACION DEL MEDIO MARINO EN
EL DERECHO INTERNACIONAL CONTEMPORANEO"

EnNrsro J. Rer Cano

El tema de la protección y preservación del medio marinq aunque
fue abordado por la literatura jurídica de otras épocas, es recién en la
segunda mitad de este siglo cuando adquiere Ia dímensión que progresi-
vamente la transformaría en una de las cuestiones fundamentales del Dere-
cho del Mar y al mismo tiempo, una de las áreas más desarrolladas del
llamado Derecho Internacional Ambientalt.

Como es obvio, desde ambas perspectivas del derecho, la cuestión se

centró en la formación de un cuerpo de normas internacionales aptas
para regular los derechos y obligaciones cle los Estados y la elaboración
de principios básicos de conducta en la materia 2, ello sin perjuicio de
que Ia responsabilidad pudiera recaer en otros entes, y que ciertas orga-
nizaciones internacionales proporcionaran a traves de su estructura insti-
tucional los mecanismos adecuados para segurar la eficacia de la acción

interestatal.
La distribución clásíca de los espacios marítimos que, como lo ha

señalado Ia doctrina, se asentó sobre los in'Leleses hegemónicos de las
grandes potencias maritimas, se caracterizó por un reconocimiento de la

1 Cf. Quéneudec, Jean Pierre "La contaminación del mar ante el Derecho In-
ternacional", Valladolid, España, 1974, pá9. 9 y ss.

2 Cf. Emanuelli, Claude "Les principes généraux de droit et la protection des
Etats cótiers contre les risques de pollution des eaux naügables", en The Cana-
dian Yearbook of Intemational Law, Vol. XIII, pí,g.232 y ss.; Caflisch, L,C. "In-
ternational Law Ocean Pollution: the Present and Future", en Revue Belge de Droit
International, Vol. V[I, 1972, pág. 7-33; Rey Caro, Ernesto ]. "Problemática
Juridioo-internacional de la Protección del Medio Ambiente", en Humanitas, Uni-
versidad de Nuevo León, México, 1980, Nq 21, pág.647 y ss.
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soberanía estatal sobre una porción reducida cle las aguas marítimas
adyacentes a las costas de los Estados -mar territorial-, limitada por
el derecho de paso inocente o paso inofensivo en beneficio de los buques
de otros países, fundado en el "jus communicatiorris" y en el "jus commer-
tium'" banderas estas que no siempre se enarbolaron respetando sus

auténticos objetivos 3. Más allá de esta zona estaba la Alta Mar, con las

tradicionales libertades de navegación, de pesca y con el progreso de la
tecnología, de las Iibertades de tenclido de cables submarinos y de aero-
navegación, de las que gozarían los Estados con y sin litoral. En este

gran espacio, regiría el principio de la ley del pabellón del buque, prin-
cipio éste que solo cedería en el caso excepcional de la piratería. Uniea-
mente para el eiercicio de ciertas competencias en materia de infracciones

a las leyes de policía aduanera, fiscal, de inmigración y sanitaria que

pudieran cometerse en el territorio de un Estado o en su merr territorial,
se reconocía el derecho del estado ribereño de adoptar las medidas de

fiscalización necesarias más allá del mar territolial. Tal era la "zona con-

tigua", que como la definiera la Convención de Gincbra de 1958, era

eonsiderada una zona de alta mar.

Esta estructura comenzaría a resquebraiarse con la aparición del

concepto de plataforma continental que permitiría al Estado costero el

ejercicio de soberanía sobre el suelo y subsuelo de las zonas marítimas

adyacentes a su territorio más allá de su mar territorial hasta distancias

que fueron evolucionando a medida que el concepto se consolidaba. Por

otra parte, la reclamación de soberanía sobre mayores extensiones de

aguas ribereñas fundada en tazones predominantemente económicas" se

materializó en reivindicaciones baio la forma del mar territorial clásico,

de un mar territorial "evolucionado", de mar epicontinental, de mar

patrimonial o de zona económica y que llegarían a distancias -200 mi'
Ilas-, que a principios de síglo eran imposible de imaginar. Desde Ia
célebre Declaración de Santiago , de 1952 hasta las Declaraciones de Santo

Domingo y Yaundé. de 1972, se producirían innumerables actos estatales

especialmente originados en Estados latinoamericanos y africanos que echa-

ban por tierra la clásica dicotomía mar territorial-alta mar y se consti-

3 El alcance del derecho de paso inocente en relación a los derechos del Esta-
do costero en materia de preservación del medio marino ha merecido interesantes
estudios. Cf. Emanuelli, Claude "Lc pollution mariüme et la notion de passage

inoffensif", en Canadian Yearbook of International Law, Vol. XI, pág. 13-36.
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tuirían en el antecedente inmediato de la Zona Económica Exclusiva,
consagrada en la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho
del IWar, de 1982. Los Estados reclamantes no dejaban de advertir la
necesidad de contemporizar sus derechos en estas zonas eon los derechos
de los demás Estados y los de la comunidad internacional. Se iba ges-

tando una nueva distribución de competencias sobre los espacios marinos.
A ello cabe agregar que receptada Ia idea del Embajador Pardo de Malta,
expresada ante la Asamblea General de las Nacioncs Unidas en 1967, la
aplicación del principio del "patrimonio común de la humanidad" a los
fondos marinos y oceánicos situados más allá de las jurisdicciones nacio-
nales, habría de significar una disociación del régimen de la alta mar
y para su instrumentación surgieron entes u órganos sobre los que recayó
la obligación de conservar y preservar el medio marino, siendo a su vez
titulares de derechos, sin perjuicio de Ia tradicional responsabilidad de
los Estados a.

La ley del pabellón del buque experimentaría una reducción en el
ámbito territorial de aplicación y razones que se fundaban en los intere-
ses de la comunidad intemacional en su conjunto, limitarían su alcance.

Aquel "símbolo" de las grandes potencias marítimas en su confrontacíón
con los derechos de los Estados costeros, habría cle incidir direct¿imente
en las posturas adoptadas por los Estados en las sesiones preparatorias
de la III Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar y
en las deliberaciones de la misma, en relación a muchos problemas del

Derecho del Mar y entre ellos, la materia en consideración r.

Desde la óptica del De¡echo Internacional ambiental, la contámi-
nación producida por el derrame o vertimientos en aguas marinas de

sustancias nocivas con los consiguientes perjuicios, que en algunos casos

asumieron el carácter de verdaderas catástrofes, determinaría que se ges-

taran normas de alcance regional o universal que progresivamente fueron

4 Cf. Treves, T. "La pollution résultant de l'exploration et de I'explotation des
fonds marins en Droit international", en Annuaire Francais de Droit lnternational,
1978. pág. 831 y ss.

6 Cf. Douay, Claude "Le droit de la mer et la preservation du milieu marin',
en Le nouveau Droít de la Mer, sous le direction de Daniel Bardonnet et Michel
Virally, París 233 y ss.; Jimenez de Aréchaga, Eduardo "El Derecho Internacional
Contenporáneo", Madrid, 1980, pág. 275-278, Boyle, Alan B. "Marine pollution
under the Law of de sea convention", en American Joumal of Internatioü L*rv,
Vol. 79 (2),Apr!1, 1985, pág. 347 y ss.
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enriqueciendo esta ¡ama del Derecho de Gentes 6. Surgieron numerosos
tratados, y en conferencias internacionales se elaboraron principios recto-
res de la conducta de los Estados. La materia fue abordada desde el
punto de vista doctrinario y convencional bajo ópticas diferentes. Una,
teniendo en cuenta los agentes contaminantes como el petróleo, sustancias

radiactivas u otras sustancias nocivas. La otra, teniendo en consideración

las fuentes u origenes de la contaminación, como los vertimientos de

buques y aeronaves, descargas procedentes de buques o provenientes de

tierra por emisarios, y más recientemente por Ia exploración y erplotación

de los fondos marinos o de la utilización del espacio ultraterrestre 7.

A partir del Convenio de Londres de 1954, para prevenir la contami-

nación de las aguas del mar por hidrocarburos, que sufrió con posterio-

ridad algunas modifieaciones, se inauguraría una larga lista de instru-

mentos con Ia finalidad común de la preservación y protección de Ios es-

pacios marítimos, c.ue han sido analizados detalladamente por una aburr-

dante doctrína s.

En el ámbito universal al Convenio de Londres le seguirían' entre

otros, varios acuerdos vinculados a la utilización de la energía nuclear,

como el Tratado de Moscú de 1963 sobre prohibición de pruebas con

afinas nucleares en |a admósfera, en el espacio ultraterrestre, bajo el agua,

y el convenio de viena del mismo año sobre responsabilidad civil por

6 Cf. Lucchini, L. "A propos de i'Amoco-cadiz. La lutte contre la pollution

des mers: Evolution or t"j"ii." du Droit International", en Annuaire -Franc¿is de

Droit lternational, 1928,'ñ."ñ1 v-.r.t-ioil""Ler, Sterl' "A propos de I'accrdent

iiiLáffg.. probleáes por"-, ñ"r la ipollution par les installations de production pe-

troliere off shore", "" ;;;;l;'Fiancais dJ D¡oit International, 1918, pág. 112

;;;;ñJ"frái" áJ ü J-. "r". reactions de I'o.M.C.I. au desastre de l'Amoco-

Ciáii,,Ibidem, pae. iiS y ss. Dupuy, pierre \{a¡ie "La présewation du milieu

;;i;'1 ." rtuit! áo Nott'"uu Droit de la Mer, Bruselas, 1985, -pág' 983 v ss '

ü.t" uotot pone de **ifi"rto Ia insuficiencia de los sistemas indemnizatorios de

los años 7O, que ,to 
"o¡ri"tt 

toda la casuistica, surgiendo comq consecuencia de

"lá"""t-¿uti.trls 
la conciencia de la necesidad de una le9i5l¿si6t complernentaria'" ? Cf. Yturriaga Barberán, José Antonio "Preservación del meilio marino: pers-

p".tirraliobal", "i L. actual ieüsión del Derecho del lVar, Madrid, 1974, I segunda

parte, pág. 363.- t'ñol Vicent "Acuerdos regionales sobre preservacíón-del medio-marino", en

La actual revisión,.., pág. 43 y ss; Yturriaga Barberán, José Antonio, op. cit.;
ó.réo".rd.", Jean pierre, ob. cit., pág.24 y ss;Kiss, Alexandre Charles "Los prin-

"ip-r-gá"l"ies 
del Deiecño del'tr¡edlo Ambienie", Valladolid, España, 1975, pág.

iÉ y "i. Según este últrmo autor, el mar _con_stituye el campo en que más se ha

desárrollado 
*la 

reglamentación internacional, debido a las caracterísücas físicas y
juridicas de los océanos y la Alta lrfar.
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daños nucleares. además del Convenio de Bruselas de 1971 sobre res-

ponsabilidad por transporte marítimo de materiales nucleares. La desac-

tualización del Convenio de Londres de 1954, determinó que tras una

impofiante conferencia para tratar los problernas de Ia contaminación
marina convocada por la OCMI, se suscribiera en 1973, también en Lon-
dres, un Convenio internacional para prevenir la contaminación por los

buques, que constituye uno de los instrumentos más completos sobre la
materia, con cinco anejos, 2 obligatorios y 3 facultativos referidos a hi-
drocarburos, sustancias nocivas líquidas transportadas a granel, sustancias

perjudiciales transportadas en paquetes, contenedores u otros receptáculos,

aguas sucias de los buques y basuras de los buques, con normas prohi-
bitivas de actos de descarga e. Un año antes se había adoptado en Lon-
dres un 'Convenio sobre prevención de la contaminación del mar por
vertimiento de deshechos y otras materias'" qrr" consagró a escala uni-
versal los principios adoptados en el Convenio cle Oslo, de 1972, sobre
vertidos de buqucs y aeronaves, que suscribieron los países ribereños
del Atlántico Nordeste 11.

También en el ámbito regional se adoptaron importantes instru-
mentos, como el Acuerdo de Bonn de 1969 relativo a la cooperación en
materia de lucha contra la contaminación de las aguas del Mar del Norte
por hidrocaburos, que fue una reacción regional ante el accidente del
"Torrey Conyon", petrolero liberiano que derramó 60.000 toneladas de
esta sustancia en el mar, causando graves daños en el medio marino
de las zonas cercanas a las costas de fnglaterra y Francia; el Acuerdo
de Copenhagen, de 1974, relativo a las medidas trdoptadas para luchar
contra la contaminación por hidrocarburos de las aguas del mar; el Acuer-
do de Neuilly, de 1972, relativo a la lucha contra la contaminación de
las aguas del lvfediterráneo también por hidrocarburos; el Convenio de

e Cf. N{estral de, A.L.C. "Le Convenüon internationale de 1973 sur la pré-
vention de la pollution par les navires", en Canadian Yearbook of Internatio-
nal Law, Vol . XII, pág. 239 y ss.

10 Cf. Mestral de, A.L.C. "Le convention sur la prévention de la pollution
resultant de I'immersion cle Déchéts á la mer", en Canadian Yearbook of Interna-
tional Law, Vol . XI, pág. 226 y ss.

- 11 La Repúblic¿ Argenti,na aprobó este Convenio por Ley 21947 del 0 de mayo
de 1979, Cf. nuestra reseña "Convenio soble la prevención de la contaminación del
mar por vertimientos de desechos y otras materias", en Boletín de Ia Facultad de
Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de Córdoba. Años XLII-
XLIII . Na l-2, pá9. 367 y ss.
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oslo, de L972, ya citado; el convcnio de Helsinki sobre protección clel
medio marino en el Mar Báltico, de rg7412; el Protocolo de Barcelona
de 1976 relativo a la cooperación en materia de lucha contra la conta-
minación del Mar Mediterráneo por hidrocarburos y otras sustancias no-
civas 13, etc.

Debe destacarse la escasés de instrumentos regionales en el ámbito
de los mares ribereños a los países latinoamericanos. En el área del
Pacífico Sur, se han firmado un "Convenio para la protección del medio
marino y la zona costera del Pacífico Sudoeste", en Lima, en noviembre
cle 1981; un "Acuerdo sobre la cooperación regional para el combate
contra Ia contaminación del Pacífico Sudoeste por hidlocarburos y otras
sustancias nocivas en caso de emergencia", suscripto en igual lugar y
fecha; un Protocolo Complementario de este últir¡o acuerdo, firmado en

Quito, en 1983; y un Protocolo para la protección del Pacífico Sudoeste

contra la contaminación proveniente de fuentes terrestres, adoptado tam-
bien en Quito, en 1983 14.

Desde los primeros instrumentos se fueron plasmando un conjunto
de normas de fondo y procesales, que luego se incorporaron en la Con-

vención de Jamaica, de 1982, sobre el Derecho del Mar. Asimismo, en

diversas declaraciones aprobadas en conferencias internacionales sobre

Ia materia, se enunciaron principios que también entraron a formar parte

de tal Convención.

La Declaración de Principios que regulan los fondos marinos y
sceánicos y su subsuelo fuera de los límites cle la jurisdicción nacional,

aprobada por la Resolución 2749 (XXV) de la Asamblea General de las

Naciones Unidas, estableció que los Estados, en relación a las activida-

des de la Zona, adoptarían y aplicarían reglas y procedimientos interna-

cionales y colaborarían aI efecto o fin de "'a ) impedir Ia contaminación,
impurificación y otros peligros para el medio marino, incluídas las costas

121 Cf. Kiss, Alexandre Charles "Récents traités régionailx colcernants la pollutioa
de la mer", en Annuaire' Francais cle Droit International, 1976, ptig. 720 y ss.

13 Cf. "Conferencia de Plenipotenciarios de los Estados ribereños de Ia región
del Mediterráneo sobre Ia protección del Mar Mediterráneo", en Anuario de Derecho
Inte¡nacional, F¿cultad de De¡echo, Universidad de Navarra, España, Vol. III, pá9.
740 y ss.

la Ci. Comisién Permanente del Pacífico Sur "Convenios, Declaraciones, Esta-
futos, Reglamentos, Reuniones y Personal Interr¡acional", Quito, Ecuador, 1985, pág.
39 y ss.
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y la perturbación del equilibrio ecológico del medio marino". Se dejaba
a salvo los derechos de los Estados ribereños vinculados con la adopción
de medidas "para prevenir, mitigar o eliminar un peligro grave e inmi-
nente para sus costas o intereses conexos derivado de la contaminación,
la amenaza de la contaminación u otras contingencias azorosas de cuales-
quiera actividades en la zona o causadas por tales actívidades, con suje-

ción al régimen intelnacional que se establezca" ls.

La "Declaración de Estados Latinoamericanos sobre el Derecho del
lv{ar", del año 1970, reconoció el derecho de los Estados ribereños a

prevenir la contaminación de las aguas y otros efectos peligrosos y noci-
yos que pudieren resultar del uso, exploración y explotaeión del medio
adyacente a sus costas. En la reunión de Lima, conjuntamente con la men-
cionada Declaración se adoptó una resolución sobre el problema de la
contaminación del medio marino, en la que se recomendaba a los Gobier-
nos latinoamericanos, entre otras políticas, la clecisión de resguardar el
medio marino 16.

En Ia reunión del "Grupo Intergubernamental sobre la Contamina-
ción de las Mares". realizada en Ottawa, en 1971, que fuera constituido
por la Comisión Preparatoria de la Conferencia de las Naciones Unidas
sobre el Medio Humano, se elaborarían i¡nportantes principios y direc-
trices para la preservación del medÍo marino, que establecían obligacio-
nes generales tales como: Los Estados tienen el deber de proteger y
preservar el medío marino, adoptar medidas para evitar la contaminación
marina y no transferir riesgos o daíros de contaminación de una párte
a otra del medio malino; Los Estados deben reducir al mínimo la des-
carga en el mar de sustancias nocivas procedentes de tierra o de buques
y aeronaves, disponer de recursos adecuados para hacer frente a la con-
taminación producida por la exploración y explotación de los fondos mari-
nos dentro de su jurisdicción y colaborar con los organismos interna-
cionales competentes para impedir la contaminación de este tipo produ-
cida fuera de su jurisdicción nacional; Los Estados deben proteger las
zonas del medio marino adyacentes a sus costas contra los daños causa-

dos por actívidades realizadas dentro de sus propios territorios. Está obli
gación se extiende a todos los Estados en relación al medio marino fuera

15 Cf. As¿mblea General, Documentos Oficiales de XXV Período de Sesiones,
Suplemento Nírm. 28, Doc. A,/8028, pág. 13.

16 Ver texto en "La actual revisíón del Derecho del Mar,.., pág. 310.
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de las jurisdicciones nacionales. Los Estados deben cumplir la obliga-
ción que emana de los daños por la contaminación derivada de sus pro-
pias actividades o de las organizaciones o personas que están bajo su
jurisdicción y cooperar en la elaboración de procedimientos para hacer
frente a tales daños, de conformidad con el Derecho Internacional.

Ei preámbulo de la llamada Declaración de Ottawa contendría con-
ceptos que sustentarían la acción internacional futura, en la que la "hu-

manidad" asume un papel destacado: "El medio marino y todos los or-
ganismos vivos que mantiene son de vital importancia para la Humani-
dad, e interesa a la Humanidad entera administrar dicho medio de modo
que no queden perjudicados ni su calidad ni sus recursos... Se necesita

una adecuada administración, y las medidas encaminadas a evitar la con-

taminación de los mares deben considerarse un elemento esencial en esta

administración de los mares y océanos y de sus leculsos naturales" l?. Sin

duda, la Declaración de Ottawa, constituiría el cuerpo más completo de

principios orientadores sobre la preservación del medio marino y de la
lucha contra la contaminación y habría de incidir decisivamente cn los

trabajos de la III Conferencia de las Naciones Unidas sobre el De-

recho del Mar.

La reunión de Ottawa precedió a la Conferencia de Estocolmo sobre

el Medio Humano que se celebró en junio de 1972, siendo ésta un hito
relevante en la acción interestatal para ia preservación del medio ambien-

te. De allí surgiría la "Declaración sobre el Medio Humano", adoptada

por consenso de los 113 Estados que asistieron a clla. lContiene 26 prin-

cipios, El príncipio 7e estableció que "Los Estados deben ton-rar todas

las medidas posibles para impedir la contaminación de los mares por

sustancias que puedan poner en peligro la salud del hombre, dañar los

recursos vivos y Ia vida marina, menoscabar las posibilidades de espar-

cimiento o entorpecer otras utilizaciones legítimas del mar". El principio

69 le impone a los Estados eI deber de poner fin a la descarga de sus-

tancias tóxicas que eI medio no pueda neutralizar, y de apoyar la lucha

de los pueblos contra Ia contaminación. El principio !|Q, reitera el clere-

cho soberano de los Estados "de explotar sus propios recursos en aplica-

ción de su propia política ambiental y la obligación de asegurarse de

que las actividades que se lleven a cabo dentro de su jurisdicción <r bajo

1? Ver texto en "La actual revisión del Derecho del Mar..., pá9.319-322.
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su control no perjudiquen al medio de otros Estados o de zonas situadas

fuera de toda jurisdicción nacional". EI principio 224, impone el deber

de cooperar para desarrollar eI Derecho Internacional referente a la res-

ponsabilidad y a la indemnización a las víctimas de la contaminación y
otros daños ambientales que causen las actívidades realizadas dentro de

la jurisdicción del Bstado o bajo su control, eD zonas situadas fuera de

su jurisdicción.

La ayuda a los países en desarrollo para la cooperación científica y
la cooperación en las cuestiones internacionales relativas a Ia protección
y mejoramiento del medio, constituye el contenido de los principios
20q y to{e.

Nuevamente el ca¡ácte¡ universalista y la concepción global de la
materia aparece en el preámbulo, donde se afirma que "La protección y
mejoramiento del medio humano es una cuestión fundamental que afec-

ta aI bienestar de los pueblos y al desarrollo económico del mundo
entero, un deseo urgente de los pueblos de toclo cl mundo y un deber
de todos los gobiernos".

En el campo regional, la Declaración de Santo Domingo del I de
junio de 1972 sobre los problemas del mar destacaba "el deber de

todo Estado de abstenerse de reaiizar actos que puedan contaminar los

mares y sus fondos marinos, tanto dentro como fuera de sus respecti-
vas jurisdicciones", reconociéndose la responsabilidad de las personas

físicas y jurídicas que causen daños al medio ambiente marino, reco-

mendándose un acuerdo internacional de alcance mundial 18.

La cuestión de la contaminación marina fue considerada en la
Comisión de Fondos Marinos, en donde las propuestas respondieron
a dos grandes criterios, El primero, m¿ntener la competencia exclu-
siva del Estado del pabellón fuera del mar territorial, que tenía como

lógico sostenedores a las grandes potencias marítimas. El segundo, se

reflejaba en las propuestas que extendían la jurisdicción del Estado

ribereño a una zona adyacente al mar teritorial. Esta perspectiva] "zonal"

era sostenida por numerosos Estados ribereños, y tendía a que éstos

pudieran adoptal y aplicar medidas conducentes a evitar la conta-

minación marina por buques en áreas adyacentes al mal territorial que

se encontraban bajo jurisdicción de dichos Estados.

1s Ver texto en "La actu¿l revisiírn del Derecho del Nfar..., pág.332.
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Yturriaga Barberán, examinando el contenido de las propuestas
presentadas en la Comisión, las agrupa en 4 núcleos: a) las propuestas
"zonales radicales", que pugnaban por el reconocimiento del derecho
de los Estados ribereños de establecer una zona de control de la con-
taminación del medio marino que no excediera las 200 millas, dentro
de la cual ejercerían jurisdicción para controlar las actividades y para
impedir o reducir los daños al medio marino; b ) la posisión *zonal

rnoderada", que reconocían al Estado la facultad de ejecutar las medidas
adoptadas para la protección y preservación del medio marino dentro
de los límites de su jurisdicción nacional, incluídas las zonas de pro-

tección ambiental adyacentes a su mar territorial; c) las posturas que

defendían la "exclusividad de la ley del pabellón" fuera del mar terri-
torial de los Estados; d) los proyectos que complementaban la ley del
pabellón con la del Estado del puerto, con diversas alternativas 1e.

LA TERCERA CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS

SOBRE EL DERECHO DEL MAN

La consideración integral de los problemas del Derecho del Mar a
la luz de las profundas modificaciones que había experirnentado la
estructura clásica de los espacios marinos, constituiría uno de los grandes

esfuerzos de las Naciones lJnidas, tendiente a su codificación.
El tratamiento de la cuestión de la preservación y conservación del

medio marino se vio facilitada por una vasta labor precodificadora mani-
festada en la adopción de normas convencionales de carácter general y
regional consagradas en los numerosos tratados ya referidos, y el reco-

nocimiento de principios básicos y normas de conducta onuncrados en

reuniones y conferencias especializadas y en trascendentes resoluciones

de Ia Asamblea General de la ONU.
Esta situación contrasta con Ia imperante en la Is y IIo Conferencias

de Ginebra, de 1958 y 1960, Eir aquellas oportunidades la materia en

exar¡en aparece en formá muy aislada y sólo se incluye en la Convención
sobre Alta Mar y en la Convención sobib Plataforma Continental. En la
primera, el art. 24 estableció que "Todo Estado está obligado a dictar

1ecl. op. cit., pág. 418-422.
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disposiciones para evitar la contaminación de las aguas por ios hidrocar'
buros vertidos de los buques, clesprendidos de las tuberías submarinas o

producidos por la explotación y exploración del suelo y del subsuelo sub-

marinos, teniendo en cuenta las disposiciones de los convenios existentes

en la knateria". Unicamente se hacía referencia ¿r un agente contaminantc"

y a determinadas fuentes de contaminación. El art. 25 aborda la cuestión

de las sustancias radiactivas y otros agentes nocivos, imponiendo a los

Estados la obligación de evitar la contaminación producicla por la inmer-
sión de desperdicios radiactivos, teniendo en consideración lab normas y
reglamentos que puedan dictar las organizaciones internacionales compe-

tentes, y Ies obliga a colaborar con éstas para la preservación del mar y el

espacio aéreo suprayacente contra la contaminación provenicnte de acti-
vidades realizadas con sustancias radiactivas y otros agentes nocivos. La
segunda incluye refe¡encias genéricas en el art. 5, párrafos lo y 7a, obli-
gando al Estado costero a adoptar en las zon¿rs de seguridad de las insta-
laciones y dispositivos para la exploración y explotación de los recursos
naturales, "todas las .medidas adecuadas para proteger los recursos vivos
del mar contra agentes nocivos".

Durante los debates de la IIIs Conferencia, a pesar de que la temá-
tica no fue de las que ofreció mayores dificutlades ni presentó posiciones
irreductibles, nuevamente se enfrentaron las posturas sostenidas por los
Estados que proponían el reconocimiento de derechos que le permitiera
adoptar medidas en zonas adyacentes a su mar territorial, y por las pot€n-
cias marítimas que se aferraban a la ley del pabellón. La ,materia estaba
estrechamente vinculada con el reconocimiento de la Zona Económica
Exclusiva y los derechos que sobre ésta podían ejercer los Bstados ribere-
ños por una parte, y con el régimen que se atribuiría a la Zona de fondos
marinos situados más allá de las jurisdicciones nacionales, por la otra,
que eran las dos grandes innnovaciones del Derecho Internacional me-
rítimo contemporáneo.

El tema fue tratado en la Tercera Comisión, que constituyó una pro-
longación de la Subcomisión III de la Comisión sobre la Utilización con
Fines Pacíficos de los Fondos Marinos y Oceánicos fuera de los Límites
de la Jurisdicción Nacional. Dicha subcomisión fue creada en 1g71.

Muestran las mencionadas posturas, algunas intervenciones en las
sesiones de la Tercera Comisión. Así, el representante de Dinamarca, se

erpresaba en los siguientes términos:
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"Su delegación, si bien está dispuesta a considerar cl principio dc
que el Estado portuario es a quien corresponde hacer aplicar las dispo-
siciones, entiende que la autoridad de este último debe círcunscribirse a
la aplicación de normas internacionalmente convenidas, y no debe estar
basada en disposiciones nacionales adoptadas por el propio Estado por-
tuario, Las medidas que éste tome para hacer cumplir las normas, como
la visita y registro de un buque, deben circunscribirse en genelal al tiempo
que eI buque permanece en puerto, y todo procedimiento iniciado contra
un buque debe comunicarse inmediatamente al Estado del pabellón" 20.

La postura llamada "zonal", se manifiesta en las intervenciones cle

varias delegaciones, entre ellas la de Australia:
"Australia favorece un enfoque zonal,. en virtud de¡I cual el Estado

ribereño estaría autorizado, de acuerdo con el derecho internacional, a

ejercer un control eficaz de la contaminación por los buques en la alta

mar, en una zon& contigua a su mar territorial. En el documento. .. Aus-

tralia expuso algunos principios en virtud de los cuales el Estado ribereño
podría proteger su rmedio marino sin oponer injustificadamente obstáculos

a la navegación; en esos principios hay un eqquilibrio que la clelegación

de Australia considera importante" 21.

Por su parte, la propuesta del delegado de Francia ponía de mani-

fiesto posiciones intermedias:

"La delegación de Francia considera que debe haber dos excepciones

claramente definidas a la aplicación del derecho del Estado del pabellón:

en el caso en que tenga fundados motivos para creei quei se ha cometido

una violación, el Estado ribereño debe estar facultado para verificar dicha

violación y comunicarla a los tribunales del Estado del pabellón. Debe

estar facultado también para procésar aI infractor en sus propios tribuna-
les en el caso de que el Estado del pabellón así no Io haga, Esta solución

es eficaz, dado que el Estadci del pabellón no suele interesarse en proce-

sar al infractor y eI Estado ribereño suele estar en mejores condiciones de

verificar la infracción. Es, al mismo tiempo, una solución que protege la
libertad de comunicación, puesto que el buque sólo podrá ser detenido

du¡ante el tiempo estrictamente necesario para verificar la infracció¡. - -" 22.

20 Cf. Tercera Conferencia de las Naciones Unida¡ ¡obre el Derecho del Mar,
l)ocumentos Oficiales, Vol. II, N'Y., 1975, pig. 347.

2r lbidem, pÁg. 348
12 lbidem, pág. 368
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La proyección de Ia problemática de la preservación y protección del

medio marino en Ia nueva distribución de los espacios marinos y la titu-
Iaridad de derechos y obligaciones, se manifestalí¿ iguaLncnte en las

posturas de las delegaciones asistentes:

"La zoná en que el Estado ribéreño debe tener clerecho a establecer

normas co,mplementarias y reprimir las infracciones es la denominad¡
zona económica o mar patrimonial. Nueva Zelandia considera que, dentro

de su zona de jurisdicción, el Estado ribereño debe tener tanto derechos

como obligaciones. En efeito, tiene la responsabilidad de lir explotación

racional de los recursos de la zona y, Por lo tanto, debe reconocérsele

también juris-dicción en lo que respecta a la preservación del medio en

el que existen esos recursos" s.

La delegación de Pakistán, sostenía:

'La Autoridad internacional de los fondos marinos que ha de esta-

blecerse en virtud de la futura convención del¡e tener a su cargo la pre-

vención de la contaminación y la preservación del medio :narino en la
zona internacional, y debe también facilitar la asistencia técnica necesa-

ria a los Estados ribereños para la adaptación y nplicación de las normas

internacionaló en la zona de su jurisdicción" ra.

En cuanto a la amplitud de las normas clue debían ser incluidas en

la futura Convención, en general hubo coincidéncia en que ésta debí¿

contenei un conjunto de reglas básicas que luego se complementarían con

la participación de los organismos internacionales competentes. Tal fue

la opinión de las delegaciones cle España y Suecia, entre otras, El repre-
sentante de la pritnera, sostuvoi

". . . el futuro convenio no debe ser una simple declaración de prin-
cipios sobre el medio marino, sino contener una serie de articulos gene-

¡ales sobre la preservación de este medío y la lucha contra la contamina-
ción, que puedan ser ulteriormente completados y desarrollados por los
organismos internacionales especializados, o por las organizaciones re-
gionales" zr.

Las características de la responsabilidad por los daños ocasionados

% lbidem, pág.
2a lbidem, pág.
!5 lbidem, pág.

364
,Jr} I
37r

253



ARGENTINO DE DENECI{O INTERNACIONAL

en el medio marino y la falta de actualidad dc las nolill¿rs clásicas sobre
esta materia, fue destacada por el delegado de Suecia:

"Con respecto a la responsabilidad y la indemnización, ha de subra-
yarse el carácter especial de los daños de que se trate. Los daños al
medio marino muchas veces no perjudican a una persona determinada.
Así, puede decirse que la contaminación de l¿ alta mar perjudica a toda
la humanidad. A menudo es muy difícil probar la relación causal entre
determinada actívidad y los perjuicios que ocasiona o estimar el monto
de éstos en dinero. Por estas razones, es evidentc que la doctrina tradi-
cional de la indemnización por glaños y perjuicios no permite resolver
adecuadamente las cuestiones relativas a la irrdemnización por dairos

causados al medio marino, cuestión ésta que debe ser estudiada más a
fondo de lo que puede hacerlo Ia Comisión- 26.

La necesidad de dar una solución global a la problemática sometida a

consideración de la Tercera Comisión en cl aspecto examinado, se puso
de manifiesto ab-initio con un marcado consénso. Al respecto, el dele-
gado de la Repírblica Democrática Ale¡nana, sostuvo en la primera in-
tervención:

"Existen ya algunos acuerdos bilaterales, rogionales o especiales para

Ia protección del medio marino y se están preparando otros; pero el pro-

blema sólo podrá ser verdadera,¡rnente resuelto por una convención uni-
versal que abarque todas las esferas. De poco siiven medidas diversas y
parciales para las zonas ribereñas; se requieren normas internacjonalmente

convenídas que sean universalmente aplicadas. La contaminación del mar

procede de distintas fuentes de la tierla, de los buques y de las activi-
dades en los fondos marínos, y sería inútil cj¡cunscribirse a una sola de

ellas. Además la protección del medio narino no puede septrrarsc de la
protección del medio ambiente nacional" 2?.

El Presidente de, la Comisíón, al resumir las intervenciones de las nu-
merosas delegabiones que expresaron sus opiniones, destacó las principa-
Ies tendencias generales, quo luego se materializarían en el texto defini-
tivo de la Convención:

Existía una seria preocupación por el peligro creciente de la conta-

,6 Ibidem, pág.
,z lbidem, pág.

360
346
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minación marina y el deterioro del medio marino, y una marcada coinci-
dencia en la necesidad de rnedidas eficaces y coordinadas.

El alcance y extensión de los derechos y obligaciones de los Estados
ribereños y de los Estados del pabellón en el control de la contaminación
marina revestía una importancia funda¡nerrtal, debiendo establecerse un
justo equilibrio entre el ejercicio de la jurisdicción por parte de los
primeros y los derechos del Estado del pabellón.

Se reconocía la estrecha interrelación entre las medidas nacionales,
regionales y mundiales destinadas a impedir o disminuir la contamina-
ción marina.

Se coincidió en la necesidad de medidas de evaluación, de control
operacional y de ejecución respecto a. las fuentes principales de conta-
,minación, como Ia procedente de tierra, de la explotación de fondos ma-
rinos, de la procedente de buques y la contaminación resultante de ver-
timientos, destacándose el peligro extremo de la contaminación por
sustancias radiactivas.

EI problema de la responsabilidad y las obligaciones de los Estados,
en particular de los del pabellón respecto de la contaminación proce-
dente de los buques, debía merecer una consideración especial.

Hubo coincidencia en la necesidad de prr¡rn(,ver el desarrollo pro-
gresivo y la códificación del Derecho Internacional en la materia y de
Ia participación de las instituciones internacionales interesadas, en la pre-
servación del medio marino %.

LA CONVENCION DE NACIONES UNINDAS

SOBRE EL DERECHO DEL MAR

La convención ha dedicado la Parte XII a Ia "protección y preser-

vación del Medio Marino", aunqué se encuentran disposiciones sobre la
materia en capítulos anteriores.

Así, siguiendo la metodología de Ia mayor parte de las convenciones
codificadoras, en el art. 1, se definen los distintos términos empleados
en el instrumento y el alcance, Entre ellos, se incluye en concepto de
contaminación del lmedio marino, entendiéndose por tal:

28 lbidem, pá9. 373-374
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"la introducción por el hombre, direct¿r o indirectamente, de sustan-

cias o de energía en el medio marino incluidos los estuarios, que pro-
duzca o pueda producir efectos nocivos tales como daños a los recursos

vivos y a la vida marina, pe.ligros para la salud humana, obstaculizaciín
de las activjdades marítimas, incluidos la pcsca y otros usos legítimos del

mar, deterioro de la calidad del agua del mal para su utilización y me-

noscabo de los lugares de esparcimiento".

Por otra parte, al ¡eferirse la CNUDM al significado del paso ino-

cente -art. 19-, determina que el paso de uu buque extranjero resulta

perjudicial para la paz, el buen orden o la seguridad del Estado, cuand<¡

aquel realíce en el mar territorial, entre otras actividades "cualquier acti-r

de contaminación intencional y $rave contrario a esta Convención", y t"
reconbce al Estado ribereño la fa.cultad de dictar leyes y reglamentos

para la preservación del medio ambiente y la prevención, reducción y

contaminación de éstet (art. 2l).
Igual¡nente cuando regula el derecho de paso en tránsito en los

estrechos utilizados para la navegación internacional *art. 93-, entre las

obligaciones de los buques durante aquel, se impone el deber de cumplir

con los "reglamentos, procedimientos y prácticas para Ia prevención,

reducción y control de la contaminación causada por buques" y entre los

derechos de los Estados ribereños de estrechos -art. 42*, se reconocc

el de dictar leyes y reglamentos para la prevetrción, reducción y control

de Ia contaminación "Ilevando a efecto las reglamentaciones internacio-

nales aplicables relativos a la descarga en el estrccho de hidrocarburos,

residuos de petróleo y otras sustancias nocivas", y se prevé -art. 43-,
que los Estados usuarios y los Estados ribereños de un estrecho deben

cooperar mediante acuerdos para prevenir, reducir y controlar la conta-

minación causada por buques.

La CNUDM reconoce asitnismo al Estado ribereño cn la zona eco-

nómica exclusiva, jurisdicción para la protección y preservación del rne-

dio marino (art. 56).

En la Parte VII, dedicada al régimen jurídico cle la Alta Mar, entre

los deberes del Estado del pabellón se consagra la obiigación de ejercer

de manera efectiva su jurisdicción y control sobre los buques que enar-

bolen su pabellón en cuestiones administrativas, técnicas y sociales' y

entre las medidas que debe tomar se prescriben aquellas que aseguren

que el capitán, los oficiales y la tripulacién conozcan plenamente y cum-
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plan los regla,rnentos internacionales aplicables entre otras mater.ias, a la
prevención, reducción y control de la contaminación marina (Art. g4,

párr. 4, ine. c).
Al regular las actividades en Ia ZONr\, sc impone a la Autoridad la

obligación de proteger el medio marino contr-a los efectos nocivos de
tales actividades debiendo la misma establecer normas, reglamentos y
procedimientos apropiados para "prevenir, reducir y controlar la conta-
lminación del medio marino y otros riesgos para éstc, incluidas las costas,
y la perturbación del equilibrio ecológico del medio marino, prcstando
especial atención a la necesidad de p¡otección contr.a las consecuencias
nocivas de actividades tales como la perforación, el dragado, tra excava-
ción, la evacuación de desechos, la construcción y el funcionamiento o
mantenimiento de instalaciones, tuberías y otros dispositivos relacionados
con tales actividades" (art. I45, ap. a).

La Parte XII que comprende 46 artículos sobre la materia, ha sido
dividida en l1 Secciones.

La primera de ellas contiene disposiciones generales o principios
básicos que rigen los derechos y obligaciones de los Estados en ra mate-
ria, Ia mayoría de Ias cuales ya estaban incorporadas en los numerosos
tratados de alcance universal y regional celebrados en Ias décadas ante-
riores.

un principio rector impone a los Estados la obligación de proteger
y preservar el medio marino (art. 1g2) y d este principio debc adecuarse
el derecho soberano de los Estados de explotar sus recul.sos naturales de
acuerdo a su política de medio ambiente (art. Ig3).

En este catálogo de obligaciones sobresalen: a) El deber de ros
Estados de tomar en forma individual o colectiva las medidas compati-
bles con la convención, necesarias para preservar, reducir y controlar la
contaminación del medio marino procedente de cualquier fuente; que
las actividades bajo su jurisdicción o control no causen perjuicios a otros
Bstados o a su medio ambiente y que la contaminación por accidentes o
actiüdades bajo su jurisdicción o control no se extiendan más allá de
las zonas donde ejerza derechos de soberaní. (art. rg4); b) La obriga-
ción de que las medidas adoptaclas con tal finalidad no impliquen directa
ni indirectamente transferencia de daños o peligros de un área a otra o
transformación de un tipo de contarninación cn otro (art. lg5); c) El
deber de toimar las medidas necesarias p:rr¿r prevenir, reducir y controlar
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Ia contaminación del medio marino causada por la utilización de tecno-
logía baio su control o la introducción de especies extrañas o nuevas que

puedan causar cambios considerables o perjudiciales en un sector deter-
minado del medio marino.

La Seccíón 2, regula la cooperación a nivel mundial o regional, la

que se podrá instrumentar directamente o a través de las organizaciones

internacionáles cgmpetentes mediante la formulación de leglas y están-

dares y prácticas y prrrcedimientos de carácter internacional, adecuadas

a las características de cada región (art. 197).

La cooperación igualmente se materializa al imponer al Estado el

deber de notificar todo daño a su medio ambiente o peligro de daño a

los otros Estados que pudieren resulter afectados por esos daños y a las

organizaciones internacionales competentes. En esta hipótesis los Estados

del área y las organizaciones ínternacionales referidas deben cooperar

para eliminar los efectos de la contamin:rción y plevenir y reducir al

mínimo los daños (arts. 198 y 199).

Los Estados Partes, se comprometen en este malco de la cooperación

a la promoción de estudios y realización de programas de investigación

científica y a intercambiar información y datos obtenidos sobre l¿ conta-

minación del medio rmarino (art. 200) y sobre los datos que proporcione

esta actividad, establecer criterios científicos para formular y elaborar

reglas y estándares (art. 201).

La Sección 3, contempla la asistencia técnica a los Estadot en desa-

rrollo. Comprende por parte de los Bstados la promoción de programas

de asistencia científica para la protección y preservación del medio ma-

rino; la formación de personal científico y técnico; la entrega de equipos

y servicios necesarios y Ia prestación de asistencia en caso de incidentes

que por. su importancia puedan causar uDa gfave contaminación al me-

dio marino, entro otras actividades. Se establece parn los Estados en

desarrollo un trato preferencial a travós de las organizaciones interna-

cionaleso en Ia asignación de fondos y asistencia técnica y la utilización

de servicios especializados.

La vigilancia y evaluación arnbiental constituye la matcria de la
Sección 4. Impone a los Estados deberes a cumplir en forma directa o ¿

través de organizaciones interlacioriales competentes. Par¿r ello deben

observar, medir" evaluar y a¡alizar los riesgos de contaninación del me-

dio'marino, manteniendo bajo su vigilancia los efectos de cualquier acti-
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vidad que autoricen o realicen (art.204). Deben publicar los informes
vinculados con los resultados obtenidos (art. 205) y cleben evaluar los
efectos potenciales de actividades proyectadas bajo su jurisdicción o
control <1ue puedan causar una contaminación '"consideiable" del medio
nlarino u ocasionar cambios importantes 1' perjudiciales (art. 206).

La Seccjón 5. aborda la cuestión de las reglas internacionales y le-
gislación nacional para prcvenir, reducir y controlar la contaminación del
medio marino. Contrariamente a lo que pareciera insinuar el título, no se
establecen las normas pertinentes sino que se determinan las pautas y
objetivos que deben alcanzar las mencionadas reglas, ctistinguiéndose entre
los siguientes casosl

La contaminación procedente de fuentes terrestres, incluídos los ríos,
estuarios, tuberías y estr.ucturas de desagrie;

La contaminación resultante de ¿rctividades relativas a los fondos ma-
rinos a la jurisdicción nacional (plataforma continental) y de islas arti-
ficiales, instalaciones y estructuras bnjo su jurisdicción;

La contaminación resultante de actividades en la zoN.t.

La contaminación por vertimientos;

La contaminación causada por buques;

La contaminación desde la admósfera o a traves de ella.

se prevé que las Ieyes y reglamentos nacionales deben ajustarse a las
reglas ¡, estándares v a la.s prácticas y procedimientos recomendados en
Ios convenios internacionales y no podrán ser menos eficaces que éstos.
En cuanto a Ia legislación internacional, se canaliza Ia acción de los Esta-
dos por conducto de las organizaciones internacionales o a través de una
conferencia diplomática, Toda la legislacíón debe reexamÍnarse pe-
riódicamente,

En el caso de la contaminación por vertinrientos, se estabrece que
éstos no pueden efectuarse sin el consentimiento clel Estado ribereño cuan-
do se realicen crl su mar territorial, en la zona económica exclusiva o
en su plataforma continental.

lil art. I de la convención define lo que clebe entenderse por verti-
nlicnto. Comprende "la evacuación deliberada cle desechos u otras maTerias
desde buques, aeronaves, plataformas u otras construcciones en el mar"
y "el hundimiento deliberado de buques, aeronaves, plataformas u otras
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construcciones en el mar". El término no complende la evacuación de

desechos u otras materias resultantes de las operaciones normales de bu-
ques, 4eronaves, plataformas u otras construcciones en el mar y de su

equipo y el depósito de materias para fines distintos cle su mera evacua-

ción, siempre que ese depósito no sea contrario a los objetivos de la
convención.

En relación a la contaminación causada por buques, se establece una

extensa regulación que además de las pautas señaladas, consagra obli-

gaciones para los Estados del pabellón dc los buques o en cuyo territo-

rio estén matriculados, y reglas procesales, en particular cuando las reglas

y estándares internacionales sean inadecuados para hacer frente a cir-

cun-stancias especiales y los Estados ribereños tengan motivos razonables

para creer que un área particular de su zona económica exclusiva requiera

la adopción de medidas obligatorias especiales para prevenir la conta-

minación causada por buques. En este easo se prevé un procedimiento

de consulta a través de las organizaciones internacionales pertinentes.

La eiecución de las leyes y reglamentos dictados para prevenir, redu-

cir y controlar la contaminación del medio marino, es la materia de Ia

Sección 6, estableciéndose reglas de competencias, según sean los casos.

En la hipótesis de contaminación por vertimientos, se otorga com-

petencia al Estado ribereño, al Estado del pabellón del buque, o al Esta-

do en cuyo territorio havan tenido lugar los actos de carga de desechos

u otras materias.

En cuanto a la ejecución por el Estado del pabellón. se prevé la adop-

eión de medidas en caso de que los buques cometan infracciones a las

reglas y estándares establecidos por conducto de la organización interna-

cional competente o de una conferencia diplomática general, pudiendo a

este efecto solicitarse la cooperación de cualquier otro Estado cuya ayuda

pudiera ser útil (at 2f7).

En relación a la ejecución del Estado del puerto, se autoriza a éste

a realizar una investigación e iniciar procedimientos respecto de descargas

procedentes de un buque realizada fuera de sus aguas interiores, de su

mar territorial o de la zona económica exclusiva, siempre que ese buque

se encontrara en el puerto o en una instalación termínal costa afuera de

ese Estado, previéndose el procedimiento cuando tales descargas se hayan

produCido en las aguas interiores, el knar territorial o la zona económica
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exclusiva de otro Estado, e¡ cuyo caso será necesaria la solicitud expres¿

de este último (aLt. 218).
Igualmente, se ha regulado la ejecución por los Estados ribereños,

otorgándosele competencia para iniciar procedimientos para prevenir, re-
ducir y controlar la contaminación, en caso de infracciones cometidas en
su mar territorial o en su zona económica exclusiva por buques que se

encuentren en sus puertos o en una instalación terminal costa afuera. Esta
facultad se extiende a los casos de sospechas de que el buque navegando
por su mar territorial haya violado durante su paso las leyes y reglamen-
tos. dictados por el Estado ribereño, incluyendo la posibilidad de una
inspección del buque y la retención del mismo, según el caso.

Cuando haya sospechas de que el buque navcgando por el mar te-
rritorial o Ia zona económica exclusiva haya cometido en esta úlüma in-
fracciones a las normas referidas a la preservación, reducción y coiitrol
de la contaminación o a sus leyes y reglamentos, se autoriza al Estado
costero a requerir información sobre identidad y puerto de registro, ius
escalas anteriores y siguientes y cualquier otra información. En la misma
casuística anterior, si se creyera que hubiera provocado una descarga
impoitante que amenace causar una contaminación considerable, se podrá
ef'ectuar la inspección física del buque, pudiendo llegarse en caso de con-
tarse con pruebas objetivas y claras de las infracciones hasta la retención
del buque (art. 220).

EI art. 22L deja a salvo los derechos en caso de accidentes maríti-
nlos que pudieran perjudicar al Estado costero; "Ninguna disposición de
esta Parte menoscabará el derecho de los Estados con arreglo al derecho
internacional, tanto consuetudinario como convencional, a tomar y hacer
cumplir más allá del mar territorial medidas que guarden proporción con
el daño real o potencial a fin de proteger sus costas o intereses conexos,
incluída la pesca, de la contaminación o la amenaza de contaminación re-
sultante de un accidente marítimo o de actos relacionados con ese acci-
dente, de los que quepa prever razonablemente que tendrán consecuen-
cias perjudiciales".

Se han previsto igualmente obligaciones de hacer cumplir las leyes
y reglamentos y reglas y estándares en el espacio aéreo de un Estado,
en caso de contaminación desde la admósfera o a través de ella (art. zzz).

La Sección 7 aborda las "garantías" que deben respetarse en caso de
procedimientos iniciados de conformidad con Ia Convención. Entre ellas
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pueden señalarse las siguientes pautas a observarsc por los Estados que
ejecuten leyes y reglamentos:

a) La obligación de facilitar la audiencia de tcstigos y la admisión
de pruebas plesentadas por las autoridades de otro Estado o por una
organización internacional competente (art. 223) ;

b) Las facultades de ejecución contla buques extlanjeros solo pq¿t6t
ser ejercidas por funcionarios o por buques de gucrra, aeronaves milita-
res u otros buques o aeronaves que llevan siguos claros e indentifica-
bles (art. 224);
' c) El ejercicio de tales facultades no podrá poner en peligro la
seguridad de la navegación ni ocasionar riesgos a los buques (art.225)i

d ) Las {acultades de investigación están sujetas a limitaciones en

el tiempo y a formalidades que evitan un exceso por parte del Estado

ejecutor (art. 226);

e) Debe respetarse el principio cle no discriminación de hecho ni de

derecho, en cuanto a los buques contra los que se ejecutan o eierzan
las medidas (art. 227);

f) El procedimiento iniciado por un Estado por infracciones fuera
de su mar territorial debe suspenderse si dentro de cierto plazo el Es-

tado del pabellón inicia otro procedimiento. Bsta obligación no es ¿rbso-

Iuta y se encuentra sujeta a ciertos requisitos.

g) La aplicación dc las disposiciones de Ia Convención no debe

afectar la iniciación de procedimientos civiles respecto a acciones por

daños y perjuicios resultantes de la contaminación del medio marino;

h) Las infracciones cometidas por buques cxtranjeros fuera del mar

tcrritorial de un Estado, solo dará lugar a la imposición de sanciones

pecuniarias e igual pauta rige para las cometid¿rs en el mar territorial,
salvo el caso de un acto intencional y grave contaminación en este espa-

cio marítimo;

i) Las medidas adoptadas contra buques extranjeros deben ser noti-

ficadas al Estado del pabellón, dependiente el alcance de tal notificación
del hecho de que la infracción haya sido cometida dentro o fuera del

mar territorial (art. 231);
j) Se consagra el principio de la responsabilidad del Estado por las

medidas de ejecución en caso de daños y perjuicios por medidas ilegales
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o que excedan lo lazonablemente necesario a la luz de la inlormación
disponible, debiendo el Estado proveer las vías procesales para que sus
tribunales conozcan de las acciones por daños y perjuicios.

En la Sección B se ha incluído -art. 234-, una de las pocas normas
de la Convención que según Ia doctrina sería de aplicación a las regio-
nes polares, en cuanto consagra eI derecho de los Estados de dictar y
hacer cumplir las leyes y reglamentos para prevenir, reducir y controlar
la contaminación del medio marino ocasionad¿r por buques en zonas cu-
biertas de hielo dentro de los límites de la Zona Económica Exclusiva
"donde la especial severidad de las condiciones climáticas y la presencia
de hielo sobre esas zonas durante la mayor parte del año creen obstruc-
ciones o peligros excepcionales para la navegación y la contaminación
del medio marino pueda causar daños de importancia al equilibrio ecoló-
gico o alterarlo en forma irreversible".

La responsabilidad del Estado por el cumplimiento de ias obligacio-
nes internacionales relativas a la protección y preservación del medio
marino, constituye la materia de la sección g. Tal responsabilidad debel á
ser apreciada de acuerdo con las normas vigentes en el derecho interna-
cional. Asimismo, se impone a los Estaclos la obligación de que sus siste-
mas jurídicos aseguren una pronta y adccuada indemnización o repara-
ción cle los daños causados por la contaminación del medio marino por
personas naturales o jurídicas bajo su jurisdicción.

La convención excluye de la aplicación de las normas relativas a
h protección y preservaciór del medio marino -art. 286, sección 10-,
a los buques de guerra, naves auxiliares y otros buques o aeronaves per-
tcnecientes o utilizados por un Estado y utilizandos únicamente para un
servicio público no comercial. Importa la recepción del principio de in-
nrunidad soberana de los Estados.

El último dispositivo de la Parte XII -art. 237- consagra el principio
de la compatibilidad de las obligaciones específicas contraídas en oiros
instrumentos anteriores o posteriores a la CNIUDM para la protección y
preservación del medio marino, siempre que no se contrapongan con los
principios y obligaciones de esta última.

El análisis de las disposiciones de la convención de las Naciones uni-
das sobre el Derecho del Mar, permite inferir que se ha consagrado un
réginren que intenta establecer un justo equilibrio entre los derechos de
los Estados costeros en los espacios marítimos sometidos a su soberanía,
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jurisdicción o control y los derechos de los Estados del pabellón.
La Convencíón establece un sistema de ejercicio gradual de poderes

y competencias estatales que se van atenuando desde el mar territorial
hasta la alta mar.

Asimismo, contemporiza y conjuga los derechos de los Estados a ex-

plorar y explotar sus recursos naturales, con la obligación básica de pro-
teger y preservar el medio marino, principios éstos que no sería ¿yentu-
rado sostener han adquirido el carácter de "jus cogens".

Por otra parte. la normatividad de la Convención, si bien establece

reglas básicas y de procedimiento, se manificsta como un 'marco", que

necesita ser complementada por acuerdos generales o regionales, otorgan-

do una importante función legislativa a las organizaciones internacionales

competentes.
La Convención se asienta en esta materia, en principios fundamenta-

les del Derecho fnternacional Ambiental: la cooperación internacional, la

solidaridad en la lucha por la preservación del medio y el derecho de

autoprotección frente a los peligros de degradación del medio marino.

El instrumento en consideración si bien fue precedido en materi¿r

de responsabilidad por una vasta formulación convencional, sólo ha esta-

blecido principios generales que deben ser desarrollados, presentando al-

gunos interrogantes que la doctrina ha señalado y que ya se manifestaran

en las sesiones de la Conferencia 2e.

El principio de la responsabilidad internacional por el incumplimien-

to de las obligaciones referidas a la protección y preservación del medio

marino, pone en evidencia la conexión de la temática con otro de los

gran<Ies capítulos del Derecho Internacional. Los estudios que sobre la

materia ha efectuado de la Comisión de Derecho Internacional de las

Naciones Unidas. permite ubicar el tema tanto en el ámbito de la res-

ponsabilidad del Estado por los actos internacionalmente ilícitos como

en el área de la responsabilidad internacional por las consecuencias per-

judiciales de actos no prohibidos por el Derecho Internacional, como surge

claramente del informe del Relator Especial y del proyecto de articulos

elaborado por éste 30.

x Cf. Treves, Tullio "Les tendences récentes..., pás. 780-783.
30 Cf. ONU, AG, Doc. A/CN. 4/423, Cotr'- 1, l de junio de 1989, Quinto

Informe *br" ln'.".pánsabilfdad internacional por las consecuencias pe_riudiciales de

""tor 
tto prohibidos por el Derecho Internacional, del Sr. Julio Barboza, Relator

llspeclar.
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La trascendencia de los peligros que encierra la contaminación en

ciertas circunstancias, indujo a la Comisión de Derecho Internacional en

los casos de responsabilidad por los actos internacionalmente ilícitos, a

calificar la "contaminación masiva" del medio marino como un crimen
internacional.

Como lo estipula el art, l9 del Proyecto, "El hecho internacionalmente
ilícito resultante de una violación por un Bstado de una obligación inter-
nacional tan esencial para la salvaguardia de intereses fundamentales de

la comunidad internacional que su violación esté reconocida como crimen
por esa comunidad en su conjunto constituye un crimen internacional", y
en el inc. d se incluye la hipótesis en consideración al prescribir que el

crimen puede resultar "de una violación grave de una obligación inter-
nacional de importancia esencial para la salvaguardia y la protección del
medio humano, como las que prohíben la contaminación masiva de la
admósfera o de los mares" 31.

Cabe agregar que la importancia de la preservación del medío am-

biente sólo puede ser evaluada en relación con el ser humano, necesario
punto de referencia. De allí que se haya abierto una nueva perspectiva
en el tratamiento tradicional de los derechos del hombre y que hoy se

hable de una "tercera generación", que entre otros derechos destaca que
"Todo hombre y todos los hombres tomados colectivamente tienen dere-
cho a un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, propicio para
su desarrollo tanto económico, como social, cultural, político y jurídico" 3r.

La Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar
tiene el mérito de constituir el primer intento de codificación de esta

materia que afecta intereses sustanciales de la humanidad, ofreciendo
una mriltiple perspectiva cuyo desarollo contribuirá a hacer realidad los

31 Cf. Proyecto de artÍculos sobre la responsabilidad de los Estados, Art. 19 y
su come,ntario, aprobado por la Comisión de Derecho Internacional en su $!o peiíodo
de sesiones, Expresó la Comisión al respecto "Por último, dentro del marco no
menos vasto de las preocupaciones relativas a la conservación de ciertos bienes esen-
ciales para el progreso y la supervívencia de la humanidad, la Comisión ha prestado
palticular atención a la evolución reciente del derecho internacional con relación a
la salvaguardi'z y la protección del medio humano, En esta materia, ha escogido
como ejenrplo de una violación de las obligacíones qrre prohiben la contaminación
masiva de la admósfera o de los mares.. .".

32 Cf. Uribe Vargas, Diego "La tercera generación de derechos humanos y la
paz", Bogotá, 1983, pág. ,50; tn. García Bauer, Carlos "Los decehos humanos en
América", Guatemala, C.A., 1987, Ég. 80 y ss.; Urueña, María Rafaela "El derecho
a un medio ambiente sano como derecho humano", en Problemas intemacionales del
medio ambiente, Universidad Autónoma de Barcelona, 1985, pág. 217 y ss.
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principios proclamados en numerosos instrumentos internacionales,, alguno
de los cuales han sído analizados. No obstante, no todos son optimistas.
Según Dupuy, la Convención de Montego Bay por la precariedad de los
resultados concretos, contrasta con el espíritu que presidió las negocia-
ciones, poniéndose en evidencia algunas ambigüedades, reconociendo qtl"
en última instancia y más allá de la entrada en vigor de este instrumén-
to, la efectividad de Ia protección del medio marino depende fundamen-
talmente de la convengencia de los intereses particulares con los de l¿
comunidad internacional 33. No deben olvidarse las expresiones vertidas
en la Declaración de Estocolmo de 1972 sobre el medio humano: "He-

mos llegado a un momento de la historia en que debemos orientar nues-

tros actos err todo el mundo atendiendo con mayor solicitud a las conse-

cuencia que puedan tener sobre el medio. Por ignorancia o indiferencia,
podemos causar daños inmensos e irreparables al medio terráqueo del que

ciependen nuestra vida y nuestro bienestar. Por el contrario, con un cono-

cimiento más profundo y una acción más prudente podemos conseguir
para nosotros y para nuestra posteridad unas condiciones de vida meiores

en Lrn medio más en consonancia con las necesidades y aspiraciones del

hombre...".
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"i,A EQUIDAD EN EL DEITECHO INTER¡{ACIONAL PUBLICO:
ASPECTOS ACTUALES"

JosÉ JuNrn Rurz

I. INTRODUCCION: LA NOCION DE EQUIDAD EN DERECHO
INTBITNACIONAL

Ius est ars boni et aequi.

1. La nocíón de equidad, intimamente ligada a la ide¿ de justicia,
ha estado presente de un modo u otro en todos los sistemas jurídicos a
través de los tiempos t.

Sin embargo, conro todas las grandes nociones de base, esta figura
es difícil de definir de un modo preciso y su papcl en el mundo jurídico

1 E' el Derecho romano la equi<lad llegó incluso a constituir dumnte un largo
periodo un auténtico sistema normativo y jurisdiccional de caracter paralelq que
permitía obtener un remedio adecuado en aquellos casos en los que la aplicación
est¡icta del Derecho producía resultados contiarios a Ia justicía.

Lo misno sucedió curiosamente en el Derecho anglo-saión en el que el sistema
cle la equiltg se mantuvo durante largo tiempo como un sistema alternativo aI comrnon
lrrw, aplicado por una jurisdicción también distinta -the court of chancerg-, hasta
srr rrnificación definitiva por las ludicatwe Acts de l87B-75.

La tir¡ciórr de equidad ha sido también acogida en el tronco común de los orde-
nünientos coYrtinentales europeos, en los que en ocasiones ha llegado a jugar un papel
importante como elemento de creación (Código civil suizo de 1g07, Artículo 1) o,
en todo caso, de interpretación y aplicación del derecho (tal es esencialmente ei
papel que la equidad desempeña en los orde'amientos inspirados en el modelo na-
qo]eó¡igo de los que puede ser una expresión prototlpica el Artículo B, párrafo 2
del Código civil español)

El examen del De¡echo comparado nruestra asjmismo que la equidad ha pene-
trado también, con profundidad y significados distintos, en otros srrt"*". ¡urídicos
t¿les como el canónico, el islámico, el judáico, los Derechos primitivos adcanos y
orientales y los sistemas jutídicos socialistas. En definitiva, puede decirse que ú
noción de equidad es consubstancial a la idea misma de Derecho y que, en ,*dida,
clistintas según los casos, su presencin se ha afirmado de un modo constante en
los diferentes ordenamientos juríd'fos a lo largo de la historia. Vide possrm NEW-
NIAN' R.A. (Editor) "Eguitv in the world's Legal systems. A comparative study",
Brussels (Bruylant) 1973
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igualmente difícil de delimitar con exactitud. Así, la naturaleza jurídica
concreta de esta noción permanece todavía hoy arnpliamente indetermi-
nada; para algunos parecería constituir una suerte de principio general
de todo ordenamiento; pero la mayoría de la doctrina la considera más
bien como una virtud jurídica fundamental gue contribuye a una mejor
realización de los fines del Derecho 2. Por lo demás, la noción de equidad
no ha podido nunca precisarse suficientemente, víctima sin duda de su

propia riqueza substantiva y de su variada gama de formas y matices.
Porque la característica principal de la equidad es su condición protei-
forme, su versatilidad substancial, su diversidad formal, su permanente
adaptación a las situaciones cambiantes para lograr lo que constituye su

esencia misma: la justicia del caso concreto.
Esta idea de la justicia del caso concreto, sin duda difusa e indeter-

minada, constituye el denominador común de todos los intentos de defi-
nición realizados hasta la fecha y es posiblemente Ia única a Ia.que puecle

reducirse conceptualmento una noción de tal enjundia y variedad de

facetas.

2, Igualmente difícil es determinar el contenido básico de la noción
de equidad.

En una visión inicial y" por así decir, primitiva, la equidad se con-

creta en la idea de igualdad : eEnlity is equr,tg, según la conocida máxima

de common loto. Sin embargo, una reflexión más detenida lleva pronto

a Ia comprobación de que la aplicación indiscriminada de la igualdad
no siempre produce resultados equitativos, principalmente en los supues'

tos €n los que se parte de una situación de base desigual 3. El Tribunal
Internacional de Justicia, siguiendo la línea marcada por su predecesor

el Tribunal permanente a lo afirmó con claridad en la. sentencia relativ¿

a la delimitación de la plataforma continental del Mar del Norte:

2 HERRERO de la FUENTE, A. "La equidad y los principios generales del
Derecho de gentes", Valladolid (Gráficas A' Martín), 1973,p.21 .

:r "On se rend ainsi conl¡rte que l'égalité n'est un critére de I'equité que si l'on
nret á sa base certains jrtgements de valeur qui permettent de déterminer 'huelles
différences son négligeables ou non pour le traitement é91 des obiets pris en con-
sidération. la maxime anglaise Eqwlitg is equitg, appelle donc 

'dans les rapports
internationaux r¡n correctif, Une égalité de traitement qui négligerait entiérement
l'inégalité des conditions et des résultats peut conduirse d de graves iniustices". De
VISSCHER, Ch. "De l'équité dans le réglement arbiÍal ou judiciaire des ütiges de
clroit intemational public", Parls (Pedone) 197-2, pp. 7-8.

a Série A/B Nc 64, p. 19.
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"Léquité n'implique pas nécessairement l'égalité" r.

El profesor RBUTBR ha tratado de precisar algo rnás el contenido

básico de esta noción, señalando que la misma suele concretarse en

tres direcciones distintas: Ia búsqueda dé un principio de equivalencia,

la búsqueda de un principio de proporcionalidad o la búsqueda de una

solución de finalidad 6 Con todo, como señala el propio autor, la aplica-

ción de parámetros ob¡etivos no siempre resulta idónea para cxpresar

eI contenido concreto de la equidad, sobre todo cuando éstos se conciben
'bomo una fórmula matemática que se impone por la gracia de los

nrimeros".7.

De nuevo aquí, todo parece indicar que más allá de la idea de jus-

ticia, de lazón y de buena fe, la concreción del contenido real de l¿
equidad no puede efectuarse con carácter general 8. Pues lo que ella

postula es precisamente, Ia singularidad, la diferenciación, la adaptación,

el ajuste.. . La equidad evoca, como hemos visto, la realización de la
justicía del caso concreto; pero ésta se realiza necesariamente utilizando
parámetros distintos en cada ocasión, de acuerdo con la diversidad de

las situaciones jurídicas de base en su infinita variedad.

,3. Con todo, si la equidad no puede ser plenamente precisada ni
en su concepto ni en su contenido, si puede al menos, acotarse la funníón
que Ie es propia y el terreno jurídico en el que está llamada a rcalizar
preferentemente su misión.

Así, como ha escrito el profesor BARDONNET, la equidad evoca la
idea de ponderación para la realizaciín de un equilibrio razonable:

"Elle renferme dés lors lidée de balance et d'équilibre et á son

propos on parle justement de "balance des droits et obligations
des parties en litige", de "balance des faits et des intéréts" ou
*d'équilibrc impartial et raisonné des íntéréts" e.

r CU Recueíl 1969, p.50, par. 91 . Pero Vid.e ibid., par. 90 y 101 .

6 REUTER, P. "Quelques reflexíons sur l'équité en droit international" (I)",
Reo. Belge D.L, vol. XV, 1980-1, pp. 165-186.

7 lbid., p.179
I Vide., CHEN{ILLER-GENDRAU, M. M. "La signification des principes équr-

tables dans Ie droit international contemporain", Reo, Belge da D,I. f982, pp. 518 y
sig., especialmente p . 522 .

e BARDONNET, D. "Equité et frontieres terrestres", Mélanges oflerts d Paul
Reuter, Le droit intemetional: t¡rité et d.ioersüé. París (Pedone) 1981, p.42,
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consecuentementc, la equidad ha cnco'trado en el plano interna-
cional un doble campo dc aplicación priviiegiado. por una parte, en ras
"cuestiones estatutarias y civiles" to q.r" af'ectan sobre todo a las situa-
ciones de trato comparativo: derechos cle los extranjeros, no discrimina-
ción, igualdad cle los Estados. . . Por otro lado, la equidad encuentra un
terreno idóneo en la solución de las cuestiones "económicas y territo-
riales" " q,r" alectan a los procesos de reparto de los bienes jurí<iicos
entre los srrjetos clue los reclaman para sí: problemas de nacionalización
y compensación, acceso y utilización de los recursos del planeta, delimi-
tación de los espacios terrestres y marinos entre los Estados. . .

En el mundo del Deiecho internacional la equidad busca, pues, sobre
todo establecer la justa parte de cada cual (samm quiqwe); la equidad
es ponderación razonable y reparto justo; es, en definitiva saquitatts retio.

4. Con todo, la penetración de la ec¡uidad en el campo del Dere-
cho internacional 12 ha estado marcada por una contradicción que se ha

manifestado con claridad a lo largo de su histolia.

10 CHEMILLIER-CENDRAU, M. Op. cit. p. 525.
lL lbid., p. 52 .

l? Al margen de l<¡s autores ya citados en las notas precedentes. BERLIA, G.
"E5sai sur la portée de la slause du jugement en équité en droit de gens", Thése,
Paris (Sirey) 1937. BERMEJO GARCIA, R. "Lugar y función de la equidad eu
el nr¡evo Derecho intemacional", Anuario de Derecho internacional, vol. VII. 1983-
84, pp. 17I-209. BIN CHENG "Justice and Equity in .Intemational Law", Cr^¿-

rrent Legal Problems, vol.8, 1955, pp. f85-211. CASTILLO DAUDI, M. "La no-
ción de equidad en la jurisprudencia internacional". Fílosofía y Derecho. Estudios
en honor del profesor José C,orts Grau, Valencia (Universidad de Valencia) 1977,
vol. I, pp.95-106. DEGAN, V.D.'L'équité et le droit internationall', La Haye
(Nijhoff) 1970; DIAZ ALBONICO, R. "La place de lequité et I'enrichissement sans
cause dans le calcul de I'indemnité en cas de nationalisation", Rev. Egyptienne de
D.I. 1973, pp. 175-210. HANDL, G. "The Priciple of Equitable Use" as Applied
to internationally Shared Natural Resou¡ces its Role in Resolving Potential Interna-
tional Disputes over Transfrontier Pollution", Roa. BeLge D.1., 1978-79, pp. 4G.64.
N'ÍARTI de VESES PUIC, C. "La equidad en el ordenamiento jurídico interuacional"
Filosofía y Delecho cit., voi. I, pp. 695-739. MIAJA de la MUELA, A. "La equi-
clad en las decisiones de los T'ribunales internacion¿les", Anales de la Universidad
de La Laguna, t, VI, 1968-69, pp.3-37. MOUSKHELI, M., "L'équité en droit in-
ternational moderne", RGDIP, 1933-I-pp. 347-373. PIROTTE, O. "La notion
d'équité dans la jurisprurdence récente de la Cour intemationale de Justice", RGDfP
1973, pp. 133-134. ROSENNE. S. "Equitable Principles and the Compulsory Ju-
risdiction of International Tribunals", Fertschffi fw Rudolf Binds, Bern (Stamp-
fli) 1980, pp. 407-425. SCHWARZEMBERGER G. "Equity in International Law",
Yeatbook of World, Affairs; vol. 26, 1973, ,pp. 346 y ss. STRUPSP, K. "Le droit
du jtrge international i statuer selon I'equité", RCADI 1930-III-; vol. 33, pp.45\-452.
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En efecto, un ordenamiento dominado por la preponderancia cuanti-

tativa del Derecho no escrito, sustentailo en una raíz moral quo llegó

incluso a ocultar durante largo tiempo su propia identidad jurídica, y
que con un arsenal normativo escasamente evolucionado dtbía hacer

frente a una gran diversidad de situaciones -caracterizadas generalmente

por su complejidad y su evolutividad-, parecía un terreno abonado para

el recurso a la noción de equidad. Y sin embargo, el recelo secular de

los Estados a permitir la intervención de instancias jurisdiccionales con

competencia obligatoria para la solución de controver'sias y, más todavía,
a abandonar el escudo protector del Derecho estricto, ha actuado en al

práctica como un freno a un recurso más generalizado a la equidad.

Por otra parte, como ha puesto de relieve la profesor:a CHEMILLIER-
GENDREAU lii, la equidad se sitúa en el centro de una contradicción
conceptual y metodológica entre una visión formalista del ordenamiento
internacional (que es la plopia del positivismo idealista) y una aproxi-
mación ideológica al mir;mo (que corresponde con los postulados de Ia

dialéctica materialista). La primera concepción, que ha dominado la
doctrina y la jurisprudencia tradicional en l¿r materia, presenta a la equi-
dad como una noción abstracta, directamente vinculada a la idea de
justicia, que forma parte (aunque a título indefinido) del corpus iurís
internacional, La segunda concepción, óonsidera que Ia c,rluidad tiene
sobre todo una función ideológica y como ial ha sido utilizada, princi-
palmente por los países en desarrollo, para provocar la transformación
del Derecho vigente haciendo ,aparecer nuevas normas que dieran satis-
facción a sus reclamaciones históricas.

Con todo, tanto en la larga época de dominio del positivismo como
en Ia reciente coyuntura de búsqueda de un nucvo orden internacional,
la aplicación de la equidad en el campo del Derecho internacional se ha
visto frenada por el recelo de los Estados a otorgar a la jurisdicción inter-
nacional un papel más destacado y, en cualquier caso, más libre de los
rigores del Derechq estricto. Pero, en los últimos años, la propia jurispru-
dencia del Tribunal internacional de Justicia parece haber encontrado
una fórmula conceptual que ha propiciado una ¡enovada eclosión de la
equidad en el campo del Derecho internacional. El punto de partida de
esta renovación metodológica es el conocido diüum del Tribunal inter-

13 CI-IEMILLIBRGENDRAU, M. Op. clt., p. 512.
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nacional de Justicia en su sentcncia del 20 de lebrero de lg6g en el
asunto de la plataforma continental del Mar del Norter

"La Cour en vient maintenant á la régle de l'équité. Le fonde-
ment juridique de cette régle dans le cas particulier de la déli-
mitation du plateau continental a dejá étó precisé. Il faut noter
cependant que cette régle repose aussi sur une base plus large,

Quel clue soit le raisonnement juridique du juge, ses décisions
doivent par définition étre justes, donc en ce sens équitables,
Néanmoins, iorsqu'on parle du juge qui rend la justice ou qui
dit le droit, il s'agit de justificationS objetives de ses décisions,
non pas au-deli des textes mais selon les textes et dans ce do-
maine c'est précisément, une régle de droit qui appelle liappli-
cation de principes équitables" t4.

Con estas palabres el Tribunal parece haber abierto una nueva vía
de aproximación a Ia siempre evasiva figura de ia equidad, señalando

con claridad el doble plano en el que dicha noción se proyecta en el
actual Derecho internacional. De un lado, en una dimensión genérica,
"como representación de la justicia abstracta" 15, es decir, como exigencia

básica en el proceso global de formación y aplicación del Derecho inter-
nacional. De otro lado, en una dimensión auténticamente positiva, como

una'verdadera regla de derecho" en los casos en los que "los textos"

mismos exigen una aplicación 16. Superando así una contradicción Iargo

tiempo considerada como ilreductible 1?, la equidad ha adquirido una

suerte de condición dual que le permite mostrarse tanto en su tradicional
dimensión extrapositiva (equitg outsi.d.e the rule,s o an-deld. dos textes)

como en su dimensión iuspositiva (equity uilhin the rules o selott, les

textes).

la Cll Recuet, 1969, p. 49, par. 88.
ti lbid., p. 47, par. 85 y p. 49 par. 88.
16 Ibü., p. 49, par. 88.
1? "Depuis longtemps, les philosophes et les iuristes se sont dppergus de ce

caractére dualiste du droit; iest ainsi que Ciceron oppossait Ler nüa a la lex scripta.
Cette distinction conservée a travers, les siécles, a été reprise par les juristes moder-
nes. N'est-ce pas la méme idée qu'exprime la distinction entre das posilioe Recht
md. das rtu:hitige Retch d,e Stammler, Le d,roit positü et le ilroit obiectif, ratirnnel
oa nahnel de M. Le Fw le donné et Ie construit de M. Geny: ott la souroe formelle
etla source réelle de M. Bonnecase?" MOUSKHELY, M. Op. cit., p. 384.
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Este planteamiento metódológico> cuyo potencial explicativo no ha
sido todavía suficientemente explorado por la doctrina científica, consti-
tuye el eje de Ia presente ponencia. En su desar¡ollo prestaremos espe-

cial atención a los datos de la práctica internacional, principalmente jurís-
prudencial. Así podremos comprobar que la tradicional imagen de la
equidad extr:apositiva se ha manifestado sobre todo en los procesos de
delimitación de las fronteras terrestres, mientlas que la nueva modalidad
de Ia equidad iuspositiva ha encontrado su campo de aplicación privile-
giado en la delimitación de los espacios marinos.

2. LA DIMENSION EXTRAPOSITIVA DE LA EQUIDAD,
(EQUITE AU DELÁ DES TEXTES O OUTSIDE THE RULES)

El juez FITZMAURICE, en su opinión individual en la sentencia de
Ia Barcelona Traction del 5 de febrero de 1g70, afírmó:

"el Derecho y la equidad no pueden realizar Ia justicia más que
si ambos se comfletan muiuamente" 1s.

Estas palabras reflejan la concepción tradicional de la equidad que
ha experimentado siempre una gran dificultad para precisar si dicha
noción está fuera 1e o dentro del Derecho2o e incluso, si se acepta esto
último, el lugar exacto que aquella ocupa en el seno de éste.

En efecto, las fronteras entre los componentes morales y sociales del
De¡echo y el Derecho mismo nunca han sido trazadas con claridad y rne-
nos aún en el caso de un ordenamiento como el internacional caracteri-
zado por su "primitivismo", su fluidez y su escaso grado de instituciona-
lización, La doctrina tradicional ha mantenido pese' a todo que la equi-
dad constituye una noción jurídica que tiene también su lugar propio
en el seno del Derecho internacional. sin embargo, dicha doctrina nunca
ha loqrado dete;minar con claridad cuál sea éste lugar exacto, sobre

1e CII Recueil L970, p, 87, par, 36.
re Cf. REUTER, P. Op. cit., pp. 165-166.
2o Así Io había afirmado ya el juez HUDSON en su opinión en eI asunto de las

tomas de agua del Mosa:"It must be concluded_, therefore, that under Article 3g of üe statute, if not
inrlependently of that Article, the court has sorne freedom to considei rprincipies of
equity as part of the jnternational law wich it must apply',. ?CII Ser. Alb p.1AZZ.
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todo en lo que respecta a la relación entre Ií equidad y las fuentes nor-
mativas del ordenamiento internacional. ¿Constituye la equidad un prin-
cipio general del Derecho aplicable en el plano intern¿¡cional? ¿Consti-
tuye acaso una regla consuetudinaria?. Esta cuestión no ha sido respon-
dida nunca con claridad,aunque ello no ha impedido que la equidad
fuera evocada comúnmente como una figura pertenecientc t\ corpus iaris
internacional 21.

La Doctrina y Ia jurisprudencia internacionales han prescntado así

tradicionalmente a la equidad en una dimerrsión que podríamos deno-

minar extrapositiva (outside the rules; au-deld des textes); es decir, corno

un referente jurídico que, sin embargo, no está integrado en aI formu-
lación de la regla misma. Concebida en estos términos, la equidad ha

desempeñado un papel bastante significativo en los procesos de creación
y aplicación del Derecho internacional; en las páginas siguientes tratare-

mos de examinar el alcance real de ese papel en la teoría y en la práctica.

2.I. LA EQUIDAD EN LA FORN4ACION Y EN LA APLICACION
DEL DERECHO INTENNACIONAL

El papel de la equidad en Derecho internacional ha sido tradicio-
nalmente considerado en una doble dimensión: a saber, como elemento

de base en la formación de Ias normds de este ordenamiento y como ele-

mento inherente a una sana aplicación de las mismas. En efecto, como

ha dicho el profesor Charles de VISSCHtrR:

"L équité. . . présente deux aspects selon qu'on I'envisage dans

Ies decisions individueJles ou qu'on s'attache á son róle dans ia

formation du ilroit objectif'22.

2.1.L. La equiilad' en la forhwción d'el Derecho interna,clonal'

La preserrcia dé la equidad ha creído así podcrsc detectar, en lrrimer'
lugar, en el proceso de formación de las norrnas de Derecho internacio-

nal. Esta presencia, velada pero inequívoca, ofrece sin embargo diverscs

grados de evidencia y diversos niveles de proyección que conviene tratar

de distinguir.

21 Vide los trabajos del Centre üEtudes et d,e Recherche de L'Acadénie de Droit
International de La Hage (1572), en Anuaúo de 7'A'\A L972-73, N(' 42-43, pp. 59-103.

,2 De VISSCFIER, Ch. Op. cit., P. 6'
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En efecto, la equidad aparece las más de las veces en un dimensión
genérica, difusa e inconcreta, como un elemento latente en los procesos
de fo¡mación del Derecho internacional. En tales.bcasiones la impronta
de la equidad queda oculta entre el conjunto de consideraciones, de inte-
reses y de aspiraciones que dan origen a la regla B y ro presenóia no se

hace, patente en la expresión positiva de la imisma. Parafraseando las afir-
maciones del rIJ en la sentencia de la plataforma continerrtai. del Mar
del Norte podría decirse que, sobre la base de principios muy generales
de justicia y buena fe, la equidad aparece aquí "simplemente como una
representación de Ia justicia abstracta" 24. La equidad se presenta así,
en una primera manifestación, cilmo un elemento integrante del fonclo
común del Derecho internacional que aparece sobre todo como una ex-
presión particular de Ia idea de justicia en eI proceso de formación de
las normas de este ordenamiento.

En otros casos, la equidad constituyo la célula jurídica matriz cre
numerosas instituciones, principios y reglas internacionales, que tienen
sin embargo una existencia autónoma: responsabilidad, abuso de derecho,
cambio fundamenal de circunstancias (rebus sic stantibus), enriqueci-
miento sin causa. . . En tales supuestos, y por patente que s€a la pre-
sencia subyacente de la equidad bajo la expresión de estas figuras, un
imperativo básico de rigor y economía jurídica debe llevarnos a propug-
nar Ia aplicacióir de Io que podríamos denominar el principio de espe.
cialidad. En su virtud, hay que evítar rbmontarse a consideraciones deri-
vadas de la idea de equidad siempre que el De.recho internacional haya
traducido ya sus exigencias a través de mecanismos y reglas particulares
que presentan un contenido más preciso y poseen un mojor respaldo en
el plano positivo. El profesor REUTER ha subrayado este punto con su
habitual penetración:

"Quand á _raison de son contenu détaillé et précis la régle juri-
dique conduit presque directament par elre-^métne á soñ appri-
cation, il n'est pas utile de mentionner expressement qu'il ?''aut
cncore mettre un peu d'équité pour r'éaliset ra corrciétisation
finale; cela va de soi et ü quoi bón rappeler quiau moins á trés
faible dose l'équite est partout? cela n?ciaire- ni ne fortifie les
a-rréts de jtistice. A I'opposé quand il s'agit, remontant aux fins
cic la réglc, de souligner dcs obligations ou des co'ditions que

ee REUTER, P. Op. cit., p. IB5.
':1 CII llecueil 1969, pp. 47-48, par. 85.
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les apparences ne révélaient pas inmédiatement, le juge ou l'ar-
bitre mentionnera volontiers des figure juridiques plus precfses
et plus convaincantes par conséqüent qu'une équité non quali-
fiée: c'est ainsi que l'on invoquera I'abus de droit ou la frustation
du cowmon loro, L'équité se réveler ainsi norninativement dans
la jurisprudence dans un chámp plus restreint <¡re celui qu'une
analyse doctrinale lui assigne" 25,

Por último, la impronta de la equidad en el proceso de formación de

las nermas de Derecho internacional es en ocasiones tan fuerte que llega
incluso a manifestarse exteriormente como un elenrento integlante de la
regla de Derecho positivo.

En tales supuestos. la equidad se eleva del trasfondo substancial del

Derecho para cristalizar en la expresión positiva dc la regla nrisma, adqui-
¡iendo así una eficacia normativa autónoma. Estc. es el ámbito de la
equidad 'inside the rules" o "selon les textes" que fuc crvocado por el Tri-
bunal internacional de Justicia en su sentencia dc la plataforma conti-

nental del Mar del Norte de 1969'u y qt", por la novedad c importancÍir

del fenómeno, será objeto de un examen particularizado en la sección 3

del presente trabajo.

2.1 .2. La equid'a.d. en la aplicación del L)crecho ínternttcional.

Con todo, al igual que en los demás sistemas jurídicos, en Derecho

internacional la equidad ha encontrado su proyección principal en el plano

de la aplicación de las normas, actuando corno elemento de traslación de

las exigencias genéricas de la justicia abstracta a ias coordenadas espe-

cíficas de los casos concretos.

El Instituto de Derecho Internacional, en su reunión de Luxemburgo

de 1937, afirmó con claridad esta función genérica de la equidad en los

procesos de aplicación (judicial o arbitral) del Derecho internacional:

'L'Institut ayant procédé á I'éxamen. ' . du róle de l'équité dans

l'oeuvre du juge international; émet i'avis:

19 que l'équité est normalement inhérente i une saine applicatiou
du droit, et que le ju$e international, aussi bien que le ju$e

interne, est, de par sa táche méme, appelé á e-n tenir compte
dans la mesure I'impatible avec Ie respect du droit;

25 REUTER, P. Op. cit., P' I85.
26 Cll Recuet¿ 1969, pp. 49, par. $8'
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2s que Ie juge international ne peut s'inspirer de l'équité pour
rendre sa sentence, sans étre lié par le droit en vigucrrr, que si
toutes les parties donnent une autorisation claire et expresse á
cette fin" 2r.

Tanto la práctica de los Estados como la jurisprudencia arbitral y
judicial han reconocido esta dimensión equitativa del Derecho interna-
cional y han postulado la proyección de la equidad como un elemento
inherente a una uormal aplicación de los principios y rcglas de este orde-
namiento. El propio Tribunal internacional de fusticia ha recurrido en
alguna ocasión a consideraciones derivadas de esta forma de equidad
normal¡,nente inherente a una sana aplicación del Derecho, resumiendo
su posición en l¿r conocida afirm¿ción cle la sentencia de 1g6g en el
asunto de Ia plataform¿r continental del NIar del Norte:

"Quel que sc"¡it lc raisonnement juridiiluc du juge, ses décisions
doivent par. définition étre justes, clonc cll ce sens equitables" 2s.

La equidad se presenta así como normalmente inherente a una sana
aplicación del Derecho internacional. Pero, resulta difícil precisar hasta
dónde alcanz¿r su f'erza de proyección en el marco del Derecho positivo
o, más concretamente, hasta dónde alcanza la elasticidad del Derecho
internacional en vÍsta a una aplícación equitativa del mismo. para tratar
de responder a esta cuestión conviene repasar los datos de la práctica
internacion¿'rl; siguiendo las indicaciones de BARDONNET 2e, nosotros
concentraremos nuestla atención cn el examen de la práctica relativa a
la delimitación y las lronteras te$estres que nos ofrece una buen¿ mues-
tra de la virtualidad (y de los límites) que prcsenta la referencia a la
equidad en Ia aplicación de ias reglas de Derecho internacional.

27 Anrutaire de I'Institut ile Droit International session de Luxembourg, Aout-
Septembre 1937. p. 271.

28 CII Reateil 1969, p. 49, par. 88.
2e El autor señala que la conexión entre la equidad y las fronteras terrestres

se plantea a ¡nenudo en la aplicación e interpretación de los convenios fronterizos
o de principios tales como el uti ytossid,etis:

"ces dans ce cadre précisément qu'un examen, méme sommaire, de la pratique
intemationale permet de constater le r6le nécessaire de l'équité": BARDONNET. D.
Op. cit., p. 36.
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2,2, LA EQUIDAD EN LA DELIMITACION DE LOS ESPACIOS TERRESTRES

La práctica intet'n¿rcion¿rl c'¡ntierte abund¿ntes lrruestras de clue krs

Estados, los órganos políticos y las instancitrs jurisdiccionales encargados
de la delimitación de los espacios terrestres han rccurrido a menudo a la
equidad en su propósito de trazar una frontera cstable y definitiva 30.

Para examinar el ¿rlcance concleto de los procesos de aplicación equi.
tativa de las reglas de Derecho intcrnacional, la doctr.irra suele r-.ccurrir ¿

la tradicional distinción entro la equidad inft"a lagevn, la equidad praeter
legem y la equidad contr&legem. Como veremos en las páginas que sigucn,
esta distinción posee esencialmente un v¿lol sistemático pero carcce en
realidad de todo criterio de objetivación. Por cllo, en la práctica, es exter-

madamente difícil distinguir rnaterialr¡ente los diversos supuestos en los

que la equidad es calificada con arreglo a estas categorías fortnaiistas,

sobre todo en los casos en los que dicha noción despliega una eficacia

modificativa. correctiva o creativa en la delimitación de las fronteras te-

rrestres 30 lris. Sin embargo, en su reciente sentencia del 22 de diciembrs

de 1986, la Sala del Tribunal internaciona! de Justicia que ha juzgado la

controver:sia fronteriza entre Burkina Fasso v Mali 3r ha adoptado un¿

3o "Pour tracer une ligne frontiére, on ne peut en effet échapper, quelle que
soit la procédure utilisée, á un certain nornbre d'exigences raisonnables et nécessaireJ

et on doit te¡ir compte de toutes les circonstances particuliéres á chaque situation
frontaliére qui est rpé"ifiq,.re. La finalité de toute opération de ce genre est de

promouvoir une bontre frontiére, c'est-á-dire une frontiér'e stable et définitive, qui

corresponde aux aspilations des populations frontaliéres et contribue i la paix et i
la sécu¡ite dans a region. c'est bie¡Jl "une vérité premiére" de dire que le tracé
d'une frontiére "doit étre équitable" "BARDONNET, D. O1t. cit. pp. 46-47.

30 bis "Les lignes qui vont suivre. . . ont pour seul objectif d'esquisser, i partir
de quelques e*e-pl"r connus de ln pratique cles Etats et de la jurisprudence arbi-
trale, les principales fonctions que l'équité peut rempli¡ en ce dornaine, permettant
de modifier une frontiére établie par voie conventionnelle, de corriger les injustices
résuitant de I'application du principe cle I'uti possidetis et méme de fonder le t¡acé
de la ligne divisoire dans une région au statut indéterminé". BARDONNET, D.
Ott. cit., p. 47

:\r CII Reareil 1986, p. 567, par. 28.
"Il est clair que l:r Chambre ne peut, en la pr'éseute affaire, satuer ef, aequo el

bono. N'ayant pal regiu des Parties la mission de procéder r\ un ajustement de leurs

intéréts respectifs, elle doit également écarteren l'espece toüt recours á l'équité
c"ontra legem, La Chambre n'appliquera pas non plus l'équité pragter legem. En
revenche elle prendra en considération l'équité telle qu'e'le s'exprime dans sou
aspect intra legem, c'est-i-dire cette forme d'équité qui constitue une rnéthode
d'interprétatiol du droit et en est l'une des qualités".
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vez Ítás esta aproximación metodológica que, pese a su inevitable ambi
güedad y a su caráctcr pulamentc formalista, parece gozar todavía de

cierto predicamento.

Por ello, nosotros utilizaremos también esta distinción para tratar de

determinar su virtualidad y sus límites.

2.2.L. Equíditd ínfra Legem

Una primc.r¿ manifestación de la equidad ccl,mo cicmento usual de
aplícación clel Derecho internacionai es la quc se ha denominado infra
Iegem. En su virtud, como ha explicado SOERENSEN, "le juge, entre
plusieurs irrterprétations ou applications possibles d'une régle positive,
choisit celle qui tient le mieux compte de la situ¡.rtion individuelle des

parties en litige et de i'ensemble dc leurs droit et devoirs. . . dans les
limites du droit positif" ¡'¿.

Del exai¡en dc la práctica inte¡naciol¿l en lnateria de delimitación
dc las fronteras lclrestrcs parece pocicrse cleclucir clue la equidad infra
legem desempeña, en primer lugar, una función ,meramente interpreta-
tiva e individualizaclorir, proyectando ei contcnido de la norma sobre el
caso concreto de acuerdo con las exigcncias Cc la justicia. Así lo ha
explicado recicntemente, la sala del Ti'ibunai internacional de Justicia
que ha lesueito ol litigio frontei'izo entre Burkina Faso y lvlali por medio
de una seniencia d'el 22 dc dicicn¡bre cie 1986. En e{ecto, tras recordar
que en m¿lteri¿r de delimitación dc las {ronteras terrcstres. no existe un
equivalentc clc la noción cic "principios equiiativos" ¿r la. que reenvía tan
frecuentemente el derecho aplicable cn nretclia dc dclimitación de las
zonas rna¡ítinras, la sentencia mencionacla afirma que:

"La Chrrnlbre... prcncla cn c.onsidó;.ation l'équité telle qu'elle
s'exprime dans son aspect ir$ru \egem, c'est-á-dire cette formr:
cl'équité qui consiitue une méthodc d'interprétation du droit et
en est I'une des qualités'33.

Pero junto a su eficacia meramentc interpretativa, la equidad infra
legem parece haber dr.sempeñado también en alguna ocasión una cierta
función complementaria o integradora, ofreciendo al iuez o al árbitro

32 SOERENSEN, \,{. "Les scurces de D¡oit international", Copenhage, 1946,p. 197.
33 CII Recueil 1986, pp. 567-5€,8, par 28. Vid,e tambíérl p. 633, par. 149.
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internacional un criterio para resolver las cuestiones de detalle que la
norma aplicable no contempla específicamente. En teoría, se trata aquí
de una forma de equidad infra legem que, sin separarse del marco subs-
tancial del Derecho aplicable, permite al juzgador concretar sus perfiles
ajustándolos a las exigencias del caso concreto. En la práctica, sin em-
bargo, a veces se prolonga levemente el alcance €xpreso de la norma,
haciéndose entonces muy difícil distinguir esta función integradora de la
equidad de otras modalidades de aplicación supletoria (praeter legem)
o derogatoria (contra legem), consideradas como inadmisibles.

El profesor BARDONNET ha señal¿rdo así una multiplicidad de
ejemplos en los que las Comisiones de delimitación y, en su caso, las
instancias arbitrales y judiciales, han recurrido a la equidad para ultimar
los detalles relativos al proceso de delimitación, incluso en ausencia de

una disposición expresa del convenio frontetizo 3a. El autor considera
"benéfico" este uso de la equidad integradora, con eficacia complemen-
taria e incluso correctiva, aunque señala pese ¿r todo que:

"Son maniement est sans doute délicat surtout en l'absence d'unc'
référence explesse, et il se situe toujours dans un registre rela-
tivemente ¡estreint" 35.

El propio Tribunal internacional de Justicia ha ido también en oca-

siones bastante lejos en el uso de la equidad infralegent con eficacia inte-
gradora 36. Así, en el asunto de la controversia fronteriza entre Burkina
F*ro y Mali, la Sala del Tribunal internacional de Justíciá consideró que

34 BARDONNBT, D. Op. cit., p. 52.
35 lbi.d., p. 55.
36 La equidad ha sido evocada en diversas ocasiones por la jurisprudencia in-

te¡nacional como parámetro para la determinación del importe de las compensa-
ciones pecuniarias debidas en concepto de reparación. El propio Tribunal inter-
nacional de Justicia ha recurrido a esta forma de equidad infra legem para calcular
el importe de la indemnización en el asunto de las Sentencias dei Tribunal Admi-
nistrativo de la OIT por demandas contra la UNESCO:

i'Dans ces conditions. la Cour. '. ss b6¡rera á dire qtre si le tribunal, dans

les motifs de sa décision sur le fond a dit "gue la réparation sera assurée

ex aequo et bono par I'allocation au requérant du montant ci-aprés", le contexte
ne fait nullement apparaitre que le tribunal ait entendu par lá se départir des

principes du droit. Il a vor¡lu seu'lement énoncer que, le calcul du montant
de I'indemnité ne pouvant pas étre déduit des régles de droit r¡osées ir cet effet,
il entendait fixer ce que la Cour a en d'autres circonstances, appelé la juste

mesure de Ia réparation, le chiffre r¿isonnable de celle-ci (affoile d'u Détroit
de Corfou, arrét- du 75 décembre 1949, C .I .l . Recueil 1949, p, 245) 

"'CU RVaneil -1956 p. 1ü).
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la equidad infra legem le permitía recurrir a la aplicacjón dc criterios

equitativos para dcterminar el trazado de la frontera litigiosa en los luga-

res donde la manifestación clc uti, posndetis no pudicra ser establecidl

con claridad:

"La Chambre conclut dés lors qu'en I'absencc d'indications pré'
cises dans les textes quant á I'enrplacement de la ligne frontiérc
celle-ci doit diviser la mare de Sou¡n en deux, de l'aqon équitable.
Bien que "l'équité n'implique pas nécesairement l'égalíté" (PIa-
teau continental de Ia mer du Nord, Cll Recueil 7969, p. 49,
par. 91 ), il reste qu'en l'absence de circunst¿rnces siléciales c'esi
en général celle-ci r¡ui traduit le mieux celle-l'\"'r?.

2.2.2. Equídad, praete'r leger,n.

La doctrina y la jurisprudencia tradicionales han rechazado por el

contrario generalmente la virtualidad de la equidad para desempeñar una

función normativa autónoma, con carácter supletorio, en los casos dr:

insuficiencia o laguna del Derecho positivo (equidad praeter legem).

Con todo, en Ia práctica arbitral relativa a la delimitación de los espa-

cios terrestres 38, parece poderse encontrar algunos ejemplos de aplica-
ción de la equidad para llenar ciertos vacíos dcl Derecho positivo.

Puede cita¡se a este respecto el asunto dc al controversia fronteriz,r
entre Bolivia y Perú resuelta por el laudo arbitral del Presidente argen-
tino Figueroa Alcorta, el g de julio de 1909. En este caso, en virtud del
Tratado General de Arbitraje del 21 de noviembre de 1901, debía apli-
carse en principio la regla del uti possidetis de 1810. Sin embargo, de
acuerdo con Io previsto en el artículo 4 del Convenio especial del 30 de
diciembre de 1902, el árbitro podía resolver la cuestión equitativahnente
en los tramoi en los qu6\ no apareciera definido con claridad la extensión
del territorio según los documentos del Virreinato. En el transcurso del
procedimiento, pronto se hizo evidente la dificultad de aplicar el prin-
cipio uti, posdd.etis ya que, de acue¡do con los documentos aportados por
las partes, la zona disputada se encontraba completamente inexplorada.
En tales condiciones, el laudo hubo de fundarse casi totalmente sobre l¿
equidad para resolver el litigis fronterizo planteado, pues como dijo el
propio árbitro:

37 CII Recueil 1986, p. 633, par. 150.
:t8 Cr. AKEHURST, _M. "Equity and General Principles of Law", I.C.L.Q.

1976, p. 805, nota 29. Vide también BARDONNET,D, Op. cit.,pp.57 y sig. -
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"considérant... ce qui précéde il résulte que je dois résoudre
équitablement la question qui m'est soumise, en m'approchant,
dans la présente décision, du sens des dispositions royales invo-
quées par les défcnses respectives des Parties et dc I'esprit qui
les a inspir'ée.s" :tfi.

Asimis,mon en el asunto del Rann dc Kutch entre la India y Pakístan,
la inexistencia de un auténtico acuerdo de límites, la inaplicabilidad del
principio trti; '¡tossi.tletis, y la complejidad de las circunsttrncias históricas
y geográficas condujo al Juez Laguergren a pronunciar erl 19 de febrelcr
de 1968 una sentencia ampliamente fundada en la idea de equidad, aun-
que sin llegar a constituir una decisión ex. aequo et bono4o.

El territorio disputado constituía una vasta superficie de 9100 km2
configurando un "fenómeno geográfico único" por su carácter desértico,
pantanoso y casi marítimo, en el que no existía una frontera bien estable
cjda reconocida históricamente. El interés principal de la sentencia estriba
en que en ella se sostiene qrtLe equítA y equidad aparecen er1 gran medida
ancladas en un mismo fondo común y forman igualmentc parte del De-
recho internacional:

"As both Parties have pointed out, equity forn'rs part of ,Inte¡-
national Law; the.refore the Parties are fi'ee to present and t'¡
develop their cases with reliance on principles of equity" al,

En virtud de estas consideraciones, ei Tribunal dio curso a las recla-

maciones principales de Pakistán, adjutiicando a este país una extensión

correspondiente al I0'/o del territorio litigioso (830 kmz). La delimita-

ción de los tres sectores en los que se dividí¿l esta zona, y sobre todo la

3e R.S.A. vol. XI, p. L45.
4o En una primera decisión de 23 de febrero de 1966 eI Tribunal distinguió

cuidadosarnente entre el recurso a la equitg en el Sentido anglosajón del término
(que ambas partes propugnatran, aunque con matices distintos) y una auténtica
clecisión ex s.equo et bono:

"An intemational Ttibrmal will have the wider power to adjudiorte a case

ex aequo et bono, and thus to go outside the bounds of law, only if such power
has been conferred on it by mutual agreement between the Parties. The Tri-
bunal cannot find that the Agreement of 30 June 1965 does authorize it elearly
and beyond doubt tto adjudicate er aequo et bono, Threfore, and as thd Parties
have by any subsequent agreement consented to confer the power upon the
Tribunal to adjudicate ex aequo et bono, the Tribunal ¡esolves that it has no
such power". The Indo-Pakistan Wees'tem Case T¡ibuttal (Constütrcil Purvtant
to the Agreenlert of 30 luna 7965), Attsard 79 Februarg 1968. p. 6.
tt lbid., p.6 .
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atribución a Pakistán de la mayoría del territorio en el sector más orient¿rl
de la {misma, se fundó esencialmente en razones de equid ad (equitg) 1,
más concretamenle en consiCcraciones de orden v estabilidacl de las rela-
ciones entre Estados:

"fn'my opinion it would be inequitable to recognise thcse inlets
as foreign territory. It rvould be conducive to i'r'icti.n a'd con-
flict. The paramount consideration of proinoting peace and sta-
bility in this region compels the recognition a'il confirmation
that this territory, which is wholly surróunded b,v pakistan terri-
tory, also be regarded as such" a2.

¿Puede, pues, deducirse de esta jurispr'dcncla la existencia de una
regla que permite la aplicación de la equidad praeter legem en la cieli-
mitación de las f¡onteras te¡restres entre los E.stadosp

La respuesta a esta cuestión no es fácil, pero parece que debe clecan-
tarse por la negativa. E' efecto, reducid¿ a sus justos términos, la prác"
tica arbitral citada no parece avalar verdáderamente la aplicación de la
equidad praete, legem para colmar las lagunas jurídicas que pudierau
presentarse en la solución de los conflictos f¡onte¡izos. pues en realidad,
en todos los casos examinados, la autorización para que el árbitro colmara
Ias lagunas que se presentaran en el procc.so de delimitación estaba expre-
samente contemplada o'a en las propias reglas a aplicar. ora en el com-
promiso a¡bitral.

La ptáctica del Tribun¿rl internacional dc Justicia par€ce confirmar
este planteamiento cont¡ario a la admisión dc Ia cquiclad praeter legem.
En efecto, aunque la jurisprudencia del T¡ibunal sea en este punto algo
,movedizo 43, sus afirmaciones al respecto son, en general, pocá proclives
a la admisión de la eficacia normativa .su¡rletoria de Ia equidad aa. Así,

42 Ibü., pp. 152-153.
a3 En efecto en el asunto del canal de carfu el Tribunal se apoyó en consi-

deraciones humanitarias afirmando incluso expresamente algunos d"'srrs miembrosla efic¿rcia de_ la equidad q* rellenar las lagunas del Dáecho. r", "r "o.rtr.".io,en el asunto del Sudoeste^ Afr.icano, el Tribunal se negó, de plano á .r¡"r". el ámbitoclel Derecho estricto. Vide MIAIL, A. Op. di¿., pp. ¡_g-
aa 

-un buen-exponente de Ia posición del TIj en este punto podría ser la,sen-
tencia de 5 de febre¡o de lg70 en el asunto de la B¿rrcelóna Tr^action. En efecto,
eri este caso, tras reconocer que se trataba de una materia en La que "el Derecho
intelnacio_nal no ha fijado sus propias reglas", el Tiibunal se negó a cubrir éste vacío
recurriendo a consideraciones puramente equitativas:

. "Il été su-ggérp q¡]e, s-i- I'on -ne peut appliquer dans un cas d'espéce larégle générale selon laquelle le droit 
-d" 

pr6iect-ior, .tiplomatiqoe-á,une societé
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por lo que se refiere a las cuestiones de delimítación de los espacios terres-
tres, la reciente sentencia relativa al litigio fronterizo entre Bukina Fasso
y Mali es particularmente ilustrativa de la ambigüedad que suele acom-
pañal h aplicación de estas. categorías formalistas. En efecto, como yír
hemos visto a5, la Sala del Tribunal que, en ausencia de indicaciones pre-
cisas en los textos, se había sentido legitimada para dividir la zona pan-
tanosa de Soqnn en dos y atribuirlas por igual a cada una de las partes,
conjuró sin embargo tajantemente (pero también retóricamente ) la apli-
cación de la equidad praeter legem):

"Il est clair que la Chambre ne peut, en la présente affaire, sta-
tuer er (tequo et bono. N'ayant pas regu des Parties la mission
de procéder á un ajustement de leurs intéréts lespectifs, elle doit
également écarter en l'espéce tout recours á l'équité contra Ie-
gevn. .. La Cirambre n'appliquera pas non plus I'équité praeter
Legem. En revanch'e elle prendra en considération l'équité telle
qu elle s'exprime dans son asp€ct infra Legem c'est-á-dire cette
forme d'équité qui constitue une méthode d'interprétation du
droit et en est I'une des qualités. En effet comn-re la Cour la dit:
"Il ne s'agit pas simplement cl'arriver une solution équitable,
mais d'arriver i une solution équitable qui repose sur le droit
applicable". (Compétence en mrttí'óre de 1técheries, CII Rearcil
7974, p. 33, par. 78, p, 202, par. 69) 46.

2.2.3. Et¡uidad contr& legem.

En principio, la doctrina, la práctica y la jurisprudencia coinciden
aquí de un modo unánime en la afirmación de que no cabe ¡ecurrir a la
equidad para descartar la aplicación del Derecho internacional positivo,
a ,menos que las partes interesadas lo hayan solicitado así expresamente.

Esta idea, fue reafirmada por el Instituto de Derecho Internacional en

su resolución de 1937 a7 y aparece consagrada en el propio Artículo 38,

párrafo 2, del Estatuto clcl Tribun¿rl internacional de Justicia:

revient á son Etat national, il pourrait étre: indiqué, pour des raisons d'équité,
que la protection des actionnaires en cause assumé par leur propre Etat na-
tional. L'hipothése ne corresponds pas aux circonstances de Iarprésente affai¡e",
CII Recueil 1970 p. 49, par. 93.
a5 Supra p. L2 y nota (37).
4ri CII Recue¿l 1986, pp. 567-568, par. 28.
az "Le juge international ne peut s'inspirer de l'équité pour lendre sa sentence,

sans étre lié par le droit en vigueur, que si toute;s les parties donnent rüre autori-
sation claire et expresse á cette fin". IDI: Anntnire cif,, tp. 27L.
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"La presente disposición no restringe la facultad de Ia Corte clc

decidir un litigio ex aequo e bono, si las partes así lo convinieren".

Este planteamiento, aparentemente simple, no ha dejado sin em-

bargo de presentar algunos puntos oscuros rcferentes, por un lado, a la
posibilidad de que la equidad despliegue pese a todo una cierta efic¿ci¿

correctiva en la aplicación de las reglas positivirs, Y, Por otro, al verda-

dero sentido del recurso a la jurisdicción de equidad (decisión ex aequo

et bono) cuando las partes así lo convinieren.

a) Eficacia correctiva de la equidad.

La exclusión de principio de la equidad cotttra legent no ha impe-

dido que esta noción haya desempeñado en ia práctica, en determinadas
ocasiones, una cierta función moclilicativa o correctiva dc la aplicación
de las reglas jurídicas.

La compatibilidad de este uso correctivo clc la equidad con la pro-

clamada exclusión de la equidad contra legem se ha logrado efectiva-
mente forzando los resquicios que presenta inevitablemente este tipo der

planteamientos de naturaleza esencialmente formalistn. Así, en ocasiones,

el árbitro ha encontrado una via para la aplicación de la equidad de'ro-

gatoria en los términos más o menos permisivos del acuerdo de delimi-
tación o en las cláusulas del propio compromiso. En otros casos, el árbi-
tro ha encontrado Ia legitimación para proceder a una utilización mo-
derada de la equidad correctiva en la consideración de rlue los princi-
pios y reglas aplicables resultaban parcialmente irnpracticables o podían
conducir a resultados i¡razonables. Así, como ha señalado BARDONNET:

"Le récours aux considérations d'équité a-t-il tenú una place
importante dans les arbitrages latino americains et pourret-il
contribuer au réglement de certains différends frontaliers dans
d'autres parties deu monde, pour corriger les injustices qui ne
manque pas de susciter la génelalisation de I'uti possidotií'48.

En efecto en la práctica hispanoaYnericana, la equidad ha sido utili-
zada en alguna ocasión como un instrumento jurídico para conseguir la
necesaria corrección de los inconvenientes derivados de una rígida apli-
cación del principio uti possi..deüs. Tal sucédió. por ejemplo, en el caso

de Ia sentencia arbitral del 23 de febrero de 1933, dictada por el Chief

48 BARDONNET, D. Op. cit., p. 56.
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lwtice cha.rles Evan Hughes en un litigio fronterizo cntre Guatemala y
Honduras ae. En efecto, ante las discrepancias de las partes sobre la apli-
cación del plincipio uti Ttosskletis, el árbitrr¡ se vio abocado a interpretar
extensivamcnte el cornpromiso recurriendo así a la equidad para esta-
I¡lecer una parte dc la frontera:

"The Tribunal, by the provision of the as to the line ol uti possi-
detis of 1821, is not rer¡rrired to perform the impossible, and
manifestly is bound to establish that line only to tht extent that
the evidence permits it to be established. And as the Tribunal
is expressly authorized in the interest of justice... to depart
from the line of uti possidetis of 1821, even where that line is
found to exist, the treaty fmust be construed as empowering the
Tribunal to determine the definitive boundary as justice may
require throughout the entire area in contr.ovelsy, to the end
that the question of territorial boundaries may be finally and
arnicably settled" 50.

EI Tribunal internacional de Justicia parece haber sido, sin embargo,
más cauteloso r€specto a la posible eficacia correctora de la equidad. En
efecto, la Sala que ha emitido la sentencia relativa al litigio fronterizo
entre Burkina Fasso y Mali ha limitado considerablemente el papel de la
equidad al afirmar que en su virtud no puede er-r moclo alguno derogarse
la eficacia vinculante de otras reglas jurídicas existentos en materia de
establecimiento de las fronteras terrestres. Así, según la Sala, la equidad
no puede contradecir las exigencias del principio uti possidetis conside-
rado como una regla aplicable cle Derccho positivo:

"A cet égard l'idée qui la guide est simplement celle-ci: "L'équitdr
en tant que notion juridique procéde directement de lidée de
justice" (Plateau continental (Tunise lomahiriga arube libyenne).
CIJ Recueil 7982, p. 60, par. 7L). La Chambrc tient néanmojns
I souligner que rien n'autorise un recours á la notion d'équité
pour modifier une frontiére établle. Dans le contexte africain en

4e R.S.A. vol II, pp. 1307-1366'.
-"0 lbid,, p. 1352. En este ¡nisrr¡o laudo el Tribunal precisó incluso el contenido

concreto de los criterios equitativos que le habian de servir de pauta para la deter-
minación de la frontera: "In fixing the boundary, the Tribunal must have regard:
l) to the facts of actual possession. 2) to the question whether possessim by one
Party has been acquired in good {aith, and without invading th"l ¡ght of the other
Party, and 3) to the relation of territory actually occupied to that wich is as yet
rrnoccupied. In the light of the facts as thus ascertained, quiestions of compensation
may determined". Ibid., p. 1352.
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particulier, on ne saurait iuvoquer les insuffisance¡s manifestes,
du point de vue éthnique, géographique ou admjnistratif, de
maintes frontiéres héritées de la colonis¿rtiou pour affirmer que
leur modification s'impose ou se justifie par des considérations
déquité. Ces frontiéres, aussi peu satisfaisantes soint-elles, jouis-
sent de I'autorité de I'uti possidetis et sont á ce titre entiérement
conformes au droit international contemporain. Hormis le cas
d'une décision rendue, avec lla.ssentiment des Parties, ex aequo
et bono, "il ne s'agit pas simplement d'arriver á une solution
équitable, mais d'arriver I une solution équitable qui repose sur
lo droit applicable" (Compé;tence en rnntí¿re de pécheríes, CIJ
Rocueil 7974, pX. 33, par. 78¡" sr.

b) Equidad y decisiones ex aequo et bono.

En los Supuestos en los que las partes autorizan expresamente al
Tribunal a pronunciar una decisión ex aeqLro et bono, se ha planteado
también el problema de dete¡minar el alc¿rnce concreto de esta "juris-
dicción de equidacl".

Bn efecto, cabe preguntarse en primer lugar sí la autorización para
pronunciar una decisión ex aequo et bono supone en realidad la aplica-
ción de la equid.od contra legevn, La expresión cs sin duda demasiado
contundente y traduce mal el significado del mecanismo que se trata de
aplicar. Pues no se trata en realidad de contradecir las reglas del Dere-
cho positivo sino más bien de lograr la solución del litigio nl margen de
las mismas.

Por otra, parte, se ha cuestionado si esta autorización para dictar una
sentencia elc oequo et bono remite al juzgador a la aplicación de la, equi-
dad -considerada como una noción jurídica- o si le conduce, por el
contrario, a un terreno ajeno al propiamentc jurídico y le permite alcan-
zar una decisión basada exclusivamente en los criterios de conveniencia
y ponderación que considere más pertinentes para la solución del caso.

Algunos eminentes internacionalistas, tales como SERENI u' y GUG-
CENHEIM 53, consideran efectivamente que la autorización para el ejer-
cicio de la jurisdicción de equidad no permite al juzgador situarse de
lleno fuera'del Derecho para ejercer una suerte de amigable composición

rr CII Recueil 1986, p. 633, ,par. 149.
5¿ SERENI, A. P. "Diritto internazionale", Vol. I. Milano, 1956, p. 154.
53 GUGGENHEIM, P. "Traité de Droit international Public", T.I, Genéve,

1947, p. 2L2.
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desvinculada dc toda ctxsideración jurídica. Scgún este punto de vista,
el juez o el árbitro encargado de <lmitir una decisión ex &equo et bono
debe en realidad recurlir a la aplicación de la equidad considerada como
una noción jurídica que debe ser utilizada con tlexibilidad, pero también
con rigor técnico, para la apropiada solución del caso.

La mayoría de los autores consideran hoy, sin embargo, que el ¡.lro-
nunciamiento de una decisión ex aequo et bono permite al juzgador si-

tuarse al margen del Derecho mismo, descartando tanto la aplicación de
las reglas de carácter positivo como la aplicación de la equidad consi-
derada en su dimensión jurídica. Así, un juristu tan ¿rutorizado como Sir

R. Y. JENNINGS ha llegado a alirmar <1uc:

"(a) decission ex. aequo et bono could well be made without the
need of specifically legal training or skill. On the other hand, a
decision according to equity as part of law should mean the
application to the case of principles ¿rnd rules of equity for thc
proper identification of rvhich a legal training is essential" sa.

Cualquiera que sea la respuesta definitiva a esta cuestión todavía

abíerta, parece necesario subrayar un punto de particular importancia

en este debate. A saber, que las decisiones ex, aequo et bono, por más que

puedan descartar la aplicación de las reglas de carácter dispositivo, no

pueden en modo alguno adoptar solucioncs incompatibles con las normas

imperativas pertenecientes al ius cogens internacional. Así, como ha es-

crito el profesor DIEZ DE VELASCO 55, la autorización para el ejercicic

de la jurisdicción ex. aequo et bono encu€ntra su límite jurídico en las

exigencias de las normas de ius congens que, tal como señala el artículo

53 del Convenio de Viena sobre eI de'recho de los Tratados de 1969 "nu

admiten acuerdo en contrario".

54 JENNINGS, R.Y. "Equity and Equitable Principles", Annuaite Suissa tle DI,
1986, p. 30. Vide también BROWN, E. "The Tunisia-Libya Continental Shelf
C¿rse A. Missed Opportunity". Marine PoIi'cE, l9$3, pp' 149-150. BARDONNET' D.
Ott. cit.,, p.38. Está parece también la opinión del propio Tribunal internaciional de

Justicia, tál como se deduce de sus afirmaci,ones d¡r el asunto cle la tplatafiorma Li-
bia-Tunez:

"il {aut distinguer entre I'application de principes équitables et le fait de
prendre une décision er aequa et bonon ce que la Cour ne peut faire que si

les Pa¡ties en sont convenues (art.38, par.2 du Statut). En parerl cas la Cour
n'a plus á appliquer strictement des régles juridigues, le but etant de parvenir
ir un réglement approprié" . CIJ Rectnü 1982, p. 60, par. 71.
55 DIEZ de VELASCO, M. "Instituciones de Derecho internacional público",
T .I, séptima edición, Madrid ( Tecnos ) 1985, p . 83.
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Este breve repaso de Ia jurisprudencia relativa al papel de Ia equi-
dad en la delimitación de los espacios terrestres pone do relieve el carác-
ter esencialmente retórico dc las distinciones al uso y la incertidumbre
cle una noción que so han mostrado sicmpre rcfractaria a una auténtica
objetivación de sus crlemcntos'y qtrc ha posibilitado así cl ejercicio de
un amplio margen de discrecionaliclad jurisdiccional. En la práctica, las
distinciones usuales entre Ia equidad inlra le¡,r,etm, ytraeter legent y contra
Iegen, lejos de ofrecer una guía metodológica segura, se llan mostrado
como una cobertura adicional de decisiones quc poseían ya su propio
fundamento jurídico.

La experiencia muestra pues que la erluidacl ha curnplido en los dis-
tintos casos de delimitación cle las fronteras terrestres una discreta fun-
ción interpretativa, sustitutolia o derogatoria en razón de la eventual im-
precisión, insuficiencia o inju:;ticia de la ic'gia de Derecho positivo. El
lecurso de cquidad se ha legitimaclo así, on la práitica, en virtud de su
propia necesidad, de su carácter razonable y conveniente 56. Pero su pro-
¡-ia condición extrapositiva le h¿r conferido tradicionalmente un estatuto
jurídico incierto. No c.s, pcr taDto, ilc extlañar que en io¡; últimos años
hayamos asistido al desarrollo de un proceso t¿ndcnte a reforzar el fun-
damento jurídico de la equidtrd mediantc su incorporación a la propia
regla de Derccho internacional positivo.

Esta es Ia nueva dimcnsión clc la equiriad, toith,ln the rules o selon
les textes cuya proyección teóric¿r y práctica trataremos clc analizar en las
páginas que siguen.

3. LA DIMENSION IUSPOSITIVA DE LA EQUIDAD:
(EQUITE SE¿ON LES TEXTES O WITHIN THE RULES)

3.1. LA BQUIDAD EN LA FORIVIULACION DEL DERBCHO
INTERNACIONAL

La impronta de la ecluidad en el proccrso de formación de las normas
de Derecho internacion¿rl es en oc¿rsiones i,an fuerte que llega incluso a
manifestarsc cxtcriorl,rente con;o u;t elemento integrante de la regla dc
De¡echo positivo. En tales supriestos, cad¿r voz más extendidos, la equi-
dad se eleva del transfonclo substa.ncial clel Derecho uara cristalizar en

5{i BARDONNET, D, Op. cit., p. 42.
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la expresión positiva de la regla misma. Este es el ánrbito de la equidad

"inside the rules" o '"selon les textes"' que fue evocado por el Tribunal

fnternacional de Justicia en su sentencia de la pltltaform¿r continental del

Mar del Norte de 1969:

"Quel que soit le raisonnement jurdique du jugc, ses. décisions

d|ivent- par définition étre justes, donc en cc- sens équitables.
Néanmoilns, Iorsqu'on parle du juge <1ui rend l¿r- justice ou qui
dit le droit, il s'agit de la justificatjon objective clc se.s déclsions'

non pas au-delir áes textei mais selon les textes ct dans ce do-

mainé c'est précisément une régle de ilroit qui .ppelle I'appli-
cation de princiPes équitables" 5?'

Con estas palabras el Tribunal parece haber abierto untl nueva vía

de aproximación a la siempre evasiva figura de la equidacl, ¿l señahr

qrre értu puede adquirir una dimensión auténticamente positiva como ele-

mento normativo autónomo, es decir, como una "verdadera regla de de-

recho", obligatoria para los Estados, en lOs casos en los rl'¡s "los textos"

mismos exigen su aplicación 58.

La práctica internacional conoce hoy efectivamcnte ttn crcciente nú-

mero de casos en los que la equidad ha quedacio formalmetlte integrada

en el contenido material de la regla de Derecho positivrr ¡31n¡ rt¡ reft:-

rente normativo expresamente identificadc. Esta dimensión ilrsposítiva de

la equidad no ha pasado desapercibida a ios autores quel ccrt tllilyor liene-

tración han examinado el fenómeno en los últimos años: Jtit\NINGS 
5D,

CHEMILLIER-GENDREAU 60, BARDONNET 61. EI PTOfCSCT REUTBR

í7 CIJ necueil 1969, p. 49, par. 88.
58 lbid., par. 85 y par. 88.
5e JENNINGS, R. Y. Op. cü., PP. 28-29.

60 CHEMILLTnn-ósÑónuÁu, ll. op. cit., Ép. 509-510: "L'équité et les

principes équitables son evoqueés ¿tvec une grande frécluence et une grande impor-

Lnce'dans'des domaines a¡lsi divers et auJsi importants q¡e le -res-pec¡ 
¿¿5 dleits

d"^ih";;;, b fá""tio""ámu"f d"' tu justicc. internationale le droit de la mer, le d¡o-it

i"t"t"."io""f écooomiq...-.t pt." p.il"uliérment le droit qui régit la question dr:

I'indeminisation en cas de nationalisation"'
61 BARDONNET, D. Oi. cit., pp. 39-40: "Beaucoup plus fécond est le souci

d'incorpárer l'équité a.. ároii.'La-i9gt" {" droit, qu'elle soit-de nature contumiére

".,-"""i""tir"ni1e, 
renvoie alors i l'é!uité. On trouve de nombreuses traces de cette

i*J*"*l dans Je ároit des traités, de ia responsabilité inter;ationalg, d" la succssion

¿" ;Bt"tr ou cle l'environnement. Elle se manifeste également dans les situations

J" tÑ "- 
plus fréquentes oú des obligations, de nature économique s_ont définies,

en ce qu1 concerne par exemple l'utilisation_de-s ressources naturelles dans le droit
des flejves internatitnaux, le ,rouveau droit de la mer, ou plus généralment le droit
international économique".

290



ANUARIO ARGENTINO DE DENECHO INTERNACIONAI

se ha referido también a esta innovador¡r faceta de la equiclac" resultante
de su incorporación a la regla de Derecho positivo:

"Dans les cas Ies plus extrémes, cette subordination est simple.
mente formelle: c'est une réglc' juridique qui renvoie expreisé-
ment i des principes équitables qu'elle né précise pas autre_
ment..."62.

Esta nueva dimensió'iuspositiva de la equidad no deja, sin embargo,
de presentar ciertas dificultades conceptuares y materiaies. En primer
lugar, como indican las palabras del profesor REüTER, es forzoso reco-
nocer que el contenido concreto de esta evasiva noción no se hace más
preciso por su incorporación a la regla de Derecho positivo. La equidad
se positiviza pero "guarda su misterjo" 6iJ.

Por otra parte, la jurisprudencia internacional, que en los últimos
años ha hecho un uso generoso de esta nueva modalidad de la equidad,
no se ha preocupado excesivamente de hacer expiícita la naturaleza con-
creta de la regla que, en cada caso específico, réclamaba su aplicación.
Amparándose en el carácter particularmente difuso y evolutivo de este
ordenamiento jurídico, el á¡bitro y el juez internacional han evocado de
un modo inespecífico los "principios y reglas" internacionales para justi-
ficar la aplicación de Ia equidad. Esta relajada actitud jurisprudencial
contrasta con el rigor metodológico empreado en otros casos. Así, en la
propia sentencia de la plataforma continental del N{ar del Norte de 196g,
el Tribunal, que había sometido a un extenso y severo escrutinio el fun-
damento normativo de la equidistancia, ser mostró mucho menos exigente
en la determinación del origen jurídico formal cle la regla de la equidad
en materia de delimitación'a.

con todo, forzoso es reconocer quc, pese a ra iniciar inconcreción de
su fund¡¡'mento normativo, a partir de la scntencia crel Mar del Norte de
1969 la figura de la equidad se ha ido abricndo progresivamente camino
hasta la superficie del Derecho inte¡'acional positivo que, en un cre-
ciente número de esferas, há visto aparecer refere'cias cada vez más ex-
plícitas a esta noción. La equidad se h,i cronvertido así en un componente
formal de diversos textos clue han hecho su aparición en la práctica del
Derecho internacional en los últimos años. Entre los variados campos en

o:r REUTER, P. Op. cit., p. L7g.
'63 lbid., p. t6b.
64 CII Recueil lg69 p. 32 par. 47, par. g5 y sig; p. 4g par. gg y sig.
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los que se ha manifestaCo de un modo pr-rjanie csta nueva dimensióll

iuspositiva cle la equidad, cabe citar principalmeilte ios siguientes: Ios

textos relativos a la instauración de un nuevo orden cr:onómico inte'r'na-

cional, uno de cuyos principios inspira<.lores cs cl del "l¡criclicio mutuo ,v

equitativo" 6é; las reglas relativas al rógimen de exploia.ción cle los recul'-

sos compartidos entre Estados 6('; los convcnios de codificación en mate-

ria de sucesión de Estados o, y de utilización de los cursos dc agua inter-

nacionales para fines distintos de la navegación(rs; y las noluas que esta-

blecen el régimen de aprovechamiento dr: los rccufsos c1c ciertos esprr-

cios tales como el espacio ultraterrestre 6e, l:I Antártida 7" o el propio me-

dio ambiente courún ?1, QüQ deben ser utilizados ctluitativamente por

constituir. un p?trimonio colectivo de las generacion('s prclsentes y tuturas'

Pero sin duda el texto en el que la cquidacl apalcce dc un modo

más reiterativo es el convenio de las Naciones LTniclas sobre el Derecho

del lv{ar dei 30 de, mayo dc i982 t' qu" sc reficra ¿r esta noción, tanto de

un .modo implícito como de un modo explicito, cn un significativo nir-

mero de sus disposicioncs. Cabe citar ¿sí, pol' ojemplt>, entfi) las refelen-

cias expresas a la noción dc equidaci, las que afcrctan a los siguientes te-

mas: sálució' equitativa cle los conflictos relativos ¿r la atribución de

- 65 Consagrad,o inter alia en el Artículo 1, e) cle la Carta de derechos y deberes

económicos áe"los Estado, 1AG R".olución 3á81, rle 12 de diciembre q9 1974).

6(J Virl,e BARBERIS, J. "Los recursos naturales contpartidos entle. Estados y el

Derecho internacional", ll'"¿¡á (Tccnos) 1979, pp. 35 y sig; 68 y sig; 131 v sig;

154 y sie.
67 Vüe Convención de Viena sobre la sucesión do Estados en materia tle bie-

,.,", 
"r"rtirro, 

y á".,d*, d; É;"d";-á" 8 de abril de 1983' en es¡recial Arts' 17' L c);

17,3; 18,1, b) v d); 18,2; 31,2; 37,2;40,i Y 
-1l. 

'
ss Vide CDI. Se,g,r*io-irf"r*" ,ob." "i Derecho de los rrsos de los cursos de

agua internacinrr"l", p"* f1r.", áirtitttor de la navegación (Doc. A/CN.4/381' de 2a

de abril de 1984), arts. 6, l"-4. Itd" ,"mbíén HAÑDL, C. op. c'it, infra nota (71) '

is vid,e Acuerdo q"L ¿"u" regir las actividades de los Estados en la Luna y

otros cuerpos celestes teC.'ii"ra"1?"-S¿liA de 5 de diciembre de 1979, Anexo)

¡ri"ril-i, ál-l¿n t"i"lién wrLLrAMS, S.N{. "The Role ot Equity in the Law

of orrther space,, InteÁlU-oÁot nit""¡n"r, vol. V, 1975. ¡p. 776-799;_CURTEIX, J.
;;""ib;.:.équitabld' á I'orbite des satellites géostationnaires", AFDI 1985 PP'

790-802.
?0 Doc. AMR/SCM/88/?B?: Convención para la reglamentagig3 d" las activi-

rl¿des sobre recursos *i"""át"t antárticos, Arts..29' 3' b) v c),; 35'5'
?1 HANDL, c. "d;;ñ.tpi" li ;'Éq'it"ttt Út"" ás Applied to, Internationallv

Share¿ ñatural Resources:'its nóle in Resolving Potential International Disputes over

lr""tLt-". pollution", Ret:' Belge do D.1., -1918-79' 
pp' 40-64'

?e BELLO. B. "f"t"t-r"tio*iEqrrity'uttd th" Law of the Sea", Yerfassung uncl

Recht ¿n Uberssee, 1980, pp. 201 y sig'
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derechos y julisdicción en la zona económica exclusiva 13; acceso equita-

tivo de los Estaclos sin litolal ?a y en situación geográfica desventaiosa ?5

a los excedentcs dc rccursos vivos dc la misma; distribución equitativa

de los beneficios ijnancieros y económicos derivados de las actividadcs

en la Zona de fondos marinos 76; modahdades y condiciones equitativas

para la transmisión de tecnoiogía relacionacla cou t¡:les actividades tt; pro-

imoción de precios equitativos para los consumidores de minerales proce-

dentes tanto de la Zona como de otlas fuentes. . . ?1i.

Con todo, como es bien sabido, son los Ai'tículos 74 y 83 del Con-

venio de l¿rs Naciones Unidas sobre erl Dcrecho del N{ar, relativos a la
delirmitación etluitativa de la zona ecor-rómica exciusiva y de la plata-

forma contiuental, quienes contienen ia más eniurldiosa de las referen-

cias normativas a esta noción. Por ello, en razón de la proyección adqui-

rida por los "principios ecluitativos" en los procesos de delimitación de

los c.spacios murinos, esta cuestión ser'á objeto dc un examen particula.-

rizado en el apartirclo siguiente.

3.2, LA EQUII)AD IiN LA DELIN{ITACION DB LOS ESPACIOS ]VIANINOS

La equidad ha jugado en los últimos ¿rños un importante papel co-

mo criterio jurídico para la delimitación de los espacios marinos entre

Estados cuyas costas son adyacentes (deiimitacióu lateral) o están situa-

das fi'entc a frc'nte (clelimitación frontai), En particular, una reiterada
jurisprudenci¿r ha scñalado que la obligacióu de iogral un acuerdo equi-

tativo constituía la "ncrma fundamentai" ie en lo que respecta a la deli-

mitación de los espacios marinos entre Esttic.lt¡s veciuos. La regla de la
delimitación equitativa se ha convertido así, aparenternente, en una exi-

gencia del Deri-.cho internacional positivo cn i¡r materia. Por ello se hace

necesario explorar el origen, el contenido )¡ el alcance de esta nueva regla.

?3 Convcnio de las Naciones Unidas soble e'I Derecho del lvfar. Art. 59.
74 lbid' Art. 69, 1.
1r lb¿d., Alt. 70, l.
16 Ibü., Art. 1.40, 2.
77 lUrL, Art. L44, 2 a).
?8 Ibid., Alt. 150, f) y Art. 151, I, a).
7e CII Recuei¿ 1984, p. 299, par. 112.
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3.2.L. Ori,gen de la regla de la deLintítación equi,tatiua.

Como es sabido, la referencia a la equiciad no estaba exprcsamente
contemplada en las reglas relativas a la delimitación de los distintos espa-

cios marinos que fueron objeto de codific¿rción en los Convenios de Gine-
bra de 1958. En efecto, el Artículo 12. del Convenio sobre Mar territorial
y zorta contigua B0 hacía referencia únicamente a la delimitación por

acuerdo entre las partes y, en su caso, por aplicación del criterio de ia
equidistancia ,matizado por la posible incidencia de circunstancias espe-

ciales que justificaran otra delimitación. Y la misma orientación inspiró eI

Artículo 6 del Convenio sobre Piataforma continental, cuyo tenor literal
es el siguiente:

I. Cuando una misma plataiorma continental sea adyacente al
territorio de dos o más Estados cuyas costas están situadas una
frente a otra, su delimitación se efectuará por acuerdo entre ellos.
A falta de acuerdo, y salvo que citcunstancias especiales justi-
fiquen otra delimitación, ésta se detertminará por la línea media
cuyos puntos sean todos equidistantes, de los puntos próximos
de las líneas de base, <iesde donde se mide la extensión del mar
territorial de cada Estado,

2. Cuando una misma plataforma continental sea adyacente al
territorio de dos Estados limítrofes, su delimitación se efectuará
por acuerdo entre ellos. A falta de acuerdo, y salvo'que circuns-
iancias cspeciales justifiquen otra delimitirción, ésta se t:fectuará
aplicando-el principio de la ec¡t'idistancia de los puntos lmás pró-
ximos de las líneas de base, desde donde se mide la extensión
del mar territorial de cada Estado.

Aunque los textos reseñados no contienen una referencia explesa a

la equidad, fue precisamente en materia de delimitación de la plataforma

continental donde, de la mano de la jurisprudencia, se inició el aflora-

miento progresivo de esta figura a la superfici-e clel Derecho positívo. En

80 Este articulo afirma efectivamente que:
"Cuando las costas de dos Estados se hallan situadas Irente a frer;te o seau

ad)racentes, ninguno de dichos Estados tendr'h derecho, salvo mutoo acuerdo

en cohtrario, a extender su mar territorial más allá de urrl linea media deter-

minada de formn tal que todos sus rpuntos sean equidistantes de los puntos más

próxim.os de las líneai de b:rse a partir de las cuales se midtr la anchura' del

irar territorial cle cada uno de esos Estados. No obstante, la disposición de

este párrafo no será ap',icable cuando, por la existencia de derechos históricos
o poi otras circunstancias especiales, sea necesatio delimitar eI mar terntorial de

ambos Estados en otra forma".
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efecto, conectando con las expresiones originarias de la Proclanración
Truman de 1945, r¡re había afirmado ya que los límites de la plirtaforma
continental debían cstablecerse convencionalmente "in accordance rn'íth
equitable principles" *i, el Tribunal internacional de Justicia afirmí¡ en su

sentencia sobre la plataforma continental del Mar del Norte que los prin-
cipios esenciales en Ia materia eran:

"que la delimitation doit étre I'objet d'un accord entre les Etats
interéssés et que cet accord doit se ró¿rliser selon des principes
équitables. Il s'agit lá, sur la base de préceptés trés généraux de
justice et de bonne foi, de véritables régles de droit en matiére
de délimitation des plateaux continentaux lirnitrophes, c'est-á-dire,
de régles obligatoircs pour les Etats pour toute delimitation; en
d'autres termcs, il ne s'agit pas d'appliquer I'équité simplement
comlne une représentation de la justice trbstraite, mais d'aopli-
quer une régle de droit prescriv¿rnt le récours á des. nrint:ipes
équitables ccnformement aux idécs qui ont touiours inspiré le
développement du régime juridique du plateau continental en
Ia matiére. . ." 82.

Esta elevación de los "principios equitativos" a la categoría de rcglas
de Derecho positivo no dejaba de presentar puntos obscuros al nc preci-
sarse convenientemente su origen convencional, consuetudinario o deri-
vado de un principio general. Con todo, junto al ccnjunto de razones gc-
néricas evocadas por el Tribunal en apoyo de la regla propuestu 8:i, nn
faltó una indicación específica de que los plincipios equitativos se erlcon-
traban implícitamente contenidos en Ia referencia del propio artícrilo 6
del convenio sobre la piataforma continental de 1g5B a las circunstan-
cias especiales:

"clest en raison de la (conviction que la délfmitation devait
s'effectuer selon des principes équitables) qu'elle a introduit
I'exccption des "circonstances spéciale5"sr.

El origcn difuso de la regla de la delimitación equitativa no inrpidió,
en todo caso, que ésta se afirmase progfesivamente como una corrstante

8r CU Recuetl 1969, p. 33, par. 47.
82 lbid., pp. 47-48, par. 85.
83 lbid., p. 34, par. 48; también p. 47,pm.85, en el que el Tribunal evoca

razones vinculadas a "la historia del desan'ollo del régimen juridico de la plataforma"
y a "ciertas_nociones juríd-icas de base que refle'¡an desde el principio la-opino iuris
er! materia de delimitación".

84 lbid,, p. 37, par. 55.
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básica de la jurisprudencia intern'.rcional crr la .materia. L:r sentenci¿ ar-
bitral del 30 de junio de1977 en el asunto clcr la delimit¿rción dc h Pl¿rta-

forma continental franco-británica cn la zorra del lvlar d'Iroise reil.oró l¿rs

afirmaciones anteriores del TIJ en términos sensiblemente similarcs:

"la limite cntire des Etats qui donnet sur le méme pla-teau crrtr-

tinental doit, cn I'a-bsence tl'tccorcl étrc c'léternlinée selon cies

principes équiiables"85.

La referencia a la equidad como critcrio llar¿r lrr delimitación de los

espacios marinos habría de cobrar un nue\;o impulso en los tlabajos de la
IIIa Conferencia de las Naciones Unidas sobrc cl Derecho del NIar qrrc

cuhninaron con la adopción del Convenio del 10 ds diciemble de 1982.

En efecto, aunque la elaboración del artíctilo reiativo a la delimita<'ión

frontal y lateral del mar territorial discuniér¿r por un camino separadg y

diferente s6, el debate sobre la equidad se extcnclió ¿11í esencialnentr: n¡-.r

sólo a la delímitación de la Plataforma continental sino trinbién a al de

la nueva Zona Económica Exclusiva, que se confundieron así en unir polé'

mica única en los trabajos de la Conlerenci¿t 37.

La formulación inicial del texto relatívo a esta cuestión, r-ed:rctada '-rl

final del tercer período de sesiones (Girrebra, )975) y contenicla en el

Texto único oficióso para fines de negociación, rcproducía casi literal-

fmente el contenido del Artículo 6 del Convenio de Ginebr.r de 1958, sin

haber mención expresa dc la equidad 8r'. No es por eilo de cxtrañar qrr*:

los Estados partidarios de cste criterio (y no cle la etluidistancia) se mos-

tr'aran insatisfechOs .con esta fórmul¿ y leclamaran unn nueva rcdacción

que atribuyera a la equirlacl un papel, más destacadn -y sobrc todo más

8ó viiles R.s.A, vol. 18, pp. 3 y sig. cf . RODRIGUEZ CARRION, A. -Se¡.r-

tencia arbitral ¿" gO'¿. ¡unio-dá-1977 entre el lleino tlnido de Gtan Bretaña e Irlanda

á"i-Ñ*t" v ta nepúbhá Fr¡ncesa, sobre delimitación de la plataforma continental",

REDI pp. 42.3 y sí9.
86 En efecto, el princiDio de la de,limitación equitativa no fue retenido por ltr

Conferencia en lo que-se refiere a la delimitación del Mar territorial. El Artículo 15

finalmente adoptado tiene un conte,rido prácticxmente idéntico al del Artículo 12

del Covenio d;1958. (Vide supra, not:r (80) retenienrlo esencinlmente el criterio
cle la equidistancia contra el que habian combatitlo sin éxito las cle'legaciones tle
Venezuela y Turquía. Vide PI\STOR IUDRUEJO, J. A. "Crtrso clc Dc.rechc¡l interrril-
cional, público". Nfadricl (Tecnos) 1986 p. 323.

81 Viile PASTOR RIDRUEJO, J. A' Op.cit., p¡'t.332-335. Vide también la
opinión disidente del j¡ez ODA en la sentencia de' la plataforma Libia-Turcz' CII
Recueil 1982, p. I57, par. 134-145.

8s Doc. A/CONF.62IWP.8/Parte 2.
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explícito- como parámetro jurídico pala la delimitación dc ltls espacios

narinos de que sc trata, En el cuarto período de sesiones (Nueva York,

1g76) el embajador venezolano Andrés AGUILAR, Presidcntc de la co-
nlisión Segunda, introdujo en cl Texto único revisado a fines de negocitt-

ción una nueva disposición modificativa de Ia anterior en la que se hacia

referencia expresa a los "principios equitativos' 80. Durante el V períodcl

cle sesiones (Nueva York, 1976) las objeciones tanto de procedimiento

como de fondo planteadas por los partidarios dc la línea nleclia -coordi-
nados por la delegación de España- no lograron atajar el avance impara.-

ble de los partidarios de los principios equitativos -coordinados por lt
delegación de Irlanda-. La solución de esta espinosa cucstión, calificada

como una de las "fundamentales" por Ia Conferencin, {ue encargada a un
"grupo de negocíaciórt''que propuso una fór'mula de compro'miso incluida
en el Texto integrado oficioso para fines de negociación (primera parte

dcl IX período de sesiones, Nueva York,1980), a cuyo tenor:

'La delimítación... se efectuará por ¿rcuerdo... de confr¡rrni-
dad con el Derecho internacional. Tal acuerdo se ajustarí a prin-
cipios equitativos, empleando la línea media o de equidistar.cia,
cuando proceda, y teniendo en cuenta todas las circunst¿nc'ias
prevalecientes en el área dc, que se tr'tte"1)r).

Pese a ser todavia globalmente favorable a sus intereses, esta fórmula

transaccional tampoco resistió el impulso creciente de los países pariida-

rios de los principios equitativos. Así, al final del X Período de sesiones

(Ginebra, 1981) se adoptó como fórmula definitiva el texto quc'hoy figura

en los Artículos 74 y 83 del Convenio, a cuyo tenor:

'1 . La delimitación (de la zona económica exclusiva y dc lir
plataforrna continental) entre Estados con costas adyacÉrnlcs o

iituadas frente a frente se efectuará por acuerdo entre ,:llos sobre
la base del Derecho internacional, a que se hace leterelrcia cn
el artículo 38 del Estatuto de la Corte h'rternacional clc Tusticia,
a fin de llegar a una solución equitativa".

8e En virtud de esta disposición la delimitación rlebía efectuarse;
"por acuerdo entre los Estados interesados, de conformidad con principios

equitativos, empleando cuando sea apropiado la línea media o equidistante y te-
niendo en cuenta todas las circunstancias pertinentes". Doc' A/CONF'62/WP.
8/Rev.l/Parte 2, Nota introductoria, pár. 6.
eo Doc. A/coNF.62/11¡P.10,zRev. 30.
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Los ecos de esta evolución tuvieron a su vez su caja de resonancia
en el Palacio de Justicia de La Haya. El Tribunal, cuya sentencia de lg69
había actuado como detonante del proceso expansivo de los "principios
equitativos", tuvo Ia ocasión de actualizar sus puntos de vista en la ma-
teria en la sentencia del 24 de febrero de lg82 relativa a l¿ delimitación
de la Plataforma continental entre Túnez y Libia. En ersta sentencia el
Tribunal reafirmó su convicción de que la aplicación de "principios equi-
tativos" que permitan alcanzar un "resultado equitativo" constituía unir
exigencia del Derecho positivo internacionai en materia cle delimitación
de la plataforma continental, precisando incluso que se trataba de 'irn
principio general directamente apiicable como Derecho":

"L'equité en tant quo notion juridique procóde ciirectament de
l'idée de justice. La Cour, dont la tíiche est par définition d'ad-
ministrer la justice ne saurait manquer d'en faile application. . .

la notion juridique d'équrté est un principe général directen¡.cnt
applicable en t¿rnt quo droit. De plus, en applicant lc droit inter-
national positi{, un tribunal peut choissir entre plusicurs intr:r-
prétations" possibles celle qui lui parait ltr plus conforme aux
exigences de la justice dans les circunstances de l'éspécc. . . L¿r

táche de la Cour est ici... (d)'appliquer les principes éqtriia-
bles comme partie integrante du droit intern:rtional et peser'

soigneusement les diverses considér¿rtions qu'elle juge pertinentes,
de maniére ) aboutir i un résultat équitable"el.

Esta Iínea jurisprudencial ha continuado manifestándose, con un tra-
zado zígzagueante, en la sentencia dictada por una Sala del TIJ en el
asunto de la delimitación de Ia frontera marítima en la rrcgión del Golfo
del Maine del 12 de o ctubre de 1984 en la que, tras repasal los antece-
dentes convencionales, consuetudinarios, jurisprudenciales y codificato-
tios er, se proclama que los "principios y reglas" ot qne exigern proceder a

una clelimitación cquitativa pertenecen a la lex lctta c'n el actual "Dcre-

,1 CII ,Recu¿il 1982, p. 60, par. 71 .

e2 CII Rea¿eil 1984, pp. 288 y sig., par. 79-96; par'. 112-113.
r)3 Como ha dicho el propío tribunal, los términos "principios" y "reglas" deben

entenderse aquí como sinónimos:
"Quant á llassociation des terrnes "régles" et "principes'1, il ne s'agit, de l'avis

de la Chambre, que d'une, expresion double pour énoncer la méme idée, car
dans ce contexte on entend manífestement par principes des principes de droit,
donc aussi des régles de droit international pour lesquelles I'appellation det prin-
citpes peut étre justifiés en raison de leur car¿ctére plus géueral et plus f-onda-
mental". Cll Recueil 1984, pp. 288-290, par. 79.
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cho internacional consuetudinario" ea y constituyen por tanto la "norm.t

fundamental" áplicable a "toda delimitación marítima entre Esta.dc5 ve-
cinos" e5. Así, según afirma ]r sentencia de referencia:

"De I'avis de la Chambre, les dispositions dont il s'agit. . . peu-
vent étre consideréers comme conformes actuellcment au droit
international général cn la matidre" e(;.

La misma opinión ha sido manifestada por el Tribunal en su senten-
cia del 3 de junio de 1985 en el asunto de la plataforma continental c:ntre
Libia y Malta al subrayar que "las decisiones judiciales son unánimes en
afirmar que la delimitación debe efectuarse mediante la aplicación de
principios equitativos tomando en cuenta t<ldas las circunst¿rnciar; perti-
nentes a fin de llegar a un resultado equitativd'r)7:

"La caractére normatif des principes équitables eppliqués dans
le cadre du droit international général présente de l'imnortar-rce
parce que ces principes gouvernent non seulement l;r déli,mita-
tion par voie judiciaire ou arbitrale mais aussi, et d'ailleurs sur-
tout, l'obligation incombant aux Parties de rechercher. en pré-
mier lieu une délimitation par voie d'accord, ce qui révicnt á
viser un résultat équitaHs" ie.

La regla de la delimitación equitativa ha penetrado así por di'¿ersos
caminos en el Dérecho internacional actual sin que sus orígenes inespe-
cíficos hayan mpedido su incor¡roración efectiva a la lex lato como expre-
sión definitiva del consenso general en la m¿rtetiar)r).

3.2.2. Contenido de la regla de Ia delimitación equitatiou.

La regla de la delimitación equitativa, que como hemos visto tiene
unos orígenes normativos relativamente difusos, re<luiere tambiél 'rlgun¿r
prccisión en lo tocante a su contenido concreto.

En efecto, la expresión literal de la regla ha variadó consiclcrablc-
mente al hilo de sus reiterádas evocacione's jurispruilenciales ¿rsi corno <:n

los diversos estadios del proceso codificador de los artículos, ¡clatil'es ¿l

e4 Ib¿d' p. 300, par. lL4. Vide también lbid,, p. 286, par. 22.
eí lbid,, p. 299, par. 112.
e\lbü.,,p.294, par 94.
e7 CII Recueil 1985, p. 38, par. 45.
sB IUd,, p. 39, par. 46.
e$ La idea del consensus fue formalmente evoc¡da por la Sala del TIJ en la

sentencia relativa al asunto del Golfo de Maine. cU Recuiit rgg4, rp, 2g4, pai. lt2.
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la delimitación de los espacios marinos. El contenidó de esta "nornrir fun-
damental" es así particularmente difícil de aprehender to(la vez que se

trata de una regla innovadora t*, de perfiles poco fijados y de substancia

especiaimente huidiza, como corresponde a su clenominador común que
no es otro que la idea misma de equidad.

Se trata, adernás de una regla quc, al menos en su aplicación judicial,
presenta una fisonomía nornrativa variable en función de los perfiles ju-

rídicos también variables de los espacios rnarinos a delimitar en cada caso'

Puede señalarse así, a título de ejemplo. el cambio sobrevenido en rela-

ción con la noción de "prolongación natural", que la sentencia de la pla-

taforma continental del Mar del Norte había consiclerado como un ele-

mento integrante de la regla de delimitación 101 y que la sentencia de la

plataforma Túnez-Libia ha caracterizado simplemente como "una de las

circunstancias a retener como elemento de una solución equitativa" 102.

Sin cmbargo, la práctica derivada de las reiteradas aplicaciones juris-

prudenciales de esta nueva regla, permite vislumbrar, dc:ntro de esta fór-

mula de geornetríar variable, una incipiente arquitectura común en la es-

tructur¡r general de la misma. Los diversos elementos básicos que pale'

cen componer es¿l c'structura serán examinados a continuación.

a) Obligación dc lograr un acuerdo equitntivo.

El primer elemento dc la regla considerada és que la delimitación

debe efectuarse por acuerdo entre los Estados intercsados, ya sea direc-

tamente o ya sea nediantc el recurso voluntario a la decisión de un ter-

cero -árbitro ir juez internacional-, con vistas a lograr un resultado eqrri-

tativo.

Este punto fue subrayado ya en la sentencia del TIJ dc 1969 en el

asunto clerl Nfar clel Norte, al afirmar <1ue la historia del desarollo del

régimen jurídico de la plataforima cont'inental ha puesto de manifiesto la

presencia de ciertas nociones jurídicas c1e b¿se que re.flejaban clesde su

origen la opini iuris en materia de delimitación:

1o0 OII Recueil 1984, p, 299, par' lll'
1o1 Cll Recwil 1969, p. 17, par. 85 in fine.
1n2 CII Recueil. 1982, p. 58, par. 68. Vide tnmbién par. 3€-68,,espec' par

43 in fine.
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"ces principes sont: que la deiimitation dc¡it dtrc¡ l'objet d'un
accord et que cet accord doit sc réaliser selon des princlpes équi-
tables" 103.

La exigencia de llegar a un acuerdo delirnitador fue objeto c'lc ulte-
riores comentarios en la sentencia de referencia to' y ha sido especialmentr:

desarrollada por la Sala del TIJ en la sentenci¿r de 1934 relativa al asuntc

dei Golfo de Maine. Én esta sentencia, los jueccs'h¿rn intentado cfectuar
una formulación "más completa" y "más precisa" de itr "norma fundamen-
tal" afirmando, en particular que de acuerdo con cl Derecho inter-
nacional general:

"Aucune délimitation maritimc cntle Et¿rts dont les cdtes sont
adjacentes ou se font face ne peut étre effectuée unilatéralement
par l'un de ces Etats. Cettc déllnritation doit étre techelchée et
réalisée au noyen dlrn accord faissant suite á une négotiation
Menée de bonne foi et dans I'intention réelle d'abot¡tir- á un
résultat positif. Au cas oú, néanmoins, un tel accord ne sérait
pas réalisable, la délimitation doit étre efectuée en recourant á
une instance tierce dotée de la compétencre necessaire pour'. ('o
faire" 105.

Por otra parte, conviene subrayar que cl acuerdo delimitador (y a

forti'ori la decisión judicial o arbitral) debe en todo caso amoldarse a las

exigencias del Derecho internacional. Así lo expresi], en particular, el texto
de los Artículos 74 y 83 del Convenio dc: ias Naciones Unidas sobre el
derecho del Mar de L982 al afirm¡r que la delimitación se efectuará por
acuerdo entre los Estados:

"soble l¿ b¿rse del Dcrecho lnten¿rcional a que .se hacc rcferen-
cia en el articulo 38 del Estatuto del Tribunal intern'rcional de
Justicia, a fin de llegar a una solución equitativa".

Pero los perfiles del Derecho internacional en esta materia son hoy
particulanmente cambiantes y sus exígencias concretas igualmente move-
dizas, pudiéndose decir que esencialménte se limitan a exigir que la, deli-
mitación efectuada resulte equitativa. Con todo v pese a las profundas

tol CU Recueil 1969, p. 47, par. 85.
to4 lwd.,, pp. 47_49, par g6-97.
Laí CIJ Recueil 1984, p. 299, par. 112. El ,párrafo 22 dg esta sentencia afir-

ma, en este sentido, que:
"(1) Le decours á. une délimitatiin par voie arlritrale du judiciare n'est en de¡-

miére analyse t1'un succédané au réglement direct et amiable entre les Partiss".
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variaciones que han jalonado ia acción judicial en este punto, la propia
jurisprudencia dei Tribunal insiste en que el proceso de delimit¿ción equi-
tativa debe amolda¡se a las normas del Derecho internacional expresadas
en el Artículo 38, párrafo 1, de su Es.tatutotuo y, 

"r-, 
especial, a las coor-

denadas jur'ídicas que afectan ai espacio rnarino considerado tal comu
éste se ha configurado jurídicamente 1o?.

El acuerdo delimitador debe, en toclo caso,'tener un conteniclo equi.
tativo; esto quicre dccir (y ia redundancia hay que imputarla a la pr.opia
doctrina jurisprudenciai) que el acuerdo en cuestión debe estar inspirado
en principios equitativos que peimitan alcanzar un resultado equitativo.
Esta orientación finalista, presente en la sentencia del Mar del Norte
de 1969 roe, fue subrayada con particular énfasis por la sentencia del TIJ
en el asunto de la delimitación de la plataforma continental T'únez y Libia:

"L'application de principes équitables doit aboutir á un résultat
équitable. Cette fagon de s'exprimer bien que courantc, n'est ltas
entiérement satis{aisante, puisque I'adjectif équitable qualifie á
Ia fois le résultat á. atteindre ert les moyens d employer pour y
parvenir. C'est néanmoins le résultat <1ui importe: les plitrcipes
sont subordonnés á I'objectif á atteindre. L'équite d'un principe
doit étre appréciée d'aprés l'utilité qu'il presénte pou': abr>trtir á
un résultat equitable" lort.

b) Obligación de aplicar parámetros cquitntivos.

El acuerdo o la decisión que permita alcanz¿rr un resultado cquita.
tivo debe ser el resultado dc Ia aplicación de los parámetros equitativos
pertinentes en cada caso.

La jurisprudencia de TIJ ha prestado particular atención a la eva-
luación de estos parámetros cuyo carácter equitativo debe ser objeto dc
un escrutinio particular en cada caso. Sin embargo, el inventario cle los
parlrmetros en cuestión se caracterize por su heterogeneiclad, por su ca-

rácter abierto y por su orientación finalista ordenada a la consecución clc

una delimitación equitativa en el marco del Derecho internacional .

1061 Ibid., p. 290, par. 83. En el párrafo 22 de la sentencia Ia Sala había se-
ñalado ya que la de'imitación debía efectuarse "avant tout, et toujouls dans le respect
du droit international".

ro7 Vide ánfra p. 33 y nota (113).
r08 [f f¡i!¡¡al habló nquí de "résultat raisonab]e"; CU Recuei.I 1g6g, p. 4g,

par. 9O in fine.
1os CII Reateil 1982, p. 59, par. 70.
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En efecto, el Tribunal ha utilizado cn este plinto urlr] terminología
muy diversificada para referirse a una serie de elementos heterogéneos

cuyo punto de conexión común es su imprcscindiblc dimensión equitn-
tiva y su virtualidad para la consecución de un resultado igualnrente cqui-
tativo. Las sentencias pronuncjadas en esta materia se reficren así indis-

tintamente a cánones teóricos de carácter normativo o valorativo ("prin-
cipios", "consideraciones", "criterios"), a procesos abstractos de naturaleza
metodológica o instrumental ("métodos", "procedimientos", "medios") e,

incluso, a simples datos de carácter puramente fáctico o material ("circuns-
tancias", "factores", "elementos") .

En teoría, el inventario de parámetros utilizables es en principio ili-
mitado; tal como señaló el Tribunal en la sentencia de la plataforma con-

tinental del Mar del Norte:

"En réaUté il n'y a pas de limites juridiqucs aux considérations
que les Etats peuvent examiner afin dc s'assurer qu'ils vont appli-
quer des procédés équitables

Sin embargo, la jurisprudencia ulterior se ha visto obligada a precisar
que debían tomarse en consideración solamente aquellas "circunstancias

pertinentes" 1r1 y elementos jurídicamente relevantes que pudieran con-
ducir en cada caso a una delimitación equitativa. Así lo ha afirmado,
con especial claridad, el propio Tribunal en la sentencia Túnez-Libia:

"Tous les principes ne sont pas en soi équitables; c'est l'équité
de la solution qui leur confére cette qualité. Les principes qu'il
appartient á ia Cour d'indiquer doivent étre choisis en foction
de leur adécuation á un résultat équitable. Il s'ensuit étre inter-
prété dans I'abstratit; elle lenvoid aux principes et régles per-
mettant d'aboutir á un résultat équitable"1rr.

Finalmente, en la sentencia relativa a la delimitación de la plata-
forma continental entre Libia y Malta de 1g85, el rribunal ha perfilado
todavía más los contornos de la utilización de parámetros equitativos,
al reiterar que el espectro de las circunstancias que debían ser tomadas
en consideración debía concretarse a aquellas que presentaran una co-
nexión jurídica substancial con el espacio objeto de delimitación:

rro CIJ Rer:ueil 1969, p. 50, par. g3.
111 (,IJ RecueiL 1992, o.6,1, par. El .712 lbid., p. 59, par. 70.
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"Pourtant, bien qu'il n'y ait peut-étre pas de limite juridique
aux considérations dont les Etas sont en droit de tenír compte,
il peut difficilement en étre de méme lorsqu'une iuridiction appli-
qtie des procédures équitables. En effet, bien qu'il n'y ait certes
pas dc liste limitative des considérations auxquelles le juge pelrt
faire appel, de toute éviclence seules pourront intervenir celles
qui se rapportent á l'institution du plateau continental telle
qu'elle s'est contituée en droit, et á l'application de principes
équitables á sa délimitation. S'jl en allait autrement, la notion
julidique cle plateau continental elle-méme pourrait étre boule-
versés par lhtroduction de coúsiderations, étrangéres á sa na-
¡u¡g" 113.

c) Métodos pr'ácticos de clclimitación.

Finalmente, la delimitación debe completarse mediante la aplicación
de aquellos "métodos prácticos" que permitan alcanzar un trazado equri-

tativo en cada caso concreto.

Al igual que en el caso anterior, cstos métodos prácticos se c¿rrac-

terizan también por su diversidad ya que, como indicó el Tribunal cn la
sentencia Túnez-Libia "en Derecho internacional no existe un método

dc delimitación único y obligatorio" rl4. Así, los métodos prácticos de

clelimitación a aplicar en cada caso serán seleccionados y combinados 11r',

de acuerdo con su virtualidad para la consecución de un ttazado equita-

tivo.
Con todo, el rasgo más significativo cle la evolución del Derecho

intern¿rcional en este punto es Ia definitiva erradicación de la equicli5-

tancia como método de delimitación privilegiado. En efecto, la líneil

de la equidistancia que había sido ya excluida del Derecho internacional

generalpor la sentencia de 1969 en el asunto del Ntar del Nortetto ft1

sido ulteriormente desposeída de sus pretendidos atributos equitativos

inherentes y degradada a la mera condición de método práctico de deli-

rnitación por la acción conjunta de una jurisprudencia reiteradallT y de

r1(r CIJ Recueil -19$5, p. 40, par. 48.
rr4 CIJ Recueil 1982, p. 79, par. 111.
1r'5 Vide infra p. 36 y nota (128).
rro CII Recueil 1969, pp. 45-46, par. 82.
11? Vide especíalmente CI,f Recueil J982, p.t 79, par. 110. Pero vide tambié'

lrrs opiniones disiáentes de Ios jueces GROS (p. 149,..par. ff ), ODA (pp' 26Q-267,

rra' 165-270, par. 181) y EVBNSEN (p. 297, p. 5).
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ur1 proceso codificador poco propicio al mantenimiento de este criterio 118.

Así, la equidistancia se contempla hoy únicamente como uno de los

métodos prácticos que pueden utilizarse conjuntamente con otros para
llegar a un resultado equitativo en los procesos de delimitación de los

espacios marinos 11e. Tan es así, que en la sentencia relativa a la deli-
mitación de la plataforma continental entre Malta y Libia, el Tribunal
ha excluido incluso la obligatoriedad de recurrir a la equidistancia como
primera etapa del proceso delimitador:

"L'exístence méme d'une régle comune celle qui défend Malte,
qui obligerait á employer l'équidistance seulement comme pre-
miére étape de toute delimitation, et sous réserve d'une correc-
tion éventuelle, ne saurait &re étayée par la simple énumération
d'exemples de délimitation reposant sur l'équidistance ou une
équidistance modifiée, bien que ces exemples montrent de fagon
frappante que la méthode de l'équidistance peu! dans bien des
situations, produire un résultat équitafole" tzo.

Por lo demás, los métodos prácticos de delimitación aplicados por
l¿r reciente jurisprudencia se caracterizan por su variabilidad en las diver-
sas situaciones analizadas, habiéndose manifestado incluso una tendencia
a la "sectorialización'de las zonas objeto de delimitación que ha permi-
tido la utilización de distintos métodos prácticos en un mismo caso 121 

.

Asímismo, ra práctica jurisprudencial ha mostrado una tendencia a--ia
combinación de métodos de delimitación, utilizando incluso factores co-
rrectivos entre los que destacan por su contundencia Ios aplicados en el
asunto lifi¿-|yf¿l¡¿ tzz.

3.2.3 Aplicación de la norma de la delimitación equitatiaa.

La regla relativa a la delimitación equitativa de los espacios mari-
nos entre Estados cuyas costas son adyacentes o están situadas frente a

r18 Vide supra p. 26-27 .lle CII Recueil 1984, p. 312, par. 156.
1eo CIJ Recueil 1985, p. 38, par. 44 ín fine; vide ibid., p. 46, par. 77.
121 CII Recueil 1982, p. 93, par. 133, C; Ibid., 1984, p. 331, par. 206 y sig.122 Ett efecto, en este caso, el Tribunal aplicó un criterio de áiuste consistente

en efectuar una "traslación hacia el Norte de 18' de latitud". CI] Recú¿il lgB5, p. b2,par. 73; ri'de también los criterios empleados por la $ala con carácter corrector en
el asunto del Maine: CIJ Reurcil 19$4, p, 328, par. 797.
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frente posee unas características muy pcculiares quel conviene examinar
con algún detenimiento.

En efecto, como ya hemos visto, la regla en cuestión es una norma
compuesta, inconcreta y finalista, quc se ordena a la consecución de

un resultado equitativo. Desde el punto de vista de las categorías téc-

nico-normativas, la regla en cuestión se asemeja grandemente a lo que la

doctrina privatista ha denominado "normas cle orientación materidl" y
constituye más un método o apprcach jurídico para la delimitación que

una."regla" en sentido propio. El método de análisis de que se trata

conlleva, efectivamente, un compleio proceso de ponderación de los

factores relevantes que habrá de llevarse a cabo con una técnica similar

al u;eighting process o balancing of factors que se aplica en algunos sec-

tores del derecho internacional privado123.

Así, en la sentencia relativa a la plataforma continental del Mar del

Norte, el Tribunal introdujo tímidamente esta metodología aI afirmar que:

"...cest le plus souvent la balance entre toutes ces considera-

tions qui 
"té"tu 

l'équitable plutót que l'adoption d'une seule

de ces-considérations en excluant toutes les autres ' De tels pro-
blémes d'équilibre entre djverses consjdérations varient nature-
llernent selon les cir-constances de lespéce" rz+'

El Tribunal arbitr.al que resolvió el litigio franco-británicc de la Mer

d'lroise, utilizó de lleno este tipo de análisis para llegar a determinar la

línea cle delimitación en la zona de las islas del canal y, en menor medida,

en Ia zona atlántica 125. Lo mismo hizo el Tribunal Internacional de Jus-

ticia en la sentencia relativa. a la delimitación de la plataforma continen-

tal entre Túnez y Libia donde se refirió expresamente al "peso relativo

atribuido a cada factor" t26 explicando al respecto que:

"... la Cour doit... péser soigneusement les díverses considéra-

tions qu'elle juge perlinentes, de maniére á aboutir á un résultat
équitabls" r"'

123 CI{ARNEY, J. I. "Ocean Boundanes beüween Nations¡ a Theory for Pro-
gress" AJIL 1985, p. 596.

124 CIJ Recueil 1969, p. 51, par. 93.
r25 Vide R.S.A. par. 180-202 y 232-25L.
126 CII Recueil 1982, p. 44, par. 38.
r27 lbid., p. 60, par. 7I-. uide también par. 107 y 126.
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Esta misma técnica es la que ha guiado al Tribunal internacional de

Justicia en su sentencia relativa a Ia delimitación de Ia plataforma con-
tinental entre Libia y Malta y en la relativa al establecimiento de la
frontera marítima entre Estados unidos y canadá en el Golfo del Maine.
En este último asunto, Ia Sala del Tribunal se ha referido de un modo
mul' explícito a la metodología en cuestión cuya aplicación se ha exten-
dido no solo a la elección de los criterios sino t¿rmbién a la de los méto-
dos prácticos de delimitación:

"La Chambre poulra donc prendre en considération pour coln-
mencer... les criteres, et surtout les méthodes pratiques théo-
riquement, susceptibles détre appliquées á la determination du
tracé de la delimitation maritime unique américano-canadienne
dans le Golfe du Maine et dans I'aire exterieure adiacente. Il
]uj appartiendra ensuite de choisir, dans cet éventaii de possi-
bilités, les critéres qui á- son jugement apparaitront 

"o*rrrt ru,
plus .équitables par rapport á la táche á ramplir dans le présent
procés, ainsri que la méthode ou Ia combinaison de máthodes
pratiques dont I'application pe'metttra le mieux de traduire ces
critéres dans le concr.et" 128.

La aplicación de la 
'egla 

de la delimitación equitativa ha puesto de
manifiesto, sin embargo, algunas carencias inevitablemente asociadas al
proceso de ponderación de los factores pertinentes que constituye la subs-
tancia de la mísma. Se ha evidenciado así, especiarmente, que el particu-
Iarismo del método alrlicado, unido a la indeterminación y fluiclez de los
principios y métodos utilizables, conducía a veces a soluciones notable-
mente divergentes en sus fundamentos como en sus resultados. Así las
opiniones disidentes de los jueces manifestadas en las dístíntas senténcias
han venido a unirse a las críticas de una doctrina rerativamente amplia
que ha conjurado -a veces duramente- las tareas clel nuevo método:
casuismo, subjetivismo, arbitrio judicial, imprevisibilidad. . .r¿e.

1!3 CI! Recueil 19g4, p. 312, par. 156.
. 1:, Así, p_or _ejemplo, SANCI{EZ RODRIGUEZ, L.I, *La 

sentencia del Tribunal
internacional de Justicia, de 24 de febrero de 1gg2, en el asupto rel,ativo a la pla_
tafoo:ma.entre Tunez y la Jamahiriva Arabe Libia", íBDI lgg3, p.'Zg:"L¿ fórmula (contenida en elpárrafo lS2 de la sentencL Tunez_Libia) se

olienta en la perspectiva de la justicia del caso concreto, resulta fugitiva res-
pecto- a -la previsibilidad cle los resultados y constituye., por consiguiente, rm
mode'lo de con{ingencia jurídica. y-ello por,ro menciorár"I"'io"o-puíibilÍdad dela doctrina con I¿r letr'¿ del artícirlo s:, r, de la convención, ,ouiu ! Derecho
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Conviene advertir, sin embargo, que el propio Tribunal ha recono-

ciclo con cierta complacencia este particularismo, que parece haber sido

conscientemente asumido, negándose a "sistematizar en cxceso una cons-

trucción pragmática'130 y a "utraconceptualizar" los principios y re$las

aplicables 131. Así, en el ásunto del Golfo del Maine, la comprobación del

clrácter todavía mdimentario de las normas consuetudinarias en la ma-

teria ha llevado a la Sala a reafirmar su visión particularista del procéso

jurídico de delimitacíón:

"La pratique, d'allieurs, !iq" qu'encore peu abondante á cause

de la nouvtaúté relative de la matiére, est lá pour démontrer que

chaque"u."orr","testfinalementdíffércntdesautres'qu-ile'st
an uni.atrn;ñl; critéres les plus appropriés et la 'méthode
ou la combi""rlr" áe méthodes la 

^plus 
uq," I assur.er u¡ ¡{5ultat

conforme u"* i"ii"utions données far le droit. ne peuvent le plus

souvsnt étre détermines o.ue p?r rapport au- -9t]s 
d'espéce et aux

caractéristiques spéciphiqües quil présente" 132'

Lajurisprudenciapareceasíhab.eraceptadolosriesgosinherentesa
la aplicación dé la regü de la delimitación equitativa y estar dispuesta a

llevar a cabo el pro"lro de ponderación de los factores que resulten re-

levantes en cada caso. El hZtodo de que se trata, que ha sido asumido

por la mayoría de los jueces, ha sido descrito con particulal claridad por

Eduardo JIMENEZ de ARECHAGA:

..Ainsi,dansle.conte'xtedudroitappiit.ablt'Iladélimitationclrt
plateau "n"ti""niut,-i" 

luit a!! laTécision doit étre prise "con-

forment á d;;;t;;;ñ; eq"itáut*" ' ' obligc le juge á déterrniner

quelles sont l; cii'cbnstances pertinentet áattt chaque cas' parti-

culier et á apprécier leur impórtance et leur poids relatif' Apgli-

quer l.éQuiiá:i;;;;;^;;"c áonsirlérer et meitre en balance les

circonstances pa"rticuliéres b I'espéce de faqo-n i\. statucr' non pas

en applicJrigidcn'errt un certáin nombre de régles ct principes

d"lM".de1982'conformealcrraltoclade'limitaciónexigelaaplicaciónde'l
"derecho internacional"
vide también onc,cüx. E. que cgmpaT h acritud cle los iueces con la de un

prestrdigrtador, "L'arrét á"-i" Cft;ti¡i. d" fa Co'r ii.¡ternationale de Justice sur I'affaire

áe, la délimitation de l.*i;tté;;;^titi*" ctans le Golfe du N{aíne (Canada/Etats-

U"irl, u-Ct du 12 octobre 1984", AFDI, 1984' p' 339'
rso Cll Recupil' 1969, p. 53, par. 100..
131 CIJ ReclNiL 1982, P. 92, Par. 132'
rs2 CII Recueilt 1984, p. 290, par. 81 .
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généraux et de notions juridiques formelles, mais en adoptant et
en ajustant ces principcs- régles et notions aux faits, aux réalits
et aux circonstances de l'espéce" rs:r,

No obstante, Ias propias dificultades experimentadas por el Tribunal
para encontrar por esta vía el camino adecuado al ejercicío de su función
judicial le han llevado a postular un mayor desarrollo jurisprudencial y a
tratar de fijar mejor los límites de su propia actuación. Así, el Tribunal ha

tratado de conjurar reiteradamente el f'antasma de una decisión erc aequo

et bono y ha tratado también de escapar al reproche de arbitrariedad:

"Certes, il n'existe pas de régles rigides quant au poi<is exact á
attribuer á chaque élément de I'espéce; on est cependant fort
loin de i'exercice d'un pouvoir discrétionnaire ou de la concilia-
tion. Il ne s'agit pas non plus d'un recours i la justice distribu-
tive" 134.

Así, como ha subrayado E. D. BRO\^/N, el Tribunal ha explicado lo
que no es el proceso de aplicación de la norma dc la delimitación equita-
tiva; pero no ha dejado tan ólaro lo que éste es en realidad 135. Así,, las
diversas sentencias pronunciadas hasta hoy en este campo manifiestan
todavía el ejercicio de una jurisdicción algo errática cuyo rumbo fluctúa
entre las reglas de navegación establecidas en el Estatuto y el trazado
singular que le marcan los distintos compromisos de arreglo judicial 186.

4. CONCLUSION

Las consideraciones desarrolladas en las páginas precedentes parecen
permitir afifmar que la equidad juega hoy un importante papel en el
campo del Derecho internacional que se concrcta esencialmente en una
doble dimens'ión:

a) Por un lado, como noción jurídica básica derivada de la idea de
justicia 1'37, Ia equidad es normalmente inherente a los procesos do forma-

733 CIJ Recueil 1982, p. 708, par. 24.
7:t4 CII Recueil 1982, p. 6O, par. 7l in fíne.
135 BROWN, E. D. "The Tunisia-Continental Shelf C,asd', Morine Policg, L983,

pp. 149-15O.
136 Cf . CII Recueíl 1982, p. 79, par. ll0 in fine y CII Rearci¿ 19G4, p. 26G,

par. 23 in fine. Vide también DECAUX, E.Op. cit., p.3L9.
r31 CU Recueil 1982, p. 60, rpar. 7l .
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ción y aplicacíón de las reglas de Derech-o internacional 138. Esta es la
esfera propia de la equitg outside the rules o au-deld des textes que cons-
tituye la dimensión tradicional de la misma y cuyo contenido y alcance
puede verificarse recorriendo -por ejcrnplo- la jurisprudencia relativa ¡
la delimitación de los espacios terrestres.

b) Por otro lado, en un creciente nírmero cle casos, la equidad ire
pasado a formar parte del l)erecho internacional positivo como un ele-
mento normativo autónomo integrado en la formulación misma de la re-
gla. Esta es la nueva dimensión de la er¡uitg tuithin the rules o selon I¿s

tertes que está adquiriendo una proyección c¡eciente en el actual Derecho
internacional y que se manifiesta sobre todo como elemento medular dc
la regla de la delimitación equitativa de los espacios marinos entre Esta-
dos vecinos.

Pero tanto en su tradicional dimensión extrapositiva como cn su nueva

dimensión iuspositiva, las ironteras pro¡rias de la equidad son particular-
mente difusas. Así, si la equidad interpretativa es normalmente inherente
a una sana aplicación del Derecho internacional 13e, se hace más difícil
precisar en que condiciones el juez o ei árbitro pueden recurrir a la mis-

md para lograr un efecto cotrecto, supletorio o derogatorio de la regla de

Derecho positivo. En-particulá1, como clemuestra el examen de la juris-

prudencia relativa a la delimitación de los espacios terlestres, la clificul-

tad principal reside en trazar con claridad la frontera que separa el recurso

permisible a la noción genérica de equidad y el pronunciamiento de una

decisión er. aequo et bono que solo puede realizarse cuando las partes

así lo solicitan.
La aplicación de la equidad como elemento intcgrante de la regla

de Derecho positivo se enfrenta a difjcultades similarcs. El carácter inevi-

tablemente fle'xible, abierto e inconcreto de la nueva forma de la delimi-

tación equitativa ha pagado ya su tributo a la justicia con Ia moneda, de

una jurisprudencia variable en sus consideraciones jurídicas y -lo que es

peor- imprevisible en sus conclusiones prácticas, Sin e'mbargo, la regla

está ahí para ser aplicada y el precio de inseguridad <1ue por ella se pag¿r

debe considerarse como la contribución necesaria a ia causa de la equidad.

Con todo, para que la justicia y la seguridad encuentr'en un equili-

brio más llevadero, es conveniente-que la cquidad selon' Les tertes o usí:thi¡t

13s Vide supra p. 7 y nota (22).
r3s Vide sapra p. 9 y nota (27).
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the rules alcance una formulación más acabada 1a0 y una aplicación más
uniforme. Es cierto que la regla de la delimitación equitativa no puedc
ser reducida a una expresión excesivamente concreta, pero también es

cierto que al menos sus clementos estructurales básicos deberían ser deter-
minados con precisión y cl contenido de cada uno de ellos ser objeto de
una definición más estable.

La tarea en cuestión no es tanto una función legisiativa conlo una
obra doctrinal y -sobre todo- jurisprudenciai. Y en este punto no cabe
duda de que la jurisdicción internacional en general y el Tribunal de La
Haya (y sus Salas) en partícular, deberl renovar su esfuerzo para encon-
trar pautas más firmes y más segulas en el ejercicio de su funcióu judicial.
Conviene, en efecto, como ha señalado ei profesor GALINDO POI{L, quc
se desarrollc tod¿rvía más el método de análisis jurídico que permita, apli-
car,mejor Ia nueva regla:

"Aunque ia generalización ha de usarse cn esta materia con gran
prudencia, Ia construcción teórica de cicrto marco comhn a los
principios de equidad, y la consiguiente determinación de una
estructura operativa, puede contribuir al esclarecimiento de esta
materia que está en proceso dc ciilucidación y hasta, cierto punto
de creación en la jurisprudencia internacional..."141.

Y conviene asimismo que se proceda a esttrbilizar los contornos de la
regla de la delimitación equitativa, fijando clefinitivanrente sus eler¡ls¡¡et
estructurales y tratando de depurar progresivamente el conterrido básico
de los mismos. En particular debe subrayarsc con mayor énfasis que el
principio básico según el cual 7a delimitación debe realizarse a través
de urr acuerdo que peilmita lograr un resultado equitativo, r:stá en todo
caso sometido a las e-rigencias del Derecho internacional. Y también pa-
rece necesario que se delimite y se fije progresivamente el inventario de
parámetros equitativos y rnétodos prácticos de delimitación que son jurí-
dicanrente pertirrentes para lograr el resultado propuesto.

r40 Así Io reclama GALINDO POHL, R. "Cornentarios sobre el caso relatrvo
a la plataforma continentrl entle Libia y Ttnez", Anuario lurídico Interamericano,
1985, p. 153.

"Cabe observar que la Corte no presentó en la sentencia de lg82 las formu-
iacio¡res de los princípios de equídad. Dichos príncípíos aparecen mencionados
muchas veces en la sentencia, pero sus f,ormulaciones no se encuentran',.
14r GALINDO POHL, R. Op. ciú., p. 139.
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*ESTADOS DE EMERGENCIA EN LA REGION ANDINA'
Editado por la Comisión Andina do Juristas, Lima, 1987, 322 pág.

El título de este trabajo corresponde al Seminario Internacional orga-

nizado en la ciudad de Lima, entre los días 23 y 25 de abril de 1987 por
la Comisión Interamericana de Juristas, con el auspicio del IIDH, y con

la finalidad de "estudiar y analizar las consecuencias jurídicas, sociales y
políticas de estas situaciones de excepción en los países de Andeamérica".

Luego de un análisis global a partir de la presentación del Dr. Héc-
tor Gros Espiell (CIDH y director del IIDH), se analízó la situación de

cada uno de los países de la subregión en base a los trabajos presentados

por juristas pertenecientes a Estados integrantes de la misma.
Desde la presentación se destaca la coexistencia de los Estados de

excepción con gobiernos democráticos, al punto tal que sc constituyen
en situaciones permanentes y la normalidad una verdadera excepción.

En esa ocasión se manifestó la preocupación por la desnaturalización
en que caen los estados de excepción basados en el principio de legítima
defensa, reconocido como tal frente a situaciones extraordinarias en que
corre peligro el orden institucional.

Bajo el título "Los derechos humanos en los estados de excepción.
Los Derechos Humanos y la dignidad humana", el iurista ecuatoriano
Edmundo Durán Diez analiz.a instrumentos internacionales sobre dere-
chos humanos desde una perspectiva histórico-política y rescata el con-
cepto de "estado de emergencia" como lo denomina la constitución de su
país, según lo caracteriza Daniel Antokoletz "La suspensión de las garan-
tías constitucionales bas.ada en la necesidad de preservar instituciones
fundamentales del Estado y ploteger a sus autolidades constitucionales
contra la perturbación del orden interior o los peligros de un ataquc
e¡terior".

313



ANUARIO ARGENTINO DE DERIICHO ]N FJRNACIONAL

El jurista e investigador colombiano Gustavo Gallón se refirió a "lq
experiencia colombiana en Estados de emergencia y la viabilidad de su
control internacional", comenzando por caractcrizar a Colombia como
"un l¿iboratorio del estado de sitio" debido a los extensos períodos de
vigencia de tal situación, constituyéndose en una verdadera institución
normal para esa nación.

Por su parte el Secretario Ejecutivo de la Cornisión :\ndina de Ju-
ristas, Dn. Diego Ayán (Perú) se ocupó del ¡s¡1¿ "Estados de excepción
y régimen jurídico" destacando la enumeración de derechos declarados
"'inderogables" por el Derecho Internacion:rl y la c,volución histórica de
dicha situación en Perú en los últimos cincuenta años.

El representante de Chile, Dr. Roberto Garretón Merino, miembro
del Departamento Jur:ídico de la Vicarí¿r de la Solidaridad del Arzobis-
pado de Santiago, presentó su trabajo "Los cstados de excepción al ser-

vicio de la doctrina de la seguridad nacional, La experiencia chilen¿"
donde parte del concepto de "estado de excepción" en sus dos acepciones:
situaciones que dan origen a los regímenes cle excepción clue hoy sc

encuentran previstas en Ia casi toialidad de Ias constitucioncs y la acción
de quienes establecen un gobierno de facto, h¿rciendo ia salvedad quc
se referirá al primero de ellos en sentido estlicto.

Caracteriza la situación de su país en ese mome.nto, zr partir de la
Constiiución de 1980: 1) carácter tmilitarista; 2) excesiva concentración
de poder en el ejecutivo; 3) la actividad política es mal vista por las
autoridadcs milrtares; 4) absoluta desconfianza en c'l pueblo; 5) atenta

contra el pluri,Llismo político;6) se da el rango constitucional a una deter-
minada concepción o modelo económico rígido; 7) cs una constitución
rígida.

"El estado de sitio en Bolivia". . es el título bajo el cual el profesor
boliviano Gonzalo Medina se ocupa de la historia de su país y de las cau-

sas del cstado de sitio tales como la conmoción interna, interrogándose
acerca de si cs necesario que éste se produzca o basta con un "caso de
grave peligro de conmoción interna' y su relación con el orden público.

Concluyendo con el conjunto cle ponencias presentadas, el Dr. Juan
Carlos Rey (Venezuela), agregó su trabajo "El dcrecho dc excepción y
el régimen jurídico de la seguridad y defensa de Venezuela" en el quo
se sintetiza un apolte del rmismo autor pr'€rsentado a Ia Comisión Plesi-
dencial para la Reforma del Estado, septiembre de 1985, relativo al
Derecho de Excepción en Venezuetra.

3t4



ANUARIO ARGENTINO DE DERECHO IT,¡TERNACIONAL

Bs de destacar que este aporte venezolano cuenta con una impor-
tante bibliografía, de interés para los estudiosos del tem¿r.

Finalmente se agregan lls conclusiones y lccomendaciones del Se-

minario, y a todo ello le siguen dos anexos, el primero de los cuales in-
cluye los principios de Siracusa sobre disposiciones de limitación y dero-
gación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, mientras
clue el segundo incluye normas internacionales y constitucionales sobre
cstados de excepción en la Región Andina.

Es éste sin duda alguna un importante y actualizado compcndio del
tema relativo a Ia situación existente en los países andinos.

,Graciela R. Salas

CONFORTI, BENBDET'TO
"Diritto Internazionale". Editoriale Scientifica. Terza Edizione (ris-
tampo inalterata). Roma, 1989, 432 pág.

Este nuevo trabajo del profesor Benedetto Conforti, reedición de
su obre de 1987 ve la luz casi al concluir 1989, en un generalizaclo p,ro-
ceso de est¡ucturas políticas tanto de Ia Europa oriental cuanto occidental.

Sin embargo, a pesar de los cambios señalados, el Derecho Interna-
cional permite nuevos y diversos enfoques, de lo que da sobradas mucs-
tras eI profesor Conforti, quien afirma, precisamente, que la obligato-
¡iedad del Derecho Internacional, tema tan controvertido, no puede sino
pasar a través de los operadores internos, quienes tienen e,l deber cle

aplicar y hacer cumplir el Derecho, en primer iugar los jueces.

De ahí que muestre una especial óptica de la teoría de la autolimi-
tación del Estado, enunciada por Jellinek en é1 siglo pasado, según ia
posición italiana que surge del art. 10 de su actual constitución, todo
ello en lo relativo al proceso de incorporación de1 Derecho Internaciorr¿rl
al derecho interno.

Podríamos decir que el punto central de esta obra está en el estudio
de las normas internacionales, pues luego de ocupárse de la definición
del Derecho Internacional y de la subjetividad internacional en la intro-
ducción, dedica la primera parte a la formación de tales noy'mas, inclu-
yendo tanto las fuentes tradicionales cuanto las resoluciones y recomen-
daciones de'las distintas organizaciones internacionales.
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En cuanto al contenido de las mismas, materia de la segunda parte,
el hombre parece ser el centro de la disciplina, de allí que incluya las

relaciones del hombre con el territorio del Estado, el honrbre ¿nte otro
Estado, un Estado frente a otro Estado y sus inmunidacles (atti jure
imperii ed atti jure gestionis), haciendo especial referencia a convencio.
nes regionales como la Convención Europea sobre inmunidad de los

Estaclos Extranjeros.

A continuación el problema de la aplicación del Derecho Interna-
cional en el ámbito interno, es decir, el proceso de incorpolación, es

motivo de un tratamiento especial, no sólo en el sentido tradicional, sino

también en relación, por ejemplo, al derecho comunitario y aún del pro-

blema planteado por la necesidad de coordinación entre las normas ín-

ternacionales con las normas estatales de adaptación y las normas regio-

nales, sean éstas de legislación exclusiva o de legislacíón concurrente

entre el Estado y las regiones, problema si se quiere particular a Italia
y a aquellos Estados de organización interna semeiante.

Al analizar la violación de las normas internacionales y sus conse-

cuencias incluye el análisis' de los elementos que constituyen esas viola-
ciones y aún Ia responsabilidad que surge de los actos ilícitos como en el

caso Fonde¡ía di'Irail (sentencia arbitral de f94f) por el humo que so

desplaza de un Estado a otro o en el caso clel Estrecho de Confú (Sen-

tencia de la C.I.J, de 1949)'

Finaliza su interesante trabajo con un apartado en el que hace refe-

rencia al hecho de que la reTirmación o l¿r consolidación de las normas

de Derecho Internacional aún se enfrentan a una situación según la cual

lu función jurisdiccional aún hoy es arbitral, sea err cuestiones políticas

o jurídicas, 1o que hace necesaria una voluntad positiva de ambas partes

en conflicto, máxime cuando se trata de hallar soluciones políticas por

parte dc los, Estados interesados.

Como una reflexión final, debemos referirnos al contenido general

de este curso que comprende, como queda dicho, grandes temas que han

preocupado durante siglos a los jus internacionalistas. En él es digno

de destacarse el acierto al enfocarlos dcsde una óptica interna (italiana)
sintetizando y simplificando cada uno de ellos de folma tnl que estén

al alcance de aquellos que recién se inicien en el conocimiento del De-

recho de Gentes.
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Leyendo la "premessa alla la. edizione" comprendemos que está

inspirada en la necesidad de los alumnos de carreras universitarias de

contar con el material necesario, no sólo para iniciar un estudio sino

también para obtener finalmentc la aplicación del Derecho Internacional
por el hombre de la calle en su vida diaria. IJe ahí el valor cle este

nuevo trabajo del profesor Conforii,
Es, a no dudarlo, una obra intetesante, 'muy actualizada, con un

lenguaje ágil y de fácil acceso aún para quienes no hablamos el mismo

idioma.
Gracila R, Salas

NIKKEN, PEDRO
"La Protección Intelnacional de los Derechos Humanos: Desarrollo
Progresivo" - Editorial Civitas, Madrid, 1987, 321 págs.

El autor, Juez de la Corte ,Interamericana de Dcrcchos Humanos, ya

desde la Introducción, brinda una visión optimista clel c'lesarrollo de los

derechos humanos, "una cierta dosis de esperanza sobre el futuro de la
libertad". Sin dejar de reconocer numerosas dcficiencias )¡ limitaciones
observa que cl régimen de prbtección internar,'ional de los clerechos hu-
manos tiende a expandir su ámbito de modo continuado c irreversible,
tanto en lo que hace al número y contenido de los derechos protegidos,
como a la eficacia y el vigor de los procedirnientos.

Divide el trabajo en dos partes, En la primera, examina al fenó'rrneno

de la progresividad como uno de los elementos, que se encuentra pre-
sente en la concepción misma del sistema internacional. En la segund:r
parte, estudia la opefatividad ilel régimen a la luz de los trabajos de las
distintas instituciones de protección y promoción de Ios derechos humanos.

La Prime¡a Parte: "La Concepción Progresiva" se constituyc de tres
Capítulos. El Primero: "La instauración progresiva" ¿naliza eil origen de
la progresividad, la que va poniendo límites a la idea clásica de soberanía.

El Capítulo Segundo: "Bases de ltr Progresividad", sc ocupa de los

elementos presentes en las, más significativas convenciones tendientes a

la progresividad.
El Capítulo Tercero: "Los Compromisos abiertos a la Progresividad",

estudia la evolución de determinados conceptos contenidos en distintas
convenciones,

sL7



ANUARIO ARGE,Nf,'I¡{O DE DEH.SCSO INTI'RNACIONAL

La Segunda Parte dc la obra: "La Progrcsividad Operativa", destaca
que la expansión del sistema de protección, si bien depende de Ia coope-
ración y la voluntad de los Estados, se afirma en la práctica de las orga-
nizacíones irrternacionales y las instituciones de protección de los dere-
chos humanos, práctica que ha despejado lmportantcs dudas teóricas e

impulsado más elevados grados dc protección. Esta Segunda Parte, tam-
bién se divide en tres capítulos, numerados como IV, V y VI.

El Capítulo IV: 'La Iniciativa Inclividual en los Procedimientos In-
ternacionalcs Relativos a Ios Derechos llumano.s", distingue los casos en

que la iniciativa individual se halla límitada ¿r la denuncia y no va más

allá del suministro de la "notitia criminis", de los casos en que se'ha reco-

nocido al individuo condición de parte eu los procedimientos interna-

cionales.

El Capítulo V: "La Posición clel Estado Demarrdaclo" observa cómo

el Estado, por un lado, trata de defenderse flente a las imputaciones y,

por otro lado" debe cooperar con los órganos internacionales.

El Capítulo VI: "EI Valor Sobrevenido de las Declaraciones", hace

un agudo enlace con el Capítulo Primero, analizando Ia fuerza obliga-

toria de las Declaraciones y su valor en el proceso de ia progresividad,

verdadero motor de cambio de 1oé patrones culturales y de un nuevo

estado de conciencia universal.

La obra presenta una visión integradora, positiva, del sistema. de

protección de los dcrechos humanos y un tratamiento de la te-mática

totalmente novedoso. La precisión de datos, y referencias tornan a este

estudio en herramienta de enorme utilidad para los internacionahstas.

Al mismo tiempo, la simplicidad en la presentación de los temas trrás

complejos, lo hace accesible para los legos'

Lo más destacable, es la unidad lógica dtr la ob1'a, i:l csplénclidc

ensamble entre capítulos, títulos y subtítulos, resultando cada tema pre-

ludio necesario del siguiente y consecuencia del anterior. Obra integral

que cubre con profundidad y riqtreza el renovado interés de la comu-

nidad internacional por la ternática.

Zlata Drnas de Clement
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DIAZ BARRADO, CASTOR M.
"El consentimiento, causa de exclusión de la ilicitud del uso de
la fuerza en Derecho Internacional", Tomo I y LI, Ed. Univer-
sidad de Zgragoza, Zaragoza, 7989.

Cuando un trabajo de tesis es galardonado con el premio Cáted¡e
"Miguel de Cervantes" 1989, que concede la Acadcmia General Militar
de Zaragoza para tesis doctorales en cienci¿rs jurídicas, se pucde tener
la seguridad que es el fruto de unn rninuciosa tare¿r de investigación y
evaluación. Tal es el caso de la tesis doctoral de Díaz Barrado, base de
la obra que comentamos.

Después, del precedente sentado por la Conferencia de Codificación
del Derecho Internacional convocada por la Sociedad de las Naciones
en 1930, la codificación diplomática del Derecho de responsabilidad inter-
nacional del Estado por hechos ilícitos se ha revelado como la lmás com-
pleja y conflictiva de las realiz¿rdas hasta ahora bajo los auspicios de las
Naciones Unidas.

Esta difícil temática es la rlue aborda, al dccir del prolonguista con
notable "coraje intelectuall' eI prof, Díaz, deteniéndose en el análisis y
estudio de uno de los supuestos incluídos en el Capítulo quinto del actual
proyecto de codificación como caus¿ de exclusión de responsabilidad
del Bstado: "El acto de eonsentimiento".

Es bien sabido que el 'consentímíento" suele ser ínvocado en situa-
ciones de "alto volta¡o'político que por sn naturaleza, pueden poner en
peligro el objetivo básico de Ia Sociedad Internacional Conternporánea,
el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales. Sin embargo, el
autor ha elegido evitar toda tentación ideológica y enfocar el terna desde
una óptica estrictamente jurídica, determinando el lugar que ocupa y htr
de ocupar el consentimiento del Estado en el marco de una realidad
ineludible en la actual Sociedad Internacional: eI empleo de la fuerza
en las relaciones internacionales.

Y lo hace de una manela sumamente completa, dividiendo el estu-
dio en siete partes, con un total de veinte capítulos (Tomo I), donde
encontramos tratados temas de tanto interés y actualidad coino: el prin-
cipio de No Intervención, los trabajos de codificación efectuados sobre
la materia, la naturaleza jurídica y límites de aplicación del consenti-
miento, las condiciones de validez requeridas para su ejercicio, los diver-
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sos procedimientos utilizados, los órganos competcntes para prestar el

consontimiento y los efectos jurídicos del mismo.

Tan exhaustivo trabajo es acdmpañado por un Apéndice (Tomo II)
de Textos y Documentos, con lo más reievante de la práctica internacio-

nal sobre la materia originado a partir de las 2? Guerra Mundial.
El autol nos hace arribar de tal modo, mediante un análisis compa'

rativo y de gran versación, a Ia concepción jurídica del "acto de consen-

timiento', precisando los límites normativos de esta excepción, sin eludir

el tratamicnto de cuestiones tan conflictivas como las derivadas de las

peticiones de ayuda armada concomitarttes a algunos enfrentamientos

armados internos, pronunciándose en cada caso con soluciOnes ciertaS

y clarificadoras.
Es en consecuencia, una publicación esencialmente docente e infor-

mativa, que permito un conocimiento actualizado y completo de un toma

de por sí harto atractivo para todo estudioso de la realidad americana.

Susana B. Galván

,,LA CORTB INTERAMBRICANA DE DERECHOS HUMANOS. ES.

TUDIOS Y DOCUMENTOS": Instituto Interamericano de De'

rechos Humanos. Departamento de Publicaciones. San José,

Costa Rica - 1987.

El ex-Presidente de la Corte Interalnerícana de Derechos Humanos,

Don Pedro Nikken, concluye el prólogo del libro conceptualizando, sin-

téticamente, eI contenido y el objeto perseguido con su edición, al ex-

presar: "esta obra será una contribución práctica importante para el me'
jor conocimiento de la Corte, de las actividades que ha cumplido y de

su virtualidad como medio de protección de la dignidad humana"'

Fue el Instituto Interamericano de Derechos Humanos eI que con-

cibió y desarrolló la idea de investigar y publicar las actividades de la

Corte, mediante la coimpilación, en un volumen, de los Estudios de ma'

yor importancia y trascendencia, los que fueron prolija y cuidadosamente

redactados por Miembros, ex-Miembros de la Corte y calificados autores'

El trabajo tiene dos partes fundamcntales, a más del Prólogo y de

la Introducción y Actualización. En la primera se hallan reunidos meto-

dológicamente los Estudios que son los que, indudablefrnente, cimentan
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y califican a Ia obra de original; mientras que, en la segunda, bajo la
portada de Anexos, se localiza la transcripción de documentos interna-
cionales vinculados directamente con el tema principal de la obra y
datos de suma importancia como lo son, entre otros, una detallada nó-
mina de los integrantes del Consefo Directivo de la Corte Interaericana
de Derechos Humanos desde el año 1979 -de su creación- hasta el
año 1987 y un listado de los títulos por ella publicados, que se cornpone
de los siguíentes: Memoria de la Instalación: Corte Interamericana de
Derechos Humanos, Informes Anuales y Fallos y Opiniones.

EI Prólogo está constituído por un breve análisís de Ia ímportancia
y la trascendencia de la actividad y los fines perseguidos por la Corte
Interamericana de Derechos Humanos; donde se señala la preocupa-
ción por lograr una mayor protección de los derechos esenciales de la
humanidad que encuentran su fundamcnto en los atri!¿¡p5 qnismos del
ser humano.

La eficacia de esta Institución Judicial radica en que sus decisiones
son de cumplimiento obligatorio, garantizando así el efectivo ejercicio de
los derechos y las libertades fundamentales del hombre en cada uno de
los estados miembros de Ia O.E.A.

En la Introducción y dct'alización son considerados los acontecj-
mientos relacionados con la corte que, por ser r,muy recientes, no fueron
objeto de análisis o mención en los Estudios que se rearizaron para com-
poner la obra.

Thomas Buergenthal, con este rcsumido pero sustancioso trabajo,
logró actualizar algunos temas e incorporar otros de fundamental in-rpor-
tancia en el quehacer de Ia corte Interamericana de Dcrechos Humanos,
ya que son citadas y co.mentadas cuestioncs que no habían sido, hasta el
año 1985, sometidas a su jurisdicción. Entre cllas, Ia emisión de tres opi-
niones consultivas fundamentadas en las bases fírosófícas de la conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos clc costa Rica; ra remisión, de
la comisión ,Interamericana dc Derechos Humanos a la corte, de tres
casos contenciosos y la nueva integrlción del Tribunal, a partir de enero
de 1986, con jueces de reconocidos antececlentes.

En cuanto a los Estudios que integran el libro objeto de nuestra
recensión, advertimos la prolija y Ia certera labor, realizada por el Insti-
tuto, en la elección dc los tomas investigados como así también en la
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determinación de las personas encargadas de su lealización, cuyas cuali-
dades profesionales, sin lugar a dudas, presagian el éxito de la obra.

Ocho son los Estudios confeccionados. El orden otorgado, que indu'
dablemente responde a una corrccta estructüra metodológica y sus títu-
los, es el siguiente: The Advisory Practice of the Inter-American Human
Rights Court (obra en inglés sin traducción aI castellano); Algunos as-

pectos de la Jurisdicción Consultiva de la Corte Interamericana de Dere-

chos Humanos; El Procedimiento Contencioso ante la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos; The Role Of Ainicurs Curiae in the Inter-
american Court of Human Rights (trab:rjo en inglés no traducido al

español); La Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos

Humanos; La Jurisdicción Contenciosa del Tribunal Interamericano de

Derechos Humanos; EI Proyecto de Estatuto de la Cotte Interamericana

de Derechos Humanos de 1979 y Anteccdentes de l¿r Creación de h
Corte Interamericana de Derechos Htlmanos.

El contenido, de los títulos nominaclos, cs el result¿rdo dc un evidente

trabajo de Ínvestigación pacicnte y ordenado clue efectuar¿ln, respectiva-

mente: Thomas Buergenthal, Presidente de la C'I.D.H'; N4áximo Cis-

neros Sánchez, ex-Juez de la C.I.D.H.; Héctor Gros Espiell, Juez de la

C.I.D.H.; Charles Moyer, Secretario clc la C.I'D.H.; Rafael Nieto Na-

via, Vice-Presidente de la C.I.D.H; Rodolfo E. Piza Escalante, Juez de

la C.I.D.H.; Manuel E. Ventura, Secretario Adjunto de la C'I'D'H' y

Daniel Zovatto, Asistente de Ia Dirección Ejecutiva del I.I.D'H'
Esta recopilación de estudios, clocumentos y datos sobre la Corte

Interamericana de D.H. es una obra literaria de valioso contenido; des-

tacándose la precisión y claridad de lcnguaje utilizado por sus autores

como así también el espíritu realista, actualizado y reflexivo con el que

fueron abordados cada uno de los temas.

Rodolfo Jesús Nlonti

CEREZO DE DIEGO, PROMETEO:
"Alonso de Veracruz y eI Derecho de Gentes", Editorial Po¡rua

S.A., México, D.F., 1985,372 páginas.

El descubrimiento del texto original latino del tratado "De dominio

infidelium et iusto bello", en México, en 1958, por el jesuita Ernest j.
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Burrus, de una de las obras principales de fray Alonso de Yeracruz, ha
permitido al autor efectuar una importantísima contribución a la divul-
gaciín y conocimiento del pensamiento jusinte,rnacionalista de este reli-
gioso que aunque nacido en España, desarrolló su actividad en el Nuevo
Mundo poco tiempo después de la llcgada de Colón.

El objetivo del trabajo, que asume la envergadura de una tesis doc-
toral, ha sido, nos dice en la introducción su autor, probar la vinculación
y dependencia del pensamiento veracruciano con la doctrina sostenida
por su maestro vitoria, hecho este que penmite reforzar la opinión de la
existencia de una auténtica Escuela Española del Derecho de Gentes,
ampliando su ámbito geográfico, dado que veracruz vivió al otro lado
del Atlántico, desfacando ade.más cerezo de Diego, otras características
que lo unen con aquel célebre agustino: pertcneccr a la misma orden
religiosa y ser paisanos.

señala el autor el alcance multifacético dc la doctrina veracruciana,
que si bien muest¡a los aspectos teóricos de ):i conquista, se extiende
al estudio de los principios jurídicos y norales y a las normas que ha-
brían de guiar la acción de gobierno de la Administración española en
torno a los problemas que presentaba la socicdad hispano-indígena der
Nuevo Mundo, como el reparto de ticrras, cncomiendas. trato humano,
etc., supliendo de esta manera la falencia que acusaba la Escuera Espa-
ñola, criticada por haber omiticio una cumplida respuesta a los integran-
tes de una ética colonÍal cristiana.

Partiendo de la distancia que existe entre el contenido de las doc-
trinas de los teólogos-juristas del Siglo de oro y el moderno Derecho
internacional. de corte positivista y marcado por un concepto radical de
la soberanía estatal, el autor está convencido cle que la doctrina de los
clásicos puede dar una respuesta plena y satisfactoria a muchos proble-
imas actuales, como el respeto y Ia protección clc los derechos del hombre,
el fomento de las relaciones pacíficas entre los pueblos basados en el
reconocimiento de los derechos y de la igualdad de los Estados, la ela-
boración de un nuevo orden económico internircional y la cooperación
para lograr un desarrollo que procu'e cl bien común de Ia humanidad.
entre otros,

La obra ha si<io dividida en tres partes. La primera de elas com-
prende dos capítulos dedicados, el primero, a una biografía de veracruz
y el segundo, al manuscrito hallado recientemente, opoitunidad en dondo
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aborda la historia del mismo, la ocasión, título, fecha y lugar de compo-
sición y las causas por las que quedó inédito, penetrando luego en el
análisis interno del Tratado.

La segunda parte ofrece una visión muy oportuna y sistemática de

los problemas heredados en el tiempo en que Veracruz desarrolló su

labor intelectual y evangélica. Está subdividida en cuatro capítulos dedi-

cados al "Señorío universal dei Emperador", a "La autorídad temporal
del romano pontífice", a los problemas relacionados con el descubrimiento
de América y a la polémica en torno a la incapacidad de gobierno y de

posesión de los aborígenes americanos, respectivamente.

La última parte, que constituye el objetivo concreto del estudio" está

dedicada a la consideración del pensamiento veracruciano sobre la con-

quista del Nuevo Mundo. Sus tres capítulos están consagrados a la doc-

trina sobre los universalismos del imperio y del papado, a las causas

iniustificantes de Ia conquista del Nuevo Mundo y a las causas justifi-

cantes de tal conquista, respectivamente, temas estos examinados y ana-

lizados a partir funda[nentalmente, de la obra que irlpulsó el espíritu

investigador de Cerezo de Diego.

Escrita en un lenguaje claro, preciso y no menos académico, esta

tesis doctoral constituye un aporte de inapreciable valor para quien

intente calar profundo en el conocimiento del destacado integrante de la

Escuela Clásica Española del Derecho Internacional y de su aporte a

esta rama de las ciencias juridicas, pudienclo encontrarse un paralelismo

inédito del pensamiento de Vitoria y de su discípulo sobrc problemas

que concitaron la atención de Ios teólogos y jurístas de la época'

Las conclusiones que ofrece en apretada síntesis, aparecen como

digno broche de oro de una investigación seria que revela las dotes inte-

Iectuales de s;u autor, justo merecedor del premio que le fuera otorgado

por el Instituto Hispano-Luso-Aimericano de Derecho Internacional.

Ernesto J. Rey Caro

GARCIA AMADOR, FRANCISCO V.
"El Derecho Internacional del Desarrollo. LJna nueva dimensión

del Derecho Internacional Económico", Editorial Ciütas S'A''

Madrid, España, 1987, 288 Pág'
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Obra centrada en uno de los grandes capítulos del Derecho Interna-
cional contemporáneo, propone como objetivo el examen de los aspectos
más trascendentes de la cooperación internacional en el campo económi-
co, del llamado Nueva Orden Económico Internacional y de otros ele-
mentos que se sintetizan en una nueva disciplina jurídica que sirve de
título a Ia publicación"

En esta propuesta, el autor vuelca su vasta experiencia docente y di-
plomática y profundiza en temas que ya había abordado con anterioridad
con singular éxito, brindando una versión actualizada, a la vez que se

apoya en la abundante documentación de Naciones Unidas y en instru-
mentos básicos como la Declaración sobre el establecimiento del NOEI v
Ia Carta de Derechos y Deberes Económicos de los Estados.

Cinco grandes capítulos dividen esta actualísima materia, que se
corresponden con aspectos históricos, jurídicos, conceptuales y evolutivos
que son de indispensable consideración para brindar una perspectiva gle-
bal y metódica.

En el primero de ellos ofrece una visión histórica del ámbito del
Derecho Intc-rnacional y dedica dos subcapítulos a la concepción del
Derecho Internacional Económico y a la problemática jurídica e institu-
cional del desarrollo. En este último, analiza el concepto y elementos
constitutivos del Derecho Internacional det Desarrollo y las características
de este sistema normativo, en donde resalta la "dualidad de normas', y la
"finalidad" o "fundación específica", destacando, asimismo, ra singulari-
dad en cuanto a las fuentes"

"Las ¡eclamaciones del mundo en desarrollo", constituye en contenido
del capítulo segundo, analizando en el mismo diversas cuestiones como
el concepto, sujetos y contenido del "Derecho del Desarrollo"; la recla-
mación a la asistencia para el desarrollo; la reclamación a un trato pre-
ferente en el área del comercio; otras reclamaciones y principios relativos
al Nuevo orden Económico Internacional -derecho de todo Estado a
aprovechar los beneficios de la ciencia y la tecnología, derecho de los
Estados a escoger su sistema económico, principio de igualdad de parti-
cipación en las relaciones económicas internacionales-, y el deber de
cooperar para el desarrollo, oportunidad en la que se examina su natu-
raleza y alcance.
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En el capítulo III, se estudian las características de la expropiación
y nacionalización de bienes extranjeros en el Derecho Internacional tradi-
cional y los cambios producidos en la práctica interestatal de la posgue-

rra; la génesis y desarrollo de la doctrina de la soberanía permanente
sobre los recursos naturales y la cuestión de la compensación, incluyendo
las disposiciones relativas al arreglo de controversias.

El capítulo siguiente está dedicado a los variados problemas que

caracterizan las inversiones cxtranjcras, mcr'eciendo una particular consi-

Ceración el derecho aplicable a las relacioncs contractuales entre Estados

y empresas extranjeras y el arreglo de controversias entre Estados y em-

presas extranjeras, rnomento en el clue examina materias tan controverti-
das como Ia de los efectos de las cláusulas compromisorias respectcr al
principio del agotamiento de los recursos internos y al ejercicio de la
protección diplomática y los "códigos de conducta" para las empresas

transnacionales.

En último capitulo está consagrado a "La problemática clel desa-

rrollo y la revisión del Derecho Internacional". Especial mención merece

en esta parte del estudio, Ias referencias que hace de la "Doctrina Calvo"

y la "Cláusula Calvo" s¡¡¡s las contribuciones de latinoamérica al de-

.sarrollo del Derecho de Gentes, aportes estos que tenían como mira un

orden internacional fundado en principios que garantizaran la indepen-

dencia política y la integridad territorial de las naciones, cualquiera fuera

la condición de ellas, Dedica especial atención a las causas por las que

los nuevos Estados repudian y cuestionan la validéz del Derecho Inter-

nacional clásico, en particular los principios que han regido la responsa-

brlidad de los Estados por el trato a los extranjelos y examina críticamente

ei movimiento revisionista actual, al que estima parcialmente justo: "Nin-

guna razón ética o de cualquier otra naturaleza que se invoque para,

revisar un ordenamiento jurídico, sea internacional o interno, nunca podrá

justificar revisiones drásticas y parcializadas, tales como las hemos des-

tacado. La revisión moderada, imparcial y justa debiera ser como en el

pasado, Ia conditio sine qua non de Ia búsqueda actual de un nuevo

orden jurídico internacional. Bajo este nuevo orden deben disfrutar de

una adecuada protección jurídica los intereses legítimos de todos los

países, no los de una categoría en partícular". Tales son las palabras fina-
les de este nuevo aporte del destacado jurista cubano, elaborado con rigor
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científico y lenguaje precisq ofreciendo una visión objetiva y desprovista

de preconceptos de cuestiones en las que la literatura jutídico-internacio-
nal de nuestro días se muestra proclive a la radicalización.

Ernesto J. Rey Caro

CARASALES, JULIO CESAR
"El desarme de los desarmados. Argentina y el Tratado de No
Proliferación de Armas Nucleares". Editorial Pleamar'. Buenos
Aires, 1987, 360 pág.

Inspirado su título en una frase atribuida al hoy Presidente de la
Corte Internacional de Justicia José María Ruda, pronunciada en opor-
tunidad de examinarse en la Asamblea General de Ias Naciones Unidas,
en 1968, el Tratado de I.,lo ProliferacÍón de Armas Nucleares, la obra,
como lo señala inicialmente su autor -destacado jurista y diplomático-,
está destinada a la "gran audiencia" y tiene como objetivo hacer conocer
los fundamentos de la posición argentina frente a la "cuestión nuclear" y
específicamente al convenio referido.

En la introducción, tras remarcar las consecuencias lógicas que se

derivaron para la humanidad y la influencia en el pensamiento y preocu-
pación de científicos, estadistas y juristas de la apertura de la "era ató-
mica" con el lanzamiento de las bombas en I{iroshima y Nagasaki, en
agosto de 1945, el autor se pregunta inicialmente si no hubiera sido radi-
calmente diferente la estructura de la comunidad internacional sobre la
base de la Carta de las Naciones Unidas, de haberse pergueñado este
instrumento después de aquel acontecimiento o, si el uso de la energía
atómica hubiera abierto otros senderos de nt¡ haberse producido la Segun-
da Gran Guerra que impulsó su utilización para fines no pacíficos.

Seguidamente analiza eI concepto de "no proliferación" y distingue
diversas clases: la horizontal, la vertical y la geográfica, diferenciación
esta que permite ubicar Ia problemática en la perspectiva de los países
que no han tenido acceso a la tecnología nuclear o que habiéndola conse-
guidq solamente la han orientado hacia un uso pacifico. La prlmera

-horizontal- se produce cuando nuevos Estados por transferencia o pro-
ducción propia acceden a las armas nucleares. La segunda -sostiene-,
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se da cuando se incrementan estas cualitativamcnte por parte de los Esta-
dos que ya la poseen. La últirna, se produce cuando las armas nucleares
son emplazadas en ámbitos gcográficos de países aliados de cualquiera
de las potcncias nucleares. El capítulo se cornplementa con nociones de
índole técnica, Ia caracterización del llanado "ciclo de combustible nu-

clear" y las salvaguardias, cuestión ésta última sobre la que Carasalcs
ha cle centrar posteriormente su crítica en relación al TNP.

Como el trabajo tiende a un análisis del TNP, los capítulos siguientes
están destinados a abordar el nacimiento de éste y su contenido. Señala

al examinar los antecedentes del instrumento, la postura de las dos super'-

potencias y de los otros "países nucleares" como la Gran Bretaña, Francia
y China, y la actitud de los países no poseedores de armas nucleares -en-
tre ellos la Argentina- tanto en el seno de los foros del desarme, como

fuera de éstos, historiando el orígen de la Comisión de Energía Atómica,

la rComisión de Armamentos Convencionales y la Con-risión de Desarm€,

producto esta última de la fusión de las dos anteriores. Examina la evo-

Iución de la Conferencia del Comité de Desarme desde su composición

originaria hasta que se produce 1o que llama la "democratización" dc

ella, ocur.rida en 1978. Concluye ei capítulo destacando las negociaciones

en torno al TNP, o mejor dicho las "negociaciones inexistentes" dado que,

en su opinión, el método empleado dista mucho de ser una negociación

ortodoxa de un instrumento internacional en igualdad de derechos y
obligaciones.

El compromiso de las potencias nucleares, el compromiso de los países

no nucleares, las salvaguardias, la cooperación para fines pacíficos' 1¿5

explosiones con fines pacíficos, el clesarrne, las zonas libres de armas

nucleares -parte ésta donde se examinan los or'ígenes y contenido del

Tratado de Tlatelolco y se efectúa un análisis comparativo-, las enmien-

das y conferencias de examen, las nc¡rmas complementarias del TNP como

firma, ratificación, vigencia, etc. y el preámbulo del Tratado constituyen

las materias de los capítulos III al XIV inclusive.

Previo al capitulo referido a la Argentina, examina la cuestión de las

garantías de seguridad y realiza un análisis crítico del TNP desde el pun-

to de vista de su eficacia y de su situación actual, entre otros aspectos,

insistiendo en que este Acuerdo se ha preocupado írnicamente de la proli-

feración "horizontal" y que la "no proliferación" y el "Tratado de No Pro-

liferación" no son sinónimos.
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Finalmente, aborda la postura argentina, destacando que la misma se,

ha mantenido incólume desde 1968 hasta la fecha, sin distinción de go-

biernos, fundada cn un firme convencimiento de los defectos del TNP
y de su inconveniencia pala los intereses nacionales.

Sin duda, los propósitos de Carasales se han cumplido con crcces,

constituyendo la obra de su autoría una herramienta de uso indispensable
para el investigador, para el docente y para el público en general, y un
aporte de gran relevancia para la doctrina argentina en una materia que
no permite simplificaciones. A ello se suma el estilo franco y directo de

lir exposición.

Ernesto J. Rey Caro

I]IAZ ALBONICO, RODRICO:
"EI Tratado de Paz y Amistad entre Chile y Argentina", Edito-
rial Universitaria S,A., Santiago de Chile, Chile, 236 pá9. y 4

mapas.

Obra colectiva dirigida por Díaz Albónico, reúne en forma metódica
numerosos trabajos de diferentes autores chilenos sobre el trascendente
acuerdo que puso fin a la controvertida "cuestión del Beagle", que por
casi un siglo afectó las relaciones entre los dos países más austraies del
continente.

Comprende cuatro capítulos destinados sucesivamena" u1 
"s¡11s¡te 

del
Tratado, a los aspectos jurídicos relevantes, a los espacios marítimos y su
régimen y a las perspectivas de cooperación argentino-chileno. Cada uno
de estos capítulos contiene comentarios sobre subtemas vinculados con
las respectivas materias, escritos genelalmente por quienes tuvieron algún
grado de participación en Ias diferentes etapas que caracterizaron el

conflicto.
En la primera parte se incluye las colaboraciones de Julio Philippi

Izquierdo, Crisólogo Bustos Valderrama y Osvaldo Muñóz Miranda. Phi-
lippi, efectúa un análisis del preámbulo del Tratado y de su importancia
para la interpretación del instrumento, citando una abundante y calificada
doctrina que avala la trascendencia de esta parte de los convenios inter-
nacionales. Bustos Valderrama presenta una visión histórica de la relación
entre ambos países, llegando a Ia conclusión que éstas estuvieron signadas
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pol la enemistad y el desencuentro y se interroga sobre cual es el contenido
y alcance de la paz y amistad pactada en el Tratado de 1984, examinando
de esta óptica los procedimientos previstos. Muñóz Miranda, estudia el
laudo' arbitral de L977 relacionándolo con el Tratado de Paz y Amistad,
destacando la in-rportancia de aquel en la solución dada en 1984.

La segunda parte ha agrupado los trabajos de Helmut Brunner, Jean-
nette Irigoin Barrene y Edgardo Riveros Marín. Los dos primeros han
centrado su atención en la acción desarrollada por la Santa Sede y el
peso moral de su participación e influencia en la solución del conflicto,
reseñando Jeannette lrigoin Ias opiniones de hombres públicos argentinos
y chilenos -no siempre coincidentes entre los primeros-, sobre la auto-
ridad papal en esta materia. Riveros Marín dedica su estudio a los cliversos

mecanismos de solución pacífica de controversias previstos en el Tratado,
h¿rciéndolo en forma objetiva v ciñiéndose a las cláusulas del mismo.

Cinco trabaios han sido dedicados a los aspectos marítimos del
Acuerdo. María Teresa Infante Caffi, se ocupa de la delimitación marí-

tima en el mar de la zona austral; Mateo Martinic Beros al Estrecho de

lrfagallanes; Patricio Prieto Gándara al régimen de navegación en los

canales australes; Carlos Quiñones López a los recursos no vivos de hi-
clrocarburos en las áreas regidas por el Tratado y Oscar Pinochet de la
Barla a la Antárticla y el Tratado de 1984. La primera, limita su investi-
gación a la caracterización del problema a la luz de las fuentes aplica-
blcs a la delimitación en general y al caso específico, y a un análisis de

Ia delimitación efectuada y su alcance en relación a los espacios marítimos
que existen en el área, poniendo de manifie-cto en el tratamiento de ambos

aspectos un conocimiento exhaustivo de la cuestión. Martinic Beros, des-

taca el carácter transaccional de la solución adoptada en relación al
Estrecho de Magallanes, sin perjuicio del sacrificio que significó, según

su opinión, para las aspiraciones chilenas. Prieto Gándara, reseña las

tesis argentinas y chilenas sobre la materia y la solución adoptada. en el
Tratado y Quiñones López analiza la cuestión de los recursos minerales

resaltando la perspectiva que ofrecen en la actualidad las zonas delimi-
tadas por el Tratado. Pinochet de la Barra, profundo conocedor de la
temática antártica, manifiesta sus dudas en relación a la solución adoptada,
clue considera lesiva a los intereses chilenos.

En la cuarta y última parte, Sergio Gutierrez Olivos analiza las rela-
ciones argentino-chilenas desde la óptica de la vecindad, mostrando ab
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initio confianza en que la solución adoptada evite conducir a ambos países

a las situaciones prebélicas de 1878 y 1978. Centra su estudio en la coo-

peración, en el intercambio comercial, en los recursos naturales y en Ia
ciencia y la tecnología. Raymundo Barros Charlín, aporta su autorizada
opinión en cuanto a la dimensión jurídico-institucional de la cooperación
económica entre ambas naciones, ofrecíendo un exhaustivo panorama dc
las alternativas de integración, concluyendo que Argentina y Chile se

encuentran en condiciones de construir una "economía de la solitiaridad",
proponiendo detectar y proyectar aquellas regiones y áreas donde la soli-
ciaridad apatezca como más viva y enriquecedora, Eduardo Rodríguez
Guarachi, también dedica su estudio a la cooperación económica y la
integración física, e Iris Vittini de Guticrrez tnaliza el Tratado en su

proyección socio-laboral.

La obra, desde una perspectiva unilateral, permite conocer y pro-
fundizar la trascendencia del acuerdo en diversas áreas y las posibilida-
des que surgen para ambos países -en particular en el campo de la coope-
ración y de la integración- a partir de la vigencia del mismo.

Se trata de un esfuerzo científico serio *con alguna de cuyas conclu-
siones se puede disertir- de la calificada doctrina chilena, digno de ser

imitado por los especialistas argentinos.

Emesto J. Rey Caro

MANGAS MARTIN, ARACELI:
"Derecho Comunitario Europeo y Derecho Español", Editorial
Tecnos, Madrid, 1987, 319 pág.

Uno de los acontecimientos más importantes del presente siglo por
la trascendencia y repercusión en las más diversas, esferas de actividades
de la nación española, ha sido eI ingreso a las Comunidades Europeas,

Si bien los juristas de la península ibé¡ica venian dedicando una
proporción bastante discreta de su produccrón científica al estudio del
llamado Derecho Comunitario -auspicioso hechó este que permitió a los
docentes de las universidades latinoamericanas contar con una bibliografía
de uso corriente en idioina español orientada al conocimiento de aquel
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fenómeno jurídico-, es a partir del Tratado de Adhesión del 12 de junio
de 1985 cuando se hace evidente la necesidad de abordar la cuestión baio
una nueva óptica. El proyecto se hace realidad y la confrontación del De-
recho de las Comunidades Europeas con eI Derecho Español da un
material más que abundante a los estudiosos para examinarlo en sus

variadas proyecciones.

No es de extrañar que quien había consagrado muchos años a espe-

cializarse en el Derecho Comunitario, aprovechara esta ocasión para ela-

borar un trabajo que diera respuesta a muchos interrogantes y explicara

cl fenómeno cornunitario a la luz de los instrrlmentos que lo sustentan y
su incidencia en el ordenamiento jurídico español, partiendo de la Carta

Magna de 1978 cuyo art. 93 había previsto que el Estado podía atribuir
cl ejercicio de competencias derivadas de la Constitución a organizaciones

internacionales. Araceli Mangas Martín, actual catedrática de Derecho

Internacional Público en Salamanca, se proyecta como docente e inves-

tigadora en esta obra, destinada a constituirse en bibliografía obligatoria

para quien aspire escudriñar en tan interesante problemática.

Siete grandes capítulos posee el trabajo. El primero de ellos está

dedicado a considerar el fundamento jurídico-constitucional de la adhesión

de España a las Comunidades Europeas, analizando el impacto jurídico

de este hecho y las alternativas previas a la adhesión. Examina el art.93.1

de la Constitución, la atribucíón de competencias y sus límites y las con-

diciones de ia adhesión tanto de fondo como de procedimiento.

El segundo capítulo ha sido consagrado a la recepción del Derecho

Comunitario, tanto el Derecho internacional conven'cional -tratados cons-

titutivos de las Comunidades Europeas-, óomo los actos normativos de

las instituciones cdrnunitarias, oportunidad esta última donde analiza las

diversas alternativas de acuerdo a la naturaleza dij tales actos. El siguíente

capítulo estudia la relación de los principios del ordenamiento comuni-

tario con los ordenamientos internos, dedicando particular atención a lOs

efectos y a la primacía del Derecho Comunitario y las soluciones adopta-

das por los Estados Miembros, concluyendo con lá consideración de la

problemática en España, avalando su opinión con una calificada doctrina

y la jurisprudencia del Tribunal Supremo y del Tribunal Constitucional.

La cuestión del Derecho Comunitario y el control constitucional es

examinada en la cuarta parte de la clbra. Después de las generaliCade6,
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considera el control constitucional dc los tratados internaciclnales, el con-
flicto entre la nornra comunitaria y la interna posterior, la oposición entre
la norma comunitaria y la Constitución, y el tema de los Derechos Fun-
damentales y el Derecho Comunitario, con especial referencia a la rna-
teria en relación a la Constitución española y el Tribunal Constitucional.
La parte siguiente -Capítulo V-, ha sido dedicada al análisis de la apli-
cación del Derecho Comunitario en España, aúnque previamente aborda
la ejecución del Derecho Comunitario por las instituciones comuniterias
y por los Estados Michrbros. Concluye el capítulo con la consideración
de Ia práctica española en materia de aplicación del Derecho Comunrtario.

La organización territorial de España, de extrema complejidad. y el
Derecho Comunitario, constituye el contenido del capítulo sexto, exten-
diéndose en la cuestión de la participación de las Comunidades .A.utóur¡-

mas en Ia formación de la voluntad externa del Estado y en la aplicación
del Derecho Comunitario en España. Concluye el estudio con una refe-
rencia a la superioridad jerárquica del Derecho Comunitario sobre el
Derecho de las Cdrnunidades Autónomas.

El panorama de la problemática que abarca la obra finaliza con el
control del cumplimiento del Derecho Comunitario sea por las institu-
ciones comunitarias, sea por el Estado español y las Comunidades Autó-
nomas.

A guisa de conclusióir la autora reclama se tenga en cuellta la vasta

experiencia de más de tres décadas cle integración al afrontar los ploble-
mas juríilicos que implica el ingreso de España a'las Comunidades Euro-
peas, para no tropezar con errores en que cayeron otros Estados de las

Comunidades, expresando su confianza en que su trabajo contribuirá "a

que la participación de España en €se empeño de inteqración, en esa

unidad europea, abre definitivos surcos de paz y solidaridad en la His-

toria de España".

Sin hesitación, el trabajo de la profesora Mangas N{artín constituye

una contribución científica de gran relevancia en la materi¿ esccgida,

poniendo de manifiesto la autora un profundo conocimiento de la rcali-
dad comunitaria y de su proyección en España, expresando .sus icleas

con gran convicción y un n-larcado idealismo.

Ernesto J. Rey Coro
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MARTINEZ PUÑAL, ANTONIO:
"Los derechos de los Estados sin litoral y en situación geográfica
desventajosa en la Zona Económica Exclusiva (Participación en
la explotación de los recursos vivos)", Xunta de Galicia, Santiago
de Compostela, España, 1988, 421 págs.

No escapa al observador que el Derecho del Mar conte,:npe¡f¡se
contrasta en cuanto a la riqueza y multiplicidad de instituciones con el
Derecho Internacional marítimo clásico, cuyo contenido estaba funda-
mentalmente influenciado por la dicotomía mar territorial-alta mar, espa-

cios en torno a los cuales giraba toda la problemática. Dicha complejidad,
fruto de la evolución experifnentada en las últimas décadas, se puso de
manifiesto en las sesiones preparatorias de la III Conferencia de las Na-
ciones Unidas y en las deliberaciones de esta magna reunión. El recono-
cimiento de derechos más allá de las distancias tradicionales no se pro-
dujo fácilmente y el juego de los intereses contrapuestos determinó que
se manifestara el agrupamiento de los Estados de conformidad con los
comunes intereses y derechos reivindicados, dejándose de lado las pautas
que deterkninaban la toma de posiciones estatales en otros grandes foros
internacionales.

Como bien lo destaca el autor en Ia introducción, el reconocimiento
de la Zona Económica Exclusiva incidiría en forma directa en la apari-
ción de un grupo de Estados que congregaría a los sin litoral y a los

Ilamados en situación geográfica desventajosa, categoría esta última im-
precisa, pero que no fue óbice para que arnbas situaciones sirvieran de

sustento de una acción unificada.

La obra constituye un aporte de fundamental importancia para el
esclarecimiento de una temática que no ha merecido trabajos especiali-
zados, pero este hecho por sí solo no muestra el mérito más rclevante,
sino que se está frente a un trabajo metódico, bien estructurado y fun-
dado en un estudio exhaustivo de los antecedentes, discusiones y proyectos
presentados en la III Conferencia, avalado por las opiniones de destacados
especialistas. Martíne2 Puñal da a conocer el fruto de una tarea científica
que sin duda debe enorgullecer a la doctrina española.

El autor analiza la forma en que se fue constituyendo el grupo dc
Estados, ya referido y como paulatinamente fueron haciendo valer sus

pretenciones en las instancias;ya relacionadas, advirtiendo sobre la conso-
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lidación de una communis opinio que se inclinó por. reconocer la nece-
sidad de articular aquellos intereses en el marco de la Convención sobre
el Derecho del Mar. Iguarrriente destaca el consenSus gentium sobre la
conveniencia de regular la participación de dichos Estados en los recursos
vivos de la Zow Económica Exclusiva en un régimen unitario, particula-
rizado y separado, que se consagrara en los arts. 69 y 70 de la CNUDNÍ,
aunque señala que a pesar de la limitación a los recursos vivos únicamente,
en su opinión, no dejaba de haber convincentes argumentos para extender
los derechos de participación a los recursos no vivos, habida cuenta del
papel que pueden desempeñar los recursos energéticos submarinos en el
desarrollo de los Estados sin litorál y en situación geográfica desventa-
josa en atención a la estrecha conexión entre el Nuevo Derecho del Mar
y el Nuevo Orden Económico fnternacional, orden este que -destaca-,
se encuentra prescnte en todo momento en la línea de argu¡nentación de
Ia defensa de los derechos de participación de tales Estados. Según su
parecer, Ia Convención no otorga a estos Estados el trato que hubieran
merecido en atención a las mejoras que en la distribución de los recursos
a escala mundial supuso la Zona Económica Exclusiva.

Como poilía preveerse, la cuestión del alcance y contenido de los
términos "sin litoral" y '"en situación geográfica desventajosa" ocupa la
atención del autor casi desde eI comienzo misrno de la obra. La caracte-
rizaciín de los primeros pareciera no ofrecer mayores, dificultades, no
aconteciendo lo mismo con los segundos. Se inclina por afírmar que en
Ios té¡minos del art. 70, ap. 2 de la CNUDM. la expresión "situación geo-
gráfica desventajosa" encierra dos rasgos esenciales: necesidad de pes-
cado y la imposibilidad de reivindicar zonas económicas exclusivas pro-
pias. Tales Estados -dice- habrán de ser Estados ribereños, incluidos los
ribereños de mares cerrados y semicerrados, que encajen en alguno de
los dos supu-estos de "dependencia nutricional pesquera" recogidos en el
texto convencional citado: "dependencia, en razón de su situación geográ-
fica de la explotación de los recurso$ vivos de las Zonas Económicas Ex-
clusivas de otros Estados de la región o subregión, y dependencia con ba-
se en la imposibilidad de establecer Zonas Económicas Exclusivas propias".

Entre otras cuestiones, aborda la del pago de derechos y otras formas
de ¡emuneración por parte de los Estados sin litoral y en situación geo-
gráfica desventajosa por el ejercicio del derecho de participación, pre-
visto en el art. 62, p6rr. 4 a, inclinándose por su improcedencia, por ser
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contrario *afirm¿r- a los principios que sustentan el Nuevo Orden Eco-

nómico Internacional. Jgualmente critica el sistema de solución de con-

troversias, especialhoente la falta de obligatoriedad para las partes del
Informe de la Comisión de Conciliación (art.297 de la CNUDM), hecho
este que dejaría en clara posición de debilidad a los Estados sin litoral
y en situación geográfica desventajosa a la hora de reclamar el ejercicio
de los derechos de participación en los recursos vivos de la Zona Econó-

mica Exclusiva.
El plan de la obra comprende una introducción y cinco capítulos

dedicados sucesivanente a "La diversidad de situaciones geográficas en

relación con Ia extensión de la jurisdicción nacional como elemento deter-
minativo de la agrupación de' intereses: análisis teórico-doctrinaf'; "La

desventaja geográfica ante eI proceso de revisión del Derecho del Mar
en el marco del debate general de la Cq4risión de Fondos Marinos"; "Los

Estados sin litoral y en situación geográfica desventajosa en relación con

la Zona Económica Exclusiva éh el marco de las propuestas presentadas

en la Comisión de Fondos Marinos'"; "Los Estados sin litoral y en situa-

ción geográfica desventajosa en relación con la Zona Económica Exclusiva

en el marco de los proyectos presentados -y de le Convención aproba-

da- en la III Conferencia sobre el Derecho del Mar", y "Los derechos

de los Estados sin litoral y en situación geográfica desventajosa en la
Zona Económica Exclusiva: régimen jurídico". Todos ellos han sido con-

venientemente divididos siguiendo los requerimientos de la especificidad

y desarrollo que exigen los subtertras que comprenden'
En suma, quien desee indagar sobre este novedoso capítulo de la

CNUDM, sus antecedentes y soluciones consagradás, como así también

sobre aspectos no debidamente esclarecidos o conflictivos, encontrará en

Ia obra de Martínez Puñal una ayuda de inapreciablc valor fundada en

una investigación seria y exhaustiva.
Ernesto J, Rcy Caro

GARCIA BAUER, CARLOS:
"Los Derechos Humanos en América", Tipografía Nacional de

Guatemala, Guatemala, C. A., 1987, 416 pág.

El redimensionamiento de la persona humana, constituye uno de los

acontecimientos más destacados del Derecho Internacional contemporá-
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neo, Los sistemas de protección de los derechos del hombre, otrora casi
inexistentes en el Derecho de Gentes, en nuestros días se manifiestan como
una realidad indiscutida. Los avances más notorios se han registrado en
el árnbito regional, brindando Europa y América dos ejemplos de cuánto
se ha jdo progresando en este campq ello a pesar de que todavía el indi-
viduo no ha logrado un acceso directo a los tribunales instituídos en los
Tratados de Roma y San José de Costa Rica.

|lo se pone en tela de juicio que tempranamente los países del Nuevo
Mundo prestaron especial atención a esta problemática, y las constitu-
ciones del siglo pasado fueron pioneras en la materia. No es extraño,
por lo tanto, que el autor de esta obra comience ofreciendo una reseña
de los esfuerzos realizados para institucionalizar la protección de los de-
rechos humanos en el continente, destacando la influencia ejercida por el
iusnaturalism o y la obra de algunos evangelizadores ejemplares -Fray
Bartolomé de ]as casas, entre otros-, que intentaron lesguardar al indí-
gena americano contra un trato no siempre congruente con los ideales
de Ia colonización. Los aportes de América dei Norte, Ia influencia de Ia
tradición británica y la evolución en América Latina -donde el recono-
cimiento de los derechos fundamentates del hombre apareció como un
principio general del derecho constitucíonal-, han merecido una espe-
cial consideración. La discriminación racial o "el probrema negro", que
hasta nuestros días exhibe lascerantes heridas en la gran potencia conti-
nental; Ia manifestación de Ia problemática en el canadá; el rnovimíento
feminista; las alternatvias no siempre edificantes que ha presentado la
cuestión de la protección de los derechos humanos en muchos países
latinoamericanos como consecuencia de gobiernos totalitarios; el recono-
cimiento de la llamada "segunda generación" de tales derechos, co,rno los
económicos, sociales y culturales en clrya gestación se reconoce la influen-
cia de la doctrina papal con las importantes encíclicas sobre los temas
sociales; y Ia acción emprendida durante los años de. la segunda Guerre
Mundial que repercutió en las Dcclaraciones Americana y universal,
ambas de 1948, constituyen también facetas que no han escapado a la
pluma del tratadista. Tal es el contenido de Ia pritrnera parte del trabajo.

La segunda, está dedicada a la gestión de la comunidad internacio-
nal, examinando, Ios factores qué condujeron y motorizarort aquella, espe-

337



ANUARIO ANGENTINO DE DERECHO INTERNACIONAL

cialmente a partir de Ia Carta de la ONU y la Carta <le la OEA. Habida
cuenta del enfoque continental de la obra, se pone especial énfasis en la
Declaración Americana de los Derechos y Dcberes del Honrbre, y se ana-
lizan los derechos humanos 'tradicionales", los de la novísima "genera-

ción' como el derecho al desarrollo, a un medio ambiente sano y ade-
cuado, a la paz y seguridad, y a beneficiarse del patrimonio común de

la humanidad y el valor jurídico de aquel instrumento. Como síntesis de
esta parte del trabajo, el autor manifiesta su convicción de que la obser-
vancia de los derechos humanos se halla consustanciada con el jus cogens

internacional.

El tercer capítulo aborda la cuestión del "Dreecho Humanitario" y

su evolución a la luz dc los más ihportantes instrumentos de este tipo
como eI llamado "Derecho de Ginebra"; el problema de los refugiados
y las personas desplazadas; y las llamadas "zonas grises", calificativo que

obedece a Ia falencia de regulaciones específicas. Todas estas materias
se examinan desde una óptica general y particular o regional, y desde

esta última perspectiva se destacan las alternativas que precedieron a la
creación de la Comisión Interamericana de Derechos Hufnanos, las diver-
sas etapas en la vida de ésta -incluyendo una reseña de las visitas

de la Comisión a diversos países durante casi dos décadas- y la

incorporación de la Corte Interamericana de' Der.echos Hunranos a los

mecanismos de protección continentales.

La última parte doctrinaria -la más exiensa-, está consagrada a la
Convención Interamericana de Delechos Humanos, Sus antecedentes.

principios, derechos reconocidos, órganos, procedimientos, reforma, etc,,

han merecido un exhaustivo análisis, agregando la breve pero rica expe-

riencia de la Corte en materia de Opiniones Constrltivas, dictámenes

estos que han sido examinados en profundidad. Cabe destacar que si

bien ya se había puesto en maróha la competencia contenciosa del Tri-
bunal, a la fecha de conclusión de la obra que comenlilmos aún no se

habían dictado sentencias definitivas. La obra se con-lplementa con un

apéndice documental.

La vastá expeliencia docente y diplonrática del autol, que le permi-

tió participar activamente en las conferencias y reuniones donde se ges-

taron los más importantes instrumentos para la protección cle los derc-

chos hu.manos, jerarquiza sus tlpiniones y permite conocer aspectos poco
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divulgados de la larga lucha para eI reconocirniento de los derochos fun-
damentales del hombre. Se trata pues de otro aporte científico del emi-
nente jurista guatemalteco destinado a enriquccer la literatura sobre la
materia.

Ernesto J. Rey Caro

LINARBS, ANTONIO:
"Derecho Internacional del Espacio Ultraterrestre", Biblioteca
de la Academia de Ciencias Politicas v Sociales. Serie Estudios -
Caracas, 1987 - 648 páginas.

En esta extensa obra, se recogen prácticamente todos los anteceden-
tes y documentación de importancia sobre la ,materia del título, surgidos
en los últimos treinta años.

Desde el 18 de diciembre de 1958 -cuando la Asamblea General de
la ONU proclamó por la Resolución 1348 (XIII) '"el interés de la huma-
nidad en el espacio ultraterrestre"- hasta la actualidad, se han produ-
cido innumerables adelantos en el campo tecnológico espacial, que a su
vez plantean conflictos y problemas,

Coordinar, planificar, legislar y ejecutar sobre las actividades del
espacio ultraterrestre, requiere un proceso continuo, del que la co[nu-
nidad internacional no se ha desentendido. Nluestra de ello son los diver-
sos Acuerdos y Tratados referidos a la materia, que se han ido estable.
ciendo: sobre los principios que deben regir las activídades de los estados

en la exploración y utilización del Espacio Ultraterrestre, sobre el salva-
mento y devolución de astronautas y objetos lanzados al Espacio Ultra-
telrestre, soble el ¡sgistro de estos objetos, etc.

Teniendo en cuenta las circunstancias apuntadas, el autor desarrolla
este trabajo sobre tres principios orientadores: a) la necesidad de regular
jurídicamente el Bspacio Ultraterrestre; b) el cstudio de los Acuerdos 1'
Tratados formalizados hasta ahora y de sus antccedentes; c) el convenci-
miento de que es imprescindible la cooperación jurídica internacional.

En la obra que nos ocupa se pueden distinguir dos grandes partes.
La primera -que abarca los capítulos I a VI- trata de la necesidad de
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un derecho internacional del Espacío ultraterrestre, los principios que
deberían regularlo, sus fuentes y las normas positivas acordadas hasta el
presente. La segunda parte -entre los capítulos VII y IX- aborda in
ertenso los problemas pendientes cle solución y los estudios y proyectos
realizados en este sentido.

Son de especial interés Ia prolija descripción que hace el autor de
Ias diversas teorías sustentadas para definir ]os Iímites del Espacio ultra-
terrestre, así cgmo el examen de los anteccdentes históricos y de los prin-
cipios generales del derecho internacional dbl Espacio Ultraterrestre. La
exposición detallada de los Acuerdos vigentes y su proceso de elabora-
ción al igual que de las numerosas organizaciones de cooperación multi-
lateral y bilateral existentes, tanto gubernamentalef como privadas -todo
ello acompañado de abundantes citas documentales- dejará ampliamente
satisfecho al estudioso del tema.

Al desarrollar las cuestiones aún no normadas lmecliante convenios
internacionales, Linares hace gala de su dominio de la materia, propo-
niendo soluciones origínales para cuestiones tan complejas como las emi-
siones directas de televisión desde satélites, la teleobservación de la tierra
también desde satélites y los sistemas de transporte de pcrsonas y de

cargas en el Bspacio Ultraterrestre, En estas materias aporta documentos
difíciles de conseguir por otros 'medios, como por ejemplo las transcrip-
ciones de actas taquigráficas de las sesiones del Grupo de Trabajo sobre

Satélites de Radiodifusión Directa y del Grupo dé Tlabajo sobre Tele-
observación Terrestre mediante Satélites, así como monografías y pro-
yectos de convenciones.

A despecho de algunos párrafos de ardua comprensión y de que en

ciertos sectores del Iibro se extraña una más clara diagramación de los

subtítulos, opinamos que nos encontramos frente a un trabajo muy valioso,

tanto por la novedad de los temas abord¿rdos cormo por la abundancia
documental y la extensión y calidad del tratamiento de la problemática
jurídíca del Espacio tlltraterrestre. Por 1o específico del tema y eI rigor'

con que es abordado, es recomendable para especialistas en la materia.
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HUMMER, WALDEMAR y SCHWEITZER, NTICHAEL:
"Derecho Europeo. El derecho institucional de las tres comu-

nidades europeas y eI derecho material de Ia Comunidad Eco-
nónrica Europea". Lnpreso por Fundación Editora Nota¡ial, La
Plata, 1987, 371 páginas.

La caracterizaciín del Derecho Internacional Público efectuada por
el catedrático de la Universidad Complutense de N4adrid, Prof. Diez de

Velasco Vallejo, destaca en particular que es este un ordenamiento emi-
nentemente dinámico. Lo afirma en doble referencia tanto al número
de sujetos que componen la Comunidad Internacional, en un sentido
cuantitativo, cuanto, ahora en sentido cualitativo, a las conductas de

estos sujetos que son objeto de regulación de este sector normativo. Una
cqmprobación de esta aseveración es, sin duda, el fenómeno relativa-
mente reciente del Derecho Comunitario, inscripto en la evolución del
Derecho Internacional como una nueva metodología de los estados en la
organización de sus relaciones para el logro de objetivos comunes.

Sin lugar a dudas, dentro del Derecho Comunitario, el ritmo de esa
dinámica ha sido determinado por los avances de la Europa contempc'-
ránea. Tanto Ia extensión de la experiencia, como su profundización, han
hecho que el paradigma de la evolución del Derecho Comunitario, esté
representado por el de elaboración europea.

Este es precisamente el objeto de la obra que comentamos. Habrá,
necesariamente, quo resaltar que es ésta en el tema, una obra básica,
entendiéndose por tal, aquella cuyos contenidos y sistematización la con-
vierten en una pieza literaria de tales características que hacen impres-
cindible su lectura y consulta, sea para realizar un acercamiento a los
conceptos fundatmentales, o como marco teórico referente para la labor
de profundizaciín en una rama de la ciencia. con las caracter'ísticas prfr-
pias de un manual, y por consiguiente con sus ventajas didácticas, la obra
es igualmente de gran utilidad para los estudios especializados de mayor
abstracción conceptual.

El plan de la obra incluye una indización general y otra analítica;
distribución en diez capítulos que contienen é1 desárrollo coneeptual, el
documental, y cuando se há considerado oportuna, su graficación-esque-
matización; además, cuestionarios (de sumo interés para la implemen-
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tación de técnicas de foro en la enseñanza de Ia imateria), y casos prác-
ticos de utilidad para el control de tlansferencias do conocimientrrs a

través de la comparación con experiencias jurisdiccionales.

Plevio planteo del marco histórico quc dio origen al fenómenc, cor,u-
nitario en Europa, los autores abordan los conceptos fundamentales dc'l

Derecho Europeo. En cl Capítulo III, destacable por la minuciosidacl,
se disecciona el derecho institucional de las comunidades europeas desde

su fundación, descripción orgánica y de competcnóias, hasta el estudio
de la jurisdicción en el ámbito del mismo.

AI estudio general de las relaciones del sistema regional hacia su

interior y al exterior, efectuado en el Capítulo IV, se lo complement:¡ ccr¡t

los Anexos A y B del Capítulo X, en lo referido a las relaciones existentes

entre la América Latina y las Comunidades Europoas, lo que otorga a la
obra una incomparable utilidad para eI seguimiento de la evolución del

Derecho Comunitario en nuestro marco regional. En el citado Anero B,
por vía de la descripción de las relaciones cqmerciales entre los estados

de ambas regiones; y en el Anexo A, por medio de la semblanza €(eneral
de los aspectos fundamentales del avance del proceso integrador en Amé-
rica Latina.

Los Capítulos V y VI, se dedican al estudio del derechr¡ <iel personal

y presupuestario, elaborándose cn el último dc ellos una exégesis lelativa

a los derechos fundamentales dentro del Derecho Comunitari.o B.ttnn"o,
previa identificación de sus "fuentes de conocimiento"'

Resulta conceptualmente medular el Capítulo VII cu¡ro objeto es el

análisis de Ia naturaleza jurídica e interpretación del Dcretho Comuni-

tario Europeo y sus relaciones con los dcrechos de los estaclos miem-

bros que, necesariamenté, concluye con lrn estudío sobre la .sttprauacio-
nalidad en las Comunidades Europeas.

El procedimiento comunitario, su distribución vertical v holizontal

de competencias, así como el dencrtninado "equilibrio instiiuttonal'> son

dcsarrollados en el Capítulo VJII.

"El derecho material de la C.E.E." se intitula al Capítulo IX c¡ue,

a través de un método analítico, casuístico y puntual, agots cn la prác-

tica, una materia de arduo tratamiento que con encomiable r-naestría y

dinamismo exponen los autores incorporando, de modo ejempial , el estu-

dio de casos jurisprudenciales vinculados'
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Finalmentg en el plan de la obra se incluye a modo de cttmplcmento

en el Anexo C, el Tratado que instituye la Comunidad Económica Europea.
Hummer y Schweitzer, no han obviado una contribución iimportante

al estudioso del Derecho Comunitario, una bibliografía gerrernl y espe-

cífica, de notable jerarquía y actualidad es citada de manera constante.

Así, eI estudiante que se inicia, eI docente y el investigador científico,

han recibido de esta obra un significativo apotte, cuya completitud, siste-

matización y profundidad, son difícilmente di.scutibles.

La actualidad de este libro, posterior al ingreso de lispeña y Por-

tugal a la, ahora, "Europa de los Doce", lo presenta como altanlente reco-

mendable, ¡náxime en el ámbito latinoamericano donde contlr con biblio-
grafía de última generación no es siempre un recurso disponible. Por

ello, resulta igualmente loablc Ia selección c'fectuada por la Fundación
Editora Notarial para la publicación de esta magistral obrir, digna de
recibir los mayores encomios tanto por su vuclo intelectrral, cuanto por
su ajustada metodología expositiva y didáctica.

Nelson D. Nlarcionni
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XX9 ANIVERSARIO DE LA ASOCIACION ARGENTINA
DE DERECHO INTERNACIONAL

Aunque veinte años, pareciera no ser un período considerable en la
vida de las entidades científicas, si se iecuerdan los propósitos que im-
pulsaron a un grupo de profesores argentinos a fundar una institución que
agrupara a los estudiosos e investigadores del Derecho internacional y
disciplinas afines, podría afirmarse, que ellos se han cumplido cabalmente
y que, incluso, las realizaciones han sobrepasado las ambiciosas utetas que
se elaboraron en aquellos dos seminarios de Rosario y córdoba. en rg68
y 1969 respectiva'mente.

La feliz idea de congregar por pr.imera vez a los profesores de Dere-
cho internacional de todo el país contó entre sus más entusiastas sostene-
dores a quien'hoy, por designios del Señor, no nor; acompaña en tan auspi-
ciosa celebración, pero que evocamos por su generosa contribución para
afianzar los primeros pasos de la Asociación y admiramos por su califi-
cado aporte a la ciencia del Derecho de Gentes. Destacado docente y reco-
nocido científico, Juan Carlos Puig ocupa un lugar de priülegio en Ia
corta historia de Ia institución. No olvidamos tarnpoco a Mario Amadeo,
a Isidoro Ruiz Moreno, a wer.er Goldschmidt, a Maximiliano Francisco
Páramo, a Benjamín Frías Alurralde, a Bodhan Halajczuk, a Frida pfirter
de Armas, a Livio B. Rossanigo, a Nlanuel Zanón, a Rubén Cattáneo y a
tantos otros que desde los primeros tiempos y desde diferentes centros
científicos del país contribuyeron al cngrandecimiento de la AADI y la
prestigiaron,
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La Resolución Ns 1 del Primer Seminario Nacional cle Profesores e

Investigadores de Derecho Internacional Público, celebrado en Rosario,

en noviembre de 1968, sobre la base de un proyecto elabor¿rdo por los

profesores Enrique Ferrer Vieyra y Juan Carlos Puig, dispuso crear Ia

Sociedad Aigentina de Derecho Internacional, estableciendo entre los fines

de la futura institución: "a) asegurar la cooperación orgánica y continua
entre los profesores e investigadores de Derecho internacional y discipli-
nas, afines; b) promover Ia actualización de la enseñanza; c) coordinar Ias

investigaciones que en esc ámbito se realiccn; d) auspiciar el perfeccio'
namiento de los profesores e investigadores del Dcrccho internaciorral

tanto en el país como en el extranjero; e) promover ln participación de

profesores y especialistas argentinos en confefencias 1' reuniones interna-

cionales; f) coordinar las actividades de la Sociedad con otrrls entidades

científicas afines; g) cooperar con las actividades que desarrolla el Co-

tnité Jurídico ,Interamericano y otros órganos jurídicos internacionales;

h) programar las publicaciones que sean necesariaí.

I-a citada resolución fijó como sede de la "Sociedad" y de su Secre-

tario Ejecutivo, la Escuela de Ciencia Política y Relacioncs Intemacio-
nales de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidact

Nacional de Rosario.

Del Seminario surgieron otras importantes resoluciones referidas a

la elaboración de un esquema básico para un curso de Derecho interna-

cional público, a la utilización de la jurisprudencia internacional y casos

pr'ácticos de política internacional en la enseñanza del Derecho interna-

cional público, a Ia publicación de un "boletín'para informar sobre las

principales actividades vinculadas a la disciplina, a la preparación de re-

pertorios bibliográficos sobre Derecho Internacional y disciplinas afines

en fnstitutos y cátedras de las universidades argentinas; tr la reubicación

de la matelia Derecho internacional público en los programas de estudios

de las cafferas de abogacía del país, y al establecimiento de centros

de estudio dcl Derecho internacional en las universidades nacionales y

privadas de la Argentina.

La creación dc la Asociación Argentina de Derecho Internacional,

sc concretó en el Segundo Seminario Nacional de Profesores e Investiga-

dores de Derecho Internacional Público, que se celebró en la ciudad de

Córdoba, en septiembre de 196Q oportunidad esta en la que se elaboraron
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los primeros Estatutos y el Reglamento de la institución. Ambos instru-
mentos se mantuvieron hasta que en el año 1986 se obtuvo la personería
jurídica, debiendo adecuarse ambos a esta nueva alternativa en la vida
dc la Asociación.

Como lo pusiera de manifiesto Juan Carlos Puig en la reunión inau-
gurnl del Segundo seminario, el ámbito científico originario, limitado es-
peciahnente a los clocentes e investigadores de Derecho internacional pú-
blico había sido prometedoramente ampliado, dando lugar a la incorpo-
ración de quienes la vocación los especializó en disciplinas afines: "Asi-
mismo la amplitud de miras animó desde el principio a nues;tras delibe-
raciones, unida a las inquietudes expresadas por especialistas en las
distintas disciplinas relativas a la comunidad internacional, o desgaiadas
del añoso tronco del ius gentium, han significado también la inesperada
ampliación del ámbito de nuestras actividades. Lo que en un principio
se concibió como un encuentro de especialistas en Derecho internacional
público, culminará probablemente en un entidad madre que cobiiará
además en su seno Secciones de Derecho Internacional Privado, De.recho
de la Integración, Relaciones Internacionales y Derecho Espacial".

Estas fueron las cinco secciones básicas de la Asociación, hasta que
en 19Bl se creó la sección de Documentación, Metodología y Enseñanza.

La AADI celebró durante los veinte prlmeros años de vida diez
congresos ordinarios con una periodicidad de dos años. ofrecemos una
breve reseña de los mismos:

El primero se realizó en la ciudad de Mendoza entre el 13 y el 15
de marzo de 1971. La Sección de Derecho ,Internacional púbtico trató
los temas "Aprovechamiento hidroeléctrico de los ríos internacionales y
su regulación jurídica" y "Aprehensión ilícita y desvío de aeronaves", sien-
do sus relato¡es los Dres. Nelly Eve Chiesa y Bodhan Halacjzuk; La
.sección de Derecho Internacional Privado, los temas "La formación del
estudiante en orden al Derecho Internacional Privado en el curso de un
año lectivo" y "Ley y tratado. Modificación del tratado por ley posterior",
actuando como relator los Dres. celestino Piotti (h.) y stella Maris
Biocca. La sección de Relaciones Internacionales abordó el tema "Guerra
fría y coexistencia pacífica", teniendo como rel¿tor al Dr. Roberto Bar-
tolomeo carlomagno; La seccíón de Derecho de la Integración trató dos
temas: "Integración fronteriza argentino-chilena" e "Integración regional
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y soberanía nacional", siendo sus relatorcs los Dres. Oscar Ortíz y Pablo

A. Ramella; La Sección de Derecho Espacial abordó e{ tema 'La erS€-

ítanza e invcstigación del Dcrecho Espacial", teniendo como relator al

Dr. Aldo Armando Cocca.

El segundo congleso ordinario tuvo lugar en la ciudad de San Miguel

de Tucumán entre los días 28 de abril y 1o de mayo de 1973 ' La Sección

de Derecho Internacional Público continuó con el tratamiento del tema
"Aprovechamiento hidroeléctrico de los ríos internacionales y su regula-

ción jurídica" y agregó: "Régimen jurídico de la utilización de los fondos

oceánicos internacionales", actuando como relator el Dr. Calixto Armas

Barea; La Sección de Derecho Internacional Privado abordó los temas

"Codificación del Derecho Internacional Privado (Trabajos efectuados

por el Comité Jurídico Interamericano)" y "Problemas de Derecho In-

ternacional Privado en la Extradición", siendo sus relatores los Dres.

Stella Maris Biocca y César Cuervo. También trató el tema "Orden pú-

blico, cláusula general y cláusulas especiales", con un relato del Dr '

Car.los Malfussi. La Sección de Relaciones Internacionales, abordó los

temas "Objeto y método de la ciencia de las relaciones internacionales"

v "Argentina y el pluralismo en el sistema interamericano. Presupuestos

para un análisis metodológico", con relatos a cargo de los Dres. Daniel

Antokoletz y Carlos E. Bauler; La Sección de Derecho de la Integración

continuó con el tema "Integración regional y sobelanía nacionall' y trató

"Integración fronteriza (Zona NOA), con rclato del Dr. Raúl Martínez

Nforeno. La Sección de Derecho Espacial abordó el tema "Convenio

sobre responsabilidad por daños espaciales", siendo su relator el Dr'

Aldo Armando Cocca.

El tercer congreso ordinario se celebró entre los días 16 y 20 de iu-

Iio de 1975, en la ciudad de Corrientes. La Sección de Derecho Interna-

cional Público trató el tema "Jurisdiccíón del Estado sobre el mar adya-

ccnte. Unidad y pluralidad de regímenes" siendo su relatola la Dra.

Frida Pfirter de Armas y el tema "Reformulación del sistema interameri-

cano. Aspectos jurídicos y políticos", actuando como relator el Dr'
Alfreclo Rizzo Romano; la Sección de Derecho Internacional Prívado,

abordó los temas "Reconocimiento y ejecución de sentencias penales ex-

tranjeras" y "La autonomía de la voluntad como punto de conexión en

cl Derecho Intcrnacíonal Privado argentino", teniendo como relatores a
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los Dres. Horacio Daniel Piombo y Eduardo Leopoldo Fermé respecti-
vamente. La Sección de Relaciones Internacionales continó con el tema
"Objeto y método de la ciencia de las relaciones internacionales", siendo
su relator el Dr. Artemio Melo; La Sección de Derecho de la Integración
consideró el tema "Argentina y el Grupo Andino", con un relato del Dr.
Maximiliano Francisco Páramo y "Medios y sistemas para la integración
latinoamericana" con un relato conjunto de los Dres. Luis I. Savid Bas,

Iris Mabel Laredo y Arturo Pagliari; La Sección cle Derecho Espacial
abordó el tema "Matrícuia y registro de vehículos y de todo objeto lan-
zado aL espacio", siendo su relator el Dr. Manuel Augusto Ferrer.

El cuarto congreso se realizó en la ciudad de Santa Fe entre los días

22 y 25 de septiembre de 1977. La Sección dc Derccho Internacional
Público trató el tema "Argentina y los aspectos actuales del Derecho del
Mar", siendo su relator el Dr. Ernesto J. Rey Caro; la Sección de Dere-
cho Internacional Privado el tema "La filiación en el Derecho Interna-
cional Privado", actuando como relatora la Dra. Graciela Márquez de
Fermé: la Sección de Relaciones Internacionales retomó el tema "Refor-

mulación del sistema interamericano. Aspectos jurídicos y politicos",
siendo su relator el Dr'. Julio A. Macagno; La Sección de Derecho de la
Integración, trató el tema "Las empresas multinacionaies de capital re-
gional en el proceso de integración latinoamericano", con relato del
Dr. Julio Rodríguez Arias; La Sección de Derecho Espacial trató el tema
"Aprovechamiento de la energía del espacio ultratelrestre", actuando co-
mo relator el Dr. Aldo Armando Cocca.

El quinto congreso ordinario tuvo lugar en la ciudad de San Juan
entre los días 20 1' 23 de septiembre de 1979. La Sección de Derecho
Internacional Público trató el tema "Derecho Intemacional Ambiental",
con relato del Dr. Ernesto J.R"y Caro; la Sección de Derecho Interna-
cional Privado el tema "Las sociedades comerciales en el Derecho Interna-
cional Privado argentino y formulación de principios de or<.len público
internacional en esta materia", siendo su relator el Dr. Antonio Boggiano;
Ia Sección de Relaciones Internacionales, trató el tema "La Antártida.
Aspectos jurídicos y políticos de la explotación de los recursos naturales",
actuando como relator el Dr. Alfredo Bruuo Bologna; La Sección de
Derecho de la Integración trató el tema "El Sistema Económico Latino-
americano. Su efectividad como instrumento de Ia integración latino-
americana", siendo su relator el Lic. Luis Dallanegra Pedraza; la Sección
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de Derecho Espacial consideró el tema "La sociedad hurnana en el espa-

cio", con relato a cargo del Dr. Nfanuel Augusto Fener.

El sexto congreso ordinario se celebró en la ciudad de Mar del Plata,
entre el 24 y 26 de septiembre de 1981, La Sección de Derecho Interna-
cional Público trató el tema "Los actos jurídicos unilaterales (con especial
atinencia a los intereses marítimos argentinos ), siendo su relator el Dr.
Alberto Seve de Gastón, y "Los problemas pesqueros regionales argen-
tinos y el Derecho Internacional Público", con relato a cargo del Dr.
Eduardo Hooft; La Sección de Dcrecho Internacional Privado, consideró
el tema "Derecho Internacional Privado N{arítimo", siendo su relator el
f)r. Manuel A. Vieira; La Sección cle Relaciones Internacionales aborcló

el tema "La noción de conflicto en el mundo contemporáneo. Su pro-
yección sobre la concepción tradicional de la segurid¿rd colectiva e indi-
vidual de los Estados", actuando como relatora la Lic. Graciela B. Martí;
La Sección de Derecho Espacial consideró el informe de la relatora Dra.
Silvia Maureen Williams sobre el tema "El sistema marítimo internacio-
nal por satélite". La Sección de Derecho de la Integración abordó el

tema "La Argentina ante el proceso de transición de la integración Ia-

tinoamericana", siendo su relatora 1¿r Dra. María Teresa Moya Dominguez.

El séptimo congreso ordinario se realizó en folma conjunta con el

Primer Qongreso Argentino de Derecho Internacional, organizado también
por la AADI, en la ciudad de Rosario, entre los días 22 y 24 de septiembre
de 1983. La Sección de Derecho Internacional Público trató el tema
"Recursos naturales compartidos entre Estados", siendo su relatora la

Dra. Lilian C. del Castillo de Laborde; la Sección de Derecho Interna-
cional Privado abordó el tema "Obras de entes binacionales. Su proyec-

ción en el campo del Derecho Internacional Privado", con relato a dargo

del Dr. Horacio Daniel Piombo; La Sección de Relaciones Internacio-
nales consideró el relato del Dr. Heriberto ]. Auel sobre el tema "Nacio-

naligmos e interdependencia en las relaciones internacionales"; La Sección

de Derecho de la Integración trató el tema "Aspectos sociales y políticos

de la integración latinoamericana en su nueva fase", siendo su relator
el Lic. Darío A. Olivera; La sección dc Derecho Espacial trató el tema
"Patrimonio común de la humanidad y economía del espacio", siendo su

relator el Dr. Roberto Malkassian; La Sección de Documentación, Me-
todología y Enseñanza consideró el tema "Metodología de la enseñanza
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del Derecho Internacional", siendo su relator el Dr. Didier Oppertti Badán.

El octavo congreso ordinario y Segundo Congreso A.r'gentino de De-

recho Internacional, se celebró en la ciudad de La Plata entre los días

26 y 28 de septiembre de 1985. La sección de Derecho Internacional
Público trató el tema "El Tratado de Paz y Amistad entre Argentina y
Chile. Su proyección sobre los espacios marítimos", actuando como -r-e-

lator eI Dr. Ernestt¡ I.R"y Caro; La sección de Derecho Internacional
Privado abordó el tema "La existencia del Derecho Procesal Internacional

Privado", siendo su relator el Dr. Miguel Angel Ciuro Caldani; La Sec-

ción de Relaciones Internacionales abordó cl tema "Teoría de las rela'

ciones internacionales en el mundo de los estadcis en vías de desarro-

llo", siendo su relator el Lic. Luis Dallanegra Pedraza; La Sección de

Derecho de la Integración trató el tema "Integración en América Latina,
propue'stas, de vías de acción", con un relato clel Dr. Pablo Baccaro; La
Sección de Derecho Espacial abordó eI tema "Ilégimen jurí<iico de los

reculsos del mar y los recursos del espacio", actuando como relatora la
Dra. Silvia Blurnkin; La Sección de Documentación, Metodología y En-

señanza", consideró un informe de la Dr¿. Graciela Chalita sob¡e el

tema "Técnicas de participación activa del grupo".

El noveno congreso ordinario y Tercer Congreso Argentino de De-

recho Internacional, se realizó en la ciuciad de San N,IigueI de Tucumán
entre los días 13 y 15 de agosto de 1987. La Sección de Derecho In-
ternacional Público consideró el tema "El Derecho Internacional frente
¿ la ¡eforma constitucional"; La Sección de Derecho Internacional Pri-
vado abordó el tema "La protección de menores en el Derecho Interna-
cional Privado", con un relato conjunto de los Dres. Ubaldino Calvento
Solari y Graciela Márquez y el tema "La filosofía y el Derecho Interna-
cional Privado", siendo su relator el Dr. Niigucl Angel Ciuro Caldani;
La Sección de Relaciones Internacionales trató el tema "La política ex-

terior argentina y la deuda externa"; La Sección de Derecho de la inte-
gración trató el tema "Los acuerdos de integración y cooperación entre
Argentina y el Brasii del 29 de julio de 1986 a le luz de las disposiciones

del Tratado de Montevideo", con relato de la Dra. Iris Mabel Laredo;
La Sección de Derecho Espacial consideró el tema "Problemas de radio-
difusión directa por satélites" actuando como relatora la Dra. Silvia Mau-
reen Williams; la Sección de Documentación, N{etodología y Enseñanza,
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en tema "Nuevas experiencias en la metodología de la enseñanza y la in-
vestigación del Derecho Internacional".

El décimo congreso ordinario y Cuarto Congreso Argentino de De-
recho Internacional, se realizó eir la ciudad de Buenos Aires, entre los

días 9 y 1l de noviembre de 1989. La Sección de Derecho Internacional
Público trató el tema "El Tratado Antártlco, aiternativas a partir de 1991",

contando con un relato conjunto de las Dras. Luciana Díaz de García
y N'Iaría Teresa Moya Domínguez; La Seccióir clc Derecho Internacional
Privado consideró el tema "La responsabilidad civil por hechos ilícitos
cn el Derecho Internacional Privado", siendo su relator el Dr. Eduardo
Leopoldo Fermé; La Sección de Relaciones Internacionales abordó el

tema "Las constantes en la política cxterior argentinir", con el relato del
Dr. Guillermo Fígari; la Sección de Derecho de la Integración trató el
tema "Integración y cooperación argentino-chilena", siendo su relatora

la Dra. Ofelia Staringel de Caramutti; La Sección de Derecho Espacial

consideró el informe del Dr. Aldo Armando Cocc¿r sobre el tema "Conta-

minación terrestre por actividades espaciales"; La Sección de Documen-

tación, Metodología y Enseñanza, consideró el informe del tema "Téc-

nicas de evaluación en ei proceso de enseñanza-aplendizaje", elaborado
por la Dra. María Blanca Noodt Taquela.

Durante el mismo período, la Asociación olganizó otras reuniones

científicas, algunas de ellas en conjunto con plestigiosas instituciones

nacionales y extranjeras, pudiendo recordarse las Jornadas Argentinas de

Derecho y Relaciones Internacionales, con la Llniversidad de Belgrano,

en noviembre de 1971; la Conferencia Especializada de las Secciones de

Delecho Internacional Público, Derecho de la Integración y Relaciones

Internacionales, celebrada en Rosario, en mayo de 1975; eI Seminarjo

sobre Empresas Conjuntas Latinoamericanas én el proceso de integra-

ción regional, realizado en Rosario, en noviembre de 1976; las Primeras

Jornadas Rioplatenses de Derecho Internacional, con la Asociación Uru-
guaya de Derecho Internacional, realizadas en N{ontevideo, en octubre

cle 1978 y las Segundas Jornadas realizaclas en la ciudad de Mar del

Plata, en septiembre de l98l; Ias Primeras Jornadas Interuniversitarias

de Estudios Científicos de Soberanía y Derecho Internacional, con la

Universidad Católica de Salta, en juiio de 1979; cl Primer Curso en

Derecho del Espacio, realizado en Córdoba, en noviembre dc 1980;
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las Jornadas sobre la situación político institucional de la Antártida A¡_
gentina y sus condiciones de desenvolvimiento, en Rosario, en mayo de
1981; las Jornadas sobre reformas a la constitución Nacional, en La plata,
en mayo de l9B4; las Primeras ]ornadas Latinoamericanas sobre Antár-
tida, en Rosario, en agosto de 1g86; las Jornadas sobre Enseñanza v
Aprendizaje del Derecho Internacional, con la Universidad Nacional de
Buenos Aires, en octubre de Ig88, etc.

cada dos años, la AADI renovó sus autoridades, en coincidencia
con la realizaciín de los congresos ordinarios. Durante los veinte años
ocuparon los diferentes, cargos en el Consejo Directivo:

Presidentes: 'Dr. 
Juan carlos puig (1g6g-1g75); Dr. calixto Arrnas

Barea (1975-1979); Dr. Ernesto J. Ruy Caro (1979-19g3); Dr. Horacio
Daniel Piombo (19s3-19s7) y Dr. Aldo Armando cocca (19g7-1991).

vice-presidentes: Dr. Pablo A. Ramella (1969-19zg y tgzg-lggl);
Dr' Alfredo Rizzo Romano (lg73-lg7g); Dr. Horacio Daniel piombo
(f981-f983); Dr. AIdo Armando Cocca (198g-1987) y Dr. Jorge José
Torres (1987-1991).

Secretarios Generales: Dr. Ernesto J. R"y Caro (196g-Ig7g); Dr.
Antonio Boggiano (1979-198r); Dr. Nelly Eve chiesa (r98r-tgg5); Dra.
María Teresa Moya Domínguez (fg8b-lggl).

Prosecretarios Generales: Dr. carlos Guastavino (lggs-lggg),

Protesoiérosr Ctr. Jorge Giner (f985-1989).

Directores de la sección de Derecho Internacional priblico: Dr.
calixto Armas Barea (1969-1975); Dr. Juan carros puig (Lwí-rg7l),
Dr' Maximiliano F. Páramo (1977-lg7g); Dr. pedro Baquero Lazcano
(1979-198f); Dra. Frida Pfirter de Armas (f981-1988); Dr. Eduardo
Hooft (1983-1985); Dr. Julio Ariel Macagno (1985-1987); Dra. Marta
Y. Tejerizo ( f987-1991).

Directores de la sección de Derecho Inter.nacional privado: Dr.
celestino Piotti (h) (1969-1973); Dr. werner Goldsnmidt (1923-19g8);
Dra. Berta Kaller de orchansky (19$-1988); Dr. Miguel Angel ciuro
Caldani (1985-1989).

Directores de la sección de Derecho de la Integración: Dr. oscar
ortiz Baeza (1969-1973); Dr, Luis I, savid Bas '(1923-1977); 

Lic. Luis
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Dallanegra Pedraza (1979-fgSl); Dra. María Teresa Moya Domínguez

(1981-1985); Dr. Jorge José Torres (1985-1987); Dra. Iris Mabel Laredo

(1e87-le8e).

Directores de la Sección de Relaciones Internacionales: Dr' Roberto

Bartolomeo calomagno (1969-1973); Dra. Iris N{abel Laredo (1973-

1977); Dr. Alfredo Bruno Bologna (1977-1979 y 19$-1985); Dr. Artemio

Luis Melo (1979-1981); Adolfo césar vera (1981-19B3); Dr. Susana

Torres (1977-1979).

Directores de la Sección de Documentación, Metodología y Ense'

ítanza: Dra. Graciela Chalita (1987-1989).

Desempeñaron el cargo dc consejeros en las distintas' comisiones

directivas los Dres. Calixto Armas Barea, Roberto Bartolomeo Carlo-

magno, Gustavo Barberá, Emilio Baquero Lazcano, stella Maris Biocca,

Raúl Cardón, Ricardo Colombo, José Amadeo Conte Grand, Nelly Eve-

Chiesa, Luis Dallanegra Pedraza, Fernando Díaz Ulloque, Eduardo

Leopoldo Fermé, Beniamín Frías Alurralde, Carlos Guastavino, Werner

Goldschmidt, Bodhan Halacjzuck, Eduardo Hoft, Iris Mabel Laredo, ]ulio
Ariel Macagno, Raúl Martínez Moreno, Constanso Moi, Oscar Ortíz

Baeza. Bealriz Pallarés, Maximiliano Francisco Páramo, Horacio Daniel
piombo, Pablo A. Ramella, Ernesto I. R"y caro, Alfredo Rizzo Romano,

Luis Savid Bas, Eduardo Sntter Schneider, Manuel Viera y Renato

Viglione.

De todos los congresos y 1euniones especiales surgieron importantes

resoluciones elaboradas en báse a enjundiosos informes y relatos, que

sin duda han contribuido al desarrollo de la ciencia del Derecho lnter-

nacional.

La AADI efectuó también diversas publicaciones, boletines informa-

tivos, bole.tines de Secciones, actas y documentos de los congresos ordi-

narios, libros, etc. y en 1980 instituyó un premio especial a las mejores

producciones científicas, habiendo sido conferido en dos oportunidades'

Asimismo, las Comisiones Directivas realizarón casi un medio cen-

tenar de reuniones a los efectos de abordar las cuestiones propias y

atinentes al funcionamiento normal de una institución científica,

Quienes t'uvimos la fortuna de haber participado en la gestación de

]a Asociación y de haber desempeñado funciones directivas en estos
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primeros veinte años de labor orientada a alcanzar aquellas metas que
inspiraron su creación, que coinciden con los propósitos de la comunidad
internacional contemporárica, corrnunidad que transita por una de las
etapas más espectaculares dc la historia, no podemos menos que emo-
cionarnos al rememorar tantos acontecimientos que jalonaron la existen.
cia de la institución y que tratamos do compendiar en estas breves re-
ferencias.

Quizá sea oportuno recordar algunos conceptos que exteriorizamos
en oportunidad de commemorar el decimoquinto aniversario de la AADI,
en Rosario, examinando las caracterís'tícas de nuestra tarea, y que son
igualmente válidas en esta circunstancia: "La t<_rrnática que abordamos
en estos días difiere en su amplitud de aquella que ocupó las sesiones
de 1969, pero guardan una finalidad común: el perfeccionamiento do-
centg el acrecentamiento de nuestro patrimonio intelectual, el inter-
cambio de experiencias y muchos otros propósitos que partiendo y man-
tendiendo siempre como eje a la persona humana, sirven como contri-
bución al a{ianzamiento de los principios que deben imperar y guíar
Ia acción de los pueblos que integran la comunidad internacional con-
temporánea: la paz y la justicia. Nadie ignora que estamos transitando
por uno de los periodos más trascendentes y quizá más críticos de la
humanidad, del cual pueden surgir los principios para la constitución de
una comunidail internacional auténticamcnte universalista, sustentada
en la igualdad jurídica de sus miembros, en la cooperación, en las rela-
ciones amistosas, que aseguren una paz estable fundada en la vigencia
del Derecho, o bien puede significai el comienzo de una carrera degra-
dante que conduzca al hombre a su holocausto final. Como juristas que
nos llamamos, no podemos sino tener absoluta confienza y fe en que
la primera de aquellas opciones es posible, más aún, es la única racional,
y tras esa meta debemos ir y por esas ideas debemos luchar, sin olvidar
que el Derecho es la única protección válida, es el único vallado para
las ambiciones y apetitos ólesmedidos de aquellos que embriagados por
el poder,. sueñan con sorneter al mundo a sus designíos y servirse de él
para satisfacer mesquinos intereses".

Retomando el papel protagónico de los jus-internacionalistas en
una comunidad que experimenta profundas y vertiginosas modificaciones,
no cabe duda que es en nuestros días cuando trnás posibilidades se l¡:
brinda a su espíritu creador para proporcionar la estructura jurídica a las
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noveles instituciones y ravrsar las ya obseletas, con la finalidad suprema

de elaborar un ordenamiento internacional que responda a los legítimos

intereses de todos los pueblos y no al dictado de los que ostentan la fuerza.

La rememoración de los éxitos de nuestra Asociación no pretencle

en forma alguna ignorar las dificultades que han debido sortearso para

conservarla, y es solo el inquebrantable espíritu de solidaridad, esa a-

cuciante necesidad de encotrar la verdad, esa vocación de ssrvicio a la
comunidad de todos sus integrantes, esa amistad desinteresada, lo que

ha pertnitido festejar este nuevo aniversario.

Ernesto l. ReA Caro
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